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Prólogo

La celebración de los cuatrocientos años de la UNC forma parte de un ejercicio 
de conmemoración que como tal, sabemos, es convencional. Esto es, no forma 

parte del espíritu de la naturaleza o de la fuerza del destino ni se propone descubrir 
–en apariencia y a partir de una operación meramente técnica– un origen que funciona 
simultáneamente como punto de partida y como fuente explicativa de todo lo que 
vendrá después. Por eso recordar el costado convencional de la conmemoración no 
es menor: es el principio de una acción política en sentido amplio. Sin embargo, no es 
el único atributo que caracteriza a este tipo de celebraciones. Antes que nada, la con-
memoración es un tipo singular de acontecimiento. ¿En qué reside su singularidad? 

 En primer lugar en que reenvía directamente a otro acontecimiento anterior 
del que parece depender pero con el que no se confunde. En segundo lugar, en que 
es un acontecimiento previsto y preparado con anticipación. Más allá de que ambas 
dimensiones puedan sostener la analogía engañosa entre la celebración del aniver-
sario de una persona y la de una comunidad –con todas la consecuencias que esto 
supone: unidad, identidad, coherencia–, lo que aquí interesa destacar es la particular 
temporalidad que tal acontecimiento abre. Previsto con anticipación, esperado, su 
celebración supone una remisión a un momento anterior, a un pasado del que nos 
separa un número redondo: así exhibe un doble vínculo donde el presente finalmente 
asume de manera consciente un rol de previsión y de examen crítico. 

Recuperando este sentido de la conmemoración, el presente libro forma parte 
fundamental de las distintas actividades que nos hemos propuesto para celebrar los 
cuatrocientos años de la UNC. En este ejercicio de memoria, el conocimiento históri-
co tiene mucho para aportar al examen crítico de nuestro pasado o, con mayor preci-
sión, de nuestros pasados, porque están aquellos pasados que han sido y también esos 
otros, impedidos. Retomados críticamente, estos pasados pueden aportar claridad a 
nuestra situación actual de universitarios a partir de la percepción de las decisiones 
que fueron tomadas, de las que apenas llegaron a asumirse como expectativas y, es-

Carolina Scotto
Rectora, UNC
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pecialmente, de los condicionamientos muchas veces imperceptibles que las hacían 
posibles o impensables. Celebrados en su dimensión conmemorativa y reconstruidos 
por el oficio del historiador, estos relatos contribuyen a promover una conciencia 
vital para el análisis de nuestros problemas, el reconocimiento de las potencialidades 
actuales y la proyección futura. 

Sin dudas, intentar una historia así de la Universidad y sus facultades implica 
describir y comprender una empresa colectiva diversa, conflictiva e, incluso (¿podría 
ser de otra forma?), contradictoria. Las relaciones con el pasado, que son imperiosas 
e inquietantes a la vez, nos permiten asumir que aquello que llamamos “identidad” 
no puede ser considerado una certeza sino un interrogante. 

Así las cosas, el relato que presenta este libro es, por cierto, el de experiencias 
que son siempre plurales, atravesadas por contextos múltiples y en un pacto periódi-
camente reformulado. A lo largo de sus páginas, que proponen una reconstrucción 
histórica del proceso de institucionalización de la UNC, no desconoce como condi-
ción previa la fragmentación y la pluralidad que la caracterizan pero, aun así, no puede 
ni quiere renunciar a la pregunta por la posibilidad de una imaginación compartida. 

En este esfuerzo de reconstrucción histórica se revelan los estratos profundos 
de experiencias que construyeron un lenguaje común que permite nombrarnos, hoy, 
como parte de esta comunidad universitaria. Pero este ejercicio de rememoración 
sólo encontrará su potencialidad en tanto informe a una reflexión colectiva que de-
nuncie el anacronismo de ciertas palabras, reconozca aquéllas que deben ser nueva-
mente conceptualizadas y distinga, entre todas ellas, esas otras que se constituyen en 
principios de orientación, que contienen ese potencial dinámico y de transformación 
que debe caracterizarnos como universitarios. 

Para ello, deberíamos ser capaces de escapar a toda tentación de autorreferen-
cialidad, que nos evite incómodas preguntas acerca del sentido social y político de 
nuestras prácticas. Deberíamos, también, ser capaces de ejercer una mirada crítica 
sobre ciertas cristalizaciones que se traducen en modos tradicionales de organizar 
las áreas disciplinares, el trabajo académico, la producción y la transmisión del cono-
cimiento, la investigación y la enseñanza, entre otras cuestiones que hacen a la vida 
universitaria. Deberíamos, finalmente, ser capaces de imaginar nuevos y más fuertes 
compromisos actuales y futuros, que trasciendan nuestro horizonte experiencial in-
mediato y aporten a la comprensión y la profundización de las transformaciones de 
la realidad social de la que somos parte. ■
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Introducción general

Mónica Gordillo* y Laura Valdemarca**

¿Cómo abordar la conformación de los distintos campos del saber, sus procesos 
de legitimación académica y su institucionalización como unidades con dere-

chos propios y ámbitos de actuación específicos? Sin duda no hay un solo recorte ni 
relato posibles, como tampoco hubieron trayectorias únicas en las creaciones de cada 
una de las trece facultades de la UNC. Efectuar cualquier reconstrucción histórica 
implica siempre escoger determinados recorridos, privilegiar algunos andariveles y 
dejar otros de lado. Como se advertirá en lo que sigue, muchas elecciones tuvieron 
que hacerse tanto en función de la factibilidad del proyecto como de la coherencia y 
pertinencia de la obra, sin embargo sabemos que muchas otras son posibles y alenta-
mos que así sea; esperamos que lo que aquí presentamos sea un disparador de nuevas 
indagaciones.

Al recibir la invitación de la Secretaría de Asuntos Académicos para proyectar 
y coordinar esta edición, fuimos conscientes desde un primer momento de que no 
estábamos en condiciones de dar cuenta de la totalidad de la vida académica desa-
rrollada por nuestra Universidad a lo largo de estos cuatrocientos años. De allí que la 
primera delimitación propuesta se basara en reconstruir el proceso de conformación 
de aquellos campos de conocimiento que terminaron institucionalizándose como 
facultades en la UNC, considerando además solo su momento fundacional. Sabe-
mos que esto implica dejar fuera otros desarrollos de mucha importancia en nuestra 
Universidad que, por distintas razones, todavía no han logrado autonomizarse como 
facultades a pesar de que existen proyectos en ese sentido.

Otra delimitación fue la temporal. Optamos por partir del momento de nacio-
nalización de la Universidad Mayor de San Carlos para convertirse en Universidad 
Nacional de Córdoba, en 1854, hasta la creación de la última de sus facultades, la de 
Artes, en 2011. Este recorte se sustenta en un hecho que a veces ha pasado desaper-

[*] Doctora en Historia, FFyH, UNC. Profesora Escuela de Historia, FFyH, UNC.
[**]Doctora en Historia, FFyH, UNC. Profesora Escuela de Historia, FFyH, UNC.
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cibido: la Universidad Nacional de Córdoba no solo es la más antigua del país sino, 
además, la primera en nacionalizarse como parte del proyecto de consolidación del 
Estado nacional conformado en 1853. Esto la convertirá en un espacio de tensión 
entre los nuevos proyectos de país a construir y las tradiciones preexistentes ligadas 
a su pasado colonial, religioso y mediterráneo. Por lo tanto, el momento de la nacio-
nalización se torna muy interesante y apropiado para iniciar la reflexión en torno a la 
institucionalización de campos de saber y su vinculación o no con los proyectos de 
nación vigentes desde aquella fecha.

A lo largo de esta reconstrucción que comprende más de un siglo y medio de 
historia, tratamos de ofrecer una visión dinámica de las condiciones bajo las cuales se 
fueron constituyendo e integrando las distintas disciplinas y áreas de conocimiento 
como parte de la actividad académica desplegada por la Universidad. Hemos recogi-
do las indagaciones realizadas por las facultades, su material de archivo así como el 
existente en el de la Universidad, para elaborar una descripción del desarrollo de ésta 
como un todo; proceso atravesado por desenvolvimientos disciplinares particula-
res, decisiones políticas específicas y contextos históricos diversos. Consideramos, en 
consecuencia, que el libro puede servir como una invitación para pensar la Universi-
dad como una unidad, con sus tensiones, contradicciones, disputas, entendimientos, 
cooperaciones y solidaridades donde es posible, sin embargo, observar problemas 
comunes, más allá de las especializaciones disciplinares y profesionales. Somos cons-
cientes, sin embargo, de que lo presentado es uno de los abordajes posibles, sin duda 
importante dada la inexistencia de estudios integrales sobre este tema. Constituye un 
punto de partida para comprender que el todo no es solamente la suma de las partes.

En relación con lo anterior, decidimos articular los distintos capítulos y mo-
mentos en torno a algunos ejes. Uno de ellos es el de los cambios operados en el 
tipo de Estado, en sus proyectos sobre el orden deseable y acerca de la función que 
la educación y, en particular, la universitaria debía cumplir dentro de ellos. Esto im-
plicó transitar por los distintos tipos de gobierno –constitucionales y dictatoriales– 
así como por otras inestabilidades políticas propias del siglo XX argentino, con sus 
secuelas en la vida universitaria. Los vaivenes político-institucionales se tradujeron a 
su vez en diferentes regulaciones normativas, otro de los ejes presentes en el libro, 
que aparecen consideradas como los andamiajes institucionales que delimitaron el 
terreno por los que transcurrió la vida universitaria. En cada tramo se puede observar 
ideas, actores, propuestas que disputan el sentido de quehaceres disciplinares y profe-
sionales, imbuidos también de las diferentes tradiciones y controversias particulares 
de cada uno de los momentos históricos; su consideración, así como la de las redes 
profesionales extrauniversitarias, es otra de las líneas por donde transcurre la recons-
trucción efectuada.
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Otro eje que aparece articulando las distintas creaciones institucionales es el de 
la búsqueda de legitimidad social a través del saber académico y profesional, lo que 
llevó a producir fracturas y especializaciones a medida que se fue complejizando la 
sociedad y delineando el espacio de lo público y su aparato burocrático. Sin embar-
go se podrá observar también contingencias y azares; cambios de reglas de juego, 
mecanismos de funcionamiento y de gobierno que llevan la huella de los procesos 
políticos: facultades creadas por leyes nacionales, otras creadas por gobiernos de fac-
to; las menos, constituidas a través de la máxima representación del cogobierno, la 
Asamblea Universitaria, como resultado de la decisión de los claustros. Así se podrá 
observar también los cambios operados en el gobierno universitario, como un aporte 
para reflexionar sobre la construcción histórica del cogobierno y la autonomía, pro-
ceso siempre atravesado por la política, dada nuestra condición de universidad estatal.

En cuanto a la realización de la investigación y la autoría de cada una de las 
partes, acordamos convocar a historiadores, con diferente nivel de formación, y a 
otros investigadores especialistas en el análisis de determinados contextos históricos 
desde la perspectiva de trayectorias académicas y del funcionamiento institucional 
universitario. De este modo constituimos un sólido y amplio equipo, mayoritaria-
mente compuesto por integrantes de las cátedras de Historia Argentina I y II y por 
otros miembros de la Escuela de Historia de la FFyH, más de veinte universitarios 
que asumimos la tarea de pensar la compleja aparición y articulación de las facultades 
de la Universidad.

El libro se encuentra organizado en seis partes generales que se corresponden 
con momentos significativos o de rupturas en lo que refiere al funcionamiento del 
sistema político, a las políticas públicas, al papel de las universidades y, específica-
mente, de la UNC y sus transformaciones internas. La primera parte se inicia con 
la nacionalización de la Universidad, pasando luego a la creación de la normativa 
que rigió las universidades nacionales hasta 1918, cuando el movimiento reformista 
propició cambios en las formas de su gobierno, acceso a la docencia y funciones de 
la educación superior. Allí comienza la segunda parte, que se extiende hasta 1946; si 
bien en este período no se concretaron nuevas facultades, nos pareció importante 
dar cuenta de él por las transformaciones producidas en la vida universitaria y por la 
incidencia de procesos políticos: intervenciones nacionales promovidas por gobier-
nos democráticos y de facto, así como tensiones y disputas entre los universitarios 
al calor del clima de entreguerras. La tercera parte comprende la primera y segunda 
presidencias de Perón entre 1946 y 1955, cuando tuvo lugar la creación de una nueva 
normativa para las universidades buscando adecuar su papel y gestión al proyecto de 
país a construir. La cuarta parte abarca el período de inestabilidad política abierto con 
el golpe de Estado de 1955 y cerrado con otro golpe militar, el de 1976, la última y 
más sangrienta dictadura de la historia argentina. Se podrán apreciar allí proyectos 
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contradictorios de universidad, diferentes regulaciones sobre su forma de gobier-
no, distintas intervenciones, y la exacerbación de las exclusiones antagónicas que 
se habían ido construyendo a lo largo de todo el siglo. La quinta parte corresponde 
al período del último gobierno militar, culminando con los desafíos que planteó su 
salida a partir de 1983. Resaltamos en ella el significado que tuvo el retorno a la de-
mocracia para las universidades estatales que se fueron normalizando, recuperando 
sus órganos de cogobierno y sus reglas de funcionamiento, dentro de los márgenes 
dados por la autonomía universitaria. Si bien, afortunadamente, esa institucionalidad 
democrática –con sus limitaciones– se ha mantenido desde entonces, acompañando 
el recambio democrático de las autoridades políticas nacionales, se agrega una última 
parte –la sexta– para destacar las modificaciones que en la normativa y en la forma 
de entender las universidades públicas se produjeron en los 90. Se destacan también 
las transformaciones de los últimos diez años, a partir de los efectos de la crisis de 
2001 y del cuestionamiento al consenso neoliberal consolidado en la década anterior.

En lo que refiere a los campos del saber, tratados en los trece capítulos, en el 
momento de consagrarse nuestra universidad como Universidad Nacional de Córdo-
ba, tres áreas de conocimiento eran indiscutibles: las leyes, la salud y las ciencias exac-
tas. En aquel molde positivista, que creía sinceramente en el progreso indefinido al 
cual adscribía el proyecto de nación de la generación del ochenta, la consolidación de 
las facultades de Derecho y Ciencias Sociales, de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales 
y de Ciencias Médicas fue más que natural. A partir de allí, la universidad más antigua 
del país funcionaría, en muchas ocasiones, como una estructura difícil de modificar 
a la hora de legitimar los nuevos saberes y áreas de conocimiento y darles autonomía 
para su existencia. Por eso, el nacimiento de nuevas facultades hasta llegar a trece no 
fue un sendero fácil y lineal.

Varias de las facultades actuales nacieron como carreras cuasi menores dentro 
de una facultad cuyo saber estaba legitimado en la estructura de la UNC, tales los 
casos de Ciencias Químicas y Odontología respecto de Medicina y de Arquitectura 
con Ingeniería. Una situación parecida ocurrió en el caso de Psicología en relación 
con Filosofía y Humanidades, dado que había nacido hermanada con la Pedagogía 
hasta que en los años sesenta declararon su mayoría de edad y se posicionó como una 
disciplina autónoma.

Esa puja por el reconocimiento de un lugar en la UNC llevó a muchas de las fu-
turas facultades a aceptar primero la creación de institutos dependientes del Rectora-
do como Lenguas, FAMAF y Ciencias Agropecuarias. Si bien esta salida no acababa 
de ajustarse a las expectativas, otorgó un reconocimiento para posteriores disputas en 
procura de la legitimación como facultades. Otras surgieron como escuelas indepen-
dientes, tales los casos de Ciencias Económicas y Artes.
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Como se verá en el presente libro, cada una de las facultades, tiene marcas pro-
pias que las enorgullece, las diferencia pero, al mismo tiempo, las vincula, conforman-
do una unidad. Esto ha sido posible porque de alguna manera la UNC ha logrado 
ser permeable a los nuevos saberes sin que la agobie y determine el peso de sus 
tradiciones.

En nuestro carácter de Universidad estatal, cada contexto político ha sido cru-
cial para la consagración, el retraso, el sostenimiento y la posibilidad de ser de cada 
espacio de la ciencia, el arte, y la técnica. Los períodos de cogobierno y autonomía 
–como se podrá advertir– fueron escasos, muchas veces interrumpidos por golpes 
de Estado o democracias restringidas que cercenaron la libertad de cátedra, destru-
yeron el conocimiento y la infraestructura acumulada; pretendieron y en repetidas 
oportunidades lograron, vaciar la universidad de su componente humano en todos 
sus claustros e intentaron alejarla de las aspiraciones de calidad y democratización 
que muchos procuraban desde 1918.

Dentro de la Universidad muchas veces se repitieron las persecuciones y dispu-
tas, con graves consecuencias para la calidad de nuestro autogobierno, de nuestra en-
señanza y de nuestra responsabilidad social. Estas condiciones dejaron marcas tanto 
en los procesos por la legitimación de los saberes como en las prácticas al interior de 
cada unidad académica. Sin embargo las trece comparten la docencia como actividad 
principal; tenemos facultades con una fuerte tradición en investigación en ciencias 
básicas y aplicadas, pero también se han abierto camino las humanidades, las ciencias 
sociales y las artes; algunas facultades tienen una tarea extensionista más marcada, 
que las involucra con la sociedad cumpliendo también el objetivo de calidad, en otras, 
la intervención es una meta a fortalecer con el trabajo cotidiano.

Con este libro se proponen diferentes lecturas, a partir de las cuales cada lector 
podrá realizar las combinaciones e integraciones que sean de su interés. Por ejemplo, 
un abordaje diacrónico y sincrónico a la vez donde pueda advertirse la simultanei-
dad y los rasgos comunes que rodearon la emergencia de las distintas facultades, 
encontrando las intersecciones que hacen a la diversidad de experiencias vitales que 
transitaron estas distintas unidades en su camino a la facultarización. Pero también 
otra lectura diacrónica donde a través de las partes generales pueda reconstruirse el 
desarrollo de las etapas por las que fue atravesando nuestra Universidad en el marco 
general del devenir de las universidades nacionales, condicionadas por los factores 
políticos, sociales y económicos de cada contexto. También podría rastrearse, a tra-
vés de los capítulos específicos, la trayectoria de las grandes áreas disciplinares con 
sus divergencias y predominancias internas, con las relaciones mantenidas entre sí y 
hacia el exterior, entre otras tantas cuestiones que ayuden a comprender su historia y 
su situación actual.
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En suma, alentamos una diversidad de lecturas posibles, aspiramos a que el libro 
se convierta en un instrumento, en una herramienta de trabajo que contribuya a que 
todos los universitarios puedan reflexionar sobre sí mismos y sobre los diferentes 
“otros”. Procuramos también que el libro pueda servir para dar a conocer hacia 
afuera de la propia Universidad lo que ella y más de ciento cincuenta años de vida 
universitaria nacional han podido desarrollar, así como lo que no pudieron concretar, 
para pensar también los desafíos pendientes.

Por último, este libro no hubiera sido posible sin la cooperación inclaudica-
ble de los diecinueve autores que respondieron a nuestra convocatoria: Juan Pablo 
Abratte, Julieta Barrera, Jessica Blanco, María Sol Bruno, Gabriela Cecchetto, Adela 
Coria, Liliana Chaves, Mariana Dain, María Cristina de Carli, Bernardo del Caño, 
Carolina Favaccio, Ezequiel Grisendi, Pablo Iparraguirre, Alessandra Laurenti, Juan 
Sebastián Malecki, Marta Philp, María Paula Puttini, Pablo Requena y Mariela Zabala; 
el apoyo de Victoria Chabrando en la tarea de búsqueda de fuentes éditas e inéditas; 
la colaboración permanente de la Subsecretaria de Grado de la Universidad, Dra. 
María del Carmen Lorenzatti, de las Secretarías Académicas, autoridades en ejerci-
cio y exautoridades de las facultades que nos facilitaron la consulta de sus archivos;  
los docentes e investigadores que, en ejercicios de memoria institucional y vital nos 
permitieron conocer procesos que no son visibles a través de documentos escritos;  
todo el personal de las bibliotecas de las facultades y Biblioteca Mayor, del Archivo 
General Histórico de la UNC y de los archivos de las facultades, de la Secretaría 
General y de la Prosecretaría General, que contribuyeron a la búsqueda y el acceso 
de expedientes, y los representantes de la Comisión Ampliada 400 Años por su im-
prescindible apoyo. ■



15

La nacionalización de la universidad 
y la avanzada cientificista

Parte I

Liliana Chaves* y Mariana Dain**

La conversión de la Universidad Mayor de San Carlos y del Colegio de Monserrat 
en instituciones nacionales constituyó uno de los aspectos del amplio y com-

plejo proceso de afianzamiento del Estado Nación, cuya capacidad de reproducirse 
simbólica y políticamente estuvo ligada a la construcción de un sistema nacional de 
instrucción pública, al que los proyectistas de la Organización Nacional identificaron 
con la noción de Progreso. Luego de que Urquiza derrotó a Rosas en la batalla de 
Caseros, se impulsó el proceso que dio lugar a la sanción de la Constitución en 1853. 
Ese nuevo contexto institucional trajo aparejado que ese Estado en formación fuera 
absorbiendo y apropiándose de un conjunto de prerrogativas que hasta mediados 
del siglo XIX habían sido ejercidas por instituciones y corporaciones relativamente 
autónomas en los ámbitos provinciales. Dado que las transformaciones no acontece-
rían en un terreno vacío de tradiciones e intereses a ser afectados, sus posibilidades 
de realización dependieron de las estrategias desplegadas para obtener la adhesión 
de los sectores dominantes y gobiernos del interior, mediante la concertación de 
alianzas y coaliciones, sustentadas en compromisos y prestaciones recíprocas. Por tal 
motivo, los cambios en el largo plazo fueron lentos y atravesados por disputas políti-
cas, corporativas e ideológicas, en las que alternaron desplazamientos, conciliaciones 
y acuerdos.

Al momento de su nacionalización, la Universidad cordobesa mantenía el es-
quema constitucional fijado por la Real Cédula de Carlos IV en 1800, por la que 
fueron transferidos a la órbita del clero secular la Universidad y el Colegio de Mon-
serrat, hasta allí bajo custodia de la orden franciscana tras la expulsión de los jesuitas. 
En aquélla se determinaba que sobre la base de dos cátedras de latinidad, tres de 
filosofía, dos de leyes, dos de cánones, tres de teología escolástica y una de teología 
moral, podían conferirse grados mayores en teología, en jurisprudencia civil y canó-

[*] Magíster en Partidos Políticos, CEA, UNC, Profesora de Historia, Escuela de Historia, FFYH, UNC.
[**] Licenciada en Historia, FFYH, UNC, Profesora de Historia, Escuela de Historia, FFYH, UNC.
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nica y en artes. En lo concerniente al plan de estudios, las cátedras debían atenerse a 
lo aprobado por el Consejo de Castilla en 1771 para la Universidad de Salamanca en 
todo lo referido a la organización de los cursos y exámenes y a los autores a enseñar; 
previéndose que los catedráticos no podrían “dictar materia alguna”, por fuera de lo 
preestablecido. Mientras dichas constituciones eran elaboradas, la Universidad debía 
regirse por la Constitución de la Universidad de Lima.1

La Revolución por la independencia no habría significado cambios sustantivos 
en lo concerniente al régimen universitario y, según Martínez Paz (1944: 12-26), tam-
poco el período en que la institución quedó bajo la jurisdicción del Estado provincial, 
entre 1820 y 1854. En rigor, para el citado autor, los rasgos fundamentales de la uni-
versidad colonial se mantuvieron en vigencia hasta el Estatuto de 1879.

Interesa, por lo tanto, destacar algunos aspectos de esas constituciones aten-
diendo a que las mismas, al dar cuenta de las estructuras organizativas de la Univer-
sidad, ofrecen un punto de partida para observar el proceso de diferenciación de 
áreas de conocimiento y los modos de su institucionalización. Ellas también aportan 
indicios acerca de cierta concepción general del conocimiento universitario, en la que 
se establece una suerte de jerarquía en virtud de los fines específicos que se atribuyen 
a cada rama del saber. En el Antiguo Régimen esa jerarquía de saberes se traducía, a 
su vez, en un orden de preeminencias sociales al interior del cuerpo universitario, que 
se materializaba en los actos académicos, los rituales públicos y en las insignias de los 
respectivos portadores.

De acuerdo con la Real Ordenanza de Carlos IV y a diferencia de su modelo de 
referencia que fue el de Lima, la Universidad de Córdoba no incluyó el estudio de la 
medicina dentro de su órbita. De allí que su impronta fuera esencialmente modelada 
por la teología, el derecho canónico y civil y la filosofía. Conforme a aquel esquema, 
toda la carrera académica principiaba con el grado menor de Bachiller, cuya base era 
dada por el bachillerato en artes. Sobre esa plataforma cada facultad agregaba cursos 
y lecciones específicos para la obtención de dicho grado en teología, cánones o leyes, 
que calificaba para aspirar al de Licenciado, y luego de éste al de Doctor. Para la ob-
tención de grados mayores, los requisitos eran más exigentes para canonistas, legistas 
y teólogos respecto de los de artes. En este caso, el grado máximo era el de Maestro, 
cuya ceremonia de graduación se caracterizaba por su mayor sencillez respecto de las 
demás. Esa jerarquía de saberes se proyectaba en diferentes grados de relevancia cor-
porativa de los graduados al momento de establecer las condiciones para ser rector, la 
votación en las oposiciones para proveer cátedras en propiedad, vale decir en titulari-
dad, la distribución de los lugares que debían ocuparse en las reuniones del claustro 
o en los actos públicos. Se trataba de un orden tutelado además por los preceptos 
religiosos, a los quedaban subordinados los contenidos.2
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Salón de Grados, hoy Edificio Histórico, Museo de la Universidad Nacional de Córdoba.
Gentileza Graciela Galli, Biblioteca Mayor, UNC.
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Esa jerarquía de saberes constituyó una tradición de larga duración que no des-
apareció abruptamente con la nacionalización de la Universidad y el declamado pro-
yecto de una instrucción pública moderna. De hecho, en los primeros tramos de ese 
proceso que se correspondieron con la etapa de la Confederación urquicista, entre 
1852 y 1861, las representaciones y prácticas de la academia no fueron alteradas. 
Como oportunamente advirtió Norma Pavoni (1993), acaso por esto y por el hecho 
de que la nacionalización parecía satisfacer la expectativa de solucionar las crónicas 
dificultades financieras del Estado provincial para seguir sosteniendo la institución, 
aquélla no parece haber despertado conflicto alguno, más que las tensiones propias 
de una nueva situación.

En 1852, tras el derrocamiento del gobernador rosista de Córdoba –“Quebra-
cho” López–, la provincia fue conducida por Alejo Carmen Guzmán, un exponente 
del partido federal que secundó el proyecto de organización constitucional liderado 
por Justo J. de Urquiza. Este protagonista del proceso de transferencia, si bien desde 
1852 apelaba –haciéndose eco de ciertos enunciados generales respecto de la Ins-
trucción Pública– a un conjunto de medidas tendientes a inaugurar una nueva época 
universitaria (oposición de las cátedras, renovación del método de enseñanza y bi-
bliografía), mantenía, sin embargo, la preocupación primaria por asegurar “la pureza 
y exactitud de las doctrinas” a partir de los textos escogidos, que debían ser “muy 
conformes al dogma católico apostólico romano que profesamos”, sometidos a los 
tradicionales exámenes censores y a la final aprobación del poder político.3

La penuria económica del Estado provincial, además de ser materia recurren-
te en la documentación oficial y motivo de desinteligencias entre el gobernador y 
el claustro,4 determinó un contexto favorable a la nacionalización. En ese marco, 
avalado por el artículo 16° de la Constitución Nacional de 1853 que declaraba entre 
las atribuciones del Congreso Nacional la de dictar planes de instrucción general y 
universitaria, el Ministro de Justicia, Culto e Instrucción Pública, Santiago Derqui, se 
dirigió en marzo de 1854 al gobernador Guzmán a los fines de que “se sirva pasar 
orden al rector y claustro de la Universidad Mayor de San Carlos para que se entien-
dan en lo sucesivo directamente con la autoridad nacional, de quienes recibirá en la 
misma forma las órdenes correspondientes”. Con el objetivo de dar homogeneidad 
a la etapa preparatoria para el ingreso a esa institución, solicitó asimismo la naciona-
lización del Colegio de Monserrat.5

Esos oficios fueron inmediatamente respondidos por el gobernador Guzmán, 
quien habiendo obtenido el acuerdo de la legislatura provincial declaró nacionales la 
Universidad Mayor y el Colegio Monserrat por decreto de 8 de abril de 1854.6 Apro-
bada la transferencia, el gobierno de la Confederación colocaba el sostenimiento de 
esas casas de estudio a cargo del tesoro nacional por decretos del 29 y 30 de mayo de 
1854, que se convirtieron en ley del Congreso en 1856.7
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El nuevo encuadre institucional implicaba que de allí en más era atribución del 
Estado Nacional determinar las materias y los autores para la enseñanza, aunque en 
este aspecto las innovaciones fueron limitadas y las primeras intervenciones del go-
bierno nacional procuraron el acuerdo con los viejos actores del sistema. A la espera 
de un nuevo plan encargado a una comisión ad hoc, se fueron introduciendo con 
carácter provisorio nuevos textos de estudio para algunas asignaturas.8 Sin embargo, 
la expectativa del Ejecutivo nacional era colocar la universidad “a la altura que exigen 
las necesidades presentes”; lo que conllevaba el doble imperativo de “formar las es-
pecialidades llamadas a cultivar las ciencias de aplicación” –reputadas imprescindibles 
para el progreso material– y los magistrados que han de ejercer la justicia conforme 
“al espíritu de las nuevas instituciones”. Proyecto secundado por el Congreso de la 
Confederación que reclamaba al Ejecutivo una “reforma más radical” que incluyera 
la sustitución de los antiguos textos y la fundación de nuevos cursos.9 

Sin embargo, pese a algunos cambios, la Universidad de Córdoba no modificó 
entonces la estructura organizativa ni los esquemas de contenidos heredados.10 De 
modo tal que los grados menores y mayores se siguieron confiriendo en razón de 
tres áreas de conocimiento: Teología, Leyes –Civil y/o Canónica– y Artes o Filosofía. 
Este esquema fue ratificado por la Constitución Provisoria aprobada en tal carácter 
por el gobierno nacional en enero de 1858, hasta tanto el Congreso elaborara una de-
finitiva. Aquélla era el resultado de una iniciativa del rector José Severo de Olmos, que 
formó una comisión integrada por los doctores E. Ramírez de Arellano, Francisco 
de Paula Moreno, Luis Cáceres y Rafael García (Ríos, 1967: 280) quienes, en palabras 
del ministro de Instrucción Pública, el cordobés Juan del Campillo, habían procedido 
a compilar las prácticas tradicionales y leyes escritas que “sin constancia ninguna de 
sanción bastante” venían rigiendo la Universidad, descartando solo algunas disposi-
ciones incompatibles con las nuevas instituciones nacionales,11 pero sin perjuicio de 
declarar todavía vigentes las leyes que regían las universidades mayores de España, no 
derogadas por la Confederación Argentina.

En el marco de una sustancial continuidad comenzaban así a manifestarse al-
gunos signos de cambio. Uno de los más relevantes fue la supresión del fuero aca-
démico, que eliminó las atribuciones judiciales del rector y limitó las disciplinarias a 
las de carácter correccional, aunque el cambio más definitivo fue que a partir de esta 
Constitución, el bachillerato en cualquiera de los ramos dejaba de reputarse grado 
universitario, con lo que ya no se le conferían sus símbolos de distinción.

Pese a las intenciones, durante la etapa de la Confederación, el Estado Nación 
en ciernes careció de bases materiales y políticas suficientes como para emprender 
una modernización de la instrucción superior. Hacia fines de la década del cincuenta, 
la irremediable precariedad del fisco aceleró la resolución armada del conflicto con la 
provincia de Buenos Aires, separada de aquélla desde 1852; circunstancia que acen-
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tuó las presiones del gobierno nacional por contar con un alineamiento sin fisuras 
por parte de las provincias. Las ambivalencias de Córdoba frente a esa confrontación 
motivaron la intervención federal ordenada por el presidente Santiago Derqui, electo 
en 1860.

La batalla de Pavón y el fin de la Confederación urquicista –septiembre de 
1861– dieron lugar al reposicionamiento de muchas élites provinciales. Como en 
otras, en el caso de Córdoba el alineamiento detrás de Bartolomé Mitre estuvo en 
parte facilitado por la presencia del general Paunero, enviado al mando del “ejérci-
to pacificador”, con la misión de sofocar las resistencias del interior del país a una 
unificación política liderada por el partido liberal porteño. En diciembre de 1861, a 
pocos días de su llegada y por ley de la legislatura, Córdoba reasumía su soberanía, 
se desvinculaba del Congreso de la Confederación y confería a Mitre las facultades 
inherentes al Ejecutivo Nacional, más la autorización para convocar al nuevo congre-
so federal que de allí en más se iba a radicar en Buenos Aires. En lo que respecta a la 
Universidad, su situación aparentaba retrotraerse a la de antes de la nacionalización. 
Pues invocando esa soberanía reasumida, un decreto del Poder Ejecutivo procedía a 
derogar las disposiciones del gobierno nacional caído.

Entre otras cuestiones, el decreto restituía al claustro la plenitud de sus faculta-
des, conforme al “estatuto universitario vigente”, en el concepto de que había sido 
violado por el anterior gobierno nacional con el nombramiento en forma irregular 
de catedráticos “sin prueba de idoneidad, pero sí con prueba de adhesión a la política 
fatal que fue vencida en Pavón”. Vale decir que el nuevo contexto político incidió 
decisivamente en la Universidad pues en atención a aquella filiación federal, fueron 
destituidos varios funcionarios y profesores, siendo reemplazados por otros que “a 
más de su idoneidad para la enseñanza reúnan las condiciones de ilustración, patrio-
tismo y adhesión al nuevo orden de cosas creado por la República”.12

Se iniciaba entonces una nueva fase en la construcción del Estado Nación en 
la que se iba a verificar una acción más decidida a los fines de la concentración de 
diversos resortes de poder. En el plano simbólico se iba a buscar imprimir a ese pro-
ceso una impronta laicista que, contemplando los matices dentro del espectro liberal, 
suponía el proyecto de incorporar a la Nación en un mundo abierto a la cultura y la 
ciencia universal. Durante la presidencia de Mitre las estrategias al respecto se articu-
laron al propósito de lograr la integración de una élite dirigente nacional, mediante la 
internalización de valores comunes que vincularan las élites provincianas al proyecto 
nacional, y a la vez formar los cuadros para una burocracia en expansión.

Sin embargo, el efecto de los desplazamientos de tradiciones y arraigados inte-
reses no dejaría de ser resistido por sectores que, en torno a la defensa del espacio 
ideológico educativo, fueron configurando y dando coherencia a un discurso alterna-
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tivo que ponía en cuestión las premisas y métodos de la modernización, toda vez que 
ella repercutiera en el plano de las creencias, la cultura y la política.

La política educativa de Mitre se desplegó en Córdoba en un escenario de ines-
tabilidad permanente, debido a que entre 1862 y 1867 los fracasados intentos del 
gobierno nacional de ganar allí firmes adhesiones se complicaron con el facciona-
lismo local,13 los levantamientos montoneros y la guerra del Paraguay. Con todo, ya 
en 1863, el ministro de Instrucción de la Nación Eduardo Costa ordenó al rector 
de la Universidad proveer cátedras solo en carácter provisorio porque era propósito 
del presidente someter al Congreso la revisión y modificación de los planes de ense-
ñanza.14 Poco después, el propio ministro visitó la Universidad y asignó la misión de 
elaborar un diagnóstico y un nuevo plan de estudios a una comisión presidida por el 
rector del Colegio Monserrat, Eusebio Bedoya. Dicha comisión concluyó alertando 
acerca de la precariedad de los estudios en ambas instituciones, al tiempo que reco-
mendaba accionar en dos sentidos: por un lado, incluir la investigación científica e 
institucionalizar disciplinas marginadas del paradigma escolástico vigente. Por otro, 
actualizar y transformar los estudios de la filosofía y el derecho, todavía permeados 
por la teología (Roitenburd, 2000: 47).

Desconocemos si el plan de estudios aprobado por decreto de febrero de 186415 
fue el elevado por aquella comisión. Pero con él y aún en el marco de un estatuto 
ambiguo, comenzaron a abrirse los intersticios para el resquebrajamiento de las viejas 
jerarquías entre saberes y una nueva distribución de espacios disciplinares. Porque si 
bien la Universidad, mientras no fuera reformada, seguiría rigiéndose “con arreglo 
a su constitución” –o sea la vigente desde 1858–, ese nuevo plan ya no contenía las 
asignaturas y los cursos para conferir los grados en teología. La Universidad Mayor 
quedaba entonces reducida a la Facultad de Derecho y a los estudios de Ciencias 
Exactas y Filosóficas, no considerados como facultad aunque suponían una redefi-
nición de la antigua en Artes, como instancia de estudios preparatorios. En términos 
orgánicos, ello ciertamente significaría el abandono del armazón escolástico (Buch-
binder, 2010: 36) pero no la erradicación del imaginario que el mismo informaba.

Paralelamente, en 1863, Mitre convirtió por decreto al viejo Colegio de Mon-
serrat en Colegio Nacional, aspirando a reformar los planes de enseñanza y unifor-
marlos con los de los colegios de Buenos Aires y de Concepción del Uruguay. Al 
año siguiente se crearon cinco nuevos colegios nacionales en otras tantas provincias, 
con la misma estructura y contenidos curriculares. Tales disposiciones obedecían al 
propósito de diseñar un plan de instrucción general y universitaria, que el presidente 
encomendó en 1865 a una comisión formada por Juan M. Gutiérrez, José de Go-
rostiaga, Alberto Larroque, Juan Thompson y Amadeo Jacques. Este último, un pe-
dagogo francés, librepensador, laicista y liberal radical que había sido sancionado y 
expulsado de su país, durante el Segundo Imperio, por su participación en los eventos 
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de 1848 en París y su prédica democrática. En tanto artífice de los decretos sobre 
colegios nacionales –que redujeron el antiguo radio de influencia de la Universidad de 
Córdoba en la formación de las élites provincianas– y promotor de planes de estudio 
que desestructuraban los centrados en las ciencias sagradas, habría sido el detonante 
de las primeras alertas contra las funestas consecuencias de la ofensiva laicista sobre el 
imperio de la tradición católica en los espacios educativos (Roitenburd, 2000: 50-53). 
Si bien la labor de esa comisión se prolongó por dos años, el ímpetu transformador 
fue decayendo en la agenda de un gobierno nacional más urgido por otros frentes.

Los hechos señalados comprueban la ampliación del contexto de interlocución 
en el que habría de redefinirse la posición de la Universidad de Córdoba dentro de un 
sistema –ahora nacional– de instrucción pública. En el que, como bien advierte Ana 
C. Agüero (2010), aquélla debió dar cuenta de su capacidad para cubrir las exigencias 
de formación de una élite dirigente, debiendo lidiar crecientemente con ideas y figuras 
externas que impusieron también nuevos principios de legitimidad disciplinar y social.

En favor de ese proceso, la etapa que se abre con la presidencia de Sarmiento 
y concluye durante la de Roca, coincidió en Córdoba con una nueva constelación 
política. Desde 1867, bajo la invocación de una genérica identidad liberal que licuó 
los viejos antagonismos permitiendo estabilizar el orden interno mediante el forta-
lecimiento del propio Estado provincial, los gobiernos estuvieron alineados en las 
alianzas que sostenían al Estado central. En ese contexto, la élite mediterránea no 
solo fue ganando un creciente papel en el sistema de decisiones nacionales, sino que 
la provincia fue la destinataria de acciones que aquéllas colocaban bajo el signo del 
progreso.

En 1869, un mensaje del presidente Sarmiento al Congreso Nacional advertía 
que la Universidad de Córdoba se hallaba muy lejos de responder a su nombre, pues 
no era más que una “Escuela especial para el estudio teórico de las ciencias jurídicas”, 
donde las ciencias exactas se reducían a la enseñanza de algunos rudimentos a nivel 
de los estudios preparatorios. A fin de colocarla a nivel de los progresos científicos y 
de las necesidades de la república, que requería abrir nuevas carreras a la juventud, se 
anunciaba el proyecto de instalar en la universidad cordobesa un Departamento de 
Ciencias Exactas y Naturales, imitando la política seguida por la provincia de Buenos 
Aires para su universidad. 16

En los capítulos correspondientes se tratarán las vicisitudes propias de la institu-
cionalización de nuevas disciplinas, aquí solo interesa destacar la enunciación de una 
política más decidida a diversificar el espacio académico en función de las metas que 
ahora se asignaban a una universidad nacional, mediante la incorporación de agentes 
externos, preferentemente no reclutados en países católicos. Siendo la de Córdoba 
todavía la única universidad nacional, se explica la atención preferencial recibida du-
rante los gobiernos de Sarmiento y su sucesor Avellaneda; la que fue secundada por 
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una fracción de la élite política local partícipe de la vocación secularizadora (Chaves, 
1997: 151-153). A ella pertenecía el rector Manuel Lucero, en cuya gestión se creó la 
Facultad de Ciencias Naturales, Físicas y Matemáticas (1876) y la de Medicina (1878).

Dicha apuesta significaba el definitivo desplazamiento de un paradigma que, 
pese a los cambios, sobrevivía como referencia cultural de no pocos miembros de la 
casta doctoral cordobesa, quienes no dejaron de visualizar en la ciencia moderna y 
en sus agentes una amenaza al orden social y un atentado a una institución a la que 
seguían considerando eternamente atada a una tradición local y pontificia (Chaves, 
2003: 214-215). Atento a ella, la Universidad debía ser regulada por un concepto de 
“sabiduría”, en cuanto dominio abarcativo y no compartimentado, sustentado en 
principios de verdad dogmática y organizada en una jerarquía de saberes que sinto-
máticamente reenviaba a su estatuto colonial. En las versiones más ultramontanas de 
esa reacción, la ciencia moderna –en tanto conocimiento sujeto a sus propias reglas 
de validación– se representaba como un “soplo de la moderna revolución” que:

Entra a la Universidad? Luego la descompone, le arrebata la diadema y el 
cetro de la Teología; le quita la coraza de la Lógica y la Metafísica, le desgarra 
el regal manto del conubio con la Iglesia, la despoja de sus alhajas que son los 
estudios clásicos; y la prostituye a todos los monstruos del humano delirio, 
como son el Materialismo, el Racionalismo, el Ateísmo, el Comunismo, la 
Simiolatría, etc., etc., etc. […] 17

La discusión sobre la definición de los espacios disciplinares, que finalmente 
habrían de conformar el esquema de facultades de la universidad, se intensificó por 
esos años. No solo se trató de la incorporación de las ciencias exactas, físicas y natu-
rales, también hubo esfuerzos por reposicionar las humanidades y restituir un lugar a 
la teología. Como señala Agüero (2010: 82-83) durante las gestiones de Avellaneda y 
Roca se trasladaron al Ejecutivo Nacional propuestas para su refundación. En 1875 
lo hizo Manuel Lucero, aunque sin avances positivos en esa dirección. A fines de 
1880, el por entonces rector Alejo C. Guzmán retomó la iniciativa. En enero de 1881 
el presidente Roca firmó un decreto que elevó las cátedras de Teología al rango de 
facultad. Sin embargo, en medio de una acalorada disputa de competencias por la 
designación de docentes, la recién creada facultad volvió a suprimirse.18

La organización y el gobierno de la Universidad Nacional de Córdoba, del 
Estatuto provisorio al Estatuto de 1886

En 1878 se aprobó en el Congreso una ley por la que se creaba la Facultad de Hu-
manidades en la Universidad de Córdoba, sobre la base del Colegio de Monserrat 
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que volvía a la jurisdicción universitaria. Entre las fundamentaciones de la misma se 
invocó la necesidad de replicar la cantidad y el tipo de facultades existentes en la de 
Buenos Aires, como asimismo elevarla al rango de las principales universidades del 
mundo. En el concepto de que una Universidad, para “ser digna de ese nombre”, 
debía enseñar todas las materias que constituyen “la universalidad de los conocimien-
tos humanos”, se describía a la casa de Trejo como una “institución trunca desde la 
base”, carente de los cimientos que sostenían “todos los ramos del saber”, incluido 
el alto estudio de las ciencias naturales. Razón por la cual el proyecto también habría 
sido apoyado por los profesores extranjeros recientemente incorporados. Con dicha 
facultad, el viejo título de idoneidad de maestro en Artes, venía a remedar el del ba-
chillerato francés como prerrequisito de todo estudio superior. 19

La iniciativa concitó la cáustica oposición del entonces senador Domingo F. 
Sarmiento. No por la creación de una facultad de humanidades en sí, sino porque 
la misma se hiciera mediante la transferencia del Colegio de Monserrat. Puesto que 
a ese efecto dicha institución volvía a la órbita de la Universidad y al perder su esta-
tuto de colegio nacional quedaba sujeto al régimen y a los fines específicos de ésta 
preparando, por lo tanto, a los jóvenes solo para los estudios superiores cuando, en 
su criterio, la educación pública debía desarrollar otras aptitudes que les permitieran 
desenvolverse en la vida sin ser doctores.

En este sentido para Sarmiento el proyecto respondía a viejos intereses corpora-
tivos, netamente locales y ligados a la tradición escolástica, que bregaban por preservar 
sus espacios en el nuevo equilibrio universitario. De hecho, el proyecto fue elaborado 
por el senador cordobés Jerónimo Cortés Funes y férreamente defendido por sus co-
terráneos Luis Vélez y Manuel D. Pizarro;20 cuya gravitación y capacidad negociadora 
en los ámbitos nacionales se advierte en el apoyo que obtuvieron del gobierno federal. 
El propio ministro de Instrucción Pública, Bonifacio Lastra, concurrió al recinto para 
sostener la iniciativa. Ésta fue finalmente aprobada en septiembre de 1878 y sobre 
esa base el Ejecutivo nacional expidió un decreto por el cual resolvió proyectar “la 
organización de la Universidad Nacional de Córdoba, formulando sus estatutos y el 
plan de estudios de sus diversas facultades”.21 De este modo comenzó a encararse la 
adecuación de los estatutos universitarios a las nuevas áreas disciplinares que se fueron 
delineando desde mediados de la década. Para esa tarea, que debía atender al doble 
propósito de “mantener la honrosa tradición” de la Universidad y de elevarla “al alto 
nivel intelectual que reclama el estado de la ciencia moderna”,22 eran comisionadas, 
por un lado, figuras representativas de la casta doctoral provinciana como Alejo C. 
Guzmán –rector de la UNC–, Filemón Posse –rector del Colegio de Monserrat–, 
los doctores Santiago Cáceres y Cayetano Lozano –diputado nacional–; y, por otro, 
los doctores extranjeros D. H. Weyenbergh –presidente de la Academia Nacional de 
Ciencias– y Oscar Doering –decano de la Facultad de Ciencias Físico-Matemáticas–. 
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A esa composición predominantemente local luego se sumaron los doctores Juan B. 
Gil, Teodosio Luque y Luis Vélez –senador nacional y catedrático en Derecho– y 
Francisco Latzina –también integrante del staff de naturalistas extranjeros. A media-
dos de 1879 esa comisión elevó el informe y proyecto correspondiente que luego se 
elevaría al Congreso. A la espera de su tratamiento y aprobación final, el Ejecutivo le 
dio vigencia provisoria por decreto de octubre de ese año (Ríos, 1967: 383).

El nuevo “Estatuto General de la Universidad Nacional de Córdoba”, determi-
nó su estructura en cuatro facultades en las que “no obstante la unidad de la ciencia”, 
los diversos ramos de enseñanza se coordinaban según su afinidad interna y las ne-
cesidades de las profesiones especiales. Dichas facultades eran Derecho y Ciencias 
Sociales, Ciencias Físicas y Matemáticas, Medicina y Filosofía y Humanidades. Esta 
última integrada como instancia de estudios preparatorios por la conversión y trans-
ferencia del Colegio Nacional de Monserrat a la jurisdicción universitaria, no parece 
haber funcionado como carrera universitaria; las fuentes consignan la elaboración de 
un plan de estudios a ser revisado por el gobierno nacional pero, como veremos, las 
normativas posteriores no le dieron entidad como facultad o solo lo hicieron en la 
letra. Atento a lo anterior, podían conferirse grados de doctor, licenciado y bachiller y 
demás títulos que cada unidad académica estableciese conforme a sus propios planes 
de estudios y reglamentos internos, aprobados por el Consejo Superior y el gobierno 
nacional.

Sin referencia a ningún criterio de preeminencias entre disciplinas, las instancias 
del gobierno (claustro, consejo superior,23 rectorado, decanatos y facultades) se reser-
vaban a los “miembros efectivos” del cuerpo universitario. Vale decir, las personas 
en posesión definitiva o interina de “alguno de los profesorados de la enseñanza 
universitaria”. A los fines de la elección de rector y decanos se fijaba solo el requisito 
de ser licenciado o doctor por esta universidad o ser catedrático de ella en caso de 
haber sido graduado en otra.

A diferencia de las anteriores constituciones, no se fijaban fórmulas de juramen-
to para los miembros efectivos, aunque para la obtención de grados se consignaba 
el de “ejercer la ciencia con arreglo a los preceptos de la moral, de la religión, y a las 
leyes del Estado”. Por otra parte, encabezaba el Estatuto la declaración de que, no 
obstante la dependencia respecto del gobierno nacional, la institución era la “conti-
nuidad de la Universidad Mayor de San Carlos”, por lo que se reservaba el derecho de 
conservar su antiguo escudo que daba cuenta de su fundación religiosa. Con relación 
a estos aspectos, que indican el interés por mantener vigente la tradición confesional, 
por el artículo 54° se obligaba a los estudiantes y graduados a concurrir a la festividad 
de víspera y misa de la Virgen de la Concepción, en tanto patrona de la universidad 
declarada en 1818. Ése habría sido el único artículo objetado por el gobierno nacio-
nal a fin de respetar el principio constitucional de libertad de conciencia.24
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Sin embargo, hasta la sanción de la ley 1597 sobre Estatutos Universitarios en 
1885, la estructura orgánica de las universidades siguió teniendo un carácter pro-
visorio, sostenido en decretos del P. E. En parte debido a la desidia del Congreso 
para tratar normas de alto contenido reglamentario, todavía en 1883 dormían en sus 
cajones tanto el Estatuto cordobés de 1878 como otro elaborado para la Universidad 
de Buenos Aires, nacionalizada en 1881. En esa oportunidad, el gobierno nacional 
manifestó su vocación por la unificación del régimen universitario, encomendando 
expresamente a la comisión que redactaría los estatutos de la universidad porteña 
relacionarlos con los de la Universidad de Córdoba, atendiendo al carácter nacional 
e “idénticos propósitos” de ambos establecimientos (Rodríguez Bustamante, 1985: 
33). Bajo tal concepto, el gobierno nacional promulgó un decreto por el que dio vi-
gencia al “Estatuto Provisorio para las Universidades Nacionales” de 1883, que fijaba 
premisas generales para la organización y atribuciones del gobierno de las mismas, en 
función de una estructura académica de tres facultades; reconociendo, no obstante, 
a las Asambleas Universitarias el derecho de proponer la formación de otras nuevas, 
como asimismo la cesación o la división de las existentes.25

En concurrencia con la intensificación del debate educativo que, por esos años, 
apasionó tanto al Congreso como a la opinión pública y motivado en la precariedad 
del régimen legal de los estudios superiores, Nicolás Avellaneda, senador y rector 
de la UBA, presentó en 1883 el proyecto que sentaría el patrón al cual habrían de 
sujetarse las universidades en su funcionamiento interno y en la relación con los po-
deres públicos. El tratamiento del proyecto se prolongó por tres períodos legislativos 
convirtiéndose en ley en 1885. Ésta –conocida como ley Avellaneda– pasó a ser la 
que rigió las universidades nacionales hasta el año 1947, cuando se dio una nueva 
ley universitaria. Si bien en el proyecto los espacios disciplinares no fueron tema de 
controversias, algunos tópicos de la discusión indican las coordenadas dominantes en 
que fueron concebidos.26

Avellaneda comprendía los espacios disciplinares como “departamentos”, re-
sultantes de la acumulación de estudios que se agrupaban entre sí por su conexión 
o naturaleza. Consideraba que la articulación debía responder al propósito de las 
profesiones más requeridas por la sociedad. De modo tal que sus fines primordiales 
serían proveer de jurisconsultos y abogados; químicos, ingenieros, agrimensores y 
físicos; médicos, farmacéuticos, dentistas y otros ramos del arte de curar. Con todo, 
consideraba deficiente la cantidad de facultades existentes, que confiaba completar 
por medio de futuras leyes especiales.

En rigor, lo que la ley designaba como facultades eran los cuerpos directivos 
que, por un lado, ejercían la jurisdicción policial y disciplinaria dentro de cada depar-
tamento, cuyos miembros integraban la Asamblea Universitaria y sus delegados el 
Consejo Superior y, por otro, dirigían los estudios proyectando planes de enseñanza; 
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aprobaban los programas anuales de materias; certificaban los exámenes en virtud de 
los cuales la Universidad expedía diplomas de las respectivas profesiones científicas; 
elevaban al Consejo Superior las ternas de candidatos a cátedras, para la designación 
final por parte del P. Ejecutivo. En la composición de dichos cuerpos se buscó acotar 
la incidencia del elemento estrictamente docente, cuya representación se restringía al 
tercio de los quince miembros que habrían de conformarlos. El resto estaría integra-
do por notables extrauniversitarios y con cargos vitalicios que conformaban las co-
nocidas como “academias”. Tal determinación invocaba la necesidad de resguardar 
las decisiones de los intereses particulares y el espíritu corporativo de los catedráticos. 
La facultad se representaba así, como una instancia de “control de los profesores” 
y su integración procedía por un mecanismo cooptativo, dada la atribución de las 
facultades de designar a todos sus miembros.

En lo concerniente a los diseños curriculares, las facultades carecían de completa 
autonomía, puesto que el Congreso se reservaba la revisión de los planes de materias, 
“bajo la forma de la ley de presupuesto”. Se trataba de una práctica ya instalada, que 
se consagró como principio configurador de uno de los escenarios institucionales en 
el que se perfilaría la orientación de los estudios superiores.27 Pero, además y llegado 
el caso, estas resoluciones podían comprometer la existencia misma de una facultad, 
porque en la disputa por los recursos también se libraba la jerarquización interna del 
sistema universitario nacional. Fue, por ejemplo, en el tratamiento del presupuesto 
que en varias ocasiones se puso en entredicho la conveniencia de sostener una facul-
tad de medicina en Córdoba, alegándose que –en contraposición a Buenos Aires– ese 
medio provinciano no albergaba las condiciones sociodemográficas ni académicas 
necesarias para promover el desarrollo de las profesiones ligadas a dicha disciplina.28

Conforme a las premisas fijadas por la Ley Avellaneda, la Universidad de Cór-
doba elaboró un nuevo estatuto que fue aprobado por decreto del Ejecutivo nacional 
en mayo de 1886. La estructura política de la institución se componía de la Asamblea, 
el Consejo Superior, el rector y las facultades de Derecho y Ciencias Sociales, de 
Ciencias Médicas, de Ciencias Físico-Matemáticas y “de las que en adelante fueren 
creadas”.29 Como cuerpos directivos, estas estarían compuestas por miembros ti-
tulares, honorarios y corresponsales,30 siendo presididas por un decano electo cada 
cuatro años. Solo los titulares (también designados académicos ad vitam) tendrían 
voto en las sesiones. Y en virtud de que “el empleo de Profesor en cualquiera de 
los ramos científicos no induce la calidad de miembro de la Facultad respectiva”, 
solo un tercio de la misma estaría conformado por docentes; el resto permanecía en 
manos de notables de distinto origen. Atento a esa composición, la actividad de las 
facultades se deslindaba entre las sesiones de acceso restringido y otras “destinadas 
al estudio y dilucidación de cuestiones científicas sobre las materias de su enseñanza, 
a las cuales tendrán derecho de asistir los Profesores no académicos”. En un marco 
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de fuerte dependencia del poder público respecto de la designación de docentes y 
del manejo de fondos, se postula una forma de gobierno que deja a sus profesores 
en clara minoría.31

Entre las disposiciones más relevantes de la Ley Avellaneda estuvo la de atri-
buir a las universidades la exclusividad en la expedición de diplomas de las diferen-
tes profesiones científicas, lo que prestigió a las facultades como contralores para la 
habilitación en el ejercicio profesional de diferentes ramos. En la medida que eran 
ellas las que certificaban los exámenes y pruebas –determinados por sus respectivos 
planes de enseñanza– a diferencia de todos los precedentes, el nuevo Estatuto no 
diferenciaba los grados académicos. Solo genéricamente aludía al “diploma Univer-
sitario o Profesional” al que accedían los estudiantes, toda vez que hubieran rendido 
los exámenes del último año, los generales y el de tesis.

Éste constituirá el marco en el que las facultades materializarían la estructura 
de poder en la Universidad, a la vez que darían sede institucional a las áreas de co-
nocimiento. En lo sustancial, los rasgos señalados se mantuvieron en los estatutos 
que precedieron a la Reforma de 1918. Durante ese lapso se afirmaron los espacios 
construidos desde la década de 1870; no obstante siguieron abiertas las expectativas 
restauradoras de una cierta tradición.

En 1891, una modificación parcial del Estatuto, que suprimió la Asamblea Uni-
versitaria, consignaba que la Universidad Nacional de Córdoba se componía de cinco 
facultades, al adicionar al ya clásico tríptico de Derecho/Medicina/Ciencias Natu-
rales y Exactas; las de Filosofía y Letras y Teología. Al respecto, el para entonces 
rector Telasco Castellanos informaba al ministro de Instrucción Pública que aun 
comprendiendo los límites del fisco y otras circunstancias que impedían concretar 
esas facultades, “al designarlas, sólo se ha querido señalar cuáles han de ser los ins-
titutos de enseñanza que, en lo futuro deban de complementar los estudios que se 
hacen en esta Universidad”32.

La cita anterior refleja el horizonte de expectativas aún vigente al cerrar el siglo. 
Sin embargo, al ingresar al siglo XX, la Universidad de Córdoba contaba con tres 
facultades, manteniendo pendiente el desarrollo de los estudios de las humanidades. 
Podría sostenerse que dicha composición venía a reforzar una orientación de corte 
profesionalista que convalidaba el carácter pragmático del sistema de instrucción pú-
blica superior, estimulando a su vez una creciente interrelación entre la institución 
universitaria y las corporaciones profesionales.33

A comienzos del siglo XX el Estado nacional había consolidado un centro de 
poder, un régimen de gobierno, su aparato burocrático y normativo, así como los 
recursos simbólicos para efectivizar la integración y penetración en el espacio econó-
mico y social nacional, acompañadas de tensiones y resistencias. Paralelamente el país 
se había ido insertando en el mercado internacional y, con ello, había abierto proce-
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sos de modernización social y cultural que incidieron en la estructura social y en sus 
instituciones. De este modo, la sociedad que enfrentaría la primera guerra mundial 
vería también la conmoción en sus universidades. ■
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El estudio del Derecho en Córdoba se había inaugurado como adición a una es-
tructura universitaria centrada en las Ciencias Sagradas, remontándose su génesis 

a las últimas décadas del período colonial,1 y constituyéndose desde entonces en uno 
de los pilares principales del perfil universitario de Córdoba. Sin embargo, los cam-
bios institucionales promovidos por la construcción de un Estado Nación sustenta-
do en las premisas político-jurídicas del orden liberal y su creciente control sobre la 
educación superior irían paulatinamente transformando a la Facultad de Derecho. 
Su especialización en un ramo de vital importancia para el nuevo orden estatal, su 
carácter de ámbito de actuación y formación de las élites provincianas y como sede 
de la corporación profesional más antigua, hicieron de ella –a la vez que la heredera 
de la vieja tradición escolástica– el enlace con la nueva universidad que comenzaba a 
desplegarse.

En ese marco, el período 1856/1888 representa una etapa relevante en la con-
formación de un campo jurídico de alcance nacional que involucró de modo priorita-
rio a las universidades como una de las sedes de su institucionalización. Atento a este 
presupuesto, el propósito perseguido en este capítulo es relevar algunos hitos vincu-
lados a los cambios en los planes de materias, a la estructura orgánica de la Facultad 
y a la posición de los juristas cordobeses respecto de la orientación general de los 
estudios; así como el rol de la universidad en la formación jurídica y en las formas de 
acreditación y validación de las competencias profesionales y científicas; procurando 
establecer sus conexiones con los contextos políticos nacionales y locales, como con 
las referencias culturales más amplias que imprimieron sentido a las tensiones por 
ellos suscitadas.

[*] Magíster en Partidos Políticos, CEA, UNC, Profesora Escuela de Historia, FFYH, UNC.
[**] Licenciada en Historia, FFYH, UNC, Profesora Escuela de Historia, FFYH, UNC.
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La Facultad de Derecho en el marco de la 
conformación del campo jurídico nacional

Capítulo 1
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Un contexto de culturas jurídicas en tensión

Los cambios operados en el período estudiado afectarían una impronta sedimentada 
en la tradición erudita europea del Derecho Común, desarrollo doctrinal que entre 
los siglos XII y XVII tendió a la unificación y sistematización de varias fuentes del 
Derecho comprendiendo esencialmente la doctrina romanista y la canónica, inclu-
yéndose no obstante, en el sistema los particularismos jurídicos regionales que entre 
otros daban forma al Derecho Real o Patrio (Hespanha, 2012) 

En términos generales y atendiendo a ese esquema, al momento de la nacio-
nalización de la Universidad en 1856, según consigna Yanzi Ferreyra (1993: 23-27), 
la enseñanza se organizaba siguiendo los lineamientos básicos del plan de estudios 
diseñado por el deán Funes en 1815. Por un lado, el mismo comprendía Derecho 
Romano o Instituta, Derecho Canónico, Leyes del Estado y De Regulis Iuris o Ejer-
cicios Judiciales. Por otro, Derecho Natural y de Gentes,2 Retórica y Antigüedades 
o Historia. Tales asignaturas se distribuían en cuatro años de cursado y se impartían 
según textos preestablecidos por el plan, varios de los cuales gozaron de permanencia 
a lo largo de la primera mitad del siglo XIX y aún después.

El contenido de la Instituta o Corpus Iuris Civilis,3 se abordaba a partir de los 
“Comentarios” del holandés Arnoldo Vinnio (siglo XVI); el del Corpus Iuris Canonici 4 
vía los cuatro tomos de “Las Instituciones Canónicas” del italiano Juan Devoti (1740-
1820). Mientras que en Leyes del Estado se estudiaban esencialmente la Instituta de 
Castilla y Leyes de Toro; desde 1818 a través del “Compendio de los Comentarios 
Extendidos de Antonio Gómez” (escritos en el siglo XVI), realizado por Pedro No-
lasco de Llano en 1775. En la década de 1840, se habría utilizado la obra “Las Insti-
tuciones del Derecho Real de España e Indias” del guatemalteco José María Álvarez, 
de gran difusión en la América hispana.

En el marco de una universidad sujeta, desde 1820, a la jurisdicción de un es-
tado provincial que no trasformó sustancialmente los criterios ni la arquitectura de 
la justicia heredados del período colonial (Chaves, 2009: 2-6), la supervivencia del 
estudio de las leyes españolas se justificaba en la fuerza que las mismas conservaban 
“mientras hacen las veces” del Derecho Patrio, según el cual se juzgaban y sentencia-
ban los pleitos.5

Conforme a esos lineamientos, la Facultad de leyes confería grados menores 
(bachiller)6 y mayores (licenciado y doctor). En el caso del doctorado lo hacía en De-
recho Civil y Canónico, por lo que las pruebas correspondientes a la obtención del 
grado comprendían a ambos ramos. La reglamentación sobre el particular remitía a 
disposiciones de 1796.7 En consecuencia, el formato de los exámenes seguía siendo 
una adaptación parcial del modelo escolástico de Parténicas e Ignacianas, practicado 
en la Facultad de Teología. Esos actos, cuyas denominaciones denotaban su finalidad 
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religiosa,8 combinaban un solemne ceremonial y evaluaciones sobre la base de la 
repetición de lecciones (lectura), réplicas de argumentos y sustentación de proposi-
ciones según el método silogístico.

A mediados de la década de 1830, en lo concerniente a materias y textos de 
estudio se ensayaron algunas innovaciones que no lograron continuidad;9 con lo cual, 
como oportunamente señaló Orgaz (1950:91), la impronta característica de los estu-
dios jurídicos en Córdoba durante la primera mitad del siglo XIX fue la unión entre 
Derecho Civil10 y Canónico. Es decir, una cultura jurídica que recogía su sentido en 
un imaginario político tradicional, en cuanto refractaba una representación corpo-
rativa de la sociedad donde el lugar de los hombres y las cosas era determinado por 
los fines que les imponía su inscripción en un orden natural, producto de la creación 
divina. Dicho orden, que suponía el equilibrio y la armonía entre una diversidad 
jerárquica de funciones y dignidades, constituía el fundamento del Derecho e infor-
maba la noción de Justicia como virtud y saber práctico de lo justo. En el plano del 
Derecho, la diferenciación de funciones y dignidades se traducía en una pluralidad 
de estatus que conferían a los hombres derechos particulares atento a esas diferentes 
pertenencias. En lo que refiere al poder político, ese orden se traducía en una plura-
lidad de cuerpos dotados de jurisdicción, o sea la capacidad de “decir el Derecho” 
(hacer normas, constituir magistrados, juzgar conflictos, emitir órdenes) (Hespanha, 
2012). En cuanto a la práctica de la justicia, ese orden jurisdiccional le atribuía a la fi-
gura del juez y a su potestad de arbitrio una primacía por sobre el valor normativo del 
contenido sustantivo de las leyes (Fassano, 2010: 297). De allí la naturaleza casuística 
de la administración judicial basada en la tarea interpretativa del magistrado.

El paradigma estatal, modelado según los cánones de la modernidad, conlle-
vaba otra comprensión del Derecho y la justicia, derivada de la nueva concepción 
individualista de la sociedad y, por extensión, de la legitimidad del poder político. 
El individuo, considerado genérica y abstractamente por su naturaleza racional, fue 
colocado en el centro de la reflexión sobre el orden social, que se asume como una 
construcción de la voluntad humana. En las diversas variantes del ius racionalismo 
moderno, el poder ya no se funda en un orden objetivo y natural sino en la volun-
tad, manifestada según las vertientes contractualistas, vía el pacto constitutivo de la 
autoridad. Razón y voluntad sustituyen, así, al equilibrio natural como fundamento 
del Derecho, sobre el que no opera ningún otro criterio normativo superior. Lo justo 
del derecho positivo deviene, por lo tanto, del contrato que conforme a las metas de 
su institución (seguridad, felicidad, bienestar general) vuelve a las leyes disponibles y 
alterables.

Aunque la tensión entre derechos subjetivos (anteriores al pacto) y voluntarismo 
derivó en diferentes soluciones jurídicas posibles respecto de la relación individuo/
Estado, los procesos políticos que condujeron a la implantación de los estados libe-
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rales decimonónicos tendieron a convertir en única fuente del Derecho a la voluntad 
del legislador. De este modo, la ley como norma absoluta –establecida soberanamen-
te por aquel poder del Estado a través del cual se manifiesta la voluntad general– que 
diseña los rasgos fundamentales de la sociedad política (Derecho Constitucional) y el 
ordenamiento normativo que plasma una organización social centrada en la libertad, 
la propiedad y la igualdad jurídica (Derecho Civil), fueron los desarrollos del saber 
jurídico que acompañó ese proceso de afirmación de la obligatoriedad de la ley par-
lamentaria.

Entre otras opciones, a ese presupuesto del imperio de la ley estuvo ligada la 
noción moderna de Código, característico de la experiencia jurídica continental eu-
ropea, cuyo influjo comenzó a gravitar en la Argentina a partir de 1853. El proyecto 
codificador, que en casos como el francés albergó la expectativa de una reingeniería 
social a través de la legislación, suponía reducir y uniformar la regulación de las rela-
ciones sociales y políticas a partir de cuerpos sistemáticos de leyes acordes a los pre-
ceptos constitucionales, como alternativa a la diversidad jurídica y a la arbitrariedad 
del Antiguo Régimen. Por esto, también, la codificación traía aparejada una nueva 
comprensión de la práctica de la justicia, como una función estrictamente sujeta al 
principio de legalidad, consagrado como resguardo fundamental de los derechos y 
garantías individuales.

La Constitución de 1853 determinó como tareas del Congreso “la reforma de 
la actual legislación en todos sus ramos” y dictar los códigos civil, comercial, penal y 
de procedimientos. Por lo tanto el presidente Urquiza intentó dar curso a las mismas 
designando a los juristas que habrían de proyectarla (Levaggi, 2005: 231). Pese a no 
comenzar a concretarse hasta la presidencia de Mitre, quedaba así radicado el nuevo 
contexto normativo que hizo, desde un principio, dirigir la atención del nuevo Estado 
hacia el saber jurídico, puesto que en esa redefinición de la relación entre lo jurídico 
y lo político se hallaba el sustento conceptual de las transformaciones en la adminis-
tración de justicia (Fassano, 2010).

Las facultades de Derecho adquirieron así una nueva relevancia, porque –como 
sostiene Eduardo Zimerman (1996)– en tanto ámbitos modeladores de la “confor-
mación ideológica” de las elites que habrían de definir el marco institucional y nor-
mativo básico de la sociedad argentina moderna, ellas constituirían el espacio por 
excelencia de reclutamiento de personal político y técnico, tanto para la producción 
de aquellas normas como para la construcción de las instituciones judiciales y la apli-
cación de un derecho de nuevo tipo.11

De este modo, en términos muy generales, es posible reconocer dos grandes 
etapas en las que la Facultad de Derecho de Córdoba sería impactada por la nacio-
nalización del campo jurídico concurrente a la construcción del Estado Nación. La 
primera entre 1856 y 1878, cuando siendo la única institución superior de estudios 
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jurídicos de carácter nacional, la acción se desplegó central y gradualmente sobre los 
planes de estudio, la bibliografía y la dotación de nuevas cátedras. La segunda, entre 
1879 y 1888, en la que la profundización de los cambios curriculares sería acompa-
ñada de un rediseño de la estructura organizativa y de un reposicionamiento con 
respecto a un sistema nacional de formación jurídica universitaria que incluyó a su 
homónima de Buenos Aires.

En todo el trayecto participó un elenco local de hombres del Derecho que eran 
al mismo tiempo y casi naturalmente hombres de la política, quienes desde el gobier-
no, los parlamentos y la magistratura actuaron en los ámbitos donde se rediseñaba 
el Estado (nacional y provincial) y se discutían los diferentes tópicos tocantes a la 
formación jurídica en la Universidad de Córdoba.

1856-1878: las materias y los textos

“Formar los magistrados que han de ejercer la justicia según el espíritu de las nuevas 
instituciones”, fue uno de los propósitos del gobierno de la Confederación respecto 
de la Universidad de Córdoba, nacionalizada en 1856.12 A ese efecto, la primera inter-
vención apuntó a los contenidos impartidos en la Facultad de Derecho, que en 1857 
fueron objeto de una redistribución y ampliación; introduciéndose algunos cambios 
bibliográficos (Ríos, 1967: 280).

De este modo se pasó de un esquema de cinco a nueve espacios curriculares 
y si bien se siguió asignando mayor número de cursos al Derecho Romano (2) y al 
Canónico (3), se agregaron Derecho Internacional, Economía Política y Derecho 
Constitucional, los cuales, en tanto materias diferenciadas que atendían al contexto 
preciso de afirmación externa e interna del Estado Nación, adquirieron de allí en más 
continuidad en los sucesivos planes de estudio de todo el período.

El Derecho Constitucional se asentó sobre la base del discurso jurídico nor-
teamericano a través de las obras de Joseph Story y de James Kent13, iniciándose la 
tendencia a vincular la teoría constitucional argentina con la estadounidense. Esta 
tendencia que E. Zimerman (1996: 23) data para la Universidad de Buenos Aires en 
1868, según sostiene, obedeció a la reconocida influencia norteamericana sobre la 
Constitución de 1853, particularmente en lo relativo a la conformación de los pode-
res federales. Y si bien el alcance y modo de su recepción motivó diferentes conside-
raciones, el autor advierte sobre la importancia dada a esa jurisprudencia, sobre todo 
cuando comenzaba a configurarse la Justicia Federal. Al ser ésta comprendida como 
una especialidad e invención norteamericana a estudiarse directamente por sus pro-
pias fuentes, se desplegaría una política oficial de difusión y distribución de aquellos 
textos entre facultades de Derecho, Corte Suprema y juzgados.
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En el plan de 1857, en materia bibliográfica también se observa la adopción 
de obras de autores americanos (como Andrés Bello en Derecho Internacional) u 
otras vinculadas a la producción jurídica de Buenos Aires. Así, aun cuando el ahora 
denominado “Derecho Patrio” se siga estudiando por los “Comentarios” de Álvarez 
a las instituciones castellanas, lo sería a través de la edición anotada por Dalmacio 
Vélez Sarsfield de 1834. Así mismo para Procedimientos se aplicaba el “Prontuario” 
de Antonio de Castro.

Desde mediados de la década del sesenta, el plan de estudios comenzó a recoger 
las diferenciaciones prefiguradas por el inicio del proceso de codificación.14 No obs-
tante, fue con la nueva reforma acordada en 1870, entre el ministro de Instrucción 
Pública Nicolás Avellaneda y el propio claustro, que los derechos Civil, Mercantil 
y Penal se delimitaron definitivamente como áreas específicas cuyo estudio debía 
sustentarse en los corpus de leyes sustantivas sancionados o proyectados hasta el 
momento.15 Estas innovaciones, vinculadas al contexto normativo nacional, se in-
troducían con cierto retraso respecto de lo acontecido en la Facultad de Derecho de 
Buenos Aires, donde habían comenzado a implementarse desde mediados de la dé-
cada de 1850, muy probablemente en virtud de la vocación codificadora manifestada 
por el Estado porteño, por entonces separado de la Confederación.16

Por otro lado, el plan de 1870 también cambió la bibliografía para Derecho 
Romano, Canónico e Internacional, incorporándose obras de la ciencia jurídica ale-
mana, escritas en la primera mitad del siglo XIX.17

La estructura de los planes indica, de allí en más, la tendencia a ampliar y afian-
zar los ramos del derecho moderno relevantes para el nuevo orden estatal que, pro-
gresivamente, irían ganando más cursos frente al Derecho Romano y al Canónico. 
Esta tendencia era afirmada por el gobierno nacional a través de otras disposiciones, 
como lo fue una ley de 1872, por la que se ordenaba a las universidades nacionales –a 
la sazón solamente la de Córdoba– admitir para optar al grado de doctor a quienes 
acreditasen estudios preparatorios y cursos de Derecho sustanciados en los colegios 
nacionales. Dicha disposición, además de asignar a las universidades la función de 
convalidar la formación académica realizada en instituciones de rango menor, de-
terminaba para éstas un reducido plan de siete asignaturas: Derecho Civil, Penal, 
Mercantil, Internacional, Constitucional, Economía Política y Derecho Público Ecle-
siástico.18

Esa política también se vehiculizaba por vía de la asignación presupuestaria para 
las cátedras universitarias. Por ejemplo, en 1875, si bien el Derecho Canónico seguía 
constituyendo una de las cátedras de mayor carga (dos cursos) de acuerdo al plan de 
estudios de Córdoba, en el presupuesto no se le asignó partida y su dictado se en-
comendó al profesor de Derecho Romano. Situación ante la cual, el claustro habría 
resuelto mantener al profesor de Cánones, por considerar que se trataba de una ma-
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teria fundamental para el Derecho Civil, que debía estudiarse a partir de sus propias 
fuentes doctrinarias. En un contexto marcado por la intensificación en Córdoba del 
debate liberalismo/clericalismo que, a su vez, comenzaba a permear la lucha política, 
en 1878 los diputados cordobeses –Escalante y Funes– protestaron en el Congreso 
ante la ratificación de aquel criterio al discutirse el presupuesto para la Universidad 
de Córdoba, evidentemente detrás de la disputa por los recursos también se dirimía 
la orientación de los estudios jurídicos.

Una de las dimensiones problemáticas ligadas al nuevo orden jurídico estatal fue 
la articulación de las instituciones judiciales y legales con una determinada concep-
ción del orden público. Aquélla –como advierte Zimerman– más que en referencia 
al modelo político giró alrededor del Derecho Privado. La introducción del Derecho 
Civil ya comprendido dentro de esta lógica, habría habilitado un terreno para la ma-
nifestación de la tensión entre culturas jurídicas de diferente cuño. Como veremos, 
los conflictos con el profesor de Derecho Civil en torno a los programas de tesis, los 
temas que comenzarán a ser tratados en ellas, interferidos por las pugnas políticas y 
generacionales marcaron un punto de inflexión en la historia de la Facultad.

1879-1888: la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales

Para fines de la década del setenta la Universidad de Córdoba ya había dejado de ser 
“una escuela especial para el estudio teórico de la ciencias jurídicas”, según la carac-
terizara Sarmiento en 1869,19 debido a que la diversificación de los espacios discipli-
nares abrió posibilidades de nuevas trayectorias profesionales para las elites. Así, bajo 
los designios del gobierno nacional, el proyecto de Estatuto General de 1879 vino 
precisamente a dar un encuadre orgánico a esa transformación. El mismo instituyó 
la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales como una de las cuatro que integrarían la 
Universidad de Córdoba, disponiendo que a ellas correspondían la redacción de sus 
reglamentos orgánicos y plan de estudios, grados y títulos, los cuales serían elevados 
al Consejo Superior para su posterior sometimiento a la aprobación del gobierno 
nacional20.

Una vez aprobado en carácter provisorio dicho Estatuto, por decreto del Ejecu-
tivo Nacional en octubre de ese año, inmediatamente la Facultad designó su primer 
decano –Rafael García– y su delegado ante el Consejo Superior –Nicéforo Caste-
llano–21. Los profesores que la integraban eran, además de los nombrados, Néstor 
Escalante, Luis Vélez, Justino W. Juárez, Nicolás Berrotarán, Torres, Gerónimo del 
Barco y Miguel Juárez Celman22. Varios de ellos remontaban a la década del sesenta 
su trayectoria en la Universidad y en su mayoría se trataba de figuras de gravitación 
pública a través de la prensa, la actividad política o la burocracia estatal. Antes de 
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concluir el año, la Facultad procedía a nombrar dos comisiones encargadas respecti-
vamente de redactar el reglamento orgánico –García, J. W. Juárez y Berrotarán– y el 
plan de estudios –Vélez, Castellanos, del Barco–.

Probablemente, los conflictos políticos que se sucedieron entre fines de 1879 y 
octubre de 1880 expliquen la demora en el trabajo de esas comisiones. Aquéllos, que 
concernieron a la sucesión presidencial de Avellaneda y a la liquidación de la “cues-
tión capital de la República” por la vía armada, se anudaron a unas disputas políticas 
locales ya definitivamente permeadas por las pugnas de poder a nivel nacional. En las 
provincias, en general, ellas contribuían a definir las alianzas y lineamientos facciosos, 
más aún, cuando las mismas referían a los recambios del poder ejecutivo local. En 
efecto, entre fines de 1879 y abril de 1880, convergieron las campañas para las elec-
ciones de presidente y gobernador.

En una apretada síntesis, el sustrato de esos conflictos estuvo dado por un ofi-
cialismo provincial, comandado por Antonio del Viso, cuyo fortalecimiento debía 
mucho a su manifiesta adhesión a la política nacional y a la alianza que harían de la 
candidatura presidencial del general Roca y de la conformación del Partido Autono-
mista Nacional el punto de articulación de compromisos y prestaciones recíprocas 
entre las elites provincianas y el Estado nacional. En esa línea, un rasgo del gobierno 
de del Viso fue el desplazamiento de un sector que desde el inicio de la década había 
integrado el oficialismo provincial, con su consiguiente pérdida de posiciones en el 
aparato de gobierno local y una relativa menor capacidad de negociación para acce-
der o mantenerse en otros niveles vinculados al Estado nacional, como, por ejemplo, 
la Universidad.

De allí que varias de las figuras más conspicuas de ese espectro procuraron 
armar una alternativa opositora al candidato del oficialismo cordobés, el por en-
tonces ministro Miguel Juárez Celman23. Y en la búsqueda de apoyos externos, que 
solo podían ofrecer los partidos de oposición porteños –prescindiendo de afinidades 
ideológicas– fueron arrastrados a una empresa conspiradora que, detrás de la candi-
datura presidencial de Carlos Tejedor, perseguía esencialmente el propósito de evitar 
la llegada de Roca a la presidencia y con ello la definitiva subordinación del Estado de 
Buenos Aires al orden nacional (Chaves, 1997).

En la conformación de esa alternativa opositora se comprometieron varios 
de los catedráticos de la Facultad de Derecho24 y algunos participaron de diferente 
modo en la preparación de los episodios del 26 de febrero de 188025 cuando, me-
diante un levantamiento armado, se persiguió –según fuentes judiciales– apresar a 
las autoridades provinciales para impedir la toma del mando por Miguel J. Celman, 
formar un gobierno provisorio, organizar un ejército e ir a Buenos Aires a derro-
car al presidente y arrestar a Roca. Los resentimientos y desconfianzas derivados de 
esos alineamientos acaso expliquen las tensiones y los desplazamientos que afectarían 
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particularmente hasta mediados de la década del ochenta a la Facultad de Derecho. 
Hacia fines de la década, en el plano discursivo esas disputas revistieron el cariz de 
una fuerte confrontación ideológica en las que se pusieron en cuestión los supuestos 
liberales de la nación moderna. Dicha confrontación ha sido un tópico frecuente en 
la historiografía local sobre el período, que aquí se recupera en la medida en que la 
Facultad de Derecho fue uno de los ámbitos de su desenvolvimiento.

En sus memorias, Ramón J. Cárcano (1965: 45-62) sintéticamente atribuía al 
oficialismo cordobés una identidad liberal cuyos temas eran la enseñanza laica, la 
escuela normal, el registro civil, la redención de las capellanías y la secularización de 
los cementerios. Simple enumeración de cuestiones que revelaba como principal foco 
de preocupaciones el ordenamiento de la sociedad civil sin las sujeciones impuestas 
por la religión o las tradiciones. Esas consideraciones, que no conllevaban necesaria-
mente un radicalismo anticlerical ni una vocación democrática, no obstante sí tendían 
a colocar al Estado como el regulador por excelencia de la vida colectiva a través del 
Derecho o la legalidad de origen parlamentario. Según Cárcano, tal era el motivo de 
irritación de aquéllos a quienes él no dudaba en calificar de conservadores y otros, 
más afectos a la ironía, de portadores de “las viejas preocupaciones de una sociedad 
que llora aún la dominación de los reyes católicos”26.

En lo inmediato, los episodios de 1880 afectaron el normal desarrollo de las ac-
tividades universitarias, según lo sugiere escuetamente documentación de la Facultad 
de Derecho27. De allí que, recién entre abril y mayo de 1881, la misma habría sancio-
nado su plan de estudios y su primer reglamento orgánico.28 Sin embargo, su vigencia 
estuvo supeditada a una nueva avanzada del Estado central, que tras la federalización 
de la Universidad de Buenos Aires en ese mismo año procuraría revestir de mayor 
unidad al sistema universitario nacional.

Un aspecto de esa política fue comenzar a fortalecer a las facultades universita-
rias como ámbitos exclusivos para formar en las profesiones científicas derogándose, 
entonces, aquella disposición de 1872 que validaba cursos de Derecho en los colegios 
nacionales.

Por lo tanto, en el escenario delineado por la aprobación provisoria del Estatuto 
de 1879, el decreto sobre Estatuto Provisorio para las Universidades Nacionales de 
1883 y mientras se iniciaba el periplo de la ley Avellaneda –proceso delineado en el 
capítulo introductorio a este período– ese año la Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales de Córdoba se daba un nuevo plan de estudios.29

En el orden de las asignaturas, con respecto al plan de 1870, las innovaciones 
introducidas fueron el incremento de los cursos de Derecho Civil y Mercantil, lleva-
dos a cuatro años el primero –uno por cada libro del Código– y a dos el segundo, 
la introducción de Derecho Administrativo30 y Medicina Legal, la restauración del 
Derecho Natural31 que había sido suprimida en 1870 y el desdoblamiento de Proce-
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dimientos Judiciales en dos años. En cuanto a la instrucción preparatoria se fijaron 
quince materias, entre las que predominaban las de carácter humanista y respecto de 
la bibliografía ya no se consignaban textos. Sin embargo, las innovaciones más rele-
vantes fueron las disposiciones relativas a los perfiles de egresados prefigurados por 
el plan: licenciados, doctores y abogados.

Con respecto a la titulación de los abogados, a partir de 1856 se trató de una 
cuestión en la que convergían las competencias del Estado nacional y del Estado pro-
vincial, puesto que el primero controlaba la orientación de los estudios jurídicos, pero 
ambos compartían la atribución de expedir los diplomas para el ejercicio profesional 
de la abogacía. Este suponía una habilitación fundada en una suficiencia práctica 
evaluada por las instancias judiciales del Estado.

Desde 1853, el Estado nacional asumió esta atribución mediante disposiciones 
que, en ocasiones, colisionaban con las legislaciones provinciales en la materia.32 Para 
afirmar las prerrogativas locales, en 1858 se creó en Córdoba la Academia de Juris-
prudencia y Práctica33 como instancia de formación experimental de los graduados 
universitarios que aspiraban a aquel ejercicio profesional. Según el grado universitario 
–bachiller, licenciado o doctor–, la práctica se extendía hasta tres años y se egresaba 
tras una evaluación por la Junta Calificadora de la institución, para luego solicitar el 
examen ante los tribunales y obtener el diploma. No obstante, la Academia no mo-
nopolizó el entrenamiento jurisprudencial, debido a que conforme a su tradición, la 
Facultad de Derecho siguió dictando la asignatura Procedimientos. Tanto que el mis-
mo Tribunal de Justicia de la provincia resolvió que ella se computara dentro de los 
tres años de práctica. Por otro lado, si bien el plan de estudios de 1870 suprimió dicho 
curso, el mismo fue restituido en 1874, año en que la Academia cerró definitivamen-
te. En 1876 una ley provincial fijó como condición para obtener el diploma:34 ser 
cuanto menos licenciado, haber aprobado el curso de procedimientos según el plan 
de estudios de la Universidad cordobesa y realizar una pasantía en un bufete designa-
do por el Tribunal Superior de Justicia, ante el cual se rendía el examen general. De 
este modo, la legislación provincial procuraba responder a la creciente preocupación 
por lograr la profesionalización de la administración de justicia conforme a una ma-
triz letrada y universitaria. Subyacía en ella la expectativa de uniformar la diversidad 
de criterios y prácticas arraigados entre los jueces, cuyos rangos inferiores aun eran 
confiados a legos y, al mismo tiempo, implementar criterios de selección del foro 
local, celosamente resguardado por la magistratura provincial (Chaves, 2012), por 
consiguiente se inhibía el ingreso de aquellos que hubieran seguido otros trayectos 
formativos.

Esa preferencia por vincular la formación de los abogados con el profesorado 
universitario fue un criterio fervientemente sostenido por quienes, como políticos y 
catedráticos cordobeses, participaron en el Parlamento nacional de discusiones don-
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de, en sentido más amplio, se debatió el rol de la universidad en relación con las 
“profesiones”.

En 1878, al mismo tiempo que en el Senado Nacional se consideraba la creación 
de la Facultad de Filosofía en la Universidad de Córdoba, la Cámara de Diputados 
trataba un proyecto por el que se declaraba, a excepción de la de médicos y otras artes 
de curar, el libre ejercicio de las demás profesiones. En ambos debates, a través de 
Sarmiento (Senado) y de Vicente F. López (Cámara de Diputados) irrumpió como 
opción el claro deslinde entre el jurista y el abogado, por el cual se atribuía al primero 
un estatuto científico y al segundo un carácter de servicio o actividad profesional, in-
clusive regulable por la demanda. Concebidas las profesiones como “un medio legiti-
mo de subsistencia”, el proyecto de libertad profesional determinaba para el ejercicio 
de la abogacía los siguientes requisitos: veinticinco años de edad, residencia de seis 
años continuos en el país, domicilio establecido, buena conducta y, sin referir a ningu-
na formación académica previa, el haber aprobado un examen ante la Corte Suprema 
o comisiones formadas por ella. El contenido de dicho examen se circunscribía al 
derecho en uso: los códigos Civil, Comercial y Penal más “la jurisprudencia histórica 
que les han servido de base” y “los procedimientos prácticos fijados por nuestras 
leyes y tribunales”. El título así obtenido no habilitaba para la magistratura, ya que 
explícitamente se determinaba que para el cargo de juez, en tanto función pública, 
se requería “ser jurisconsulto”, es decir graduado en universidad pública y oficial35.

Esta distinción entre carrera científica y profesión liberal implicaba desvincular 
a esta de las universidades y librarla, según Vicente F. López, “al talento y conoci-
mientos prácticos de muy poca importancia” que, eventualmente, podían aprender-
se en establecimientos particulares; fueran estos escuelas profesionales o bufetes de 
abogados.

Con distinto énfasis, los argumentos reenviaban al modelo anglosajón. Entre los 
beneficios que tal distinción reportaría, para Vicente F. López, estaba el de asegurar 
una mayor disciplina y rigurosidad en los estudios universitarios, puramente concen-
trados en los objetivos de la ciencia. Según Sarmiento, en una clave más sociológica y 
política, era el de romper con una propensión innata de los pueblos españoles hacia 
el grado universitario que, además de sobreabundar, inutilizaba a las jóvenes genera-
ciones para otras actividades que reputaba más imprescindibles al desarrollo del país: 
la industria y el comercio.

En convergencia con viejas consideraciones de Alberdi sobre el particular y 
haciendo gala de una “sensibilidad antiletrada”, Sarmiento también relacionaba los 
efectos del exceso de abogados con la conflictividad política del país. En virtud de 
su insistente alusión al ejemplo de Córdoba, sus argumentos fueron considerados un 
ataque directo a los doctores y a la universidad mediterránea por los senadores cor-
dobeses –G. Cortés, L. Vélez, M. Pizarro–, todos egresados de aquélla y dos de ellos 
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inclusive catedráticos. El núcleo de sus respuestas aludía a que no existía un exceso 
de abogados puesto que la expansión de las estructuras judiciales modernas, tanto 
federales como provinciales, evidenciaba la carencia de letrados para cubrir los diver-
sos rangos de la magistratura. De allí que ese modelo letrado se justificaba como un 
imperativo inscripto en la codificación que imponía la exigencia de una preparación 
previa para resolver los litigios conforme a ella. En consecuencia, el problema no 
residía en que hubiera más o menos abogados, sino en producirlos mejores, y esto no 
podía ser de otra manera que expandiendo y profundizando los estudios jurídicos en 
el ámbito de las facultades universitarias y reforzando los conocimientos teóricos que 
no debían circunscribirse a la dogmática jurídica,36 sino ser complementados con los 
aportes de la Filosofía y la Historia del Derecho como cimientos fundamentales para 
el estudio de la jurisprudencia.

El criterio expresado por los senadores cordobeses en 1878 prefiguraba las so-
luciones que se darían con respecto al diploma de abogado, en sintonía además con 
la tendencia manifestada por el gobierno nacional, la Universidad de Buenos Aires y 
las transformaciones operadas en la misma organización de la justicia en la provincia 
de Córdoba entre 1875 y 1883, donde se tendió a generalizar la formación letrada 
tanto de los diferentes rangos de la administración de justicia como también en la 
oferta de los servicios jurídicos. En 1883, durante el gobierno de M. Juárez Celman, 
entró en vigencia la Ley Orgánica de los Tribunales de 1882, por la cual se expediría 
título de abogado a quienes acreditasen haber cumplimentado los cursos de Derecho 
de las Universidades Nacionales y practicado un año en un estudio de un profesor 
designado por el Tribunal Superior de Justicia.37

Pero casi inmediatamente la titulación pasó a ser competencia de la Facultad, 
porque, al igual que en Buenos Aires desde 1874, entre abril y junio de 188338 en 
la Facultad de Derecho de la Universidad de Córdoba, se acordó expedir el título 
de abogado a los alumnos que habiendo cursado el quinto año de doctorado, die-
ran un examen general previo e hicieran un año de práctica en un bufete. Bajo este 
acuerdo las discrepancias se plantearon en torno a los contenidos de aquel examen 
general. Momentáneamente, la cuestión se resolvió votando materia por materia y 
en el escrutinio quedaron excluidas Derecho Canónico, Natural, Administrativo y 
Economía Política. De todos modos, el plan de estudios aprobado en julio de 1883 
en su artículo 29° estableció que los doctores y licenciados podían ejercer libremente 
la profesión de abogado en todo el país, solo con el título expedido por la Facultad 
para el cual se fijaba el requisito de practicar en un estudio de abogado durante el 
año que simultáneamente se cursaba Procedimientos en la institución. El diploma 
así obtenido acredita la preparación para los trabajos del foro y de la magistratura en 
todo el territorio nacional.
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La otra innovación de relevancia introducida por el plan de 1883 refiere a la 
modalidad para acceder al grado de doctor en Derecho. Como se apuntó al comienzo 
del capítulo, sobrevivía para esa instancia el formato del examen definido a fines del 
siglo XVIII.

La denominada prueba de Ignaciana consistía en una disertación oral que ver-
saba en un título de la Instituta designado al azar cuarenta y ocho horas antes y en 
la defensa de algunas proposiciones, previamente programadas y autorizadas por el 
profesor de Derecho Civil. Los candidatos, según lo expresado por los mismos estu-
diantes, terminaban realizando un pesado ejercicio de repetición donde no existía la 
posibilidad de consultas ni reflexiones. De hecho, en una solicitud de 1877 dirigida 
al rector y al claustro docente, los alumnos reclamarían el reemplazo de la Ignaciana 
por la tesis escrita, tal como se desarrollaba en la Universidad de Buenos Aires desde 
1824. Entre los argumentos esgrimidos a favor del cambio sostenían el mayor estí-
mulo intelectual representado por la tesis escrita puesto que en ella el estudiante “se 
ve obligado a pensar y discurrir para poder presentar algo nuevo que lleve impresa la 
huella de su inteligencia, de sus opiniones...”. 39

Hacia fines de los setenta, la crítica a la Ignaciana no se redujo a su aspecto pe-
dagógico, ya que en torno de ella se pusieron de manifiesto conflictos de otro orden, 
que iban desde los temas de las proposiciones a cuestiones ideológicas y relativas a 
la autoridad de ciertos profesores40. Tanto era así que los catedráticos comenzaron 
a tomar cartas en el asunto y se llegó a proponer la conformación de una comisión 
permanente que se ocupara de la censura previa de los programas de tesis, en base a 
un acuerdo elevado al Consejo Superior en el que consignase como principio “que 
no se admitirían proposiciones subversivas del orden social, contrarias al dogma, o en 
pugna con la moral y buenas costumbres”. 41 A ese efecto, el entonces rector Lucero 
designó para la comisión encargada de dictaminar sobre el particular, a los doctores 
del Barco, Escalante y al profesor de Derecho Canónico J. W. Juárez.42 Finalmente, 
la Comisión propuso que el rector debía vetar aquellas proposiciones para programa 
de tesis que se encontrasen en las condiciones señaladas. Dicho acuerdo ilustra el 
resultado de una pulseada, aún en favor de la fracción católica. Los años que siguen, 
no obstante, mostrarán otro panorama.

A su vez, estas discusiones se planteaban en un contexto de intensa actividad 
estudiantil que, configurando otro espacio de la confrontación ideológica, prologó 
los episodios de la década del ochenta. En efecto, en 1878, con el apoyo del rector 
Lucero, se conformó la “Sociedad literaria Deán Funes”, cuyo presidente fue Ramón 
J. Cárcano. En una de las primeras conferencias organizadas por ella, el estudiante 
correntino Juan Pujol, incumpliendo el reglamento de no proferir temas de religión 
y política, declaró su ateísmo y postuló la religión como producto de la ignorancia 
o los negocios (Bischoff, 1988: 246; 1998: 245). Cárcano evoca en sus memorias 



47

aquellos incidentes y sus previsibles desenlaces que van desde la renuncia de muchos 
de sus miembros, al retiro del apoyo de Lucero y al enfrentamiento manifiesto entre 
católicos y liberales.

El plan de estudios de 1883 finalmente incorporó la tesis escrita como única 
modalidad de examen para acceder al grado de doctor que simbolizaba “la suficien-
cia, capacidad y derecho de enseñar” en esta Universidad o en cualquier otra del país. 
A su efecto, los aspirantes podrían escoger el tema de su tesis entre cualquier punto 
de las asignaturas cursadas, “con la condición de contar con el visto bueno del profe-
sor de la materia correspondiente”.43 Con esta modalidad no solo se inauguraba una 
plataforma para la tematización de diferentes cuestiones sociales y políticas sino que 
también se institucionalizaba un ámbito para la producción de conocimiento jurídico. 
Los mismos estudiantes, aspirando a replicar la experiencia porteña, albergaban la 
expectativa de consagrarse como juristas vía el nuevo dispositivo de evaluación.

Sin embargo, en sus inicios la normativa mostró dificultades. Las dos primeras 
tesis presentadas con el nuevo Plan, De la libertad de sucesión de José del Viso (1883) y 
De los hijos adulterinos, incestuosos y sacrílegos de Ramón J. Cárcano (1884), no obtuvieron 
el visto bueno ya que el titular en Derecho Civil, Rafael García, decidió rechazarlas 
porque sus contenidos no se atenían a los principios del dogma católico. El rechazo, 
no obstante, más que clausurar disputas agudizó tensiones entre católicos y liberales. 
Ambos autores apelaron a instancias superiores44, desencadenando un abierto con-
flicto de jurisdicciones de resonancia nacional e impacto político (Agüero, 2010:107-
110).

Respecto de la primera, el exgobernador Del Viso, ahora ministro de Interior del 
presidente Roca, apeló ante el rector Natanael Morcillo, quien comunicó al decano 
Echenique las resoluciones del Honorable Consejo Superior, que resolvían, por una-
nimidad de votos, “habilitar en todas sus partes la tesis del Señor del Viso (José)”.45 
Ese mismo día se sancionó una ordenanza estipulando: “Las opiniones y doctrinas 
contenidas en las tesis que en lo sucesivo tuvieran lugar en la Universidad serán com-
pletamente libres, siempre que ellas no comprometieran las buenas costumbres y no 
encerraren notorias faltas de lenguaje”. Se acordó además la derogación de todas las 
disposiciones anteriores contrarias a lo enunciado.46

Por su parte, la tesis de Cárcano, con el respaldo del gobernador Miguel Juárez 
Celman –padrino de la misma– marcó otro punto de inflexión en la disputa entre 
fracciones de la elite, el claustro docente y los mismos estudiantes.

El episodio involucró a más actores que lo acontecido en el caso anterior, ya 
que su apelación a instancias superiores implicó la inmediata reacción de la Iglesia. 
En una pastoral, el vicario capitular de la ciudad, monseñor Jerónimo E. Clara, con-
juntamente con otros aspectos de la política secularizadora, condenó dicha tesis por 
pretender combatir el celibato eclesiástico y proclamar la separación de la Iglesia y 
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el Estado.47 En tanto expresión de la fuerza estatal, el ministro Wilde formuló una 
severa crítica a la pastoral suspendiendo al vicario. Asimismo, tres profesores de la 
universidad, Rafael García, Nicolás Berrotarán y Nicéforo Castellanos, que habían 
apoyado al vicario Clara, fueron separados de sus cargos por el gobierno nacional.48

La sucesión de conflictos obligó a ciertos ajustes institucionales. En agosto de 
1884 se dictó una ordenanza reglamentaria para los exámenes de tesis, la misma 
precisaba las condiciones de presentación y aceptación y replicaba en su artículo 3° 
lo establecido por el Consejo Superior de la UNC con relación a la tesis de del Viso.

En síntesis, las primeras tesis para optar al grado de doctor en Derecho son una 
muestra contundente del resquebrajamiento de una tradición y de las tensiones que el 
proceso de secularización introdujo, también, en el espacio universitario.

Otra expresión de aquellas tensiones afectó el terreno de la identidad del gra-
duado y la incidencia que sobre la misma aspiraba ejercer una tradición corporativa. 
La adecuación de las instituciones universitarias al principio constitucional de la li-
bertad de conciencia había motivado algunas objeciones del gobierno nacional al 
Estatuto de 1879. Con relación a los juramentos de colación de grados, el mismo 
concluyó estableciendo una fórmula genérica por la cual los graduados prometían 
“ejercer su ciencia con arreglo a los preceptos de la moral, la religión y las leyes del 
Estado”, pretendiéndose de este modo dar cabida a diferentes credos.

Sin embargo, por considerársela demasiado ambigua, esa fórmula era cuestio-
nada en la Facultad de Derecho en ocasiones en que se trataba la autorización de 
otorgamiento de grados. De acuerdo con las íntimas convicciones de muchos de 
sus catedráticos, tales ceremonias debían respetar prácticas que venían de “tan largo 
tiempo” que incluían la invocación a Dios y el juramento con las manos en el Evan-
gelio. No obstante, advertidos de que tales formalismos violentaban la libertad de 
conciencia, debieron ajustarse a lo establecido en el Estatuto.49

Pero al discutirse la aprobación del plan de estudios de 1883, la controversia 
volvió a plantearse. Siguiendo las sesiones del Consejo de la Facultad, es posible 
identificar tres posiciones. Mientras que García proponía ligar el juramento exclusi-
vamente al credo católico50, la Comisión incluía tres fórmulas: una para católicos, otra 
para protestantes y en tercer lugar otra para los “disidentes”. Para las dos primeras, en 
tanto pertenecientes al universo de la cristiandad, el juramento se realizaría sobre los 
Evangelios. Por su parte, en la tercera, se vinculaba el juramento a la creencia en “la 
existencia de un Dios creador, ordenador y conservador del Universo” y a las leyes 
del Estado.51

Por último, la fórmula finalmente consagrada por la Facultad conciliaba una 
invocación genérica a Dios con la autoridad del Estado. Si bien con ella se sintetizaba 
el espectro de creencias monoteístas, dicha posición dejaba de lado cualquier otra 
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opción, reconociendo como única distinción la vinculada al título de licenciado y 
doctor, por un lado y la de abogado, por el otro.52

En 1885, con la aprobación de la ley Avellaneda, se dio una nueva composición 
a las facultades universitarias como cuerpos políticos conformados ya no exclusi-
vamente por docentes. En diciembre de ese año la Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales de Córdoba organizó su cuerpo directivo designando a los cinco catedráticos 
que la integrarían, los cuales luego procedieron a nombrar el resto de los académi-
cos. Ellos fueron, por un lado, los profesores José Echenique, luego elegido decano, 
Ramón C. Figueroa, Telasco Castellanos, José del Viso y Alejandro Vieira, también 
designado delegado ante el Consejo Superior. Y, por otro, los académicos Pedro N. 
Garzón –a su vez designado delegado–, Justino César –juez federal–, Fernando T. 
de Allende, Miguel Juárez Celman –gobernador–, Tristán Burgos, Pedro Vazquez 
Novoa –presidente del TSJ–, Francisco Figueroa, José R. Ibáñez, Cornelio Moyano 
Gacitúa y Moisés Escalante.

La composición de la primera Facultad conforme a la ley Avellaneda traducía 
el equilibrio político provincial marcado por la hegemonía juarista, quedando en el 
nuevo cuerpo directivo solo unos pocos de los integrantes del anterior al ochenta. 
Inclusive algunos eran recientes egresados beneficiados por los despidos de 1884, 
otros jóvenes abogados53 o magistrados menores del fuero local, como C. Moyano 
Gacitúa54, que iniciaría una trascendente trayectoria académica asentada en vínculos 
y redes propias de un campo jurídico de dimensiones nacionales. Quizás esa com-
posición explique la predisposición a finalmente enlazar la Facultad de Derecho de 
Córdoba a un sistema de formación jurídica predominantemente modelada en sus 
estructuras orgánicas y diseños curriculares desde la capital porteña. En 1887, mani-
festando el propósito de “uniformar” la enseñanza con la de la Facultad de Derecho 
de Buenos Aires (Aspell de Yanzi Ferreyra y Yanzi Ferreira, 1993: 34-35), se refor-
mó nuevamente el plan de estudios. Las novedades incorporadas –Introducción al 
Derecho y Filosofía del Derecho– completaban por fin la supuesta afinidad con el 
esquema de materias, títulos profesionales y formas de graduación que en Buenos 
Aires habían terminado de definirse durante la primera mitad de la década de 1870. 
Un año después, el decano José Echenique comunicaba al rector la adopción con 
modificaciones del reglamento general de la Facultad de Buenos Aires.55

La nacionalización de la Universidad generó condiciones para la conformación 
de las nuevas facultades, pero para la Facultad de Derecho revistió otros significa-
dos. Con ella se aceleró un proceso de secularización –iniciado con el mismo siglo 
XIX– que por entonces superó la dimensión jurisdiccional para encaminarse más 
claramente en el sentido de una mutación cultural, experiencia inevitable ante los 
cambios operados en los contenidos de los estudios, en los criterios de validación 
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de competencias, en los rituales legitimadores, sostenidos por nuevas estructuras e 
interdependencias políticas e institucionales.

Con resistencias y con un alcance y modalidad cuya ponderación requiere mayo-
res indagaciones, es indudable que esas transformaciones implantaron nuevas reglas 
y condiciones para el desenvolvimiento de las carreras jurídicas. Para lo sucesivo se 
planteará un escenario más abierto a los intercambios con otros centros productores 
de saber jurídico y a la constante ampliación y diferenciación de campos temáticos 
dentro del Derecho o articulaciones con otras disciplinas, acaso como respuesta a la 
necesidad de nuevas regulaciones apoyadas en un mayor conocimiento de lo social, 
que la cada vez más compleja sociedad argentina le planteará a las elites dirigentes. ■
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Notas

1 En atención a inquietudes locales canalizadas por el gobernador intendente Sobremonte, en 1791 
mediante auto virreinal se creó la Cátedra de Instituta en la Universidad. Por igual vía, en 1793 se 
dotaron las cátedras de Jurisprudencia Civil y Canónica y en 1795 por rReal provisión se concede a la 
Universidad la facultad de dar grados de bachiller, licenciado y doctor en Derecho Civil. Sobre esta 
etapa véase: Orgaz (1950); Aspell de Yanzi Ferreira y Yanzi Ferreira (1993).

2 Es de destacar que el estudio del Derecho Natural y de Gentes constituyó una de las principales in-
novaciones dadas por la reforma del deán Funes. Si bien la reforma borbónica en los estudios jurídicos 
lo había introducido en los colegios reales y algunas universidades peninsulares desde 1780; en 1794 
las cátedras fueron suprimidas al considerárselas peligrosas para la monarquía, en tanto potenciales 
vehículos del Iluminismo (Luque Talaván, 2003: 160).

3 Es decir, el conjunto de textos romanos elaborados entre 530 y 565 d. C., el cual comprendía: Insti-
tuciones, Código (la legislación imperial anterior a Justiniano), Digesto o Pandectas (compilación de 
obras de juristas romanos), Novelas.

4 Este corpus, vigente hasta 1917, se conformaba por los siguientes textos elaborados entre los siglos 
XII y XV: Decreto Graciano (1140), Decretales (1234), Sextum Liber Decretaliun; Clementinas (1314), Ex-
travagantes de Juan XXII; Extravagantes Comuns.

5 Compilación de Leyes y Decretos, 1810-1870, T. I, Reforma del Plan de Estudios de la Universidad de 
Córdoba por el Dr. José Baigorrí (1824), p. 336.

6 Disposiciones de la época borbónica habían establecido la condición de Bachiller para ser admitido 
en la práctica forense y así obtener el diploma de abogado expedido por las Audiencias. Aunque el 
criterio subsistió, su implementación varió conforme los avatares políticos de la primera mitad del 
siglo XIX. 

7 Sesión del claustro, 14 de abril, 1796, citado en: Orgaz, 1950: 24. Sobre el particular, el claustro tomó 
partes de las Constituciones de la Universidad de Lima y de la que regía en Córdoba desde 1784 para 
Teología (Martínez Paz, 1944: 199).

8 Las Parténicas eran dedicadas a la Virgen María, mientras que la Ignaciana a la devoción de San 
Ignacio.

9 Se trató de la introducción del Derecho Público, cuyo contenido se distribuyó en Derecho Político y 
de Gentes, Derecho Constitucional y Economía Política. No obstante, la asignatura se suprimió a pedi-
do del claustro (Aspell de Yanzi Ferreira y Yanzi Ferreira, 1993: 24).

10 Al respecto, cabe consignar que en la tradición del Derecho Común, el Derecho Civil no implicaba 
una rama diferenciada del actual Derecho Privado, sino el Derecho de raíz romana (Justiniano) y el De-
recho Real, en cuanto emanado del soberano o los cuerpos o funcionarios que ejercían en su nombre 
alguna potestad legislativa. En suma, un orden normativo enunciado por instancias diferentes del 
derecho natural o el canónico.

11 El Derecho es una actividad cultural creativa porque, antes de organizar normativamente a la socie-
dad, la imagina conforme determinada representación de los hombres y las cosas. Por ello es en sí un 
sistema de legitimación que fomenta la obediencia al orden que se consagra como justo que requiere 
contar con un consenso social sobre el fundamento de su obligatoriedad (Hespanha, 2012: 13-23).

12 CNA, 1856, Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores, Mensaje de Apertura, p. 11.

13 Se trataría de los “Comentarios abreviados de la Constitución Federal de Estados Unidos” de J. 
Story” y de los “Comentarios a la Constitución de los Estados Unidos de América” de J. Kent.

14 AHUNC, 1864, DPEN, Libro 27, Fs. 179-184. Según el Decreto del 20 de febrero de 1864 se incorporan 
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Derecho Civil y Mercantil, y el presupuesto aprobado para la Universidad de Córdoba en 1866 consig-
nó Derecho Criminal.

15 AHUNC, 1870, DPEN, Libro 29, Fs. 29-30. El Código de Comercio fue promulgado en 1862, tras adop-
tarse el que regía desde 1859 en Buenos Aires, redactado por Eduardo Acevedo y Dalmacio Vélez Sars-
field. Este último también redactor del Código Civil que aprobado en 1869, entró en vigencia en 1871. 
El proyecto de Código Penal redactado por Carlos Tejedor, si bien fue presentado en 1868 recién fue 
sancionado con modificaciones en 1886, entrando en vigencia al año siguiente.

16 Desde 1857 el Estado de Buenos Aires encomienda la redacción de los códigos civil, comercial, crimi-
nal y de procedimientos (Levaggi, 2005: 231).

17 “Elementos de Derecho Romano que comprende la teoría de la Instituta” de Ferdinand Mackelday 
(1784-1865); “Manual de Derecho Eclesiástico de todas las confesiones cristianas” de Ferdinand Walter 
–la primera edición alemana es de 1822–; “El Derecho Internacional Público de Europa” de August G. 
Heffter (1796-1880).

18 AHUNC, 1872, Comunicación del Ministro de Instrucción Pública al Rector, Libro 29, F. 162. Una vez 
admitidos, los aspirantes debían rendir el examen general y el de tesis.

19 CNA, 1869, Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores, Mensaje del P. E., p. 660.

20 Proyecto de estatuto, 1879. Citado en: Martínez Paz 1944: 442.

21 AFDYCS, 1879, ASHCS, Sesión del 8 de noviembre, F. 165. Rafael García era catedrático de Derecho civil 
desde 1862 cuando sustituyó a Clemente Villada, destituido por su filiación federal.

22 AFDYCS, 1879, ASHCS, Sesión del 21 de agosto, F. 145.

23 M. Juárez Celman fue favorecido en los comicios de noviembre de 1879.

24 Rafael García, entonces también juez federal, Luis Vélez, también senador nacional, G. del Barco, 
Lucas López Cabanillas y Santiago Cáceres formaron en 1879 el Club Libertad para confrontar en las 
elecciones nacionales, aliados a los partidos conciliados (Chaves, 1997: 182).

25 Mientras G. del Barco fue el jefe civil de la conspiración, desde el Eco de Córdoba, propiedad de Luis 
Vélez, se proyectaba la imagen de del Viso y del gobierno nacional como poderes despóticos que jus-
tificaban un derecho de resistencia, inlcusive fundado en la teoría del tiranicidio: “El asesinato de un 
tirano no es un crimen aunque se haya vivido familiarmente con él.”.En: El derecho de resistencia, El 
Eco de Córdoba, 11 de febrero de 1879.

26 El Campesino, 1878, “Las oposiciones”, citado en: Chaves, 1997: 151.

27 AFDYCS, 1880, ASHCS, 27 de julio, F. 226 r.

28 AFDYCS, 1881, ASHCS, 3 de mayo, F 17r y FDYCS, 1881, ASHCS, 21 de abril, F. 13r.

29 AHUNC, 1883, Plan de Estudios de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, Libro 42, Fs.106-119. 

30 Hespanha describe al Derecho Administrativo como una derivación de la ciencia de policía del S. 
XVIII, que se define en el XIX como una nueva rama del derecho que sostiene la primacía de la ley del 
Estado y legitima la primacía de lo público sobre lo privado. Por un decreto del Poder Ejecutivo Na-
cional, en 1882 se designó al primer profesor de Derecho Administrativo y Estadística. AFDYCS, 1882, 
ASHCS, 10 de marzo, Fs. 59-60.

31 Cabe destacar que esas cátedras habían comenzado a delimitarse con anterioridad. Medicina Legal 
en 1874, Derecho Administrativo y Derecho Natural en 1882.

32 CLDPC, 1859, Acuerdo de la Cámara de Justicia del 5 de agosto. Tomo I, p. 278.
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Gabriela Cecchetto*

Las élites dirigentes que se consolidaron luego del proceso de organización del 
Estado nacional debieron reconocer, ocupar y colonizar el territorio que preten-

dían dominar. El proyecto político de construcción del Estado acarreaba la apropia-
ción excluyente y exclusiva de un determinado ámbito geográfico, y su defensa en el 
campo internacional como territorio de dominación diferenciado de otras unidades 
nacionales-estatales.

A su vez, frente a la debilidad de una identidad nacional y de unidad previas, la 
tarea de construir el Estado-nación argentino precisó de la configuración de formas 
simbólicas de cohesión social. En este contexto, y al igual que en otros países de 
América Latina, el territorio aparecía no solo como elemento pasible de adquirir los 
atributos de nacionalidad, sino como referente para la construcción de la nación (Zus-
man, 1996). La coincidencia entre un ámbito geográfico de dominación del Estado y 
el ámbito geográfico de extensión de la Nación solo pudo ser producida a partir de 
acciones políticas y culturales explícitas de las élites que conformaban los cuadros di-
rectivos de ese Estado, que estaba construyendo formas de identidad colectiva (Esco-
lar, 1996). De hecho, el proyecto estatal-nacional se apoyaba en la propuesta filosófica 
y epistemológica positivista, en sus vertientes biologistas (darwinianas, antidarwinianas 
y spencerianas). De este paradigma se derivaba una idea estructurante, la de progreso. 
Positivismo e idea de progreso actuaban como base legitimadora de las acciones polí-
ticas que se estaban llevando adelante.

La construcción tanto material como simbólica del territorio requería realizar un 
conjunto de tareas científicas, como eran su reconocimiento, exploración y represen-
tación cartográfica. Estas actividades hacían necesario contar con especialistas y, para 
ello, las ciencias naturales se constituían en un marco epistemológico que otorgaba 
cientificidad a esa actividad política de construcción material y simbólica del territorio.

[*] Profesora y Licenciada en Historia, FFYH, UNC. Profesora Departamento de Geografía, FFyH, UNC

La Facultad de Ciencias Exactas, 
Físicas y Naturales (1876-1900)

Capítulo 2
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La generación de discursos legitimados científicamente era requerida por las éli-
tes burguesas dominantes. De este modo, la consolidación del nuevo Estado necesi-
taba del desarrollo de las ciencias positivas y de una universidad moderna que llevara 
adelante la investigación científica y explorara el pretendido espacio de dominación. 
Era fundamental también la recopilación de toda la información existente referida 
a las características físicas y a las potencialidades económicas de este territorio, por 
un lado, y de los antecedentes de reconocimiento territorial hechos en el período 
virreinal, por el otro. Finalmente, era necesaria la sistematización del conocimiento 
obtenido en las actividades anteriormente señaladas, útil no solo a los fines de la 
valorización económica, sino también para construir las argumentaciones que ser-
virían para la defensa de las pretensiones territoriales (cartografía, relatos de viajes) 
(Zusman, 1996).

Hacia 1870, la necesidad de consolidar el Estado nacional (con la consiguiente 
subordinación de las autonomías provinciales) requirió de acciones claras encamina-
das a organizarlo institucional y jurídicamente, de modo de consolidar el régimen de 
gobierno de sesgo liberal. El proceso de conformación del territorio de pretendida 
dominación acompañó estrechamente esa dinámica. Así, la consolidación del Estado 
con nuevas instituciones y recursos acrecentó las condiciones para afianzar su do-
minación en regiones recientemente apropiadas y, recíprocamente, la incorporación 
de nuevas tierras a la producción permitía la obtención de fuentes de recursos que 
aportaban a su fortalecimiento institucional. En este marco, un conjunto de estrate-
gias político-institucionales motorizadas por Domingo F. Sarmiento, a la sazón presi-
dente de la Nación, llevaron a la instauración de un proyecto académico en Córdoba 
tendiente a modernizar el conocimiento científico producido en esta ciudad. Con 
este dispositivo, Sarmiento ponía en juego en Córdoba –y en su Universidad, única 
bajo jurisdicción del gobierno nacional– su propuesta para el desarrollo del interior 
del país (Mantegari, 2003; Cicerchia 2006). Se ponía también en evidencia el lugar 
estratégico que le atribuía a la ciencia moderna para el desarrollo económico del país. 
En efecto, promover la modernización del conocimiento significaba favorecer la in-
vestigación y formación en las áreas consideradas más avanzadas en ese momento en 
Europa, que se asociaban al campo de las ciencias exactas y naturales, a la vez que, 
desde la academia, se promovía la formación de profesores de ciencias para la ense-
ñanza media y superior. El desarrollo de los conocimientos en las ciencias naturales 
se nutría así del reconocimiento del terreno, de la conformación de colecciones de 
especies de la fauna y flora y del registro estadístico de los procesos geológicos y cli-
máticos (Tognetti, 2005). A la vez, estas actividades se articulaban con los intereses 
políticos del Estado en formación, las que se orientaban a apropiarse del territorio 
pretendido de dominación y a identificar sus potencialidades económicas, tanto en 
términos que implicasen su inserción en el proyecto agroexportador como para 
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desarrollar una propuesta de minería que permitiera, también por esta vía, incorpo-
rarse al mercado internacional (Zusman, Cecchetto, Valiente 2008). Es en este con-
texto que puede explicarse el compromiso que –en la medida de las posibilidades 
y a pesar de los conflictos suscitados– las presidencias de Sarmiento y Avellaneda 
desarrollaron con esta propuesta de “modernización de la universidad”, y el apoyo 
que le dieron, apuntalando desde los niveles centrales la puesta en marcha de esta 
institucionalización (Garzón, 1951; Mantegari, 2003; Tognetti, 2005).

En este marco, en la década de 1870 se crean en Córdoba la Sociedad Ento-
mológica Argentina (Sociedad Zoológica Argentina a partir de 1873), la Facultad de 
Ciencias Físico-Matemáticas (1876) y la Academia Nacional de Ciencias (1878). Estas 
instituciones surgen como resultado de un proyecto que se venía trabajando desde fi-
nales de la década anterior, que tenía como objetivo primordial la reforma académica 
de la Universidad de Córdoba y que instaló las primeras actividades científicas en un 
medio que no daba cuenta de antecedentes destacados en la práctica científica, pese 
a que la ciudad contaba con la única universidad existente desde el período colonial. 
La puesta en marcha del proyecto de reforma académica promovió la contratación de 
los primeros científicos extranjeros, con el propósito de realizar estudios sistemáticos 
en ciencias físicas y naturales. La organización de estas instituciones apuntó a repro-
ducir en nuestro medio las principales prácticas de la ciencia europea del período: 
el relevamiento de la diversidad biológica autóctona, el registro y publicación de los 
conocimientos alcanzados, y la transmisión del compromiso con estas prácticas a 
discípulos locales (Tognetti, 2005: 21). La reforma, gestada hacia 1868, se inició con 
la incorporación de materias de ciencias en la currícula de la Universidad de Córdo-
ba. Fueron Germán Burmeister y los profesores contratados para iniciar el dictado 
de estas asignaturas (botánica, zoología, mineralogía, matemáticas, física y química)
quienes elaboraron los proyectos que finalmente dieron origen a las tres instituciones 
pioneras que hemos mencionado más arriba.

El complejo camino hacia la institucionalización. Reformar la Universidad 
para introducir el estudio de las ciencias

Como dijimos, el plan original había sido promovido por el científico prusiano Ger-
mán Burmeister quien, en 1868, presentó a Domingo Sarmiento –días antes de su 
asunción como presidente– un memorándum en el que delineaba algunas ideas para 
mejorar la enseñanza de las ciencias y lograr el conocimiento de las riquezas natura-
les, a la vez que proponía la creación de una facultad dedicada al cultivo de las ciencias 
exactas y naturales en la Universidad de Córdoba. En su presentación, Burmeister 
señalaba que era necesario reformar el establecimiento universitario para “colocarlo 
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sobre bases que estén más en relación con las necesidades modernas y a la altura de 
su título de Universidad”1. La facultad se crearía con el propósito de:

• Introducir un conjunto de disciplinas que en Europa ocupaban el centro del 
debate científico, formando docentes para los distintos niveles del sistema educativo. 
En la Universidad de Córdoba no existían profesores con formación específica en fí-
sica, matemática, botánica, zoología, mineralogía y química, o que estuvieran entrena-
dos en técnicas de investigación propias de cada una de estas áreas de conocimiento.

• Reunir un equipo de especialistas que se encargarían, además de enseñar su 
disciplina, del estudio del territorio nacional, actividad ajena completamente a las 
desarrolladas hasta el momento por las universidades de Córdoba y de Buenos Aires, 
únicas existentes en el país. Para poder hacerlo, Burmeister proponía contratar do-
centes que contaran con antecedentes en trabajo de campo en las principales ramas 
de las ciencias físicas y naturales. Dada la ausencia de docentes y científicos con co-
nocimientos acabados sobre las características del territorio argentino, los docentes 
deberían ser extranjeros y, debido a su trayectoria y contactos, Burmeister propuso 
la contratación de científicos alemanes. En su propuesta, el científico recuperaba 
los principales ejes del proceso de transformación de las instituciones de educación 
alemanas de comienzos del siglo XIX, que impulsó los estudios en ciencias exactas y 
naturales y también la transformación de las tareas del docente universitario, vincu-
lando estrechamente enseñanza e investigación. Este proceso permitió el desarrollo 
de algunas especialidades, con la aparición de nuevas unidades institucionales, como 
los institutos y laboratorios (Mantegari, 2003:64-66).

• Formar docentes para la enseñanza de las mismas disciplinas en los niveles 
inferiores del sistema educativo. Este objetivo no reconocía antecedentes, y se cons-
tituirá en un rasgo distintivo del proyecto de Burmeister (Tognetti, 2005: 40-41)2.

La propuesta sintonizaba con las ideas modernizadoras de Sarmiento, y con la 
importancia que este atribuía a la instrucción pública como base del progreso de toda 
nación civilizada. Por otra parte, el presidente había expresado su admiración por las 
culturas germanas y anglosajonas, y su intención de recurrir al auxilio de profesores 
extranjeros prestigiosos a los fines de modernizar las altas casas de estudio en la Ar-
gentina y desarrollar los estudios en ciencias. Para ello ya se hallaba en tratativas con 
el astrónomo norteamericano Benjamín Gould, al que había ofrecido la dirección del 
observatorio astronómico a ser creado y establecido en Córdoba. Junto a esas coinci-
dencias con respecto al desarrollo científico y educativo, la propuesta del prusiano se 
adecuaba además a otros intereses y proyectos políticos del presidente. La creación 
de un polo de excelencia académica y científica en el interior del país afianzaba el 
interés presidencial de que la ciudad de Córdoba fuera declarada capital nacional, 
decisión que implicaba la pérdida de importancia política de Buenos Aires, ciudad 
en la que Sarmiento no tenía demasiados seguidores. Este proyecto de capitalización 
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Edificio de la Facultad de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales, sobre Av. Vélez Sarsfield, 
Ciudad Universitaria.
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tuvo más posibilidades de imponerse entre 1870 y 1871, y fue reconsiderado hacia 
1874 y 1875, contando con el apoyo de Sarmiento, que vetó las leyes que habían fi-
jado la capital federal en las ciudades de Rosario o Villa María en 1869, 1871 y 1873 
(Mantegari, 2003:135-137).

La institucionalización definitiva de la propuesta demoró casi una década en 
concretarse, y fue producto de un proceso complejo, durante el cual las complicacio-
nes excedieron el aspecto académico, y trajeron aparejadas disputas entre el Estado 
nacional, promotor de la iniciativa, algunas dependencias del gobierno provincial y 
otros claustros de la propia universidad. Sarmiento aceptó el plan y gestionó ante 
el Congreso Nacional la autorización para contratar profesores en el extranjero. La 
tarea se encomendó a Burmeister, quien en marzo de 1870 fue designado Comisa-
rio Extraordinario a cargo de la dirección e inspección de una Facultad de Ciencias 
Matemáticas y Físicas en la Universidad de Córdoba. Se comenzaba así a delinear la 
base de una futura Facultad de Ciencias. Por su parte, la reforma de la universidad 
fue encargada al ministro de Instrucción Pública, Nicolás Avellaneda, quien llevó 
adelante las tratativas con el claustro3, al cual informó que era intención del gobierno 
controlarla directamente. Esta advertencia dejaba en claro que el gobierno nacional 
no permitiría que el claustro universitario tomase parte en la designación de los nue-
vos profesores ni dispusiera libremente de los recursos que el tesoro aportaría para el 
nuevo establecimiento educativo (Tognetti, 2005:43).

Es necesario tener en cuenta que, desde la independencia y hasta mediados del 
siglo XIX, la Universidad de Córdoba había dependido del gobierno provincial. La 
federalización de 1854, si bien puso la Universidad bajo jurisdicción nacional, no 
modificó de manera importante la estrecha vinculación entre el funcionamiento de la 
institución y la vida política y social provincial. La intervención del Estado nacional 
en esta ocasión supuso algo inédito. Los sectores conservadores de la Universidad 
tradicional, no siempre consustanciados con la ideología y los objetivos del gobierno 
nacional, veían con desconfianza la descalificación de la “vieja universidad”. Con-
secuentemente, el claustro universitario se mostró refractario hacia los catedráticos 
extranjeros, incorporados bajo procedimientos y en condiciones de trabajo distintas a 
las que regían para el resto del cuerpo docente. Además, la nueva facultad aún carecía 
de entidad jurídica, ya que solo figuraba en la documentación oficial, pero no contaba 
con ningún instrumento legal o reglamento que le confiriera existencia real, por lo 
cual el claustro no consideró a la nueva unidad académica como parte integrante de 
la institución4. Hacia 1871, año en que se inauguran el Observatorio Astronómico, 
a cargo de Benjamín Gould, y la Exposición Nacional en Córdoba, Burmeister solo 
había conseguido la contratación de cuatro profesores jóvenes aunque de destacada 
trayectoria: los alemanes Pablo Lorentz para Botánica, Máximo Siewert para Quími-
ca, Alfredo Stelzner para Mineralogía y el holandés Hendrix Weyenbergh para Zoo-
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logía. Las clases no se habían dictado según lo previsto debido a la falta de alumnos 
y, a criterio de Burmeister, por la poca destreza de los docentes en el uso de la lengua 
castellana y por su interés en el estudio y la investigación más que en la enseñanza. A 
fines de ese año Burmeister renunció. Los docentes contratados decidieron mante-
ner los objetivos del proyecto inicial, pero abandonaron la pretensión de establecer 
una facultad. Propusieron, en cambio, la creación de dos academias, una de Ciencias 
Físicas y Matemáticas, destinada a la enseñanza y la investigación, y otra de Ciencias, 
dedicada a la difusión y divulgación de la historia natural del país. La primera sería 
presidida por el rector y el docente más antiguo de esa unidad académica, y la segun-
da estaría bajo la dependencia directa del Poder Ejecutivo Nacional y se integraría 
con representantes de distintas reparticiones nacionales. Asimismo, los nuevos con-
ductores pudieron ampliar el cuerpo docente. Shulz Sellack, Augusto Vogler y Jorge 
Hieronymus se sumaron al grupo de sus connacionales en las cátedras de Física, Ma-
temáticas y Botánica, se iniciaron las actividades docentes, se mejoró la organización 
de museos y laboratorios y se realizaron también varias expediciones al norte del país 
(Mantegari, 2003:139-141). A fines de 1873, Avellaneda dejó su puesto en el Minis-
terio de Instrucción Pública para dedicarse a su campaña presidencial. Su sucesor, 
Juan Albarracín, a pesar de que el proceso de organización de los estudios científicos 
en Córdoba parecía encaminarse, designó nuevamente a Burmeister, ahora como 
director científico de una Academia Nacional de Ciencias Exactas en el ámbito de 
la Universidad de Córdoba5. Ésta tenía como objetivos instruir a la juventud en las 
ciencias exactas y naturales con énfasis en la experimentación, formar profesores que 
pudieran enseñar esas ciencias en los colegios nacionales, y explorar y hacer conocer 
las riquezas naturales del país investigando y publicando los resultados de los trabajos 
científicos, así como fomentando el desarrollo de gabinetes, laboratorios y museos de 
ciencias (Garzón, 1951:44). Inmersa en la puja por el poder, esta Academia-Facultad 
no alcanzó a tener vida real, y fue duramente cuestionada desde diversos sectores. En 
efecto, los cambios de rumbo y conducción respecto de la denominación y particu-
laridades de una o dos instituciones que, en definitiva, no terminaban de establecerse 
–primero, Facultad de Ciencias Matemáticas y Físicas y luego, Academia de Ciencias 
Exactas–, convivían con las propuestas de una Academia de Ciencias Matemáticas 
y Físicas y de una Academia de Ciencias, introducidas por los profesores alemanes 
entre 1871 y 1873 (Tezanos Pintos, 1939: 827; Mantegari 2003:142). Decidido a su-
perar las imprecisiones e imponer su proyecto, Burmeister propuso un reglamento 
institucional, aprobado por el Poder Ejecutivo Nacional, en el que establecía las obli-
gaciones de los profesores y las atribuciones del director, con facultades de control 
absoluto sobre las actividades de los catedráticos. Esto era llamativo ya que, a la vez, 
Burmeister decidió no radicarse en Córdoba sino dirigir la institución desde Buenos 
Aires, a través de un delegado o sustituto en esa ciudad, designación que recayó 
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en Adolfo Doering, naturalista llegado de Alemania en 1874. Las atribuciones de 
Burmeister, ejercidas de manera despótica desde Buenos Aires, le permitían decidir 
sobre todas las cuestiones administrativas, docentes y de investigación, acentuando 
la tensión con los académicos en Córdoba. El enfrentamiento entre Burmeister, los 
profesores alemanes y las autoridades universitarias fue inevitable. Despidos y renun-
cias generaron una crisis que culminó con la renuncia de Burmeister en 1875.6

A partir de su alejamiento, los profesores alemanes, con la conducción de Jorge 
Hieronymus y Adolfo Doering, lograron un acuerdo con el entonces rector de la 
Universidad de Córdoba, Manuel Lucero: los restos de la Academia Nacional de 
Ciencias Exactas se integrarían a la Universidad como Facultad de Ciencias Físico-
Matemáticas, contando con el apoyo de las autoridades universitarias y ministeriales. 
Asimismo se elaborarían un reglamento y un plan de estudios y se reincorporarían 
algunos de los profesores dimitidos durante la gestión de Burmeister.7 La posibilidad 
de dar un nuevo impulso a la institución surgió, por un lado, del acuerdo alcanza-
do entre los docentes contratados y el rector Lucero y, por otro, de la decisión del 
presidente Avellaneda de continuar los proyectos que se habían iniciado durante su 
gestión como ministro de Sarmiento. Asimismo debe tenerse en cuenta que la Uni-
versidad de Buenos Aires, de jurisdicción provincial en 1875, estaba llevando a cabo 
un exitoso proceso de reforma académica similar al que se había iniciado en la de 
Córdoba en 1869. En esta etapa el rector Lucero cumplió un papel clave, tanto en 
sus relaciones con el gobierno central y los docentes, como al interior de la propia 
universidad8.Casi diez años después, la ambiciosa propuesta inicial de Burmeister 
lograba articularse y concretarse, pero con importantes variaciones que apuntaban a 
hacerla más operativa y viable de ser asumida e incorporada a la Universidad de Cór-
doba. Así se creó la Facultad de Ciencias Físico-Matemáticas, que se incorporaba a la 
universidad y que se dedicaría a la formación de los recursos humanos para el sistema 
educativo. Sus docentes se integraban con iguales derechos que los demás miembros 
del claustro y retenían la dirección de museos, laboratorios y gabinetes para las prác-
ticas de los alumnos.En esta reorganización se recuperó la idea considerada a lo largo 
del período anterior, y se implementó una segunda institución, la Academia Nacional 
de Ciencias, ajena a la Facultad y dependiente del Ministerio de Instrucción Pública. 
Ésta tendría como finalidades específicas la exploración del territorio, la difusión 
de los resultados de estos estudios y el intercambio de información con otras enti-
dades científicas. Pese a su autonomía, quedaba integrada a la vida académica de la 
universidad ya que se preveía su actuación como consejo consultivo de gobierno en 
temas de ciencias naturales. Si bien ambas instituciones tenían objetivos, finalidades 
y régimen de dependencia institucional diferentes, se mantenían unidas en varios 
planos, y desarrollaban tareas complementarias9. Las propuestas de organización de 
la Facultad y de la Academia elaboradas por los docentes, con la coordinación del 
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rector Lucero, fueron aprobadas por el Poder Ejecutivo en 1876 y 1878 respecti-
vamente. Su implementación promovió el desarrollo de entidades que no solo se 
limitaron a documentar la diversidad biológica para la comunidad internacional, sino 
que por primera vez un plan de estudios de la Universidad de Córdoba contemplaba 
la formación de doctores en ciencias naturales con entrenamiento en investigación, 
ya que entre los requisitos exigidos para optar al grado máximo figuraba la elabora-
ción de un escrito original (tesis). Asimismo, la creación de una institución que entre 
sus principales finalidades contemplaba la exploración del territorio implicaba darle 
continuidad a una práctica muy difundida en la ciencia europea del siglo XIX, pero 
que en nuestro país se realizaba de forma esporádica. En paralelo, la formación de 
museos cuyas colecciones se conformarían con los materiales obtenidos en los viajes 
por el interior, contribuyó a crear un acervo cultural de primer orden, organizado y 
sostenido por científicos locales. Esto significó un cambio cualitativo, ya que Europa 
perdió el monopolio de la documentación biológica de una parte de América del Sur 
(Tognetti, 2005:65).

Hacia 1890 y atraídos por el proyecto, una serie de científicos alemanes habían 
pasado o se habían establecido en Córdoba, todos doctorados en universidades ale-
manas, con entrenamiento en investigación dentro de sus disciplinas, con artículos 
publicados en revistas científicas europeas, con edad apropiada para encarar explo-
raciones científicas del territorio en condiciones extremas de viaje. Entre ellos po-
demos mencionar a Alfredo Stelzner, Pablo Lorentz, Máximo Siewert, Enrique We-
yenbergh, Carlos Shultz Sellak, Oscar y Adolfo Doering, Jorge Hieronymus, Arturo 
Seelstrang, Luis Brakebusch, Federico Kurtz, Francisco Latzina, Eugenio Bachmann, 
Guillermo Bodembender, quienes se instalaron en la ciudad, tornándose en poco 
tiempo referentes de la investigación científica a nivel nacional.

La Facultad de Ciencias Físico-Matemáticas: docencia e investigación científica

El decreto del Poder Ejecutivo Nacional del 14 de octubre de 1876 creó la Facultad 
de Ciencias Físico-Matemáticas que luego, a comienzos del siglo XX, devendrá en 
Facultad de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales. La nueva unidad académica tuvo, 
como ya se ha señalado, una finalidad casi excluyente: formar recursos humanos para 
los distintos niveles del sistema educativo y para el estudio de la historia natural del 
país. Al momento de comenzar sus actividades, las disciplinas vinculadas a las cien-
cias naturales contaban ya con colecciones de especies autóctonas con distinto grado 
de extensión y una parte importante de ellas ya clasificada y ordenada, además de una 
base bibliográfica y la edición de algunos resultados del trabajo de exploración y reco-
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nocimiento desplegado sobre el territorio nacional. Todo esto como resultado de las 
actividades de los docentes extranjeros a lo largo del conflictivo período 1869-1876.

El primer plan de estudios de la Facultad definió tres carreras: Agrimensura, 
Profesorado en Ciencias Físico-Matemáticas para colegios nacionales y escuelas nor-
males y Profesorado en la Enseñanza Superior de Ciencias Naturales, para cuya fi-
nalización debía elaborarse una tesis, con la cual se obtenía el título de doctor. Se 
contemplaban también estudios preparatorios para la carrera de Ingeniero Nacional, 
Medicina y Boticario, que se podían completar en la Universidad de Buenos Aires. 
Luego, en 1878, y por iniciativa de H. Weyenbergh, se creó la Facultad de Medicina 
para la formación de médicos y boticarios (Garzón, 1951:72-74).

Al momento del inicio de las clases, revistaban como profesores titulares Oscar 
Doering, en las cátedras de Matemática y luego de Física, Adolfo Doering, en la de 
Química, Luis Brackebusch, en Mineralogía, Jorge Hieronymus, en Botánica, Hen-
drix Weyenbergh, en Zoología, y Francisco Latzina, en Matemáticas Superiores: la 
Facultad se organizaba con seis docentes, que debían hacerse cargo del dictado de las 
materias para todas las carreras. Oscar Doering fue designado como primer decano 
y puesto en funciones el 24 de julio de 1878. Su nombramiento fue aprobado por el 
gobierno nacional el 8 de agosto de 1878. 

Respecto de los títulos que se impartían, éstos apuntaron a satisfacer las expec-
tativas de formación profesional y las demandas del sistema educativo que por esa 
época el gobierno nacional estaba organizando en el país. El diploma de agrimensor 
se alcanzaba con dos años de cursado, y su obtención ofrecía oportunidades laborales 
crecientes, debido a los procesos de consolidación de la propiedad privada territorial, 
expansión de la frontera rural y del casco urbano de la ciudad de Córdoba, y las sub-
divisiones del suelo que implicó la colonización agrícola (Ferreyra, 2009). Por su par-
te, la carrera de profesor en Ciencias Físico-Matemáticas para los colegios nacionales 
y escuelas normales exigía cuatro años de entrenamiento. A la vez que implicaban 
un período de mayor preparación, las posibilidades de inserción laboral de sus egre-
sados dependieron del afianzamiento del sistema educativo nacional. Finalmente, el 
profesorado en la enseñanza superior de Ciencias Naturales tenía un alcance muy 
limitado, la docencia universitaria, pero un objetivo claro: formar naturalistas nativos 
que continuaran los estudios iniciados por los profesores europeos contratados. Fue 
en este aspecto en el que se concentraron en un comienzo, por formación y afinidad, 
los primeros docentes extranjeros (Garzón, 1951:106).

Por otra parte, el lugar que adquirieron los museos organizados por distintas 
cátedras de la Facultad cobró importancia. Hemos señalado ya que, desde el período 
anterior a la creación de la Facultad, los docentes alemanes habían comenzado a re-
colectar y clasificar las especies obtenidas en los viajes de exploración, y hacia 1880 se 
encontraban organizados y en funcionamiento los museos de Botánica, de Geología 
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Interior de la Facultad de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales, sobre Av. Vélez 
Sarsfield, Ciudad Universitaria	.
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y Mineralogía, y de Zoología. Estos espacios, organizados como institutos desde 
las respectivas cátedras, tuvieron como objetivo apoyar la enseñanza universitaria 
de las disciplinas específicas y promover la investigación sistemática de las especies 
animales, vegetales y minerales existentes en el territorio nacional. Los museos se 
proponían como lugar para las prácticas de los estudiantes, con especial énfasis en el 
entrenamiento en el uso de instrumental específico. Este propósito se vio diluido por 
el perfil que adquirieron los museos a partir de la recepción de voluminosas coleccio-
nes producto de los viajes de exploración. El trabajo con las mismas concentró las 
actividades de los museos y los conformó como los principales centros de documen-
tación de la diversidad biológica, más que como lugares de práctica y entrenamiento 
de los alumnos (Tognetti, 2005:158-159)10.

Sin embargo, el diseño con que se organizó la currícula de la nueva Facultad 
no logró atraer un número suficiente de estudiantes, que encontraban en otras ins-
tancias oficiales condiciones más accesibles para la obtención de trabajo. La carrera 
de agrimensor carecía de una regulación para el ejercicio profesional. En esa época, 
los estados provinciales se reservaban para sí la habilitación correspondiente. Los 
encargados de expedir la autorización eran los Departamentos Topográficos, repar-
ticiones que no exigían titulación, sino solo una prueba de idoneidad. Así, se diluían 
las ventajas de completar los estudios superiores. Por este motivo, las autoridades 
universitarias solicitaron al ministerio de Instrucción Pública y a los gobiernos pro-
vinciales que se establecieran normas de alcances nacionales que regularan el ejercicio 
de la agrimensura (Garzón, 1951:106, 118, 163), solicitud que solo fue atendida por 
el gobierno de Córdoba, a cargo de Miguel Juárez Celman, el cual retiró la atribución 
del Departamento Topográfico de la provincia en 1881. Así, el título expedido por la 
Facultad obtuvo legitimación, aunque limitada al alcance provincial (Ferreyra, 2009; 
Cecchetto, 2012).Una situación parecida se presentaba con el título de profesor de 
Ciencias Físico-Matemáticas. Si bien el gobierno nacional logró establecer un siste-
ma educativo con presencia en todas las jurisdicciones provinciales, creando así una 
demanda de docentes estable, en los establecimientos escolares no se fijó como con-
dición para acceder a la docencia contar con el título correspondiente. De este modo, 
también se desalentó la matrícula en ese profesorado. Las autoridades universitarias 
no lograron que se modificara la situación, por lo que entre 1876 y 1899 solo se con-
tabilizan cinco graduados en esta carrera (Garzón, 1951:119, 345).11 Con el objeto de 
aumentar la matrícula y garantizar la continuidad de la nueva Facultad, se buscó in-
crementar la oferta académica, incorporando y consolidando nuevas carreras ligadas 
a la formación profesional que resultaran atractivas para los futuros estudiantes por 
la posibilidad de una mayor inserción laboral. A la vez, esto supuso la formación de 
recursos humanos calificados para las nuevas áreas en las que el Estado comenzaba a 
operar, en particular, el control y gestión de las primeras líneas ferroviarias.
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La creación de la Escuela de Ingeniería. Profesiones y ciencia aplicada

Si bien la creación de una escuela de Ingeniería había sido un tema presente desde los 
primeros debates sobre la creación de la Facultad, la escasez de recursos –en especial 
humanos– con que se habían iniciado sus actividades hacía inviable la posibilidad de 
sostener el dictado de las materias que esta formación requería. Recordemos que un 
solo profesor tenía a cargo las cátedras de Matemáticas de todas las carreras. Por este 
motivo, el debate se había zanjado acordando incluir en forma nominal la carrera de 
ingeniería, pero aclarándose que esta se dictaría una vez que el gobierno proveyera de 
los fondos necesarios (Tognetti, 2009:5-6).

Sin embargo, el escaso reclutamiento de estudiantes durante los tres primeros 
años de funcionamiento de la Facultad a que se ha aludido en el punto anterior, ex-
plica que en 1879 Francisco Latzina presentara un proyecto para crear la Escuela de 
Ingeniería, de modo de incrementar la oferta académica. A los estudios de Agrimen-
sura, se incorporaban los de Arquitectura e Ingeniería Civil. Entre los fundamentos 
del proyecto se argumentaba que con la iniciativa se gestaba en Córdoba un centro de 
formación que podría rivalizar con Buenos Aires, que hasta ese momento brindaba 
un número más amplio de profesiones para seguir. El proyecto fue aprobado por 
el Poder Ejecutivo Nacional y comenzó a implementarse en 1880 (Garzón, 1951: 
155). Pero fue la reforma del plan de estudios promovida bajo el decanato de Carlos 
Cassaffousth, la que consolidó la Escuela de Ingeniería de la Facultad. En efecto, fue 
este decano quien, durante su gestión, llevó a cabo una modificación profunda en 
la carrera de Ingeniero Civil, aludiendo a la misma como una carrera “que está a la 
altura de la escuela más adelantada en Europa, como es la Escuela Central de Artes 
y Manufacturas de París cuyo plan general predomina en el nuestro”12. La reforma 
solicitaba un aumento de partidas y de presupuesto, a la vez que duplicaba el número 
de docentes que se harían cargo de las cátedras ligadas a las ingenierías. Mientras para 
las carreras relacionadas con las ciencias naturales se contaba con seis puestos docen-
tes, el proyecto destinaba dieciocho cargos a las de ingeniería. Pese a las dificultades 
en su dictado debido a la falta de cargos y de recursos, los planes de estudio se fueron 
modificando e incorporando nuevas especialidades. En 1892, la Facultad contaba 
con las carreras de Maestro de Obras, Ingeniero Geógrafo, Ingeniero Arquitecto, In-
geniero Mecánico e Ingeniero Civil.13 La creación de la Escuela de Ingeniería implicó 
una reorientación de la Facultad de Ciencias Físico-Matemáticas, a partir de la cual 
las ingenierías adquieren una preponderancia marcada en el conjunto de las carreras 
de la Facultad, tanto por la proporción del presupuesto que se les asignó como por 
la cantidad de estudiantes inscriptos en ellas. La decisión parece haber sido acertada 
si se revisa la lista de egresados para el período 1880-1899, que da cuenta de la pre-
ponderancia de egresados en las ramas de la ingeniería en relación con los egresados 
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en las carreras ligadas a la investigación y docencia en Ciencias Naturales14. De este 
universo de graduados se nutrirá el recambio de docentes para algunas de las materias 
de la currícula, en reemplazo de los profesores extranjeros. Por lo menos diecinueve 
graduados de las carreras de Ingeniería Civil, Agrimensura, Ingeniería Geográfica y 
Arquitectura se desempeñaron como catedráticos entre 1888 y 1899 (Garzón, 1951).
Más allá de las motivaciones internas que llevaron a implementar definitivamente la 
Escuela de Ingeniería en la Universidad de Córdoba, el contexto económico-político 
en el que ese proceso se enmarcó permite pensar otras causas para explicar el des-
plazamiento del interés hacia los conocimientos técnicos y las aplicaciones científicas 
en detrimento del estudio y la investigación en ciencias naturales. Así, el desarrollo 
de la ingeniería en las universidades se vio reforzado con la creación de agencias del 
gobierno dedicadas al fomento de obras públicas. El incremento de la demanda de 
ingenieros por parte del Estado daría cuenta de la relación entre la emergencia del 
campo profesional y la construcción del Estado nacional, necesitado de elites profe-
sionales que aportaran a su consolidación y al diseño de políticas públicas (Palermo 
2006, en Tognetti 2009).

Esto puede relacionarse con el caso particular de la Universidad de Córdoba. 
En 1884 Carlos Cassaffousth se hace cargo de la cátedra de Hidráulica en la Facultad 
de Ciencias Físico-Matemáticas. Quien lo avaló fuertemente en su ingreso a la uni-
versidad fue Miguel Juárez Celman, ex gobernador de la provincia y en ese momento 
senador nacional por Córdoba. Es posible que su intervención estuviera directamen-
te relacionada con la proyección y posterior ejecución del dique San Roque. La obra 
había sido vislumbrada cuando aquél ejercía el cargo de gobernador y, para la época 
en que Cassaffousth accedía a la cátedra universitaria, la provincia de Córdoba apro-
baba el contrato bajo la dirección del propio Cassaffousth y lanzaba un empréstito 
internacional para financiar las construcciones. El apoyo se reforzará posteriormente, 
cuando Juárez Celman ocupe la presidencia de la nación (1886-1890) y Cassaffousth, 
a la sazón decano de la Facultad, deba encargarse de la puesta en marcha del sistema 
de riego de los altos de la ciudad de Córdoba, que dependía del agua provista por 
el dique San Roque. Su funcionamiento constituía un logro de primer orden para el 
presidente Juárez Celman (Tognetti, 2009:13, 17).15

En este marco, puede entenderse que las gestiones de Cassaffousth para llevar a 
cabo su reforma obtuvieran el apoyo requerido. Para conseguir los recursos necesa-
rios, confiaba en el apoyo del presidente de la nación. En una misiva formal remitida 
al primer mandatario, fundamentaba la magnitud del incremento y de la partida de 
personal docente, en la importancia que la carrera de ingeniería tendría para el desa-
rrollo de la industria y de las obras que demandaba el progreso de la nación.

Posteriormente, Cassaffousth justificaría frente al rector de la universidad el 
aumento en los gastos y el cambio en la estructura curricular, sosteniendo que tenían 
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por objeto equiparar la enseñanza impartida en Córdoba con la que se dictaba en las 
más adelantadas escuelas de Europa (Tognetti, 2009:16).

Es a partir de la aprobación de esta reforma que la Escuela de Ingeniería y 
las asignaturas relacionadas con las matemáticas aplicadas adquieren un predominio 
lo suficientemente importante como para finalmente imponerse a la orientación en 
Ciencias Naturales que estaba en la base de la creación de la Facultad. La organiza-
ción de la Facultad de Ciencias Físico-Matemáticas, luego Facultad de Ciencias Exac-
tas, Físicas y Naturales, significó una de las reformas académicas más importantes 
de la Universidad Nacional de Córdoba. Implicó la incorporación de un campo de 
estudios nuevo, el de las ciencias naturales y exactas y, en este marco, la adopción de 
enfoques teóricos, epistemológicos y metodológicos que no reconocían anteceden-
tes en las propuestas tradicionales de la institución. Asimismo, el protagonismo de 
los docentes alemanes introdujo innovaciones en los modos de formar alumnos en 
ciencias, que vinculaban estrechamente enseñanza e investigación. Esta innovación 
no puede separarse del propósito, expresado desde un primer momento, de formar 
profesores para los colegios nacionales y profesores universitarios en ciencias físicas 
y matemáticas.

El proceso de institucionalización de las ciencias naturales y exactas en la Uni-
versidad debió enfrentar las complejas vicisitudes que en general caracterizan a los 
procesos de este tipo. Así, se pueden identificar reclamos frente a la escasez de recur-
sos económicos y docentes, resistencias de aquellos miembros del claustro ligados a 
las prácticas más tradicionales de la institución, necesidad de difundir la propuesta de 
la nueva facultad a fin de incentivar y ampliar la matrícula, e incluso el imperativo de 
implementar nuevas carreras más afines a los intereses del universo estudiantil. Todos 
estos elementos incidieron en las características de su organización y posterior con-
solidación, y están presentes como propuestas –y como demandas– durante el pe-
ríodo estudiado en este capítulo. A la vez, el proceso dio cuenta también de una serie 
de cuestiones que involucraban otros ámbitos y problemáticas vigentes al momento 
de su formación. La necesidad de reconocer, explorar y poner en valor el territorio 
que el Estado Nacional visualizaba como propio hizo imprescindible, para la elite 
gobernante, la incorporación de la formación en ciencias naturales y en disciplinas 
profesionales ligadas a la construcción de obras de infraestructura. Esto se tradujo 
en una fuerte injerencia del mismo Estado, cuya decisión política jugará fuertemente 
durante este período, tanto para poner en marcha la Facultad, como para sostener su 
institucionalización y acompañarla durante los vaivenes del período de conformación 
y consolidación. ■
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Notas

1 Academia Nacional de Ciencias, Boletín, T. 1, 1874:44.

2 El proceso de fundación de la Facultad de Ciencias Físico-Matemáticas, así como el rol desempeñado 
por Burmeister en él, han sido rigurosa y exhaustivamente tratados por Mantegari (2003) y Tognetti 
(2005).  Sus investigaciones han sido fundamentales en el tratamiento de la institucionalización de la 
Facultad que planteamos en este capítulo.

3 AGHUNC,  Actas de Sesiones del Consejo Superior, 1858-1870, Nº 14.

4 Vera de Flachs (2006) señala que los conflictos comenzaron a manifestarse al interior del claustro ya 
en los primeros meses de la llegada de los alemanes. Los docentes de Derecho plantearon la necesidad 
de que se les exigiera a los contratados la presentación de los programas de enseñanza de las cátedras 
a su cargo. Posteriormente, en reunión del Consejo Superior, se señaló que debían ocuparse de una 
cuestión delicada como lo era la “desigualdad humillante que se notaba en el presupuesto nacional 
respecto del sueldo del rector y de los profesores de Ciencias Sociales con los profesores de Ciencias 
Exactas pues el sueldo del primero no llegaba ni a la mitad de lo que cobraban los ayudantes de los 
segundos, quedando así los salarios de los primeros más bajos que los de los directores de los colegios 
nacionales, cuando la realidad demostraba que los trabajos universitarios se habían complejizado 
tanto que aquellos debían concurrir a diario a sus ocupaciones. Así, se mocionó para que el rector 
intercediera ante el  ministerio respectivo para subsanar esas injusticias” (pág. 20).

5 Academia Nacional de Ciencias, Boletín, T. 1, 1874:19-20.

6 A lo largo de todo el proceso, la participación de Burmeister, como podemos ver, fue polémica y 
ambigua. Con sus acciones, paralizó o desdibujó su propia propuesta, conducta que puede entender-
se en el marco de su disputa por imponerse al cuerpo de científicos extranjeros que él mismo había 
contratado, controlar sus producciones y publicaciones y constituirse en único referente de la ciencia 
argentina frente a la comunidad científica internacional (Garzón, 1951:31-65; Mantegari, 2003; Tog-
netti, 2005).

7 AGHUNC. Actas de sesiones del Consejo Superior, 1875, Nº 14-18.

8 Estrechamente vinculado  con la elite política nacional, y consustanciado con sus propuestas, el 
papel que jugó el rector Manuel Lucero fue fundamental para la institucionalización de la Facultad 
(Vera de Flachs, 2002).

9 De hecho, los miembros de la Comisión Directiva de la Academia tenían que ser catedráticos de la 
Facultad, y existía una complementariedad en sus tareas, ya que las exploraciones promovidas por la 
Academia nutrían las colecciones de los laboratorios y museos de la Facultad, donde se estudiaban 
los materiales recolectados en los viajes de los académicos (Reglamento de la Academia Nacional de 
Ciencias, Art. 1º. En: Academia Nacional de Ciencias, Boletín, T. 3, 1879).

10 Tognetti (2005:103) destaca la relevancia de los viajes de los científicos que formaban parte de la 
red de instituciones académicas de la ciudad de Córdoba. Específicamente estos viajes se orientaron 
a identificar áreas donde podrían encontrarse minerales (como el carbón de piedra) que pudieran 
satisfacer las necesidades energéticas del país, a realizar asesorías técnicas para suministrar agua a 
ciudades, a catalogar especies de la fauna y la flora con valor comercial y a analizar las condiciones de 
las áreas sobre las cuales se extenderían las vías del Ferrocarril Central del Norte. Diversos sujetos y 
saberes (geológicos, mineralógicos, topográficos, hipsométricos, botánicos y zoológicos) organizados 
en el marco de la Facultad de Ciencias Físico Matemáticas contribuyeron entonces a la producción de 
un conocimiento utilitario sobre el territorio y a formar profesionalmente a sujetos con conocimien-
tos en estos saberes y prácticas.
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11 El  primer Título de Doctor en Ciencias se confirió a Sayle Echegaray en 1878 (Garzón,1951: 99).

12 A.G.H.U.N.C. Año 1889. Libro 36, Dto. 27, f. 44. 

13 Es posible que la disputa con los agrimensores habilitados por el gobierno provincial haya llevado a 
que, a partir de 1892, la Universidad de Córdoba eliminara la formación específica en agrimensura e in-
augurara la carrera deingeniero geógrafo, que incluía las materias que tradicionalmente cursaban los 
agrimensores pero que daba cuenta de una formación más amplia ligada a la ingeniería civil, en una 
estrategia de diferenciación respecto a la formación de dichos agrimensores provinciales. La carrera 
de ingeniero geógrafo se planteaba como un “nuevo campo disciplinar, como profesión especializada, 
responsable de la traducción y legibilidad del territorio a la lógica del nuevo Estado”. El ingeniero geó-
grafo aparecía como el técnico de gobierno de alta precisión encargado de la medición de superficies 
agrícolas y haciendas, del trazado y alineación de nuevos caminos, del tendido de ferrocarriles y líneas 
telegráficas. En algunos casos, él era también responsable del diseño y la creación del mapa del terri-
torio nacional. Así, se consideraban como atributos profesionales de esta especialidad la elaboración 
de cartas topográficas, la determinación de coordenadas con valores universales, o el desarrollo de 
trabajos asociados a la determinación de límites internacionales (Mendoza Vargas, 2001:114). Hasta 
1918, la Ingeniería Geográfica fue la orientación que habilitó a desempeñarse como agrimensor.

14 En datos de Tognetti (2005:74), el 65% obtuvo el título de Agrimensor y el 25% de Ingeniero Civil.

15 En este sentido, la reseña histórica de la Facultad de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales de la Uni-
versidad Nacional de Córdoba plantea de modo muy general esta vinculación, al señalar que durante 
dicho período “se acentúan las preferencias por los estudios profesionales, sin descuidar por ello la 
realización de trabajos de investigación científica. Corresponde a esta época la ejecución de una obra 
pública de trascendencia para el porvenir económico de Córdoba: obras de riego del río Primero, en 
la que tuvieron destacada intervención como proyectistas y técnicos, profesores de esta facultad. Por 
otra parte, se prosiguen los estudios sobre la gea, fauna y flora de la República, publicándose trabajos 
altamente apreciados en los centros científicos más importantes del país y del extranjero” [http://
www.efn.uncor.edu/historia.html].
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Carolina A. Favaccio*

El presente capítulo se refiere al proceso de creación de la Facultad de Ciencias 
Médicas en la UNC, no como mero hecho en la crónica de las ciencias modernas 

en la Argentina, sino como acontecimiento capital en la construcción de una medicina 
de Estado enlazada con el proyecto modernizador del Estado nacional. En este marco, 
concebimos el problema de la emergencia de las ciencias médicas en Córdoba como 
la constitución de un campo de saber regulado por el poder político1. Esta regulación 
alude, primero, a las diversas gestiones que realizó el Estado provincial para intro-
ducir los estudios médicos en la universidad. Luego, ya consolidada la formación 
de profesionales, la regulación concierne a la instrumentación de políticas de salud 
pública desde –fundamentalmente– el Consejo de Higiene Pública (1882). Previo 
a su instauración y al establecimiento de la Facultad de Medicina, las agencias del 
Protomedicato2 y, luego, del Médico de Estado (1838), expresaban en cierta medida 
la preocupación del poder público por controlar los servicios sanitarios y la ejecución 
de las “artes de curar” a fin de promover la “profilaxis social”3 en toda la población pro-
vincial. Desde comienzos del siglo XIX y aproximadamente hasta 1840, el rol más 
corriente de estas últimas instituciones consistió en validar los títulos de médicos ex-
tranjeros que arribaban a la ciudad y en asesorar al gobierno en cuestiones diversas de 
salud pública (entre otras: reconocimientos médico-legales, propagación de la vacuna, 
inspección de boticas, control del “curanderismo”). De los “Informes” elaborados por 
los distintos médicos de Estado –en particular desde inicios de 1840– se desprendía 
la percepción de una insuficiencia sanitaria en relación con la salubridad urbana y 
con la asistencia médica, prácticamente reducida a la atención de escasos médicos 
habilitados en la ciudad y a las prestaciones precarias del Hospital San Roque. En 
el caso de las zonas rurales, tras fracasar el proyecto de creación de médicos depar-
tamentales (1841), la situación se agravó ya que el cuidado de enfermos estaba en 

[*] Profesora y Licenciada en Historia, FFYH, UNC, Profesora Escuela de Historia, FFYH, UNC.
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La creación de la Facultad de Ciencias Médicas 
en el marco de un saber médico de matriz 
naturalista (1869-1884)
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manos de “empiristas” y/o “curanderos”. Este entorno se hizo progresivamente crítico 
debido a la ausencia de ámbitos de enseñanza médica locales. En este sentido, de los 
escasos médicos actuantes en Córdoba, algunos eran extranjeros formados en su país 
de origen y otros habían obtenido el título en la Facultad de Ciencias Médicas de la 
UBA, creada en 1852, y no tenían una permanencia estable4. Complementariamente, 
los jóvenes cordobeses que iban a cursar la carrera a Buenos Aires raras veces re-
tornaban. A propósito de lo anterior, Garzón Maceda señala (1916, T. I: 284):

[…] Hasta 1850, puede decirse que el pasado médico de Córdoba lo consti-
tuye la obra de profesionales extranjeros […] los que aportaron valiosos con-
tingentes para crear […] las instituciones orgánico-administrativas de que se 
vale el Gobierno para servir los fines de la Higiene Pública […] desde aquélla 
fecha […] la corriente inmigratoria de titulados extranjeros no se suspende, 
antes aumenta […].

Al promediar el siglo XIX, las características del espacio provincial fueron 
moldeadas socialmente a partir de las operaciones que, de manera más notable 
desde los 70, ejecutó la elite político-económica cordobesa conforme al ideario 
del liberalismo conservador. Esas operaciones –que respondían a las exigencias de 
una modernización económica incipiente– imprimieron cambios en el entrama-
do material y social-simbólico del espacio hasta entonces configurado. Conforme 
con esto, la expansión física de la ciudad, ajustada al crecimiento demográfico y al 
establecimiento de una infraestructura que garantizara los intercambios comerciales, 
se tradujo en la aparición de nuevos centros de población que vulneraron progresi-
vamente sus límites topográficos naturales. Tales transformaciones no provocaron, 
por cierto, un progreso de las condiciones materiales de vida de la población sino 
que, por el contrario, reforzaron las distancias sociales estructurales entre los sectores 
dominantes y los populares. Esa diferencia social en las prácticas, modos de vida y 
usos del espacio constituía, en las representaciones de la elite, un obstáculo para la 
disposición de una “ciudad civilizada –moderna”. Como hemos señalado en una investi-
gación precedente (Favaccio: 2004), en ese contexto se organizó una policía médica 
municipal que controlaba la insalubridad del espacio urbano y, como advertimos en 
otros trabajos (Favaccio: 2006, 2011), se instaló la cuestión de la formación médica 
como recurso sanitario inminente en la agenda política provincial. En función de es-
tas observaciones, entendemos que la creación de la Facultad de Ciencias Médicas se 
articula con la necesidad estatal de disponer de un número creciente de profesionales 
que contribuyan en la regulación de la salud física de la población cordobesa.

Nuestro aporte se integra dentro de una reflexión que enfatiza la dimensión 
social de los procesos de salud-enfermedad y, por consiguiente, atiende los efectos 
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tanto socioeconómicos de la integración del país al mercado internacional, como 
políticos-culturales del ingreso de las ciencias en el control público de las “cuestiones” 
sociales.

De acuerdo con esta perspectiva, relacionamos la conformación del saber mé-
dico local con la preocupación del Estado en prevenir el desarrollo de fenómenos 
epidémicos y en promover la salud física-“moral” de la población5.

Acorde con ese recorte interpretativo y conforme a los datos obtenidos del 
corpus documental, señalamos que la condición de posibilidad para la estructuración 
académica de las ciencias médicas en Córdoba se articula, primero, con la conforma-
ción de un campo de ciencias de la vida asociado con la recepción de la tradición natura-
lista alemana expresada institucionalmente en la Academia Nacional de Ciencias de 
Córdoba (1869). Efectivamente, como analizaremos en este capítulo, los intelectuales 
que confluyeron en ella no solo propiciaron la creación de las Facultades de Ciencias 
Exactas y Naturales y de Ciencias Médicas sino que, también, constituyeron el so-
porte docente durante el momento fundacional de ambas instituciones. Por lo tanto, 
aun cuando nos concentremos en la última facultad, consideramos a la Academia 
Nacional de Ciencias como un espacio de convergencia entre trayectorias intelec-
tuales de signo naturalista y, asimismo, de separación/especialización de las ciencias 
fundamentales de aquella tradición filosófica. En efecto, esta división se plasmó en el 
establecimiento de las Facultades de Ciencias Físico-Naturales (1876) y de Ciencias 
Médicas (1877).

Como mencionamos anteriormente, en la dilucidación de la emergencia del sa-
ber médico local, el concepto de ciencias de la vida (Bowler, 1998:53 y Drouin, 1991: 
363) resulta capital en tanto representa la transición de las disciplinas centrales de la 
historia natural (botánica, zoología, química, mineralogía, geología) hacia la confor-
mación de una ciencia unitaria de los seres vivos. Desde comienzos del siglo XIX, 
este fenómeno refiere a la aspiración compartida particularmente por botánicos, zoó-
logos y anatomistas comparativistas de comprender el mundo de la vida superando 
el conocimiento derivado del sistema de clasificación de las especies propuesto por 
Linneo6. Los datos de este sistema eran concebidos como “invariantes” o fijos pero, 
bajo la impronta de la filosofía de la naturaleza, aquellos especialistas cuestionan tal pre-
cepción. En efecto, previo a la publicación del Origen de las especies (1859) de Charles 
Darwin, la noción idealista de evolución de los filósofos de la naturaleza sugiere la 
variación de las especies a través del tiempo. En este marco los científicos naturalistas 
se proponen elaborar un saber acumulativo del mundo viviente ordenado temporal-
mente; y esto conlleva a la conformación de una nueva ciencia biológica que reúne 
los conocimientos de la vida vegetal, animal y humana. En términos prácticos, los 
naturalistas recurren a las ciencias naturales –zoología, botánica, morfología e incluso 
la fisiología médica– para explicar la “génesis” de la naturaleza.
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El proceso reseñado tiene lugar, fundamentalmente, en Alemania a partir de la 
recepción de la obra de F. W. J. Schelling y de los escritos de J. W. von Goethe en los 
ámbitos académicos7. Schelling conceptualiza la naturaleza en su conjunto como un 
organismo autorreproductivo, como una unidad en la cual los naturalistas buscan discernir 
los patrones universales que evolutivamente vinculan las diversas formas de la vida. 
Dentro de este razonamiento, la vida humana representa la síntesis final –la más 
compleja– de todas las organizaciones vitales y, consiguientemente, la biología sim-
boliza el campo de estudios que permite unificar a las ciencias naturales. La efectiva 
influencia de la filosofía de la naturaleza en las universidades alemanas de Ciencias y 
de Medicina se observa, aunque con variaciones, en sus esquemas de estudios sobre 
el mundo natural. Hasta promediar el siglo XIX, como señalan Drouin (1991:363); 
Laín Entralgo (2000: 409) y Leyte (1996:25), dichos programas estructuran el cono-
cimiento y la práctica científicos en torno a los conceptos de “organismo unitario”, 
“evolución” y “fuerzas formativas” del universo. En este clima intelectual se formó 
la mayoría de los intelectuales congregados en torno a la Academia Nacional de 
Ciencias de Córdoba y por ello, desde este espacio, dieron lugar al desarrollo de un 
conjunto de ciencias de la vida que luego se organizaron como Facultades de Ciencias 
Naturales y Médicas.

Como veremos, dichos científicos fueron convocados por las autoridades na-
cionales a fin de promover el desarrollo de las ciencias en el país y, al contar con el 
apoyo de distintos miembros de la elite política e intelectual, arbitraron decisivamente 
en la construcción del saber médico universitario modelando el perfil de la formación 
médica en Córdoba en su etapa fundacional.

En relación con esa formación y de acuerdo con el examen de los primeros 
planes de estudio de la carrera elaborados entre 1878 y 1879, detectamos una orien-
tación naturalista que perdura hasta promediar la década del ochenta. A partir de 
este momento, como percibimos en el nuevo Plan del año 1884, comienzan a tener 
protagonismo las especulaciones clínicas derivadas de la patología bacteriológica de 
procedencia anglo-francesa.

Conforme a lo expuesto en esta introducción, el presente capítulo se constriñe 
a analizar el itinerario de las ciencias médicas en Córdoba desde la creación de la Aca-
demia de Ciencias (1869) hasta la primera reestructuración del plan de estudio de la 
Facultad de Medicina que se distancia del modelo naturalista (1884).

Modernización, ciencias de la vida y naturalismo en los inicios del saber médico 
local

Como ya indicamos, la creación de la Facultad de Ciencias Médicas de la Universidad 
Nacional de Córdoba se vinculó con el proyecto de modernización que, con matices, a 
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nivel nacional y local ejecutaron las elites políticas e intelectuales. Al respecto, la orga-
nización de una estructura económica de tipo capitalista exigió, entre otros aspectos, 
el impulso de aquellas ciencias que viabilizaran –en términos técnicos y disciplina-
rios– el mentado progreso económico nacional.

En ese marco, a comienzos de 1860, el diagnóstico de los estudios universitarios 
cordobeses que solicitaron las autoridades nacionales revelaba la persistencia de la 
tradición escolástica en el seno de la UNC y, por ello, se convirtió en uno de los es-
pacios más sensibles sobre el que se proyectó una trasformación cultural con anclaje 
–sobre todo– en las ciencias naturales.

Como notaremos, la instrumentación efectiva de este plan transcurrió duran-
te las presidencias de Domingo F. Sarmiento (1868-1874) y de Nicolás Avellaneda 
(1874- 1880) en correspondencia, a nivel local, con las políticas respectivas del gober-
nador Antonio del Viso (1878-1880) y del rector de la Universidad, Manuel Lucero8 
(1874-1878).

En tales condiciones, el programa para una renovación académica local recayó 
fundamentalmente en la acción de científicos extranjeros y, eventualmente, en la con-
currencia de profesionales formados en la Universidad de Buenos Aires. En razón 
de esto, y tal como se desarrolla en el capítulo 2 de este libro, Germán Burmeister, a 
solicitud del presidente de la nación D. F. Sarmiento, elaboró un proyecto (1868) para 
la creación en la Universidad de Córdoba de una Facultad de Ciencias Exactas y Na-
turales señalando la necesidad de contratar catedráticos (preferentemente) alemanes. 
G. Burmeister (1807-1892), médico naturalista nacido en Stralsund (Prusia), estable-
ció sus primeros contactos con América del Sur a partir de los viajes de exploración 
que efectuó por recomendación de su amigo A. Humboldt. Como establece Birabent 
(1968:22), una vez radicado en el país de manera permanente y designado director 
del Museo Público de Buenos Aires (1862), propulsó la modernización científica 
del país. La trayectoria intelectual de Burmeister sedujo a Sarmiento, quien lo eligió 
para que materialice la obra inconclusa del Dr. Eduardo Costa, ministro de Instruc-
ción Pública durante la presidencia de Bartolomé Mitre. Dicho ministro realizó un 
temprano intento de modernizar la educación en la Universidad de Córdoba y, con 
tal propósito, encomendó al Dr. Eusebio Bedoya la elaboración de un proyecto que 
contemplara la “urgente” instauración de las ciencias en esa institución y la separación 
definitiva entre los “estudios preparatorios” y los “profesionales”. En el “Informe” 
redactado por E. Bedoya (1863) se sugirió, en líneas generales, la introducción de 
nuevas materias en la carrera de Derecho (Derecho Comercial, Derecho Penal e His-
toria del Derecho) y la creación de las “Escuelas” de Ciencias Físico-Matemáticas y 
de Medicina.

Tales modificaciones académicas adquirieron un curso efectivo con las gestio-
nes específicas de Nicolás Avellaneda –ministro de Instrucción Pública de D. F. Sar-
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miento– y de Bernardo de Irigoyen –ministro de Instrucción Pública de N. Avella-
neda–. Recordemos que, a nivel local, ambos ministros contaron con la colaboración 
de Antonio del Viso y de Manuel Lucero.

En ese contexto, la iniciativa sarmientina de crear una Facultad de Ciencias 
Exactas y Naturales fue aprobada al año siguiente por el Congreso Nacional (Ley 
11/9/1869) y G. Burmeister fue designado comisario inspector de la incipiente ins-
titución. En cumplimiento de su función directiva, él convocó a Máximo Siewert, 
Pablo Lorentz, Alfredo Stelzner y Henry Weyenbergh para que, respectivamente, 
organizaran las materias de Química, Botánica, Mineralogía y Geología y Zoología. 
A este cuerpo inicial de intelectuales se incorporaron progresivamente, para cubrir las 
cátedras de Física y Matemáticas, Carlos Schulz Sellak y Cristiano Vogler y, para re-
forzar las actividades de Geología y Botánica Jorge Hieronymus y Luis Brackebusch, 
entre otros 9. Ya establecidos en la ciudad de Córdoba, este núcleo de intelectuales se 
encontró con la resistencia a su incorporación por parte de los profesores vernáculos. 
Éstos para justificarse apelaron a una cláusula del Estatuto Universitario que exigía la 
portación de títulos nacionales para el ingreso a la estructura académica universitaria. 
Respecto de dicho rechazo, la mirada contemporánea de Jorge Hyeronimus.

[… ] La oposición que se hace a la reunión de la Academia a la Universidad, 
decía, y a la institución de una Facultad de Medicina, me parece seria. […]. 
Tengo, sin embargo, miedo que se trate de un proyecto salido de los sesos 
podridos de los amigos del oscurantismo, que quieren envenenar y apagar la 
luz clara que se dilata del estudio de la naturaleza.10

Sin embargo, destacamos que esa situación no resintió el propósito originario 
de los científicos extranjeros destinados a elaborar una “historia natural nacional” que 
completara los espacios vacíos de la historia natural universal producida por sus con-
temporáneos11.

Justamente, en ese marco permeado por una tensión más ideológica que formal, 
se concibió la creación de la Academia Nacional de Ciencias con el objeto, escribe 
Florentino Ameghino: “[…] de estudiar al país en todas las manifestaciones de la na-
turaleza […]”12 y, también, se consideró la organización de los estudios de medicina 
dada la posibilidad de contar con el aporte docente de los intelectuales recientemente 
llegados a la ciudad.

Para la resolución efectiva del conflicto en cuestión, Burmeister decidió la crea-
ción de una Academia Nacional de Ciencias Exactas en la que se fusionaran los 
proyectos respectivos de una Facultad de Ciencias Físico-Matemáticas y de una Aca-
demia Nacional de Ciencias. Las dificultades derivadas de esta confusa organización 
institucional y de los controles que imponía el nuevo reglamento13, no obstruyeron 
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Edificio de la Facultad de Ciencias Médicas, Ciudad Universitaria.
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el desarrollo de las actividades científicas. En efecto, desde inicios de 1870, éstas se 
orientaron –básicamente– en dos direcciones, a saber: la construcción de colecciones 
con los especímenes recogidos en los viajes sobre el territorio nacional y la publi-
cación de estudios relativos a ellas. Es importante destacar que ambas producciones 
se convirtieron en los objetos privilegiados para el aporte y el intercambio con las 
sociedades científicas, predominantemente, alemanas y francesas.

Posteriormente, a los fines de ordenar las funciones específicas de las institu-
ciones mencionadas, Manuel Lucero agilizó la incorporación de la Facultad de Cien-
cias Físico-Matemáticas (1876) a la Universidad Nacional de Córdoba diversificando 
las acciones de los científicos en cuestión. Desde este nuevo orden institucional, 
Hieronymus y Doering se comprometieron con la continuidad de las actividades 
puntuales de la Academia Nacional de Ciencias y con la divulgación de las investi-
gaciones que se realizaran en ella a través de las denominadas “Conferencias Popu-
lares”. Si bien el destinatario inmediato de estas producciones era el núcleo de in-
telectuales instalados en la Academia, a mediano plazo se esperaba que el impacto de 
las mismas fuera engrosar el caudal científico y numérico de quienes se formaran en 
los saberes “de la naturaleza”.

Ese contexto de incipiente pero sostenida actividad científica que llevan adelan-
te los miembros inaugurales de la Academia se configuró como condición de posi-
bilidad para la emergencia de las ciencias médicas. Por ello, Manuel Lucero –en clara 
correspondencia con su gestión modernizadora– estableció estrechas relaciones con 
el médico naturalista Henry Weyenbergh quien, como consejero técnico del primero, 
remarcó en la prensa local la inminente necesidad de fundar una Facultad de Ciencias 
Médicas. Al respecto, en abril de 1875, Weyenmbergh argumentó (Weyenbergh, en: 
Garzón Maceda, 1927:151-152):

[…] No podrá arreglarse todo de una vez; será necesario elegir cuál de estas 
dos [la Facultad de Medicina o la de Humanidades] se organizará ahora. La 
de Medicina parece la más urgente. La Facultad de Medicina de Buenos Ai-
res, la única en todo el país, no es más […] que una institución provincial, lo 
que se llama en Europa un Ateneo y por consiguiente es tiempo que el país 
cuente con una Facultad Nacional para la formación de médicos […]. Córdo-
ba, el centro científico del país, tiene en su Universidad misma el lugar indi-
cado para la organización de una Facultad de Medicina…[…]. Algunas veces 
he oído decir en Buenos Aires que Córdoba es un pueblo pequeño y por esta 
razón no tendrá mucho material para el estudio práctico de la Medicina […] 
esta objeción no merece el nombre de argumento. Los estudios prácticos de 
la medicina principian cuando ya existe en el espíritu de los estudiantes un 
fundamento teórico […].
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La figura de Henry Weyenbergh es, en varios sentidos, crucial en la creación de 
la Facultad de Ciencias Médicas. Este científico nacido en Norword (Holanda), como 
ya hemos referido, cursó estudios en ciencias naturales, se graduó de médico y obtu-
vo el título de doctor en Zoología. Arribó al país en 1872 con motivo de la convoca-
toria de Burmeister y fue nombrado profesor de Zoología y Anatomía Comparada 
en la Facultad de Ciencias Físicas y Naturales. En 1875 se publicó su “Proyecto de 
una Facultad de Medicina en la Universidad de Córdoba” donde, tras objetar que la 
reducida población de la ciudad fuera un obstáculo para esa creación, exaltó no solo 
la necesidad sino los beneficios que se derivaban de una enseñanza superior en po-
blados carentes de las “vanidades y distracciones de las ciudades grandes”. Asimismo, el autor 
señaló la oportunidad de disponer de los profesionales actuantes en la Academia a 
los fines de no retardar más la organización de los estudios médicos. Así lo estable-
ció en aquel texto (Weyenbergh, 1875:8): “[…] En mi opinión, un número de seis 
catedráticos, por el momento, sería bastante, usando los estudiantes para los ramos 
preparatorios las clases de la facultad de ciencias exactas ya establecida aquí […]”.

Inmediatamente después, la propuesta de H. Weyenbergh fue presentada por 
el Dr. Luis Warcalde, diputado nacional por Córdoba, como proyecto de ley ante 
el Congreso de la Nación. Una vez ingresado a la Cámara de Diputados se planteó 
su estudio por parte de la Comisión de Legislación, cuyo despacho por mayoría fue 
negativo. En tanto, la minoría de la Comisión propuso un proyecto alternativo que 
fue largamente debatido ya que, si bien los opositores explicitaban limitaciones finan-
cieras y aún constitucionales para esa creación, estas manifestaciones ocultaban más 
razones de orden político. De hecho, lo que se ponía en juego para los defensores del 
proyecto era el problema de la “descentralización del movimiento científico”, como lo señaló 
oportunamente el diputado Dr. Achával Rodríguez. En el marco de estas discusio-
nes, quienes sostenían la necesidad de organizar una escuela “nacional” de medicina 
tomaban como ejemplo central a las facultades alemanas que prosperaban en centros 
urbanos pequeños, como remarcaba Weyenbergh en varios de sus escritos. Del mis-
mo modo, recusaban el argumento de la inconstitucionalidad ya que entendían que la 
Constitución asignaba al Congreso de la Nación la obligación de “proveer lo conducente 
al progreso de la Instrucción Superior”. Luego de varias disquisiciones, el despacho de mi-
noría fue aprobado y el proyecto sancionado en la Cámara de Diputados se estancó, 
nuevamente, en la de Senadores.

En un contexto agravado por la crisis económica que afectaba al erario público, 
Manuel Lucero entendía que la sanción esperada iba a dilatarse de manera “indefinida” 
y solicitó al gobernador A. del Viso que cediera a la Nación el uso del Hospital San 
Roque “para el ejercicio de la Facultad”; al tiempo que ofrecía las aulas de la universidad 
para que comenzaran los cursos. En la carta que envió al gobernador, Lucero ade-
más, señala (Lucero, 1875 en: Garzón Maceda, 1927:39):
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[…] que después de establecida la Facultad de Ciencias Naturales, es no so-
lamente lógico, sino indispensable asociar la de medicina, para que el éxito 
aspirado de la primera no se vuelva ilusorio, o mejor dicho, para asegurar a 
sus alumnos el beneficio de una carrera práctica […].

El gobernador respondió favorablemente al pedido del rectorado y requirió 
la inmediata consideración de la Cámara de Diputados. Así, por medio de la Ley 
provincial de agosto de 1877, se autorizaba al Poder Ejecutivo a ofrecer al gobierno 
nacional el Hospital general como “escuela práctica” y a contribuir con la tercera parte 
de los gastos que requiriera la instalación de la Escuela de Medicina. En considera-
ción solo de este último aspecto, la Comisión de Legislación del Senado Nacional 
modificó el proyecto antes aprobado por la Cámara de Diputados y, finalmente, el 10 
de octubre se promulgó la ley de creación de la Facultad de Ciencias Médicas de la 
UNC. El primer curso –integrado por cuarenta y dos alumnos– se inauguró en mar-
zo de 1878 bajo la supervisión de Henry Weyenbergh. Según el relato del Dr. Félix 
Garzón Maceda, Weyenbergh abrió dicho curso pronunciando un discurso titulado 
“Relación de las ciencias entre sí” en el que enfatizaba la continuidad necesaria que se 
daba entre el saber de la naturaleza y el médico.

La creación de la Facultad de Medicina volvió innecesarias las funciones del 
médico de Estado relativas a los exámenes y validación de títulos para ejercer la 
profesión en la provincia, ya que el nuevo ámbito académico sería el encargado de 
llevar adelante ese control. Conforme a lo estipulado en el Plan de Estudios de 1879 
(arts. 32° al 36°), la Facultad en cuestión constituía la única instancia legítima para 
efectuar los exámenes de reválida; para evaluar la recepción de estudiantes prove-
nientes de universidades en reciprocidad o no de servicios y para entregar los diplo-
mas habilitantes correspondientes. Asimismo, la instauración de las Ciencias Médicas 
en Córdoba condujo al gobierno a una redefinición de las instituciones vinculadas 
con la salud pública, representadas en la propia figura del médico de Estado y en 
la Comisión de Higiene municipal. En ese contexto, Antonio del Viso concibió el 
proyecto para la creación del Consejo de Higiene Pública, cuya ley fue sancionada 
el 28 de marzo de 1881, bajo la gestión de Miguel Juárez Celman. Dicho organismo 
debía centralizar las políticas de salud en todo el ámbito provincial involucrando las 
medidas específicas que tomaran las municipalidades. A propósito de las atribuciones 
de dicha entidad (Garzón Maceda, 1917: T: III: 111-112,) cabe destacar que consti-
tuyó un complemento crucial para el afianzamiento de la medicina local en cuanto 
sus miembros debían “vigilar el servicio de la medicina y de la farmacia y demás ramos del arte 
de curar” (art. 1°) hasta tanto se dictara la ley que reglamente tales materias14. Una 
vez sancionada dicha ley (11/8/1890), en sus consideraciones generales (arts. 2° y 
3°) se facultaba al Consejo de Higiene para autorizar el ejercicio de la medicina de 
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quienes portaran títulos expedidos por universidades extranjeras y para solicitar a las 
facultades nacionales de Medicina la nómina de los profesores aprobados con el ob-
jetivo de ponerla en conocimiento de todas las autoridades provinciales. En la mirada 
de sus contemporáneos, esta regulación garantizaba la normalización de la práctica 
médica, en detrimento de los “empiristas y charlatanes”. En cierto modo, la progresiva 
suspicacia de las instituciones y reglamentaciones relativas a salud pone de manifiesto 
un fenómeno gratamente observado por los poderes públicos y por las autoridades 
universitarias, esto es: la creciente disponibilidad de médicos para toda la provincia en 
un lapso –relativamente– corto.15

En relación con el proceso de reestructuración académica antes desarrollado, 
por decreto del Poder Ejecutivo Nacional (1878) la Academia se desligó de la Uni-
versidad y quedó bajo la jurisdicción del Ministerio de Justicia, Culto e Instrucción 
Pública Nacional. No obstante, en lo que atañe a la enseñanza de las ciencias natu-
rales y médicas, dichas instituciones continuaron articuladas ya que compartían el 
cuerpo docente.

En el cuadro institucional descripto, observamos que los estudios realizados en 
la Academia de Ciencias evidencian la presencia de la tradición naturalista. Cuando se 
instituye la Facultad de Ciencias Naturales, esa orientación científica se afirma ya que 
funciona como modelo referencial de las cátedras de Botánica, Zoología, Mineralogía 
y Geología. En este ámbito, hemos detectado que al promediar la década del ochenta 
se revisan los Planes de Estudios de la Facultad de Ciencias Físicas y Naturales; mien-
tras ocurre lo propio en la Facultad de Ciencias Médicas como ya indicamos.

A continuación nos referiremos a la trayectoria del naturalismo durante los pri-
meros años de funcionamiento de la Facultad de Ciencias Médicas.

Alcances del naturalismo en el modelo de formación médica

Situados en el campo de las Ciencias Médicas notamos que, del núcleo de científicos 
extranjeros que se desempeñaban en la Academia y en la Facultad de Ciencias Físi-
cas, las figuras de Adolfo Doering16 y de Henry Weyenbergh adquirieron particular 
importancia en la organización de los estudios pertinentes. Ambos tempranamente 
remarcaron la articulación inherente que se daba entre las disciplinas de la “naturaleza 
viva” y la biología humana. En este sentido, cuando se estructuraron las cátedras de 
Química y Botánica de la Facultad de Ciencias Físicas se contempló la posibilidad de 
un cursado común para los alumnos de la unidad señalada y para los potenciales estu-
diantes de Medicina y Farmacia. Por su parte, como ya indicamos, la intervención de 
Henry Weyenbergh fue decisiva en varios planos. En primer lugar, fue quien indujo 
a Manuel Lucero en la convicción de la prolongación que debían tener los estudios 
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naturales en el dominio de las ciencias médicas, en tanto terreno de realización “uni-
taria” del saber naturalista.

En segundo lugar, luego de la aprobación de la ley que establece la creación de la 
Facultad de Ciencias Médicas (1877), el desempeño de Weyenbergh fue crucial en la 
elaboración de los planes de estudio para el período 1878-1884 concibiendo las ma-
terias para los seis años de la carrera. A esta actuación, se sumó el cargo de profesor 
de las materias Anatomía e Histología de primer año y, en 1879, fue elegido decano 
de esa unidad académica.

En el artículo 1° del plan de 1878 (Garzón Maceda, 1927: 68-72) queda explici-
tado el rol protagónico que adquiere la biología –como ciencia unitaria– en relación 
con su competencia médica y quirúrgica. Complementariamente, entre otros, en el 
artículo 8° del citado plan se observa el protagonismo de la orientación naturalista, 
ya que el examen del primer año exige conocimientos de química inorgánica, mine-
ralogía, botánica, zoología y anatomía comparada. Estos conocimientos, en los tres 
primeros años de formación, se especifican y, a partir del cuarto año, el énfasis se 
pone en la clínica médica. En este sentido, adquieren relieve los exámenes teóricos y 
prácticos de materias tales como: patología y ejercicio semiótico, clínica quirúrgica, 
medicina legal y toxicología. Respecto del primer plan, el segundo de 1879 (Garzón 
Maceda: 1927: 90-94) incluye como novedad la formación común para farmacéuticos 
(arts. 1°, 2° y 3°) pero, en la estructura general de la preparación médica, no presenta 
modificaciones notables. Para el imaginario social de la medicina, un dato significati-
vo que incluye el plan es la legislación del juramento hipocrático (art. 30°).

De acuerdo con lo anterior, resaltamos que durante los dos primeros años de 
existencia de la Facultad, Weyenbergh asumió el dictado de las materias Anatomía e 
Histología y, para tal fin, elaboró un texto titulado “Anatomía Humana” a partir de 
la traducción al castellano de los Tratados de Fort y de Hyrt (l810-1894). Este último 
fue el tratadista de referencia en las universidades alemanas y austríacas, de él Weyen-
bergh adoptó el modelo de enseñanza de la anatomía descriptiva, diferenciándola de 
la topográfica. De la misma forma, el citado médico redactó los “Apuntes de histo-
logía normal y patológica”, inspirado en la obra de L. Ranvier (1835-1922). Este ana-
tomista de origen francés, con cierto influjo en las academias alemanas, contribuyó 
al conocimiento de la fisiología humana a través de indagaciones relativas al sistema 
nervioso que complementó con estudios celulares específicos bajo la incidencia de la 
teoría celular de Rudolh Virchow (1821-1902). El caso de este estudioso berlinés de 
la última generación de médicos inspirados en la filosofía de la naturaleza es central ya 
que constituye la referencia de la histología humana y la patología médica que, a su 
vez, es el soporte de la higiene y la medicina legal.

En los lineamientos de Histología aparecen los aportes vinculados con lo que 
se denominó principio de “generación unívoca” (“toda célula procede de otra célula”) y; en 
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Patología Médica y Medicina Legal se otorgó particular relieve a su “Teoría general de 
la enfermedad”.. En ella, como indica Laín Entralgo (2000, 473), cuestionó la teoría 
clásica de los “humores” y propuso una nueva lectura de la enfermedad basada en la 
lesión anatómico-celular sentando así las bases de la patología moderna.

De acuerdo con los problemas que se incluyen en el campo médico-legal, des-
tacamos la importancia otorgada a la patología médica como “ciencia fundamental”. 
Esto refleja el contacto de los académicos locales con los avances relativos a las inda-
gaciones necrópticas y al método anatomo-clínico en tanto reportan un conjunto de 
datos sustanciales para la elaboración de los informes médico-legales. En este caso, 
además de la obra de Virchow fueron tenidos en cuenta los aportes contemporáneos 
de K. von Rokitansky (1804-1878), y de J. Cruveilhier (1791-1874). El primero, mé-
dico vienés, estableció la separación entre los estudios clínicos y los anátomo-clínicos 
y, el segundo, sentó las bases del análisis macroscópico de los órganos. Los trabajos 
de ambos médicos, de alguna manera, constituyen el antecedente de la patología de 
Virchow. Complementando dichas referencias, dentro de los estudios médico-legales 
tuvo particular acogida la obra del francés A. Tardieu (1813-1891) quien enfatizó la 
relevancia de la mirada médica en las cuestiones del “foro”. Sus indicaciones para la 
elaboración del informe pericial remarcan la metódica aplicación de la física, la quími-
ca y la biología a la resolución de las cuestiones que vinculan la medicina con las leyes.

Además, señalamos que en el caso de Fisiología se consideraron apropiados los 
estudios de K. Gegenbaur (1826-1903) y E. Haeckel (1822-1889) quienes formula-
ron el canon sobre la evolución del cuerpo humano y contribuyeron –conjuntamente 
con la difusión de las obras de Darwin “El origen de las especies” y “El puesto del 
hombre en la naturaleza” (1871)– con el afianzamiento de una anatomía comparada 
evolucionista. Si bien ambos médicos pertenecen a la tendencia naturalista del evolu-
cionismo, sus estudios –respectivamente sobre el esqueleto humano y sobre el trán-
sito espontáneo de las formas inanimadas de la naturaleza a las vivientes– resultan 
esenciales para el desarrollo del evolucionismo darwinista.

Complementamos estas referencias con los datos obtenidos en cuanto al estu-
dio de la Embriología. Aquí las lecturas remiten a M. Schleiden (1804-1881) y Th. 
Schwann (1810-1882), ambos conceptuados como los precursores de la teoría celular 
en relación con sus hallazgos. Estos se refieren al establecimiento del “núcleo” celu-
lar como primer agente del proceso citogenético y al descubrimiento de la estructura 
celular en tejidos embrionarios de animales. Como sugiere Laín Entralgo (2000: 470), 
la mediación técnica empleada (microscopio) para arribar a esos descubrimientos 
ubican a Schleiden, Schwann y Virchow como los representantes de la “generación 
intermedia” entre la generación naturalista-especulativa y la más experimental. Esta 
última no discute los supuestos centrales de la filosofía de la naturaleza, pero procurará 
elaborar un saber atenido a los resultados de la observación, la mensura y la expe-
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rimentación. En 1879 Weyenbergh (Weyenbergh en: Garzón Maceda, 1927:66-67) 
inspirado en esa nueva tendencia, desde el ejercicio de su decanato propuso al rector 
la contratación de ciertos médicos alemanes que la representaban y determinó en 
misiva a M. Lucero:

[…] es por esta razón que me permito recomendar al Sr. Rector […] el nom-
bramiento de personas que considero idóneas […] El Doctor Adolfo Fick, 
de la Universidad de Wurzburgo, en Alemania, sería adecuado para […] la 
cátedra de Fisiología […] el Doctor D.J.B. Nagelvort es de reconocida com-
petencia para la cátedra de Farmacología, Farmacia e Higiene. Este señor 
ocupa una distinguida posición en Amsterdam [por sus obras] sobre cultura y 
preparación de la higiene […] En el interés de que la nueva Facultad sea ser-
vida por hombres de recomendación especial […] que a la vez se encuentren 
bien reputados en Europa, me he permitido estas indicaciones […].

Sin embargo, según Garzón Maceda, la muerte de Manuel Lucero cerró la posi-
bilidad de dicha contratación en lo inmediato.

En líneas generales, desde los planes de estudios diagramados por H. Weyen-
bergh en 1878 y 1879, el recorrido realizado sobre los referentes centrales de las 
materias del ciclo básico y clínico nos permite cotejar la incidencia del naturalismo 
alemán en la formación médica local.

Como señalamos al comienzo del capítulo, en 1884 se produce una reforma de 
los planes de estudio (Garzón Maceda, 1927: 139-140) que cambiará la orientación 
del saber médico local. Como esta etapa de transformación se encuentra aún en 
proceso de indagación, nos limitaremos a señalar algunos de sus indicios más signi-
ficativos. En principio debemos tener en cuenta que, tras el retorno del Dr. Weyen-
bergh y de un grupo de científicos naturalistas a Europa, el destino de la Facultad de 
Ciencias Médicas quedó estrechamente ligado a la gestión decanal del Dr. Luis Rossi, 
quien ocupó el cargo durante tres períodos consecutivos (1881-1889). Este médico 
titulado en Italia arribó a Córdoba a comienzos de la década de 1860 y, luego, se 
integró al cuerpo docente de Medicina como profesor de la cátedra Materia médica 
y Terapéutica. Según el relato de Garzón Maceda, desde el inicio Rossi demostró 
profundo interés en la enseñanza médica y estableció relaciones próximas con We-
yenbergh, quien tenía gran influjo en sus decisiones académicas17. Paralelamente, el 
decano tenía vínculos políticos con el gobierno nacional, situación que se expresa-
ba en reconocimientos recíprocos, en contribuciones económicas para la Facultad 
y en nombramientos que le asignaban un lugar capital en el ámbito universitario. A 
título de ejemplo, por decreto del Poder Ejecutivo nacional (27/2/1882), Rossi fue 
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Facultad de Ciencias Médicas, Cátedra de Cirugía con el Dr Mirizzi.
F.C.M. Gentileza Paola Franco y Fabiana Rodríguez. Museo de Ciencias de 
la Salud, Hospital Nacional de Clínicas.
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designado presidente de la Comisión especial destinada a organizar una Facultad de 
Humanidades y Filosofía.

Respecto del funcionamiento general de la Facultad merecen destacarse las ac-
ciones conducentes a perfeccionar la enseñanza y atención médicas, entre otras, la 
creación de la Escuela de Farmacia (1882) tal como estaba previsto en el Plan y Regla-
mento de 1879; la contratación de profesionales de distintas especialidades médicas 
(oftalmología, obstetricia, anatomía patológica, etc.); el establecimiento de los jefes 
de clínica que dependían de la Facultad y prestaban servicios regulares en las salas 
respectivas del Hospital y la organización de una biblioteca específica que albergara 
los “autores modernos”.

Durante su dirección se concibió la innovación del plan ya aludida que, al afec-
tar la estructura general de la carrera desde la revisión de sus asignaturas básicas, al-
teró la orientación médica precedente. En este sentido, la introducción de los nuevos 
conocimientos producidos en Europa concedió privilegio a un tipo de formación 
concentrada en la patología bacteriológica.

Como señala Laín Entralgo (2000, 478 y ss.), a partir de los descubrimientos de 
L. Pasteur y R. Koch relativos a la acción de microorganismos patógenos en la pro-
ducción de estados mórbidos y al carácter contagioso de estos (por ejemplo: cólera, 
tuberculosis, paludismo, fiebre tifoidea, etc.) se constituyó una nueva patología hu-
mana, la bacteriológica, que modificó sustancialmente la profilaxis de las enfermeda-
des infecciosas (entre ellas las epidémicas). Esta mentalidad etiopatológica se conformó 
tras la divulgación de la “Théorie des germes” (1878) de Pasteur y de “Las reglas de 
Koch” (1882) e impactó localmente al promediar la década de 1880. Si ejemplifica-
mos ese nuevo rumbo contemplando el plan de estudios en cuestión notamos que 
para el primer año de cursado, la materia “Anatomía patológica teórico-práctica” 
ocupa un lugar central, conjuntamente con Anatomía e Histología normales. Pa-
ralelamente, a lo largo del articulado (1° al 6°) observamos una persistencia en la 
preocupación patológica (por ejemplo para el cuarto año se proponen: nosografía 
médica y quirúrgica, enfermedades de las mujeres y, para el quinto: enfermedades de 
los niños) pero, ahora asociada al influjo de los autores arriba mencionados, como a 
otros de procedencia anglo-francesa (entre otros merecen destacarse: P. L. Duroziez, 
Charcot, Cruveilher Conil, Delafield). Por último, en cuanto a la conformación del 
cuerpo docente, se modificó la política anterior de integrar –preferentemente– a los 
catedráticos de la Facultad de Ciencias Naturales o a los de procedencia alemana y 
se instrumentó la contratación de médicos locales (recientemente egresados de la 
Universidad de Córdoba o de la UBA) y extranjeros de distinto origen18. Una figura 
singular que se incorporó en 1884 al plantel docente es la del Dr. Juan Bialet Massé, 
quien se hizo cargo del dictado de la materia Medicina Legal del 6° año, cátedra que 
era compartida con los estudiantes de Derecho.
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El comentario anterior solo marca algunos indicios en la transformación de la 
formación médica, no obstante estos permiten ver que desde la Facultad de Ciencias 
Médicas se establecía un contacto fluido con los avances científicos exteriores.

A modo de cierre, entendemos que la organización de un campo de ciencias de la 
vida en torno a la Academia Nacional de Ciencias fue crucial para la emergencia del 
saber médico cordobés. Asimismo, propusimos pensar este acontecimiento como 
manifestación de una preocupación estatal destinada a organizar la formación médi-
ca como requisito de la modernización cultural y del control sanitario de la población. 
Esta presencia del Estado se vinculó fundamentalmente con aquellas acciones que 
–desde el poder político provincial y nacional y desde el rectorado– viabilizaron la 
creación de la Facultad de Medicina. Uno de los efectos inmediatos más significativos 
de esta fundación fue dotar a la sociedad de un cuerpo de profesionales vernáculos 
y extranjeros que venían a cubrir una carencia: la falta de asistencia médica. Una vez 
organizada, el Estado avanzó en la regulación del saber médico a través de institucio-
nes, legislación y políticas de salud específicas. ■
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Notas

1 El concepto de medicina de Estado pertenece a Michel Foucault (1996:88), quien lo propone como 
una arista particular de la medicalización de la sociedad y remite a la conformación de un saber médi-
co –en diversos grados– controlado por el Estado.

2 Esta institución de origen colonial compuesta por médicos fue instaurada oficialmente en 1780 en 
distintas ciudades del Virreinato del Río de la Plata con el objetivo de centralizar funciones de orden 
médico –validación de títulos de profesionales extranjeros que solicitaban permiso para ejercer la 
medicina–, sanitario y administrativo, por ejemplo la contabilidad de los fondos recaudados por el 
derecho de examen. A partir de 1820, en el contexto posindependentista y de construcción de los 
Estados provinciales, las funciones del Protomedicato fueron delegadas al de médico de Estado, quien 
tuvo que ampliar el ámbito de control al nuevo espacio.

3 Cabe aclarar que en el presente texto los conceptos referenciales de nuestro análisis serán señala-
dos en cursiva y las nociones/expresiones de época en cursiva, entre comillas.

4 Para el período comprendido entre 1825 y 1850, mencionamos algunos profesionales que ilustran 
el caso de los extranjeros; Dr. Mackay E. Gordon y Dr. Sabino O’ Donell recibidos en Escocia; Dr. León 
Schenieder, recibido en Alemania; Dr. Juan Hauling, titulado en E. UU. y el de los formados en Buenos 
Aires con residencia variable en Córdoba: Dr. Marcelino Díaz; Dr. Luis Tamini (italiano); Dr. Manuel Arias 
(se traslada a Salta en 1846); Dr. Justiniano Posse; Dr. Modestino Pizarro (cordobés) ejerció la profesión 
en Córdoba y se trasladó en 1867 a Bs. As.; Dr. Luis Warcalde (porteño) actuó en Córdoba como médico 
hasta su muerte (1876).

5 Al respecto, indicamos que, a comienzos de 1860, las manifestaciones esporádicas de cólera en la 
ciudad de Córdoba y, posteriormente, la epidemia de fiebre amarilla desatada en Buenos Aires provo-
caron la alarma de los poderes públicos locales (municipal y provincial). Ambos se orientaron a diseñar 
medidas de carácter preventivo destinadas a controlar la higiene del espacio urbano y la higiene física 
de los habitantes. Esta era, a su vez, vista como, una de las condiciones de la salud “moral” relativa a 
la forma de vida de los sujetos. Algunas de esas medidas fueron: desde el municipio, se multiplicaron 
los controles sobre depósito de basuras, cuidado de barracas, enterramientos, etc. y, desde la provincia, 
se promovieron reformas edilicias en el Hospital San Roque, subrayando la necesidad imperiosa de 
acrecentar el número de médicos acorde con el incremento de los enfermos.

6 Linneo (1707-1778), naturalista sueco, fue el primero en elaborar un código para designar las distin-
tas especies vegetales y animales (respectivamente: “Species plantarum” (1753) y “Systema naturae” 
(1758) y, luego, proponer un método para su clasificación. Este trabajo constituye un momento crucial 
en la historia de las ciencias naturales ya que a partir de su crítica luego se desarrolla el pensamiento 
evolucionista.

7 Nos referimos, respectivamente, a los textos escritos por Schelling entre 1797 y 1801 que se integran 
al corpus denominado Filosofía de la naturaleza y a la Metamorphosen der Pflanzen (1790) de Goethe.

8 Entre los años 1874 y 1878, Manuel Lucero actuó, a su vez, como presidente de la Cámara de Diputa-
dos de la provincia.

9 Sumariamente señalamos aquí la procedencia académica de aquellos intelectuales de los que dis-
ponemos de información al momento: Pablo Lorentz: Doctor en Biología (Univ. de Goettingen), desde 
1870 permanece radicado en Córdoba; Alfredo Stelzner: Doctor en Geología (Real Academia de Frie-
berg) arriba a Córdoba en 1871 y en 1874 retorna a Frieberg; Henry Weyembergh: Doctor en Zoología y 
Medicina (respectivamente Universidades de Goettingen y de Ámsterdam) llega a la ciudad en 1872, 
vuelve a Alemania en 1884; Schulz Sellak: Doctor en Física (Univ. de Berlín), llega en 1870 y permanece 
en la ciudad; Jorge Hieronymus: no finaliza el doctorado en Medicina y Ciencias que cursa en la Univ. 
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de Berlín; llega en 1872 y retorna a Alemania en 1883; Luis Brackebusch: realiza sus estudios en la Univ. 
de Goettingen y en el Instituto de Geología de Prusia; se establece en la ciudad en 1875 y regresa a 
Alemania en 1883.

10 Revista de la F.C.E.F., N° 1951: 47-48.

11 A propósito de esto, indica Tognetti (2000 a): 101) “[…] el compromiso que asumieron (los científicos 
radicados en Córdoba) de escrutar el territorio nacional […] describiendo sus especies características y 
relevando sus recursos naturales y, también, en el afianzamiento de la ciencia organizando sus insti-
tuciones […] las consideramos manifestaciones de sus experiencias previas”.

12 Ameghino, F., 21/8/1885, “La Academia Nacional de Ciencias”, en: Diario La Nación, Buenos Aires, 
www.lanación@com.ar, p:2.

13 El Reglamento de la Academia de Nacional de Ciencias Exactas (1874) redactado por Burmeister 
incrementaba sus atribuciones en dos órdenes, a saber: la injerencia directa en las colecciones de 
botánica, mineralogía y zoología; y la supervisión a su cargo de la edición en doble formato (Boletines 
y Actas) de los estudios relativos a ellas. Según Tognetti (2000 a): 36), esta última disposición inquietó 
a los docentes en torno a la propiedad intelectual de sus escritos y, tras manifestar su descontento, la 
mayoría de ellos fueron cesanteados.

14 A los fines de tener una dimensión del conjunto de servicios que regulaba la Ley en cuestión men-
cionamos los capítulos centrales (Garzón Maceda, 1917: T. III:161-164) Ejercicio de la Medicina (II), Ejerci-
cio de la Farmacia (III), De las Parteras, Dentistas y Flebótomos (IV), De las Farmacias y Droguerías (V), 
De los Veterinarios (VI).

15 A título ilustrativo indicamos que la nómina de profesionales habilitados en la ciudad elaborada en 
1876 por el médico de Estado revela una cantidad de 28 médicos y el documento respectivo realizado 
en 1886 por el Consejo de Higiene Pública ofrece un número de 98 médicos.

16 Adolfo Doering arribó a la ciudad en 1871 y se desempeñó como profesor de Química en la Facultad 
de Ciencias Físico-Naturales. Doctorado en Química en la Universidad de Berlín, su formación acadé-
mica también incluyó estudios de Zoología y Farmacia.

17 En el año 1882, a propuesta del Dr. Weyenbergh y con el apoyo unánime del Consejo se resolvió 
otorgar el título de Doctor en Medicina y Cirugía a todos los profesores extranjeros de la Facultad y a 
los que en lo sucesivo fueran nombrados por el gobierno nacional.

18 Según los datos que ofrece Garzón Maceda (1927: 162), la composición de la Academia de Medicina 
para el año 1885 evidencia esa diversidad: Dr. Luis Rossi, Dr. Gil Smith, Dr. Rafael Piccinini, Dr. Carlos de 
Laperriere, Dr. Manuel González, Dr. J.B. Massé, Dr. Federico Pappi, Dr. Federico Kurtz, Dr. Oscar Doering, 
Dr. Florentino Ameghino, Dr. Juan Carrera, Dr. Antolín Torres, Dr. Ángel Acuña, Dr. Juan Gil, Dr. Pablo 
Sussini.
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La Universidad Nacional de Córdoba 
entre 1918 y 1946

Ezequiel Grisendi*
Pablo Manuel Requena**

Estamos hartos de ídolos y por eso queremos una nueva Universidad; la que 
tenemos es una casa realista y monástica por su heráldica y por su acción 
temerariamente subterránea. Es, además, baluarte de intereses creados; la 
ciencia fue arrojada a cintazos, se corrieron los cerrojos y la pesada rodilla 
de Loyola descansa sobre la cabeza calva del fracaso. Yo sé bien que maña-
na me calificarán de irreverente porque no traigo velas y sahumerios a los 
fantasmas del pasado…
Arturo Orgaz, 1919.

Han transcurrido seis años desde el malhadado instante en que un gobierno 
sin concepto de la función universitaria, sin idea de lo que significan para 
la cultura y el imperio del derecho en los pueblos, las ciencias y las letras 
enseñadas con método, tuvo la peregrina ocurrencia de venir a Córdoba con 
la piqueta de los empujes para “reformar” a su histórica y prestigiosa casa 
de estudios superiores. Desde entonces hasta el minuto en que trazamos estas 
líneas, vive un momento revolucionario.
Los Principios. Córdoba, 17 de septiembre de 1924.

El “malhadado instante” que en el epígrafe evocaba el editorialista del diario Los 
Principios, voz oficial del arzobispado cordobés, era la elección del binomio recto-

ral Eliseo Soaje-Enrique Martínez Paz en septiembre de 1918. No es casual que haya 
escogido esa fecha y ese acontecimiento: el acto eleccionario había cerrado un lapso 
de casi un año en el que la Universidad Nacional de Córdoba había vivido una gran 
conmoción. Sin embargo, las formas extrañas que toma la memoria política había 
consagrado desde temprano al 15 de junio de 1918 como el día del nacimiento del 
movimiento estudiantil cordobés para la vida pública. Esta fecha corresponde a la 
sesión fallida de la Asamblea Universitaria para elegir al rector que sucedería a Julio 

[*] Profesor en Historia, FFyH, UNC. Becario CONICET.
[**] Profesor y Licenciado en Historia. Facultad de Filosofía y Humanidades,UNC.
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Deheza, en la que habían competido tres candidatos: Enrique Martínez Paz, Alejan-
dro Centeno y Antonio Nores.

El editorialista de Los Principios señalaba en 1924 que desde hacía seis años la 
Casa de Trejo vivía un “momento revolucionario”; en el Manifiesto liminar de la Reforma 
Universitaria se advertía que “estamos pisando sobre una revolución”. Se había inicia-
do una disputa simbólica por el significado que los distintos protagonistas atribuían 
a los acontecimientos desarrollados durante parte de 1918. El sentido que ambos 
asignaban a la renovación en la UNC era diametralmente opuesto; los epígrafes que 
abren este texto dan cuenta de las dimensiones de esa disputa: la cuestión era cómo 
evaluar la extensa tradición universitaria de Córdoba dentro de un proceso de ace-
lerados cambios. Creemos que en esos términos se puede entender gran parte de la 
tensión político cultural desarrollada entre 1918 y 1946, dentro y fuera del claustro 
universitario.

El conflicto dentro de la Casa de Trejo se había iniciado a finales de 1917 a 
partir de dos demandas centrales: por un lado la supresión de las Academias como 
órganos de gobierno de las facultades integrados ad vitam por los profesores titulares 
y por el otro la renovación de un sistema de enseñanza caracterizado por los prota-
gonistas como “anacrónico”.

Una breve caracterización de las Academias remite necesariamente al marco le-
gal vigente en la segunda década del siglo XX. La escueta Ley 1597, también llamada 
Ley Avellaneda, cuyo artículo primero –como se indicó en el capítulo introductorio 
a la Parte I de este libro– señalaba que las universidades estaban compuestas por el 
rector, el Consejo Superior y las Academias (a las que llamaba Facultades). La Ley daba 
una amplia potestad a estas correspondiéndoles, por ejemplo, la designación de sus 
propios miembros titulares como así también un rol central en el nombramiento de 
nuevos docentes de cada unidad académica. Pero lo más importante, los miembros 
de todas la Facultades eran los que, constituidos en Asamblea Universitaria, elegían al 
rector. En la Universidad de Córdoba, por ejemplo, la Academia de Medicina estaba 
constituida por quince miembros vitalicios –muchos de ellos con 25 y 30 años en el 
cargo– y sus funciones eran nominalmente de carácter académico y directivo (Vidal; 
2004:287).

Además de la limitación del poder de las Academias, la otra gran demanda era 
una decisiva transformación de la enseñanza. En los primeros meses de 1918 un 
grupo importante de estudiantes y graduados no sólo cuestionaban la estructura 
burocrático-administrativa de la UNC sino que también apuntaban a los contenidos 
y, más aun, a los docentes encargados de impartirlos. Se afirmaba, por ejemplo, la 
necesidad de renovación, pues ni unos ni otros “se avienen con las tendencias de la 
época ni con las nuevas modalidades del progreso social” y, también, que los planes 
de estudio entonces vigentes además de dogmáticos y escolásticos, se correspondían 



95

Fuerzas de seguridad esperando la orden para desalojar 
el Rectorado tomado por los estudiantes reformistas, 1918. 
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“a épocas arcaicas, en las cuales las duras disciplinas, el principio de autoridad y el 
culto extremo de cierta tradición, eran las normas directrices de la enseñanza.”1 Unos 
meses más tarde, en un texto significativamente titulado “La bastilla de Trejo”, Artu-
ro Orgaz escribía: “Se ha dado en sostener fundamentales aportes de la Universidad a 
la obra progresiva del país. Es una impostura: Córdoba fue siempre exigua como luz 
de cirio; sus doctores no atinaban a desenredarse del derecho divino, eran sectarios 
pavo reales” (Orgaz; 1919:31-32). 

La agitación llevó en marzo de 1918 a la realización de una huelga estudiantil 
y a la subsecuente intervención nacional de la UNC, resuelta por el Ministerio de 
Instrucción Pública de la Nación el 11 de abril, para la cual se designó al Procurador 
General de la Nación, Nicolás Matienzo. Para entonces Hipólito Yrigoyen ocupaba la 
presidencia de la nación luego que su partido –la Unión Cívica Radical (UCR)– había 
ganado las elecciones en 1916, bajo el imperio de la reforma electoral de 1912 que 
había establecido el voto secreto y obligatorio, lo que amplió notablemente el caudal 
de electores y dotó al nuevo gobierno de gran legitimidad.

Matienzo encaró un programa de reformas estatutarias que limitaban sustan-
cialmente el poder de las Academias en favor de los flamantes consejos directivos 
de cada facultad, dejándoles a las primeras funciones meramente “científicas”.2 El 
diagnóstico sobre el cual se sustentaba la intervención puede reconstruirse a partir de 
la lectura del informe que a su llegada a Córdoba remitía Matienzo al Ministerio. En 
uno de sus pasajes exponía:

En la situación particular en que se haya esta institución, profundamente 
perturbada por los acontecimientos que determinaron la intervención que el 
Poder Ejecutivo se sirvió encomendarme, creo, después de una atenta inves-
tigación, que no es posible esperar una mejora próxima de los métodos de 
gobierno y de enseñanza de esta universidad, mientras no sea reformado su 
actual estatuto en lo más fundamental.
La actual inmovilidad de los cuerpos directivos de las facultades, compuestas 
de miembros vitalicios que proveen de su propio seno los cargos de rector, 
de decanos y de delegados al consejo superior, ha producido una verdadera 
anquilosis del organismo universitario.3

El énfasis puesto por el interventor señalaba, explícitamente, la necesidad de 
evitar la concentración del poder universitario pasando de una institución cuya auto-
ridad estaba “fuera y arriba del cuerpo docente” a otra donde se “asienta el gobierno 
de la Universidad en los profesores”.4 Bajo la autoridad del estatuto reformado por 
la intervención Matienzo se realizó el 15 de junio la elección para rector. Esta pola-
rizó a la Asamblea Universitaria entre el candidato de la renovación apoyado por los 
estudiantes, Enrique Martínez Paz, y el candidato de los sectores más conservadores, 
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Antonio Nores. El resultado favoreció finalmente a este último, motivando nueva-
mente la movilización de una fracción de los estudiantes en demanda de una nueva 
intervención nacional. Esta se concretó en la persona del propio ministro de Instruc-
ción Pública de la Nación, José Salinas.

En el Salón de Grados, apenas derrotado Martínez Paz, el estudiante de derecho 
Horacio Valdés se dirigió al resto del auditorio afirmando que “No voy a hablar para 
apaciguar a los alumnos, sino para estimularlos a la revolución, para que puedan así los 
campanarios vibrar al grito de la juventud que está de pie”. La Federación Universi-
taria de Córdoba remitió de inmediato un telegrama al ministro Salinas que rezaba lo 
siguiente: “Esperamos, pues, que VE inspirado como siempre en los altos ideales de 
gobierno, no dé por terminada la misión del enviado nacional y disponga que regrese 
a nuestra histórica casa, para salvar el decoro del país y el prestigio de la cátedra uni-
versitaria destruido hoy por los mercaderes del viejo régimen”.5 Durante la semana 
siguiente la FUC recibió además del apoyo de la Federación Universitaria Argentina, 
el de notables de la política y la cultura a nivel local y nacional como por ejemplo de 
Alfredo Palacios, Leopoldo Lugones o Martín Gil. La FUC envío a Valdés e Ismael 
Bordabehere como delegados a la ciudad de Buenos Aires y realizó una serie de míti-
nes y acciones públicas. Bajo la intervención de Salinas una nueva elección se realizó 
en el mes de septiembre, resultando electos Eliseo Soaje y Enrique Martínez Paz 
como rector y vice respectivamente.

Para fines de 1918 parecía haber ganado el programa renovador apoyado por 
los estudiantes de la Federación Universitaria de Córdoba y el Comité Pro Reforma 
Universitaria, además de por los jóvenes graduados como Arturo Orgaz, Deodoro 
Roca o Arturo Capdevila. La campaña se había nacionalizado eficazmente a través 
del Primer Congreso Nacional de Estudiantes realizado en julio de ese año. José In-
genieros, reconocido por los defensores de los cambios como maestro de juventudes, se 
había interesado en el proceso y había enviado a un joven estudiante llamado Gregorio 
Bermann como corresponsal de la Revista de filosofía. El proceso de renovación tanto a 
nivel de las cátedras como de los respectivos Consejos Directivos e incluso el Consejo 
Superior supuso, además de la llegada de jóvenes figuras, una serie de continuidades 
que permiten matizar la imagen de una ruptura total con el antiguo régimen universitario.

Si bien los contenidos del programa político-cultural de lo que hoy conocemos 
como reformismo se estabilizaron recién a finales de la década de 1920,6 los estudiantes 
y graduados que intervinieron en las jornadas que concluyeron en septiembre de 
1918 se consideraban partidarios de una radical renovación tanto pedagógica cuanto 
política. El documento que condensa de manera más acabada el conjunto de ideas 
que los impulsaba fue publicado el 21 de junio de 1918 en el órgano de la Federación 
Universitaria de Córdoba, La Gaceta Universitaria, bajo el título “La juventud argentina 
de Córdoba a los hombres libres de América” (largamente conocido como Manifiesto 
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liminar) el texto dibuja los perfiles tanto de sus protagonistas como de sus aspira-
ciones. Si bien la autoría se atribuye a Deodoro Roca, está efectivamente firmado 
por los entonces estudiantes Enrique Barros, Horacio Valdés, Ismael Bordabehere, 
Gumersindo Sayago, Alfredo Castellanos, Luis M. Méndez, Jorge L. Bazante, Ceferi-
no Garzón Maceda, Julio Molina, Carlos Suárez Pinto, Emilio R. Biagosch, Ángel J. 
Nigro, Natalio J. Saibene, Antonio Medina Allende y Ernesto Garzón.

Una mirada un poco más atenta a los procesos de mediana duración permite 
percibir que, desde la década de 1890, existía un malestar en torno a la organización 
académica de la Universidad convirtiéndola así en objeto de debate público. A modo 
de ejemplo pueden considerarse las intervenciones públicas de Ramón J. Cárcano 
en 1892,7 Joaquín V. González en 1904,8 o Gregorio Aráoz Alfaro en 1914;9 todas 
recurriendo a argumentos que en 1918 serían recuperados por los partidarios de la 
reforma. En este contexto resalta por su agudeza el discurso que Raúl Orgaz leyó 
en ocasión de la colación de grados de 1913, en la cual habló en representación de 
los flamantes graduados. Allí afirmaba que la Casa de Trejo debía apresurarse en los 
procesos de cambio pues “Una universidad se dice nacionalizada no cuando el tesoro 
de la nación acude a las exigencias de su vital impulso, ni cuando el valor de los títu-
los que timbra salva las fronteras de un estado particular sino, desde luego, cuando 
allega al común acervo de anhelos, aspiraciones y ensueños, la ciencia que permite las 
realizaciones armoniosas y definitivas” (Orgaz, 1913: 352).

Del mismo modo, puede sostenerse que la Reforma Universitaria fue posible 
gracias a que preexistían formas de política, movilización y organización en ciertas 
franjas de los jóvenes de la elite cordobesa. Existía una firme cultura política que pri-
vilegiaba formas asociativas como el Comité y modos de ocupar el espacio público 
como el meeting. En la misma senda argumentativa, aquello que sostiene la juventud 
universitaria de Córdoba resulta en buena parte del clima de ideas de la época domina-
do entre otros por el juvenilismo (“La juventud vive siempre en trance de heroísmo. Es 
desinteresada, es pura. No ha tenido tiempo aún de contaminarse”), el vitalismo (“Las 
universidades han sido hasta aquí el refugio secular de los mediocres, la renta de los 
ignorantes, la hospitalización segura de los inválidos”) y el americanismo (“la redención 
espiritual de las juventudes americanas [es] nuestra única recompensa”).10 En el Ma-
nifiesto los universitarios cordobeses proyectaban sus expectativas políticas como la 
continuación de la labor emancipadora, iniciada en mayo de 1810 y cristalizada en la 
tradición republicana.

El escenario posterior a la Reforma

Los años comprendidos entre 1918 y el primer gobierno peronista tienen la sufi-
ciente homogeneidad como para considerarlos un periodo en sí mismo. Un sentido 
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común bastante extendido en nuestro medio imagina que 1918 marcó una ruptura 
respecto del pasado inmediatamente anterior, instaurando un nuevo régimen uni-
versitario solo roto con la llegada de las intervenciones nacionales de 1943 y 1946. 
Sin embargo los recientes estudios historiográficos problematizan aquella imagen 
ofreciendo un cuadro distinto.11 Por un lado no se trataría de los años del triunfo del 
reformismo sino más bien un periodo signado por el frágil equilibrio entre los defen-
sores de los cambios y aquellos grupos que oponían un odio visceral a ese programa. 
Por el otro, entre los católicos identificados con el antirreformismo algunos creyeron 
encontrar en el neotomismo antimoderno un enlace entre la tradición católica local y 
las nuevas expresiones de la derecha antiliberal. En nuestra ciudad, la fundación del 
Instituto Santo Tomás de Aquino, la creación de la Unión Nacional Fascista y la labo-
riosa acción de figuras como Nimio de Anquín, Luis G. Martínez Villada o Rodolfo 
Martínez Espinosa evidencian esa voluntad de articulación (Vera de Flachs y Sillau 
Pérez, 2009, Tcach, 2010).

El enfrentamiento entre partidarios y adversarios de la reforma dentro de la 
Universidad continuó a veces solapado y otras veces de forma declarada. Durante la 
década de 1930 la política había comenzado a dirimirse violentamente: en Córdoba el 
asesinato del diputado socialista José Guevara, director de Tribuna Socialista, en 1933 o 
las bataholas entre reformistas y nacionalistas que en 1938 terminaron con muertos 
y heridos, son evidencia de ello. Conforme pasaron los años se fue resolviendo en 
favor de las posiciones abiertamente antirreformistas.

Teniendo en cuenta que en el escenario político nacional de entreguerras las 
alternativas antiliberales, autoritarias y reaccionarias se vieron fortalecidas, el refor-
mismo cordobés se encontró a la defensiva durante la década de 1930. El golpe de 
Estado del 6 de septiembre que derrocó al segundo gobierno de Hipólito Yrigoyen 
– primer golpe militar desde la consolidación del Estado nacional en 1880– evidenció 
que el consenso liberal construido desde entonces comenzaba a romperse definitiva-
mente. Durante toda la década del treinta la democracia y el laicismo fueron señala-
dos como el origen de varios de los males que aquejaban al país; los acontecimientos 
señalados aceleraron el proceso de politización no ya de los estudiantes sino también 
de toda una zona de la intelectualidad argentina que reconocía en el reformismo 
un programa de regeneración moral y cultural. Los años veinte y treinta se vivieron 
en esa lenta deriva hacia la política: mientras las ingenuas ilusiones pedagogistas de 
1918 se iban resolviendo en términos políticos, lo mismo sucedía con los rencores 
acumulados y sedimentados durante décadas contra el avance de “lo moderno”, sea 
bajo la forma del positivismo, el laicismo o la democracia ampliada. Ese panorama 
fue magistralmente retratado por Deodoro Roca en los fatídicos días de 1930 y 1931:
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Pertenecemos a una generación crecida bajo el influjo de una educación, en 
cierto modo venenosa que nos hacía mirar la política como un oficio más, 
como de una cosa de la que más valía no ocuparse. Confesamos el error […] 
nadie tiene derecho a desentenderse de la política y menos ahora cuando la 
Nación atraviesa uno de los momentos más críticos de su historia (Roca; 
1956:87-88).12

Después del 6 de septiembre nadie tenía derecho a desentenderse de la política. 
Así, se sucedieron las derivaciones político ideológicas de los reformistas desde el ra-
dicalismo rojo hasta el socialismo y el comunismo, desde las asociaciones (aliadófilas 
durante la Gran Guerra, entre otras) hasta los comités de solidaridad con la Repúbli-
ca Española, desde el espiritualismo americanista en sus diversas declinaciones hasta 
los intentos de construir un humanismo de izquierda, en fin, desde “los tiempos 
nuevos” de la inmediata posguerra hacia el “difícil tiempo nuevo” abierto con la cri-
sis del liberalismo. Esta heterogeneidad muestra los matices que dificultan hablar de 
una generación reformista ajustándose mejor la idea de una constelación de actores y 
grupos, muchas veces frágilmente ligados por tales afinidades electivas.

De este modo, los años veinte y treinta dentro de la Universidad estuvieron lejos 
de ser tranquilos y ordenados. Gran parte de esta inestabilidad se expresó, al mismo 
tiempo, en la heterogeneidad ideológica entre quienes se disputaron la dirección de 
la Casa de Trejo. Las orientaciones políticas de los rectores manifiestan parte de 
este delicado equilibrio de fuerzas: hombres de las filas del catolicismo (los médicos 
Ernesto Romagosa, rector entre 1923 y 1924, y León S. Morra, entre 1924 y 1928 y 
nuevamente en 1946); otros identificados con el reformismo (el ingeniero Benjamín 
Barros, entre 1930 y 1931); otros ligados a la derecha católica y nacionalista (el inge-
niero Ernesto Deheza, entre 1931 y 1932 y Lisardo Novillo Saravia, hijo, entre 1943 
y 1945) y algunos venidos del liberalismo conservador (Sofanor Novillo Corvalán, 
entre 1932 y 1940).

En este panorama resalta por su inusual extensión el período rectoral a cargo 
del civilista Sofanor Novillo Corvalán, verdadero ciclo de expansión y complejiza-
ción institucional de la UNC. Las creaciones universitarias promovidas por consen-
sos políticos, tan productivos como frágiles, supusieron el accionar central de Novillo 
Corvalán, “un pacificador de la Universidad” según su amigo Ricardo Levene, quien 
consiguió conjugar las demandas de diversos sectores universitarios. Durante los pri-
meros años del rectorado de Novillo Corvalán se restableció el Instituto de Idiomas 
creado durante los años veinte y se aprobó la organización del Instituto de Tisiología, 
dirigido por Gumersindo Sayago, el Instituto de Filosofía, la Escuela de Ciencias 
Económicas y su Instituto de Publicidad Comercial anexo, el Instituto de Derecho 
Civil y el Instituto de Estudios Americanistas; muchos de ellos –como se verá en 
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los próximos capítulos– antecesores de nuevas facultades. Paralelamente, impulsó la 
creación de la Escuela de Ingeniero Electromecánico y Aeronáutico, dependiente de 
la Facultad de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales, y la que sería la Escuela Superior 
de Comercio Manuel Belgrano en 1937, entre otras creaciones.

Sin embargo el sino de la Universidad estuvo marcado por intervenciones na-
cionales, la de Antonio Sagarna entre abril y junio de 1923 durante el gobierno radical 
de Marcelo T. de Alvear y, luego, la de Lisardo Novillo Saravia entre 1943 y 1945 tras 
el nuevo golpe militar del 4 de junio de 1943, extendido hasta la asunción de Perón a 
la presidencia en 1946. También por las huelgas estudiantiles de los años 1923, 1928, 
1932 y 1938 y por cesantías (Gumersindo Sayago en 1922, Gregorio Bermann y Jor-
ge Orgaz en 1932, Nimio de Anquín en 1939);13 finalmente, la Casa de Trejo entró 
en una delicada situación institucional en el año 1945 que concluyó con una nueva 
intervención nacional a cargo de Felipe Pérez.

El ingeniero Rodolfo Martínez, rector que sucedió a Novillo Corvalán, entre 
1940 y 1943 y actor protagónico del ciclo 1943-1946 dentro de la Casa de Trejo, tal 
vez haya dado la más cabal impresión de lo tumultuoso de aquellos años dentro de 
la Universidad en el discurso que leyó con motivo de la clausura de los cursos uni-
versitarios de 1945. Se trata de un texto absolutamente elíptico titulado La universidad 
argentina y su responsabilidad ante el país, que señala cuál es el deber moral de las univer-
sidades argentinas en un contexto de inminentes transformaciones.

Venimos a asumir la responsabilidad de nuestro pensamiento y de nuestra 
acción, frente a la Universidad cuya dirección ejercemos, a los maestros que 
nos honraron con sus votos, a los estudiantes a cuya formación intelectual y 
moral debemos contribuir, a la opinión que conoce de nuestras obligaciones 
y sabe de nuestros deberes. Y al país mismo, que habrá de juzgar mañana de 
actitudes o renunciamientos de estos momentos en que escribe con angustia 
una de las páginas más inquietantes de su historia (Martínez; 1946:5 y 6).

En efecto, el contexto de inestabilidad y recrudecimiento de los enfrentamien-
tos dentro del mundo universitario estuvo enmarcado dentro de un clima político 
provincial bastante particular: recordemos la breve pero significativa presencia como 
interventor federal del salteño Carlos Ibarguren, lúcida pluma del rosismo y del na-
cionalismo, entre los años 1930-1931 y la elección como gobernador del radical Ama-
deo Sabattini, propulsor de reformas sociales y educativas, en 1936. Si el lugar común 
sugería un corte, deberíamos pensar más bien en un proceso que no se resuelve en 
1918, sino que más bien abre un campo de fuerzas delicadamente equilibrado hasta 
que en 1946 ese equilibrio termina de romperse. Tal ruptura supuso que un conjunto 
de trayectorias políticas, intelectuales, académica, universitarias, viesen eclipsada su 
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carrera iniciada en la década de 1910: no solo a raíz de las cesantías de 1946-1947 
que tuvieron una enorme extensión, y por lo tanto un impacto demoledor, sino tam-
bién porque su liberalismo humanista a veces más a la izquierda que en otras, era un 
lenguaje que comenzaba a quedar en el pasado a partir del nuevo esquema político 
cultural que planteaba el peronismo.

El programa del movimiento estudiantil se había transformado bastante en esas 
décadas a la vez que el reformismo se había vuelto una zona prestigiosa de la inte-
lectualidad argentina con un programa que excedía ampliamente la vida universitaria: 
el compromiso antiimperialista y antifascista era su eje central. El reformismo como 
programa político comenzaba a agotarse o al menos a pasar decididamente a la de-
fensiva, como así también las múltiples declinaciones que el fenómeno había adquiri-
do durante las décadas de 1920 y 1930 (antiimperialismo, antifascismo) que, en la dé-
cada de 1940, comenzaron a mutar luego del triunfo de la fórmula presidencial Juan 
Domingo Perón-Hortensio Quijano en febrero de 1946. Con más continuidades que 
cortes, el antiperonismo trataría de fortalecerse apelando a diversas conexiones (un 
solo ejemplo, la misión de Gregorio Bermann ante la naciente Organización de las 
Naciones Unidas para denunciar el autoritarismo del flamante régimen peronista a 
principios de 1946). Se trataba sin dudas de un espacio político intelectual que ex-
cedía al reformismo y más en general a los universitarios, pero dentro del cual se 
presentaron siempre como reserva moral de la ciudad y del país, aun cuando las cir-
cunstancias políticas los hubiesen alejado de los claustros, con posterioridad –como 
veremos– volverían a la ofensiva. ■
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1 “Orden del día de la Federación Universitaria de Córdoba”, en (Cúneo; 1984: 8). 

2 La propia Universidad en su publicación oficial, la Revista de la Universidad Nacional de Córdoba, pu-
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tando en Alemania en 1891 supo que el Ministro de Instrucción Pública “había enviado su presupuesto 
al Congreso, suprimiendo la Universidad de Córdoba por no responder debidamente a su objeto” (Cár-
cano; 1965:194). Esto lo llevó a escribir un informe sobre las Universidades europeas que en realidad 
se concentraba en el análisis de la innegable decadencia de la Casa de Altos Estudios de Córdoba 
(Cárcano; 1892).

8 El 8 de diciembre de 1904, Joaquín V. González (1863-1923; riojano, exalumno de la Universidad, go-
bernador de su provincia, diplomático, Ministro de Instrucción Pública, Presidente de la UNLP), por ese 
entonces Ministro de Justicia Instrucción Pública, pronuncia un discurso titulado “Ideas de Reforma 
Universitaria” en la colación de grados de la Universidad de Córdoba, donde formula una serie de 
críticas (González, 1935:303 y 307).

9 Gregorio Aráoz Alfaro (1870- 1955) dictó en 1914 a pedido del Círculo Médico de Córdoba una confe-
rencia sobre la reforma del régimen universitario y del gobierno de las facultades que luego se publi-
có en la Revista de la Universidad de Córdoba bajo el título “La Reforma Universitaria” (Aráoz Alfaro; 
1914:341-343).

10 Para un análisis del americanismo y el juvenilismo de Deodoro Roca, véase Requena, 2008a y 2008b.

11 Desde hace poco más de una década hemos asistido en nuestro medio al desarrollo de nuevas 
interrogaciones sobre la Reforma Universitaria y sobre el reformismo, ellas se alejan tanto de la evo-
cación impresionista como de la monografía celebratoria al poner especial énfasis tanto en el proceso 
político como en el de las ideas. Algunas nuevas miradas sobre el reformismo: Aguiar de Zapiola, 1994, 
Bergel y Martínez Mazzola, 2010, Cattaneo y Rodríguez, 2000, Chabrando, 2010, Graciano, 2007, Na-
varro, 2009, Pita González, 2009, Tcach, 2008, Terán, 1998, Vásquez, 2000, Vidal, 2005a, 2005b y 2007. 
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Aken, 1971.



104  Parte segunda

12 Es el discurso que Roca leyó en el acto de cierre de campaña de la Alianza Civil. Téngase en cuenta la 
fórmula de la Alianza Civil integrada por el Partido Demócrata Progresista (PDP) y el Partido Socialista 
(PS) en las elecciones provinciales de 1931: Gregorio Bermann y Deodoro Roca fueron candidatos a 
gobernador y a intendente respectivamente, siendo electo senador provincial Arturo Orgaz por el PS. 
Estando el radicalismo proscripto, la Alianza Civil fue segunda fuerza electoral tanto a nivel municipal 
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13 Sobre las huelgas de 1922 y 1928, Schenone, 2006. Una remembranza de los acontecimientos de 
1932 en Aguirre, 1999, la reconstrucción de la huelga de 1938 en Vera de Flach y Sillau Pérez, 2009.
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La construcción de una “nación 
socialmente justa, económicamente libre 
y políticamente soberana”

Parte III

Marta Philp*

Como ha sido ampliamente destacado en los estudios sobre el peronismo, la lle-
gada de Juan Domingo Perón a la presidencia de la Nación tras las elecciones 

generales del 24 de febrero de 1946 significó una ruptura en el mapa político del 
país; dicha ruptura fue puesta en palabras en cada una de las intervenciones públicas 
donde se justificaba y se legitimaba el nuevo movimiento. En el caso de la provincia 
de Córdoba, estas nuevas producciones de sentido adquieren fuerza en un contexto 
signado por la reciente hegemonía de la UCR bajo el liderazgo de Amadeo Sabattini, 
cuyas acciones de gobierno habían compartido similares presupuestos sobre la jus-
ticia social y sobre la intervención del Estado. En 1946, en el discurso de apertura 
del período de sesiones parlamentarias, Argentino Auchter, nuevo gobernador de 
Córdoba, se posicionaba en una época diferente, se refería al peronismo como la 
“rebelión de los humildes” y planteaba una “nueva concepción de los fines y deberes 
del Estado para que nuestra Patria sea, conforme a la expresión del general Perón, un 
país socialmente justo, económicamente libre y políticamente soberano”. 2

En este sentido, las nuevas funciones del Estado se definían a partir de la rup-
tura con el liberalismo representado en nuestro país, según el discurso oficialista, por 
los gobiernos que habían antecedido al peronismo. Desde la Secretaría de Trabajo y 
Previsión, creada el 27 noviembre de 1943 por iniciativa de Perón y luego convertida 
en Ministerio, se generó una legislación social y sindical que dio satisfacción a reivin-
dicaciones largamente reclamadas por el movimiento obrero. Durante el peronismo 
se produjo el fortalecimiento del área social del aparato del Estado, a través de la 
creación de numerosos organismos estatales con atribuciones reguladoras del trabajo 
y funciones de promoción directa y/o control de las nuevas formas de previsión y 
asistencia social. A estos fines respondió la creación de organismos como el Minis-
terio de Trabajo y Previsión, los tribunales laborales, el Instituto Nacional de Previ-

[*] Doctora en Historia, FFYH, UNC, Profesora Escuela de Historia, FFYH, UNC.
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sión Social, la Dirección Nacional del Servicio del Empleo, la Comisión Nacional de 
Aprendizaje y Orientación Profesional, la Comisión Nacional de Precios y Salarios, 
la Dirección Nacional de Asistencia Social, la Fundación Eva Perón y la Dirección 
Nacional de Migraciones.

En 1950, acorde con la reforma constitucional de 1949, se gestaron, tanto a 
nivel nacional como provincial, sendas Leyes de Ministerios, que se constituyeron 
en la base de la nueva construcción institucional de la Argentina. En la provincia 
de Córdoba se produjeron importantes debates político-partidarios en torno a la 
nueva ley. Con respecto a la anterior Ley de Ministerios, la 2254 del año 1912, se 
aumentó en cuatro el número de los ministerios de la provincia; a los de Gobierno, 
Hacienda y Obras Públicas se agregaron los de Educación y Cultura, Salud Pública y 
Asistencia Social, Asuntos Gremiales y Secretaría General de la Gobernación. Junto 
a esta construcción estatal, una institución semipública, no contemplada dentro del 
organigrama provincial, como la Fundación Eva Perón, tuvo una fuerte presencia 
dentro de la construcción institucional a través de la cual se implementó la política 
social de la provincia (Philp, 1998). En relación con estos cambios se redimensionó 
la posición de los auxiliares de la medicina y se intensificaron los espacios de capaci-
tación, por ejemplo a través de la realización de cursos en el interior de la provincia 
y la instalación de una escuela de enfermeros con el apoyo del Ministerio. En 1950 
se creó la Escuela de Enfermeros “Cruz del Sacrificio”, promovida por la Asocia-
ción de Trabajadores de la Sanidad Argentina Filial Córdoba, la CGT y el gobierno 
cordobés. Con anterioridad se habían creado las carreras de Visitadoras de Higiene 
Infantil, dependiente de la Escuela Nacional de Puericultura de la UNC (1943), el 
curso de enfermería del hospital de Clínicas de la UNC (1944); la Escuela de Servicio 
Social (1945), la Escuela de Nurses y Visitadoras de Higiene Social de la UNC (1947); 
la Escuela de Auxiliares Técnicos de la Medicina en la UNC (1952) y la Escuela de 
Técnicos y Auxiliares de Anestesiología en el hospital Córdoba (1954) (Ortiz Bergia, 
2012:323).

En este contexto, las universidades fueron convocadas a sumarse a la “revo-
lución nacional en marcha”, palabras con las que Perón definía los nuevos tiempos 
de la Argentina. Un aspecto clave de esta convocatoria fue la promulgación de dos 
nuevas leyes universitarias que reglamentaron el escenario para los viejos y nuevos 
actores universitarios.

En el discurso que pronunció Perón en Buenos Aires, en uno de los actos de 
homenaje realizado por las universidades argentinas al otorgársele el título de doctor 
honoris causa por su obra a favor de la cultura nacional, el primer mandatario sostenía 
que era función de la Universidad “afirmar una conciencia nacional histórica” y se-
ñalaba como uno de los fines principales de la ciencia su aporte al bienestar social. 
La reafirmación de la cultura nacional debía asentarse sobre la tradición grecorroma-
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Juan domingo Perón y Eva Duarte de Perón en el Salón de grados con 
Horacio Valdez, año 1946.
Gentileza Carlos Horacio Valdez.
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na, continuada por la cristiana, que había encontrado –según Perón– un desarrollo 
ejemplar en la universidad de Córdoba, conformada “a imagen y semejanza de la 
de Salamanca”. Al mismo tiempo, manifestaba su preocupación por el predominio 
de ideas extrañas a este legado, pertenecientes al liberalismo, que habrían ingresado 
en estas tierras desde la declaración de nuestra independencia política y se habrían 
fortalecido con la inmigración. Por lo tanto, en un contexto de recuperación de las 
universidades como espacio de desarrollo de la cultura nacional, Perón destacaba la 
riqueza espiritual que, “con la Cruz y la Espada, España nos legó”.3

Este y otros homenajes realizados por las universidades nacionales tuvieron su 
origen en la Ley N° 13.031 sancionada por el gobierno peronista en septiembre de 
1947 que, en su artículo 1°, establecía entre los objetivos de las universidades la for-
mación de la juventud para la vida, para el cultivo de las ciencias y para el ejercicio de 
las profesiones liberales. En el mismo artículo se señalaba que las universidades con-
taban con autonomía técnica, docente y científica. El ejercicio de dicha autonomía 
debía estar en consonancia con los objetivos fijados por el gobierno nacional. Otro 
artículo, el cuarto, delimitaba el campo de acción de las universidades como actores 
políticos de una sociedad cada vez más movilizada. Establecía que las universidades 
no debían desvirtuar en ningún caso y por ningún motivo sus funciones específicas, 
propias de una institución educativa. Los profesores y los alumnos, como miembros 
de la universidad, no debían actuar directa ni indirectamente en política, ni formular 
declaraciones conjuntas que supusieran militancia política o intervención en cues-
tiones ajenas a su función específica. La prohibición iba acompañada de posibles 
sanciones: suspensión, cesantía, exoneración o expulsión según el caso. La acción 
política estaba reservada para los ciudadanos, no para los universitarios. Esta división 
de tareas era difícil de sostener en un contexto signado por la oposición de la mayoría 
del estudiantado al nuevo movimiento político.

Los dos artículos citados, el primero y el cuarto, son centrales para comprender 
las tensiones entre las funciones establecidas para las universidades y sus prácticas 
cotidianas. Mientras que el primero sostenía la autonomía, el segundo la restringía y 
se sumaba a lo definido en el capítulo II de la ley sobre el gobierno de la universidad, 
que si bien continuaría a cargo del rector y del Consejo universitario, excluía a los 
propios universitarios, o por lo menos a la gran mayoría de ellos, de los espacios de 
elección y decisión ya que el rector sería designado por el Poder Ejecutivo Nacional, 
al igual que los profesores titulares. Previamente estos últimos integrarían una terna 
elevada por la propia universidad, después de la sustanciación de los concursos de 
méritos, aptitudes técnicas, títulos, antecedentes y trabajos (Art. 46, Ley N° 13.031).

En consonancia con lo establecido por el artículo cuarto, la ley reglamentaba 
el lugar de los estudiantes en el escenario de las universidades; los mismos contarían 
con representación en los Consejos Directivos por intermedio de un delegado por 
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cada escuela, según la denominación de la época, que sería elegido por sorteo entre 
los diez alumnos que hubieran obtenido las más altas calificaciones en el transcurso 
de su carrera y se encontraran cursando el último año. Este cargo era irrenunciable, 
salvo causa justificada a juicio del consejo (Art. 84 y 85, Ley N° 13.031). Al tiempo 
que se restringía la participación estudiantil, la ley establecía el otorgamiento de becas 
para los estudiantes hijos de familias obreras; sin embargo estas podían perderse por 
deficiente actuación académica, por mala conducta o por la realización de actividad 
política.

La nueva Constitución nacional sancionada en marzo de 1949, que sustituyó a la 
de 1853, incluyó en su Preámbulo los objetivos de construir una “nación socialmente 
justa, económicamente libre y políticamente soberana” reorientando las políticas en 
esa dirección. Así, en su capítulo IV “De la educación y la cultura”, estableció que 
la educación y la instrucción corresponden a la familia y a los establecimientos par-
ticulares y oficiales que colaboren con ella, conforme a lo que establezcan las leyes. 
Para ese fin, el Estado crearía escuelas de primera enseñanza, secundaria, técnico-
profesionales, universidades y academias. En lo que respecta a las universidades, el 
Estado les encomendó la enseñanza en el grado superior, para preparar a la juventud 
en el cultivo de las ciencias al servicio de los fines espirituales y del engrandecimiento 
de la Nación y para el ejercicio de las profesiones y de las artes técnicas, en función 
del bien de la colectividad. Asimismo fijó que las universidades tenían el derecho de 
gobernarse con autonomía, dentro de los límites establecidos por una ley especial que 
reglamentaría su organización y funcionamiento.

Se establecía que cada una de las universidades, además de organizar los co-
nocimientos universales cuya enseñanza le incumbe, debía tender a profundizar el 
estudio de la literatura, historia y folclore de su zona de influencia cultural, así como 
a promover las artes técnicas y las ciencias aplicadas con vistas a la explotación de las 
riquezas y al incremento de las actividades económicas regionales.

Las universidades debían establecer cursos obligatorios y comunes destinados 
a los estudiantes de todas las facultades para su formación política, con el propósito 
de que cada alumno conociera la esencia de lo argentino, la realidad espiritual, eco-
nómica, social y política de su país, la evolución y la misión histórica de la República 
Argentina, y para que adquiriera conciencia de la responsabilidad que debía asumir en 
la empresa de lograr y afianzar los fines reconocidos y fijados en esta Constitución.

Unos años después, en 1954, durante el segundo gobierno peronista, se pro-
mulgó una nueva ley universitaria, la 14.297, que reglamentaba las funciones de la 
universidad establecidas por la Constitución nacional de 1949. En su artículo 2° con-
signaba que todos los planes de enseñanza comprenderían, además de sus materias 
específicas, cursos dedicados a la cultura filosófica, al conocimiento de la doctrina 
nacional y a la formación política ordenada por la Constitución. La nueva normativa 
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flexibilizaba los requisitos para la participación estudiantil y reconocía su condición 
política al establecer que el delegado podía provenir de una entidad gremial estudian-
til reconocida. Además, con el objetivo de coordinar, planificar y controlar la activi-
dad de las universidades, el Consejo Nacional Universitario, creado por la ley de 1947 
e integrado por los rectores de todas las universidades nacionales bajo la presidencia 
del Ministro de Educación de la Nación, ampliaba sus funciones para que aquellas 
atendieran los intereses y problemas del país y de cada región universitaria.

Viejos y nuevos actores en la Universidad Nacional de Córdoba

¿Cómo se posicionó la Universidad Nacional de Córdoba en este nuevo escenario? 
¿Cuáles fueron las ideas que circularon respecto a los cambios que se estaban gestan-
do en el país y en la provincia? Una imagen muy difundida plantea la oposición entre 
la Universidad de la Reforma del 18 y el nuevo orden político instaurado en Córdoba 
durante el peronismo. La misma hace justicia a las acciones de determinados secto-
res: estudiantes reformistas, políticos radicales y socialistas. Sin embargo también 
existen numerosas huellas que permiten cuestionar y matizar esta imagen; dichas 
huellas conducen a las numerosas acciones que la antigua casa de estudios llevó a 
cabo para legitimar las iniciativas políticas del gobierno nacional, desarrolladas con 
cierta especificidad en el ámbito local.

Una de ellas es la distinción como doctor honoris causa conferida a Perón por 
la Universidad Nacional de Córdoba en 1948, que fue anulada en 1956 y restituida 
en 1973. Sin embargo, como contracara de ello, pueden también señalarse las mo-
vilizaciones estudiantiles encabezadas por la Federación Universitaria de Córdoba, 
apoyadas por varios profesores, en oposición a la intervención en las universidades y 
en defensa de los principios reformistas. En efecto, en un contexto de marcada cen-
tralización política, los sectores de la oposición evocaban el pasado de Córdoba para 
disputar el presente. Así los estudiantes reformistas que se oponían a la intervención 
de las universidades, desagraviaban la figura de Sarmiento y rendían en junio de 1950 
un nuevo homenaje a la Reforma Universitaria de 1918, a través –por ejemplo– de la 
organización de las Jornadas Reformistas, que debían comenzar con una conferencia 
de Arturo Orgaz4 sobre el revisionismo en la historia argentina, y que fue prohibida 
por la policía.

Un año después, en 1952, el radicalismo se negó a participar en los homenajes a 
Juan y a Eva Perón. En contrapartida propuso un saludo a la Reforma Universitaria 
de 1918, al que se opuso el peronismo. Sin embargo el menosprecio por esa Reforma 
había sido ya sostenido desde la misma asunción del nuevo rector de la UNC, Dr. 
José Miguel Urrutia5 en 1948 al señalar que la nueva Ley Universitaria, en referencia 
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a la sancionada en 1947, era la base sobre la cual se produciría la “verdadera revolu-
ción dentro de la Universidad” […] no política [como para él había sido la de 1918], 
porque la Universidad no puede hacer política, pero sí en cuanto a la orientación y 
formación intelectual de sus alumnos y a las bases científicas sobre las que éstas se 
apoyaban”. 6

Otra de esas huellas es el Acto Académico de Clausura de los Cursos de Exten-
sión Universitaria, cuyo tema fue “La Constitución y su Reforma”. 7 Dicho acto tuvo 
lugar en diciembre de 1948, unos meses antes de la sanción de la nueva Constitución. 
En ese escenario, el rector José Miguel Urrutia se refirió al carácter fundacional de 
esta actividad –la extensión universitaria– dado que permitiría cumplir con dos ob-
jetivos centrales de la universidad, tal como era concebida dentro del peronismo: su 
vinculación con otros actores centrales de la nueva Argentina como los sindicatos y la 
producción de conocimiento útil para la sociedad. En momentos en que la oposición 
política planteaba sus críticas a la reforma de la constitución nacional, la autoridad 
máxima de la UNC afirmaba que era imperativo que “esta Casa trisecular, rectora y 
guía de la formación y mentalidad argentina durante tres siglos y medio” diera al país 
su punto de vista sobre el problema de la Constitución y su reforma. De esta manera, 
el acto se convirtió en un espacio para la legitimación política del gobierno peronista.

Lisardo Novillo Saravia, decano de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales 
de la UNC, fue otro de los convocados a referirse sobre la reforma de la Constitución 
nacional.8 Quien fuera rector-interventor de la Casa de Trejo entre 1943 y 1945, con 
la asunción del gobierno de la Revolución del 4 de junio de 1943, la defendía como 
un ejemplo de ruptura con el individualismo liberal y de recuperación de la hispani-
dad y el catolicismo. Esa presencia de lo religioso se manifestaba en los escritos de 
autores que publicaban en revistas de la Universidad Nacional de Córdoba desde la 
década del treinta. A modo de ejemplo, entre otras, se pueden destacar las interven-
ciones de Nimio de Anquín. 9

Con relación a lo desarrollado se puede concluir que durante el peronismo, en 
un contexto de creciente centralización política, las distintas instituciones modifica-
ron su accionar para integrarse a la “revolución nacional en marcha”, definida de esta 
manera por su líder, Juan Domingo Perón. A diferencia de una imagen que destaca 
la pasividad y victimización de las universidades frente al avance del gobierno per-
onista, habría que señalar cierto consenso brindado por algunos protagonistas a este 
proceso de peronización de la sociedad. Consenso que se nutría de ideas de antiguo 
arraigo en algunos sectores de la sociedad cordobesa, ligadas a la tradición católica en 
íntima vinculación con el hispanismo, componentes centrales de una concepción del 
orden social que renegaba del individualismo como fundamento del liberalismo. En 
este escenario de tensiones y conflictos, dentro de una sociedad que se diversificaba, 
el gobierno peronista promovió acciones relacionadas con la masificación de la edu-
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cación superior tales como la supresión de los aranceles y de los exámenes de ingreso, 
la implementación de un sistema de becas y la creación de la Universidad Obrera, 
centrada en la formación de profesionales provenientes de la clase trabajadora, re-
nombrada después del derrocamiento del peronismo como Universidad Tecnológica 
Nacional (UTN) e integrada al sistema universitario nacional a partir de 1959.

Dentro de una nueva concepción de los fines y deberes del Estado para que, con-
forme a la expresión del general Perón, “nuestra Patria sea un país socialmente justo, 
económicamente libre y políticamente soberano”, las universidades fueron convoca-
das a contribuir a la afirmación de la cultura nacional, objetivo prioritario expresado 
en cada una de las leyes universitarias gestadas durante sus gobiernos y enfatizada en 
la Constitución nacional sancionada en 1949. El logro de este objetivo, una pieza más 
de la Argentina justicialista liderada por Perón, legitimaría el desarrollo de nuevos 
campos del saber, como se verá en los capítulos referidos a este período. Asimismo, 
la coexistencia de la implementación de las medidas señaladas con otras vinculadas a 
la marginación y persecución de los sectores opositores será una de las razones que 
explique la referencia al período iniciado después de la autodenominada “Revolución 
Libertadora” en 1955 como la época de la renovación universitaria, tanto en estudios 
producidos desde el ámbito académico como en testimonios de protagonistas de la 
época. ■
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2 Biblioteca de la Legislatura de la Provincia de Córdoba (BLPC), Mensaje de Argentino Auchter, gob-
ernador de Córdoba, años 1946/47, 1/5/1947, Diario de Sesiones de la Asamblea Legislativa, período 
1946-1949.

3 Discurso del presidente de la nación argentina general Juan Perón pronunciado en el acto de home-
naje tributado por las universidades argentinas al otorgársele el título de doctor honoris causa por 
su obra a favor de la cultura nacional, Buenos Aires, noviembre 14 de 1947, Centro Nacional de Docu-
mentación e Información Educativa, Buenos Aires. Disponible en: http://www.bnm.me.gov.ar/giga1/
documentos/EL000062.pdf. Consultado el 10 de octubre de 2012.

4 Arturo Orgaz (1890-1955), abogado, protagonista de la Reforma Universitaria de 1918, miembro del 
Partido Socialista.

5 Doctor en Medicina y Cirugía, graduado en 1926; director del Hospital Militar de Córdoba desde 
1946, jefe del Servicio de Cirugía del Hospital Ferroviario de Córdoba. Antes de asumir como rector de 
la UNC se había desempeñado como delegado interventor de la Facultad de Ciencias Médicas de la 
misma universidad.

6 Discurso del Sr. rector de la Universidad Nacional de Córdoba, Dr. José M. Urrutia, en Revista de la 
Universidad Nacional de Córdoba, Córdoba: Imprenta de la Universidad, 1948, N° 1, marzo-abril, p. 34.

7 Acto Académico de Clausura de los Cursos de Extensión Universitaria. La Constitución y su Reforma, 
2 de diciembre de 1948, Imprenta de la Universidad Nacional de Córdoba, Córdoba, 1948.

8 Lisardo Novillo Saravia (h) defendió en 1937 su tesis doctoral en Derecho en la UNC, titulada “Puni-
bilidad del comunismo”. Para una caracterización de su figura, véase: Tcach, César, 2009, “La derecha 
ilustrada: Carlos Ibarguren, Nimio de Anquin y Lisardo Novillo Saravia (h)”, en Estudios N° 22, Córdoba: 
CEA-UNC, pp. 193-207.

9 César Tcach destaca que Nimio de Anquín fundó en 1936 en Córdoba la Unión Nacional Fascista. 
Véase Tcach, 2009: 202.
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Pablo Manuel Requena*

Orígenes y fundaciones

En esos fenómenos sociales “totales” […] 
se expresa a la vez y de golpe todo un tipo de instituciones.
Marcel Mauss, 1925.

Una institución, por caso la Facultad de Filosofía y Humanidades, posee múlti-
ples mitologías, narraciones sobre su origen, mandatos y héroes fundadores que 

clausuran frecuentemente la posibilidad de reconstruir su historia, curiosamente a 
partir del hecho mismo de contarla:1 dentro de este orden mítico una fundación supone, 
las más de las veces, la instauración de algo nuevo que establece tanto coordenadas 
temporales (al producir la distancia entre el pasado y el presente) como axiológicas 
(al presentar al acontecimiento en cuestión como el triunfo de lo positivo, la razón 
o la ciencia sobre lo negativo, lo mítico o lo precientífico).2 En este sentido, la re-
construcción del proceso genético de la FFyH requiere evitar sucumbir a cualquier 
explicación finalista o teleológica pues, como escribía Michel Foucault, detrás de las 
instituciones solo se encuentra “el secreto de que no tienen esencia” o que más aun 
esta “fue construida pieza a pieza a partir de figuras extrañas a ella” (Foucault, 2004: 
17 y 18). Así, ni los atributos actuales de la Facultad estuvieron condensados desde 
el proyecto primigenio de fundación en 1946, ni su historia es el proceso lineal y 
necesario de afianzamiento de ámbitos, actores y saberes previamente determinados.

Difícilmente la FFyH pudo en el año 1946 encarnar una novedad o una ruptura 
pues a finales del siglo XIX y principios del XX pervivía, reproducida por la Facultad 
de Derecho y Ciencias Sociales, una imagen del letrado humanista como alguien que 

[*] Profesor y Licenciado en Historia, FFYH, Universidad Nacional de Córdoba; Profesor Escuela de His-
toria, FFYH, UNC.

Notas sobre la creación de la Facultad de 
Filosofía y Humanidades

Capítulo 4
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entendía tanto de las humanidades como de las bellas letras y de la alta cultura en 
general. Saberes y prácticas desarrollados sin instituciones ni sujetos específicos. Aun 
en los albores de la Reforma, Córdoba era una ciudad donde la condición de letrado 
superponía frecuentemente las bellas letras y las bellas artes junto con la formación 
jurídica. A propósito de esto, en 1932 un veterano protagonista de aquellos años que 
ya para entonces era un ilustre miembro de la UNC escribía lo siguiente:

[…] Hace veinticinco años, el dilema para el argentino culto era: política o 
letras. A la primera llevaba el camino real de la abogacía o de la medicina; a 
las segundas, el fácil sendero del periodismo. Lo europeo empezaba a ser el 
profesor universitario sin política militante, aunque todavía –por desdicha– 
con mesa de bufete o mesa de redacción (Orgaz, 1932).

Proponemos, entonces, considerar la creación en cuestión a la manera de Mar-
cel Mauss, es decir como un fenómeno social total que remite a un complejo entramado 
de contextos. Si bien arbitrariamente y a los fines analíticos recortaremos solo algu-
nos de ellos, esta contribución defiende que el acontecimiento está atravesado por 
múltiples contextos y que deberíamos tenerlos a todos en cuenta para comprender 
por qué el 25 de septiembre de 1946, durante la intervención nacional a la Univer-
sidad de Córdoba a cargo del Dr. Felipe Pérez, se haya decretado la creación de una 
nueva Facultad.

Acumular recursos, recibir legados. Prácticas sedimentadas

El ambiente resultaba así una extraña mezcla de toscas preocupaciones 
utilitarias con vagas y candorosas aspiraciones.
Raúl Orgaz, 1932.

La fundación de la FFyH en 1946 fue extemporánea en relación con las otras facul-
tades de humanidades del país: considérese que la Facultad de Filosofía y Letras de 
la UBA fue fundada en 1896 –aunque se ha señalado que durante décadas no logró 
quitar a los graduados en derecho la preminencia dentro del mundo intelectual, limi-
tándose a habilitar a docentes de escuela media (Buchbinder, 1997)– y que la Facultad 
de Humanidades y Ciencias de la Educación de la Universidad Nacional de La Plata 
fue creada en 1920 sobre la base de una anterior Facultad de Ciencias de la Educación 
inaugurada en 1914 (Graciano, 2008: 71).3 Sin embargo, las vías de la institucionali-
zación de estos saberes comenzaron a insinuarse en la UNC desde mediados de los 
años treinta con la fundación del Instituto de Filosofía en 1934, desde abril de 1940 



117

llamado Instituto de Humanidades, el Instituto de Estudios Americanistas (1936) y el 
Instituto de Lingüística, Etnología y Folklore (1941).4

En el Instituto de Filosofía se dictaron las carreras de Licenciado en Filosofía 
y, desde 1940, Doctorado en Humanidades y Doctorado en Filosofía. Su primer 
director fue el francés Emile Gouiran y durante los primeros años se trató de un 
emprendimiento casi individual llevado adelante por este junto con dos asistentes: 
Abraham Waismann y Elisa J. de Avgherino. La actividad durante los primeros años 
estuvo abocada al dictado de cursos y conferencias; el Boletín del Instituto de Filosofía, 
publicado entre 1934 y 1940 primero como separata de la Revista de la Universidad Na-
cional de Córdoba y luego como volúmenes autónomos, actuó como un eficaz apoyo 
editorial en el que además de publicarse las transcripciones de las conferencias y los 
cursos, se incluían traducciones de trabajos inéditos y las notas bibliográficas de ri-
gor.5 El Instituto de Estudios Americanistas fue fundado luego de la muerte de Pablo 
Cabrera (sucedida en 1935) a partir de su colección documental y biblioteca parti-
cular y reconocía un antecedente directo en la Filial Córdoba de la Junta de Historia 
y Numismática Americana, presidida hasta su fallecimiento por el sacerdote. Luego 
de la muerte de Cabrera, el rector Sofanor Novillo Corvalán nombró una comisión 
asesora formada por Enrique Martínez Paz, Raúl A. Orgaz, Juan Carlos Vera Vallejos, 
J. Francisco V. Silva y Ernesto Gavier, para que se expidiese sobre la posibilidad de 
crear un centro de estudios históricos. La inauguración del IEA se realizó el 23 de 
noviembre de 1936 siendo designados como director, Enrique Martínez Paz, como 
miembros, Raúl A. Orgaz y Carlos R. Melo y como secretario J. Francisco V. Silva. 
Asimismo se designó a un encargado de publicaciones y a un ayudante: Luis Roberto 
Altamira y José Peña, respectivamente. No expedía títulos, ni dictaba cursos o con-
ferencias sino que más bien llevaba adelante un ambicioso programa editorial y de 
investigación que tenía por eje el pasado colonial cordobés; el Instituto llevó adelante 
tres colecciones: “Serie Histórica” (11 libros entre 1937 y 1948), “Colección de la 
Imprenta Jesuítica del Colegio de Monserrat” (2 reediciones facsimilares en 1937 y 
1940) y “Cuadernos de Historia” (13 folletos entre 1941 y 1945) (Requena, 2009).6

Los principales cuadros académicos de estos nuevos ámbitos fueron tanto do-
centes de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, que tenían sólidos antecedentes 
en el área de las humanidades (Alfredo Poviña, Raúl Orgaz, Luis Martínez Villa-
da), como también otros con decidida formación filosófica (Emile Gouiran). En el 
contexto de creciente politización tanto de reformistas como de antirreformistas ya 
descripto en la introducción a esta sección, y para complejizar más aún el panorama 
debemos señalar la convivencia dentro de los institutos de reformistas (Arturo Orgaz), 
viejos socialistas (el italiano Rodolfo Mondolfo) y de otros que habían hecho el pasaje 
del reformismo a algunas de las formas de la izquierda (además del mencionado 
Orgaz, en los treinta, también el socialista Ceferino Garzón Maceda), junto con inte-
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lectuales con militancia dentro del catolicismo y con abiertas y orgullosas simpatías 
por el fascismo denominados la derecha ilustrada por Tcach (Nimio de Anquín, Luis 
Martínez Villada).7 Al parecer (y solo a modo de hipótesis) de alguna manera am-
bos grupos, enfrentados virulentamente, habían logrado articular solo por un lapso 
breve un modus vivendi hacia adentro del ámbito universitario: tanto en el Instituto 
de Estudios Americanistas como en el Instituto de Filosofía se puede constatar tal 
convivencia.8

Hacia mediados de los años cuarenta, las humanidades estaban distribuidas en 
esa pléyade de institutos de investigación dependientes directamente del rectorado 
e inaugurados a instancias de los rectores Sofanor Novillo Corvalán y su sucesor 
Rodolfo Martínez. Mientras tanto, la Universidad de Córdoba conservaba la misma 
fisonomía que a principios del siglo XX ya había sido cuestionada tanto por el na-
cionalismo cultural del Centenario como, no tan casualmente, también por el primer 
reformismo: una casa de altos estudios con un perfil profesionalista representado en 
sus tres facultades que expedían títulos de abogado, médico cirujano e ingeniero. Es 
decir que si bien el ciclo que se inició luego de la nacionalización de 1854 había entra-
do en una larga crisis, muchas veces larvada, que se evidenciaba tanto en las críticas 
al profesionalismo como en los cuestionamientos del primer reformismo a su estruc-
tura interna, la Universidad se mantuvo incólume y, por ejemplo, no se habían inau-
gurado nuevas facultades en su seno. Efectivamente, el reclamo a las universidades 
de que fuesen algo más que meras “fábricas de profesionales” y que se involucrasen 
efectivamente en la resolución del problema más acuciante que para una franja de la 
intelectualidad local aquejaba a la Argentina del Centenario: el déficit de nacionalidad, 
apuntaba a diluir la carga profesionalista de la universidad argentina acercándola a la 
investigación y a la reflexión (Buchbinder, 2005: 62 a 67 y 2008: 39 a 42). En este sen-
tido, y con todos los recaudos expresados, la creación de los institutos implicaba una 
novedad frente a la casi nula institucionalización de los saberes que, de otro modo, 
se resolvía en distintas formas de amateurismo o, en su defecto, en instituciones 
paraacadémicas como la Junta de Historia y Numismática Americana (que competía 
con el polo académico representado por el Departamento de Historia de la Facultad 
de Filosofía y Letras de la Universidad de Buenos Aires). Como ya anticipamos, en 
nuestra ciudad esa clase de saberes era producido dentro de la Facultad de Derecho 
y Ciencias Sociales, lo que no puede resultar llamativo, pues la mayor parte de los 
practicantes de las ciencias sociales en nuestro país tenían título de abogado (desde 
Juan Agustín García y Ernesto Quesada a Ricardo Levene y Emilio Ravignani, siendo 
el médico José Ingenieros quizá la única excepción).

Ante este panorama en el mundo académico cordobés, podemos aventurar que 
un conjunto de prácticas contribuían a solidificar un lugar para esta clase de reflexio-
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Edificio principal de la Facultad de Filosofía y Humanidades, en épocas de la construcción 
de la Ciudad Universitaria.	
FFyH, gentileza Dr. Diego Tatián.
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nes: 1) la construcción de redes de alcance nacional e internacional; 2) los viajes de 
estudio; y 3) la recepción de figuras extranjeras a veces, más otras menos reconocidas.

Sobre las redes cabe decir que, por un lado, el lugar de los humanistas fue pro-
ducido a partir de la legitimidad acumulada por el reconocimiento y consiguiente 
legitimación que otorgaban pares ya consagrados como Estanislao Zeballos, José 
Ingenieros y Rodolfo Rivarola en la década de 1910, o Ricardo Levene en las décadas 
de 1920 y 1930 (Grisendi y Requena, 2013); por otro lado, se puede señalar la perma-
nente visibilidad nacional que algunos practicantes de la historiografía, la sociología 
y la filosofía tuvieron en emprendimientos culturales de alcance nacional, el más 
monumental fue sin dudas la Historia de la Nación Argentina que la Junta de Historia y 
Numismática Americana, luego Academia Nacional de la Historia, publicó luego de 
1936.9 De hecho, la figura nacional que estuvo presente en la inauguración del IEA 
en 1936 fue Ricardo Levene.

La incorporación del espacio académico local en circuitos más amplios también 
fue posible gracias a la participación de delegaciones de la Universidad en diversos 
congresos internacionales de los cuales tal vez el más relevante haya sido el Tercer 
Congreso Científico Panamericano celebrado en Lima en 1924 y 1925, como tam-
bién al programa de becas de dos años para estudios de filosofía –aprobado a instan-
cias de Raúl Orgaz en septiembre de 1926 por el Honorable Consejo Superior de la 
UNC– que preveía otorgar dos becas anuales para estancias de dos años.10 Debe ser 
especialmente recalcado el viaje de Martínez Paz a Europa en 1938, encomendado 
por el rectorado de la UNC, para estudiar la organización de los institutos de inves-
tigación en ciencias sociales, como lo pretendía ser el instituto que dirigía en esta 
ciudad: el Instituto de Estudios Americanistas.

Existen múltiples indicios de que el espacio cordobés se encontraba en algún 
mapa trasnacional de las humanidades: así como había recibido en el seno de la Casa 
de Trejo en 1916, 1921 y 1936, respectivamente, las visitas de José Ortega y Gasset, 
Eugenio D’Ors y Jacques Maritain,11 también había enviado durante la década de 
1920 a la Alemania de posguerra a Saúl Taborda (Rodeiro, 2009: XV), a Nimio de 
Anquín y a Carlos Astrada (David, 2007: 32. Véase también David, 2003/2004: 172 y 
siguientes). Se trataba de la misma ciudad y el mismo medio académico en el cual se 
estaban desarrollando una serie de recepciones de recientes obras filosóficas: Georg 
Simmel, Oswald Spengler, Henri Bergson o Carl Schmitt.12 En este medio académico 
donde, según Natalia Bustelo, ciertas zonas de la intelectualidad en su búsqueda de 
una “filosofía que piense los tiempos nuevos” –habían reemplazado al espiritualismo 
de origen español por otras miradas de la filosofía de raigambre alemana (Bustelo, 
2012)– es que encontraron alguna forma de hospitalidad, durante la segunda mitad 
de los años treinta y primera de los cuarenta, figuras como el francés Emile Gouiran 
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o el italiano Rodolfo Mondolfo, fundamentales en el desarrollo del Instituto de Filo-
sofía a mediados de los treinta.13

Ilusión de continuidad, ilusión de ruptura

Como todo tiempo de crisis y de irrupción más o menos inesperada de algo 
nuevo, junto con la apertura de un tiempo que reactiva las esperanzas, se 
rearman hacia atrás, las escenas, las memorias, los mitos que pugnan por 
ofrecerle un sentido.
Hugo Vezzetti, 2003.

Como se puede apreciar, durante los años treinta hubo un deslizamiento desde la 
cultura filosófica española –o que, al menos, se irradiaba a través de Madrid– hacia la 
cultura filosófica alemana; pero también sucedió otro, desde las variantes del neokan-
tismo hacia el neotomismo. No es casual, desde mediados de los años veinte se asiste 
en nuestro país al renacimiento de la cultura católica que el italiano Loris Zanatta 
hace varios años llamó “recristianización de la sociedad”, un refortalecimiento mili-
tante del catolicismo que tuvo sus puntos más altos en los Cursos de Cultura Católica 
y en la fundación de la revista Criterio, pero que se tradujo en opciones políticas luego 
de 1930 con el robustecimiento de las alternativas políticas antiliberales (Zanatta, 
1996: 25 y siguientes).

Si al comienzo de esta contribución señalábamos que la fundación de toda ins-
titución habitualmente supone un corte con el pasado, la lectura del expediente 2103 
fechado el 25 de septiembre de 1946 nos da otra perspectiva. El documento que 
lleva la firma del interventor de la UNC, Felipe S. Pérez, y de su secretario general, 
Juan Carlos Zapiola, dice en el primero de sus considerandos: “Que los estudios fi-
losóficos de la Universidad Nacional de Córdoba, constituyen expresiones de un rico 
y fecundo pasado de estas elevadas especulaciones, de hondo arraigo en sus claustros tricentenarios, 
iluminados desde los albores de su funcionamiento con la luz de la Filosofía y la Teología”14. Es 
decir que la fundación de una Facultad de Filosofía y Humanidades en el seno de 
la Universidad Nacional de Córdoba venía a saldar una deuda de la Casa de Trejo 
respecto de su propia identidad, con un elemento que se había perdido luego de las 
odiosas reformas secularizantes de la década de 1860 y 1870. El discurso del interventor 
era más que elocuente en esa reconstrucción de la historia de la UNC: “La tradición 
de los estudios humanistas en la venerable Casa de Trejo nos liga al pasado con una fuerza 
indestructible”;15 otro de los discursos de la ocasión, el sostenido por Alfredo Fragueiro, 
afirmaba:
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[…] nos injertamos de nuevo en el auténtico espíritu de Trejo, modelado por 
sus primeros fundadores y preclaros maestros desde su antigua Facultad de 
Filosofía y Teología. Pero no solo retornamos a las raíces matrices de esta 
fundación jesuítica, sino que, además, la creación de esta Facultad importa 
para la Universidad Argentina la restauración de su misión esencial como instituto de 
cultura superior, a la vez que su natural jerarquía como cátedra de sabiduría.16

Palabras más significativas aun, respecto de la invención de una continuidad en-
tre la vieja Universidad jesuítica y la década de 1940, estuvieron a cargo de Martiniano 
Juanes Arnés, delegado interventor de la FFyH, virtualmente su primer decano:

Desconfiamos de los que quieren romper con el pasado y de quienes persi-
guen utópicos eclecticismos. Buscamos una continuidad de sistematización a través 
del tiempo y del esfuerzo de todos los pensadores, que dé las mayores garantías de 
potencialidad de creación.
Nos oponemos a la exclusión de cualquier asignatura cuyo contenido y estu-
dio nos concilie y acerque a la verdad. Por ello consideramos un atentado de 
lesa cultura la supresión de la Teología del programa de estudios de nuestra 
Facultad. No sostenemos con ello que la teología debe dominar y enseñorear-
se en la Universidad, ni que un sector al margen de la Filosofía secular, ponga 
trabas al entendimiento. Aseveramos que es menester amplitud de espacio y 
libertad, no en el campo de la fe sino en el campo del entendimiento.17

En pleno proceso de puesta en cuestión del legado demoliberal, a mediados de 
los años cuarenta diversos actores postularon la necesidad de recuperar lo que se 
juzgaba perdido: la misión de la Universidad de cara a la cultura nacional. En el 
año 1952, muy sencillamente el Boletín de la Facultad de Filosofía y Humanidades abría 
con un epígrafe firmado por Juan Domingo Perón: “Al impulso ciego de la fuerza, 
al impulso frío del dinero, la Argentina, coheredera de la espiritualidad hispánica, 
opone la supremacía vivificante del espíritu.”18 No importa tanto elaborar la exégesis 
hermenéutica de la frase de Perón sino más bien señalar cómo la naciente facultad 
imaginaba, invocándola, su mandato institucional en el contexto de refundación de la 
Nación propio del primer peronismo. Un mandato que se evaluaba había sido desdi-
bujado y abandonado desde la nacionalización de la Universidad y el sucesivo avance 
del positivismo, el profesionalismo y el reformismo, tres oleadas que más allá de los 
desacuerdos se mantuvieron dentro de los marcos político-ideológicos establecidos 
desde las décadas de 1870 y 1880. Precisamente los años cuarenta fueron el momento 
en que estos comenzaron a ser desmontados: una facultad dedicada a la enseñanza de 
la práctica contemplativa y ociosa de la filosofía como respuesta al utilitarismo de una 
universidad que titulaba profesionales liberales. Se trata de un conjunto de acuerdos 
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político ideológicos sobre los que refundar la Universidad, a la que se la propone 
como humanista por oposición a la universidad cientificista, mientras que a la filosofía y su 
enseñanza, como un medio para “unir al hombre, fragmentado en sectores y cuadros 
científicos, mediante el principio que los unifica”.19 En el acto del 25 de septiembre 
de 1946 fue Alfredo Fragueiro quien disparó los argumentos más afilados contra el 
modelo de universidad cientificista:

De no cumplir esta misión [la humanista] la Universidad se tornaría en escue-
la de arte o técnica, sin la visión de los fines que la justifiquen como tal […] el 
espíritu absorbente del cientificismo y, por ende, antimetafísico, es producto 
de una civilización sin cultura, vale decir, de una época que da predominio 
a la investigación técnico-científico [sic] de la realidad sobre cualquier otro 
problema de trascendencia.20

Los discursos leídos en la ocasión inaugural, en la que estaban presentes autori-
dades universitarias, judiciales, provinciales, eclesiásticas y militares, dan cuenta de la 
correlación de fuerzas de la Universidad pos-1918. Tal como lo han planteado Tulio 
Halperin Donghi, hace ya cincuenta años, en su Historia de la Universidad de Buenas 
Aires, más recientemente Pablo Buchbinder, y nosotros mismos en la introducción 
a esta sección, el ciclo que siguió a 1918 estuvo signado por un delicado equilibrio 
entre dos bloques de fuerzas que, caricaturescamente, denominaremos reformismo y 
antirreformismo21. En una universidad intervenida por un gobierno nacional de perfiles 
antirreformistas –o para decirlo de otro modo, por un gobierno que tiene entre sus 
adversarios y detractores a la mayor parte de los universitarios argentinos y que, más 
aún, ha sido resistido activamente por estas instituciones, respondiendo con cesantías 
masivas en el año 1946–22 se hacía necesario ajustar cuentas con aquella tradición po-
lítica pero también con su programática académica. No es casual que muchas de las 
figuras que participaban de los institutos no aparecieran en los planteles docentes de 
la flamante Facultad, así como que fuesen nuevas figuras muchas de las que figuraban 
en dicho plantel. En este sentido, en 1946 sí hay un corte: desaparecen los actores 
que habían contribuido a formar el ámbito disciplinar en los años treinta y cuarenta.

De este modo, no llama la atención que las intervenciones hicieran hincapié en 
la necesidad de reformar la ley universitaria en pos de un nuevo marco legal, acorde 
con la situación actual de las universidades, para redimensionar la noción de “auto-
nomía universitaria” tan cara a la tradición liberal.23 Las representaciones en torno 
a la inauguración de la Facultad de Filosofía y Humanidades en el seno de la vieja 
Universidad Nacional de Córdoba daban cuenta de una vieja deuda que se saldaba 
con el pasado trisecular de la Casa; un pasado que había sido dejado de lado decidi-
damente desde la nacionalización de la Universidad en la década de 1850 y que había 
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dado lugar a la moderna universidad lamentablemente desapegada de los problemas 
de la nación.

Religión, filosofía, política

La Universidad de Córdoba, que abarca tantos campos científicos en la 
investigación y la docencia, tiene ahora la oportunidad de reestructurarlos y 
ordenarlos bajo la guía de la filosofía.
José M. Fragueiro Lascano, 1952.

Habiendo delineado cuales fueron tanto los cimientos como los perfiles político 
ideológicos desde los que se construyó la Facultad de Filosofía y Humanidades a 
mediados de los años cuarenta, resta preguntarnos por su funcionamiento a finales 
de esos años. Un rápido vistazo por las tesis doctorales que se elaboraron entre los 
años 1943 y 1955 en el Instituto de Filosofía y Humanidades y luego en la Facultad de 
Filosofía y Humanidades, nos da la pauta de qué clase de investigaciones y reflexiones 
eran las que se privilegiaban en la institución: en los años recortados se defendieron 
un total de veintidós tesis. Observando el listado de tesis doctorales es notable la 
presencia de Mondolfo, reconocido helenista, en el Instituto: así se puede constatar 
en el recorte temático de algunas investigaciones, también resalta poderosamente 
la inclinación neoescolástica de varios de los trabajos. Esos tal vez hayan sido los dos 
grupos de reflexiones que más ocuparon los primeros años de la Facultad: la cultura 
clásica y el cristianismo.

En 1949 la Facultad dictó dos carreras: la de Filosofía y la de Humanidades (de 
esta tanto las asignaturas correspondientes al plan nuevo como al plan viejo)24; al final 
del capítulo se consignan en cuadros tanto las asignaturas como los docentes que las 
impartían.

Si párrafos más arriba señalábamos que el mundo clásico y el neotomismo eran 
temas centrales en la FFyH, habíamos anticipado también un elemento contextual 
que sirve para entender al menos una parte: el ya mencionado proceso de recristiani-
zación de la sociedad desde los años veinte, es decir el avance de opciones políticas 
definidas a partir del eje antiliberalismo/nacionalismo/fascismo pero, también, es 
fundamental poner en juego otra variable. La FFyH parecía estar aislada de las ape-
tencias de los graduados y los docentes de la FFyL de la UBA y de la FHCE de la 
UNLP, con el peso que tenía la formación humanística en Seminarios conciliares que 
hizo que muchos de quienes tenían títulos para ejercer la docencia en la Facultad (o 
aspirar al menos a ejercerla) tuviesen también el título de Doctor en Teología Sagra-
da, y que varios fuesen sacerdotes (Reynoso, Torti, Castellano). El sacerdote Severo 
Reynoso, delegado rectoral de la Facultad entre 1948 y 1951, fue justamente quien 
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firmó en el primer número del Boletín de la Facultad de Filosofía y Humanidades un artí-
culo titulado “La teología ¿disciplina universitaria?” en el que defendía la necesidad 
de la enseñanza de la religión en el ámbito de la Universidad Nacional de Córdoba. 
Dicho texto dialoga con algunas de las intervenciones del 25 de septiembre de 1946 
y con el artículo de Gouiran citado anteriormente, todos forman parte del mismo 
clima político intelectual:25 “En nombre de este integralismo del saber y de la cultura 
moderna, creo que debe situarse, así en un primer plano de exigencias, el problema 
de los Estudios Teológicos dentro de una Facultad de Filosofía”. La teología aparece 
defendida por Reynoso, desde el repertorio del humanismo cristiano, como la disci-
plina que es capaz de unir, en un Todo, aquello que la modernidad y sus saberes han 
segmentado en partes incomunicadas; dando un paso más allá, la teología es capaz de 
dar una mirada integral del hombre. Más adelante remataba que “no puede concebirse 
una cultura intelectual y científica (y por lo tanto universitaria) sin que ella esté inte-
grada por todos aquellos planos de la Verdad que el hombre ha tenido siempre como 
Verdad”.26 Conclusión: la religión y los asuntos teológicos tuvieron un papel central 
en los planes de estudio de la flamante Facultad, la justificación de su presencia era 
a través de un argumento epistemológico, pues eran presentados como un modo de 
evitar la lamentable disgregación de aquellos saberes sobre el hombre.

El grupo de docentes que se había quedado en la UNC luego de las cesantías 
y que, de hecho, había monopolizado el claustro de la FFyH, estaba innegablemente 
ligado a las diversas modalidades del nacionalismo católico. Gráficamente, varios de 
los miembros de la flamante Facultad habían sido firmantes de las solicitadas y notas 
de reclamo por la cesantía en 1939 del más notable de los exponentes de la vertiente 
ideológica: Nimio de Anquín.27 Se trató de una apuesta político intelectual: religar a 
la Universidad a su pasado jesuita era el correlato académico de lo que el proyecto 
nacionalista católico propugnaba para el Estado: retornar a la religión como un me-
canismo de rearticular jerárquicamente la sociedad.

El plantel docente que enseñaba este plan de estudios –en el que resaltaba níti-
damente la figura de Nimio de Anquín, desde mediados de los años treinta el princi-
pal referente intelectual del nacionalismo católico y del fascismo local (Tcach, 2010, 
Vera de Flachs y Sillau Pérez, 2009)– era el resultado de las cesantías de noviembre 
de 1946, cuando varios docentes de la flamante Facultad fueron alejados de la ins-
titución: Carlos A. Tagle de la cátedra de Ética (cesanteado), Alfredo Poviña de la 
cátedra de Sociología (separado), Ignacio Maldonado Allende de la cátedra de Anato-
mía/Fisiología y Fernando Pedro Bonet (a ambos se les rechazó la renuncia y fueron 
separados); inmediatamente después, en el mes de diciembre, el delegado interventor 
de la Facultad hizo el pedido formal al interventor de la Universidad a los fines de que 
se realizaran concursos para proveer aquellas cátedras que se encontraban vacantes 
(Fiorucci y Grisendi, 2013). Se trató de un movimiento general dentro de la UNC. El 
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modus vivendi articulado entre las distintas facciones desde la época de los institutos 
se había roto definitivamente. Para tener idea de la clase de argumentos que se esgri-
mían en aquel álgido 1946, considérense los siguientes fragmentos de cartas de re-
nuncia: “Mi ideología liberal y democrática me impide seguir perteneciendo a esa casa 
de estudios, frente a los dolorosos acontecimientos que a diario ocurren y vulneran 
su dignidad e integridad”; “No comparto el fondo que la inspira ni la forma como 
ha sido ejecutada la separación de destacados profesores que acaba de ser efectuada 
en nuestra Universidad”; tanto en el caso de Bonet como de Maldonado Allende 
respectivamente la UNC decidió “rechazar los términos de la renuncia y separar de 
su cátedra” a ambos docentes.

Cierre parcial

La Facultad de Filosofía y Humanidades se creó en 1946 como un modo de 
producir una continuidad respecto del pasado jesuítico humanista de la Casa de Tre-
jo, pero también estableciendo una ruptura con los valores con los que el liberalismo 
y el reformismo habían imaginado la educación superior.

La Facultad –obra de una elite intelectual nacionalista católica que aprovechó la 
oportunidad abierta políticamente desde 1943– se construyó sobre prácticas y redes 
sedimentadas durante décadas pero luego borroneadas en el fragor de la década de 
1940. Objetivar los complejos juegos de continuidad y ruptura con que los propios 
actores imaginaban el papel de la FFyH en el contexto de la Universidad es también 
señalar que tal sedimentación, sucedida de modo no lineal sino más bien superpuesto 
y desorganizado, fue posible por la intervención de otras figuras que o bien fueron 
muriendo (Taborda en 1943) o bien, como ya lo hemos narrado, fueron quedando 
fuera de la Casa de Trejo.

•

Randra es una publicación de los alumnos de la Facultad de Filosofía y Humanidades de 
la Universidad de Córdoba, destinada a todos… vivirá en la medida que los alumnos le 
presten el vital alimento de su colaboración y estímulo… tendrá la altura que determine el 
nivel del espíritu de sus colaboradores. Será espejo y mesura de cada hora… mostrará lo 
que somos y lo que aspiramos ser.

La hemeroteca de la Facultad conserva el que creemos es el único número de 
Randra. Publicación de los alumnos de la Facultad de Filosofía y Humanidades de la UNC, 
fechado en marzo de 1958 el material puede ser bastante útil para conocer quiénes 
eran y qué pensaban los alumnos de la FFyH posperonista. Fungía como director 
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Gustavo Roldán, quien luego sería un reconocido autor de literatura infanto-juvenil, 
y al comité de redacción lo integraban Laura Devetach, Etgle Pascoal, Luis Felipe 
Carres, Armando Zárate, Nilda Palacios y Virginia Robledo.

Luego del golpe de 1955 fueron nombrados interventores de la Universidad 
Nacional de Córdoba el médico Agustín Caeiro primero y el doctor Jorge Núñez lue-
go, como en otros órdenes de la vida pública nacional la intervención apuntó a lograr 
la normalización, esto es la desperonización, de su estructura institucional. Tal como lo 
ha descripto Roberto Ferrero, nuevamente las cesantías dentro de la UNC fueron 
feroces (Ferrero, 2009). Fue merced a este nuevo tiempo que la Facultad vivió una 
extraordinaria complejización de su estructura institucional creándose, por ejemplo, 
nuevos institutos: de Psicología dirigido por Raúl Piérola, de Pedagogía por Adelmo 
Montenegro, de Literatura Argentina e Iberoamericana por María Luisa Cresta de 
Leguizamón, de Lingüística por Luis Jorge Prieto o de Literatura Italiana por Renata 
Donghi de Halperin.28

El repertorio de temas, lecturas y referencias se había comenzado a diversificar. 
Simétricamente se constata una mudanza en lo referido a figuras intelectuales y aca-
démicas; por ejemplo, nombres como Cresta de Leguizamón, Noé Jitrik o Enrique 
Revol exploraron nuevos caminos dentro de los estudios literarios y Ceferino Garzón 
Maceda, al frente del Instituto de Estudios Americanistas y luego del Departamento 
de Historia, potenció la formación de nuevos investigadores quienes desde los se-
senta hicieron renovadas preguntas a un pasado cordobés que ya parecía saturado de 
respuestas. ■
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Carrera de Filosofía. Año 1949

Año Materia Docente

Primero

Introducción a la problemática fi-
losófica

José Tejeda Liendo. En 1948, Alfredo 
Fragueiro

Filosofía de lo inorgánico Alberto D. Cirelli
Historia argentina Roberto I. Peña

Latín I Santiago Chaves. En 1946, José Caratti

Griego I Antonio María Requena. En 1946, Ro-
dolfo Mondolfo

Segundo

Filosofía de lo orgánico Alberto Cirelli. No se dictó en 1948. En 
1946 aparece como Biología

Psicología Hilario González. En 1948 Francisco W. 
Torres

Lógica y epistemología Nimio de Anquín y José Tristán Liendo

Latín II Próspero Grasso. En 1948, Antonio Ma-
ría Requena; en 1946, José Caratti

Griego II Antonio Catinelli. En 1948, Benito 
Ochoa; en 1946, Rodolfo Mondolfo

Tercero

Psicología experimental Carlos Laguinge

Historia de la filosofía antigua Abraham Waismann. En 1946, Rodolfo 
Mondolfo

Latín III S. Ruiz Fontanarrosa. En 1948, Antonio 
Catinelli; en 1946, José Caratti

Griego III Benito Ochoa

Cuarto

Metafísica S/D
Teodicea S/D
Política y filosofía de la historia S/D
Historia de la filosofía medieval S/D
Historia de las religiones S/D

Quinto

Ética S/D
Estética S/D
Historia de la filosofía moderna y 
contemporánea S/D

Teoría y práctica de la enseñanza en 
filosofía S/D

Fuentes: Programas de la Facultad de Filosofía y Humanidades, Córdoba, 1948; Programas de la Fa-
cultad de F ilosofía y Humanidades, Córdoba, 1949. 
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Carrera de Humanidades. Año 1949

Año Materia Docente a cargo

Primero

Introducción a la problemática fi-
losófica

José Tejeda Liendo. En 1948, Alfredo 
Fragueiro

Historia argentina Roberto I. Peña

Metafísica general

Literatura europea Magdalena Linero

Griego I Antonio María Requena. En 1946, Ro-
dolfo Mondolfo

Latín I Santiago Chaves. En 1946, José Caratti

Segundo

Psicología Hilario González. En 1948 Francisco W. 
Torres

Historia de la filosofía
Literatura castellana I Arturo García Voglino

Latín II Próspero Grasso. En 1948, Antonio Ma-
ría Requena; en 1946, José Caratti

Griego II Antonio Catinelli. En 1948, Benito 
Ochoa; en 1946, Rodolfo Mondolfo

Tercero

Historia del arte Ángel Lo Celso

Literatura castellana II Jorge Martínez Villada

Fuentes de la teología Filemón Castellano

Latín III Benito Ochoa

Griego III S. Ruiz Fontanarrosa. En 1948, Antonio 
Catinelli; en 1946, José Caratti

Cuarto

Literatura griega S/D

Literatura griega S/D

Literatura latina S/D

Literatura americana S/D
Cristología S/D
Literatura argentina S/D

Quinto

Grandes cuestiones dogmáticas S/D

Lingüística clásica y romana S/D
Literatura comparada S/D
Política y filosofía de la historia S/D
Teoría y práctica de la enseñanza S/D

Fuentes: Programas de la Facultad de Filosofía y Humanidades, Córdoba, 1948; Programas de la Fa-
cultad de Filosofía y Humanidades, Córdoba, 1949.
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Notas

1 La elaboración de un minucioso estado del arte nos revela que pocos estudiosos han desarrollado 
investigaciones sobre la FFyH, mencionemos: la tesis doctoral elaborada por Adela Coria (Coria, 2001), 
así como el número especial de la revista institucional Al filo que fuera coordinado por Carlos Longhini 
en 2007 con motivo del sexagésimo aniversario de la Facultad. Asimismo, cabe mencionar la investi-
gación de María del Rosario Tissera de Cabral (Tissera de Cabral, 1982), invalorable para el estudio de la 
historia de la FFyH; véase también la reseña histórica que publica la propia Facultad en su página web: 
http://www.ffyh.unc.edu.ar/informacion-institucional/historia-de-la-facultad. 

2 Se trata de mitos, no por no ser verdaderos “sino porque, en tanto narrativas, enfatizan las relacio-
nes de contraste y diferencia... relatos, estructurados sobre la base de una oposición entre pasado y 
presente” (Visacovsky, 2002: 74).

3 Un estudio sobre las humanidades en la Universidad Nacional del Sur: Agesta, 2008 y en la Univer-
sidad Nacional de Tucumán: Vanella, 2008.

4 Nos limitamos a remitir al trabajo final de Licenciatura de María Cristina de Carli sobre el Instituto y 
a la tesis de maestría de Mariela Zabala sobre Pablo Cabrera.

5 Véase Abraham Waismann; Índice del “Boletín del Instituto”, Imprenta de la Universidad, Córdoba, 
1940.

6 Actualmente, el Instituto es tan solo una biblioteca-archivo que funciona en el marco de la Biblio-
teca de la Facultad de Filosofía y Humanidades de la Universidad Nacional de Córdoba: de hecho, se 
encuentra ubicada dentro del Pabellón Agustín Tosco de la Ciudad Universitaria junto a la Biblioteca 
Central de la Facultad y a su hemeroteca. En los últimos años, la FFyH fusionó el fondo del IEA con el 
de la Biblioteca de Antropología. Agradecemos la paciente y atenta gentileza de sus bibliotecarios, 
especialmente Luz Chavez y Silvia Fois.

7 Tomamos la feliz expresión de Tcach, 2009.

8 Una hipótesis similar maneja Graciano, 2013; si bien Vera de Flachs y Sillau Pérez, 2009 coinciden 
con nosotros en el alto grado de politización tanto de estudiantes como de docentes tanto en la Uni-
versidad como en el Colegio Nacional de Monserrat durante los años treinta, pasan por alto estos 
episodios de convivencia. El asesinato del diputado provincial del PS José Guevara, director de Tribuna 
Socialista. periódico partidario al que varios viejos reformistas contribuían a sostener económicamen-
te, en manos de un grupo de legionarios en 1933 marca la real dimensión de la política cordobesa 
durante aquellos años.

9 Un ejemplo, a través de la ilustre figura de Raúl Orgaz: publicó 19 artículos entre 1915 y 1928 en Revis-
ta de Filosofía la que también le reseñó 6 artículos entre 1915 y 1924, 15 artículos entre 1910 y 1919 en la 
Revista de Derecho, Historia y Letras y en la Revista Argentina de Ciencias Políticas, 7 entre 1911 y 1917. En 
la Historia de la Nación Argentina se publicaron las contribuciones de Raúl Orgaz (sobre la enseñanza 
del derecho y de la filosofía durante la Colonia) en el volumen IV y Enrique Martínez Paz en el volu-
men X y en la Biblioteca de Historia Argentina y Americana se editó Ensayos sobre etnología argentina 
(1931) de Pablo Cabrera a la vez que se anunciaron, pero nunca se publicaron sendos volúmenes firma-
dos por Orgaz y Martínez Paz. Sobre el vínculo entre Levene y Córdoba véase Grisendi y Requena, 2013.

10 La selección se haría mediante un concurso de monografías y el jurado encargado de la evaluación 
estaría compuesto por tres profesores de la UNC, tres de la FFyL de la UBA y el decano de la FDyCS que 
desempataría si fuese necesario. Gracias a este programa de becas Carlos Astrada y Nimio de Anquín 
viajaron a Alemania. Una década antes, en 1914, un grupo de recientes graduados en derecho entre los 
que se encontraban Raúl Orgaz y Pablo Mariconde, habían sido beneficiarios de una beca de estudios 
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en reconocimiento por sus calificaciones; sin embargo en ese momento, los fondos provenían del 
Estado Nacional a través del Ministerio de Instrucción Pública.

11 A estas tres visitas agreguemos las de Lucien Lévy-Bruhl en 1921 y la de Lucien Frebvre en 1937. Or-
tega llegó en 1916 invitado por el rectorado y el Centro de Estudiantes de Derecho, jugando un papel 
relevante los jóvenes Roca, Taborda y Ceferino Garzón Maceda (Navarro, 2009: 137 y siguientes). La 
gira de Eugenio D’Ors por Argentina fue en 1921 y la estadía del filósofo español de la ciudad de Cór-
doba fue hasta noviembre de ese año (Bustelo, 2012). Maritain dictó una conferencia en el Salón de 
grados de la UNC el 1 de octubre de 1936, la presentación corrió a cargo de Alfredo Fragueiro, miembro 
del Instituto de Filosofía (publicada en Boletín del Instituto de Filosofía de la Universidad Nacional de 
Córdoba, III, 2, 1936).

12 La Facultad de Derecho y Ciencias Sociales a través de la Sección de Librería y Publicaciones de la 
UNC editó El conflicto de la cultura moderna de Jorge Simmel en 1923 (si bien no se consigna traductor, 
una reedición reciente menciona a Astrada). En 1924 y 1935 se realizaron sendos homenajes a Spengler 
y a Bergson, del primero participaron Martínez Paz, Raúl Orgaz y Ernesto Quesada y la UNC publicó 
un libro (La concepción spengleriana del derecho, 1924), del segundo homenaje (que tuvo forma de 
volumen especial del Boletín del Instituto de Filosofía. N° 6: Homenaje a Bergson) participaron Alejan-
dro Korn, Ángel Vasallo, Raúl Orgaz, Emile Gouiran, Taborda, Raúl Bustos Fierro, Martínez Paz, Rainerio 
Nieva, Alfredo Fragueiro y Raúl V. Martínez. En aquellos años se realiza la recepción de las ideas de 
Schmitt en las obras de Taborda y Astrada (Dotti, 2000). Véase también Grisendi y Requena, 2009.

13 A ellos debemos sumar durante los años veinte la fracasada gestión del decano Pedro Rovelli por 
incorporar al español Manuel García Morente como docente del flamante Seminario de Filosofía y 
Cultura General. Poco más de una década después, Morente se instaló en la Universidad Nacional de 
Tucumán (al igual que Mondolfo). Este último sí tuvo una estadía cordobesa que luego continuó hacia 
la UNT: imposibilitado de incorporarse a la FFyL de la UBA fue tentado en 1941 por el rector Sofanor 
Novillo Corvalán para dictar la cátedra de Griego y de Historia de la Filosofía; durante su estancia 
cordobesa publicó una serie de folletos y artículos y fue parte del Instituto de Filosofía (Tarcus, 2007). 
A propósito de Gouiran, véase la entrada biográfica en Proyecto Culturas interiores. Un archivo de la 
cultura de Córdoba (www.culturasinteriores.unc.edu.ar). 

14 “Exp. 2103 - Letra M - Año 1946”, en Creación de la Facultad de Filosofía y Humanidades. 25 de setiem-
bre de 1946, Publicaciones de la FFyH, Córdoba, 1946, p. 5. Cursivas nuestras.

15 “Discurso del señor interventor de la Universidad Nacional de Córdoba, Dr. D. Felipe S. Pérez”, en 
Creación de la Facultad de Filosofía y Humanidades. 25 de setiembre de 1946, Publicaciones de la FFyH, 
Córdoba, 1946, p. 11. Cursivas nuestras.

16 “Discurso del profesor de la Facultad de Filosofía y Humanidades, Dr. Alfredo Fragueiro”, en Creación 
de la Facultad de Filosofía y Humanidades. 25 de setiembre de 1946, Publicaciones de la FFyH, Córdoba, 
1946, p. 31.

17 “Discurso pronunciado por el señor delegado interventor de la Facultad de Filosofía y Humanida-
des, Profesor Martiniano Juanes Arnés”, en Creación de la Facultad de Filosofía y Humanidades. 25 de 
setiembre de 1946, Publicaciones de la FFyH, Córdoba, 1946, p. 26 y 27. Cursivas nuestras.

18 Boletín de la Facultad de Filosofía y Humanidades, IV, 1/2/3, 1952.

19 “Discurso del profesor de la Facultad de Filosofía y Humanidades, Dr. Alfredo Fragueiro”, en Creación 
de la Facultad de Filosofía y Humanidades. 25 de setiembre de 1946, Publicaciones de la FFyH, Córdoba, 
1946, p. 32. Años antes, Emile Gouiran, el otrora director del Instituto, había publicado un artículo en 
la revista Estudios de Filosofía en el que afirmaba lo siguiente: “En la enseñanza superior el profesor 
debe ser ‘actitud filosófica’ encarnada en la cátedra. Su misión es contemplativa más que activa. Debe 
pensar encerrado en la casa de cristal de su cátedra frente a sus alumnos, sin pensar en ellos, pero sí 
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sólo en la Verdad, que es el único punto de convergencia de las miradas de todos: maestro y alumnos”, 
Emile Gouiran; “La enseñanza de la filosofía”, en Estudios de Filosofía, Córdoba, 1943.

20 Ibídem, p. 32 y 35.

21 Caricaturescamente pues muchas veces hacia adentro lo único que tienen en común las distintas 
fracciones que constituían cada uno de los bloques era el adversario en común. Un estudio local: Vera 
de Flachs y Sillau Pérez, 2009.

22 La situación institucional ya había tomado perfiles graves en el año 1943 con la intervención nacio-
nal a cargo de Lisardo Novillo Saravia y en 1945 con la detención del rector, Rodolfo Martínez. En 1945, 
los alumnos Adelmo Montenegro y Enrique Revol recusaron a distintos profesores (Nimio de Anquín 
y Héctor Torti). Montenegro en su nota al director del Instituto decía: “El ejercicio de la cátedra es in-
compatible con la defensa de doctrinas que en el orden filosófico y político conspiran contra la estabi-
lidad del régimen de la Constitución”. “Al director interino del Instituto de Filosofía y Humanidades, Dr. 
D. Augusto García Voglino. 2 de Agosto de 1945”. Archivo de la Facultad de Filosofía y Humanidades. De 
Anquín ya había sido cesanteado en el año 1939 merced a los conceptos vertidos en un acto político, 
Flachs y Sillau Pérez, 2009. Sobre las cesantías de 1946-1947, véase García Sebastiani, 2005.

23 “En nuestro régimen constitucional sólo existen como entidades autónomas las provincias argen-
tinas. Su autonomía significa, en esencia, el derecho de darse su propia ley y tener el privilegio de arbi-
trar recursos para su sostenimiento. ¿Qué clase de autonomía es la que reclaman las universidades si 
existen mediante una ley de la Nación y cubren sus gastos con recursos también de la Nación?

La situación jurídica en nuestras universidades es la misma que corresponde a cualquier entidad au-
tárquica creada y sostenida mediante leyes de la República y que necesariamente están sometidas al 
contralor que reconocen todos los organismos análogos”, “Discurso del señor interventor de la Uni-
versidad Nacional de Córdoba, Dr. D. Felipe S. Pérez”, en Creación de la Facultad de Filosofía y Humani-
dades. 25 de setiembre de 1946, Publicaciones de la FFyH, Córdoba, 1946, p. 19.

24 Se preveía asimismo el dictado de las materias correspondientes al cuarto y quinto año del plan 
viejo de Humanidades: respectivamente Metafísica por Nimio de Anquín y Pedro F. Oviedo Jocou (en 
1946 aparece Fragueiro), Estética por Juan Antonio Ahumada, Historia de la filosofía, Religión IV, Griego 
IV, Latín IV por José Heriberto González y Literatura Castellana y Argentina por Lilia de Agreda (ante-
riormente Manuel Augusto Ferrer), Historia del arte, Historia de la civilización por Alberto Novillo Sa-
ravia (el año anterior había estado a cargo de Clemente Villada Achával), Literaturas comparadas por 
Irma Caccia (el año anterior había estado a cargo de Agustín Díaz Bialet), Religión V (en 1946, Estudios 
Religiosos: I, Filemón Castellano, II, Héctor Luis Torti, III y V, Severo Reynoso, IV, Juan Carlos Aramburu).

25 Con motivo de la celebración patria del 9 de julio, en 1949 el profesor Nimio de Anquín leyó una 
conferencia titulada: “El humanismo latino frente a la técnica norteamericana”. César Tcach ha escrito 
a propósito de Lisardo Novillo Saravia y su tesis doctoral en derecho titulada Punibilidad del comunis-
mo que “Frente a los males del comunismo –y en un sentido más amplio, de la modernidad– Novillo 
Saravia sostenía que ‘el único remedio radical’ era ‘la reintegración de las sociedades a la vida cristia-
na’” (Tcach, 2010).

26 Severo Reynoso; “La teología ¿disciplina universitaria?”, en Revista de la Facultad de Filosofía y Hu-
manidades, I, 1, págs. 11, 13 y 14.

27 Vera de Flachs y Sillau Pérez mencionan una carta que docentes y estudiantes enviaron al rector 
Novillo Corvalán en defensa del cesanteado de Anquín. Entre los firmantes se encontraban: Clemente 
Villada Achával, Luis Villada Achával y Manuel Augusto Ferrer, futuros docentes de la Facultad (Vera 
de Flachs y Sillau Pérez, 2009: 268).

28 Tal vez el único trabajo ocupado en la Facultad de Filosofía y Humanidades durante el posperonis-
mo sea Coria, 2001.
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“La hora de los economistas”
El proceso de institucionalización universitaria de 
las Ciencias Económicas en Córdoba (1935-1955)

Capítulo 5

Ezequiel Grisendi*

La expansión de la burocracia estatal en Argentina a lo largo de las décadas de 1930 
y 1940 requirió de nuevos cuadros profesionales y de saberes especializados ante 

una cambiante realidad sobre la cual el Estado pretendía intervenir. La centralidad 
del derecho y la medicina, y en menor medida de la ingeniería, en el reclutamiento 
de los agentes con injerencia directa sobre las políticas públicas fue dando paso a la 
paulatina incorporación de un nuevo conocimiento especializado, el de la economía, 
requerido en diversas áreas estatales (Caravaca y Plotkin, 2007). Si bien durante un 
largo tiempo las ciencias económicas no podrían desplazar a las carreras universita-
rias tradicionales como instancia de ingreso a los circuitos de la elite dirigente, un 
importante número de alumnos provenientes de clases medias urbanas se volcó hacia 
los conocimientos relacionados con la economía y la contabilidad, menos “…como 
apertura a un nuevo horizonte científico [y]… más como vía de acceso a una activi-
dad profesional cada vez más demandada y potencialmente lucrativa…” (Halperin 
Donghi, 2004: 137).

La crisis financiera de comienzos de los años treinta, que se prolongó durante 
toda la década, sumada a la necesidad de reconvertir algunas áreas productivas, el in-
centivo para el desarrollo industrial y la ampliación de la intervención del Estado pro-
vincial en las políticas sociales, en un contexto de estrechez financiera1, confirieron 
progresivamente una mayor atención al discurso técnico de la economía, elaborado 
y proferido por quienes afirmaban poseer una formación intelectual diferenciada y, 
fundamentalmente, moderna. La legitimidad científica que la economía conseguiría en 
el período de entreguerras llevó a numerosos actores no especializados a echar mano 
de su lenguaje y de sus prácticas, aún cuando su divulgación entre las disciplinas 
académicas se circunscribía a circuitos acotados. Con la excepción de las Escuelas 
Superiores de Comercio nacionales o la prístina Facultad de Ciencias Económicas 

[*] Profesor en Historia, FFyH, UNC. Becario del Conicet. Profesor Escuela de Historia, FFyH, UNC.
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de la Universidad de Buenos Aires, la economía carecía de espacios expectables de 
formación y difusión fuera de la capital. Aún en 1931, en pleno combate contra los 
efectos de la crisis durante la intervención uriburista a Córdoba, la prensa señalaba 
la incapacidad de algunos voluntariosos abogados e ingenieros que, devenidos en 
“aprendices de economistas” no habían podido llevar adelante sus proyectos de in-
jerencia estatal en los precios de los alimentos, en las condiciones laborales o en la 
regulación de los alquileres urbanos. Ese experimento corporativo de ordenación del 
mercado, la Junta Económica provincial y su correspondiente Consejo, fracasó al 
poco tiempo de iniciado2.

Como veremos, el proceso de especialización que funda a la economía como un 
ámbito particular de conocimiento sobre determinadas prácticas que son clasificadas 
como “económicas” –y las separa de aquéllas que no lo son– responde a sucesivas 
operaciones, tanto cognitivas como institucionales (Bourdieu, 2001:15; Coats, 1993), 
cuyo itinerario abordaremos aquí a partir de una serie de consideraciones. Por un 
lado, las diversas modalidades de institucionalización universitaria de la economía; 
por otro, las interrelaciones entre proyectos académicos y tradiciones intelectuales 
con o contra las cuales estos se organizan; por último, las disposiciones profesionales 
y la inserción laboral de los cultores de la ciencia económica en el Estado o en el espa-
cio del mercado (Fourcade, 2009:12-30). Por estas razones, nos interesa trazar los ejes 
principales sobre los cuales se desarrolló el espacio universitario para la economía en 
Córdoba, especialmente a través de la reconstrucción del derrotero institucional que 
este saber describió y analizando los medios de divulgación que la propia disciplina 
promocionó. En ese sentido, la centralidad que ganaron la formación de la Escuela 
de Ciencias Económicas, luego convertida en Facultad con la llegada del peronismo, 
y los debates al interior de la universidad, marcaron una serie de transformaciones 
en el desarrollo de las ciencias económicas en Córdoba, tensionadas entre un primer 
proyecto impulsado por un numeroso grupo de profesores de variada filiación po-
lítico-ideológica y la reformulación que de este alentaron los docentes universitarios 
vinculados, de manera más o menos directa, al peronismo. La edición de la Revista de 
Economía y Estadística (1939), la creación del Consejo Profesional de Ciencias Econó-
micas (1948), las vinculaciones entre los universitarios y el Banco de la Provincia de 
Córdoba, y las trayectorias sociales y académicas de algunas figuras visibilizan parte 
de ese proceso.

El heterónomo lugar de la economía en Córdoba: la Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales

El proceso de expansión de los saberes relacionados con la economía en Argentina 
comenzó en el primer cuarto del siglo XIX de la mano de la enseñanza de la econo-
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mía política. En el caso de la Universidad de Buenos Aires, Vicente López y Planes 
fue el primer titular de la cátedra de economía política. Fuertemente ligada a los 
cursos de formación en el área de Derecho, la economía política se definía como una 
ciencia social de alcance universal y, a la vez, un instrumento específico de interven-
ción política (Caravaca y Plotkin, 2009:91-92). Inicialmente, la difusión de la econo-
mía política en Córdoba se vinculó a la cátedra homónima creada en la Facultad de 
Derecho a partir de la nacionalización de la universidad. Luego de vaivenes con las 
sucesivas modificaciones en los planes de estudio de la carrera de abogacía a lo largo 
de la segunda mitad del siglo XIX y primeros años del XX, la materia fue ubicada 
en el primer año de estudios3. Nombrado en 1896, Julio Deheza4 fue el principal 
representante de la economía política en la Facultad de Derecho, al menos, hasta 
19185. Entre los ejes principales de su atención, la deuda pública fue uno de los más 
privilegiados.

El cambio en la correlación de fuerzas que produjo el movimiento reformista 
en la universidad, llevó a que un importante sector de los dirigentes de la Facultad 
de Derecho promovieran el recambio entre los docentes de aquella casa de estudios, 
siendo nombrado Lucas A. de Olmos como docente en la cátedra de economía. Per-
teneciente al radicalismo azul, miembro de una familia de abolengo y emparentado 
con Deheza, integró el gobierno radical que fuera derrocado en 1930. La principal in-
novación en los estudios sobre economía que propuso de Olmos fue la de incluir una 
unidad temática dedicada al Estado, como agente fundamental de la distribución de 
riqueza y asignación de créditos, reposicionando positivamente a las casas bancarias 
y remarcando la necesidad de que la provincia contara con modernos instrumentos 
de información estadística6.

Al calor de las innovaciones institucionales y pedagógicas que el reformismo 
demandaba, durante el rectorado de Francisco de la Torre fueron presentadas múlti-
ples propuestas en ese sentido. La presencia entre los docentes de la Casa de Trejo de 
muchos líderes de los sucesos de 1918 alentó algunos de estos proyectos. Entre ellos, 
se registra la creación del Instituto de Ciencias Económicas, proyecto presentado por 
el propio rector. En el proyecto de ordenanza del nuevo Instituto7, se estipulaba que 
dependería de la Universidad y no de la Facultad de Derecho (Art. 1). Las secciones 
ideadas por de la Torre comprendían la de economía agraria, cuestiones industriales, 
comerciales e industriales, problemas bancarios y de finanzas, y los fenómenos inmi-
gratorios. Para todos ellos, el rector anhelaba una “…explicación y solución… con 
criterios científicos”8 por lo que un aspecto destacado de aquella iniciativa era el de-
dicado a la investigación, claramente se lo concebía como “destinado a ser el germen 
de una Facultad de Ciencias Económicas…”9. De la Torre imaginaba así un espacio 
donde, por un lado, la universidad de Córdoba pasara a cumplir el mandato que ya 
sus homólogas de Buenos Aires y del Litoral realizaban, es decir, completar los estu-
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dios iniciados en las Escuelas de Comercio, elevando el estatuto de formación al nivel 
universitario; paralelamente, el Instituto serviría de ámbito donde los estudiantes de 
Derecho e Ingeniería, pudieran desarrollar las materias afines a la economía. Por últi-
mo, afirmaba que el carácter eminentemente público de los asuntos abordados por el 
Instituto promovían el desarrollo extensionista de la universidad, rasgo fundamental 
y renovador, tal como lo habían experimentado viejas casas de altos estudios británi-
cas (Oxford, Cambridge, Nottingham y Leicester), admiradas por de la Torre10.

Luego de ser aceptado por la Comisión de Enseñanza y aprobada la ordenanza, 
el Instituto no fue puesto en vigencia de manera efectiva. Los problemas institucio-
nales que llevaron a la intervención de la universidad en 1923 y a la huelga estudiantil, 
paralizaron el proyecto. En 1925, bajo el rectorado de León S. Morra, el Consejo 
Superior aprobó la creación de nuevas cátedras, cursos e institutos. Basándose en el 
anterior proyecto de de la Torre, el Instituto de Ciencias Económicas fue nuevamente 
impulsado aunque, en esta ocasión, dependería de la Facultad de Derecho. El título 
que expediría, Licenciado en Ciencias Económicas, estaba dirigido a quienes ya con-
taran con el diploma de Contador Público y el cursado era de dos años. La opción 
por el Doctorado en Ciencias Económicas se cumplimentaba con algunos cursos ex-
tras (sociología, derecho comercial internacional e idiomas) junto con la presentación 
de una tesis inédita11. Pese al nuevo impulso recibido durante el rectorado de Morra, 
el proyecto del Instituto de Ciencias Económicas quedó inconcluso y, pese a recibir la 
aprobación del Consejo Superior, no fueron proveídos los cargos para conformarlo. 
De este modo quienes, de la misma manera que Lucas A. de Olmos, se acercaron a 
la economía lo hicieron desde su formación en Derecho, a partir de tesis doctorales 
que habían dedicado a alguna temática vinculada a la disciplina económica. Las cáte-
dras de Economía política y Finanzas Públicas en la carrera de abogacía fueron los 
espacios académicos predilectos para aquellos.

Aquel fuerte control que un sector del profesorado universitario ejercía sobre 
la institucionalización de “nuevos saberes”, como el caso de la economía, comenza-
ría a fracturarse a medida que, durante la década de 1930, un grupo de docentes de 
Derecho y de profesores de la Escuela Superior de Comercio reclamaran un espa-
cio de autonomía para la disciplina económica. La división del trabajo intelectual y 
profesional imperante había permitido una multiimplantación de doctores en De-
recho, tales como el mencionado Deheza, pero el proceso de academización de la 
economía a lo largo de los años treinta beneficiaría a quienes, aun provenientes de la 
abogacía, habían reconvertido sus apuestas universitarias en favor del nuevo saber. 
De esta manera, y pese a la ausencia de un espacio universitario diferencial para la 
economía, algunos de estos docentes universitarios constituyeron la base profesoral 
sobre la que se edificaría la Escuela de Ciencias Económicas. Renovadas condiciones 
institucionales favorecieron esas reubicaciones. Entre quienes participaron de aquel 
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Edificio de la Facultad de Ciencias Económicas, sobre Av. Valparaíso, 
Ciudad Universitaria, Córdoba.
Gentileza Prosecretaría de Comunicación Institucional.
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emprendimiento se destacan Guillermo Ahumada y Benjamín Cornejo. El primero, 
partícipe activo de los círculos reformistas de 1918, luego de un recorrido europeo 
de formación retornó a Córdoba a fines de los años veinte, ingresando en la cátedra 
de Economía Política en Derecho y, convocado por Cornejo, se desempeñó luego 
al frente del Instituto de Investigaciones Económicas de la Universidad12. Benjamín 
Cornejo13 estuvo menos relacionado con el reformismo pero compartió con Ahu-
mada su visión liberal de la economía. Graduado de abogado en 1928, se incorporó a 
la misma cátedra que Ahumada desde 1930 y fue quien con mayor énfasis apoyó una 
institucionalización de los estudios económicos universitarios y su articulación con la 
formación de peritos mercantiles en el nivel medio. Transformaciones en el escenario 
de la política universitaria y el surgimiento de nuevas demandas a nivel profesional 
favorecieron la concreción del proyecto de una Escuela de Ciencias Económicas.

Hacia la especialización académica de la economía: La Escuela de Ciencias 
Económicas

Como corolario de las sesiones del Primer Congreso de Contadores Públicos rea-
lizado en Buenos Aires en el año 1905, se impuso el mandato de crear un espacio 
universitario especializado para la formación y perfeccionamiento en el área de eco-
nomía. La presión del grupo de profesionales que contaban con el título de contador 
público o tenedor de libros por obtener el estatuto universitario de su práctica, a la 
vez que acceder a un reconocimiento efectivo de su condición laboral por parte del 
Estado (por ejemplo, a partir de la regulación de los honorarios), aceleró el proceso 
para la definitiva conformación de la Facultad de Ciencias Económicas en la Univer-
sidad de Buenos Aires, en 1914. Organizada a partir de un sector de docentes de la 
Facultad de Derecho y del Colegio Carlos Pellegrini, la nueva Facultad aumentaría su 
matrícula notablemente en los siguientes años14. En buena medida, este incremento 
respondería a la modificación en la legislación sobre la ordenación en el desempeño 
de la profesión en 1921, siendo los contadores los únicos habilitados legalmente para 
la teneduría de libros contables de empresas privadas y públicas, así como para par-
ticipar como peritos en materias afines ante la justicia ordinaria. Este fortalecimiento 
de la corporación de profesionales ligados a las ciencias económicas se acentuó a co-
mienzos de los años veinte con la unificación de los colegios profesionales de Conta-
dores Públicos y de Doctores en Ciencias Económicas, así como con la organización 
del Primer Congreso que reunió a ambas especialidades en 1925 (Pantaleón, 2009: 
39-40). Este crecimiento del interés por las ciencias económicas en el país continua-
ría con la fundación de la Facultad de Ciencias Económicas, Comerciales y Políticas 
dependiente de la Universidad Nacional del Litoral en el año 1919.
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Uno de los primeros antecedentes de formación profesional en el área de las 
ciencias económicas en Córdoba fue la Escuela Superior de Comercio fundada en 
1907. A diferencia de los otros colegios de nivel medio de mayor prestigio de la 
ciudad con orientación humanística y de formación pedagógica (Colegio de Monse-
rrat y Escuela Normal Alejandro Carbó), el “Jerónimo Luis de Cabrera”, como fue 
nombrada desde 1909, preparaba “tenedores de libros y peritos mercantiles”, tales las 
denominaciones de sus títulos. Desde 1913, el Estado provincial promovió el proyec-
to de crear la carrera de Contador público hecho que se concretaría un año después 
con la habilitación del título de alcance nacional que expedía la Escuela Superior 
de Comercio provincial15, única institución autorizada para la formación en ciencias 
contables hasta la creación de la Escuela de Ciencias Económicas de la Universidad.

A comienzos de los años treinta, entre quienes avalaban el proyecto de un nue-
vo espacio universitario para la economía se encontraban figuras cercanas a Cornejo, 
como Sofanor Novillo Corvalán, J. Benjamín Barros, Raúl A. Orgaz y Alfredo Povi-
ña. El acceso de Novillo Corvalán al rectorado en 1932 y su política de creación de 
institutos permitió reactualizar el antiguo anhelo de Cornejo; Barros, Orgaz y Poviña 
respaldaron esa empresa de diversificación, al tiempo que los dos últimos promocio-
naron la creación del Instituto de Filosofía. Desde fines de 1934, el proyecto de crea-
ción de la Escuela de Ciencias Económicas contaría con los mencionados sustentos 
sumados a que Cornejo accedería al vicedecanato de la Facultad de Derecho junto a 
Manuel Augusto Ferrer, como decano. Paralelamente, la Cámara de Diputados de la 
Nación llevó adelante una iniciativa fundamental para que finalmente la Universidad 
de Córdoba viabilizara el proyecto de Cornejo: desde 1935, los diplomas de contado-
res públicos solo serían válidos a nivel nacional cuando fueran emitidos por las uni-
versidades. Este cambio reorientaría de manera definitiva, según Novillo Corvalán, a 
los egresados de las escuelas comerciales hacia la Universidad.

La Escuela de Ciencias Económicas fue creada por ordenanza aprobada por el 
Honorable Consejo Superior el 12 de febrero de 1935, de manera conjunta con el 
Seminario de Economía y Finanzas y el Instituto de Publicidad Comercial.16 Entre 
los rasgos destacados por el propio rector ante el Consejo superior resaltaba que el 
plan de estudios17 de la nueva Escuela de la Universidad

[…] supera el que rige en la Escuela Superior de Comercio de la Provincia 
porque se cumple en cuatro años y no en tres [y] por el sentido más científico 
que se da a las asignaturas al procurarse que su conocimiento no se realice 
con sentido puramente práctico [sino] con mayor visión intelectual… (Novi-
llo Corvalán, 1937: 177-178).
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El estado delicado del orden mundial requería de las novedades que la cien-
cia económica podía aportar. Con el inicio de actividades en la Escuela, Benjamín 
Cornejo asumió como primer director e imprimió su línea al desarrollo inicial de la 
misma. Los fundamentos del liberalismo económico serían abordados integralmente 
por el trabajo coordinado de seminarios e institutos, complementando así la faceta de 
enseñanza en investigación tan promocionada. En este sentido, la invitación a Luis 
Roque Gondrá, mediada por Raúl Orgaz, como uno de los primeros conferencistas 
de la nueva Escuela resulta significativo en tanto la exposición del profesor de Eco-
nomía Política de la Universidad de Buenos Aires abordaría críticamente no solo los 
problemas monetarios y los ciclos económicos, sino que incluyó una especial consi-
deración sobre la creación del Banco Central de la República Argentina, proyectado 
por Raúl Prebisch (Fernández López, 2006: 9).

Un énfasis central en la acción de Cornejo como director de la Escuela de 
Ciencias Económicas fue la de su consolidación institucional y, al mismo tiempo, 
la de difundir extendidamente las actividades que se llevaban a cabo. Como forma 
de propagar la producción de las ciencias económicas en el medio académico local 
y nacional, Cornejo promovió un proyecto para la organización de una publicación 
periódica que difundiera las investigaciones llevadas adelante desde la Escuela, a la 
vez que sirviera de actualización de los principales datos de la vida económica na-
cional e internacional. Así, a comienzos de 1939 fue editado el primer número de la 
Revista de Economía y Estadística. Esta pasó a ser el órgano oficial de la Escuela, con 
la inclusión de artículos de profesores invitados y canalizando, en gran medida, las 
investigaciones propias18.

Otra de las vías para apuntalar la presencia de las ciencias económicas en la 
Universidad fue la de crear una Escuela de Comercio propia, concentrándose así 
desde el nivel medio y preuniversitario la formación especializada. En 1937, Novillo 
Corvalán y Cornejo dieron curso a un proyecto largamente demorado para la organi-
zación definitiva de la escuela comercial dependiente de la Universidad. A comienzos 
de 1938, dio inicio a sus actividades la nueva Escuela de Comercio con 125 alumnos 
inscriptos que conseguirían el título de perito mercantil19. En el anteproyecto de crea-
ción, Novillo Corvalán aseguraba que, tomando como base el plan de estudios de la 
Escuela Carlos Pellegrini de Buenos Aires, la nueva Escuela de la universidad ofrece-
ría una educación “integral” pero dirigida a la formación en disciplinas económicas 
y contables, admitiendo a los alumnos del “Jerónimo Luis de Cabrera” que desearan 
incorporarse20.

Para el nuevo proyecto de economía que imaginaba Cornejo, los preceptos li-
berales figuraban en su base: ante la “…economía dirigida de moda…” y la supuesta 
novedad que esta suponía, Cornejo recomendaba pasar revista a los numerosos fra-
casos “…del dirigismo monetario…” (Cornejo, 1945:110). Esa tradición político-
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intelectual liberal entre los universitarios cordobeses marcó en gran parte el rumbo 
de la Escuela. El diseño de la organización de seminarios fue dispuesto por Cornejo a 
través de un estudio que la propia universidad le encargó a quien era el contador de la 
Casa de Trejo, y futuro profesor en el área de ciencias económicas, Francisco Bobadi-
lla. A través de una estadía en España y Francia, Bobadilla elaboró un informe sobre 
la importancia de la dimensión práctica de la enseñanza y de la fuerte inversión en 
investigación aplicada21. Parcialmente en base a este informe y como forma de reac-
tualizar las ordenanzas sancionadas a mediados de la década de los veinte, el Consejo 
Superior reglamentó el acceso al Doctorado en Ciencias Económicas, dependiente 
de la Escuela de Ciencias Económicas. Para obtener dicho diploma, los egresados de-
bían completar un “quinto curso” de asignaturas (Economía Industrial de la Nación, 
Economía agraria, Economía de los transportes, Derecho Internacional y Teoría y 
sistemas monetarios) además de la presentación de una tesis22. Para cubrir los cargos 
docentes de las diversas asignaturas que ofrecía la carrera de contador público de la 
Escuela de Ciencias Económicas, Cornejo convocó a quienes, en su mayoría, eran 
egresados con los títulos de abogado o doctores en derecho con orientación en legis-
lación comercial, laboral o administrativa23.

El desafío se presentó, principalmente, en el área de economía política donde 
la opción de incorporar docentes extranjeros comenzó a cristalizarse a través de los 
contactos motorizados por Cornejo entre sus redes internacionales. La ausencia en 
el medio cordobés de especialistas en la tarea de relevamiento estadístico y de eco-
nomistas prestigiosos motivó a establecer contactos con figuras de otras latitudes. 
El conocimiento pormenorizado de la tradición italiana en economía por parte de 
Cornejo facilitó el acceso a algunos economistas italianos que, una vez activadas las 
leyes raciales en su país, comenzaron un periplo europeo sin establecimientos fijos. 
Mario Pugliese, quien se desempeñaba como profesor en la Universidad de Trieste, 
emigró de Italia y, contactado por Cornejo, respondió positivamente ante la oferta de 
un contrato como profesor en Córdoba24. A comienzos de 1939, Pugliese se integró 
como profesor de Economía Política I y fue nombrado como director del Seminario 
de Economía y Finanzas25. El sostén financiero de la contratación de Pugliese fue cu-
bierto, en buena medida, gracias al aporte que la Rockefeller Foundation realizó para 
asegurar tres años de docencia26. De la misma forma, otros reconocidos economistas 
italianos fueron contratados para hacerse cargo de asignaturas, seminarios de investi-
gación y tareas formativas en general dentro de la Escuela de Ciencias Económicas. 
Entre ellos, Gino Arias27 y Camilo Viterbo28 se sumaron al plantel docente existente, 
incrementando la reputación de la unidad académica, no solo entre los especialistas 
en economía, sino con relación a las demás facultades existentes en la universidad. 
Los fallecimientos de Pugliese en febrero de 1940 y de Arias poco después, ambos de 
reciente llegada a Córdoba, aceleró la contratación de otro italiano, Dino Jarach, para 
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normalizar el funcionamiento del Seminario de Economía y Finanzas, eventualmente 
a cargo del jefe de trabajos prácticos, Hugo de la Rosa Igarzábal.

La relación entre las asociaciones profesionales de los especialistas en ciencias 
económicas y el espacio de formación académico fueron fluidas y la comunión de 
intereses no se sostuvo solo en el reconocimiento universitario que finalmente las 
disciplinas económicas obtendrían, sino en la legitimidad que los cultores de estas 
últimas ostentaban ante el resto de la sociedad. En el discurso dirigido a los egresa-
dos de la Escuela de Ciencias Económicas de 1945, Cornejo agradecía al Colegio de 
Contadores Públicos de la provincia el apoyo institucional para la estabilización de 
la carrera de contador que ofrecía la universidad, a la vez que reconocía en la nueva 
normativa nacional un rasgo fundamental para el fortalecimiento de la corporación y 
el éxito de sus alcances con relación a su inserción en la burocracia estatal29. Esta eva-
luación en 1945 había sido oportunamente construida en años anteriores. Tal es así 
que en 1942, la Escuela de Ciencias Económicas, atendiendo al reclamo de la corpo-
ración de contadores públicos, decidió encarar la modificación del plan de estudios. 
A instancias de Cornejo y del entonces rector, Ing. Rodolfo Martínez, una comisión 
ad hoc sugirió la incorporación de la cátedra de Contabilidad General al nuevo plan, 
tal como lo habían realizado en las universidades de Buenos Aires y del Litoral, y la 
inclusión de un gabinete de práctica contable y administrativa30.

Luego de una década de inaugurada la Escuela de Ciencias Económicas, y en 
un escenario de problemas políticos y económicos derivados de la guerra mundial, 
para Cornejo los profesionales de la economía habían logrado, aunque no de manera 
definitiva, el reconocimiento social de su saber y de la importancia fundamental que 
adquiere el dominio de ese expertise en aquel mundo de posguerra: “Esta parece ser 
la hora de los economistas. El público, el gran público comprende al fin… que los 
problemas económicos son… difíciles de resolver… El gobierno de hoy y del futu-
ro se orienta en el sentido de ser preferentemente un gobierno económico…”. El 
lugar de privilegio reservado para ese nuevo tipo de experto era, en su expectativa, 
crucial. Es que las categorías con las que Cornejo clasificará los debates de orden 
económico se vinculaban al mapa ideológico abierto con el fin de la guerra mundial: 
“…el problema del intervencionismo y del laisser-faire, que es casi como plantear en 
el campo político el problema siempre actual de la opresión y de la libertad…” (Cor-
nejo, 1945:117).

“Ni capitalista, ni colectivista”: la Facultad de Ciencias Económicas durante el 
peronismo

El proyecto de institucionalización llevado adelante por Cornejo encontró, al mismo 
tiempo, su límite y su definitiva proyección con el triunfo del peronismo. Es que la 
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Edificio de la Facultad de Ciencias Económicas, sobre Av. Valparaíso, 
Ciudad Universitaria, Córdoba.
Gentileza Prosecretaría de Comunicación Institucional.
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intervención dirigida por Felipe S. Pérez en la Universidad de Córdoba motivó el 
alejamiento de un gran número de los promotores de la Escuela de Ciencias Econó-
micas y de quienes dirigían el Instituto de Economía y Finanzas. Benjamín Cornejo y 
Guillermo Ahumada fueron exonerados y separados de sus cargos. Sin embargo, no 
todos los docentes debieron alejarse de la universidad: como ocurriera en la mayoría 
de las universidades nacionales, el alejamiento de los profesores titulares permitió 
el ascenso de quienes se desempeñaban como adjuntos o ayudantes. Paralelamente, 
entre los primeros decretos del interventor Pérez se encontró el de creación de la 
Facultad de Ciencias Económicas, el 23 de octubre de 1946. Este emprendimiento 
representaba un demorado anhelo de un sector de profesores que conseguiría reunir, 
con la llegada del peronismo, los recursos necesarios para concretarlo finalmente. 
Con anterioridad, cuando la Asamblea Universitaria declaró electo a León S. Morra 
para el cargo de rector en abril de 1946, como reemplazo ante la renuncia de Rodolfo 
Martínez, el nuevo rector declaraba que su prioridad sería “… la reforma del Régi-
men de Enseñanza y promoción proyectado conjuntamente con la creación de la 
Facultad de Ciencias Económicas”.31 Pocos meses después, la intervención peronista 
concretaba aquel dilatado proyecto.

La jerarquía al rango universitario que conseguiría la economía en Córdoba pro-
vino del proyecto del Poder Ejecutivo peronista que economistas liberales y refor-
mistas rechazaban de plano. La facultarización definitiva de las ciencias económicas 
se produjo conjuntamente con el ascenso de un sector de profesores que hasta ese 
momento había permanecido relegado32. Entre ellos, la docente titular de Economía 
Política en la Facultad de Derecho, Elisa Ferreyra Videla, fue designada interventora 
en la Facultad de Ciencias Económicas (Yanzi Ferreira, 2010). El largo proceso de 
regularización de las cátedras iniciado con la intervención en 1947 significó, paralela-
mente, la interrupción de la edición de la Revista de Economía y Estadística en 1946 hasta 
el relanzamiento de una publicación renombrada bajo el título de Revista de la Facultad 
de Ciencias Económicas, en 1948.

Normalizado el funcionamiento de la universidad tras las elecciones de 1948, el 
nuevo rector José Miguel Urrutia dispuso la elección del decano en Ciencias Econó-
micas siendo designado Carlos V. Berardo, estudiante de derecho cercano inicialmen-
te a los grupos del nacionalismo católico liderado por Luis Martínez Villada y Nimio 
de Anquín. Ambos habían concentrado en un grupo de jóvenes gran parte de su 
apuesta contra los núcleos reformistas de la universidad. Aquel círculo de jóvenes na-
cionalistas vinculados al Instituto Santo Tomás de Aquino y a la revista Arx, integró 
a hijos de familias católicas de la elite cordobesa que, con la llegada del peronismo, 
vieron ampliadas sus posibilidades en la vida académica.33

Egresado de la universidad con los títulos de abogado y contador público, Be-
rardo participó en la conformación del espacio peronista en la universidad, siendo de-
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signado consiliario docente. El grupo de profesores que se incorporaron de la mano 
de Berardo a la Facultad de Ciencias Económicas provenía, en su mayoría, de las filas 
del mismo tradicionalismo católico. Clemente Villada Achával, vicedecano, y Jaime 
N. Mosquera, docente y director del Instituto de Administración y Contabilidad, fue-
ron algunas figuras de ese sector. Berardo, fundador de la Asociación Justicialista de 
Profesionales en Ciencias Económicas y primer presidente del Consejo Profesional 
de Ciencias Económicas de Córdoba, devino en uno de los máximos representantes 
de la Confederación General Universitaria local hasta la caída del peronismo.

El Consejo Provincial de Ciencias Económicas (CPCE) de Córdoba obtuvo su 
reglamentación a partir de 1949. Luego de entrar en vigencia el Decreto 5103/4534 
que reglamentaba los alcances profesionales de los egresados en ciencias económicas 
de todo el país, la organización del CPCE de Córdoba tomaría forma en 194835 con 
la constitución del primer Consejo Directivo de la institución. Las expectativas de re-
gular el ejercicio de la profesión a partir de “cánones legales” permitió el rápido forta-
lecimiento del Consejo y la consolidación del “espíritu de cuerpo” de los contadores 
y economistas en la provincia, habilitando espacios de capacitación y formación en el 
área y, al mismo tiempo, reconociendo las nuevas ofertas académicas disponibles (tí-
tulos universitarios o terciarios no universitarios). La activa participación de Berardo 
fue de importancia en el éxito del Consejo.36

La definición sobre qué era parte y qué no de “la economía”, de su práctica 
legitimada por el Estado y quiénes eran las instituciones “aceptables” para la for-
mación de estos expertos fueron atribuciones que el CPCE adoptó como propias. 
Y este accionar de la corporación no dejó a Berardo sin proseguir sus apuestas en 
la política partidaria ni universitaria. Aun el 8 de julio de 1955, en plena crisis del 
gobierno a nivel nacional y también provincial, Carlos V. Berardo, en ese momento 
profesor titular de la Facultad de Ciencias Económicas, era invitado por la Escuela 
Superior Peronista de Córdoba para dar una conferencia sobre el estado de situación 
económica del país.37

La crisis del consenso liberal, tanto en la política como en la economía, reunió 
a buena parte de los nuevos agentes universitarios con aquellos que, de paso por las 
aulas desde la década del treinta, alzaban su voz contra el reformismo38. La disidencia 
que suponía la crítica feroz de los universitarios peronistas a la tradición liberal se pre-
sentó, inicialmente, a favor de la “nueva economía social… en lucha con la economía 
clásica…” (Pérez, 1946: 139). Años después, en los mismos términos que Pérez, el 
rector Horacio Ahumada diferenciaba en 1953 al modelo de política económica del 
peronismo de aquellos “Estados tipo capitalista y la de los Estados colectivistas…” 
gracias a los Planes Quinquenales que de manera productiva alejaban a la economía 
nacional del extremo liberal o marxista (UNC, 1953b: 5).



148  Facultad de Ciencias Económicas 

Otra figura importante del proceso de desarrollo de la disciplina económica en 
Córdoba durante el peronismo fue Mario Martínez Casas. Destacado en la conso-
lidación del vínculo entre el campo académico de la economía y su inserción pro-
fesional en la estructura estatal, Martínez Casas se formó de acuerdo con el patrón 
establecido para los vástagos de aquel sector social encumbrado: socialización en 
el Colegio Nacional de Monserrat y, luego, acceso a la educación universitaria en la 
Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de Córdoba. 
Egresado como abogado a mediados de la década de 1930, frecuentó los mismos 
círculos del neotomismo que Berardo39. Profesionalmente se vinculó al importante 
estudio de abogados Martínez Crespo, dirigido por Carlos Ernesto Deheza, profesor 
de Derecho Romano en la Facultad de Derecho, cátedra a la que se sumaría luego 
el propio Martínez Casas. Este se transformó durante el peronismo en un referente 
provincial y nacional en el ámbito bancario. La combinación de su formación jurídica 
especializada en el sector financiero, los créditos acumulados durante su derrotero 
en el foro y su amplia red de contactos lo ubicaron como una figura expectable para 
ser nombrado presidente del Banco de la Provincia de Córdoba e inclusive ocupar el 
máximo cargo en el Banco de la Nación durante el peronismo, a la vez que ser electo 
constituyente para la reforma constitucional de 1949.

Del mismo modo que en el resto de la Universidad de Córdoba, en Ciencias 
Económicas se registró un recambio de figuras en el cuerpo profesoral pese a que 
otros continuaron en sus cargos, al menos un tiempo. Tales los casos de los directores 
de los institutos de Economía y Finanzas y de Estadística, Dino Jarach y José Yocca, 
quienes en 1948 aún permanecían en sus cargos. Otros docentes ingresaron con la 
administración peronista de la Universidad, como Manuel Alberto Peñaloza a cargo 
del Instituto de Economía y Técnica Publicitaria. Asimismo, con la reforma del plan 
de estudios aprobada en 1948, que afirma la extensión de la carrera de Contador 
Público a cinco años de duración, se estableció que algunas de las asignaturas fueran 
reubicadas en diferentes cursos o recibieran otra denominación40.

Sin embargo, las discontinuidades más marcadas tal vez se asocien con el dis-
curso antiliberal que sostuvieron quienes se filiaban con el peronismo, vinculados 
como señalamos a sectores católicos. Entre los profesores de la Facultad nombrados 
durante el peronismo se contaban los ya mencionados Villada Achával y Mosquera 
y, luego de 1949, Félix León41, José Inaudi, Luis Rodolfo Frías, Enrique Martínez 
Luque, Lucas I. de Olmos, Modesto Martín, Carlos J. Portela42, Bernardo A. Bas y 
Oscar E. Cocca.

Pese al apoyo recibido desde el Poder Ejecutivo a la sede cordobesa de la Con-
federación Gremial Universitaria (CGU) y a sus secciones afiliadas, como la Asocia-
ción Gremial de Estudiantes de Ciencias Económicas43, ni el claustro estudiantil ni 
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el docente lograron sostener un equilibrio demasiado efímero en la Universidad de 
Córdoba, con sucesivas intervenciones al gobierno universitario.

La confrontación entre las organizaciones estudiantiles tensionó aún más las 
posiciones entre quienes reivindicaban al peronismo y quienes lo rechazaban. Tras 
la reforma de la ley universitaria en 1953 se intensificó la polarización política, for-
taleciéndose las críticas de los círculos reformistas y los ligados al catolicismo. Sin 
embargo, es importante señalar que los cambios acaecidos a nivel institucional en la 
Facultad de Ciencias Económicas, así como en toda la universidad de Córdoba, du-
rante los años del peronismo parecen haber sido menos profundos y dramáticos que 
lo usualmente aceptado. El incremento de la matrícula universitaria durante el perío-
do y la exoneración de una gran cantidad de profesores no alteraron estructuralmente 
otras dimensiones de la vida universitaria en Córdoba. El alto nivel de confrontación 
entre el gobierno y un importante sector de los intelectuales se desarrolló mientras 
buena parte de las estructuras institucionales de la universidad sufrieron pocos cam-
bios (Fiorucci y Grisendi, 2012; Fiorucci, 2011). ■
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Cuadro 1 - Nómina de docentes designados en la Escuela de Ciencias Económi-
cas en 1935

Materia Nombre del profesor

Primer año

Derecho Civil I Hipólito Montagné
Geografía Económica General Felipe A. Yofré
Derecho Comercial I Rodolfo Barraco Mármol

Historia de los Bancos y de la Moneda Emilio Baquero Lazcano
Economía Política I Emilio Baquero Lazcano
Matemáticas I José Yocca 

Segundo año

Matemáticas II José Yocca
Derecho Civil II Diógenes Ruiz
Estadística Alfredo Deheza - José Yocca
Derecho Comercial II Mauricio L. Yadarola
Finanzas Guillermo Ahumada
Economía Política II

Tercer año

Contabilidad Administrativa Arturo Juliá
Geografía Económica Nacional Benigno Portela (h)
Finanzas II Guillermo Ahumada
Legislación Fiscal, Económicas y del Trabajo Antonio Ávalos
Práctica Profesional de Contador Francisco Bobadilla

Economía y técnica bancaria Arturo R. Beckwith

Cuarto año

Sociedades Anónimas, Cooperativas, Mutuali-
dades, Seguros y economía mixta Horacio Valdés

Derecho Político y administrativo Enrique Martínez Paz (h)
Publicidad Ricardo Belisle
Política Económica Tristán E. Guevara
Historia de Doctrinas Económicas Lucas A. Olmos - Benjamín Cornejo
Instituciones de Comercio Francisco Junyent

Fuente: Elaboración propia a partir de datos en AHUNC, 1935, ASHCS, Tomo único, FS.55-63.
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Cuadro 2 - Plan de estudios de la carrera de Contador Público reestructurado 
por la Intervención (1948)

Primer año Tercer año Quinto año

Economía Política I Estadística Economía Agraria
Matemáticas I (Curso Prepa-
ratorio) Finanzas I Economía Monetaria

Introducción filosófica a la 
economía Derecho Comercial II Práctica profesional del con-

tador

Instituciones de Derecho Ci-
vil (antes Derecho Civil I y II)

Geografía Económica Na-
cional

Economía y técnica publici-
taria

Instituciones de Derecho 
Constitucional y Administra-
tivo (antes Derecho Político y 
administrativo)

Administración y Contabili-
dad II

Contabilidad Pública

Economía de los transportes

Segundo año Cuarto año Sexto Año (Doctorado en 
Ciencias Económicas)

Derecho Comercial I Finanzas II Política Económica

Matemáticas II (Introducción 
al análisis)

Derecho del Trabajo (antes 
Legislación Industrial y del 
trabajo)

Derecho Internacional Públi-
co y Privado (antes Derecho 
Internacional)

Economía Política II Matemática Financiera y ac-
tuarial (antes matemáticas II)

Economía Industrial Argen-
tina y de la región (antes Eco-
nomía Industrial de la región) 

Geografía Económica Gene-
ral

Economía y Técnica Banca-
ria Teoría del Estado

Administración y Contabili-
dad I (antes Administración y 
Contabilidad General)

Sociedades Anónimas, Coo-
perativas, Mutualidades y se-
guros.

Historia Económica y social 
(antes historia económica)

Historia de las doctrinas Eco-
nómicas

Fuente: Elaboración propia a partir de datos en AFCE, 1948, NR, tomo único.

Notas

1 Sobre los cambios en las políticas sociales en Córdoba a lo largo de la década de los treinta véase 
Philp, 1999:83-97 y Ortíz Bergia, 2009. Ofelia Pianetto (2010:217) señala la escasa incidencia de las 
políticas económicas nacionales en la estructura productiva provincial.

2 La Voz del Interior, 23 de marzo de 1931 citado en Vera de Flachs, M. C. y Riquelme de Lobos, N., 1984.

3 Tras la crisis de 1890, se dispusieron modificaciones sustanciales en los contenidos de la asignatura 
de economía política. Ponciano Vivanco y Juan Mamerto Garro, titulares entre 1891 y 1894, sumaron al 
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temario ya existente (economía y moral, política, métodos de la economía política, conceptos básicos 
como salario, valor, crédito, moneda o división del trabajo) las unidades referidas al sistema bancario, 
formas de monopolio, librecambio y proteccionismo y sobre los problemas de la sobreproducción y el 
mercado (Yanzi Ferreira, s/d:891).

4 Julio Deheza González había nacido en Córdoba, el 29 de octubre de 1854. Perteneciente a una fa-
milia de la elite cordobesa, se destacó como integrante de círculos de sociabilidad católica y dirigente 
de numerosas asociaciones. Fue rector de la Universidad de Córdoba entre 1907 y 1918. Al igual que 
otra figura del catolicismo cordobés, como Ezequiel Morcillo quien fuera profesor de Finanzas de la 
Facultad de Derecho, el perfil generalista de la enseñanza de Deheza en Economía política, indica la 
baja densidad de los estudios específicos sobre economía y su subsidiariedad respecto de las ciencias 
jurídicas y otros intereses en juego. Deheza fundó, en 1902, el estudio de abogados Martínez Crespo, 
especializado en derecho comercial y societario y dedicado al asesoramiento de entidades públicas y 
privadas en cuestiones bancarias.

5 Pese a ser reemplazado al frente de la cátedra de economía política en la Facultad de Derecho, Dehe-
za fue de los pocos intelectuales cordobeses que mantuvo un diálogo con el grupo reunido en torno 
a la Revista de Economía Argentina dirigida por Alejandro Bunge durante la década de 1920, solo con 
excepción de Juan F. Cafferata y Ramón J. Cárcano (Bacolla, 2010:188-191).

6 Paralelamente a este progresivo avance de la economía en la universidad, un grupo de economistas 
(entre los que se incluía Raúl Prebisch) y profesionales de la estadística de la Dirección General de Es-
tadística de la Nación, organizaron en 1925 la Primera Conferencia Nacional de Estadística en Córdoba.

7 AHUNC, 1890-1923, LCOAD, Tomo único, Fs. 232-233.

8 AHUNC, 1921-1923, ASHCS, Tomo único, Fs. 422r-422v.

9 AHUNC, 1921-1923, ASHCS, Tomo único, Fs. 423r.

10 AHUNC, 1921-1923, ASHCS, Tomo único, Fs. 423v.

11 AHUNC, 1923-1932, Decretos del HCS, libro 25. Allí se mencionan las creaciones de cátedras de idio-
mas (francés, italiano, alemán, latín y griego), cátedra de ciencias de la educación y cursos temáticos 
(fs. 99-100). 

12 El Instituto de Investigaciones Económicas fue creado en base a un proyecto elaborado y presen-
tado ante la dirección de la Escuela de Ciencias Económicas por uno de sus profesores, Mauricio L. 
Yadarola, en julio de 1942. AHUNC, CR, Libro 192, fs. 170-175. Guillermo Ahumada había egresado como 
abogado y fue compañero de ruta del reformismo cordobés a lo largo de los años veinte. Junto a 
Jorge Orgaz y Sebastián Soler, fueron reclutados por Haya de la Torre como redactores adjuntos de la 
revista reformista peruana, Claridad. Luego de participar de aquella experiencia, partió a París donde 
cursó estudios en la Sorbonne. A su regreso de su recorrido europeo, Ahumada ingresó en la Facultad 
de Derecho como profesor suplente y luego como jefe de trabajos prácticos en la cátedra en donde 
conseguiría, en 1934, acceder como adjunto: Finanzas Públicas. Sus primeras publicaciones se concen-
traron en temas impositivos y sobre empréstitos públicos. En 1927, ofrecía una mirada comparativa 
sobre el impuesto a la renta en América y Europa. Véase la entrada biográfica de Romina Otero sobre 
Guillermo Ahumada en http://culturasinteriores.ffyh.unc.edu.ar

13 Benjamín Cornejo nació en Tucumán, en junio de 1906. Egresado de la Facultad de Derecho de 
Córdoba, consiguió su título de doctor en Derecho y Ciencias Sociales seis años después con una tesis 
sobre proteccionismo y librecambio. Actuó como bibliotecario y secretario de su Facultad antes de 
acceder a la dirección de la Escuela de Ciencias Económicas.

14 Entre 1911 y 1935, año de creación de la Escuela de Ciencias Económicas en la Universidad Nacional 
de Córdoba, el número de egresados de las carreras de Contador Público se multiplicó por cuatro (de 
92 a 410 egresados), siendo la que más creció proporcionalmente en ese período seguida por las de 
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Medicina, Ingeniería y Abogacía (Pantaleón, 2004: 178).

15 De manera análoga al interés del Estado cordobés por incentivar las escuelas de estudios comercia-
les, en la provincia de Tucumán fue creada la Escuela Nacional de Comercio en 1910, la cual ofrecería 
títulos de Contadores Públicos desde 1916, fortaleciendo de manera acelerada la inserción de sus egre-
sados en la estructura estatal y comercial tucumana a lo largo de la década de 1920.

16 AHUNC, 1935, ASHCS, Tomo único, Fs. 55-63. Con posterioridad, en 1938, se sumaría el Instituto de 
Estadística, que estuvo a cargo de José Yocca, titular en la cátedra de Estadística.

17 El plan de estudios aprobado en la ordenanza de creación así como los primeros profesores desig-
nados se señalan en un cuadro al final del capítulo.

18 Inicialmente la Revista de Economía y Estadística llevaba por nombre “Revista de Economía, Es-
tadística y publicidad”, de acuerdo al proyecto que el entonces rector, Novillo Corvalán, auspiciaba. 
Posteriormente, el Instituto de Publicidad, organizó un Boletín de manera independiente de las otras 
dos secciones de la Escuela, el Seminario de Economía y Finanzas y el Instituto de Estadística. AFCE, 
NR, 1938-1939, Tomo II, Fs. 400.

19 AFCE, NR, 1938-1939, Tomo II, Fs. 305.

20 AFCE, NR, 1938-1939, Tomo II, Fs. 285.

21 AHUNC, 1936, CR, Libro 134, Fs. 340-374. Por decreto del 24 de noviembre de 1935, Francisco Bobadilla 
fue designado para la estadía europea. El informe detallado de Bobadilla señala su paso por la Escuela 
de Altos Estudios Mercantiles de La Coruña y la Central Superior de Comercio de Madrid. Por razones 
no aclaradas, no pudo asistir a la Escuela de Altos Estudios Comerciales parisina (Bobadilla, 1936).

22 Ordenanza aprobada por el H. Consejo Superior de la Universidad, el 22 de octubre de 1936 (Novillo 
Corvalán, 1937:194).

23 Ver nómina completa de docentes al final del capítulo en Cuadro 1. Luego de unos años de funcio-
namiento, la Escuela de Ciencias Económicas presentó un proyecto para regular específicamente so-
bre los títulos que debían poseer quienes fueran profesores de dicha unidad de estudios. La exigencia 
de ser egresado como contador, doctor en Economía o licenciado en ciencias económicas comenzó a 
imponerse de manera efectiva, respetando aun a quienes tuvieran el título de Doctor en Derecho, pero 
cuya tesis doctoral hubiera versado sobre temáticas afines a las enseñadas por el docente. AHUNC, 
1940, ASHCS, Libro 43, fs. 81. Sesión del 11 de septiembre de 1940.

24 AHUNC, 1939, CR, Libro 162, fs. 3. 

25 AHUNC, 1939, CR, Libro 162, fs. 31-32. El contrato que uniría a Pugliese con la Universidad fue apro-
bado por el H. Consejo Superior en sesión del 8 de febrero de 1939.

26 AHUNC, 1939, CR, Libro 162, fs. 570-573. Contaduría de la Universidad informa al rectorado sobre el 
aporte monetario de la Rockefeller Foundation para financiar el contrato de Pugliese. Nota del 2 de 
mayo de 1939. Cfr. AHUNC, 1939, CR, Libro 164, fs. 176-178.

27 Gino Arias había sido contratado por la Universidad Nacional de Tucumán para hacerse cargo de la 
dirección del Instituto de Investigaciones Económicas, Sociales y Financieras. Julio Prebisch, rector de 
la universidad tucumana y principal promotor de la llegada de Arias, reconoció en Arias una figura de 
importancia para el Departamento de Investigaciones Regionales. Arias era titular de Economía Polí-
tica en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales y director de la Revista de Economía Política, iniciada 
en 1939. Luego del fallecimiento de Pugliese, Arias es contratado en marzo de 1940 por la Universidad 
de Córdoba, para la cátedra que de Economía Política. AHUNC, 1940, CR, Libro 174, fs. 128.

28 AHUNC, 1939, CR, Libro 166, fs. 111. Viterbo, desde Buenos Aires, parte a Córdoba como profesor con-
tratado en Derecho Comercial. Nota del 9 de octubre de 1939.
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29 Desde mediados de la década de los veinte, Francisco Junyent dirigió la Revista del Colegio de Con-
tadores de Córdoba, publicación que registraba fundamentalmente la vida institucional de la corpora-
ción provincial y cuyos alcances parecen no haberse distanciado demasiado de ese objetivo.

30 AFCE, NR, 1942, Tomo I. “… Otra modificación conveniente que proyectamos, más de forma que de 
fondo, se refiere a la ubicación de los cursos de Matemáticas y de Geografía…”. Entre las nuevas asig-
naturas se contaron todas las correspondientes al quinto año de estudios (Economía industrial de la 
región, Derecho internacional, Economía agraria, economía de los transportes, economía monetaria, 
Historia económica). Legislación Industrial y del trabajo reemplazó a Legislación Fiscal, Económica y 
del trabajo en el tercer año.

31 AHUNC, 1946, ASHCS, Tomo único, Acta 7, del 16 de abril de 1946, fs. 2v-3r.

32 Ley nacional 13.014. El proyecto de ley para la creación de la Facultad de Ciencias Económicas fue 
presentado por Leonardo Obeid ante la Cámara de Diputados de la Nación en abril de 1947 y finalmen-
te sancionado el 12 de septiembre, refrendando el decreto de la intervención de Pérez. Obeid, doctor 
en Medicina por la Universidad de Córdoba, había sido electo diputado por la UCR-JR en 1946.

33 El núcleo de docentes y estudiantes universitarios que lideraban Martínez Villada y de Anquín tam-
bién era integrado por Manuel Río, Rogelio Nores Martínez, Manuel Augusto Ferrer, Alberto Díaz Bia-
let, Carlos J. Caballero y el propio Berardo (Vera de Flachs, 1999:59).

34 El DPEN 5103/45 fue posteriormente ratificado por la ley 12.921, sancionada por el peronismo a fines 
de 1946 sobre la regulación legal de la profesión de doctores en ciencias económicas, contadores y 
actuarios.

35 El CPCE de Córdoba fue creado por el Decreto Provincial 1676-A-49.

36 Hasta 1955, sucedieron a Berardo cinco presidentes al frente del CPCE: José A. Bidaor (Sept. 1950 
a Sept. 1951, Arturo Julia (Sept. 1951 a junio de 1952), Mario A. Cima (junio de 1952 a Sept. 1952), Pablo 
Wyler (Sept. 1952 a Sept. 1953) y Roberto Renaldi (Sept. 1953 a Sept. 1954). Es importante señalar que, 
como indicio de esa notable expansión de las ciencias económicas durante fines de la década de los 
cuarenta, se concretó en Córdoba la Tercera Asamblea Nacional de Doctores en Ciencias Económicas 
y Contadores Públicos durante octubre de 1947.

37 “La nacionalización del Banco Central puso en manos del Estado el signo de soberanía financiera 
que nunca debió haber abandonado: el de emitir moneda” proclamaba Berardo reforzando la centrali-
dad que el Estado tenía en su horizonte para el desarrollo de la “Nueva Argentina”. La creación del IAPI, 
la Flota Mercante Nacional y suspensión del patrón Oro en 1949 son otros de los rasgos de la política 
económica que destaca Berardo (1955:21-24).

38 Afirmaba Horacio Valdés, en una encuesta realizada en 1946 entre los docentes de la Casa de Trejo 
que el reformismo era la “… panacea del liberalismo universitario… neurosis transitoria que se apode-
ra del estudiante al tiempo de su ingreso…” (Valdés, 1946:147). Por otro lado, el rasgo acaso más deci-
dor del “momento peronista” de la universidad cordobesa es el de una casi permanente inestabilidad 
de su cúpula dirigente (4 rectores de los cuales solo 1 terminó su mandato y 4 interventores).

39 Jorge Martínez Casas, hermano de Mario, fue quien más cercano estuvo del grupo de de Anquín y 
participó de numerosos eventos de impugnación al régimen democrático en la universidad. Mario y 
Carlos Berardo parecen haber sido miembros periféricos y haberse involucrado más lateralmente en 
las movilizaciones de Martínez Villada.

40 Entre las principales variaciones en el plan de Estudios se destacan la inclusión de “Introducción 
filosófica a la economía” en el primer año del cursado, la división de las asignaturas de Matemáticas 
en tres cursos, la ampliación de la carga horaria en materias contables y el estatuto privilegiado de 
los asuntos laborales en la materia Derecho del Trabajo. Asimismo, el curso del doctorado en Ciencias 
Económicas mantiene una asignatura de historia del pensamiento económico y otra orientada a los 
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procesos económico-sociales. Véase el plan de Estudios reestructurado por la Intervención peronista 
en 1948. Cuadro 2 al final del texto. AFCE, 1948, NR, tomo único.

41 Por Resolución Decanal N° 171 del 1 de octubre de 1948, Félix León fue designado a cargo del Insti-
tuto de Investigaciones Económicas, en reemplazo de Guillermo Ahumada. Durante su dirección, el 
Instituto llevó adelante un importante estudio sobre el costo de la vida en Córdoba.

42 Portela junto a Pedro G. Altamira, también profesor en Ciencias Económicas, fueron asiduos cola-
boradores de la revista Hechos e ideas, en especial en los números referidos a cuestiones económicas 
tal como el Segundo Plan Quinquenal.

43 La Asociación Gremial de Estudiantes de Ciencias Económicas solicitaba en 1953 al decanato ser 
reconocida como la única entidad con personería gremial representativa del estudiantado ante la 
Facultad. El decano Jaime Mosquera aceptó el petitorio afirmando que el pedido formulado era justo 
y que además la Asociación había demostrado especial preocupación “de desterrar para siempre de 
la Universidad Argentina, a esa oligarquía excéptica [sic], voraz y egoísta, que en otrara [sic] época 
cerrara las puertas de la misma, a los hijos del pueblo […]”; a lo que se sumaba el que, a fines de 1952, 
la mencionada Asociación había organizado en Córdoba, el Primer Congreso Nacional de Estudiantes 
de Ciencias Económicas. AFCE, 1953-1954, RD, nr. 226, del 18 de marzo de 1953.





157

La Facultad de Arquitectura y Urbanismo y 
la cultura arquitectónica “moderna”. 
1948-1956

Capítulo 6

Juan Sebastián Malecki *

La situación de la arquitectura a mediados del siglo XX

La creación de la Facultad de Arquitectura y Urbanismo (FAU) de la UNC en di-
ciembre de 1954 debe ser inscripta en una serie de procesos que, en líneas gene-

rales, respondieron a los que se dieron a nivel nacional e internacional.1 Para poder 
analizar la gestación, aprobación y puesta en funcionamiento de la FAU es necesario 
considerar el periodo comprendido entre 1948 y 1956, ya que allí se concatenaron 
varias cuestiones que –por un lado– remitían a procesos de larga duración en torno 
a la consolidación disciplinar de la arquitectura y su diferenciación respecto de la in-
geniería y que, por el otro, encontró una serie de circunstancias ajenas a la disciplina 
que determinaron su concreción institucional.

En este sentido, nuestra hipótesis es que dicha periodización permite dar cuen-
ta de los diferentes procesos implicados en la creación de la FAU que, a su vez, 
transcurrieron en dos contextos claramente diferenciados –como fueron el gobierno 
peronista y el de la autodenominada Revolución Libertadora– marcando distintas 
rupturas y continuidades. Asimismo, también hay que considerar que el proyecto 
de Facultad, lejos de haber sido el resultado de un esfuerzo sistemático y sostenido 
en el tiempo, encontró un momento oportuno en una serie de circunstancias dadas 
en 1948 que le permitieron al decano de la Facultad de Ciencias Exactas Físicas y 
Naturales, Ángel T. Lo Celso, proponer y aprobar en muy poco tiempo su creación. 
Si bien enfrentó cierta resistencia en el ámbito del Consejo Superior, el apoyo del rec-
tor José Urrutia logró que el proyecto avanzara y que fuera sancionado, finalmente, 
en 1950. Posiblemente, diversos avatares burocráticos llevaron a que el decreto del 
Poder Ejecutivo Nacional (PEN) creando la Facultad no fuera aprobado hasta 1954, 

[*] Magíster en Estudios Ibéricos e Iberoamericanos por la Universidad Católica de Lovaina, Bélgica; 
Becario CONICET, Profesor Escuela de Historia, FFyH, UNC.
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comenzando sus actividades efectivas recién en 1955, pocos meses antes del golpe de 
Estado que trastornó toda la vida institucional del país, incluyendo a las universidades 
que fueron intervenidas. Con la intervención se abrió una serie de cambios que afectó 
principalmente a la planta docente y que llevó a un nuevo plan de estudios, los que 
configuraron la FAU que terminaría de consolidarse en los 60.2

Como se dijo, la situación de la arquitectura para la década del cuarenta respon-
día a un proceso que se remontaba a comienzos del siglo XIX. En efecto, a partir de 
la revolución industrial, con la incorporación del acero, el vidrio y el hormigón ar-
mado, se produjo un notable desarrollo en las técnicas constructivas que implicaron 
una profunda transformación en el “arte de construir”, en el que la ingeniería pasó a 
ocupar un lugar destacado opacando a la arquitectura que tenía una tradición mucho 
más antigua. De esta forma, durante el siglo XIX y parte del XX, la ingeniería y la 
arquitectura se disputaron los alcances e incumbencias profesionales que resultaron, 
a su vez, en una transformación de las tradiciones de enseñanza. Con sede europea 
–aunque con notables diferencias en cada país–, esta competencia tuvo dos grandes 
modelos: por un lado, las Écoles Polytechniques –que comenzaron a crearse luego de 
1794– enfatizaban el aprendizaje de los procesos técnico-constructivos que daba sus-
tento al título de ingeniero; por otro lado, las Académies, refundadas bajo Napoleón, 
continuaron enseñando la arquitectura como una rama específica de las bellas artes 
(Benevolo, 2005:21-65). A pesar de correr por detrás de la ingeniería en la incorpo-
ración de las nuevas tecnologías, esta última tradición alcanzó un notable éxito en la 
segunda mitad del siglo XIX gracias a su sistema de enseñanza, conocido como sistema 
Beaux Arts, basado en una serie de reglas de imitación y repetición de esquemas pre-
fijados (Van Zanten, 1977).

Ambas tradiciones fueron “importadas” a la Argentina tanto por los profesio-
nales que emigraron al país como por aquellos que fueron a formarse al viejo conti-
nente. De esta forma, y como lo ha señalado Jorge Francisco Liernur (2008:38 y ss.), 
en la cultura arquitectónica argentina de comienzos del siglo XX es posible reconocer 
la presencia de diferentes tradiciones nacionales, como la alemana, la francesa y la 
italiana. Sin embargo, y como el mismo Liernur propone, en Argentina la arquitectura 
tuvo una fuerte raíz politécnica, que implicó que comenzara a ser enseñada como una 
rama derivada de la ingeniería en las Facultades de Ingeniería del país, siendo la Es-
cuela de Arquitectura de la Universidad de Buenos Aires (UBA) la primera en crearse 
en 1904. Esta situación subalterna respecto de la ingeniería era reforzada en el campo 
profesional con una presencia mayoritaria de los primeros –para 1914 en Buenos 
Aires había 1.405 ingenieros contra 623 arquitectos (Liernur, 2008:38)–, cuyas asocia-
ciones profesionales tenían un mayor número de afiliados y una mejor capacidad de 
presión que la Sociedad Central de Arquitectos, fundada en 1886, que para comien-
zos de siglo todavía no llegaba al centenar de socios. Asimismo, a principios del siglo 
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se dictaron las primeras leyes que regulaban los alcances y las incumbencias profesio-
nales, favoreciendo ampliamente al título de ingeniero por sobre el de arquitecto, a 
la vez que aquellas contribuían a cerrar el campo profesional solo para los egresados 
de universidades nacionales o para los que lo revalidaran allí (Cirvini, 2004: 80 y ss).

El proceso de diferenciación y de búsqueda de autonomía disciplinar encontró 
un renovado impulso cuando, a través del golpe del 4 de junio de 1943 un grupo de 
militares nacionalistas tomó el poder, particularmente a partir de la presidencia de 
Edelmiro Julián Farrell (1944-1946) al equipararse el título de arquitecto al de inge-
niero y quedar por primera vez un arquitecto al frente de la Dirección Nacional de 
Arquitectura. En un trabajo reciente, Mark Healey ha mostrado la importancia que 
tuvo el terremoto de San Juan en enero de 1944 y los intentos posteriores de recons-
trucción de la ciudad en la proyección nacional de la figura de Juan Domingo Perón. 
Tanto Farrell como Perón se apoyaron en la corporación de arquitectos, en detrimen-
to de la de ingenieros, en busca de ayuda para su proyecto de “reconstruir la nación”, 
de la que San Juan era un laboratorio privilegiado de experimentación (Healey, 2012: 
101 y ss.). Ya bajo la presidencia de Perón el apoyo siguió, creándose la primera Fa-
cultad de Arquitectura y Urbanismo del país en la UBA en 1947. Por supuesto, dicha 
creación no respondía solo a motivaciones políticas sino que era el resultado de un 
campo profesional ya consolidado, que encontró las condiciones políticas propicias 
para completar su separación de la ingeniería.

Si la creación de Escuelas y Facultades de Arquitectura es un indicador del pro-
ceso de consolidación del campo arquitectónico, para entender los debates en torno 
a los cambios que se fueron dando en la enseñanza de la arquitectura es necesario 
remitirse a ciertas discusiones disciplinares en torno a los estilos arquitectónicos, ya 
que estas implicaban miradas divergentes en torno a cómo debía ser enseñada la mis-
ma. Pero si las distintas posturas podían diferir respecto a los estilos que adoptaban, 
todas compartían una asimilación del proceso de modernización social y cultural que 
incluía tanto las transformaciones en los modos de habitar como en los métodos de 
construcción (Ballent, 2006).3 En este sentido, la estética arquitectónica del academis-
mo ecléctico que había sido hegemónica en el cambio de siglo todavía seguía sien-
do una referencia importante, y el sistema Beaux Arts era indiscutido como método 
de enseñanza. Aun así, dos corrientes disputaban con esa tradición arquitectónica, 
aunque con diferentes argumentos y diversas implicancias para la enseñanza de la 
arquitectura. Por un lado, desde el Centenario de la Revolución de Mayo comenzó un 
proceso de revalorización del legado hispánico que se tradujo en el debate en torno 
a una “arquitectura nacional”, que recuperaba motivos y formas de la arquitectura 
ibérica y colonial. Durante los veinte, la “arquitectura neocolonial” tuvo su momento 
de consolidación, con el aporte significativo del clima de la Reforma Universitaria 
del 18 en los debates arquitectónicos, aunque no fue hasta los treinta y cuarenta 
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cuando, al compás de la crisis de los sistemas liberales, de la crisis internacional y 
del reflujo nacionalista en Argentina, alcanzó su mayor nivel de difusión y consenso 
social. Justamente durante los treinta, tanto el Estado como las clases altas y medias 
altas incorporaron el estilo “californiano” como una variable del “neocolonial”. Pos-
teriormente, el peronismo popularizó este estilo en varias obras significativas de su 
gobierno. Sin embargo, las corrientes de arquitectura neocolonial no desarrollaron 
una propuesta propia para la enseñanza de la arquitectura, combinando el ideario de 
la formación del “arquitecto-artista” con los principios del sistema Beaux-Arts (Sch-
midt, Silvestri, Rojas, 2004: 35-36).

 Por otro lado, desde los treinta comenzó la difusión de lo que se conoce como 
“arquitectura moderna”. Ya en 1929 Le Corbusier había visitado Buenos Aires, pro-
poniendo su primer bosquejo para un Plan Regulador de la ciudad. Sin embargo, 
el principal impulso vino con la constitución del Grupo Austral en la primavera de 
1939 –integrado por Antonio Bonet, Jorge Ferrari Hardoy, Juan Kurchan, Horacio 
Caminos, entre otros– que participó en las dos instancias principales de la “arquitec-
tura moderna” en Argentina: el proyecto para la Ciudad Universitaria de Tucumán y 
el Estudio para el Plan Regulador de Buenos Aires (Liernur y Pschepiurca, 2008). A 
partir de la década del cincuenta, y con el renovado empuje del “Estilo Internacional” 
emanado desde los Estados Unidos –nuevo centro de renovación de las discusiones 
arquitectónicas–, la “arquitectura moderna” se constituyó en hegemónica a nivel in-
ternacional con una propuesta pedagógica cuyo paradigma era la Bauhaus, que se 
presentaba a sí misma como opuesta a los planteos Beaux Arts, al cual terminó des-
plazando del sistema de enseñanza.

La cultura arquitectónica de Córdoba siguió los parámetros generales del con-
texto nacional, creándose la Escuela de Arquitectura en la Facultad de Ciencias Exac-
tas, Físicas y Naturales (FCEFyN) en 1924. Sin embargo, la enseñanza de la arqui-
tectura en Córdoba data de antes. Según Rolando Carranza Vaca, ya en 1879 había 
un Plan de Estudios de arquitectura –compartido con el de Ingeniero Civil–, aunque 
el primer título de arquitecto que se otorgó no fue sino hasta 1929.4 Durante esos 
cincuenta años hubo diversas propuestas de Planes de Estudio y las denominaciones 
y alcance de los títulos fueron diversos –yendo de ingeniero arquitecto a arquitecto, 
e incluyendo su supresión entre 1918 y 1923– pero siempre como subordinado a 
la carrera de Ingeniero Civil (Carranza Vaca, 1991:10 y ss.). Si bien la creación de la 
Escuela fue un paso importante en la consolidación de la arquitectura, no fue hasta el 
Plan de 1928 que se logró una estabilidad respecto a su forma de enseñanza, su cuer-
po docente y al alcance del título. Dicho Plan –modificado en 1931, 1944 y 1949 (Ca-
rranza Vaca, 1991:16)– deja ver la orientación Beaux Arts –que compartían todos los 
planes de estudio del país– y que entendía a la arquitectura como una rama del arte, 
con una fuerte presencia de materias “compositivas” derivadas del dibujo, como eran 
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“Dibujo de Ornato”, “Dibujo de figura”, “Composición decorativa”, entre otras, y 
en el que estaba totalmente ausente la problemática del urbanismo y la ciudad. Mien-
tras que los aspectos tecnológicos y constructivos eran abordados en materias como 
“Álgebra”, “Análisis matemático”, “Estabilidad de las construcciones”, “Materiales 
de construcción y ensayo”, materias compartidas con Ingeniería (ver anexo I).

A su vez, el cuerpo docente era reducido. El director de la Escuela desde 1929 
hasta 1947 fue Salvador A. Godoy –proyectista, junto a Hortal, del Palacio de Jus-
ticia de Córdoba (1927)–, a lo que podemos sumar la presencia de Johannes Kron-
fuss –figura central en el debate sobre la “arquitectura neocolonial”– en Teoría de 
la Arquitectura y Composición Arquitectónica y la de Jaime Roca en Historia de la 
Arquitectura, luego cesanteado en 1946. Entre 1947 y 1952 alcanzaron la titularidad 
de Cátedra un grupo de docentes que le dio un renovado impulso a la enseñanza de 
la arquitectura y que fue gestor de la creación de la Facultad en 1950. La mayoría de 
esos profesores fue luego desplazada por la “Revolución Libertadora” de 1955 por 
otro grupo de jóvenes arquitectos que le dio forma a la Facultad de los sesenta.

La oportunidad de un momento

Como se señala en el capítulo introductorio al periodo sobre el peronismo en este 
mismo libro, a comienzos de 1948 la Universidad Nacional de Córdoba se encontraba 
en proceso de normalización de su vida institucional de acuerdo con la ley N° 13.031, 
sancionada en 1947 (Philp, 2013). Como indicamos, fue alrededor de esta fecha que 
se consolidó el grupo de docentes que le dio impulso a la creación de la FAU. Entre 
ellos cabe destacar, sin ser exhaustivo con la lista, a Rafael Guillermo Rodríguez Bri-
zuela (1909-1985),5 recibido de arquitecto en 1937 fue profesor titular de Historia de 
la Arquitectura I desde 1948 hasta 1955, presidente de la Sociedad de Arquitectos de 
Córdoba (SAC) –delegación regional de la asociación profesional fundada en 1934– 
entre 1949 y 1951, luego intendente de Córdoba entre septiembre de 1967 y junio de 
1969, bajo la dictadura de Onganía; a Raúl Efraín Zarazaga (1913-?), recibido en 1940 
fue designado como profesor encargado de Composición Arquitectónica I en 1952 
pero venía desempeñándose como jefe de trabajos prácticos (JTP) desde 1945, con 
una importante producción arquitectónica en la ciudad junto a sus socios Rodolfo 
Ávila Guevara y Marcelo Moyano, entre la que cabe destacarse el Hipódromo del 
Jockey Club en 1939 y el edificio Ames en 1957/59. Zarazaga fue, además, presidente 
de la SAC entre 1952 y 1955; a Miguel Ceferino Revuelta (1908-?), egresado en 1934 
fue designado profesor titular de Teoría de la arquitectura II en 1947; a Eduardo 
Piero Dionisio Ciceri (1908-?), egresado en 1938 ingresó como JTP en 1947 para 
ser nombrado profesor encargado de Composición Arquitectónica III y IV en 1951 



162  Facultad de Arquitectura, Urbanismo y Diseño

y de Elementos de Arquitectura en 1953; a Nélida Azpilicueta de Cima (1909-?), 
egresada en 1937, en 1948 accedió al cargo de profesora adjunta y desde 1951 re-
vistió como Profesora Encargada de Composición Arquitectónica; a Primo Ernesto 
Arnoletto (1910-?), se recibió en 1937 para revestir como encargado de Teoría de la 
Arquitectura I desde 1947; a Marina Kitroser de Waisman (1920-1997), egresada en 
1945 fue profesora adjunta a cargo de Historia de la Arquitectura II desde 1947, si 
bien no tuvo actividad profesional esto no impidió que formara parte de la Comisión 
Directiva de la SAC entre 1951 y 1955, y se convirtió a finales de los sesenta en una 
de las principales referencias en el campo de la historia y la teoría de la arquitectura, 
particularmente con la publicación de su primer libro en 1972 La estructura histórica del 
entorno y de su vinculación con la revista Summa; a Ángel Terencio Lo Celso (1900-
1974), egresado de arquitecto en 1929 accedió como profesor titular de Arquitectura 
en 1943, su formación incluye el título de Ingeniero Geógrafo y Civil (1921 y 1923, 
respectivamente), Profesor Superior de Violín y Licenciado en Filosofía (1943).6

El 4 de mayo de 1948 se llamó a elecciones para conformar el Consejo Direc-
tivo de la FCEFyN.7 Al día siguiente, se realizó la elección del decano. El Consejo 
eligió por unanimidad a Lo Celso, que ya se venía desempeñando como encargado de 
la Facultad desde el año anterior. La terna propuesta por el rector estaba compuesta, 
además, por Francisco de Ateraga y Juan Jagsich.8

Lo Celso era una figura prestigiosa en Córdoba, con una importante producción 
arquitectónica, tanto de casas particulares –entre las que tendríamos que destacar la 
que proyectó para el rector Urrutia en 1949 en Nueva Córdoba, en estilo ecléctico 
hispanizante (hoy demolida)–, como de locales comerciales –la agencia Ford de los 
hermanos Feigin (1931), una de los mejores ejemplos de art decó en Córdoba–, ade-
más de un breve paso por la función pública en la Dirección de Arquitectura de la 
Provincia en 1940. Asimismo, tenía buenos vínculos con diversos grupos peronistas 
–como con Urrutia, de quien era amigo– y una clara afinidad con sectores católicos 
conservadores de Córdoba, que apoyaban al peronismo en ese entonces. De hecho, 
dos referentes centrales de esos grupos políticos e intelectuales, Nimio de Anquín y 
Alberto Caturelli, mantuvieron una estrecha relación con Lo Celso, probablemen-
te establecida en su paso por la carrera de Filosofía. Caturelli, en su monumental 
obra de tres volúmenes sobre la Historia de la filosofía en Córdoba, sitúa la producción 
teórica de Lo Celso dentro del desarrollo de una filosofía cristiana de corte tomista 
(Caturelli, 1993:529-538). En Euritmia de la arquitectura (1943) Lo Celso señala que la 
arquitectura es una de las ramas principales del arte que se identifica por su condi-
ción espacial. Allí también especifica que la Estética es la “ciencia de lo bello” que 
responde a “leyes naturales” (Lo Celso, 1950:30-36). Estas posiciones, reafirmadas en 
Filosofía de la arquitectura (1952), le permiten plantear una estética axiológica y norma-
tiva y a desarrollar una teoría de la arquitectura totalmente diferente de la que estaba 
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sosteniendo para el mismo momento el italiano Enrico Tedeschi en Tucumán quien 
luego, a partir de 1956, se hizo cargo en Córdoba de Teoría de la Arquitectura. Si 
bien ambos compartían la identificación entre arte y arquitectura, en Una introducción 
a la historia de la arquitectura (1951) Tedeschi proponía una rehabilitación de la historia 
para comprender los problemas del momento en la arquitectura, en consonancia con 
los debates italianos de posguerra, sobre la base de una genealogía que conectaba los 
planteos del filósofo Benedetto Croce y del historiador del arte Lionello Venturi con 
los del historiador de la arquitectura Bruno Zevi.

Durante el decanato de Lo Celso (1948-1951) no solo se presentó el primer 
proyecto para la creación de la FAU sino que también tuvo lugar otro acontecimien-
to de gran importancia tanto para la cultura arquitectónica de Córdoba como para 
el futuro desarrollo urbano de la ciudad. En junio de 1948, Lo Celso fue designado 
delegado de la Facultad para asistir al Primer Congreso de la Unión Internacional de 
Arquitectos que se desarrolló en Lausanne, Suiza.9 Al regresar, en la sesión del CD 
del 5 de octubre, Lo Celso comentó que el arquitecto Marcello Piaccentini –uno de 
los principales arquitectos del régimen fascista, director de la “Exposición Universal 
de Roma” de 1942, conocida como EUR42 (Ghirardo, 1992)– le había recomendado 
a La Padula, “hermano del Profesor de esta Facultad [César La Padula]”, como “el 
arquitecto-urbanista más destacado de Roma”, para luego agregar que “su contra-
tación representará una verdadera adquisición para la Facultad”.10 La Padula (1908-
1968) era un reconocido arquitecto que había participado en el Movimiento Italiano 
de Arquitectura Racional, cuya obra más destacada –junto a Giovanni Guerrini y 
Mario Romano– había sido el Palazzo de la Civilità Italiana para el complejo de la 
EUR42, uno de los principales símbolos del régimen de Mussolini. De este modo, 
fue contratado no solo para que dictara las cátedras de Composición Arquitectónica 
IV y V, sino también para que participara del proyecto de Ciudad Universitaria que 
estaban preparando el Rector Urrutia y Lo Celso, pero que se frustró porque los 
terrenos en los que se iba a construir fueron donados por la provincia de Córdo-
ba a la Fundación Eva Perón (Malecki y González, 2012). La incorporación de La 
Padula fue importante para el ámbito de la enseñanza proponiendo una forma de 
aproximación al diseño arquitectónico que rompía con la idea de la tradición Beaux 
Arts del modelo y la copia. Según recuerda uno de sus alumnos, les decía “ustedes 
tienen que pensar más y dibujar un poco menos” (Hobbs, 2012:13).11 Pero también 
fue relevante en el campo del urbanismo, incorporándose rápidamente como asesor 
técnico del Ministerio de Obras Públicas de la Provincia (1953-1962), ámbito en 
el que se desempeñó como director del Plan Regulador para la ciudad de Córdoba 
(1954-1958) (Bustamante, 2010).

El 29 de octubre de 1948, Lo Celso proponía transformar la Escuela de Arqui-
tectura en Facultad en base a los siguientes fundamentos: “a) La reciente ampliación 
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del plan de estudios que comprende seis cursos con más de treinta asignaturas; b) la 
necesidad de dar a sus estudios la categoría que supone el título máximo, a que tienen 
derecho los arquitectos; c) el aumento constante de su alumnado, índice claro del 
interés creciente por los estudios de esta especialización; d) que esta transformación 
permitirá confiar la dirección de sus estudios a los propios arquitectos, con lo cual 
se podrá dar a los mismos, cada día más especialización en sus diferentes aspectos, 
la amplitud y profundización que requieren; e) las Facultades de Arquitectura, son 
una realidad universal, y en nuestra América, las tienen en sus Universidades, Chile, 
Uruguay, Perú, etc.”12. Además, propuso la creación de una comisión encargada de 
redactar el proyecto, compuesta por Lo Celso, Revuelta, Arrambide, Ciceri y Primo 
E. Arnoletto.13

Lo Celso informó al HCS sobre el proyecto el 9 de noviembre,14 siendo tra-
tado por ese cuerpo en la sesión del 30 de diciembre. Allí se discutió un despacho 
de Comisión que aconsejaba devolver el expediente a la Facultad “a fin de que se 
postergue, por tiempo indeterminado y hasta que existan los fondos necesarios”, 
haciéndole saber que “no sería conveniente la creación de una nueva Facultad”. Lo 
Celso respondió calificando al despacho de “ligereza” y sosteniendo que en una reu-
nión de decanos realizada en Buenos Aires se había considerado la transformación 
de la Escuela de Arquitectura en Facultad para que estuviera de acuerdo con el plan 
de estudios que debe impartirse en la misma, agregando “que el problema actual no es 
la arquitectura sino el urbanismo, enseñanza que quizás constituya algo nuevo en nuestro 
ambiente pero que debía implantarse en forma definitiva por su gran importancia” 
(cursivas nuestras). La principal objeción al proyecto era su carácter preliminar y 
la falta de presupuesto para el mismo. En este sentido, el vicedecano de Ciencias 
Económicas, Clemente Villada Achával, le recordó a Lo Celso que el proyecto había 
venido de la Facultad “sin ninguna información ni antecedente”. A esta postura se 
sumaron el decano y el vicedecano de la Facultad de Derecho, Lisardo Novillo Sa-
ravia y Manuel Augusto Ferrer, respectivamente, manifestando además, que estaban 
en contra de crear nuevas unidades académicas porque “se debe tener lo necesario 
y bien dotado y no mucha que carezca de lo indispensable”. Sin embargo, el rector 
intervino en la discusión para sostener que debían crearse nuevas Facultades como la 
de Odontología, de Farmacia y Bioquímica y que, por tanto, apoyaba la creación de la 
FAU, proponiendo que el proyecto volviera a la Facultad para que esta lo reelaborara 
y agregara la información necesaria15 Desgraciadamente no se pudo encontrar el ex-
pediente N° 26.474, de propuesta de creación de la Facultad, por lo que es imposible 
precisar cuál fue su derrotero entre la Facultad y el rectorado.16

En mayo de 1950, Lo Celso volvió a insistir con la creación de la Facultad, 
a la que para entonces se le agregaban los proyectos de Facultades de Ingeniería 
Electromagnética e Ingeniería Aeronáutica.17 Finalmente, el tema fue tratado el 10 
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de agosto de ese año y aprobado en una ajustada votación gracias al respaldo de 
Urrutia, Ferrer, Lo Celso, Natalio Trebino –vicedecano de Ingeniería– y el consiliario 
Carlos V. Berardo –decano de Ciencias Económicas– y el rechazo de Novillo Saravia, 
Armando Bustos –vicedecano de Medicina– y Villada Achával. En la misma sesión 
se aprobó también la creación de la Facultad de Ingeniería Aeronáutica que recibió 
los votos positivos de Novillo Saravia, Ferrer, Bustos, Berardo, Lo Celso y Trebino y 
el voto negativo de Villada Achával que proponía, en cambio, una Escuela Superior 
Aeronáutica.18 Sin embargo, debido a la legislación universitaria vigente (ley 14.297), 
la creación de nuevas facultades se hacía por medio de un Decreto del PEN, el que 
fue aprobado recién el 14 de diciembre de 1954. En el mismo se invoca como fun-
damento –además de la jerarquía de los planes de estudio, de su cuerpo docente y 
de la atracción que ejercía “la arquitectura sobre la juventud”– los marcos creados a 
partir del segundo Plan Quinquenal dado por el gobierno peronista en 1952 para la 
realización de Planes Reguladores en el país (D. 21.005) que, en el caso de Córdoba, 
había comenzado a realizarse ese mismo año bajo la dirección de La Padula.

Entre la aprobación de la Facultad por parte del Consejo Superior de la UNC 
y su creación definitiva por parte del PEN pasaron cuatro años en los que se suce-
dieron algunos cambios de importancia, principalmente un nuevo plan de estudios 
en 1953. En marzo de ese año, a instancias de la Oficina de Gestiones Universitarias 
del Ministerio de Educación de la Nación, y en el marco dado por el segundo Plan 
Quinquenal, se reunieron los decanos y directores de las facultades y escuelas de 
Arquitectura del país en donde se acordó llevar a la práctica en forma efectiva “la 
unificación de los planes de estudio”, estipulando que estos tendrían un ciclo prepa-
ratorio y un ciclo de aplicación (de dos y cuatros años, respectivamente). Al observar 
la organización curricular y los contenidos mínimos que estipulaba el nuevo plan, se 
puede apreciar cierto abandono de la tradición Beaux Arts que –en base a materias 
como “Ornato” y “Dibujo de figuras”– hacía de la composición arquitectónica un 
esquema a repetir, y su reemplazo por una visión más integral de la arquitectura, que 
incluía la problemática de la ciudad y el urbanismo. El plan agrupaba, además, a las 
materias en cinco grupos: el de arquitectura y urbanismo que “constituyen el grupo 
central de disciplinas de la carrera a través del cual se imparten los conocimientos 
propios de la arquitectura”, cuyos contenidos mínimos debían ser: “el hombre y 
medio físico como factores determinantes”, “el papel social de la arquitectura”, “la 
estructura como factor arquitectónico”, “el espacio como problema arquitectónico”. 
Cabe destacar en este grupo las materias de “Urbanismo y planificación” y de “so-
ciología urbana”, aunque no hemos podido comprobar que esta última fuera efecti-
vamente dictada; el grupo de las “Plásticas”, que estipulaba que la expresión gráfica 
“es un medio y no un fin”; completaban los grupos el de las “Técnicas”, “Historia” 
y “Complementarias” (ver anexo II).19
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Organización y reorganización de la FAU: entre el peronismo y el golpe de 
Estado

Como indicamos, el decreto de creación de la FAU fue firmado el 12 de diciembre 
de 1954, por lo que la puesta en marcha de la novel Facultad recién comenzó al año 
siguiente. Este primer año de existencia se dio en un contexto de creciente inestabi-
lidad y enfrentamientos políticos que desembocaron en el golpe de Estado del 16 de 
septiembre. El proceso que se abrió inmediatamente con la “Revolución Libertado-
ra” afectó fuertemente todos los órdenes de la vida nacional, incluyendo a las univer-
sidades. Por lo tanto, no se puede entender la Facultad que se consolidó en los sesenta 
sin comprender las continuidades y rupturas que entre 1955 y 1956 se sucedieron.

Lo Celso fue el encargado de poner en marcha la estructura de la nueva Facul-
tad. Una de las primeras cuestiones era acondicionar el local en el que funcionaría, 
ubicado en avenida Vélez Sarsfield 153.20 La segunda era transferir el cuerpo docente 
y no docente que compondría la misma. En marzo se aprobó un presupuesto pro-
visorio para la FAU que contemplaba un profesor contratado, veintidós profesores 
titulares, dos directores de aula, ocho profesores adjuntos, doce jefes de trabajos 
prácticos, cinco ayudantes técnicos y tres ayudantes alumnos, sumando un total de 
cincuenta y tres cargos que se transferían, entre titulares y adjuntos alcanzaban a 
cubrir las treinta asignaturas que tenía el plan 53.21 Al mismo tiempo, se llamó a con-
curso de profesores adjuntos para cubrir las asignaturas del plan, lo que supuso un 
notable crecimiento de la planta docente, si tenemos en cuenta que se habían traspa-
sado solo ocho adjuntos (ver Anexo II). Se crearon dos comisiones asesoras para los 
concursos: una, integrada por Arrambide, Rodríguez Brizuela, Azpilicueta de Cima 
y Revuelta, para el grupo de materias de “Arquitectura”; otra, con los Ings. Alberto 
Vera, Oscar Ferraras y Calixto de la Torre, para el grupo de las “Tecnologías”.22

La nueva planta docente todavía no había terminado de consolidarse cuando 
sucedieron los acontecimientos que llevaron al derrocamiento de Perón. En un tra-
bajo reciente César Tcach ha señalado que Medardo Gallardo Valdéz, designado por 
Aramburu para suplantar a Dalmiro Videla Balaguer como interventor de la provin-
cia, siguió la misma “política de equilibro” que su predecesor, intentando alcanzar 
“fórmulas de compromiso” entre las fuerzas provinciales que habían apoyado a la 
“Revolución Libertadora”, y para ello recurrió a figuras de prestigio de cada sector. 
En ese sentido, se destaca la designación del médico Agustín Caeiro como rector de 
la Universidad, perteneciente a la Democracia Cristiana (Tcach, 2012: 36-37). A su 
vez, este designó como decano interventor de la FAU al Arq. Rodolfo Ávila Guevara 
–como señalamos, socio de Zarazaga–, quien renunció a los treinta días para ocupar 
un puesto de vocal en el Directorio del Banco Hipotecario Nacional.23 En su reem-
plazo se designó a Jaime Roca (1899-1970),24 un prestigioso arquitecto perteneciente 
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a la élite cordobesa que había sido cesanteado en noviembre de 1946 por el delegado 
interventor de la FCEFyN a raíz de su oposición en 1945, como consejero docente, 
al gobierno del presidente Farrell.25 Roca se había formado en los años veinte en la 
Universidad de Michigan, Estados Unidos, y realizado la reválida de su título de ar-
quitecto en 1939. Desde 1931 se desempeñó como profesor titular de “Historia de la 
Arquitectura” I y II, cargos en los que fue repuesto por la Revolución Libertadora.26 
La intervención se extendió hasta 1957, cuando se terminó de completar el proceso 
de “normalización” de la FAU con la conformación del Consejo Directivo y la elec-
ción, por parte del mismo, del nuevo decano, Raúl Bulgheroni.

Del decanato de Roca es necesario remarcar dos cuestiones relacionadas que 
fueron fundamentales para la Facultad que se consolidó en los sesenta y que impli-
caron un cambio importante en su funcionamiento. Por un lado, se procedió, al igual 
que en el resto de las universidades, a un proceso de “depuración” de la planta do-
cente de aquellos que estuvieran más identificados con el peronismo. Por otro lado, 
el reordenamiento de la FAU propuesto por Roca implicaba un cambio del plan de 
estudios, que fue aprobado en marzo de 1956. Ambas cuestiones están entrelazadas 
porque los motivos esgrimidos para uno y otro respondieron menos a cuestiones 
disciplinares propias que a determinaciones políticas del momento. Al respecto, es 
interesante notar que en los justificativos del proceso de reorganización de la FAU 
encarado por Roca se mezclaban cuestiones nacionales con otras puramente locales, 
temas disciplinares con políticos. Por ejemplo, en la resolución que acepta las renun-
cias presentadas por los profesores –para “facilitar esa tarea de reorganización”– se 
señala “que lo actuado por las anteriores autoridades en el breve lapso transcurrido 
desde la creación de esta Facultad hasta la fecha ha sido fruto de la improvisación, 
cuando no de arbitrariedades originadas o provocadas por el estado general de subversión do-
minante en las distintas Instituciones del país durante el régimen depuesto. Que tal 
estado de anormalidad general se vió [sic] agravada en esta Facultad en razón de que 
la misma se encontraba en un periodo formativo y sin control e interés directo de 
autoridades que atendieran exclusivamente a los ingentes problemas que tal etapa de 
organización traía aparejados” (cursivas nuestras).27

Dicha reorganización, que buscó desplazar a los docentes identificados con el 
peronismo, tuvo tres instancias diferentes. En primer lugar, como ha sido señalado 
en el capítulo introductorio a la cuarta parte de este libro, el marco general definido 
por el gobierno de la Revolución Libertadora a través de dos decretos-leyes del 7 de 
octubre de 1955. El primero, el 477/55, restablecía la vigencia de la Ley Universitaria 
1.597 –Ley Avellaneda–, por el cual las universidades recuperaban su autonomía. El 
segundo, el 478/55, declaraba a todo el personal docente en comisión y establecía 
el llamado a concursos de títulos y antecedentes para todos los cargos, aunque dis-
ponía que los interventores pudieran nombrar profesores interinos mientras se sus-
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tanciaban los concursos. Al parecer, en el caso de la FAU, en vez de proceder a una 
exoneración masiva de profesores como ocurrió en la Universidad de Buenos Aires 
(Neiburg, 1999), se consiguió que la mayoría de estos presentaran su renuncia, las que 
fueran aceptadas el 16 de diciembre (RD 93, 94, 97, 98/55). La segunda instancia, 
fue la cesantía directa de docentes apoyándose en los dos decretos-leyes e invocando 
“las adhesiones de los mismos al régimen totalitario depuesto”.28 Si bien el número 
de cesanteados directos no fue grande, sí fue significativa porque incluyó a destaca-
dos profesionales, como Lo Celso, así como aquellos que no estuvieron dispuestos a 
presentar su renuncia. Estas cesantías harían suponer que aquellas renuncias, lejos de 
ser “voluntarias”, resultaron ser la muestra del compromiso de una parte del cuerpo 
docente con los lineamientos adoptados por el decano interventor en nombre de la 
Revolución Libertadora.

La tercera instancia, siempre siguiendo los DL 477 y 478, fue la recusación o 
impugnación de las presentaciones a concurso de los docentes que eran identificados 
con “la dictadura depuesta”. Las mismas fueron hechas en todos los casos por un 
“Centro Universitario de Egresados”, del que no se ha podido encontrar documen-
tación. En una entrevista con Benjamín Elkin, estudiante en ese momento y luego 
profesor de la FAU, nos informó que dicha agrupación funcionó desde 1955 sin 
una estructura claramente definida, agrupando a egresados de distintas proceden-
cias ideológicas –radicales, reformistas, conservadores, entre otros– y que dos de sus 
miembros más activos fueron Hugo F. Taboada (consejero en el HCD de Arquitec-
tura por los egresados desde 1957 a 1960, luego Intendente de la ciudad de Córdoba 
entre 1969 y 1970 durante el gobierno de facto de Onganía) y Abel Ramírez (estu-
diante perteneciente a la Agrupación Reformista de Arquitectura, consejero por los 
estudiantes en el 57).29 Se pudieron encontrar siete impugnaciones, seis de las cuales 
fueron aceptadas y una rechazada (aludiéndose al carácter netamente técnico del car-
go ocupado por el acusado).30 A excepción de Montaño que primero fue cesanteado 
y luego se le permitió presentarse al concurso, el resto coincide casi en su totalidad 
con las exoneraciones previas, aunque en algunos casos estas resultaron suficientes 
para que los afectados no intentaran presentarse a los concursos, como en el caso 
de Lo Celso que no volvió al ámbito universitario hasta 1973, cuando se lo nombra 
profesor emérito.31

Para principios de 1956, la planta docente había sufrido importantes cambios, 
en donde podemos ver que los principales protagonistas en la creación de la FAU 
habían sido desplazados por un grupo de docentes nuevos, es decir, que había ingre-
sado por primera vez al ámbito universitario de la mano de la Intervención. Aunque 
hay que remarcar también la permanencia de figuras que iban a tener un notable pro-
tagonismo en los años siguientes, como la de Waisman, Zarazaga y Bulgheroni (que 
entró a principios del 55, véase los anexos II y III).
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Arquitectura y política en el nuevo plan de estudios

En paralelo a esos cambios, el decano interventor llevó adelante en un breve plazo 
una modificación en el plan de estudios, que se pensó como un cambio radical tan-
to respecto del pasado inmediato, en referencia al contexto político del peronismo, 
cuanto de los debates disciplinarios específicos que suponían un proceso de mayor 
duración. Es muy probable que dicho cambio haya comenzado a gestarse a partir de 
la creación de una “Junta Consultiva” a principios de noviembre de 1955 que, si bien 
primero comenzó a funcionar con carácter interino –integrada por el decano inter-
ventor, dos profesionales egresados y un alumno por cada centro de estudiantes–,32 
cobró un mayor impulso y legitimidad a partir de la RR 1299/55 por la cual el rector 
interventor propiciaba y reglamentaba estas instancias en toda la Universidad. Según 
dicha resolución, estas debían crear medios de expresión orgánica de la comunidad 
universitaria, teniendo entre sus funciones la de “asesorar en la reestructuración con-
forme los postulados de la Revolución Libertadora”, colaborando en “lo relaciona-
do con la remoción, reincorporación y designación de profesores, sobre concursos 
docentes, planes de estudio, bibliotecas, exámenes”, etc. (Art. 4).33 Al parecer, las 
Juntas Consultivas tenían una composición heterogénea, con una fuerte presencia de 
organizaciones corporativas y estudiantiles y poca representación docente, y deben 
de haberse creado como un mecanismo para legitimar las medidas que se estaban 
adoptando. La Junta de la FAU fue oficialmente constituida el 22 de diciembre, am-
pliándose su composición a un representante por los profesores interinos, uno por el 
Centro Universitario de Egresados, uno por la Asociación de Graduados, uno por la 
Sociedad Central de Arquitectos, uno por el Centro de Estudiantes de Arquitectura 
y Urbanismo (FUC) y otro por el Centro de Estudiantes de Arquitectura.34 En enero 
de 1956 se incluyó en la Junta a un representante por el Movimiento de Estudiantes 
Universitarios Humanistas,35 agrupación que respondía al grupo de radicales católi-
cos que habían sido desplazados por el sabattinismo y que seguían el ideario político 
del filósofo francés Jacques Maritain (Ferrero, 2009).

El 28 de febrero se creó una Comisión especial encargada del estudio de las 
cuestiones vinculadas a equivalencias de planes de estudio, compuesta por Dori Ma-
ría Dragone, Ernesto Schuster, Alberto Borioli, Raúl Bulgheroni y el secretario de 
la FAU Marcelo Novillo Corvalán.36 La comisión emitió un informe que el iecano 
interventor hizo suyo, dictando una RD que establecía las equivalencias entre losp-
Planes 49 y 53.37 Es muy probable que el trabajo de la Comisión especial haya servido 
para dar forma a un primer borrador del nuevo plan de estudios, el que fue sometido 
a discusión en asambleas de profesores interinos, según señala la resolución que lo 
aprueba. Las conclusiones de las mismas fueron presentadas ante la Junta Consultiva 
que dio “su más amplia aprobación”.38
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Estudiantes en el ingreso principal, FAUD, Edificio de Ciudad Universitaria.

Estudiantes de Arquitectura en actividad con docentes
FAUD, gentileza José María Ochoa.
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Ahora bien, es interesante notar que tanto en los considerandos como en los 
artículos que dan forma al plan se superponen consideraciones políticas con disci-
plinares. En este sentido, se invoca el “nuevo impulso al espíritu de progreso” de la 
Revolución Libertadora, que había estado “ahogado durante los años regresivos de la 
Dictadura”, por lo que se hacía “necesario reestructurar la orientación de la enseñan-
za dentro de los conceptos modernos y de las posibilidades, tanto nacionales como 
locales, que puedan imprimir sus propias características”. Pero así como se remitía 
al contexto político inmediato, también sentaba posición respecto de las discusiones 
disciplinares en arquitectura al rechazar explícitamente la arquitectura ecléctica del 
siglo XIX y tomar partido por la “arquitectura moderna”: “el estudiante deberá ser 
adiestrado en la compresión, manejo y representación del espacio, como un medio 
de llegar a la creación de la arquitectura contemporánea, libre de prejuicios y acade-
mismos” para aseverar que en ese momento se habían roto “los vínculos de sumisión 
con el pasado arqueológico –característica de la arquitectura del siglo XIX–”.39

El plan se estructuraba en dos ciclos: un “curso profesionalista” y un “curso 
superior de perfeccionamiento”, pensado como una instancia de posgrado con eje 
en la investigación y la práctica. El ciclo de grado, a su vez, se dividía entre un “curso 
preparatorio” –primer año– y el “curso profesionalista” –segundo a sexto año–. La 
currícula del nuevo plan no difería mucho del anterior, aunque el agrupamiento de 
materias se simplificaba a tres grandes ejes: el técnico, el cultural –agregándose las 
materias de “Introducción Filosófica” y “Estética”– y el plástico-arquitectónico.

Aquella voluntad rupturista que mencionamos más arriba debería ser relativiza-
da a la luz de una aproximación histórica. Si bien es cierto que la FAU sufrió impor-
tantes cambios entre 1955 y 1956, estos se debieron más a cuestiones políticas que 
a consideraciones disciplinares. En una perspectiva más amplia, que aquí solo pode-
mos aventurar como hipótesis, las modificaciones que se dieron en la FAU a partir 
de 1955, prolongándose durante los sesenta, vinieron a completar en el ámbito de la 
enseñanza, y no a iniciar, el proceso de transformaciones en la cultura arquitectónica 
de Córdoba que había comenzado a tomar forma hacia 1948 y de los cuales la FAU 
fue un espacio específico, más no el único. En contra del relato que construyeron los 
sectores enfrentados al peronismo que buscaron identificar a este con un freno a la 
“modernidad” y a los impulsos renovadores que se estaban dando en la cultura arqui-
tectónica internacional bajo la denominación de “arquitectura moderna”, es posible 
advertir que la introducción de varias de esas innovaciones ya habían comenzado 
a ser incorporados en diversos ámbitos, desde la enseñanza de la arquitectura a la 
consideración de la ciudad con los planes reguladores. Incluso aún, parte del grupo 
de docentes que entró en la década del cuarenta y durante el peronismo –Revuelta, 
Zarazaga, Lo Celso, La Padula– había desarrollado una arquitectura del tipo “moder-
na”, lo que permite suponer que la propuesta pedagógica de la “nueva arquitectura” 
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fue colándose, aunque no siempre de forma directa o explícita, en las propuestas de 
cambios de planes de estudio, principalmente con la inclusión de la ciudad como 
problemática propia de la arquitectura. Resulta ejemplificador de lo señalado respecto 
a la falta de una dirección unívoca entre opciones políticas y estéticas que, en el mis-
mo momento en que se aprobaba un plan que hacía explícito su compromiso con la 
“arquitectura contemporánea”, algunos de los que habían desarrollado ese estilo en 
Córdoba eran echados por la Intervención de la Revolución Libertadora por sus vin-
culación con el peronismo. Pero también hay que relativizar las “innovaciones” del 
plan 56 que no difería demasiado en su estructura curricular respecto del 53, con un 
conjunto de materias que ya habían sido incorporadas a este. En todo caso, si hubo 
una ruptura en el orden curricular, este se produjo respecto del plan 49, que era una 
versión apenas corregida del plan de 1928.

Como dijimos, el cambio de plan se vio acompañado por un cambio sustancial 
en la planta docente que entró luego del golpe de Estado. Entre las nuevas incorpora-
ciones cabe destacar la de Enrico Tedeschi que a partir de 1956 –y en base a una red 
con eje en Tucumán-Córdoba pero que aglutinaba otros centros provinciales como 
La Plata, Cuyo y Mendoza– dio un decidido impulso a la renovación en el campo de 
la teoría y la historia de la arquitectura, principalmente a través del Instituto Interuni-
versitario de Historia de la Arquitectura que tuvo su sede permanente en Córdoba 
(Malecki, 2013). Asimismo, para entonces ingresó un grupo de jóvenes arquitectos 
que tuvieron una destacada participación tanto en la renovada FAU como en el me-
dio profesional, entre los que podemos destacar a Luis Rébora, Bernardino Taranto 
y Huberto Hobbs. De esta forma, terminaba de consolidarse la FAU de los años 60 
que no iba a tener mayores modificaciones hasta los 70, cuando en otro contexto 
político cultural se viera nuevamente sacudida con el Taller Total. ■
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Anexo I Plan de Estudios de 1928, vigente en 1951

Primer año Segundo año Tercer año Cuarto año Quinto año

Arquitectura I Arquitectura II Arquitectura III Arquitectura IV Arquitectura V

Dibujo de Ornato
Teoría de la ar-
quitectura I

Teoría de la ar-
quitectura II

Historia de la ar-
quitectura II

Composición de-
corativa II

Trigonometría Dibujo de figura I
Dibujo de figu-
ra II

Composición de-
corativa I

Elementos de 
edificios

Complementos 
de Álgebra

Geometría des-
criptiva aplicada

Historia de la ar-
quitectura I

Modelado
Proyectos, direc-
ción de obras y 
valuaciones

Materiales y en-
sayos I

Geometría ana-
lítica y cálculo 
infinitesimal

Estabilidad de 
las construccio-
nes II

Construcciones 
metálicas y de 
madera

Legislación

Geometría pro-
yectiva y descrip-
tiva

Materiales y en-
sayos II

Fundaciones y 
construcciones 
de albañilería

Física (acústica, 
iluminación, ca-
lefacción, etc.)

Estabilidad de 
las construccio-
nes I

Construcciones 
de cemento ar-
mado

Fuente: Revista de la Facultad de Ciencias Exactas Físicas y Naturales, año XIV, Nº 1, enero-marzo de 
1951, pp. 33-34.

Anexo II Lista parcial del cuerpo docente hasta julio de 1955

Materias Plan 53 Titular Adjunto

Primer año- CP

Introducción a la Arquitectura
Arq. Mario Nicolás de Vedia 
(RD 26/55)

Plástica I

Arq. Julio Enrique Pinzani (RD 
6/55)

Adjunto a cargo

Arq. Juan Campos (RD 33/55)

Arq. Hebe Cleo Bazzini (RD 
27/55)

Introducción a la Construcción
Nereo Tomás de Cima (Adjun-
to en funciones de titular RD 
30/55)

Nereo Tomás de Cima (RD 
21/55)

Sistema de Representación I
Ing. Cammisa Tecco (Adjun-
to en funciones de titular RD 
30/55)

Ing. Federico Latuf (RD 21/55)

Arq. Juan Daniel Pagano (RD 
37/55)

Matemáticas I
Ing. Eduardo Torres Fothe-
ringham (RD 23/55)
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Segundo año

Elementos de Arquitectura Arq. Eduardo Ciceri (legajo) Francisco J. Lesta (RD 23/55)

Plástica II
Adjunto a cargo

Arq. Hebe Cleo Bazzini (RD 
33/55)

Teoría de la Arquitectura I
Primo Ernesto Arnoletto (Ad-
junto en funciones de titular 
RD 30/55)

Raúl Zarazaga (RD 72/55)

Sistema de representación II
Ing. Jorge Francisco Ferrera 
Borguña (RD 5/55)

Matemáticas II
Adjunto a cargo

Ing. Eduardo Torres Fothe-
ringham (RD 33/55)

Tercer año -CA

Arquitectura I
Eduardo Ciceri (RFCEFyN 1951: 
141)

Arq. José Conrado Sabasta (RD 
27/55)

Plástica III Pedro Antonio Rojo (RD 23/55)

Teoría de la Arquitectura II
Arq. Miguel Ceferino Revuelta 
(desde 1947, legajo)

Juan Campos (RD 37/55)

Historia de la Arquitectura y 
del Arte I

Arq. Rafael Rodríguez Brizuela 
(desde 1948, legajo)

Construcciones I

Construcciones e Instalaciones 
Complementarias I

Ing. Héctor Ibáñez Padilla (RD 
23/55)

Cuarto año

Arquitectura II
Arq. Miguel Arrambide (RFCE-
FyN 1951: 141)

Arq. Rogelio Luque (RD 37/55)

Plástica IV Arq. Raúl Bulgheroni (RD 27/55)

Historia de la Arquitectura y 
del Arte II

Arq. Liliano Livi (Adjunto en 
funciones de titular RD 33/55)

Arq. Liliano Livi (RD 23/55)

Construcciones II

Construcciones e Instalaciones 
Complementarias II

Ing. Luis García Montaño (RD 
21/55)

Tecnología de los materiales
Ing. Eduardo Nicanor Álvarez 
(RD 23/55)
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Quinto año

Arquitectura III
Arq. Ernesto La Padula (RFCE-
FyN 1951: 139)

Historia de la Arquitectura y 
del Arte III

Marina Kitroser de Waisman 
(Adjunta en funciones de titu-
lar RD 30/55)

Construcciones III

Sociología Urbana
Adolfo Enrique Storni (admiti-
do para el concurso de Adjun-
tos RD 11/5)

Organización de Obra
Ing, Jorge Julio Barros (adjun-
to en funciones de titular RD 
33/55)

Ing. Jorge Julio Barros

Sexto año

Arquitectura IV

Urbanismo y Planificación
Arq. Ernesto La Padula (RD 
28/55)

Mariano Nicolás de Vedia (RD 
22/55)

Legislación y Reglamentacio-
nes

Fuentes: Plan de Estudio en AFCEFyN 1953 LS HCD sesión 17/4/53, designaciones de docentes según 
RD de la FAU.

Hemos tratado de reconstruir el cuerpo docente hasta antes del golpe de Estado 
de septiembre de 1955. Nos encontramos con la dificultad de identificar la cátedra 
que ocupaban varios docentes ya que en la RD que los designa no se especificaba, 
en los casos de que hubiera más de una materia con el mismo nombre, en cual era 
designado, por lo que los indicamos a continuación: Materiales de la construcción y 
ensayos Ing. Jesús Sufé (adjunto en funciones de titular RD 30/55). Adjuntos Com-
posición Arquitectónica: Rolando Carranza Vaca (RD 21/55), Osvaldo Priotti (RD 
27/55), Eduardo Dionisio Ciceri (33/55).

Anexo III Lista parcial del cuerpo docente en 1956*

Plan 56 Titulares Adjuntos

Ciclo Preparatorio, 
1er año
Introducción filosó-
fica

Víctor Massuh (RD 86/56)
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Elementos de Arqui-
tectura

Juan Bautista Caretti (RD 
114/55 y RD 86/56)

Beatriz Karlen de Rojo (RD 86/56)

Mario L. Vercesi (RD 86/56)

Alfredo Troilo (RD 86/56)

Osvaldo Priotti** (RD 86/56)

Eduardo Díaz García (RD 86/56)

Composición del es-
pacio

Gelasio Alberto Barral (RD 
86/56)

Nicolás Emaide (RD 86/56)

Mario Carlos Rosso (RD 86/56)

Dibujo
Enrique Kaplan (RD 86/56)

Osvaldo Pedro Pons (RD 86/56)

Elementos de cons-
trucción 

Rene Barzola RD 114/55 (de-
signado en Introducción a 
la construcción, Plan 53) RD 
86/56.

Alejandro Ferreyra Astrada (RD 86/56)

Geometría descrip-
tiva

Eduardo Cammisa Tecco (RD 
86/56 y RD 114/55, designado 
en Sistema de Representación, 
Plan 53, equivalente Plan 49) 

Juan Alberto Wenly (RD 86/56)

Jorge Ferrara Buguña (RD 86/56)

Matemáticas I
Dori María Dragone (RD 114/55)

Antonio Roberto López (RD 
77/56 y RD 86/56)

Ciclo profesionalis-
ta, 2° año

Teoría de la arqui-
tectura

Emilio Carlos Morchi (RD 
114/55, designado en Teoría de 
la arquitectura II, Plan 53 y 49).

Enrico Tedeschi (RD 77/56 y RD 
86/56)

Composición arqui-
tectónica I

Nélida Aspilicieta de Cima (RD 
86/56)

Héctor Moyano (RD 86/56)

Plástica I
Edmundo Héctor Arias (RD 
114/55 y RD 86/56)

Pedro Antonio Rojo (RD 86/56)

Rogelio E. Luque (RD 86/56)

Física aplicada I
Guillermo Luis Fuchs (RD 
86/56)

Josefina Osuna (RD 86/56)

Tecnología de los 
materiales I

Juan Mario Masjoan (RD 
86/56)

Luis Rindertsma (RD 86/56)

Matemáticas II
Doria María Dragone (RD 
86/56)

Lida Lifschtz (RD 86/56)
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3° año

Historia de la Arqui-
tectura I

Jaime Roca (RD 86/56) Adriana Trecco (RD 86/56)

Composición Arqui-
tectónica II

Emilio Morchio (RD 86/56) Hugo E. Pelliza (RD 86/56)

Plástica II Raúl Bulgheroni (RD 86/56) Armando Ruiz (RD 86/56)

Construcciones I
Oscar Ferrara (RD 114/55 y RD 
86/56)

Renzo Sartori (RD 86/56)

Física aplicada II
Ernesto Constantino Carrara 
(RD 77/56 y RD 86/56)

Hylas A. Curutchet (RD 86/56)

Tecnología de los 
materiales II

4° año

Urbanismo I Ernesto La Padula (RD 114/55) José Quiroga (RD 86/56)

Historia de la arqui-
tectura II

Jaime Roca (RD 86/56) Elsa Tania Larrauri (RD 86/56)

Composición arqui-
tectónica III

Carlos Lange (RD 86/56) Manuel Augusto Revol Luque (RD 86/56)

Plástica III

Héctor Marcelo Moyano (RD 
114/55, designado en Composi-
ción Decorativa, Plan 49, equi-
valencia Plan 53)

Raúl Bulgheroni (RD 114/55, 
designado en Composición de-
corativa, Plan 49, equivalencia 
Plan 53)

Carlos A. David (RD 86/56)

Luis A. Roca (RD 86/56)

Bernardo Averboch (RD 86/56)

Construcciones II

Ernesto Schuster (RD 114/55, 
designado en Fundaciones, 
Plan 49, equivalencia Plan 53 y 
RD 86/56)

Alberto Vera (RD 114/55, desig-
nado en Construcciones Metá-
licas, de madera y hormigón, 
Plan 49, equivalencia Plan 53).

Trabajos Prelimina-
res
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5° año

Urbanismo II

Historia de la arqui-
tectura III

Enrico Tedeschi (RD 86/56 dic-
tó la materia únicamente ese 
año)

Marina Waisman (RD 128/56)

Composición arqui-
tectónica IV

Luis Armando Rébora (RD 
114/55 y RD 86/56)

Plástica IV

Carlos David (RD 114/55, desig-
nado en decoración de interio-
res, Plan 49, equivalencia del 
Plan 53)

Olga H. Lamy de Obregón (RD 86/56)

Construcciones III Fernando Vega (RD 86/56)

Organización de 
obras y leyes

Alberto Borioli (RD 114/55 y RD 
86/56)

Enrique Finocchietti (RD 86/56)

6° año

Elementos de esté-
tica
Composición arqui-
tectónica V (trabajo 
final)

Ernesto La Padula (RD 77/56 y 
RD 86/56)

Arquitectura pai-
sajística

Fuentes: RD entre diciembre de 1955 y julio de 1956.

La reconstrucción (parcial) de la planta docente no ha sido fácil, ya que entre 
las primeras y las últimas designaciones media la puesta en marcha del nuevo plan 
de estudios. Más aun, en la RD 114/55 se utiliza tanto la nomenclatura de materias 
del plan 49 como la del 53, sin explicitación del porqué. En la medida de lo posible, 
hemos intentado situar su designación en el plan 56, que entró en vigencia ese mis-
mo año. Para ello se utilizó el esquema de equivalencias entre los planes 49 y 53 (RD 
21/56), presuponiendo equivalencias entre el plan del 53 y el del 56, especificándose 
en cada caso la designación tal como aparecen en la RD 114/55. Como se verá, hay 
varias designaciones en una misma materia, lo que puede implicar una renuncia pre-
via –que no hemos encontrado– o que se abriera más de una cátedra. Faltan algunos 
nombres importantes que no han aparecido en las resoluciones consultadas. 

En negrita señalamos a los profesores que ingresaron antes del golpe de Estado.
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Notas

1 Existen algunos trabajos previos que abordan la historia de la Facultad –aunque ninguno la tome 
como objeto de análisis específico, a excepción del libro de Luis Rébora (1991) pensado en clave testi-
monial–, entre los que podemos mencionar el de de la Rúa, Rodríguez de Ortega, Amarilla de Pupich, 
1996; y el de Bustamante, 2011. Asimismo, debemos aclarar que este trabajo es una continuación y am-
pliación de un trabajo realizado en el proyecto de investigación “Modernidad y vanguardias: el debate 
sobre lo moderno en Córdoba. Aportes profesionales a la ciudad y la enseñanza de la arquitectura y el 
diseño 1940/1970”, dirigido por Juana Bustamante y financiado por SeCyT UNC (2010-2011).

2 El expediente Nº 206.266/51 del Ministerio de Educación de la Nación, que dio lugar al decreto D. 
21.005 del PEN de creación de la FAU, fue solicitado a dicho Ministerio, sin éxito hasta el momento. Por 
lo tanto, no podemos aseverar cuáles fueron las causales que demoraron en cuatro años dicha crea-
ción. El carácter preliminar y exploratorio de este trabajo nos excusan, parcialmente, de agotar todas 
las instancias de investigación que un trabajo en profundidad requerirían.

3 Tal vez el mejor ejemplo sea el referido a la casa –individual o colectiva– en donde puede verse una 
progresiva declinación del modelo de “casa chorizo” y su reemplazo por la “casa cajón” en la década 
del treinta. Según Ballent (2006), para esa década la “casa moderna”, con sus características tipológi-
cas y de provisión de infraestructura e higiene, ya estaban consolidadas.

4 Según los registros disponibles, el primer título de arquitecto fue otorgado a Ángel Lo Celso en 1929 
y a la primera arquitecta en 1937, Nélida Azpilicueta de Cima –cuyo esposo, Tomás Cima, también era 
arquitecto, recibido en ese mismo año– (FAU, 1973:1-3).

5 Las reconstrucciones biográficas son parciales e incompletas. La información con que disponemos 
es la que hemos podido extraer de los legajos personales de la FCEFyN y de la FAU, más algunas pocas 
publicaciones.

6 Agradecemos al Dr. Ángel Lo Celso, hijo, información muy útil, además de habernos proporcionado 
un CV de su padre. Hasta el momento, la publicación más importante –por no decir la única– sobre Lo 
Celso es la de de la Rúa, Rodríguez de Ortega, Amarilla de Pupich, 1996.

7 El consejo quedó compuesto de la siguiente forma: profesores titulares, Ing. Carlos A. Ninci, Mario 
Rumbo, Rosendo Gil Montero, Ambrosio Taravella, Natalio Trebino, Arq. Revuelta y el Ing. Púb. F. Aste-
larra, más los profesores adjuntos Ing. Pier V. A. Baldaccini, Alberto L. Lassere, Carlos W. Alonso y el Arq. 
Ciceri.

8 AFCEFyN 1948 LS HCD, sesiones del 4/5/48 y del 5/5/48.

9 AFCEFyN 1948 LS HCD sesión del 16/6/48.

10 AFCEFyN 1948 LS HCD sesión del 5/10/48.

11 Otros arquitectos también han destacado el aporte de La Padula en el proceso de enseñanza. Entre-
vista del autor con Bernardino Taranto, junio de 2010; entrevista del autor con Benjamín Elkin, diciem-
bre de 2011; entrevista de Patricio Mullins y Laura Araujo con Hubberto Hobbs.

12 AFCEFyN 1948 LS HCD sesión del 30/10/48.

13 AFCEFyN 1948 RD 200.

14 AHUNC 1948 LAS HCS sesión del 9/10/48.

15 AHUNC 1948 LAS HCS sesión del 30/12/48.

16 En toda la documentación oficial consultada, en ningún momento se menciona el número de ex-
pediente. El expediente es citado en el trabajo de De la Rúa, Rodríguez de Ortega, Amarilla de Pupich 
(1996: 29). El mismo fue buscado sin éxito en los Archivos de la Facultad de Ciencias Exactas Físicas y 
Naturales y en la de Arquitectura, Urbanismo y Diseño y en el Archivo Histórico de la UNC.
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17 AHUNC 1950 LAS HCS acta 9 de la sesión del 9-22-24/5/50.

18 AHUNC 1950 LAS HCS acta 18 del 9-10/10/50.

19 AFCEFyN 1953 LS HCD sesión 17/4/53.

20 AFAUDI 1955 Exp. 6525, por el que se solicita una línea de teléfono. No encontramos documentación 
sobre el traslado a su sede definitiva en Av. Vélez Sarsfield 237.

21 AFCEFyN 1955 RD 72.

22 AFAUDI 1955 RD 11.

23 AHUNC 1955 RR 1040.

24 AHUNC 1955 RR 1041.

25 AFCEFyN 1946 LRyD 1946, 6/1.

26 AHUNC 1955 RR 1017.

27 AFAUDI 1955 RD 93.

28 Los cesanteados, hasta donde ha sido posible averiguar en las resoluciones decanales y rectorales, 
fueron: Miguel Revuelta, Julio Enrique Pinzani, Mariano Nicolás de Vedia (RD 80, 81, 82/55, respectiva-
mente); García Montaño, Nereo Tomás Cima, Hebe Cleo Bazzini Barros (RD 108/55); Libera Carmignani 
de Larsson, Francisco Juan Lesta (RD 109/55); Lo Celso (RR 976/55); Miguel Arrambide (RD 64/56) y 
Rafael Rodríguez Brizuela (RR 1016/55).

29 Entrevista al Arq. Benjamín Elkin, 18 de noviembre de 2011, casa particular.

30 Las impugnaciones aceptadas fueron las de: Rafael Rodríguez Brizuela (RD 37/56), Libera Carmig-
nani de Larsson (RD 38/56), Francisco Lo Cicero (RD 39/56), Pier Baldaccini (RD 43/56), Miguel Arrambi-
de (RD 41/56), Julio Pinzani (RD 42/56), Tito Livio Racagni (RD 46/56); mientras que la rechazada fue la 
de Luis García Montaño (RD 44/56). Un caso aparte fue el de La Padula, que merecería un estudio en 
profundidad que aquí no podemos hacer por cuestiones de espacio, pero que muestra que las rela-
ciones entre política y arquitectura nunca son lineales. La Padula no solo ocupó cargos relevantes en 
el Ministerio de Obras Públicas, donde actuó como director del Plan Regulador, sino que también fue 
afiliado al Partido Peronista, elementos que no podían ser desconocido por Roca, que con su firma ha-
bía dado por concluido el expediente 2154-I-54 por el que se solicitaba al PEN una nueva contratación 
de La Padula y en donde estaba el certificado de afiliación del mismo. A pesar de ello, La Padula no fue 
ni cesanteado ni su presentación a los concursos de Titular para Composición V y Urbanismo recibió 
ningún tipo de impugnación en la FAU (AHUNC 1956 Expedientes 15702 y 15703/56) ni por parte de 
la Comisión Asesora encargada del concurso (compuesta por Alfredo Cavagna, Hilarión Hernández 
Leguía y Antonio Bonet) que consideraron que “no es de su incumbencia juzgar al aspirante desde 
el punto de vista” señalado en el DL 478 (AHUNC 1956 Exp. 15702). El asunto estalló en el Consejo 
Superior cuando los consiliarios Santiago Monserrat y Tomás Fulgueira presentaron un despacho en 
minoría para que La Padula fuera eliminado del concurso en razón de los considerandos del DL 478. 
Los dos expedientes suscitaron varios debates que no se resolvieron hasta los primeros días de enero 
de 1959, siendo finalmente anulados los dos concursos por desprolijidad en los procedimientos. Es 
importante señalar que durante todo el transcurso, la figura de La Padula contó con el apoyo explícito 
tanto de Roca como de Bulgheroni, decano de la FAU desde 1957.

31 AHUNC RR 814/73.

32 AFAUDI 1955 RD 79. No ha sido posible identificar las personas que compusieron dicha comisión, 
ya que sus nombres no figuran en las RD. Hay que recordar que hasta los 70 podían funcionar varios 
centros de estudiantes al mismo tiempo, cada uno respondiendo a su propia corriente de pensamien-
to. En este sentido, los centros “reformistas” quedaban agrupados en la Federación Universitaria de 
Córdoba (FUC), mientras que los estudiantes católicos tenían su propia federación.
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33 AHUNC 1955 RR 1299.

34 AFAUDI 1955 RD 106.

35 AFAUDI 1956 RD 1.

36 AFAUDI 1956 RD 12.

37 AFAUDI 1956 RD 21.

38 AFAUDI 1956 RD 34.

39 AFAUDI 1956 RD 34.
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Entre golpes (1955-1976). Imaginario 
reformista, aperturas y clausuras políticas 

Adela Coria*

La inestabilidad, confrontación y exclusión políticas fueron rasgos consustanciales 
de veinte años de historia nacional entre 1955 y 1976, situación que marcó deci-

sivamente a las universidades nacionales y a la de Córdoba en particular. Los aconte-
cimientos políticos disruptivos en la vida académica hicieron oscilar a la Universidad 
entre creaciones y apuestas intelectuales variadas y fortísimos clivajes institucionales, 
con huellas de exclusiones y, al mismo tiempo, la consolidación de los estudiantes y 
de los docentes como actores políticos.

Avanzado 1955, los claustros académicos y la ciudad seguían registrando los 
efectos del cimbronazo político nacional de la autodenominada “Revolución Liber-
tadora”, producida el 16 de septiembre, acontecimiento que llegará a Plaza de Mayo 
desde la misma Córdoba a derrocar el segundo gobierno del general Perón, y a abrir 
el largo período de la resistencia peronista con el líder en el exilio.

La vida universitaria se vio especialmente impactada por múltiples y contradic-
torias medidas político-académicas en la segunda mitad de los 50, que oscilaron entre 
la exclusión de sectores peronistas de los concursos docentes –en este tiempo, fuer-
temente connotados políticamente– hasta aquéllas que habilitaron la que podemos 
interpretar como la apertura de una etapa de refundación reformista de la vida acadé-
mica (Coria, 2001), con la recuperación de los principios de autonomía, cogobierno 
y libertad de cátedra, acuñados en la Reforma de 1918.

Esta nueva intervención de las universidades nacionales venía a contestar aqué-
lla del 43 que, como vimos, había implicado la exclusión de quienes se habían opues-
to a lo que caracterizaran como dogmatismo de turno. Después de las depuraciones 
iniciales, poco a poco se fue recuperando la institucionalidad universitaria reformista, 
aunque con disputas políticas de relevancia, como la confrontación conocida como 
“universidad laica o libre” en 1958, durante el gobierno de Frondizi. El golpe de On-

[*] Doctora en Ciencias con especialidad en Investigaciones Educativas. DIE-CINVESTAV-México. Profe-
sora Escuela Ciencias de la Educación, FFyH, UNC.
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ganía en 1966 vuelve a abortar las transformaciones reformistas sostenidas durante el 
corto gobierno de Illia, hasta la recuperación democrática con el triunfo de Cámpora 
en 1973, que abrió nuevos desafíos en una convulsionada vida universitaria.

Desde un esfuerzo por vincular distintos actores y niveles de análisis –políti-
co nacional, local, específicamente universitario– buscamos poner de relieve en las 
páginas que siguen ciertos hitos que permitan reconocer algunas condiciones que 
hicieron posible dejar atrás las mutuas exclusiones y pasar desde un encapsulamien-
to inicial de la actividad universitaria a la recuperación y también resignificación del 
sentido crítico de aquel movimiento reformista de 1918, admitir la conflictividad 
esencial de la vida académica en tanto lugar de despliegue de actores políticos, y 
advertir también el gesto de los universitarios de contestación ante las imposiciones 
gubernamentales.

La “Patria fusilada...”
 

1955 marcó una nueva y dolorosa ruptura del orden democrático, dejando atrás el 
proyecto y realizaciones –aun contradictorias– de “nación socialmente justa, econó-
micamente libre y políticamente soberana”. A través del protagonismo de civiles, reli-
giosos y militares del campo antiperonista, Córdoba, declarada Capital Provisional de 
la República, pasó a ser “... la heroica... cuna de la libertad... bastión de la fe... reducto 
inexpugnable de la nacionalidad”, a pesar de la declaración de los “libertadores” –
alineados tras el general Eduardo Lonardi– que auguraba que con la “Revolución 
Libertadora”, no habría “ni vencedores ni vencidos” (Tcach, 1994: 19).

El golpe cívico-militar –que comienza con el irracional bombardeo de Plaza de 
Mayo dejando un saldo de muerte incalculable– desmantelaba un modelo político 
basado en la relación directa entre líder y masas, que había legitimado a Perón con un 
amplio apoyo popular en las elecciones de 1946, replicado en 1951.

Con el desplazamiento de Lonardi y la asunción del general Pedro Eugenio 
Aramburu –oriundo de Río Cuarto–, se agudizó la represión, dictándose decretos 
como el 4161, que proscribió al peronismo, llegándose a prohibir nombrar a Juan 
Domingo Perón y a Eva Duarte, tener sus retratos o símbolos, cantar la “marcha 
peronista”; además se intervino la Confederación General del Trabajo (CGT); se 
asaltaron locales partidarios y encarceló a dirigentes representativos; se secuestraron 
los restos mortales de Eva Perón; se asesinó al general Valle al momento de su le-
vantamiento, junto con once oficiales, siete suboficiales y nueve civiles, ya avanzado 
1956 (Baschetti, 1988:19).

En ese marco, comenzó a configurarse el prolongado y también contradictorio 
período de la Resistencia Peronista con el líder en el exilio, orientándose la lucha hacia 
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el desgaste del nuevo régimen para saldar esa profunda herida –metafóricamente, “la 
Patria fusilada”– , con el objetivo de lograr el retorno del líder para la recuperación 
de la voz de las mayorías –entre un tercio y la mitad de la ciudadanía argentina– como 
bandera que dio identidad y cohesión al campo peronista (James, 1990:108-127).

El peronismo sobrevivió a la caída a través de ese vigoroso movimiento oposi-
tor (Cavarozzi, 1983:15), de resistencia popular, que se expresó fuera de la arena polí-
tica legitimada, fuera del escenario político oficial –semidemocrático por la exclusión 
que propiciaba– y que en la interpretación de Mónica Gordillo (1996:15), perduró 
adoptando diferentes formas, hasta el retorno de Perón en 1973.

A su vez, se abrió un proceso de fuertes divisiones en el seno de los principales 
partidos acerca de cómo enfrentar la cuestión peronista. La Unión Cívica Radical 
–UCR– se escindió en la Unión Cívica Radical del Pueblo –UCRP, liderada por Ri-
cardo Balbín– y la Unión Cívica Radical Intransigente –UCRI–, dirigida por Arturo 
Frondizi, electo presidente en 1958. Sin embargo los militares controlaron a partir de 
entonces a esas débiles democracias, obligándolo a renunciar en 1962. Nuevamente 
se convocaron elecciones en 1963, resultando electo Humberto Illia con el 25% de 
los sufragios, porcentaje ampliamente superado por el voto en blanco.

Un emblema, un símbolo… Avatares críticos de recuperación de la autonomía 
universitaria

En el ámbito universitario, los diferentes actores políticos rechazados durante el 
peronismo, con sus particularidades, inicialmente apoyaron a la “Libertadora” pero 
poco tiempo después de 1955 se expresaron fracturas en relación con los consensos 
iniciales, equivalentes a las observadas en el plano político-social.

Al unísono, en las universidades del país se puso el acento en que con la “Li-
bertadora” se recuperaba la autonomía universitaria y el cogobierno por efecto del 
Decreto-Ley 6403/55 del mes de diciembre, y que se reestablecía la Ley Avellaneda, 
que había regulado las Universidades Nacionales desde 1885.

Pero fue a través de ese decreto que se intervinieron las casas de estudio. En las 
siete universidades estatales que componían en 1955 el sistema universitario, se inicia-
ron desde esas intervenciones acciones político-ideológicas depuradoras, a la vez que 
se comenzaron a resolver problemas definidos como de desorganización académica, 
tal como lo caracterizara Risieri Frondizi para la UBA, rector desde diciembre de 
1957 (Pérez Lindo, 1985:129; 133).

Ese decreto 6403/55 aparentemente “progresista” para el liberalismo intelec-
tual, pues derogaba las leyes 13.031 y 14.297 del peronismo y reconocía a las uni-
versidades la capacidad para darse su estructura y funcionamiento de acuerdo con 
las finalidades que le eran propias –es decir, sinónimo de autonomía–, contenía tres 



187

artículos que irritaron la tradición reformista del movimiento estudiantil. El artículo 
3°, que sometía al Poder Ejecutivo el nombramiento de los profesores a partir de una 
terna presentada por la intervención, el artículo 32°, que imponía la discriminación 
política e ideológica contra los “totalitarios de izquierda” y el artículo 28°, que legali-
zaba las universidades privadas.

Se rompió entonces el bloque antiperonista en el movimiento estudiantil, quizá 
por su heterogeneidad constitutiva, observándose sectores de izquierda del reformis-
mo que no se sumaron a la versión “democrática” de la Junta Consultiva Nacional 
de la “Libertadora”.

La división interna se acentuó con el recrudecimiento del revanchismo antipe-
ronista. El decreto, que declaraba en comisión a todo el personal docente universita-
rio, se expresó en la expulsión de más de tres mil docentes adherentes al “régimen” 
anterior al que se declaró “tirano”, innombrable, aunque la izquierda del reformismo 
se negó a participar en la tarea de denuncia de profesores en la que aparentemente se 
vinculó a los estudiantes (Ciria, 1983).

La política asumida excluyó también a intelectuales vinculados desde el nacio-
nalismo con la izquierda, como los profesores José María Paz de la Universidad del 
Litoral, Juan José Hernández Arregui de la Universidad de La Plata (Sigal, 1991; 
Puiggrós, 2003); exclusiones por entonces valoradas como legítimas por la intelectua-
lidad liberal anteriormente rechazada. John W. Cooke, docente de la Universidad de 
Buenos Aires fue encarcelado en octubre de 1955 (Baschetti, 2007).

En la Universidad de Córdoba –primero bajo el gobierno del interventor Dr. 
Agustín Caeiro y luego del interventor Dr. Jorge A. Núñez– ya avanzado 1956, el 
Decreto-Ley 6403/55 fue altamente cuestionado por el movimiento estudiantil re-
formista. Se trató entonces de un tiempo de alta convulsión estudiantil opositora, 
como de predominio de sectores liberales laico-progresistas en las gestiones de las 
universidades (Romero, 1998:237-242). Estas autoridades, aun bajo el declarado ca-
tolicismo del ministro de Educación, Dell’Oro Maini1 –a quien el movimiento estu-
diantil reformista le exigió la renuncia, junto a todos los decanos interventores de 
la UBA– encararon la reincorporación de docentes excluidos durante el peronismo, 
nombres que para Córdoba “pertenecían a las tradicionales familias de la ciudad, y 
más específicamente, a aquella estirpe hispano-católica que se había adherido al pero-
nismo en los años iniciales de su gestación”, según analiza Tcach (1991: 235).

El modo en que se resolvió en la UNC la cuestión de los concursos docentes 
–otra clave de recuperación reformista– es particularmente revelador de la imbri-
cación entre la academia y la política, tal como puede interpretarse tomando como 
indicio de un proceso más general el caso de la Facultad de Filosofía y Humanidades, 
que en aquel 1956 cumplía diez años desde su creación (Coria, 2001).
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Las acciones vinculadas con el llamado a concurso de profesores titulares ex-
presó con crudeza la legitimación de un conjunto muy heterogéneo de profesores 
y la exclusión de otro, tampoco estrictamente homogéneo, bajo el signo de recupe-
ración democrática de la Universidad en general, que para algunos autores expresa 
un proceso de contenido “revanchista y antiperonista” (Ceballos, 1985:15) y que, 
con sus particularidades, también se observó en la sustanciación de los concursos 
universitarios en la Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad de Buenos Ai-
res, que Federico Neiburg ha caracterizado como “juicio desperonizador” (Neiburg, 
1999:62-64).

En el marco del Decreto-Ley 6403/55, que legalizaba como dijimos la discrimi-
nación política e ideológica, fueron adoptadas una serie de resoluciones orientadas 
primero a eliminar a algunos profesores de la posibilidad de inscribirse a los concur-
sos –los que eran peronistas declarados–; luego a aceptar a otros –liberales en diver-
so grado (católicos y no católicos), conservadores católicos antiperonistas, liberales 
reformistas con más o menos inclinación a la izquierda, entre los principales–; y 
finalmente designar a varios antes de su sustanciación con carácter de interinos2 para 
posibilitar el normal funcionamiento de la Universidad dada la proximidad del inicio 
del ciclo lectivo de 1956.

Se trató de un conjunto de docentes que –como también se reconoce en rela-
ción con sus pares de la UBA y como tendencia global– intentó sostener un proceso 
de modernización de las universidades que se ponían a tono con las necesidades para 
el país en respuesta a las exigencias internacionales.

Con el ingreso de estos profesores se sentaron las bases para la iniciación de un 
profundo y prolífico proceso de reorganización académica, que demandó no pocas 
revisiones en diversos planos, una vez atravesada la primera etapa de gestión que 
como hemos intentado demostrar asumió un carácter predominantemente político 
de revancha y “empate” (Romero, 1998:194) coherente con el proceso político que 
se vivió en el país.

Bajo estas condiciones, se establecieron redes de relaciones que incidieron en 
los primeros años refundacionales en los que primaron consensos generales de recu-
peración académica, y que ayudaron a construir el prestigio académico como nuevo 
interés en juego pasada la coyuntura política.

Como en el caso de la Facultad de Filosofía y Letras de la UBA (Neiburg, 
1999:64), en poco tiempo fueron predominantes en posiciones de gestión los secto-
res liberales progresistas, a quienes veremos separarse en relación con los grupos más 
conservadores al momento de adoptar posiciones de compromiso político, como el 
exigido en la lucha frontal que se abrió en 1958 a favor o en contra de la educación 
universitaria estatal o privada.
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Nuevas condiciones estructurales bajo el ideario refundacional reformista

Los años que llegaban fueron ricos, a la vez que altamente complejos, en materia de 
consolidación de las medidas políticas adoptadas en la Universidad con la interven-
ción. 

Entre mediados de 1956 y fines de 1957, un conjunto de decisiones de carácter 
regulativo modificaron sustancialmente la vida universitaria y perduraron desde en-
tonces, a pesar de los profundos cambios políticos que se plantearon diez años más 
tarde con la nueva intervención a las universidades producto del golpe de Onganía.

Las pretensiones modernizadoras –señalábamos– habían llegado a los claustros 
mediterráneos, como también se observaron en ese tiempo en la Universidad de 
Buenos Aires y en el mismo aparato científico-tecnológico nacional que generó sus 
propias instituciones como signo de apertura al desarrollo. De hecho, las variaciones 
académicas pusieron a tono a la universidad con los parámetros hegemónicos de pro-
greso y confianza en el desarrollo de la economía, la ciencia, la tecnología que, con 
matices, se expresaba como un fenómeno extendido en las universidades nacionales 
y latinoamericanas, en un contexto en que los gobiernos latinoamericanos –con el 
auspicio de organismos internacionales– situaban en el “desarrollo” la clave del pro-
greso para el mundo de posguerra (Brunner, 1987:29-66).

En 1961 se firmó la Alianza para el Progreso, asumiéndose el compromiso 
de implementar políticas de desarrollo en los países “subdesarrollados” a partir de 
ayudas financieras y tecnológicas provenientes de los países centrales, a través de los 
organismos internacionales. La inversión en el campo educativo sería clave en este 
proceso, poniéndose énfasis en las nuevas corrientes del planeamiento educativo que 
se imponían a nivel internacional, fundamentalmente en EE.UU. De la misma mane-
ra, se avanzó en la organización del sistema científico-tecnológico que venía a encua-
drar las actividades científicas dispersas. Los años 50-60 fueron ricos en fundaciones 
de esta naturaleza: la Comisión Nacional de Energía Atómica (CNEA) en 1950; el 
Instituto de Tecnología Agropecuaria (INTA) en 1956 con antecedentes en 1943; el 
Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI) en 1957; el Consejo Nacional de 
Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET) en 1958; el Consejo Nacional de 
Desarrollo –CONADE– en 1961; el Consejo Nacional de Ciencia y Técnica, ante-
cedente de la Secretaría de Ciencia y Técnica, en 1968 (Carlino, 1997; Southwell, en 
Puiggrós, 2003).

Por otra parte, con el emplazamiento de fábricas automotrices y el crecimiento 
demográfico, la ciudad de Córdoba entró a fines de la década en un camino decidido 
de modernización, que también se expresó en diversos planos de la vida colectiva 
urbana, aunque ella siguiera preservando signos de su larga tradición.



190  Parte cuarta. Introducción

Las políticas de las intervenciones rectorales se trazaron en un marco de trans-
formación de dos condiciones estructurales –el crecimiento de la matrícula estudian-
til y de la planta docente– condiciones que también tuvieron implicancias en la adop-
ción de medidas específicas en relación con el espacio disponible para el desarrollo de 
la actividad académica que se redefinió en sus nudos fundamentales. Siguiendo una 
tendencia general de la educación superior en el país (Cano, 1985), la universidad en 
su conjunto creció, aunque tras un breve lapso de decrecimiento entre 1956-1962.3 
Entonces también crecía de modo leve aunque progresivo el núcleo de profesores 
de la Universidad de Córdoba.4 Fue aproximadamente hacia 1961-1962, a posteriori 
de la sustanciación de concursos, que las dedicaciones simples se transformaron en 
dedicaciones completas o exclusivas a la universidad, generándose nuevas condicio-
nes en el sentido de configuración de la denominada por José J. Brunner “profesión 
académica” (Brunner, 1987:34-35).5

Sobre la base de esas novedosas condiciones estructurales y la reconfiguración 
del mapa de posiciones académicas, se avanzó en decisiones para la concreción del 
ideario refundacional reformista que se asumía heredero del 18, de las que destaca-
mos como símbolos en esta instancia la recuperación de la autonomía a través del 
cogobierno y los concursos universitarios, articulados en los nuevos Estatutos de la 
UNC y la construcción de la Ciudad Universitaria.

Con respecto a la concreción del cogobierno, el Decreto-Ley del Poder Ejecuti-
vo Nacional 8780/57 y una resolución emanada por el Honorable Consejo Superior 
de la Universidad Nacional de Córdoba de ese mismo año6 avalaban la constitución 
de los Consejos Universitarios y de los Consejos Directivos de las Facultades, a tra-
vés de la convocatoria a Asambleas de profesores, egresados y alumnos en el último 
semestre del año.

A su vez, en agosto de 1958 se terminaron de considerar los Estatutos de la 
UNC en la Asamblea Universitaria, dándose con esto el paso imprescindible para 
consolidar la autonomía universitaria. Desde ese momento y hasta 1966, agosto y 
septiembre pasaron a ser meses electorales en la Universidad, en los que en simulta-
neidad se elegían consiliarios estudiantiles y egresados que participaban en el Hono-
rable Consejo Superior conjuntamente con los consejeros de las facultades.7

En el plano de los concursos universitarios, se inauguraba entonces el pasaje 
del criterio estrictamente político a “la digna conducta moral y méritos científicos”.

El Estatuto establecía que la Universidad “garantizaba” el derecho de pensa-
miento y de opinión para sus miembros y la amplia libertad para la exposición de las 
ideas, que era una condición universitaria.8

Las reglas de juego estaban ya establecidas. Un criterio central fue contar con 
“título máximo universitario”, es decir, doctor,9 del que se podía prescindir cuando 
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las condiciones de la cátedra o la calidad del aspirante así lo justificaran, con los dos 
tercios de los votos de los miembros de los Consejos Directivos.

Para toda la comunidad académica fue sin dudas altamente significativa la con-
creción de un anhelo histórico, y por entonces también necesidad perentoria: la Ciu-
dad Universitaria.

Los terrenos que pasarían a conformarla pertenecían al gobierno nacional quien 
a través del Instituto de Acción Social había iniciado a fines de la década del cuarenta, 
obras para la construcción de la Ciudad Universitaria Estudiantil en la extensión de 
terrenos de la exescuela de Agricultura.

El rector interventor Jorge Núñez retomó las acciones de su antecesor, el rector 
Dr. Agustín Caeiro, orientadas a gestionar ante el presidente provisional de la Na-
ción, Gral. Pedro Eugenio Aramburu, la transferencia de esos terrenos y obras para 
el establecimiento de la Ciudad Universitaria, elevando para ello un diagnóstico10 que 
fundamentaba la solicitud: el aumento de la matrícula estudiantil y planta docente, 
ya referido; inadecuadas condiciones y distribución irracional de los edificios; dispo-
nibilidad de servicios de transporte público; la importancia del Centro Universitario 
de Córdoba para la ciudad; la relación de la zona de la exescuela de Agricultura con 
el resto de la ciudad.

El 28 de septiembre de 1957 se producía el acto de entrega de los ocho pabe-
llones de la Ciudad Universitaria Estudiantil que pasaban a ser de jurisdicción de la 
Universidad. Tanto en el discurso pronunciado entonces por el rector interventor 
Núñez 11 como en la historia que se escribirá en los 60 sobre la Ciudad Universitaria, 
hemos reconocido razones político-académicas que amplían y complejizan ese diag-
nóstico e interesa destacar.

En este acto, se expresaba como un anhelo histórico la necesidad de ampliar las 
instalaciones universitarias con un concepto orgánico y adecuado al porvenir que se 
vislumbraba por entonces, inscripto en una aspiración de “...reconstruir la universi-
dad, moral, material y científicamente”, al tiempo que se declaraba la necesidad de 
acercarse al concepto de universidades norteamericanas y europeas, que enfatizaban 
que era en las ciudades universitarias donde se crearía una “...atmósfera moral, la co-
munidad de ideales y las vinculaciones fraternales para toda la vida”.12

Durante el rectorado del reformista Jorge Orgaz13 se insistió en una lectura 
crítica en relación con las políticas del peronismo sobre el sentido y uso del lugar dis-
ponible para la actividad universitaria, que se cuestionó por su impronta asistencial, 
demagógica y carente de una visión integral como “centro de estudios y de investi-
gaciones”.14

Emulando experiencias internacionales, la existencia de una Ciudad Universita-
ria constituiría una condición de posibilidad para nuevas y más vigorosas realizacio-
nes académicas, aunque para algunos sería a su vez una forma de hacer más controla-
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bles las históricas manifestaciones del estudiantado cordobés, que desde 1918, venían 
tomando las calles de la ciudad (Crespo, 1999:185).

Al menos en los años 60 y 70, constituyó asimismo un espacio identitario clave 
en la conformación del clima académico-estudiantil que pasó a ser dominante en esa 
etapa.

Retorno de lo político: la Universidad, “laica o libre”

El año 1958 estuvo atravesado por la contienda electoral que, con el apoyo del voto 
peronista tras el acuerdo celebrado entre Frondizi –de la UCRI– y Perón, llevó al 
primero a la presidencia.

En la provincia de Córdoba resultó electo gobernador Arturo Zanichelli del 
mismo partido. Sin embargo, en el marco de control que las Fuerzas Armadas ejer-
cían sobre los gobiernos civiles, la provincia fue intervenida en 1960 por la supuesta 
amenaza de una conspiración peronista (Gordillo, 1996:23-24; Brennan, 1996:17-81), 
lo que justificó a su vez el lanzamiento del “Plan Conintes” (Plan de Conmoción 
Interna del Estado).

En ese contexto, el horizonte universitario en particular fue altamente conflic-
tivo. Y tenía sus razones. “laica o libre”15 es la disyunción que sintetiza la división de 
la civilidad y del campo universitario a partir de la Ley Domingorena que habilitó la 
educación privada con subsidio estatal para ese sector y la creación de organismos 
reguladores (Superintendencia de Enseñanza Privada, Inspección General de Ense-
ñanza Universitaria Privada).16

A dos meses de producidas las elecciones presidenciales, la FUBA saludaba la 
asunción de Frondizi por el retorno de los poderes constitucionales y la existencia de 
un régimen de libertades democráticas como un camino para la acción constructiva 
del movimiento estudiantil, en un marco de apoyo popular. Sin embargo, las reac-
ciones de las masas estudiantiles en relación con las políticas del gobierno se dejaron 
sentir poco tiempo después de ese triunfo electoral (Ceballos, 1985:21-25).

En la arena político-gubernamental, con el acercamiento a la Iglesia, el gobierno 
de Frondizi avanzaba en la reglamentación del artículo 28 de aquel decreto 6403/55, 
contra el cual el movimiento estudiantil se había expedido y que había implicado la 
renuncia de Dell’Oro Maini, como ya lo hemos señalado.

Contra la declarada posición gubernamental favorable a la libertad de enseñan-
za, la dirección de la FUA decretó el “estado de alerta”, comenzando una moviliza-
ción que se extendió por todo el país. El rector de la UBA, Risieri Frondizi, a su vez, 
se expidió a favor de la derogación de aquel famoso artículo 28 y las autoridades, 
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estudiantes y docentes de las universidades pasaron a ser acusados de perturbación 
del orden público y de la estabilidad del país.

En respuesta al “desorden y el caos” desatado por el reformismo universitario 
y su supuesta articulación con maniobras antinacionales y comunistas, se convocaba 
también a la movilización de miles de estudiantes, sobre todo de colegios religiosos, 
a favor de la “enseñanza libre”.

Las acciones en defensa de la universidad nacional y de la enseñanza laica se ligó 
a una más amplia de defensa del patrimonio nacional y contra la política petrolera de 
Frondizi, lo que hizo posible retomar la unidad obrero-estudiantil sostenida por el 
reformismo del 18 y perdida durante el peronismo.

La ocupación de las universidades fue el paso siguiente, decidida por la FUA el 
23 de septiembre,17 lo que implicó represión y detenciones en diferentes puntos del 
país. En ese marco, el clima universitario en Córdoba fue altamente convulsionado, 
como un emergente de la división de la opinión pública en esos dos grandes bloques, 
“Laicos” y “Libres”. También se constituía la Asamblea de Docentes Reformistas de 
la Universidad Nacional de Córdoba, que se reunió el 30 de septiembre de 1958 y se 
expresó en un comunicado contra los acontecimientos represivos, por la derogación 
del artículo 28 del decreto 6403/55 y por la sanción de una ley universitaria inspirada 
en los principios reformistas.18

Estas circunstancias, una vez más, movilizaban políticamente a los actores uni-
versitarios al tiempo que mostraban las variaciones de su posicionamiento en función 
de las situaciones coyunturales, y también según pertenencias generacionales.

Sin embargo la lucha del reformismo y de los sectores que lo apoyaron no llegó 
al fin deseado ya que el denominado artículo 28 bis, elaborado por Domingorena, 
fue sancionado con acuerdo eclesiástico y contra varias legislaturas provinciales, in-
cluida la de Córdoba, abriéndose con ello el camino a las universidades privadas. 
Las consecuencias en el movimiento estudiantil fueron, en la versión de Ceballos, la 
consolidación de su organización, pero a su vez la de las corrientes antirreformistas, 
partidarias de la universidad libre, cristalizándose una división fundamental, que hizo 
crecer las posiciones “apolíticas” que inscribirían al reformismo como un foco de su 
lucha, bajo eslóganes de anticomunismo (Ceballos, 1985:23-34).

La Universidad como ámbito de socialización político-académica y creación 
intelectual en los 60

Los 60 fueron años de una nueva sensibilidad desde el punto de vista político-cultural 
y generaron novedosas formas de sociabilidad para las generaciones que empezaban 
a formarse en la Universidad.
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El juvenilismo dominante y el “optimismo epocal” ya tenían un rostro identifi-
catorio, la Revolución Cubana y el Che Guevara. (Terán, 1993:97).

Mientras en el hemisferio norte los 60 fueron años de esperanza, tiempo de 
confianza en la crítica y en las transformaciones civilizatorias, de apertura a lo dife-
rente –el hippismo, la tolerancia a la homosexualidad, la liberalización de la mujer, la 
ruptura de toda autoridad– en la Argentina el optimismo de los sixties adoptó como 
nota particular una fuerte crítica a la legitimidad del régimen político. La historia era 
concebida ahora como una voluntad transformadora (Terán, 1993:131).

La socialización en el ámbito institucional –con variantes para las diferentes dis-
ciplinas– moldeó los criterios de conformación del intelectual académico y el apren-
dizaje de la participación en la vida interna de la Universidad.

En consonancia con los cambios en los estilos de vida y de los referentes polí-
tico-culturales en sentido amplio, los modelos académicos fueron alternándose con 
los de la intelectualidad crítica emergente en diferentes espacios disciplinarios y fuera 
de la academia.

Aún bajo una alta inestabilidad política, asistimos a un tiempo de gran riqueza y 
un espacio ampliado para la producción en el campo intelectual y científico-cultural, 
haciendo de esta una etapa de florecimiento de las expectativas de los sectores refor-
mistas en la universidad y en el campo cultural en general.

En términos de Luis Alberto Romero (1998:240), durante la presidencia de Illia 
la Universidad se convirtió en una “isla democrática” en un país que lo era cada vez 
menos, aunque sin voluntad de encierro. Es por ello que fue especial la preocupación 
por la extensión de las actividades a la sociedad, con resultados desiguales, pero que 
claramente mostraba algunas alternativas a los principios modernizadores de fines de 
los 50, que entraban en crisis en un marco de progresivo “giro” a la izquierda de la 
intelectualidad.

Un indicio importante de este proceso de apertura a la sociedad y de apuesta 
crítico-transformadora del contexto en los 70 es el enfoque que adopta la formación 
en la Escuela de Servicio Social. Creada, como se ha señalado, en 1945 durante el 
peronismo, desde 1957 funcionó como Escuela de Asistencia Social dependiente de 
la Escuela de Auxiliares de la Facultad de Ciencias Médicas, y a partir de 1968 pasó 
a depender del rectorado,19 con cambios curriculares de importancia a inicios de los 
años 70, en una perspectiva reconceptualizadora opuesta al desarrollismo dominante. 
Esa perspectiva se caracterizó por el reconocimiento de la desigualdad en las relacio-
nes sociales vigentes en la sociedad y en la necesidad de denunciar esa realidad. Dejar 
atrás el asistencialismo y el cientificismo fueron móviles centrales de este proceso 
(Acevedo et al. 2008).

Con el retorno a la democracia en 1973, se eligieron autoridades de la Escuela 
en asamblea directa de los claustros, se constituyó el cuerpo colegiado y hasta 1975 
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las prácticas de formación se caracterizaron por el trabajo en los barrios de la ciudad 
y con organizaciones obreras, buscando una estrecha relación entre los debates aca-
démicos y la realidad política y social. Sin embargo, y como otras unidades académi-
cas de la UNC, desde el año 1974 sufrió el embate contra sus docentes y estudiantes, 
fue cerrada para su “reorganización” en marzo de 1976 y reabierta en agosto de ese 
año. En 1977, se creó la Licenciatura en Servicio Social, que comenzó a dictarse en 
1978 y tuvo vigencia hasta 1982. Con el argumento de “normativizar” (Britos, Pavio-
lo y López, 2012:5), la Escuela de Servicio Social pasó a depender de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales en 1980, disposición que sienta las bases de una relación 
asimétrica entre sus actuales tres escuelas. (Acevedo et al. 2008; Fredianelli et al. 2007). 
Tras importantes acciones normalizadoras desde 1983, habrá que esperar hasta 1986 
para el cambio del plan de estudios entonces vigente y también de denominación de 
la Escuela, que pasa a llamarse “Escuela de Trabajo Social”. (Acevedo et al. 2008).20

Sin embargo, los ecos de las voces acusadoras venían de aquellos años 60. 
Como también ocurre en otras Facultades de la Universidad Nacional, se producía 
por entonces la apropiación de teorías sociales críticas provenientes tanto de Europa, 
Estados Unidos como de otros países de Latinoamérica, que fueron releídas desde 
un activo compromiso con una perspectiva política, nacional y latinoamericanista.

1966, nuevo “golpe” a la universidad pública

El país fue sacudido nuevamente en su historia de golpes de Estado el 28 de junio de 
1966, cuando asumió la presidencia el general Juan Carlos Onganía como titular del 
nuevo gobierno que se autodefinió como “Revolución Argentina”.

Se trató de una operación largamente planeada en sintonía con la difusión en 
toda Latinoamérica de la doctrina de la seguridad nacional, que no encontró fuertes 
resistencias en la sociedad.

El golpe tuvo implicancias en todos los órdenes de la vida nacional. Se suspen-
dieron con él todas las formas de participación popular. Dejaron de funcionar las 
cámaras legislativas, se proscribieron los partidos políticos, las universidades fueron 
intervenidas y la vida intelectual y cultural, obligada al silencio a través de la intimida-
ción (Brennan, 1996:140). A su vez, la lógica revolucionaria supuso la centralización 
del poder y la disolución de la estructura federal del Estado, pasando así los poderes 
políticos provinciales a constituir una prolongación “natural” de la función presiden-
cial (de Riz, 2000:42).

El vasto programa de gobierno –sostenido con el beneplácito estadounidense– 
implicaba necesariamente la aplicación de una política de mano dura que reprimiera 
todo intento de resistencia; de ahí que un rígido autoritarismo comenzó a permear la 
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vida económica, política, social, sindical y educativa, particularmente en la Universi-
dad (Gordillo, 1996:32). En ese sentido, una medida central del gobierno de Onganía 
fue la modificación del régimen universitario, apuntando a eliminar su autonomía así 
como a sujetar a las universidades nacionales a los dictámenes del ejercicio de esa 
política autoritaria, aduciendo que “había que poner fin a la infiltración marxista y a 
la agitación estudiantil”, (de Riz, 2000:51), a una Universidad “politizada y plagada de 
izquierdistas” (O 'Donnell, 1996:107).

Por cierto, las voces “anticomunistas” no se producían solo entre las bambalinas 
del poder. También entre los universitarios encontramos expresiones que adherían ya 
públicamente “a los fines de la revolución”. 21

Con estos antecedentes, no tardó en llegar la intervención de las universidades 
nacionales, con excepción de las Universidades del Sur, Nordeste y Cuyo, que acepta-
ron las nuevas políticas.22 A partir del 29 de julio, por Ley 16912/66 las universidades 
pasaron a depender del Ministerio del Interior, área que junto con Educación, Justi-
cia y Comunicaciones, recayeron en la figura del Dr. Enrique Martínez Paz (de Riz, 
2000:51), católico liberal representante genuino de la aristocracia doctoral cordobe-
sa,23 posicionado tempranamente en la Universidad Nacional de Córdoba a través de 
su Revista y en la prestigiosa Facultad de Derecho y Ciencias Sociales.

Las autoridades universitarias vigentes –rectores o presidentes y decanos– o 
quienes las sustituyeran internamente por procedimientos estatutarios o por designa-
ción del Ministerio de Educación, pasaban a ejercer funciones administrativas siendo 
sus actos provisionales, correspondiendo al Ministerio de Educación el ejercicio de 
las atribuciones reservadas por sus estatutos a los consejos superiores o directivos 
directamente o mediante autorizaciones generales o especiales, concedidas a las auto-
ridades motu proprio o a requisición de ellas”.24 El presidente sancionaba y promulgaba 
además la eliminación de la palabra estudiantil organizada, cuando establecía que 
“Los Centros o agrupaciones estudiantiles, deberán abstenerse de realizar actividades 
políticas. La violación de esta prohibición autorizará al Ministerio de Educación para 
disolver el Centro responsable de ello”.25

La condena al golpe de Estado desde los sectores civiles “progresistas” pertene-
cientes al mundo universitario fue inmediata. Los reformistas capitalinos resistieron 
la intervención, juzgando en sus documentos a los golpistas de “fascistas y liberales 
oligárquicos que quieren intervenir las casas de estudio para suprimir la Reforma del 
18 y perpetuar adentro el sistema de privilegio”.26 En las asambleas y tomas noc-
turnas de las Facultades de Ciencias Exactas y Medicina de la UBA se conjugaban 
manifestaciones sobre la Universidad con aquéllas que denunciaban el autoritarismo 
gubernamental, en consignas como “viva la autonomía universitaria y fuera la dic-
tadura”.27 El rechazo contundente del Consejo Superior de la UBA habría sido un 
detonante que apresuró la reacción.28
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La movilización en el ámbito universitario no era compatible con las nuevas 
políticas de autoridad y orden y los estudiantes que habían ocupado la Facultad de 
Ciencias Exactas de la UBA fueron abiertamente reprimidos por la policía en el acon-
tecimiento que pasó a la historia nacional y al recuerdo de muchos protagonistas 
como “la noche de los bastones largos”.

Ese repudio a la intervención se generalizó en el país, portando las banderas 
reformistas que habían recuperado su vigencia entre 1955 y 1965, aunque de modo 
contradictorio por el lastre de la exclusión del peronismo de la vida política. La de-
fensa del gobierno tripartito, los concursos docentes para la provisión de cargos, la 
libertad de cátedra, la autonomía universitaria y la vigencia de los Centros de Estu-
diantes constituyeron las claves que ya habían reforzado la conciencia participativa 
del estudiantado.

Sin embargo, a partir de ese momento se iban a radicalizar los comportamien-
tos juveniles y a favorecer la “sustitución de una concepción de autonomía, hasta 
entonces comprendida como compromiso personal y libertad cultural, por otra don-
de “todo es política y se borran los límites entre universidad y sociedad” (de Riz, 
2000:52).

Para la Universidad de Córdoba –como para la UBA– el último mes del gobier-
no constitucional de Illia no había sido demasiado tranquilo, aunque aún se preser-
varan los principios y condiciones del espíritu reformista. En el ámbito local todavía 
sesionaba el Consejo Superior, que fue lugar de expresión de las fuertes restricciones 
presupuestarias por las que atravesaba la Universidad y de las presiones estudiantiles 
a través de la toma del rectorado, para que se asumiera entre los claustros la discusión 
sobre las salidas ante la profunda crisis universitaria.29

Aun en este marco revulsivo y de crisis universitaria generalizada –y como con-
trapunto a cierta crítica de parálisis y vaciamiento de las casas de estudio– los centros 
de estudiantes de las facultades y organismos universitarios específicos seguían pro-
moviendo actividades culturales –cursos y cursillos– que daban cuenta de sus preocu-
paciones intelectuales críticas y de una activa inserción en el medio, con la presencia 
de renombrados intelectuales locales y nacionales.

Una vez ocurrido el golpe, transcurrió no más de un mes para la intervención 
de las Universidades y para que el decano de la Facultad de Derecho, Dr. Ernesto 
Gavier, fuera designado rector interventor de la Casa de Trejo. El Dr. Gavier ocupó 
la posición de máxima autoridad hasta que se exigió su destitución y la de todos 
los decanos delegados (Gordillo, 1996:113-114). Probablemente desbordado por la 
huelga universitaria, su renuncia desembocó en la asunción del rectorado por el exgo-
bernador de Córdoba, Rogelio Nores Martínez,30 en enero de 1967. De este modo, la 
“sagrada familia” reingresó al rectorado universitario.
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Sin embargo, el rechazo público al autoritarismo en la Universidad y la defensa 
de la autonomía universitaria constituyeron reivindicaciones colectivamente compar-
tidas y sostenidas –aunque con matices– por los sectores más “progresistas” de la 
Universidad de Córdoba y no tardaron en expresarse de diversas maneras una vez 
producida la intervención de las Universidades Nacionales y, fundamentalmente, ante 
sus consecuencias de separación de docentes, huelga prolongada y represión estu-
diantil que, en Córdoba causó la muerte del estudiante de Ingeniería y obrero de 
IKA, Santiago Pampillón, el 12 de septiembre de 1966.

De este modo, el golpe de Estado del 66 instauró un nuevo clivaje en la vida 
institucional. Acontecimiento que, como nuevo evento crítico, terminaría unificando 
sujetos y estrategias y generando también desencuentros y excluyentes discrepancias.

Del orden autoritario en la Universidad, a la deslegitimación, contestación 
político-académica y nuevas exclusiones

Esa irrupción contra la democracia, habría operado en nuestra interpretación en 
un doble sentido de cierre y apertura de procesos y configuraciones socio-político-
culturales cualitativamente diferenciales.31

En la vida universitaria se cerró de modo abrupto el proyecto de creación acadé-
mico-intelectual reformista plasmado desde mediados de los 50. Efectivamente, aún 
con heridas no saldadas respecto de las acciones de exclusión como una condición 
para proyectar un ideario refundacional, ese proyecto había servido de continente 
y lugar de expresión de las aspiraciones formativo-culturales personales y de gru-
pos ideológicamente vinculados con el “progresismo” universitario –la dominante 
aunque heterogénea intelectualidad de raigambre liberal y humanista-marxiana– que 
actuaban en una Universidad que ya había abierto sus puertas a los sectores medios 
emergentes.

A su vez, el golpe de Estado cerró el espacio democrático de construcción de un 
modelo modernizante de la organización y actividad universitarias. Ese modelo –aún 
discutido y contradictorio– había posibilitado constituir incipientemente la profesión 
académica, encauzando procesos de producción científico-tecnológica y de difusión 
de sus resultados al medio social, incluso, con prácticas extensionistas que lograron 
rebasar la función de divulgación. Se cerraba así la experiencia de una Universidad 
que operó con nuevos criterios de construcción del prestigio académico, instaurando 
formas diversas de expresión de un imaginario de “universalidad” del conocimiento.

Varios actores universitarios fueron exonerados y la reacción del estudiantado 
fue contundente, iniciando una larga huelga que se extendió entre los meses de agos-
to y diciembre, ciertamente con altibajos.32 La Universidad fue paralizada durante ese 
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tiempo extendido y muchos fueron los pequeños acontecimientos de resistencia a la 
Intervención y a la dictadura de Onganía que se pusieron de manifiesto.

Así como momento de cierre, el autoritarismo gubernamental instalado en el 66 
puede también ser leído como un momento de apertura.

Los alumnos, atravesado el tiempo crítico de esa prolongada huelga, retornaron 
a las aulas y se encontraron con una situación muy diferente a la vivida con anteriori-
dad. En esta etapa, se sancionaron nuevas leyes que apuntaron a la reestructuración 
universitaria: la Ley Orgánica de las Universidades Nacionales N° 17.245 que las 
reguló entre 1967 y 1974, y poco después las leyes 17.604/67, Ley de Enseñanza 
Privada Universitaria, y la Ley 17.778/68 que regulaba la vida de las Universidades 
Provinciales (Sánchez Martínez, 2002:11). Mientras continuaba la prohibición de la 
actividad política, los estudiantes no tenían voto en las decisiones y la autonomía solo 
se autorizaba en el plano académico, se inició desde 1968 un proceso de creación de 
nuevas universidades nacionales (Rosario, Río Cuarto, Comahue, Salta, Catamarca, 
Luján, Lomas de Zamora, entre otras) que se suponía, adecuaba el sistema universi-
tario a las necesidades del desarrollo, en el denominado Plan Tarquini (Martínez Paz, 
1980:228-243).

Contra toda prohibición, el corte autoritario abrió una etapa de más clara, pro-
gresiva y expuesta definición de los académicos y estudiantes universitarios como 
actores políticos con fuerte impacto en los procesos institucionales. Muchos se su-
maron a prácticas académicas que se justificaban en un compromiso con la trans-
formación política, económica y social del país, aunque con divergentes imaginarios 
posibles de sociedad y de caminos para alcanzar esa transformación.

Si la orientación tradicional-clerical había reaparecido cuando Rogelio Nores 
Martínez fue nombrado por Onganía como rector de la Universidad Nacional, ese 
rectorado llegó a ser “herido de muerte” con el “Cordobazo”, cerrándose con ello 
un proceso de restauración de los sectores prerreformistas del 18 y abriéndose otro 
de signo opuesto.

Después de ese quiebre institucional, se fue produciendo un resquebrajamiento 
del Onganiato, al ritmo de la deslegitimación política y moral del orden autoritario 
con el Cordobazo en 1969 y en 1971 con el Viborazo (Servetto, 2004; Anzorena, 
1987).

Al compás de la radicalización progresiva de amplios y diferenciales sectores so-
ciales –fundamentalmente, sectores obreros y de la juventud universitaria– y aun bajo 
condiciones iniciales de proscripción, Córdoba comenzó paulatinamente a recuperar 
su tradición contestataria y a ubicarse como foco de irradiación desde el interior del 
país, de nuevas representaciones y prácticas políticas de resistencia abierta y acción 
directa contra la dictadura militar y la intervención de la universidad, tanto en las 
calles como en las aulas.
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Progresivamente, se fue movilizando el retorno a la academia de quienes habían 
sido exonerados y se construyó una voluntad política de ocupar lugares institucio-
nales en las cátedras, la proyección de nuevos planes de estudio y proyectos insti-
tucionales, en no pocos casos connotados ya con las perspectivas crítico-políticas 
denuncialistas dominantes en los 70 (Coria, 2001:484-504).

En ese marco, y con la apertura de nuevos modos de hacer política, por Orde-
nanza N° 52/71, la Universidad Nacional de Córdoba creaba la Escuela de Ciencias de 
la Información, creación que se había intentado –con otras connotaciones teóricas y 
políticas– hacia el año 1966 bajo la órbita de la Facultad de Filosofía y Humanidades. 33 

Se señala en la conmemoración de su cuarenta aniversario: “El edificio ubicado 
en Vélez Sarsfield 187 albergó esa iniciativa. Esto era un símbolo de época, había sido 
sede del Instituto de Intercambio Cultural Argentino Norteamericano que, junto a 
la Academia Argüello, marcaban la presencia norteamericana en la vida económica, 
industrial, cultural y política de Córdoba” (Rodríguez, 2012:28).

Deslegitimando enfoques, con experiencias como la de “Contrainformación” 
–que se sostuviera desde 1973 con el golpe al gobierno de Salvador Allende en 
Chile, y que definiría a toda una generación de estudiantes y docentes (Quiroga, 
2012:13)– así como la emblemática identificación con Rodolfo Walsh, presente hoy 
en el recuerdo “como luz de resistencia” (Paulinelli, 2012:12), en 1975 la UNC cerró 
la Escuela, que fue reabierta en 1977 en su actual ubicación en la Ciudad Universita-
ria (Emanuelli, 2012:21), pasando a depender por ordenanza rectoral 6/80 del 10 de 
marzo de 1980 a la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales. Esa ordenanza traspasó 
también la Escuela de Servicio Social. En ese momento el rector era Francisco Quin-
tana Ferreyra y como decano de la Facultad se encontraba Efraín Aliaga de Olmos, 
quien el 4 de abril dictó la ordenanza decanal 1/80 que estableció las pautas básicas 
que coordinarían el funcionamiento de las Escuelas de Servicio Social y de Ciencias 
de la Información.34

La ECI nació “multitudinaria, contradictoria, compleja, en tiempos que también 
lo eran”, coexistiendo el liberalismo del fundador y director de la ECI –el profe-
sor Adelmo Montenegro– “no siempre pacíficamente”, con conservadores política 
y teóricamente, con profesores formados en las tradiciones críticas de la década de 
1960 en nuestra Universidad, con periodistas de oficio y con académicos que busca-
ban “pensar la comunicación desde variadas perspectivas y disciplinas –las letras, la 
filosofía, la semiótica, la historia, el derecho” (Mata, 2012: 5).

De este modo, el proceso de radicalización creciente en la vida política nacional, 
provincial y específicamente universitaria, se expresó en diversas formas de cuestio-
namiento a las estructuras y criterios organizacionales y de gestión, así como a las 
prácticas y a algunos exponentes de las versiones académicas que habían sido promo-
vidos hasta mediados de los 60. La promoción y valorización de la cátedra paralela 
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desde una articulación intergeneracional entre docentes críticos y una nueva genera-
ción de estudiantes, que intentaba dotar a la universidad de un contenido nacional 
y popular, es un indicio relevante de nuevas formas de contestación a las prácticas 
académicas reformistas de los primeros 60, que ahora pasarían a constituir nuevas 
tradiciones, reforzadas a partir del tercer gobierno peronista.

En efecto, las elecciones democráticas con la participación del peronismo en 
1973 resultaron en el triunfo de Héctor J. Cámpora, quien asumió el 25 de mayo, 
con el decidido apoyo de la cada vez más amplia juventud peronista radicalizada. El 
proyecto político implicó para la Universidad la apertura de un proceso de retorno, 
que pareció saldar viejas heridas, cuando se estableció la reincorporación de todos 
los profesores expulsados de la Universidad desde 1955,35 peronistas –de derecha y 
de izquierda– reformistas, marxistas, incluyendo a quienes participarán en la delación 
y separación de estudiantes y profesores, ocupando puestos de gestión desde 1975. 
El 29 de mayo el nuevo presidente firmaba el Decreto 35 de intervención de las 
Universidades, con el propósito de ponerlas “al servicio del pueblo” en el marco del 
proyecto de liberación nacional, y su consecuente revisión de objetivos, contenidos y 
métodos de enseñanza (Friedemann, 2011:1; Dono Rubio y Lázzari, 2011).

En ese marco, hacia inicios de 1974 se sancionaba, bajo el Ministerio del Dr. 
Jorge A. Taiana, la Ley 20.654 –que venía a derogar la 17.245/67– y que restituía a 
las entonces veintitrés universidades nacionales el cogobierno por medio de todos 
los claustros –reconociendo la representación de los no docentes– bajo la regulación 
de sus propios Estatutos, que determinarían la forma de elección de rector y vice-
rrector; la periodicidad de la cátedra a través de concursos; la incompatibilidad del 
ejercicio de la docencia universitaria o funciones académicas que fueran correlativas 
con el desempeño en funciones jerárquicas o de asesoramiento, remuneradas o no, al 
servicio de empresas multinacionales o extranjeras; e impulsaba una concepción que 
pretendía recuperar su función social y el vínculo de la Universidad con el pueblo y 
los “destinos” del país, para terminar con una universidad “cerrada e insular” (Taiana, 
1974:13-14).36 Se redefinía de ese modo la idea de la autonomía universitaria, y una 
vez más, se ponía en evidencia su carácter histórico y contingente (Dono Rubio y 
Lázzari, 2009, 2011; Friedemann, 2011).37

Como sostuviera Taiana ante el Honorable Congreso de la Nación al presentar 
el Proyecto de Ley destinado a regir a las Universidades Nacionales el 12 de febrero 
de 1974, en apretado diagnóstico de la situación universitaria y del proyecto nacional 
en el que inscribían a las Universidades:

A nadie escapa la trascendencia de la educación superior en el proceso de 
unidad, reconstrucción y liberación nacional emprendido por el Gobierno 
Popular. Es conocida igualmente la situación conflictiva existente en las casas 
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de Altos Estudios; la vigencia de una legislación inapropiada y restrictiva, la 
carencia de participación en el gobierno de esas instituciones por parte de 
los diversos claustros que componen la comunidad universitaria; la falta de 
interrelación con el medio; y, finalmente, la inadecuada orientación y la obso-
lescencia de las estructuras y métodos del sistema de educación superior, en 
relación con los requerimientos políticos, culturales, sociales y económicos 
de la hora (Taiana, 1974:2).

El imaginario de la transformación de la universidad –con la ampliación de las 
identidades políticas estudiantiles, la cátedra paralela, el ejercicio crítico en el gobier-
no universitario, entre otros– al ritmo de la lucha por la transformación revoluciona-
ria de la sociedad –en sus distintas versiones– como interés político en juego, encon-
tró un cierre definitivo a mediados de los 70 con la dictadura militar más cruenta que 
vivió la Argentina.

En Córdoba, esa clausura se anticipa a inicios de 1974 cuando son depuestos el 
gobernador justicialista Ricardo Obregón Cano y el vicegobernador Hipólito Atilio 
López –ulteriormente asesinado–, en un movimiento sedicioso conocido como el 
“Navarrazo”, encabezado por el jefe de la policía de la provincia, Antonio Navarro. 
Ese gobierno había recibido el apoyo de los sectores más radicalizados del peronis-
mo y de los gremios y dirigentes sindicales más combativos, por lo que los objetivos 
del “Navarrazo” eran claros: la depuración ideológica, la desmovilización política 
y el disciplinamiento social. (Servetto, 2004:5). A este siguieron tres intervenciones 
federales hasta el golpe de 1976: la de Duilio Brunello, Raúl Lacabanne y Raúl Berco-
vich Rodríguez. Fue en particular el gobierno del interventor federal brigadier (RE) 
Raúl Lacabanne (07/09/74-19/09/75), el que impuso y generalizó la política del 
miedo y el terror en la provincia, y como señala Servetto, retomando a Tcatch, fue 
“la expresión de la militarización de la política y la legitimación de la represión ilegal 
desde un gobierno constitucional”, el de María Estela Martínez de Perón (Servetto, 
2004:3; 11). Se anticipaba así la impunidad de los secuestros y asesinatos, que a nivel 
de la Universidad implicó la cesantía, exilio, desaparición y muerte de estudiantes y 
docentes, previos a 1976.

A nivel de las autoridades nacionales, luego de la muerte de Perón el 1° de julio 
de 1974, y con la Alianza Anticomunista Argentina –Triple A– actuando ya de modo 
sistemático, se produce un cambio sustantivo en el plano universitario: se sustituye al 
Dr. Taiana en el Ministerio de Cultura y Educación –quien era sostenido por sectores 
de la izquierda peronista ya que consideraban que continuaba el programa de reno-
vación pedagógica de Cámpora– y en su reemplazo, asume la cartera educativa Oscar 
Ivanisevich38 el 14 de agosto de 1974, quien se mantendrá en la misma por un año, 
hasta el 11 de agosto de 1975. Su objetivo explícito era “eliminar el desorden” en la 
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Universidad y producir su “depuración ideológica”, lo que da sentido a la denomina-
ción de “Misión Ivanisevich” (Izaguirre, 2009:1-6).

El contrapunto con Taiana y el proyecto nacional y popular motor de su “Mi-
sión” es evidente. Sostiene Ivanisevich en discurso radial dirigido a la juventud:

¿Es ésta la liberación que nos prometieron los pseudos dirigentes, que ma-
lograron los mejores días de nuestra juventud? ¿Es esta la liberación que 
traducida en hechos reales nos entrega a la tiranía de la izquierda que vive 
prisionera de un muro de Berlín, de una cortina de hierro, de una Siberia muy 
confortable? (Ivanisevich, 1974. Citado por Dono Rubio y Lázzari, 2011.)

Las universidades nacionales fueron nuevamente intervenidas, y en Córdoba, 
durante la intervención de Lacabanne, la presidencia de la nación decretó que ante la 
renuncia de Luperi como rector, fuera designado el Dr. Mario Víctor Menso.39 Como 
en el conjunto de universidades nacionales, pasó a predominar de modo sistemático 
la persecución de docentes y estudiantes, se eliminó el gobierno tripartito, se restrin-
gió el ingreso y se persiguió la “infiltración marxista” (Ivanisevich, 1974; Dono Rubio 
y Lázzari, 2011).

Esta clausura –anticipada en 1974 y profundizada en 1976– implicó la caída de 
cualquier apuesta institucional diferente aún cuando se expresara tímidamente crítica 
o en ejercicio de la libertad de pensamiento. En la Universidad Nacional de Córdoba 
como en otras del país, implicó centralmente la ausencia real –en algunos casos por 
exclusión sistemática que pudo derivar en exilio interno, externo o muerte– de suje-
tos de tres generaciones donde las expresiones crítico-políticas, en la urbe y la ciudad 
universitaria, debieron ya silenciarse hasta el derrumbe de la violencia gubernamental 
que se anticipó en 1982 y se materializó con el retorno a la democracia en 1983. ■
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Notas

1 Dell‘Oro Maini era denunciado por el movimiento estudiantil como exponente de la dictadura de 
Uriburu (a principios de los años 30) y participante antes en los escuadrones de la muerte que bajo el 
nombre de la Asociación del Trabajo y Liga Patriótica, rompían huelgas, apaleaban obreros a fines de 
la década del 10 y principios de los años 20.

2 Se iba a contar para ello con la “... libre disponibilidad de las vacantes” existentes hasta inicios del 
mes de marzo, también está una resolución rectoral que garantizaba condiciones para la reconfigu-
ración académica que se iniciaba. Nota Nº 565 de Prosecretaría General del rector, 30 de abril de 1956. 
Libro de Res. Decanales, Folios 56 y 57. Archivo FFyH, UNC.

3 Universidad Nacional de Córdoba. Dirección de Planeamiento. Estudiantes y Recursos Humanos en la 
Universidad Nacional de Córdoba. (1970: 25 y ss). No se dispone de información estadística consolida-
da hasta 1969. Los datos disponibles indican que en 1956, ingresaron a la Universidad Nacional 5374 
alumnos. La tendencia para el período 56-67 fue levemente decreciente hasta 1962 y luego se expresó 
un crecimiento sostenido, siendo el nivel de 1967 un 27 % superior al de 1956 y un 32 % al de 1962. Se 
suponía que la universidad pasaba a superar su tamaño óptimo, al permanecer constantes las varia-
bles rendimiento y número de egresados y observarse ese crecimiento en el ingreso En ese período, la 
FFyH creció en un 50 %, porcentaje aproximadamente equivalente al de la Fac. de Cs. Exactas, Físicas y 
Naturales y en un punto intermedio entre el crecimiento del 600 % registrado en la Escuela de Artes, 
del 129 % en la Fac. de Ciencias Económicas, del 100 % del IMAF y el 22 % de la Fac. de Odontología. Las 
Facultades de Derecho y Ciencias Sociales, Ciencias Químicas y Arquitectura y Urbanismo, registran 
porcentajes de decrecimiento. La tendencia creciente también se verifica para el egreso.

4 Universidad Nacional de Córdoba. Dirección de Planeamiento. Estudiantes y Recursos Humanos en la 
Universidad Nacional de Córdoba (1970:75-81). Tomando como referencia los pocos datos disponibles 
desde 1960 para el período para toda la Universidad, se observa que crecía la planta de profesores 
ordinarios (titulares, encargados, adjuntos, contratados y visitantes). De un total de 748 profesores en 
1960, se pasa a 962 en 1969.

5 En 1960, para toda la Universidad Nacional de Córdoba, sobre un total de 748 profesores, el 94 % co-
rresponde a dedicaciones simples, el 2,1 % a dedicaciones semiexclusivas y solo el 3,9 % a la dedicación 
exclusiva, es decir, 29 profesores. En 1969, esos porcentajes varían de modo significativo, con un claro 
aumento de las dedicaciones exclusivas y su correlativa disminución de las simples.

6 Estos datos provienen del visto y considerando de la Res. del decano interventor Nº 95, 4 de septiem-
bre de 1957. Libro de Res. Decanales, Folios 130, 131 y 131/bis. Archivo FFyH, UNC.

7 Así lo ejemplifica la Res Nº 225 del rector Pedro León del 13 de agosto de 1958, visto el art. 29 del 
Estatuto y ordenanza 18 del HCS del 12 de agosto de 1958, la elección de consiliarios estudiantiles y 
egresados se realizaría conjuntamente con los de las facultades. En archivo FFyH.

8 Universidad Nacional de Córdoba, 1958, Estatutos de la Universidad Nacional de Córdoba. Título V. 
“Régimen de la docencia”. Art. 56, p. 25.

9 Ibídem. Art. 44, p. 22.

10 El diagnóstico fue elaborado por una Comisión Especial creada por la Intervención Federal. Decreto 
Nº 735-C-1956 y Res. 131/56 de la Intervención de la UNC. Citadas en Universidad Nacional de Córdoba. 
Ciudad Universitaria. pp. 7-12.

11 Discurso del rector interventor Dr. Jorge A. Núñez en el acto de entrega de los pabellones, realizado 
el 28 de septiembre de 1957. Universidad Nacional de Córdoba, 1957, Ciudad Universitaria, Imprenta 
de la Universidad. pp. 28-34. Como antecedente más lejano en el tiempo, refiere a las acciones del ex 
rector Dr. Luis J. Posse, de noviembre de 1929.
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12 Idem nota anterior

13 Jorge Orgaz fue electo rector por la Asamblea Universitaria del 25 de octubre de 1958. “La Univer-
sidad eligió ayer rector al Dr. Jorge Orgaz”. Vicerrector: Benjamín Cornejo. La Voz del Interior, 26 de 
octubre de 1958, p. 6. Durante su rectorado continuaron las transferencias de predios a la Universidad.

14 Universidad Nacional de Córdoba. (1960:14). “Breve Historia de la Ciudad Universitaria”. En La Ciu-
dad Universitaria, Universidad Nacional de Córdoba.

15 Los significantes que se articulan en la disyunción recorren toda la bibliografía consultada y es la 
forma en que se expresa en la palabra de diversos protagonistas. Ver Puiggrós, 1996: 115.

16 Según Adriana Puiggrós (1996:115), el Poder Ejecutivo producía la legislación necesaria para garan-
tizar el “... subsidio estatal al sector privado y capacitarlo para expedir títulos habilitantes en el nivel 
terciario (decreto 6403/55, art. 28; decreto 12.178/60; decreto 15/64 y creación de la Superintendencia 
de Enseñanza Privada, 1960). El Congreso aprobó el artículo 28 de la ley 14.557/58 y el Poder Ejecutivo 
emitió el Decreto reglamentario 1404/59 mediante el cual se creó la Inspección General de Enseñanza 
Universitaria Privada... ”.

17 “Resolvió la FUA ocupar las Universidades”. La Voz del Interior, 24 de septiembre de 1958, p. 3. “La 
FUC dio un comunicado sobre los últimos sucesos”. La Voz del Interior, 28 de septiembre de 1958, p. 6.

18 “Los Docentes Reformistas de la Universidad Dieron un Comunicado”. La Voz del Interior, 1° de oc-
tubre de 1958, p. 5.

19 Res. Rectoral 25/03/1968, citado en Acevedo et al. 2008.

20 Citado en Acevedo et al. en base al Informe de la Comisión de Autoevaluación Institucional, 1999, 
Escuela de Trabajo Social, UNC, Córdoba.

21 “Universidad: Reclámase la expulsión de comunistas”. La Voz del Interior, 8 de julio de 1966, p. 8. 
Buenos Aires, Agrupación Gremial de Ciencias Económicas, Agrupación Libertad de Filosofía y Letras, 
Frente Anticomunista de Odontología, Frente Independiente de Ciencias Económicas, Grupo Acción 
de Ingeniería, Movimiento Social Cristiano de Derecho, Sindicato Universitario Argentino, Sindicato 
Universitario de Derecho, Sindicato Universitario de Arquitectura, Sindicato Universitario de Medici-
na, Sindicato Universitario de las Universidades Privadas y Centro Auténtico de Derecho”.

22 “Receso en las Altas Casas de Estudio. Por Resolución del Poder Ejecutivo se suspenden las activida-
des docentes universitarias desde la fecha hasta el 16”. La Voz del Interior, 1° de agosto de 1966, p. 7. El 
periódico informa que las Universidades del Nordeste, Mendoza y Bahía Blanca aceptaron los cargos 
que les confería la nueva ley. El 2 de agosto se informaba la total inactividad en las Universidades y los 
intentos frustrados de manifestación, que habría clases en el Nordeste, Sur y Cuyo y la renuncia de 184 
profesores. “Fue total la inactividad en las Universidades”. La Voz del Interior, 2 de agosto de 1966, p. 9.

23 En el estudio de las élites dirigentes de la ciudad de Córdoba, Agulla (1968:147), incluye a Enrique 
Martínez Paz en el listado que constituyó la muestra, con el Nº 34.

24 Ley 16.912 Arts. 1, 2 y 3.

25 Ibídem. Art. 8.

26 “Los Reformistas resisten la Intervención”. Buenos Aires. La Voz del Interior, 28 de julio de 1966, p. 8.

27 “Primeras reacciones. Buenos Aires”. La Voz del Interior, 30 de julio de 1966, p. 7.

28 “Son intervenidas las Universidades Nacionales”. La Voz del Interior, 30 de julio de 1966, p. 7. La 
nota periodística expone el texto de la ley 16.912 y alude a la declaración del Rector y Decanos de la 
UBA, que no aceptaron la función de “administradores”. Renunciaron los decanos con expresiones de 
reconocimiento. Se informa a la vez la renuncia del Secretario del Consejo Superior de la Universidad 
de La Plata.
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29 La secuencia de acontecimientos que rodearon la discusión sobre la cuestión presupuestaria, pue-
de encontrarse en: Editorial: “Toma de la Universidad”. La Voz del Interior, 17 de mayo de 1966, p. 10; 
“Acto a favor de un mayor presupuesto universitario”. La Voz del Interior, 18 de mayo de 1966, p. 11; 
“Multitudinaria Asamblea consideró el magro presupuesto universitario”. La Voz del Interior, 21 de 
mayo de 1966, p. 11.; “Reunión del Consejo Superior”. La Voz del Interior, 24 de mayo de 1966, p. 10.; “Re-
pudió el Consejo Superior los hechos producidos el 20 en la Ciudad Universitaria”. La Voz del Interior, 
1 de junio de 1966, p. 12.

30 Hacia 1918, los reformistas enfrentaron al Dr. Antonio Nores Martínez, miembro de la logia católica 
“Corda Frates”, que había sido impuesto como rector de la Universidad por los sectores más conserva-
dores de la Casa de Trejo. Su influencia de matriz integrista, retornaba en 1963, con sus hijos Rogelio 
Nores Martínez, interventor federal desde junio de 1962 hasta octubre de 1963 y Enrique Nores Mar-
tínez, director del periódico oficialista Los Principios, con respaldo del Arzobispado local (Tcatch, 1999: 
59-61).

31 Para Oscar Anzorena, en la historia política argentina se puede afirmar que en esa “fecha clave” co-
mienza una nueva etapa, dado que el golpe militar tuvo “...características cualitativamente distintas a 
los otros que engrosan la larga historia golpista de nuestras FFAA” (Anzorena, 1987, pp. 11-13).

32 Un desarrollo exhaustivo de este proceso se encuentra en Coria, 2001:424-462.

33 En la FFyH se aprobaba un despacho sobre la creación de la Escuela de Ciencias de la Información 
bajo su órbita, iniciativa de Adelmo Montenegro, en ese momento en ejercicio como vicedecano, que 
posteriormente fue un proyecto sumamente discutido y fracasó en ese ámbito. “La creación de la Es-
cuela de Ciencias de la Información. Ha creado la Facultad de Filosofía”. La Voz del Interior, 18 de junio 
de 1966, p. 11. Montenegro, A. (1966). La Escuela de Ciencias de la Información. Formación universitaria 
del periodismo profesional. Córdoba: Universidad Nacional de Córdoba, Dirección General de Publica-
ciones.

34 Esa Resolución fue aprobada como Resolución Rectoral N° 314/80 y se encuentra en el AGHU.

35 Resolución Rectoral Nº 26 del 11 de junio de 1973 en función de la cual, en el marco de disposiciones 
del Ministerio de Educación de la Nación y en el marco de la Ley 20.508 sancionada el 26 y 27/5/73 y 
su Decreto reglamentario 1171/73 de Amnistía por delitos perpetrados por móviles políticos, sociales, 
gremiales o estudiantiles ejecutados hasta el 25/05/1973 (ver debate parlamentario en http://www1.
hcdn.gov.ar/dependencias/dip/adebates.htm, Consultado el 2 de febrero de 2013), se reincorporó a to-
dos los docentes cesantes por causas políticas y/o gremiales, comprendidos entre el 16 de septiembre 
de 1955 y el 25 de mayo de 1973.

36 Palabras pronunciadas por el Ministro de Cultura y Educación, Dr. Jorge A. Taiana, al poner en po-
sesión de sus cargos a los rectores normalizadores de las universidades nacionales el 30 de marzo de 
1974.

37 Ver debate parlamentario en http://www1.hcdn.gov.ar/dependencias/dip/adebates.htm Consul-
tado el 2 de febrero de 2013. Un interesante análisis de ese debate se encuentra en Friedemann, 2011.

38 Fue ministro de Educación entre 1948 y 1950, durante el primer gobierno de Perón. Adscribe dentro 
del peronismo, a una visión extrema del nacionalismo católico. Ver caracterización del nacionalismo 
católico en Roitemburd, 1997.

39 www.unc.edu.ar. En http://bicentenario.unc.edu.ar/galeria-de-fotos/galeria/menso%2017-12-
74%20D.gif/view, disponible foto de asunción. Fuente: Archivos de Canal 10 y 12 realizados por el CDA-
Archivo Fílmico - Dpto. Cine y TV, Esc. de Artes, FFyH, UNC.
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De auxiliar de la medicina a Facultad: 
la creación de la Facultad de Odontología

María Paula Puttini *

Con este capítulo pretendemos hacer un aporte al estudio de la creación de la Fa-
cultad de Odontología en la UNC. Nos proponemos realizar un recorrido que 

dé cuenta de los momentos más importantes y significativos a lo largo de los cuarenta 
años en los que funcionó la Escuela de Odontología en el ámbito de la Facultad de 
Ciencias Médicas hasta su transformación en Facultad. Los odontólogos debieron 
lidiar con sus pares los médicos, con la sociedad y con el Estado para que la odonto-
logía pudiera ser legitimada como un saber independiente, una profesión autónoma 
de la medicina y no una disciplina auxiliar de ella. Diferentes odontólogos han re-
construido algunos de estos trayectos recuperando distintos hechos que enmarcaron 
la creación de esta casa de estudios; por lo tanto, tomaremos las contribuciones que 
se han elaborado desde la Facultad de Odontología para historiar nuestro recorrido 
(Gani, 2011; Facultad de Odontología UNC, 2007; Núñez, 1975; Facultad de Odon-
tología UNC, 1957).

Comenzaremos haciendo alusión a la creación de la Escuela Dental de Odon-
tología en 1916; luego destinaremos parte del capítulo para explicar el proceso de 
consolidación de la odontología como una profesión liberal. Haremos referencia a un 
proyecto de facultarización de 1950 que no llegó a concretarse dado que la facultad 
de Odontología recién logró crearse durante el gobierno de la llamada Revolución 
Libertadora; a continuación nos centraremos en la creación de la Facultad.

Los antecedentes de la Facultad de Odontología se remontan a la Escuela de 
Odontología que existía desde 1915 como una carrera de la Facultad de Ciencias 
Médicas. Desde su creación aumentó sostenidamente la matrícula, el número de pro-
fesionales egresados, la profesionalización y la especialización de la enseñanza. En el 
año 1950 el Consejo Superior, presidido por el doctor José Manuel Urrutia, aprobó 
un proyecto que él mismo presentó para crear la Facultad de Odontología;1 aunque 
esto nunca fue concretado. El 5 de noviembre de 1956, por resolución del Consejo 

[*] Profesora en Historia, FFyH, UNC.

Capítulo 7. 
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Superior de la UNC, la Escuela se transformó en Facultad de Odontología (Núñez, 
1975: 35). La odontología había nacido como un oficio artesanal y comercial que 
abarcaba la actividad de barberos, flebótomos, sacadores de muelas y herreros. Poco 
a poco fue desarrollándose una especialización de saber específico y se la consideró 
una rama menor de la medicina. En 1780 se creó el Protomedicato de Buenos Ai-
res y un año después este organismo otorgó el primer título habilitante para ejercer 
como sanador y “sacamuelas” en el país. En 1853 se incorporó dentro de la carrera 
de Medicina de la Universidad de Buenos Aires el curso “El arte del dentista” (Scha-
pira 2007:3). Pero recién hacia 1891 se creó la primera Escuela de Odontología del 
país en la Universidad de Buenos Aires.2 Al momento de la creación de la Escuela, 
y durante varios años, los profesionales odontólogos convivieron con aquellos que 
simplemente conocían la práctica y se desempeñaban como idóneos. Por otra parte, 
otro de los obstáculos que debió vencer esta profesión fue ser considerada una cien-
cia auxiliar de la medicina como la farmacia y la bioquímica, lo que postergó su pro-
ceso de legitimación e institucionalización como facultad autónoma.

Escuela de Odontología

Si empezamos a rastrear en la historia cuándo fue la primera vez que se ejerció una 
práctica odontológica en nuestro país difícilmente encontremos respuesta. El dentista 
muchas veces operó de oficio, pero recién en la segunda mitad del siglo XIX se puede 
empezar a hablar de una profesionalización de la práctica en la Argentina conforme 
la institucionalización de saberes más científicos y especializados, de acuerdo con las 
nuevas prácticas de la medicina y los descubrimientos en cuidados y preservación de 
la salud. A principios del siglo XX la fundación de una Escuela Dental de Odonto-
logía se había vuelto una necesidad en la Universidad Nacional de Córdoba. Desde 
1880 y hasta 1894 la Facultad de Ciencias Médicas recibía exámenes de odontología 
o revalidaba los títulos extranjeros. A partir de ese año esto se suspendió con el fin 
de crear la carrera y Escuela de Odontología. Hasta el momento, solo era posible re-
cibir un título de Odontólogo en la Universidad Nacional de Buenos Aires.El 13 de 
abril de 1915, el decano de la Facultad de Ciencias Médicas, Dr. Alejandro Centeno 
puso de manifiesto la necesidad de crear la Escuela de Odontología aduciendo que 
existían numerosos pedidos de ingresos a esa carrera. Por su parte señalaba también 
la importancia que había adquirido la prótesis dentaria, destacándola como una rama 
especial de la cirugía (Núñez, 1975:12, 13).

En base a esos argumentos, el 20 de octubre de 1915 el Consejo Directivo de 
la Facultad de Ciencias Médicas resolvió la creación de la Escuela de Odontología, 
la que fue ratificada por el Consejo Superior el 5 de noviembre de ese mismo año:
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“Artículo 1º: Créase una Escuela de Odontología que funcionará dependien-
te de la Facultad, y con sujeción a las reglamentaciones existentes relativas a 
profesores y alumnos, matriculación, concurrencia a clases, trabajos prácti-
cos, exámenes, etc., etc.” (Núñez, 1975:16).

El primer plan de estudios supuso tres años y seis meses de duración, basándose 
en las carreras existentes en Chile y Buenos Aires y estuvo a cargo del médico Julio 
W. Gómez.3 Él consideraba que la odontología era una rama de la medicina, ponié-
ndola al mismo nivel que la oftalmología o la otorrinolaringología. La mayoría de las 
materias del plan de estudios estaba relacionada con las ciencias médicas y pidió que 
un único profesor se hiciera cargo de las materias específicas de la práctica dentaria. 
Este cargo fue ocupado por el odontólogo Agustín Larrauri.4 Él mismo fue elegido 
entre otras cinco personas para ser el director de la Escuela Dental de Odontología, 
y dictaba las materias relacionadas con la práctica dentaria. El resto de los profesores 
eran médicos y las cátedras se compartían con otras carreras de la Facultad (Núñez, 
1975:14-20).

La situación de la odontología como rama menor de la medicina en el ámbito de 
la UNC se mantuvo desde su creación en 1916, y si bien el reconocimiento autónomo 
se consumó con la creación de la Facultad, los odontólogos lograron ir socavando 
esta concepción sosteniendo la idea de una odontología como un saber y una prác-
tica autónoma de la medicina. Para los médicos, la función del odontólogo era evitar 
que la infección se trasladara desde la boca hacia otras partes del organismo, lo que 
se conocía como la teoría de la “infección focal”5 (Gani, 2011:33). Según el autor la 
función del odontólogo en los primeros años del siglo XX consistía básicamente en 
extraer dientes infectados con caries para prevenir una patología más severa en otras 
partes del cuerpo. Debemos considerar que no se conocían los antibióticos, los rayos 
X habían sido descubiertos a fines del siglo XIX así como otros descubrimientos e 
inventos para el área de la salud que impactaron primero en el saber médico y luego 
en el odontológico. En términos del tratamiento de las enfermedades las prácticas 
preventivas eran muy incipientes y en esto encuentra su fortaleza la teoría de la infec-
ción focal.6 Recién a partir de los años 30 del siglo XX comenzó la emancipación de 
la odontología como saber independiente de la medicina que priorizaba la salud del 
cuerpo por sobre la salud de la boca, y con ella la nutrición y la dicción empezaron 
a tener importancia por sí mismas y con eso comenzó a cambiar esta lógica de “des-
dentar” a los pacientes, priorizando la conservación de la dentadura.

Según Marta Schapira (2003:996), la teoría del foco infeccioso o teoría de la 
infección focal también permitió enriquecer y consolidar la base científica de la pro-
fesión, apuntando a equiparar el estatus del odontólogo con el del médico, ya que la 
intervención profesional del odontólogo consistía en prevenir graves enfermedades 
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del organismo humano que podían iniciarse en la boca con una simple caries. Esto 
dejaba en un segundo orden de importancia el trabajo en prótesis y los tratamientos 
reparatorios, privilegiando la operatoria extractiva (Schapira, 2003:966).

En 1925 se fundó el Círculo Odontológico de la Provincia de Córdoba con el 
fin de regular la práctica odontológica. El mismo fue impulsado por los primeros 
egresados de la Escuela que tenían la necesidad de ser reconocidos como los únicos 
que podían ejercer la odontología poniendo en valor el título habilitante y las respon-
sabilidades éticas y profesionales que ello entrañaba; tratando de desplazar definitiva-
mente a aquéllos que solo intervenían de oficio.7 Dieciséis años más tarde, en 1941 
lograron que el Poder Legislativo Provincial sancionara la ley 3.955 que reglamentaba 
el ejercicio de la odontología en la provincia y que prohibía cualquier tipo de práctica 
llevada a cabo por aquellos que no poseían título universitario.8 Como vemos, los 
intereses profesionales coincidían con prácticas regulatorias que iba asumiendo el 
Estado como forma de modernizarse e introducirse en áreas que habían escapado a 
su injerencia hasta entonces.

En el ámbito universitario algunos odontólogos egresados de la Escuela comen-
zaron a sumarse a las cátedras como profesores; sin embargo una importante canti-
dad de materias continuaba a cargo de médicos. Recién con la creación de la Facultad 
en 1956 se incorporaron una cantidad de odontólogos entre sus profesores. Hasta 
ese entonces, más de la mitad de la carrera era dictada por médicos o en cátedras 
compartidas con otras carreras de la Facultad de Medicina y las instalaciones edilicias 
también eran las de Medicina. G. P., estudiante entre 1948 y 1952 y docente de esta 
casa de estudios, nos cuenta:

La Facultad de Odontología pertenecía a Medicina, como Farmacia y tenía-
mos profesores de Medicina. […] Ya en 4º y 5º empezábamos a tener uno 
o dos [profesores odontólogos] y las cátedras se daban en el Hospital de 
Clínicas y otras, algunas he ido a la Maternidad, mejor dicho donde está la 
farmacia de la Facultad [sic] ahí en Santa Rosa, ahí era Maternidad Provincial 
[sic], ahí rendíamos algo, pero casi todo era en el Clínicas.9

Hacia la creación de la Facultad
	

Siguiendo la investigación de Marta Schapira podemos afirmar que la odontología se 
consolidó como saber científico en nuestro país hacia las décadas de 1940 y 1950, por 
la acción de los odontólogos que bregaron por un reconocimiento y una regulación 
de esta área de la salud y las prácticas consiguientes.El rol de la odontología estuvo 
signado, como dijimos anteriormente, por la teoría del foco infeccioso. Si bien esto 
hizo que durante mucho tiempo se la considerara una “hija” de la medicina también 
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Edificio central de la Facultad de odontología, Ciudad Universitaria. Córdoba
F.O., gentileza Dr. Jorge Gilligan.
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fue el puntapié para indagar en nuevos saberes científicos y prácticas innovadoras que 
superaron esta teoría. Esto ayudó a enriquecer y consolidar las bases científicas de la 
profesión odontológica y, además, a que fuera reconocida por su prestigio científico 
y social. Este reconocimiento significó para la odontología no solo su integración al 
paradigma científico, sino que representó la posibilidad de legitimar su inclusión en 
el campo de la Salud, facilitando el reconocimiento de un espacio propio (Schapira, 
2003:966; Gani, 2011:34). 

Si bien durante los primeros años del siglo XX la práctica odontológica le dio 
la mayor importancia a la extracción dentaria, hacia fines de la década del treinta y 
principios de la del cuarenta esto empezó a cambiar. La práctica odontológica siguió 
siendo considerada en este periodo una subsidiaria de la medicina, el “progreso” 
fue concebido como valorización del perfeccionamiento científico/técnico, ligado 
al “deber ser” de un profesional progresista y con mejores honorarios a cambio de 
trabajos de calidad. Pero, a su vez, se agregaba cierta consideración sobre la pre-
vención y la curación junto con la preocupación por los factores “extrasomáticos”, 
con mayores reparos frente a prácticas extractivas rutinarias (Schapira, 2007:9). Los 
odontólogos no solamente debían lidiar con la legitimación dentro de las ciencias 
médicas sino que también tuvieron que legitimar su lugar en la sociedad; era necesa-
rio empezar a crear conciencia de la necesidad de cuidar la salud bucal y los elementos 
dentarios entre la población.

La enseñanza universitaria también fue testigo de esta necesidad de indepen-
dencia profesional por parte de los odontólogos en relación a los médicos. Se pasó 
de una enseñanza como rama menor de la medicina hacia la consolidación de una 
profesión liberal, identificada con un cuerpo de conocimientos específicos, científica-
mente legitimados (Schapira, 2003:965). Uno de los aspectos en los cuales podemos 
observar esto es en las reiteradas y casi periódicas transformaciones que sufrieron los 
planes de estudios. En ellos se incorporaron nuevos conocimientos y entrenamientos 
propios de la práctica odontológica, diferenciándose y obteniendo una mayor auto-
nomía con respecto a la medicina.

En la Escuela Dental de Odontología los planes de estudio, desde el vigente 
en 1916, se cambiaron en cinco oportunidades en los años 1920, 1940, 1949, 1953 y 
1956. Cada cambio introducía modificaciones para jerarquizar el saber odontológico 
e incrementaba la cantidad de años de cursado; la cantidad de materias dictadas, las 
materias relacionadas con las ciencias médicas; las materias relacionadas con la prác-
tica profesional y las materias relacionadas con la práctica odontológica.
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Planes 1917 1920 1940 1949 1953 1956

Años de cursado 3 4 5 5 5 5
Cantidad de materias 16 22 26 21 22 23
Materias médicas 7 11 14 10 10 10
Materias odontológicas 8 10 10 10 11 12
Materias de la práctica profesional 1 1 2 1 1 1

Fuente: Núñez; 1975:67-69.

Como podemos, observar a partir del año 1940 y hasta la creación de la Facul-
tad, los años de cursado de la carrera fueron cinco, incrementándose definitivamente 
los tres y cuatro años de los planes de estudios iniciales. En relación a la cantidad de 
materias destinadas a los conocimientos médicos y odontológicos encontramos que 
en tres planes hubo mayor cantidad de materias de la odontología (1917; 1953 y 1956) 
y en los otros tres planes la cantidad fue menor (1920 y 1949) e igual cantidad en una 
oportunidad. El plan de estudios de 1953, el último vigente antes de la creación de 
la Facultad, merece que nos detengamos ya que plantea una diferencia con respecto 
a los anteriores. Según Schapira (2003:965) una de las formas de evidenciar la supre-
macía de la medicina por sobre la odontología era el lugar que ocupaban las materias 
odontológicas en los planes de estudios. En los primeros años de formación había 
una primacía de las materias de las Ciencias Médicas, de conocimientos generales, y 
en los últimos años la mayoría de las materias eran odontológicas, de especialización. 
La autora sostiene que esto se evidencia en planes de estudio de diferentes carreras 
de odontología del país en la primera mitad del siglo XX (Schapira, 2003:965). En 
1953 esto cambió, desde primer año existían materias relacionadas con los saberes 
de la odontología. También es necesario destacar que se incorporaron materias como 
Radiología y Fisioterapia, Farmacología Terapéutica e Higiene, Clínica Quirúrgica y 
Anestesiología, Materiales dentales y Odontopediatría. Estos conocimientos se con-
dicen con los nuevos paradigmas odontológicos basados en la prevención y curación 
de los dientes en contraposición con la teoría de la infección focal, que comenzaban 
a valorizar la boca y el tratamiento de sus enfermedades no como un mero órgano del 
cuerpo, sino como una parte que interactuando con las demás merecía una atención 
especializada.

Como ya hemos advertido, la regulación de la práctica profesional fue una 
preocupación del Círculo Odontológico de Córdoba, como de otras asociaciones 
profesionales del país, ya que más allá del incremento en número de inscriptos y 
egresados de las carreras universitarias de Odontología lo mismo seguía habiendo 
curanderos dentales y mecánicos que ejercían la práctica sin título. Estimamos que 
esto preocupaba no solo por la competencia “desleal” sino por la legitimación de un 
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saber tanto en la sociedad como al interior de las ciencias de la salud; a esto se suma-
ban los importantes avances que se venían dando en términos de la prevención y de 
la conexión de la salud bucal con la salud de otras áreas del cuerpo, pero entendiendo 
ahora a la odontología como el saber específico para tratarla.En los años treinta el 
Círculo Odontológico de Córdoba aprobó un proyecto de aranceles mínimos para la 
consulta particular que estableció diferencias en la valoración económica del trabajo 
en consultorio o a domicilio, el radio de atención, la presencia de otros profesionales, 
la atención fuera de las horas de trabajo y el tipo de prestaciones. Se asociaba la cali-
dad del trabajo con el cobro de honorarios más altos, aun a costa de la disminución 
cuantitativa de la clientela (Schapira, 2003:109).

A su vez se promulgó en 1941 la primera Ley Provincial que regulaba la prác-
tica odontológica. En ella se estableció que solo podían ejercer los profesionales que 
contaran con un título de odontólogo de una universidad nacional; o con un título 
equivalente de una universidad extranjera. A su vez regulaba a los consultorios priva-
dos y públicos y limitaba el ejercicio profesional por parte de los mecánicos dentales. 
Uno de los artículos obligaba a la inscripción de cada odontólogo y consultorio en el 
Registro Provincial de Higiene.10

Hacia los años cuarenta el Estado argentino fue tomando protagonismo en 
diferentes ámbitos de la vida, aun la considerada como privada, asumiendo un con-
junto de regulaciones en coincidencia con demandas sectoriales, en nuestro caso de 
los odontólogos. El área de Salud no fue excluyente a esto y en el año 1949 se elevó a 
Ministerio la ya existente Secretaría de Salud Pública, al tiempo que se incrementaba 
la infraestructura destinada a la salud con la instalación de hospitales públicos, cober-
tura de salud para los asalariados, entre otras medidas. Desde este espacio se intentó 
llevar a cabo diferentes proyectos en los que el objetivo era “oficializar” la práctica 
de la odontología a través del ejercicio de la misma en hospitales públicos y a través 
de obras sociales. Uno de los precursores de esto fue el primer ministro de Salud, Dr. 
Ramón Carrillo. Él, junto al Sindicato de Odontólogos de Capital Federal, elaboró 
un anteproyecto de creación de una Escuela de Odontólogos Sanitarios en 1949, 
cuyo fundamento era la necesidad de incorporar conocimientos de bioestadística, 
educación sanitaria, epidemiología, saneamiento del medio ambiente, medicina pre-
ventiva y tratamiento adecuado para los pacientes.

Este tipo de intervención trajo conflictos entre las corporaciones que reunían 
a los profesionales odontólogos y el gobierno y hacia adentro de las propias aso-
ciaciones profesionales. La relación con el gobierno peronista se volvió tensa, por 
lo que el gremio odontológico no logró constituirse como un actor significativo en 
el ámbito del sector salud. La mayoría de los profesionales, a nivel nacional a través 
de sus órganos de difusión, expresó su renuencia a la participación en los proyectos 
de “oficialización” de la atención a la salud, percibidos por los profesionales como 
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reordenadores del mercado y como un atentado contra el libre ejercicio de la profe-
sión. Si bien se rescataba la posibilidad que el trabajo remunerado dependiente del 
Estado podía ser beneficioso para los profesionales con escasa clientela, se subrayaba 
el derecho de los odontólogos al libre ejercicio de la profesión. La diferenciación de 
posiciones entre peronistas y no peronistas no favoreció el fortalecimiento de una 
identidad corporativa asentada en los colegios profesionales ya existentes, sino que 
la disputa se basó en una postura que apuntaba exclusivamente a la defensa de los 
intereses corporativos, al reaseguro de los espacios conquistados en el mercado de 
servicios de la salud, a la ampliación de los campos de incumbencias, a la defensa 
del monopolio profesional y de la capacidad autorregulatoria, sin preocupaciones 
por la atención de la salud de la población que no tenía un acceso más directo a la 
atención odontológica. Otra tendencia, con un perfil más débil, apoyaba la expansión 
de la sanidad nacional entendiéndola como una política pública y, simultáneamente, 
acordaba con la posibilidad de arancelamiento de los hospitales para disminuir los 
supuestos abusos de sectores considerados más solventes tentados de abandonar las 
prácticas privadas para acogerse a los beneficios de la salud pública (Schapira 2000, 
2003, 2007). El Círculo Odontológico de Córdoba se ubicaba dentro de la primera 
postura. Rechazaban el uso de obras sociales, por ejemplo, aunque durante los años 
30 se habían fijado aranceles de precios mínimos (Schapira, 2003:109) y lograron 
sancionar la Ley provincial 3955 que no especificaba nada acerca del ejercicio de la 
odontología en el ámbito público o del trabajo con obras sociales.

En este contexto de cierta conflictividad, que sin dudas entrañaba también dife-
rentes concepciones sobre la salud y la práctica de una profesión liberal, se presentó 
en 1950 un primer proyecto para crear la Facultad de Odontología. 11

El Consejo Superior había aprobado en las sesiones del 19 y 20 de diciembre 
no solamente la creación de la Facultad de Odontología sino, también, la de Farma-
cia y Bioquímica –por entonces, como Odontología en el ámbito de la Facultad de 
Ciencias Médicas– y la de Ciencias Naturales, Agronomía y Veterinaria –otro de los 
proyectos de Facultad–, que tampoco se concretaron en ese año.12

De proyecto a realidad

Casi seis años más tarde, el 13 de abril de 1956, el cuerpo docente de la Escuela de 
Odontología, los estudiantes y el Círculo Odontológico de Córdoba presentaron al 
decano de Ciencias Médicas la necesidad de la creación de la Facultad, considerando 
la especialización de las técnicas y el avance científico que ya había logrado la odon-
tología para esos tiempos. El claustro de profesores titulares y adjuntos de la Es-
cuela de Odontología,13 en nota dirigida al señor delegado interventor en la Facultad 
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de Ciencias Médicas, doctor Calixto J. Núñez, pasaron un extenso informe dando 
cuenta del estado en que se encontraba en esos momentos la Escuela; manifestando 
que la misma podía alcanzar el rango de Facultad, mencionaban que “lo eran ya otras 
escuelas con menos años de existencia y otras que estaban por serlo a breve plazo”14, 
reconocían la necesidad de “organizar una dirección técnica y administrativa con 
autonomía propia, hasta que la organización futura de la Universidad la promueva a 
la jerarquía de Facultad”.15 Con esta carta adjuntaron también el mismo proyecto de 
1950 con lo cual pensamos que no había diferencias en la currícula en ambas etapas, 
sino que se buscó una mejor oportunidad política para solicitar la facultarización y 
que esta tuviera éxito.

El 16 de julio, el decano interventor en la Facultad de Ciencias Médicas elevó 
al Honorable Consejo Superior la Resolución Nº 500, en el que pidió la creación de 
la Facultad de Odontología teniendo en cuenta que el decanato de Ciencias Médicas 
“comparte plenamente todas las consideraciones aducidas por los señores Profesores 
de la Escuela”16 añadía:

[…] el desarrollo y prestigio alcanzando por esta Escuela desde su fundación 
por el Dr. Agustín Larrauri en 1916, hasta la fecha, no sólo en nuestro medio 
sino también ante la coincidencia de todo el país como del extranjero, ponen 
en evidencia que la misma ha alcanzado ya su mayoría de edad a costa de los 
afanes y desvelos que a través del tiempo realizaran tantas figuras ilustres que 
honraron sus claustros con su prestigio, su acervo moral, su esfuerzo y su 
saber.17

Efectivamente, hacia la década del cincuenta la odontología se había configu-
rado como una profesión independiente y prestigiosa en la Argentina. Si bien seguía 
disputando un lugar dentro de las ciencias de la salud con la medicina, a lo largo de 
los años logró desarrollar conocimientos y técnicas específicas de la profesión acom-
pañando el avance científico y técnico especialmente en el área de la salud bucal. Esto 
le permitió tener un lugar dentro del campo científico y social, con jerarquía técnica 
y con dominancia de especializaciones, distanciándose explícitamente de la actividad 
artesanal y comercial que le diera origen (Schapira, 2003:113).

Para 1956, año de la fundación de la Facultad de Odontología de la UNC, 
existían Facultades de Odontología en la Universidad Nacional de Buenos Aires y 
en la Universidad Nacional de Rosario18 y en ese mismo año se creó la Facultad de 
Odontología en la Universidad Nacional de Tucumán.19 En el ámbito provincial la 
profesión había crecido desde principios del siglo XX , a esto se le suma el incre-
mento en el número de ingresantes y alumnos, los constantes pedidos de un mayor 
presupuesto y la condición no menor de que la Facultad de Ciencias Médicas era la 
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F.O. Profesores y estudiantes de la cátedra de Técnica de Operatoria Dental. 1955
Gentileza Gloria Paniale.

F.O. Práctica en consultorio.
F.O., gentileza Dr. Jorge Gilligan.
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facultad con más escuelas del país.20 Teniendo en cuenta lo anterior, el 5 de noviem-
bre el Consejo Superior de la Universidad Nacional de Córdoba ordenó transfor-
mar la Escuela de Odontología en Facultad de Odontología e incluirla entre las que 
compondrían la UNC en el Estatuto a preparar por el Consejo Superior y que sería 
sometido a la Asamblea Universitaria, según lo establecido por el artículo 8° del 
decreto-ley 10.775/56; asimismo se dispuso incorporar en el presupuesto 1957 las 
partidas correspondientes para la nueva Facultad. A su vez ordenaba prever los gas-
tos inherentes a la nueva Facultad en el presupuesto de 1957.21 Desde ese momento 
la Facultad de Odontología se convirtió en una realidad.22 Se eligió como decano el 
4 de octubre de 1957 a Luis Moreyra Bernán y el primer consejo directivo estuvo 
formado por:

• Consejeros, profesores titulares: Profesor Florencio Ponce, Servando García 
Faure.

• Consejeros, profesores adjuntos: Lylia Feliza Guiñazú, Ricardo Meyer, Horacio 
Acuña.

• Consejeros, egresados: Alberto Osvaldo López.
• Consejeros, alumnos: Alfredo Galiano, Pedro Luis Salas, Edgardo H. Hametti, 

Luis Rivas23 (Facultad de Odontología, 2007:15).

Parte de los miembros de este primer Consejo Directivo fueron luego decanos 
de esta casa de estudios. Florencio Ponce fue designado por el Decreto del Poder 
Ejecutivo Nacional N° 22.897 el 2 de febrero de 1957 y su mandato culminó el 4 oc-
tubre de ese mismo año. A él le sucedieron: Luis Moreyra Bernán, por dos periodos 
no consecutivos (04/10/1957-03/10/1958; 17/03/1961-01/10/1963); Servardo 
García Faure (04/10/1958-17/03/61) y Ricardo Meyer (07/10/1963-29/05/1973) 
(Gani, 2011:37).

La Facultad y su relación con el gobierno nacional

El 16 de septiembre de 1955 se produjo en la Argentina el golpe cívico-militar 
que derrocó al gobierno de Perón, la llamada Revolución Libertadora. Uno de los 
objetivos principales del nuevo gobierno de facto era erradicar todo aquello relacio-
nado con el régimen anterior, al cual caracterizaron como una dictadura totalitaria 
desconociendo el hecho que Perón hubiera ganado elecciones nacionales por dos 
períodos consecutivos. Así fue como esta nueva dictadura militar asumió y admi-
nistró el poder bajo las banderas de democracia y libertad, proponiéndose como 
objetivo el restablecimiento del régimen parlamentario y el sistema de partidos con 
la exclusión de dos partidos, el peronista y el comunista (Cavarozzi, 1987:17). Como 
dijimos anteriormente, en 1950 hubo un intento de crear la Facultad de Odontología 
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y el mismo terminó fracasando. Si bien no podemos establecer las razones ya que las 
fuentes consultadas nada aclaran al respecto, sí pudimos observar que hubo diferen-
tes tensiones entre los odontólogos y el gobierno peronista, como hemos señalado. 
Estas tensiones parecieron aligerarse rápidamente ya que a poco tiempo de produ-
cido el golpe de Estado se volvió a elevar un pedido de facultarización de la Escuela 
de Odontología. Encontramos en fuentes de la época24 un fehaciente apoyo al nuevo 
gobierno y un rechazo al peronismo con el cual, como ya dijimos, un sector de los 
odontólogos había tenido conflictos permanentes. En reiteradas oportunidades va-
mos a encontrar, durante el proceso de creación de la Facultad, un explícito apoyo al 
gobierno de la llamada Revolución Libertadora y una coincidencia en el discurso de 
las nuevas autoridades universitarias con las versiones de los golpistas sobre el ante-
rior gobierno. El texto La Escuela de Odontología y su transformación en Facultad del año 
1957, realizado por las autoridades de la Facultad, recopila diferentes documentos 
acerca del proceso de facultarización y en su introducción expresa:

Las universidades del país privadas por más de diez años para cumplir con 
el objetivo fundamental de su función específica, y recuperadas hoy por el 
mandato histórico de la ciudadanía amante de la libertad, vuelven al servicio 
de la ciencia y la verdad.

La juventud estudiosa ocupa las posiciones que le depara la cultura en mar-
cha y los profesores que constituyeron la reserva moral e intelectual a través 
de la dictadura, han retomado el deber de recibir e impartir sus lecciones, 
libres de prevenciones y de la acción estéril de las influencias perniciosas que 
pugnaron por desviar el nexo que debe imperar entre alumnos y maestros 
(UNC, Facultad de Odontología, 1957:3).

De este modo las autoridades de la recientemente creada Facultad de Odon-
tología se referían al mandato peronista como una “dictadura”. Este término fue 
utilizado por el gobierno de la Revolución Libertadora en su afán de “desperonizar” 
la sociedad argentina. Durante el peronismo hubo una intervención del Estado en 
las universidades públicas, como se señala en la Introducción a la tercera parte de 
este libro y, como dijimos anteriormente, hubo tensiones entre los odontólogos y el 
gobierno nacional. A su vez, el libre ejercicio de la ciudadanía, la moral y la verdad 
como estandartes fueron parte del discurso del nuevo gobierno de facto que lo di-
ferenciarían de las anteriores prácticas “avasalladoras de las libertades individuales”, 
según las nuevas autoridades, discurso con el cual coincidían los odontólogos que 
promovieron el proyecto en 1956.25

Los debates acerca de la creación de la Facultad trascendieron el ámbito estric-
tamente universitario y corporativo y lograron sumar a un conjunto de actores que 



220  Facultad de Odontología

legitimaban reivindicaciones profesionales y académicas al tiempo que deslegitima-
ban al gobierno peronista. Prueba de ello es que el 26 de octubre de 1956 el diario 
local La Voz del Interior publicó una editorial expresándose a favor de la creación de la 
misma y dejando en claro su oposición al gobierno peronista. La misma integra parte 
de “Universitas” una sección donde se publicaban noticias sobre la UNC. Los valores 
democráticos, como la ciudadanía y la libertad, son puestos en discusión al llamar 
“dictador” al presidente derrocado. Una problemática académica, como fue el legiti-
mar institucionalmente un saber, se mezclaba con posiciones políticas e ideológicas y 
las prácticas del anterior gobierno en relación a los agentes estatales. Se destacaba la 
devastación que había sufrido la Escuela adjudicándola a cuestiones político-ideoló-
gicas, sin mencionar que los médicos, en una importante cantidad, habían coincidido 
con las políticas de expansión de la salud pública, en tanto los odontólogos habían 
sido más reticentes:

A poco tiempo de producirse el avasallamiento de las universidades argenti-
nas –a fines de 1946 y por pedido del ex partido peronista–, medida ejecutada 
por el gobierno depuesto para mostrar su decisión de imponer su voluntad 
a toda costa en las manifestaciones de la vida ciudadana y que significó la ce-
santía o renuncia de más de 1500 docentes universitarios, terrible medida de 
fuerza definitoria de un gobierno sin escrúpulos o de ninguna índole (…)26

La carta en que los profesores de la Escuela realizaron el pedido de faculta-
rización, el 13 de abril de 1956, planteaba que una de las consignas de la Revolución 
era volver a tener autonomía universitaria, y esa era una de las causas por las cuales 
la Escuela debía transformarse en Facultad.27 La autonomía universitaria había sido 
marginada por el gobierno peronista al anular las formas tradicionales del cogobi-
erno, como se destaca en la Introducción a la tercera parte de este libro, pero tam-
bién hubo trabas, persecuciones e intervenciones durante el gobierno militar que le 
siguió, de modo que los universitarios no hallaban garantías plenas para ejercer sus 
derechos al cogobierno y a la autonomía. Nuevamente encontramos tensiones en 
donde lo político/ideológico se mezclaba con los saberes académicos. Por otra parte, 
el Dr. Ponce en su primer discurso como decano interventor agradecía al Círculo 
Odontológico de la Provincia de Córdoba por haber sostenido la profesionalización 
de la práctica odontológica durante la “dictadura”28 y dice: “¿Qué hechos han con-
sustanciados para que dentro del año del retorno a la libertad, seremos testigos de 
este memorable acto?”29 Recordemos que la corporación de los odontólogos se había 
opuesto, con diferente suerte, a ciertas regulaciones como la práctica a través de ob-
ras sociales y su expansión a los hospitales públicos.
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Otro de los hechos puntuales que plantea esta dicotomía entre la época del pe-
ronismo y la oportunidad de la creación de la Facultad luego del golpe de Estado de 
1955 fue el recambio de profesores que hubo en las cátedras: “tenían que renunciar, 
aunque no fueras del partido peronista, porque mi profesor no lo era. El cambio de 
profesores fue total. […] No podía haber profesores anteriores a la revolución”.30 
Sabemos que por decisión propia, u obligados, hubo un recambio de varios centena-
res de profesores durante los dos gobiernos peronistas. Muchos de ellos decidieron 
regresar una vez realizado el golpe; así como también muchos profesores que estaban 
relacionados con el peronismo debieron o decidieron irse como sucedió en otras 
unidades académicas y otros ámbitos estatales.

Diferentes actores hablan de una reestructuración de la Escuela de Odon-
tología, donde se reincorporó a todos los profesores, titulares y adjuntos, y ayudantes 
docentes, que se habían ido obligados o por voluntad propia durante el gobierno 
peronista.31 Este cambio de profesores trajo consigo no solamente connotaciones 
políticas sino también académicas. Durante el periodo de Escuela, se sucedieron di-
ferentes planes de estudio, como ya se trató. A partir de los recambios en las cátedras, 
sumado al nuevo plan de estudios (Núñez; 1975:69) la mayoría de los profesores 
eran odontólogos graduados en la Escuela, algunos de ellos de reciente graduación, 
y el método de selección era el mérito teniendo en cuenta el rendimiento durante la 
carrera. G. P., egresada en 1952, cuenta cómo empezó a ser jefa de trabajos prácticos 
apenas terminó sus estudios: “Yo fui designada porque tenía un buen promedio, 
a una de mis compañeras que era buena alumna también no la pudieron nombrar 
porque trabajaba en la Asistencia Pública.”32

A continuación mencionamos las cátedras que tuvieron un recambio de pro-
fesores en el periodo 1955-1957. En algunos casos sabemos que fue por cuestiones 
políticas, en otros simplemente se explica que hubo un nuevo profesor. El 16 de 
noviembre de 1955 el interventor de la Universidad Nacional de Córdoba Agustín 
Caeiro reincorporó a profesores que por razones políticas debieron abandonar sus 
tareas durante el peronismo. En la todavía Escuela de Odontología volvieron a sus 
cargos: Luis Moreyra Bernán (Técnica Operatoria Dental); Diego Rapela (Técnica 
Operatoria Dental); Servando García Faure (Semiología y Patología Buco Dental); 
Aldo Oscar Carrer (Clínica Operatoria Dental) y Jesús Osorio Sanchez (Prótesis).33

A su vez, se designaron profesores interinos para cubrir los cargos de aquéllos 
que fueron cesanteados una vez concretada la Revolución Libertadora: Lilia Giñazú 
(Farmacología, Terapéutica e Higiene); Horacio Acuña (Radiología y Fisioterapia); 
Jesús Osorio Sánchez (Técnica de Prótesis); Guillermo Buteler (Clínica de Prótesis); 
Ricardo Meyer (Clínica Quirúrgica con Anestesiología); Florencio Ponce34 (Ortodon-
cia). Los profesores Diego Rapela (Clínica Operatoria Dental); Servando García Faure 
(Clínica Stomatológica y Pariodoncia) y Aldo Oscar Carrer (Clínica Operatoria Den-
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tal) que habían abandonado la UNC con el gobierno peronista, además de ser rein-
corporados obtuvieron nuevas cátedras.35 También encontramos que la cátedra de 
Histología, hasta el momento de creación de la Facultad, estuvo a cargo de Raúl 
Zunino y Luis Sandoval. Luego, por cuestiones políticas, se eligen nuevos profesores: 
Juan Méndez y Giralda Giraldi (Gani, 2011:129).

En relación al nuevo plan de estudios, es de destacar que desapareció la cátedra 
de Materiales Dentales. A su vez, con las designaciones de nuevos profesores para las 
nuevas materias, encontramos que aquellos profesores adjuntos que formaron parte 
del primer Consejo Directivo de la Facultad pasaron a tener cargos titulares: Lylia Fe-
liza Guiñazú se hizo cargo de la cátedra de Farmacología, Terapéutica e Higiene; Ri-
cardo Meyer de la cátedra de Cirugía I y Horacio Acuña de la cátedra de Radiología y 
Fisioterapia. En relación a las materias del ciclo médico general siguieron siendo dic-
tadas por médicos; algunas dependían de la Facultad de Medicina y otras eran nuevas 
cátedras de la Facultad de Odontología (Gani, 2011:120-146). Este trabajo fue una 
primera aproximación para conocer cómo fue el proceso de creación de la Facultad 
de Odontología. Un poco más de cuarenta años pasaron desde que se creó la Escuela 
Dental de Odontología hasta que fue transformada en Facultad en 1956. A lo largo 
de este capítulo hemos pretendido dar cuenta del recorrido que le significó a esta casa 
de estudios el poder ser una de las trece facultades que existen hoy en la UNC.

Desde pujas por ocupar un lugar de respeto entre las Ciencias de la Salud, pa-
sando por la necesidad de profesionalizar, jerarquizar, regular y monopolizar por 
parte de graduados universitarios una práctica que se venía ejerciendo desde hacía 
siglos, el proceso de facultarización no fue simple. Diferentes actores, con diferentes 
intereses en juego, fueron parte del mismo. Esto se evidencia en la fallida creación de 
la Facultad en 1950. Les costó a los odontólogos poder legitimarse como un saber 
independiente de la medicina y como una profesión aceptada como campo indepen-
diente del saber. Lidiaron con la supremacía de los médicos; con los conflictos con 
el PEN, con el reconocimiento del ejercicio de la profesión a través de la regulación 
de su práctica, con la falta de conocimiento de una sociedad acerca del cuidado de 
la salud bucal, entre otros. Finalmente, en el marco de una dictadura militar, el 5 de 
noviembre de 1956 fue oficialmente creada la Facultad de Odontología de la Univer-
sidad Nacional de Córdoba. ■
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El florecimiento de la actividad científica 
en Argentina y la autonomización de las 
Ciencias Químicas en la UNC
Jessica Blanco*

En la historia de la ciencia en Argentina los años 1958-1966, que abarcan desde la 
presidencia del radical Arturo Frondizi hasta el gobierno militar de Juan Carlos 

Onganía, constituyeron un período de oro en la actividad científica y en la educa-
ción pública, en especial en la universitaria. Sobre la base de una tradición científica 
preexistente a esta época, se sentaron los cimientos para la inscripción del país en el 
concierto científico-tecnológico, espacio que conserva hasta el presente como uno 
de los líderes regionales.

Los años posteriores al derrocamiento de Perón suelen relacionarse con la ins-
titucionalización del campo científico-tecnológico, por ejemplo a través de la fun-
dación y el apoyo estatal a numerosos centros de investigación científica y por la 
creación en 1958 del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas 
(CONICET), presidido por el prestigioso investigador Bernardo Houssay (premio 
Nobel de Medicina 1947), para la promoción, planificación y coordinación de la in-
vestigación. También puede mencionarse la fundación en 1956 del Instituto Nacional 
de Tecnología Agropecuaria (INTA), que perseguía el objetivo de incentivar la inves-
tigación agrícolo-ganadera; y tres años después el nacimiento del Instituto Nacional 
de Tecnología Industrial (INTI), creado para desarrollar estudios de interés indus-
trial, estimular la tecnología y mantener relaciones con las instituciones académicas.1

De todas maneras, cabe reconocer que ya durante el peronismo se había dado 
impulso e invertido para el desarrollo científico y tecnológico, como parte de una po-
lítica científica inscripta en un proyecto nacional explicitado en los dos planes quin-
quenales. Desde una política centralizadora del Estado, el peronismo institucionalizó 
la ciencia y la tecnología de acuerdo a problemáticas sociales, productivas y de defen-
sa acordes con un determinado modelo de país. De este modo se crearon distintas 
instituciones estatales para incentivar la investigación y el desarrollo científico en 
áreas consideradas estratégicas. Así, en 1948 se proyectó la creación del Instituto Na-

[*] Doctora en Historia, UNC. 
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cional de Investigaciones Físico-Químicas; en 1950 se fundó la Comisión Nacional 
de Energía Atómica (CNEA) y la Dirección Nacional de Investigaciones Técnicas y 
Científicas y al año siguiente vio luz un ente que sería el antecedente inmediato del 
CONICET, el denominado Consejo Nacional de Investigaciones Técnicas y Cientí-
ficas (CONITYC), presidido por el mismo Perón.

En este contexto cabe preguntarse ¿qué espacio tuvieron en la currícula uni-
versitaria, y particularmente en la de la Universidad Nacional de Córdoba (UNC), el 
estudio y la investigación aplicada en ciencias químicas?

En Córdoba, el estudio de las ciencias químicas se hallaba incorporado en la 
currícula de la Facultad de Ciencias Médicas, creada en 1877. Solo cinco años des-
pués, en 1882, se fundaba la Escuela de Farmacia, dependiente de aquélla.

El doctor Héctor Eduardo Bertorello, quien perteneció a la cátedra de Química 
Orgánica de la Facultad de Ciencias Químicas, es el autor de la principal historización 
del origen y el desarrollo de las ciencias químicas dentro del ámbito de la UNC. Sus 
trabajos se inician con la creación de la Escuela de Farmacia, en 1882, y prosiguen 
con su transformación en 1937 en Escuela de Farmacia y Bioquímica. Mayor aten-
ción ocupa la formación y organización del Instituto de Ciencias Químicas, fundado 
en 1959. En su trabajo sobre los estudios universitarios de las ciencias químicas en 
Córdoba, Bertorello (1972:2-4) ubica el dictado de materias como química orgánica, 
inorgánica y médica en el plan de estudios de Ciencias Médicas para la formación de 
médicos científicos y prácticos y farmacéuticos. La Escuela de Farmacia existía desde 
fines del siglo XIX pero carecía de un número significativo de profesores, cátedras 
propias, laboratorios e insumos para la experimentación. Respecto de la década de 
1930, Bertorello llama la atención acerca del nuevo plan de estudios aprobado por el 
Consejo Superior de la Universidad en 1936, que instituía el doctorado en Farmacia y 
Bioquímica, de seis años de duración y que venía a sumarse al curso de Farmacia de 
cuatro años. Desde la perspectiva de la enseñanza universitaria, la gestión peronista 
es recordada por este autor como una etapa en la que las renuncias y las separacio-
nes masivas de profesores dejaron debilitada la Escuela, aunque paulatinamente fue 
reorganizándose sobre la base de una nueva planta docente. Similar situación se vivió 
después del golpe de 1955; aunque en esta oportunidad algunos de los profesores 
renunciantes o cesanteados en 1947 fueron reincorporados en sus cátedras. El doc-
tor Aníbal Sanguinetti fue el principal responsable de la reorganización de la Escuela 
de Farmacia y Bioquímica y fue en este contexto que los profesores de la misma, de 
acuerdo a un viejo anhelo, preparó un extenso informe para fundamentar la solicitud 
de creación de la Facultad de Ciencias Químicas, a partir de la Escuela de Farmacia 
y Bioquímica. Este fue el origen de la conversión de la Escuela en el Instituto de 
Ciencias Químicas, hasta tanto se hiciera efectiva la organización de la Facultad (Ber-
torello, 1972).
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Desde la década de 1920 hasta fines de la de 1950, lo que más llama la atención 
de las resoluciones y ordenanzas de la Facultad de Medicina es la recurrente modi-
ficación de los planes de estudio de las tres escuelas que la componían: Medicina, 
Odontología y Farmacia y Bioquímica. En lo que respecta a la última, entre 1924 y 
1958 puede consignarse modificaciones sustanciales del plan de estudios en 1931, 
1934, 1936, 1947, 1953, 1955 y 1956 y numerosas disposiciones referidas a las corre-
latividades y afinidades entre materias en 1931, 1934, 1944, 1946, 1947, 1953, 1955, 
1956 y 1958.2 ¿En qué consistieron los cambios curriculares en los planes de estudios 
y por qué pudieron estar motivados? Cabe recalcar la creación del doctorado en 1934 
y su implantación en 1936 y la incorporación de nuevas materias, sobre todo a partir 
de 1947. Lo anterior obligó a establecer correlatividades y afinidades de materias 
entre los planes vigentes de la Escuela de Farmacia y Bioquímica. Así, por ejemplo, 
mientras en 1946 el plan de estudios contemplaba tres carreras (farmacia de cuatro 
años, bioquímica de seis –cuatro más dos– y el doctorado en farmacia bioquímica 
–los seis años de farmacia y bioquímica más la defensa de una tesis–), con el plan de 
1947 los títulos se redujeron a dos: el de bioquímico y farmacéutico y el de doctor 
en bioquímica y farmacia, en tanto desde la modificación de 1953 se impartieron 
las carreras de farmacia (cuatro años) y farmacia y bioquímica (seis años). Dichos 
cambios en parte pueden explicarse como una actualización disciplinaria y una auto-
nomización académica respecto de Medicina, con la emulación de planes de estudio 
de otras universidades consideradas como referentes.3 Asimismo, las modificaciones 
pueden explicarse como una de las consecuencias de los vaivenes acaecidos en la vida 
política del país que repercutieron en la dinámica universitaria, que trasuntó por suce-
sivas intervenciones, algunas de las cuales declaraban sin efecto legal las resoluciones 
dictadas directamente por los interventores anteriores, es decir, aquellas decisiones 
adoptadas sin injerencia del Consejo Directivo de la Facultad.4

La política universitaria del peronismo, que tuvo la intención de reforzar la in-
vestigación científica y la extensión, aplicar los conocimientos y disminuir las clases 
magistrales a favor de las prácticas y los seminarios de investigación (Sigal, 2002:508), 
en parte se tradujo en el plan de estudio de Ciencias Químicas de 1947, que perseguía 
“propender a la formación de los técnicos que necesite el país en cada una de las 
ramas de la ciencia”, corregir la excesiva extensión de algunas materias e incorporar 
otras “que la ciencia actual destaca por su significado científico o interés social…”5 
También se disponía la creación de los departamentos de ciencias físicas matemáticas 
(puras y aplicadas); química; ciencias aplicadas a la bioquímica; ciencias naturales y 
ciencias químico-farmacéuticas. De acuerdo con la Ley Universitaria de ese año, los 
departamentos deberían estar formados por los institutos, las cátedras y centros de 
investigación afines, de una misma o de distintas facultades, al margen de las res-
pectivas actividades docentes, para realizar investigaciones, publicar los trabajos e 
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investigaciones, establecer canje de publicaciones, organizar ciclos de conferencias 
científicas y de extensión y promover el intercambio de profesores de otras univer-
sidades y facultades del país y del exterior.6 En este contexto puede entenderse la 
aprobación del Honorable Consejo Directivo de la Facultad de Ciencias Médicas 
de un proyecto presentado por el consejero doctor Juan Brouwer de Koning, con la 
adhesión de un grupo de profesores de la Escuela de Farmacia y Bioquímica, para 
la creación del Departamento de Ciencias Químicas, integrado por siete cátedras de 
química general, orgánica y analítica. El departamento era pensado como un centro 
de investigación que agruparía a cátedras universitarias para entablar una relación 
directa con el Ministerio de Asuntos Técnicos y que por cuestiones presupuestarias 
no podían investigar por sí mismas.7

No obstante, y de acuerdo con documentación de 1959 que aconsejaba la or-
ganización del Instituto de Ciencias Químicas sobre la base de departamentos y no 
de cátedras, se infiere que la organización departamental en esta Escuela no llegó a 
implementarse para entonces y solo quedó en intenciones.

El Instituto de Ciencias Químicas, comienzo del proceso de autonomización 
universitaria de la química en Córdoba

Las demandas por parte de diferentes escuelas para ser transformadas en facultades 
de la UNC comenzaron a multiplicarse en la segunda mitad del siglo XX. Así, en 
1950 el Consejo Superior trató la creación de la facultad de Ingeniería Aeronáutica y 
la de Arquitectura y Urbanismo y resolvió volver a comisión los proyectos referentes 
a la creación de las Facultades de Odontología, Química y Farmacia, Ciencias Na-
turales y Agronomía y Veterinaria.8 Como se trata en otros capítulos, las escuelas de 
Arquitectura y Odontología lograron facultarizarse en 1954 y 1956, respectivamente. 
Distinta suerte tuvieron las demás mencionadas, cuyo pedido de facultarización fue 
respondido con la creación de los Institutos de Matemática, Astronomía y Física 
(IMAF en 1956), Química y Farmacia (1959) y de Ciencias Agronómicas (1966), 
como se aborda en los capítulos de este libro correspondientes a dichas Facultades. 
Asimismo, en 1956 se fundó el Instituto de Psicología y Psicopedagogía que se su-
maba a otros institutos de la UNC.

	 En referencia a la creación del Instituto de Ciencias Químicas, a fines de 
1957 los representantes reformistas en el Consejo Directivo de la Facultad de Medi-
cina habían presentado un proyecto para la creación de la Facultad de Ciencias Quí-
micas, gestiones que posteriormente fueron avaladas y acompañadas por distintas 
entidades estudiantiles, egresados y docentes de la Escuela de Farmacia y Bioquímica, 
así como también por la Federación Universitaria de Córdoba. Incluso los profesores 
de esta Escuela prepararon un informe con resoluciones concretas respecto de pla-
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Edificio central de la Facultad de Ciencias Químicas, Ciudad Universitaria.
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nes de estudio, estructura y organización. Se planteaba “la provisión de laboratorios 
adecuados, la creación de una Biblioteca especializada, la modificación de los planes 
de estudio, contemplando una actualización de las carreras que se cursaban y organi-
zación del trabajo. (Bertorello, 1972).

Luego de más de un año de tratativas, y bajo el rectorado del doctor Jorge 
Orgaz, el Consejo Superior de la UNC se abocó a tratar la creación de la Facultad 
de Ciencias Químicas. En esa oportunidad, se decidió designar una comisión que 
estudiara la iniciativa, para así elevar un dictamen a la Asamblea. Estuvo integrada 
por los profesores Antonio Sartori, Telasco García Castellanos, Nicolás Bello, Carlos 
Tagle, Jesús Osorio Sánchez, Francisco Junyent; el egresado Héctor Bertorello; y los 
estudiantes Osvaldo Mario Mira, Héctor Salom y Samuel Kriczkovsky.9

En la sesión del 28 de abril de 1959 la comisión dictaminó que se debía crear la 
Facultad de Ciencias Químicas, separando de la FCM las carreras de Farmacia y Bio-
química, con su profesorado, alumnado, laboratorios, muebles y útiles de enseñanza 
y, en materia de presupuesto, fijar la fecha 31 de marzo de 1961 para el comienzo de 
la Facultad con sus atribuciones plenas, disponer el nombramiento de un Interventor 
designado por el rector con voz en el Consejo Superior para los asuntos relacionados 
con la transformación del Instituto en Facultad.10

Los argumentos a favor se asentaban sobre fundamentos de índole económi-
co-social, científicos y universitarios. Se sostenía la necesidad de una Facultad de 
Ciencias Químicas en Córdoba, ciudad que se había convertido en un nuevo centro 
industrial del interior. Asimismo, la autonomización universitaria de la química, que 
dejaría de ser conceptualizada como una rama de los estudios médicos y estar limita-
da a la dependencia de la Facultad de Medicina, contribuiría al desarrollo y progreso 
industrial y científico del país.

Los inconvenientes que se subrayaban se orientaban a la incidencia económico- 
financiera de una nueva facultad en momentos en que el Poder Ejecutivo Nacional 
(PEN) imponía un plan de austeridad; el de la insuficiencia de docentes y el de la 
superposición de cátedras y de carreras con otras facultades. Sin embargo y respecto 
del primer punto, se aducía que el incremento de tres a cinco millones de pesos para 
Ciencias Químicas tendría una incidencia mínima en un presupuesto universitario de 
ciento veintiséis millones. Por otro lado, no se trataría de una creación propiamente 
dicha, sino de una modificación de estructuras ya existentes, como era la Escuela de 
Farmacia y Bioquímica. En cuanto a lo segundo, como solución se pensó la contra-
tación de profesores para el dictado de algunas materias básicas y la implantación de 
laboratorios de investigación. La última objeción, de base epistemológica, apuntaba a 
cuestiones referentes a las clasificaciones y jerarquías existentes creadas y legitimadas 
en la estructura y organización de una universidad que respondían a determinadas 
visiones respecto al diferente estatus de las ciencias. En concreto, el decano de la Fa-
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cultad de Derecho, doctor Alfredo Acuña, señaló que la Facultad de Ciencias Exac-
tas, Físicas y Naturales otorgaba el título de ingeniero químico. Con la intención de 
contribuir a una reestructuración de las Facultades de la UNC “puesta al servicio de 
la realidad cultural científica y técnica de nuestra hora”, el señor Dagum propuso que 
la Facultad de Ciencias Exactas Físicas y Naturales se llamara Facultad de Ingeniería 
y que las ciencias naturales se dictaran en una nueva facultad denominada Facultad de 
Ciencias Químicas y Naturales, ámbito donde se realizarían los estudios de química 
orgánica, inorgánica e industrial y de las ciencias naturales y biológicas. Dicha inicia-
tiva había sido evaluada por la comisión, puesto que coincidía con el punto de vista 
expresado por uno de sus miembros, Telasco García Castellanos, quien era geólogo 
y doctor en Ciencias Naturales con especialidad en geología. Éste, apelando a una 
ajustada clasificación de las ciencias, planteó la impropiedad de la designación de 
Ciencias Químicas como Facultad y del contenido de su probable plan de estudios.11

Finalmente, el 6 de mayo de ese año el Consejo Superior de la UNC ordenó 
“Separar de la Facultad de Ciencias Médicas, la Escuela de Farmacia y Bioquímica, 
la que dependerá del Consejo Superior, con carácter de Instituto, hasta tanto se haga 
efectiva la organización de la Facultad”. Sería dirigido por un director, designado 
por el rector (Bertorello, 1972). Su primer director fue el doctor Aníbal Sanguinetti 
(1959-1964), sucedido por el doctor Ranwell Caputto (1964-1971).

En el curso favorable de las gestiones que habían finalizado con esta medida 
probablemente influyeron factores internos y externos a la vida de la UNC, como 
el recambio de autoridades rectorales en octubre de 1958 y la competencia que sig-
nificaba en el mercado educativo el Instituto Universitario pro Universidad Católica 
de Córdoba, devenido en la flamante Universidad Católica de Córdoba (UCC). Cabe 
recordar que el anterior rector, Pedro León, en su corto gobierno de un año, tuvo que 
enfrentarse a una huelga universitaria que incluyó la toma de la Facultad de Medicina, 
por motivos vinculados con la política nacional educativa relacionados con la disputa 
entre la educación “laica” y “libre”, como se la conoció en ese momento. El triunfo 
de la segunda con la sanción en 1958 de la llamada ley Domingorena, que habilitaba 
a la iniciativa privada la creación de universidades con capacidad para expedir títulos 
y/o diplomas académicos, se capitalizó en Córdoba con la creación en 1959 de la 
UCC, la primera universidad privada del país reconocida por el PEN. Desde sus ini-
cios contó con la Escuela de Farmacia y Bioquímica, que en 1967 adquirió el rango 
de facultad.

Con la creación del Instituto, la UNC daba un paso acorde al desarrollo ascen-
dente de las ciencias químicas en Argentina, que poco a poco multiplicaba la canti-
dad de instituciones y publicaciones en la materia. Con todo, la UNC se encontraba 
postergada respecto de otras universidades: en La Plata y Tucumán, por ejemplo, las 
Facultades de Ciencias Químicas y la de Bioquímica y Farmacia existían desde 1919 
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y 1938, respectivamente. En la Universidad Nacional del Litoral, en 1920 comenzó 
sus actividades académicas y de investigación la Facultad de Química Industrial y 
Agrícola, hoy Facultad de Ingeniería Química, que conjugaba los estudios de quími-
ca, física, matemática, físico-química, termodinámica, mecánica, etc., de acuerdo con 
una concepción científico-técnica que contemplaba el futuro industrial del país. En 
las antípodas epistemológicas se encontraban las dos universidades más antiguas del 
país, la de Buenos Aires y Córdoba. En ambas los estudios de química se desarrolla-
ron en dependencia de los de Medicina, hasta que en 1957 en la primera se creó la 
Facultad de Farmacia y Bioquímica, situación que en la UNC recién se dio en 1971, 
con la fundación de la Facultad de Ciencias Químicas (Abiusso, 1981:3-15).

La cuestión de la modernización de la ciencia a través de la especialización, que 
en términos universitarios se traducía en el incremento de facultades e institutos, y el 
retraso de la UNC al respecto, había sido claramente planteada en 1948 por el enton-
ces rector de la UNC, el doctor José Miguel Urrutia, quien aducía que el presupuesto 
no podía ser un factor limitante de la política universitaria, puesto que esta debería 
regirse por criterios científicos y de necesidad social. En comparación con otras uni-
versidades de reciente creación, como la de Tucumán, Urrutia evidenciaba el “plano 
inferior” y la “modestia” de una universidad antiquísima como la UNC que crecía 
muy lentamente y que a pesar de su trayectoria, estaba quedando rezagada dentro del 
campo universitario nacional. Por ello, apoyaba la creación “… de nuevas Facultades 
como la de Odontología, de Farmacia y Bioquímica, etc. Que de lo contrario, va a 
llegar un momento en que todas las Universidades del país se habrán ampliado y la 
Universidad Nacional de Córdoba habrá quedado en un plano inferior...”12

Del Instituto a la Facultad de Ciencias Químicas

El Instituto pasó a depender del rectorado, con las mismas atribuciones que una 
Facultad para expedir títulos a sus egresados. Asimismo, y en ausencia de un consejo 
académico, el director y el secretario del Instituto emitían resoluciones propias de 
este órgano colegiado: planes de estudio y correlatividades, llamado a concursos, 
designaciones, aceptación de renuncias, turnos de exámenes, lapso de matriculación 
y de ciclo lectivo, becas económicas y de estudios, suspensiones y sanciones a em-
pleados, entre otros.

En estos años de existencia del Instituto de Ciencias Químicas se logró la dife-
renciación de una disciplina que aspiraba a erigirse como independiente tanto en su 
enseñanza como en su desarrollo científico, y ya no como una rama de los estudios 
médicos, como venía dictándose en la UNC. La progresiva autonomización se con-
siguió a través de la posesión y acumulación de capital económico y simbólico que le 
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proporcionaron a la química un estatus académico propio, a través de un proceso que 
terminó consagrándose en 1971 con la facultarización.

La organización de jornadas sobre la enseñanza y la investigación en Ciencias 
Químicas, el montaje de laboratorios de investigación, la creación de una biblioteca 
especializada, la obtención de presupuesto, traducido en “créditos” para disponer de 
cargos exclusivos, el incremento de cátedras concursadas, la contratación de presti-
giosos investigadores para diversas cátedras, la capacitación de sus profesores en el 
extranjero, constituyeron factores claves para la conformación académica y la institu-
cionalización universitaria en Córdoba de esta disciplina.

Durante la gestión del doctor Aníbal Sanguinetti finalmente pudo plasmarse la 
organización departamental que permitió una mejor coordinación entre la actividad 
docente y la investigación así como la utilización común de equipamientos y labora-
torios.13

El 16 y el 17 de octubre de 1959 el flamante Instituto de Ciencias Químicas 
organizó el “Primer ciclo de mesas redondas sobre la enseñanza y la investigación en 
las Ciencias Químicas”, que versó sobre la preparación de los cuadros docentes y la 
función del Conicet en la promoción de investigadores (Bertorello, 1972). Contó con 
la participación de profesores de Ciencias Químicas de diversas universidades y fue 
un espacio que sirvió para construir y delimitar un territorio académico propio. A la 
vez, la visibilidad y la presencia del Instituto era considerada vital para la obtención y 
conservación de espacios en el ámbito disciplinar, de ahí que algunos de sus docentes 
fueran designados como delegados o representantes en eventos académicos relevan-
tes, como la reunión de decanos de las Facultades de Farmacia y Bioquímica realizada 
en diciembre de 1961 en San Luis, el Octavo Congreso Latinoamericano de Química 
celebrado en septiembre de 1962 en Buenos Aires, el Tercer Seminario Panamericano 
de Educación Farmacéutica llevado a cabo en 1963 en Buenos Aires y las Octavas 
Jornadas de Botánica desarrolladas en octubre de 1966 en Tucumán.14

En 1960 se organizó la biblioteca, que rápidamente alcanzó la cifra de quinien-
tas obras especializadas en química. Asimismo, el Instituto se equipó con material de 
experimentación. En cuanto al personal docente, en los años 60 su capacitación en 
gran medida fue posible mediante becas de iniciación y perfeccionamiento otorgadas 
por el Conicet y por contratos que permitieron la formación de los más jóvenes en 
centros científicos extranjeros. Así, la dedicación exclusiva a la docencia y a la in-
vestigación de los profesores se fue incrementando progresivamente, lo mismo que 
su participación en publicaciones internacionales de renombre. En 1963 el director 
Aníbal Sanguinetti gestionó la contratación del prestigioso doctor en Medicina Ran-
well Caputto como Profesor titular de Química Biológica. Colaborador de quien sería 
el Premio Nobel de Química 1970, Luis Federico Leloir, Caputto se desempeñaría 
como el próximo y último director del Instituto. Durante su gestión se completó 
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la organización departamental en las áreas de química orgánica, química biológica, 
bioquímica clínica, farmacología, farmacia y físico-matemática.15 Todo lo anterior fue 
fundamental para la formación de cuadros docentes e investigadores altamente cali-
ficados y de prestigio que constituyeron uno de los pilares de una enseñanza univer-
sitaria de calidad académica. Sin embargo, otras bases de sustentación no pudieron 
desarrollarse en la misma medida: la insuficiente disponibilidad de laboratorios, la 
falta de un edificio propio que concentrara el dictado, el cursado en las Facultades de 
Ciencias Médicas, Ciencias Exactas, Físicas y Naturales y en el IMAF de materias que 
eran propias de estas unidades académicas, la necesidad de completar las licenciaturas 
de otras especialidades químicas más allá de las carreras de Farmacia, Bioquímica y 
Licenciatura en Química en otras universidades por la inexistencia de algunas ma-
terias en la UNC, entre otros, constituyeron desafíos permanentes para lograr una 
enseñanza de excelencia.

En términos curriculares, en los primeros años de la década de 1960 se aprobó 
un plan de estudios transitorio y se dispuso que a partir de marzo de 1965 finalizara 
la vigencia de los anteriores: “Viejo 1936, Nuevo 1953 y Modificado 1956/59”, dado 
que los mismos no contemplaban en sus contenidos “los adelantos que han experi-
mentado las Ciencias Químicas”.16 Lo anterior justificaba la incorporación de nuevas 
disciplinas consideradas indispensables para el buen desempeño del futuro profesio-
nal. A fines de 1966 se aprobó en su reemplazo el plan de estudios 1967 que incluía 
diversas carreras en las especialidades químicas.17

 Mientras el Instituto se afianzaba en el campo académico de la química, el país 
y las universidades vivían uno de los momentos más oscuros de la historia argenti-
na. Durante los gobiernos militares de la autodenominada “Revolución Argentina” 
(1966-1973) las presiones y la falta de libertades volvieron a reeditar las experiencias 
de aquellos expulsados por el gobierno peronista, aunque en un contexto muy dife-
rente, caracterizado por la brutal represión estatal y la violencia como respuesta a la 
exacerbación de los conflictos. Universidades intervenidas, organizaciones estudian-
tiles disueltas, supresión de la autonomía universitaria y del gobierno tripartito, mili-
tancia política prohibida, cesantías docentes por motivaciones ideológicas constituye-
ron parte del paisaje político de estos años. Entre los profesores dicha situación forzó 
la emigración de académicos y la continuación de sus actividades de investigación en 
el exterior. Los estudiantes, por su lado, apelaron a diversas metodologías de protesta 
que incluyeron “huelga de hambre, falta de concurrencia a clase, huelga universitaria 
general, actos relámpagos prohibidos, dictado de clases ‘alternativas’ en espacio [sic] 
extra-universitarios y la puesta en funcionamiento de comedores universitarios para-
lelos” (Pont, 2010:305). En la documentación oficial del Instituto las únicas alusiones 
indirectas al convulsionado clima político del gobierno militar de Onganía se refieren 
a la prórroga en 1966 del segundo cuatrimestre motivada por “la interrupción de las 
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Estudiante de la Facultad de Ciencias Químicas realizando práctica en laboratorio.
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tareas docentes dispuesta por el Gobierno Nacional” y a la reprogramación en 1969 
de las fechas de exámenes de julio debido a “la suspensión de actividades docentes 
durante los días 19 al 24 y 29 al 31 de mayo [“Cordobazo”] y 2 al 7 del actual”.18

De acuerdo con el Estatuto Universitario de 1968 aprobado por el onganiato, 
para que Ciencias Químicas comenzara a funcionar como Facultad debía contar por 
lo menos con diez profesores titulares e igual número de adjuntos concursados para 
poder constituir el claustro docente. Estas condiciones exigidas por la Ley Univer-
sitaria y el Estatuto pudieron cumplimentarse a principios de la década de 1970. 
El 1º de mayo de 1971 aquella resolución de abril de 1959 encontró su concreción 
plena doce años después, a instancias del pedido formulado por el Instituto de Cien-
cias Químicas para ser elevado de rango y comenzar a funcionar con la estructura 
académica de una facultad. En un primer momento el rector designó un Delegado 
Interventor, cargo que recayó en quien era el director del Instituto, el doctor Caputto. 
Posteriormente, el PEN designó decano al doctor Oscar Orio, dedicado a la química 
orgánica.19 El Consejo Académico de la flamante Facultad comenzó a sesionar en 
junio de 1971, presidido por el doctor Orio, y estuvo compuesto por los consejeros 
doctores Carlos Yantorno, María Cristina Giordano, Héctor Barra, Vicente Macagno, 
Héctor Bertorello, María M. de Bertorello, el licenciado Iván Izquierdo y el secretario 
de la Facultad señor Samuel Skiarski. Las autoridades de la Facultad se completaron 
en agosto de ese año, cuando el consejero doctor Carlos Yantorno, jefe del departa-
mento de química clínica, fue designado en el cargo de vicedecano.20

	 Más allá del cumplimiento de la Ley Universitaria, cabe aclarar que la facul-
tarización se produjo bajo un rectorado, el del doctor Olsen Ghirardi (1970-1972), 
que a diferencia del de su antecesor, el doctor Rogelio Nores Martínez (1967-1970), 
mostró signos conciliadores ante el temor de exacerbación de la protesta estudiantil. 
Así, en febrero de 1971, ante las acciones estudiantiles que se venían produciendo 
desde meses atrás contra la implantación del examen de ingreso dispuesto por la ley 
universitaria 17.245 de 1967, el Consejo Superior había tomado la determinación de 
dejar sin efecto la medida.21

Por otro lado, la obtención del Premio Nobel de Química en 1970 por parte del 
argentino Luis Leloir probablemente sirvió como fundamento científico-académico 
y de legitimación de la demanda del Instituto de Ciencias Químicas para elevar de 
categoría la enseñanza de esta disciplina en la UNC. Este galardón venía también a 
realzar la estatura científica de quien se desempeñaba como director del Instituto, el 
doctor Ranwell Caputto, puesto que recordemos había sido miembro del equipo de 
investigación liderado por el premiado Leloir. En otras palabras, el Nobel brindaba 
prestigio y significaba un reconocimiento mundial para la ciencia argentina y un certi-
ficado de madurez a los estudios químicos en un país periférico, desarrollo que ahora 
más que nunca se justificaba sustentar desde el ámbito universitario.
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A modo de cierre

Este cambio de estatus universitario llevó a la consolidación de la investigación básica 
y aplicada en fisicoquímica, farmacología, bioquímica, farmacia y las químicas, inicia-
da en forma programática a partir del Instituto. De todas maneras, y como se ha in-
sinuado a lo largo de este escrito, la facultarización de 1971 constituyó la coronación 
de un proceso iniciado muchos años antes, en una situación similar con las actuales 
Facultades de Matemática, Astronomía y Física, Ciencias Agronómicas, Psicología, 
Lenguas y Artes. De hecho, los propios orígenes que reivindican tres de estas cinco 
unidades académicas respecto de su historia se encuentran ubicados en la década de 
1950, con la fundación de sus respectivos Institutos. Se trata de orígenes construidos 
e identidades científico-académicas forjadas al calor de relatos legitimadores a los que 
hay que atender a la hora de analizar la conformación de una institución.

En la actualidad la Facultad de Ciencias Químicas dicta tres carreras de grado: 
farmacia, bioquímica y licenciatura en química. Entre las carreras de posgrado se 
cuentan el doctorado en Ciencias Químicas, el doctorado cooperativo (con otras 
universidades o centros de investigación nacionales e internacionales), la maestría 
en Ciencias Químicas y la maestría en Ciencias y Tecnología de los Alimentos, ade-
más de otras especializaciones y cursos. Desde hace décadas la Facultad mantiene 
su organización basada en los departamentos de química biológica, química orgáni-
ca, bioquímica clínica, farmacología, físico química, matemática y física y farmacia. 
Cada uno de ellos está encargado del dictado de asignaturas de la carrera a cargo 
de profesores que a la vez desarrollan diversas líneas de investigación vinculadas al 
departamento. ■
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La dictadura cívico-militar de 1976 
y la transición democrática

Marta Philp*

A comienzos del ciclo lectivo, en marzo de 1976, en la Escuela de Suboficiales 
de la Fuerza Aérea de Córdoba se afirmaba que “nuestra patria se ve acosada 

por ideologías foráneas, apátridas e inhumanas, que buscan sojuzgarnos quitándonos 
nuestros principios y nuestros ideales, creando confusión y caos, sembrando terror 
y muerte”.1 Las ideas centrales presentes en este discurso constituyeron el sustento 
del golpe cívico-militar del 24 de marzo de 1976, que buscaría su legitimación invo-
cando la teoría del “vacío de poder”, el argumento del “caos económico y social” y 
el peligro de la “subversión terrorista”; aspectos que conducirían a la “disolución de 
la Nación” y a la “anarquía”. Como alternativa a esta crisis, el autodenominado “Pro-
ceso de Reorganización Nacional” se proponía fundar un nuevo orden liderado por 
las Fuerzas Armadas, tal como fue manifestado por el teniente general Jorge Rafael 
Videla en su primer mensaje presidencial. Este nuevo orden se fundaría en cambios 
estructurales en lo político, económico y social. A diferencia de las anteriores, la de 
1976 puede ser considerada como una dictadura institucional, impersonal, del con-
junto de las Fuerzas Armadas (Quiroga, 2005:41). La toma del poder fue seguida 
de la subordinación de la Constitución Nacional a su documento fundacional: el 
Acta que fijaba los propósitos y objetivos básicos para el Proceso de Reorganización 
Nacional. La Junta Militar, como órgano supremo, puso fin al estado de derecho e 
instaló el terrorismo de Estado, fundado en la Doctrina de la Seguridad Nacional que, 
desde los años sesenta, daba a las dictaduras latinoamericanas los argumentos para 
justificar sus acciones.

Esta voluntad fundacional se manifestó en distintos actos; uno de los más rep-
resentativos fue la quema de libros realizada por el III Cuerpo de Ejército, con sede 
en Córdoba; con esta medida se pretendía terminar con el engaño del que había sido 
víctima la juventud distrayéndola del “verdadero bien” que aparecía “sintetizado en 

[*] Doctora en Historia, FFYH, UNC, Profesora Escuela de Historia, FFYH, UNC.
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Dios, Patria y Hogar”; el comunicado, difundido por la prensa, ponía al descubierto 
las bases ideológicas de la dictadura, fundadas en la tradición occidental y cristiana.2

En este contexto, después del 24 de marzo de 1976, las universidades queda-
ron bajo el control del Poder Ejecutivo Nacional; se estableció que los rectores y 
decanos serían designados por el presidente de facto en tanto los cuerpos colegiados 
directivos de las universidades nacionales cesaron en sus funciones. Se designaron 
delegados militares siguiendo un criterio de distribución coherente con el control 
territorial que cada Fuerza poseía o se atribuía sobre el territorio nacional. La Armada 
controlaba las universidades de Buenos Aires, La Plata, Lomas de Zamora, Mar del 
Plata, Sur y Patagonia. La Fuerza Aérea las de Córdoba, Río Cuarto, Cuyo, San Luis y 
la Universidad Tecnológica. Y el Ejército las de Tucumán, Jujuy, Catamarca, Salta, La 
Pampa, Luján, Rosario, Comahue, Entre Ríos, Nordeste, Misiones, Centro de Bue-
nos Aires y Litoral (Rodríguez, L. y Soprano, G., 2009). En las distintas dependencias 
de la Universidad Nacional de Córdoba, al igual que en el resto de las universidades 
nacionales, fueron designados delegados militares. El comodoro Jorge Luis Pierres-
tegui fue la nueva autoridad de la Casa de Trejo acompañado por el comodoro Oscar 
Juliá en la Secretaría General.

En cuanto a la normativa que regía en las universidades, a partir del golpe 
coexistieron dos leyes: la Ley N° 21.276, “Prioridad para la normalización de las 
universidades nacionales”, dictada en marzo de 1976 y la Ley N° 20.654, sancionada 
durante el tercer gobierno peronista, en marzo de 1974, con una serie de artículos 
modificados, como un párrafo del artículo 11 que establecía que eran incompatibles 
con la docencia universitaria todas las actividades que se apartaran de los objetivos 
del Proceso de Reorganización Nacional (Rodríguez, L., y Soprano, G., 2009:5).

En un escenario caracterizado como de guerra contra la “subversión”, las uni-
versidades, productoras y difusoras de ideas así como actores centrales en esta batalla 
ideológica, política y cultural, fueron convocadas a sumarse al “Proceso de Reorgani-
zación Nacional”. En este sentido, la ya citada ley 21.276 establecía, en su artículo 2, 
que las autoridades universitarias arbitrarían de inmediato las medidas necesarias para 
que las universidades nacionales cumplieran efectivamente su finalidad de preservar, 
incrementar y transmitir la cultura, que era la del “orden natural” subvertido por los 
enemigos de la Nación, portadores de ideologías foráneas. Dicho orden, tal como era 
concebido por los militares en el poder, era compatible con un modelo de país basa-
do en la producción agropecuaria, en la república liberal, identificado con una época 
dorada previa al intervencionismo estatal que había impulsado y coordinado desde 
mediados del siglo XX la diversificación de la economía, es decir, la coexistencia de 
la producción agraria con la industrialización. Ese intervencionismo habría condu-
cido al populismo y a la demagogia y con ello a la participación política de nuevos 
sectores sociales. Ahora, defender ese orden natural implicaba que volvieran a regir 
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Edificio Histórico de la Escuela de Ciencias de la Información, una de 
las dependencias clausuradas temporariamente con el golpe de 1976.
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las leyes del mercado, que Argentina se reinsertara en la división internacional del tra-
bajo como consumidora de bienes y de capitales, de manera similar a las que habían 
constituido las bases del progreso argentino de finales del siglo XIX. Dentro de ese 
esquema era necesario apoyar a los actores económicos tradicionales –por ejemplo 
ligados a la agroexportación– y a los grupos concentrados locales como proveedores 
del Estado. Resulta interesante reflexionar acerca del modelo de país propiciado para 
comprender el tipo de conocimientos que se promoverían y cuáles, en cambio, serían 
cercenados.

A partir de ese diagnóstico, la erradicación de la política del ámbito de las uni-
versidades constituía una condición sine qua non para el ejercicio de esta tarea fun-
damental, de refundación de un orden; por ello, en su artículo 7, la ley universitaria 
del “Proceso” fijaba que quedaba prohibido en el recinto de las universidades toda 
actividad que asumiera formas de comportamiento de propaganda, proselitismo o 
agitación de carácter político o gremial, docente, estudiantil y no docente. De este 
modo las universidades vieron interrumpida nuevamente la posibilidad de autogo-
bernarse y volvieron a ser gobernadas directamente por el Ministerio de Educación, 
que designaría a los rectores y decanos y ejercería las atribuciones que las normas 
legales vigentes otorgaban a las asambleas universitarias; recordemos que los cuerpos 
colegiados directivos de las universidades habían cesado en sus funciones a partir 
del 24 de marzo de 1976 (Ley N° 21.276, art. 3). La letra de la ley establecía que 
los únicos requisitos exigidos para el desempeño de la docencia universitaria eran 
la idoneidad docente y científica, la integridad moral y la observancia de las leyes 
fundamentales de la nación (Ley N° 21.276, art. 6). Sin embargo, en un escenario 
marcado por la represión y la persecución a los opositores, esos requisitos eran eva-
luados según el libre arbitrio de las autoridades militares dado que se suspendieron 
cualquier tipo de selección o concurso de antecedentes u oposición; en consecuencia 
los docentes fueron designados de manera absolutamente discrecional. La extensa 
lista de docentes cesanteados, exiliados y desaparecidos pertenecientes a las distintas 
universidades nacionales, a los que se suman estudiantes y trabajadores universitarios, 
constituyen contundentes huellas de un contexto autoritario donde se legitimaba una 
única manera de ser docente y de ser estudiante, definidas como puestos de lucha en 
la recuperación del ser nacional.

En septiembre de 1976, el ministro de Educación de la nación, Ricardo Bruera, 
anunció la implementación del sistema de cupos para el ingreso a las universidades, 
justificado como un paso necesario para su redimensionamiento y reordenamiento 
orgánico. Los aspirantes debían rendir un examen, previa realización de un curso 
obligatorio, basado en dos materias consideradas básicas dentro de la carrera elegida. 
También se estableció, como requisito para el ingreso a partir del ciclo lectivo 1977, la 
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presentación por parte de los alumnos de un certificado de buena conducta expedido 
por la policía.

En abril de 1980 se sancionó una nueva ley para las universidades nacionales, la 
N° 22.207, cuyo objetivo principal era erradicar totalmente la subversión del régimen 
universitario y producir la definitiva normalización del sistema. La nueva norma esta-
blecía que la designación de los rectores y decanos continuaría siendo una atribución 
del Poder Ejecutivo Nacional a propuesta del Ministerio de Educación. Asimismo 
posibilitaba la fijación de aranceles a la enseñanza –en un contexto de reducción del 
presupuesto educativo–, ratificaba la vigencia de los exámenes eliminatorios de ingre-
so y de los cupos de admisión (Rodríguez, L., y Soprano, G., 2009:11-12).

El país vivió siete años de dictadura, donde se sucedieron distintos gobernantes: 
Videla (1976-1981) que presidió la etapa fundacional del “Proceso” hasta el comien-
zo de su crisis; Viola (1981), en la llamada etapa de apertura del régimen, impulsada 
por las demandas crecientes de distintos sectores; Galtieri (1981-1982), que coman-
dó la guerra de Malvinas y Bignone (1982-1983), último presidente de la dictadura. 
Después de Malvinas se aceleró la apertura electoral, con ella vendría el triunfo del 
radicalismo en 1983, liderado por Raúl Alfonsín, que estableció una clara frontera 
entre los tiempos violentos de la dictadura y la necesaria paz para la convivencia 
democrática. Con la recuperación de la democracia las universidades fueron con-
vocadas a cumplir un nuevo papel. En junio de 1984 fue promulgada una nueva ley 
universitaria, la 23.068, que restableció los estatutos universitarios vigentes en 1966, 
antes del golpe militar encabezado por el general Juan Carlos Onganía, y que rigió 
hasta 1995, año en que se sancionó la Ley de Educación Superior N° 24.521, vigente 
hasta la actualidad. Dos artículos de dicha ley son representativos de la ruptura con 
el pasado de la dictadura de 1976. Uno de ellos, el N° 9, establecía que los concur-
sos sustanciados durante el gobierno de facto podrían ser impugnados a pedido de 
parte interesada. Otro de ellos, el N° 10, fijaba que cada universidad aseguraría la 
existencia de un régimen de reincorporación que contemplara la situación del perso-
nal docente y no docente cesanteado, prescindido y obligado a renunciar por motivos 
políticos, gremiales o conexos, reconociendo las categorías ocupadas al momento de 
las cesantías y computándose la antigüedad acumulada desde ese momento hasta su 
reincorporación. Estas decisiones implicaban desconocer y restar legitimidad a lo 
actuado por el “Proceso”. Marcaban la delimitación de una clara frontera entre los 
tiempos de la dictadura y los de la nueva democracia.

Las distintas leyes universitarias cumplieron la función de delimitar un escena-
rio, que prescribió lo permitido y lo prohibido. ¿Cómo fue este escenario en la Uni-
versidad Nacional de Córdoba durante la dictadura de 1976? ¿Cómo fue el proceso 
de normalización y reconstrucción democrática iniciado en 1983?
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La Universidad Nacional de Córdoba entre la refundación del orden 			 
y la reconstrucción democrática

Como vimos, para mediados de 1976 el escenario universitario se había modi-
ficado sustancialmente. Sin embargo la persecución política y la restricción de la au-
tonomía universitaria habían comenzado antes. En 1975, a fines del tercer gobierno 
peronista, durante la llamada “misión Ivanisevich” en referencia al nombre del Mi-
nistro de Educación de la Nación, habían sido cerrados los Departamentos de Teatro 
y Cine de la Escuela de Artes por ser considerados “subversivos”, situación que se 
mantuvo a partir del golpe militar; su reapertura recién se produjo con la recupera-
ción de la democracia. También la Escuela de Ciencias de la Información (ECI) fue 
cerrada unos meses durante el año 1975, aunque fue reabierta durante el “Proceso” 
bajo la supervisión de un interventor militar y como dependencia de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales de la UNC, al igual que la Escuela de Trabajo Social, 
clausurada a partir del 24 de marzo de 1976 y reabierta a los pocos meses.

En un contexto de represión y censura, una resolución de la UNC aprobada en junio 
de 1976 y vigente hasta mayo de 1984, establecía que toda designación o ascenso de 
personal debía contar previamente con la información pertinente de la Secretaría de 
Inteligencia del Estado (SIDE)3; a ello se sumaban los pedidos de reconsideración 
por cese de funciones en distintas dependencias de la UNC y se expulsaban alumnos 
de la Facultad de Filosofía y Humanidades por conducta reñida con lo dispuesto por 
el art. 7 de la ley 21.276.4 Junto con estas acciones administrativas tenían lugar otras 
relacionadas con las aspiraciones fundacionales del nuevo gobierno, tales como la 
compra de libros para la consulta del interventor militar, muy representativos de las 
bases ideológicas de la dictadura: El poder destructivo de la dialéctica comunista, de Julio 
Meinville; El orden natural, de Carlos Sacheri y La guerra moderna, del coronel Roger 
Trinquier.5 La mención de estos autores no era un hecho aislado, formaba parte 
de un contexto de refundación, de reorganización nacional, delineado por los mili-
tares en el poder. En septiembre de 1976 otra resolución, que coexistía con los pedi-
dos de reconsideración por expulsiones de alumnos y profesores, daba cuenta de la 
conformación de comisiones especiales, también llamadas comisiones asesoras, que 
tenían por objetivos contar con la opinión de miembros del cuerpo docente que se 
hubieran distinguido por su capacidad reconocida y el bagaje de su experiencia. Sus 
conclusiones, referidas a temas fundamentales de la vida universitaria, serían elevadas 
a las autoridades nacionales, como contribución de esta Casa al “Proceso de Reor-
ganización Nacional” en curso. Entre los miembros de estas comisiones asesoras, 
que compartían la tradición invocada por los integrantes de la Junta Militar, había 
consenso sobre el punto de partida: el diagnóstico sobre la universidad en el mundo 
contemporáneo, centrado en el avance del materialismo y en la masificación.
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En marzo de 1977 asumió como rector de la UNC Jorge Clariá Olmedo, desig-
nado por el Poder Ejecutivo Nacional, en reemplazo del delegado militar comodoro 
José Luis Pierrestegui; lo hizo ante la presencia del Ministro de Cultura y Educación 
de la Nación Ricardo Bruera, del gobernador de la provincia, general Carlos Chasseing y 
del comandante del III Cuerpo de Ejército, general Luciano B. Menéndez y agradeció “la 
dignidad y responsabilidad que se me confieren en estos trascendentales momentos 
de la Reorganización Nacional”.6 A fines de noviembre del mismo año, se comunica-
ron las normas para el ingreso a las universidades en 1978, establecidas por el Minis-
terio de Cultura y Educación de la Nación, entre las que se ordenaba la presentación 
de un certificado de buena conducta expedido por la policía, requisito ya exigido 
desde 1977, y se contemplaba el ingreso directo para los no videntes.7

A comienzos de 1979, se designó el nuevo rector de la UNC, Francisco Quinta-
na Ferreyra, antes decano de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales. Fue puesto 
en funciones por el Ministro de Educación de la Nación Juan Llerena Amadeo. 8 La 
legitimidad inicial del “Proceso” había comenzado a ser socavada por las permanen-
tes denuncias de violaciones a los derechos humanos realizadas por los organismos 
tanto en el país como en el exterior que promovieron, a fines de 1979, la visita de la 
CIDH (Comisión Interamericana de Derechos Humanos), así como por la apertura 
de algunos canales de expresión de ciertas demandas. En ese contexto tuvo lugar la 
sublevación del general Luciano B. Menéndez, el nombre del poder en la Córdoba 
de la dictadura, quien exigió la renuncia de Viola, el comandante en jefe del Ejército, 
destacando su debilidad para completar el proceso de erradicación de la subversión.9 
El cuestionamiento de Menéndez, resuelto con medidas de arresto, ponía en eviden-
cia las fragilidades e incertidumbres del gobierno militar que presentaría a fines de 
1979 las Bases Políticas, centradas en dos puntos fundamentales: el diálogo, como 
instrumento para construir consenso en torno al orden autoritario y la necesaria re-
novación de la clase dirigente. Pero no todos serían invitados a dialogar, se excluiría a 
quienes, a criterio de los militares, fomentaran ideologías totalitarias, la lucha de cla-
ses, la propiedad colectiva de los medios de producción, el personalismo, entre otras 
cuestiones. En Córdoba, algunos profesores universitarios, como Alfredo Rossetti de 
la Facultad de Derecho y Alberto Caturelli de la de Filosofía, se contaron entre los in-
vitados. Este último expresaba que el Proceso de Reorganización Nacional debía ser 
largo dado que si bien la lucha contra la subversión había terminado en el campo de 
las armas, “el marxismo aún persiste con su accionar en la cultura y la educación”; a 
partir de este diagnóstico, adhirieron a los principios doctrinarios que figuraban en las 
Bases políticas al tiempo que coincidieron en la necesidad de profundizar un avance 
en el área educativa. Representantes de la Cámara Argentina de la Construcción, de la 
Fundación para el Progreso de la Medicina y de la Fundación Mediterránea también 
participaron del diálogo (Philp, 2009). En el mismo sentido, desde diversos secto-
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res consustanciados con los objetivos del “Proceso” se planteaba la necesidad de la 
renovación de la clase dirigente, por lo que decanos de la UNC, reunidos con el go-
bernador, destacaban la importancia del papel de la juventud no comprometida con 
los errores anteriores, como fuente de surgimiento de nuevos dirigentes políticos.10

Sin embargo, como respuesta a estas acciones de fortalecimiento de la tradición 
nacional, occidental y cristiana, hacia 1981 comenzaron a escucharse otras voces, 
como las de los jóvenes nucleados en la Federación Universitaria de Córdoba (FUC) 
que cuestionaban los caminos seguidos e invitaban a recuperar la universidad fun-
dada en otras tradiciones, que reconocían a la Reforma de 1918 como mito de los 
orígenes de una universidad diferente. En un contexto de censura y represión, el 
medio elegido fue una extensa nota publicada en un diario local, donde planteaban 
una serie de interrogantes sobre los itinerarios actuales y futuros del país en general 
y de la UNC, en particular. Se preguntaban sobre el tipo de país que se estaba es-
tructurando, sobre los modelos de juventud que promovía la dictadura e imaginaban 
otros rumbos. 11 Al poco tiempo, tuvo lugar una de las primeras marchas contra la 
dictadura, convocada por el Centro de estudiantes de Derecho, al que se sumaron 
estudiantes de otras facultades, que reclamaban la derogación de la ley universitaria 
del “Proceso”, bajo la consigna “Democracia, Democracia”.12

Estos cuestionamientos se hacían en un contexto caracterizado por la movili-
zación política de diversos actores, entre los que se contaban los partidos políticos, 
nucleados en la Multipartidaria –creada en julio de 1981 e integrada por la Unión Cí-
vica Radical, el Partido Justicialista, el Partido Intransigente, el Demócrata Cristiano 
y el Movimiento de Integración y Desarrollo–, los organismos de derechos humanos 
y “hombres inquietos en general”, como se autodenominaban quienes firmaron una 
declaración sobre la censura y la actividad cultural, publicada en un diario local en 
julio de 1981, que manifestaba su rechazo a la mediocre estrechez en que se había 
sumido la vida intelectual.13 Sin embargo, es importante recordar que estas manifes-
taciones se hacían presentes en una sociedad donde aún primaban las expresiones de 
apoyo al “Proceso”.

La transición hacia la democracia, como ya ha sido ampliamente señalado, más 
que como respuesta a las demandas internas, se acelerará al ritmo de una guerra, 
la de Malvinas. La UNC también se hizo eco de esta “guerra justa”, nombrada de 
esta manera en oposición a la “guerra sucia”, la de la lucha contra la subversión. En 
Córdoba, al igual que en la mayoría de las ciudades del país, se realizó un operativo 
titulado “Córdoba para Las Malvinas”, destinado a recaudar dinero a beneficio del 
fondo patriótico.14

En marzo de 1982 había asumido como nuevo rector en la UNC Carlos Luque 
Colombres, hasta el momento decano de la FFyH, en reemplazo de Francisco Quin-
tana Ferreyra, designado por el PEN en marzo de 1979, quien al día siguiente del ven-
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cimiento de su mandato fue designado profesor emérito de la UNC. En septiembre 
de 1982 asumió Carlos S. Morra, el último rector de la UNC designado por el PEN 
durante la dictadura de 1976. Con la recuperación de la democracia, vendrían los 
tiempos de la normalización universitaria, y con ella la lucha por los derechos estu-
diantiles y docentes cercenados durante la dictadura, tales como el ingreso irrestricto 
–sin exámenes de ingreso y sin cupos de admisión–, la recuperación de los centros de 
estudiantes, el cogobierno, la provisión de las cátedras por concurso, las reincorpora-
ciones, la libertad de cátedra, la reapertura de carreras cerradas como las de Teatro y 
Cine, entre muchas otras cuestiones. El nuevo escenario ya estaba delimitado, contará 
con la presencia de nuevos actores: docentes y estudiantes que volvieron del exilio 
interno y externo, nuevas generaciones pero también con la ausencia de muchos más, 
exiliados y desaparecidos.

En diciembre de 1983, apenas asumido el nuevo gobierno, las universidades 
fueron intervenidas con el objetivo de iniciar su normalización; un decreto del Poder 
Ejecutivo dispuso que funcionaran sobre la base de los estatutos suspendidos des-
pués de la intervención de julio de 1966, que había suprimido el gobierno tripartito 
y convertido a los rectores y decanos en interventores sometidos a la autoridad del 
Ministerio de Educación. Las nuevas autoridades expresaron su voluntad política 
de restablecer las reglas democráticas al interior de las instituciones de educación 
superior. Había que reconstruir todo, fundamentalmente el gobierno autónomo de 
las universidades, lo que implicaba comenzar con la conformación de los cuerpos 
colegiados en las facultades, es decir los Consejos Directivos, que reunidos en sesión 
extraordinaria eligieran a los decanos y en asamblea universitaria al rector y vicerrec-
tor. Para ello hacía falta que los distintos claustros: estudiantes, docentes y egresados 
procedieran a elegir a través de elecciones libres a sus respectivos representantes. 
Igual procedimiento debía realizarse en las distintas escuelas y departamentos de las 
facultades, con el objeto de elegir sus autoridades.

Con la elección de Luis Rébora como rector de la UNC en abril de 1986, por 
parte de la Asamblea Universitaria, se concretó la normalización, comenzada en 1983; 
este arquitecto, expulsado de la universidad durante las dos últimas dictaduras, había 
presidido la CONADEP (Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas)-
Córdoba en 1984. Esta elección era la culminación de un proceso de movilización 
impulsado fundamentalmente por los estudiantes e iniciado a comienzos de la década 
del ochenta con la participación en las comisiones procentros de estudiantes, en las 
distintas actividades políticas, culturales y deportivas, que habían ido adquiriendo 
visibilidad en el espacio público y que convocaban a otros actores sociales, no solo 
universitarios. Proceso que se intensificó en el contexto de la guerra de Malvinas y 
de la posterior reapertura política que culminó en las elecciones de octubre de 1983, 
como ya se señaló, con el triunfo del radicalismo a nivel nacional, bajo el liderazgo 
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de Raúl Alfonsín, y también a nivel provincial con el inicio de la hegemonía radical, 
representado en la figura de Eduardo Angeloz como gobernador de Córdoba duran-
te tres períodos.

La democracia debía crear su territorio en un escenario signado por las relacio-
nes con el poder militar saliente y una de sus herencias, la crisis económica. Efec-
tivamente la reconstrucción democrática se iniciaba en un contexto de desindus-
trialización, estancamiento, inflación y una abultada deuda externa heredada de la 
dictadura. Esa situación condicionó y restringió las posibilidades de acompañar la 
normalización universitaria con adecuados presupuestos educativos. Sin embargo la 
recuperación del cogobierno y, con ello, la conformación de las universidades como 
espacios públicos las ubicó como productoras y difusoras de ideas, como actores 
centrales en esa batalla, que también fue ideológica, política y cultural. ■
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La creación de la Facultad de Ciencias 
Agropecuarias, un impulso a la 
investigación aplicada y a la extensión

Capítulo 9

Pablo Iparraguirre*

Los procesos en torno a la creación de unidades y áreas académicas en la Universi-
dad permiten apreciar conflictos y rivalidades por espacios e intereses concretos 

de grupos académicos, en los distintos campos específicos de conocimiento, que se 
disputan la representación y legitimidad de los mismos. Estos conflictos están enmar-
cados en contextos político-ideológicos generales y cruzados por posicionamientos 
de las distintas fuerzas políticas de la Universidad, así como por los de otros grupos 
pertenecientes a instituciones externas a la misma.

Pero además esos procesos constituyen también definiciones, más o menos ex-
plícitas, de políticas y perfiles político-institucionales de la Universidad en su con-
junto. Esto quiere decir que la Universidad como institución que transmite conoci-
mientos no es neutra, y en la definición de una nueva unidad académica se ponen 
en juego cuestiones relacionadas con qué enseñar y qué no, las prioridades en el uso 
de los recursos financieros, los objetivos en la formación de recursos humanos, la 
contribución de la Universidad con la sociedad, entre otras cuestiones. Como se hace 
evidente, todos estos aspectos son constitutivos de la identidad de la Universidad 
como un todo.

La institucionalización de la Facultad de Ciencias Agropecuarias fue un largo 
proceso en el cual podemos encontrar dos hitos principales. El primero, conformado 
por la creación y puesta en funcionamiento del Instituto de Ciencias Agronómicas 
(I.C.A.) en 1966 y, el segundo, por la transformación del Instituto en Facultad de 
Ciencias Agropecuarias (FCA) en 1979. Como es fácil de imaginar, al complejo pro-
ceso administrativo y reglamentario institucional interno se sumó durante todo este 
período la constante intervención del poder político en el gobierno universitario, 
debido a la gran inestabilidad política general, tal como se plantea en la Introducción 
a las partes cuarta y quinta de este libro.

[*] Licenciado en Historia, FFyH, UNC. Profesor Escuela de Historia, FFyH, UNC.
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La necesidad de la creación de una Facultad de Agronomía en la Universidad 
Nacional de Córdoba fue enunciada en reiteradas oportunidades desde, por lo me-
nos, 1948. Ese año, el Consejo Directivo de la Facultad de Ciencias Exactas, Físicas 
y Naturales apoyó la formación de una nueva Facultad de Agronomía y Veterinaria 
propuesta por el Ministerio de Obras Públicas de la Provincia (por ese entonces 
este ministerio también se encargaba de las “asuntos agrarios”), y sostuvo como 
justificación de esta nueva Facultad el artículo 2° de la Ley Universitaria 13.031, que 
proponía estimular el estudio y desarrollo de la ciencia adaptándola a las necesidades 
regionales para, en este caso, contribuir al desarrollo agrícolo-ganadero de la provin-
cia. También se advertía y resaltaba que el proyecto requeriría de una “gran extensión 
de terreno dedicado a la investigación y a la enseñanza”, como así también de “ins-
talaciones costosas”.1

De esta manera podemos observar que, desde un primer momento, estuvieron 
presentes en la discusión para la constitución de esta unidad académica dos preocu-
paciones enunciadas como fundamentales para el perfil institucional de esta Facultad: 
la vinculación del conocimiento universitario con una realidad regional particular y la 
necesidad de una infraestructura adecuada para poder desarrollar las tareas de investi-
gación y desarrollo técnico (concretamente poder contar con un “campo experimen-
tal”). Creemos que estos dos aspectos, como planteamos al comienzo del capítulo, 
contribuyen a un interesante debate político sobre las características de la formación 
universitaria, no solo en este campo específico, sino en toda la UNC.

El interés por la creación de la Facultad de Agronomía volvió a plantearse en 
el seno del Honorable Consejo Superior (HCS) de la Universidad en 1950, 1953 y 
1956, y aunque nunca hubo oposición explícita al respecto, el proyecto no prosperó 
durante todos estos años.

Finalmente, en 1964, la Comisión de Enseñanza del Consejo Superior aconsejó 
al rector que se constituyera una comisión especial integrada por representantes del 
gobierno de la provincia de Córdoba, del Instituto Nacional de Tecnología Agrope-
cuaria (INTA) y de la Universidad, para que analizara la viabilidad de la formación de 
la Facultad y elevara un informe al HCS.

La comisión se designó por resolución N° 293 del rector Cammisa Tecco en 
1965 y estaba integrada por los ingenieros Ernesto Godoy y Roberto Báez por el 
INTA; el Ing. Tulio Pagalday en representación del gobierno provincial y los ingenie-
ros Victorio Trippi y Félix Marrone como delegados de la Universidad.

La comisión citada trabajó desde septiembre de 1965 y el 25 de noviembre 
finalizó el informe sobre la conveniencia y oportunidad de crear la Facultad de Agro-
nomía y Veterinaria; sin embargo presentó a consideración de las autoridades uni-
versitarias un proyecto que crearía inicialmente un instituto para impartir enseñanza 
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agropecuaria superior e investigar y experimentar los problemas del campo en todos 
sus aspectos (Irastorza, 1989).

El informe que elevó la comisión fue muy completo y determinante; analizó los 
problemas del sector agrario argentino, los antecedentes en la UNC al respecto, rele-
vó el funcionamiento de otras Facultades en el resto del país e incorporó opiniones 
de profesores, autoridades y organizaciones profesionales sobre la problemática de 
la enseñanza superior en Argentina. También sugirió que el dictado de las primeras 
materias del plan de estudios estuviera a cargo, provisionalmente, de los profesores 
de la Escuela de Ciencias Naturales de la Facultad de Ciencias Exactas, Físicas y Na-
turales, para que fuera posible iniciar el funcionamiento de la carrera en el año 1966. 
Para el desarrollo de los años restantes se buscaría la colaboración de investigadores 
e instalaciones de la Estación Experimental del INTA Manfredi.2

El 21 de marzo de 1966, el Honorable Consejo Superior de la UNC, por or-
denanza Nº 4/66, aprobó la creación del Instituto de Ciencias Agronómicas, que 
funcionaría como dependencia directa del Consejo Superior y del rectorado.

El fundamento acerca de la necesidad de profundizar el vínculo de la Universi-
dad con su contexto social y productivo se expuso reiteradamente en las sesiones del 
Consejo Superior en que se trató y aprobó la creación del Instituto. Por ejemplo, el 
consiliario Poviña –decano de la FFyH– manifestó que el Instituto era otro modo de 
hacer “extensión hacia el pueblo”, devolviendo por este medio el esfuerzo que hacían 
el pueblo y la nación para el mantenimiento de la Universidad.3

Aunque la problemática de las relaciones entre la Universidad y el resto de la so-
ciedad no era una novedad en las discusiones políticas universitarias, fue recién en la 
década de 1950 cuando la extensión adquirió un carácter más institucional. En efecto, 
en 1948, en cumplimiento de la nueva ley universitaria 13.031, el Consejo Superior 
creó a propuesta del rector el Departamento de Acción Social de la Universidad 
Nacional de Córdoba, integrado por las siguientes áreas: “Extensión Universitaria, 
Albergue de Estudiantes, Dirección General de Educación Física, Mutualidad de Es-
tudiantes y Asistencia de Empleados Administrativos, obreros y de servicio”. Ésta 
podría reconocerse como la primera dependencia universitaria a la que se le asignan 
funciones específicas denominándolas “Extensión Universitaria” y que luego dio lu-
gar al Departamento de Extensión Universitaria en el año 1953, siendo rector el Dr. 
Horacio Ahumada.

Luego del golpe de Estado de 1955, con la consiguiente proscripción del pero-
nismo, las políticas conocidas como desarrollistas pusieron el acento en el rol de las 
ciencias y el desarrollo tecnológico para lograr el crecimiento económico. Las institu-
ciones de investigación del Estado, incluidas las universidades nacionales, jugaban en 
esta perspectiva política un rol clave. Así, la extensión universitaria se consolidó en 
las reglamentaciones y espacios de gestión universitaria.
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De este modo, en el año 1957 se creó en el seno del Consejo Superior de la 
UNC, la “Comisión de Extensión Universitaria”. Esta, en el año 1958, se pronunció 
por la necesidad de organizar un “Departamento Coordinador de Extensión Univer-
sitaria” con el objetivo de fomentar la colaboración permanente de la Universidad en 
la consideración y solución “de los problemas y necesidades, espirituales y materiales, 
que afecten, bien sea particularmente a la Nación, bien sea a la humanidad en gene-
ral” (Gezmet, 2012: 13).

Así, por primera vez el Consejo Superior convocó a Asamblea Universitaria 
para modificar los Estatutos de la Universidad Nacional de Córdoba e incluir en 
él tres artículos vinculados con la extensión universitaria.4 Sandra Gezmet, en su 
investigación sobre la extensión universitaria en Córdoba, considera que es en este 
momento –con la inclusión en el Estatuto de la Universidad y la creación del órgano 
que se ocuparía de la misma–, que la extensión adquirió estatus institucional.

La idea de extensión universitaria fue entonces central en las argumentaciones 
para la formación del ICA. Pero estuvo cruzada por la presencia de otro elemento del 
discurso político-ideológico de la época que brindó un determinado tinte a la exten-
sión, como ya se mencionó, asociándola con el crecimiento económico a través de la 
promoción de la incorporación tecnológica y búsqueda de una mayor productividad. 
En el discurso desarrollista de la época, al cual nos referimos, cobra un sentido de-
terminado la cuestión del “progreso” y la referencialidad a un contexto más general 
latinoamericano.

El clima de los 60 en la institucionalización de las ciencias agropecuarias

La influencia de estas políticas e interpretaciones se expresaron claramente en las 
intervenciones de los consiliarios durante las sesiones del HCS en relación a la for-
mación del Instituto de Agronomía. El consiliario Dagum –decano de la FCE– ar-
gumentó en apoyo al proyecto “la extraordinaria trascendencia económica y social 
que tiene este proyecto para la Universidad Nacional de Córdoba y del medio al que 
sirve”, señalando también la repercusión que tendría en otras naciones de América 
Latina.5

Por su parte, Roberto Butinof, representante de la Federación Universitaria de 
Córdoba (F.U.C.), planteó que el nuevo Instituto significaba “establecer una relación 
entre la Universidad y los medios rurales”. Y lo expresaba como “una deuda de las 
universidades nacionales que han estado desvinculadas de los medios rurales y esto 
implica ponerla al servicio del progreso”.6

Distintos autores coinciden en que la difusión del término “desarrollo” se pro-
dujo después de la Segunda Guerra Mundial con la aparición del llamado “Tercer 
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Edificio de la Facultad de Ciencias Agropecuarias, sobre Av. Valparaíso, 
Ciudad Universitaria.
FCA, gentileza Sr. Carlos Spongia.
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Mundo” en el sistema internacional y sus reclamos de reconocimiento y satisfacción 
de necesidades básicas para su población. Es entonces cuando se adoptó e institucio-
nalizó la concepción de desarrollo, no solo como proceso de crecimiento económico 
de las zonas periféricas, sino además como proceso direccionado a reproducir el 
modelo económico y social de los países industrializados. Así, el desarrollo implicaba 
achicar la brecha que existía entre los países centrales del sistema capitalista y los pe-
riféricos, entre “desarrollados” y “subdesarrollados”.

En América Latina, el discurso político del desarrollo se difundió y fortaleció a 
través de los estudios de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) –or-
ganismo dependiente de la Organización de Naciones Unidas–, que hacía hincapié 
en el desarrollo industrial y en elevar la capacidad productiva de todos los sectores 
económicos. Esta visión se materializó en diversas interpretaciones que puntualiza-
ban justamente el factor de atraso de las producciones tradicionales latinoamericanas. 
La agricultura tradicional (constituida por la dualidad latifundio-unidades familiares) 
era vista por estas interpretaciones como un sector económico cuyo aporte al creci-
miento era escaso o nulo y que además permanecía en un estado de equilibrio per-
manente (Barsky y Gelman, 2001).

“Es necesario formar profesionales y técnicos para superar las formas tradicio-
nales de producción, que a su vez plantean problemas sociales en el modus vivendi del 
hombre americano”, decía el consiliario Ortigoza por el integralismo en la sesión del 
21 de marzo de 1966.7

Otro elemento de gran incidencia en la época fue el proceso de la revolución 
cubana que condujo al gobierno norteamericano a una política para América Latina 
centrada en un tipo de reformas moderadas en los ámbitos rurales latinoamericanos. 
La llamada “Alianza para el Progreso” se comprometió a fomentar, de acuerdo con 
las características de cada país, programas de apoyo y reformas cuyo objetivo final era 
la modernización agrícola.

De este modo en nuestro país la década de 1960 marcó un claro corte en las 
principales referencias de la política agraria. La idea de la reforma agraria fue reem-
plazada completamente por la idea del desarrollo. Si en una adquiría centralidad la 
problemática de la distribución de la tierra, en la otra la cuestión de la productividad 
era central, lo que implicaba crecimiento económico a partir de la superación tecno-
lógica (Lázzaro, 2005).

Esto repercutió también en materia legislativa, con la creciente preocupación 
por el desarrollo de la producción a través del cambio técnico y el aumento de la pro-
ductividad. En la provincia de Córdoba dos tempranas medidas en 1958 marcaron el 
cambio de interés: la firma de un convenio con INTA relativo a la asistencia técnica 
para la producción agrícola y ganadera provincial (ley 4611), donde se estableció la 
constitución de un Consejo de Tecnología Agropecuaria de Córdoba; y la forma-
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ción del Instituto Provincial de Asuntos Agrarios y Colonización (I.P.A.A.C.), por 
ley 4639, dirigido por Félix Marrone, resaltan la especial atención que se le brindó a 
las funciones de educación, capacitación y difusión tecnológica (Iparraguirre, 2010).

Existía entonces un contexto que otorgaba relevancia a la idea de extensión 
universitaria y, sobre todo en cuestiones rurales, en un sentido determinado. Una 
concepción de extensión asociada a la problemática de las herramientas necesarias 
para lograr el progreso como símbolo de crecimiento económico y mayor productivi-
dad. La Universidad y la nueva carrera de Agronomía debían cumplir el rol de formar 
recursos con un claro sentido regional para permitir el crecimiento económico, in-
vestigar las nuevas tecnologías para adaptarlas al medio productivo local y difundirlas 
entre los productores.

En la misma línea que venimos considerando, otro importante foco de influen-
cia y referencia en las opiniones y concepciones vertidas en la Universidad con res-
pecto al campo agronómico fue la experiencia del INTA. El Instituto Nacional de 
Tecnología Agropecuaria fue creado en 1956 por Decreto Ley del gobierno de la 
Revolución Libertadora. Éste estableció que el INTA debía “impulsar, vigorizar y 
coordinar el desarrollo de la investigación y extensión agropecuaria y acelerar con los 
beneficios de esas funciones fundamentales, la tecnificación y el mejoramiento de la 
empresa agraria y de la vida rural”.8

A su vez, la creación del INTA había sido recomendada por Raúl Prebisch, ase-
sor económico del gobierno, y un importante referente de la ya mencionada Comi-
sión Económica para América Latina (CEPAL). En concordancia con la concepción 
de desarrollo imperante, uno de los fines principales del INTA era brindar herra-
mientas de formación y asesorar a los productores para tecnificar el campo.

Para alcanzar estos objetivos, el INTA nació con un acento fundamental en la 
extensión rural. Muestra de ello era su ley orgánica que limitaba los gastos en perso-
nal en la Capital Federal al 5% de su presupuesto total, con esto se buscaba radicar 
los técnicos en las áreas rurales porque se sostenía que se debía estudiar sobre el 
terreno los problemas agropecuarios. El INTA se constituyó así en pionero en el 
país en programas de investigación agropecuaria, capacitación y asesoramiento de los 
productores rurales. En Córdoba contó para ello con dos Estaciones Experimentales 
Agropecuarias en Marcos Juárez y en Manfredi.

Sin embargo, durante la sesión del HCS que aprobó la creación del Instituto de 
Ciencias Agronómicas, se plantearon fuertes cuestionamientos a la participación del 
INTA. El consiliario estudiantil Alonso –por la agrupación Franja Morada– sostu-
vo que lejos de haber sido una contribución y ayuda para la comisión encargada de 
elaborar el proyecto de Instituto, había sido “un verdadero escollo por la pasividad 
con que ha receptado y tratado todas las inquietudes que se la han hecho llegar y por 
la escasa participación que ha tenido en la comisión”. El consiliario se refería a las 
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ausencias de los miembros del INTA en las reuniones de la comisión y a la falta de 
respuesta ante los pedidos de informes y pronunciamientos formales en apoyo a la 
creación del Instituto.

A su turno, los consiliarios estudiantiles explicitaron que el problema se suscita-
ba por los compromisos asumidos por el INTA con la Universidad Católica de Cór-
doba, donde se habría tratado la creación de una unidad semejante. Evidentemente, 
se expresaban de esta forma distintos intereses en la disputa del espacio por el campo 
agronómico.

A pesar de las opiniones críticas que se vertieron, se puede advertir que resul-
taba imprescindible el aval institucional del INTA y su apoyo a través de convenios, 
dado que era este un referente fundamental para la legitimidad de lo que se pretendía 
instituir, aun cuando el gobierno de la provincia había prometido realizar gestiones 
para solucionar el tema de las instalaciones.

En efecto, otro punto de preocupación que apareció de forma reiterada en el 
momento de ser aprobada en el Consejo Superior la formación del Instituto de Cien-
cias Agronómicas, fue el referido a las instalaciones con que se contaría para poder 
realizar las actividades de formación técnica. El consiliario de Villafañe Lastra –de-
cano de la Facultad de Ciencias Médicas– resaltó que la nueva carrera debía tener 
una fuerte “orientación técnica”, para lo cual era indispensable poder contar con 
instalaciones y campos experimentales.9 En el momento de aprobación del proyecto 
manifestó su temor de que pudiera “transformarse en meros organismos de tipo 
burocrático cuando no cuentan con el ambiente total donde deben desarrollar sus 
actividades.”10

Con respecto a la ubicación del nuevo Instituto, en un principio se barajaron 
distintas alternativas, como la posibilidad de radicar la carrera en el interior de la 
provincia para lo cual había varias localidades interesadas. Finalmente prevaleció un 
criterio muy interesante de “formación integral” de los estudiantes universitarios. 
Esta política que se adoptó habla también sobre la concepción del agrónomo a for-
mar por parte de la Universidad, dado que este debía tener conocimiento técnico 
pero con identidad de pertenencia a la Universidad y con elementos de formación de 
cultura general. De esta forma, se definía que la carrera debía radicarse en la ciudad 
de Córdoba.11

Félix Marrone cuenta años después que el INTA presentó otro proyecto que 
intentaba abrir una Facultad que funcionara dentro de las instalaciones del INTA 
Marcos Juárez:

Yo no estaba de acuerdo; creo que al alumno hay que formarlo como hombre 
y tan es así que incluí en el primer plan de estudios materias como Sociolo-
gía Rural, Extensión Agrícola, y no había más materias humanísticas porque 
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para eso tenía que sacrificar materias específicas de la carrera. El alumno 
debía formarse dentro de la Facultad, de manera que se integrara con gente 
de otras Facultades, y convivir a través de las estructuras universitarias como 
el comedor, las bibliotecas, los cursos... por eso defendí la decisión de que la 
Facultad debía funcionar acá.12

La problemática de la infraestructura e instalaciones para funcionar no solo era 
una cuestión presupuestaria sino que afectaba la conformación del plan de estudios. 
La propuesta originaria establecía un ciclo básico que podría cursarse en la ciudad de 
Córdoba, de tipo teórico y que utilizaría para el dictado de las materias las aulas y pro-
fesores de la Escuela de Ciencias Naturales; luego otro ciclo de Agronomía General 
y, por último, un ciclo de Orientación Profesional.

La resolución de creación del Instituto nombró una comisión adhoc a fin de 
concretar el plan de estudios dentro de un plazo de treinta días. Esta nueva Comisión 
de Plan de Estudios estaba conformada por tres personas: Armando Hunziquer, 
Félix Marrone y Ricardo Luti Herbera. Como en la sesión del 4 de abril el HCS apro-
bó la designación del Ing. Félix Marrone como director del Instituto, su lugar en la 
comisión fue ocupado por Victorio F. Trippi.13

El plan de estudios para el primer año de la carrera fue aprobado en forma 
inmediata y contemplaba las siguientes materias que se cursarían en la Facultad de 
Ciencias Exactas, Físicas y Naturales: Botánica (morfología vegetal); Física; Química 
General e Inorgánica; Matemáticas; Entomología y complementos de Zoología Agrí-
cola; idioma Inglés.

A los pocos meses de creado el Instituto, Marrone realizó una solicitud de terre-
nos en ciudad universitaria que permitiera el funcionamiento de los ciclos básico y de 
agronomía general en el mismo ámbito universitario, lo que posibilitaría utilizar cá-
tedras existentes en otras escuelas y facultades. Agregó que la instalación de cultivos 
demostrativos aquí no significaba que en el futuro la Universidad tuviera que buscar 
un campo de mayor superficie y ubicado en el medio rural para el desarrollo del ciclo 
de orientación del futuro ingeniero y el cumplimiento de programas de investigación 
y extensión. La petición del terreno que demandaba Marrone fue denegada pero no 
así sus fundamentos.14

En abril de 1973, ya producidas las elecciones que devolvían el gobierno nacio-
nal al peronismo por tercera vez, el director del Instituto –Félix Marrone– comenzó 
la gestión para solicitar la transformación del Instituto en Facultad de Ciencias Agro-
nómicas de la UNC.

La primera promoción se había realizado en diciembre de 1971 y la inscripción 
para el ciclo de 1973 ascendía a más de 450 alumnos, mientras que en su primera ma-
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trícula en 1966 eran poco más de 60 alumnos, lo que demostraba el gran crecimiento 
de la carrera en estos primeros años.

La petición de la dirección del Instituto fue acompañada por notas de todos los 
claustros (docentes, alumnos y no docentes) apoyando esta transformación. Nueva-
mente había gran consenso en los ámbitos académicos de la UNC para su transfor-
mación en facultad.15

Los argumentos que se enunciaban eran claros, era necesaria la transformación 
a facultad ya que el hecho de ser instituto dependiente del rectorado afectaba desfa-
vorablemente el desarrollo académico y el funcionamiento administrativo. A manera 
de ejemplo se citaba que los programas de las materias que se dictaban debían ser 
sometidos a la aprobación del Consejo Superior, o sea aceptados por quienes no 
pertenecían a la especialidad, y que el Instituto no contaba con representantes en la 
elaboración y distribución del presupuesto de la Universidad.

Además, para este momento, el Instituto ya tenía el número de profesores ne-
cesarios para poder conformar su propio consejo, y ya no dependía de las aulas de la 
Facultad de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales.

Pero la atribución de crear una nueva facultad, según el Estatuto de la UNC y la 
Ley 17.245, era de la Asamblea Universitaria y como la asamblea universitaria no po-
dría reunirse por la circunstancia de haber sido intervenida la Universidad –tal como 
se explica en la Introducción a la cuarta parte de este libro– correspondía al gobierno 
de la Nación decidirlo.

En consecuencia el Interventor de la UNC, Francisco Luperi, elevó las actua-
ciones a consideración del Ministro de Educación para que éste a su vez solicitara al 
Poder Ejecutivo de la Nación la sanción del Decreto que transformara el Instituto de 
Ciencias Agronómicas en Facultad de Ciencias Agronómicas.16

Durante el resto de 1973, hasta abril de 1974, el trámite burocrático del expe-
diente 3117/73 transitó por las distintas entidades del gobierno nacional, incluso 
figura en el expediente que el Ministerio de Educación elaboró para su aprobación 
y sanción el proyecto de Decreto. Pero al sancionarse la nueva Ley Universitaria N° 
20.654, en marzo de 1974, el trámite debió volver a la UNC.

En nuestra Universidad quedó nuevamente estancado, ya que se estaba redac-
tando el nuevo estatuto y se esperaba contar con este para poder adaptar las nuevas 
reglamentaciones. Así, la expectativa por la transformación en Facultad de Agrono-
mía quedó frustrada mientras se producía un nuevo proceso de restricción de la au-
tonomía universitaria e intervención durante la llamada “misión Ivanisevich”, luego 
de la muerte de Perón y, después, con el golpe de Estado en marzo de 1976.

Finalmente, en junio de 1979, bajo el gobierno militar del autodenominado 
“Proceso de Reorganización Nacional”, la Universidad Nacional de Córdoba elevó 
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Estudiantes de Ciencias Agropecuarias en Campo Experimental.
FCA, gentileza Sr. Carlos Spongia.
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una nueva solicitud al Poder Ejecutivo Nacional, quien por Decreto Nº 1394 modifi-
có la denominación del Instituto por el de Facultad de Ciencias Agropecuarias.

A modo de cierre podemos concluir que el período de crecimiento y desarrollo 
institucional de la carrera de Agronomía se llevó adelante entre 1965 y 1979, período 
caracterizado por un clima de gran inestabilidad, represión política, y aislamiento de 
amplios sectores de la comunidad académica. Como se ha visto, esto afectó profun-
damente los mecanismos de gestión y decisión democráticos de las universidades. En 
este marco, el proceso de institucionalización de las ciencias agropecuarias aportó 
una alternativa a la vinculación de la Universidad con el resto de la sociedad.

En el contexto de creación de la carrera se había impuesto un sentido común 
sobre el desarrollo que asociaba la posibilidad de progreso y crecimiento económico 
con la introducción de tecnología para elevar la productividad y atribuía a la educa-
ción una función esencial para esto.

Así, la extensión desde Agronomía en la Universidad se concebía con un en-
foque quizás productivista, pero fundamental en sus objetivos. Se produjo de este 
modo un perfil académico de complementariedad entre la investigación aplicada y 
la extensión, que caracteriza a la nueva unidad académica desde sus más tempranos 
comienzos y que significó en un contexto de represión y aislamiento una posibilidad 
de mantener la vinculación con distintos sectores de la sociedad. ■
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Facultad de Matemática, 
Astronomía y Física
Sus comienzos como disciplinas universitarias 
y su proceso de facultarización

Mariela Eleonora Zabala* y María Cristina de Carli**

La creación de la Facultad de Matemática, Astronomía y Física (FaMAF) en la 
UNC tuvo lugar el 21 de noviembre de 1983, días antes del retorno a la democra-

cia ocurrida en Argentina el 10 de diciembre. La enseñanza e investigación de dichas 
disciplinas en la Universidad, sin embargo, no coinciden con aquel decreto presi-
dencial de creación de la Facultad, aunque sí señala la conversión y jerarquización 
universitaria, del Instituto de Matemática, Astronomía y Física (IMAF) fundado el 15 
de noviembre de 1956 en la Universidad.

La enseñanza e investigación de la matemática, astronomía y física que se im-
partían e imparten en estos centros académicos universitarios parece haber sido una 
necesidad desde fines del siglo XIX. Algunos intentos previos fallidos a la fundación 
del IMAF se remontan a la llegada a Córdoba del médico naturista germano Germán 
Burmeister, como se puede leer en el capítulo 2 de este libro. Él sugirió al presidente 
de la Nación Domingo F. Sarmiento (1868-1874) crear una Facultad de Ciencias 
Físico-Matemáticas, pero si bien contó con el apoyo del Poder Ejecutivo Nacional 
no logró reunir el número de catedráticos alemanes necesario para cumplimentar el 
proyecto. La necesidad de la formación en las disciplinas continuó y años más tarde 
tomaron la iniciativa el profesor en química Max Hermann Siewert, el profesor en 
mineralogía Alfredo Stelzner y el profesor en botánica Pablo Lorentz. Ellos propu-
sieron la creación de una Academia de Ciencias Físicas y Matemáticas, al margen de 
la Universidad y dependiente del Ministerio de Justicia, Culto e Instrucción Pública 
de la Nación, pero no recibieron la aprobación del Poder Legislativo Nacional (Tog-
netti, 2000).

El intento exitoso lo hizo el físico mendocino Ramón Enrique Gaviola (1900-
1989),1 desde su cargo de director del Observatorio Astronómico Nacional Córdoba 

[*] Licenciada en Historia, FFyH, UNC; becaria doctoral SeCyT IDACOR-Museo de Antropología, FFyH, 
UNC.
[**] Licenciada en Historia FFyH, UNC.

Capítulo 10 
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dependiente de la UNC desde 1951.2 Él deseaba crear una Escuela de Matemática, 
Astronomía y Física, que se concretó con el nombre de IMAF (Bernaola, 2001; Lenzi 
et al., inédito). Si bien la matemática, astronomía y física tuvieron un punto de inicio 
en común para la enseñanza del grado no fue así en los posgrados, ni en materia de 
investigación científica que fue cuando sus senderos se bifurcaron.

En este sentido la investigación en matemática tuvo un impulso en julio de 1980 
cuando el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET) 
estableció con el respaldo de la Universidad el “Programa de Acción para Actividades 
de Posgrado e Investigación Matemática”, dando lugar a la creación del doctorado 
en Matemática, y el 10 de mayo de 1983 se firmó otro convenio entre ambas ins-
tituciones para la creación del Centro de Investigación y Estudios de Matemática 
(CIEM). Este vínculo con el CONICET dejó abierta las posibilidades para que los 
físicos y astrónomos también tuvieran sus centros de investigación. Así fue como el 
2 de noviembre se creó el Instituto de Física, que hoy lleva el nombre de Instituto de 
Física Enrique Gaviola (IFEG); y en el año 2006 se fundó el Instituto de Astronomía 
Teórica y Experimental (IATE), sobre la base del antiguo Programa de Investigación 
en Astronomía Teórica y Experimental que databa de 1983.

Entonces, podemos interpretar que la creación de la FaMAF vino a concluir 
exitosamente esta suma de esfuerzos, a lo largo de más de medio siglo, dedicados a la 
enseñanza e investigación de la matemática, astronomía y física.

En este capítulo abordamos la creación de la FaMAF desde su institución pre-
cedente, los actores sociales involucrados y las políticas de Estado en materia de 
ciencia y tecnología. En lo que respecta a las instituciones, analizamos las estrategias 
de legitimación de las disciplinas, la construcción institucional y la profesionalización 
que desarrollaron durante estos años.

Hacemos esta reconstrucción de la FaMAF a partir de las historias que ya se 
han escrito sobre el IMAF y la FaMAF (Díaz Nuñez, 1993; Tagashira, 2012; Lenzi, 
Peres y Schaigorodsky, inédito) desde los reservorios de documentos conservados en 
el Archivo General e Histórico de la Universidad Nacional de Córdoba, y en el deca-
nato de la Facultad, así como través de entrevistas a distintos alumnos y docentes del 
IMAF, hoy docentes e investigadores de la FaMAF. Ellos fueron Humberto Alagia, 
Víctor Hugo Hamity, Juan Tirao y Guillermo Goldes.3 Otros documentos consulta-
dos fueron los ofrecidos por Marisa Segovia sobre el Instituto de Física Enrique Ga-
viola, y por Nancy Moyano del Centro de Investigaciones y Estudios en Matemática.

Proceso de institucionalización de las disciplinas y profesionalización: el IMAF

El IMAF fue creado el 15 de noviembre de 1956,4 por Ordenanza N.° 6/56 del Ho-
norable Consejo Superior, a partir de la iniciativa del físico mendocino director del 
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Observatorio Astronómico de Córdoba Enrique Gaviola, que sostenía la necesidad 
de la formación de recursos humanos para desarrollar y sostener la investigación en 
esta institución. La iniciativa estuvo apoyada por dos cartas5 de alumnos del último 
año de los colegios dependientes de la UNC (Colegio de Monserrat y Escuela Supe-
rior de Comercio Manuel Belgrano), del Liceo Militar “General Paz” y estudiantes 
universitarios dirigidas al decano interventor de la Facultad de Ciencias Exactas, Fí-
sicas y Naturales (FCEFyN), ingeniero Carlos A. Revol. Los alumnos señalaban en 
las cartas que el “Observatorio Astronómico por sus trabajos y material científico, 
ocupaba un lugar de privilegio en el hemisferio austral6 pero que podía perderse por 
falta de mentes científicas”; con respecto a las disciplinas que se buscaba enseñar en 
el Instituto sostenían que “eran las ciencias básicas de la civilización contemporánea 
y que el progreso del país estaba ligado a ellas”, y “que sólo podían estudiarse en La 
Plata y Buenos Aires”. En tiempos de la Guerra Fría no es casual que los liceístas pi-
dieran la creación de la carrera de física, astronomía y matemática teniendo en cuenta 
el aporte de estas disciplinas al conocimiento del espacio aéreo, y al desarrollo de la 
industria atómica y armamentista. Además, intuimos que son eco de sus formadores, 
ya que por ejemplo Maiztegui vino a Córdoba a trabajar con Gaviola en el Obser-
vatorio y en paralelo trabajaba como profesor de física en el Liceo. Años más tarde 
Maiztegui fue director del IMAF.7

Para los estudiantes, estas disciplinas debían instituirse en la ya existente FCE-
FyN mientras que para Gaviola debía ser en el Observatorio Astronómico, pero no 
fue así, sino que surgió como un Instituto dependiente directamente del rectorado de 
la UNC, con presupuesto propio y compartiendo el edificio, el equipamiento técnico 
y la biblioteca pertenecientes al Observatorio. Vale señalar que estas instituciones 
nunca se fusionaron sino que mantuvieron equipos directivos y presupuestos dis-
tintos solo que algunos investigadores del Observatorio se desempeñaban también 
como docentes en el IMAF.

Gaviola fue el creador, diseñador del primer plan de estudios y el primer di-
rector del IMAF. El plan fue aprobado en el año 1956, dentro de las disposiciones 
complementarias a la Ordenanza N° 6/568 y un año más tarde comenzó el primer 
ciclo académico. Los docentes del IMAF, en el Plan de Gaviola, tenían una dedica-
ción exclusiva para limitar su actividad a la cátedra, estudio e investigación debiendo 
ser capaces de dictar varios y diferentes cursos, de manera de tener menos docentes 
con una buena retribución económica y posibilitar la rotación y actualización de los 
contenidos de las cátedras. Por su parte, el estudiante también debía tener dedicación 
exclusiva, para lo que sería necesario un sistema de becas que evitara al estudiante 
trabajar, a este sistema él lo había conocido en su paso por las universidades alema-
nas, pero la Argentina no estaba preparada para brindar este tipo de inserción, según 
considera el doctor en matemática Juan Tirao.9 Además el perfil de egresados que 



272  Facultad de Matemática, Astronomía y Física

Gaviola quería formar era de físicos experimentales,10 algo muy cuestionado por los 
matemáticos, principalmente quienes recuerdan haber tenido tres cuatrimestres de 
oficios, como carpintería y electricidad.

En 1931, en su libro Reforma de la Universidad Argentina y Breviario del Reformista 
Gaviola justificaba la necesidad de un presupuesto abundante para el desarrollo de la 
ciencia en la Universidad:

[…] Para hacer una universidad se requieren tres ingredientes principales: 
profesores, estudiantes y dinero. El último es el más importante. Los profe-
sores son a menudo superfluos cuando existen buenos libros de texto. Los 
estudiantes son innecesarios para la misión puramente científica de la univer-
sidad. El dinero es siempre imprescindible. Y es tres veces imprescindible: 
es imprescindible para que el estudiante pueda ser estudiante, para que el 
profesor pueda ser profesor, y para que la universidad pueda ser un centro de 
ciencia y de cultura. El vicio máximo de la universidad argentina es la absurda 
organización económica […] (Gaviola, 1931:9).

Desentendimientos entre las autoridades universitarias y Gaviola en relación al 
sistema de becas que pretendía para los estudiantes produjeron su renuncia. De ahí 
en más la relación entre el promotor del IMAF y la Universidad fue irrecuperable ya 
que pese a los esfuerzos por sumarlo a algunas actividades y reconocer su trayectoria, 
quienes lo hicieron se encontraron con su negativa en dos oportunidades. La primera 
fue en el año 1981, con motivo de los veinticinco años del IMAF, y la segunda con 
motivo de realizarse en Córdoba la Reunión de la Asociación Física Argentina en el 
año 1983, de la cual E. Gaviola había sido uno de los promotores.

La partida de Gaviola de Córdoba es recordada como una pérdida importante 
en un Instituto huérfano de docentes-investigadores. Ésta era una realidad que se re-
petía en el país, donde a principios de 1954 había un total de 36 doctores graduados 
en matemática y física (Informe Anual de Gestión, 1980 del IMAF). En Córdoba, 
la situación se agravaba porque los astrónomos dictaban la mayoría de las mate-
rias curriculares de las licenciaturas en física y matemáticas, tema que no fue menor 
para los estudiantes que hicieron de éste el primer “lío”, como lo nombra el doctor 
en matemática Humberto Alagia.11 Así fue como lograron que durante la dirección 
del doctor en física Alberto Pascual Maiztegui, 12 entre 1961 y 1972, se contrataran 
matemáticos de la Universidad de Buenos Aires, Universidad Nacional de La Plata, 
Instituto Balseiro de Bariloche y Universidad Nacional de Tucumán que venían cada 
quince días, y daban clases viernes y sábados. Algunos de ellos fueron la licenciada en 
Matemática Carmen Casas de Kalnay y su esposo, el doctor Andrés Kalnay, especia-
lizado en física teórica. Otro modo de sanear esta dificultad fue enviando estudiantes 
del IMAF al Instituto Balseiro, a la Universidad Nacional de La Plata, a la Universidad 
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Edificio de la Facultad de Astronomía, Matemática y Física en Ciudad Universitaria.
FaMAF, gentileza Dr. Guillermo Goldes, Analía Pedernera.
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de Buenos Aires y a la Universidad Nacional de Tucumán para que completaran sus 
respectivos estudios de licenciatura (Informe Anual de Gestión 1980 del IMAF).

Entonces, podemos interpretar que si bien Gaviola, el mentor del IMAF, era 
doctor en física, se fortaleció en un espacio donde se hacía e investigaba astronomía, 
y los docentes fueron en gran parte astrónomos o físicos que dejaron relegada la 
enseñanza de matemática, situación que provocó conflictos al interior del Instituto. 
Esta falencia en la formación de recursos humanos fue suplida con el envío de los 
alumnos a otros centros y universidades reconocidos del país.

Esto sucedía “en tiempos en que la universidad y el país se iban para arriba”, 
según recuerda Hamity13 y agregaba: que eso podía verse en la creación del CONI-
CET, en el año 1958, que posibilitaba a los investigadores dedicarse tiempo completo 
a su tarea, y en el ámbito universitario la creación de la figura de docente titular con 
la misma dedicación de tiempo pero destinada a la enseñanza y formación de profe-
sionales. Así se inició un nuevo perfil de docente universitario que sumaba la inves-
tigación a la docencia retroalimentándose continuamente. Esto permitió la creación 
de grupos de trabajo, la especialización y la formación de discípulos que aseguraron 
la continuidad y la sedimentación de los campos disciplinares de acuerdo con las 
políticas de Estado que se instauraron tras la llamada “Revolución Libertadora”, de 
septiembre de 1955, y de modo contundente en la presidencia de Arturo Frondizi 
(1958-1962). Durante esos años, los sucesivos gobiernos implementaron el desarro-
llismo, basado en la innovación científica y tecnológica como vías que asegurarían el 
progreso y la independencia económica del país, como se reseña en la Introducción a 
la cuarta parte de este libro. Esta política significó para las estructuras científicas, aca-
démicas e intelectuales un programa político-ideológico orientado al “desarrollo” y la 
“modernización” de la sociedad (Visacovsky et al., 1997:214; Buschbinder, 2005:179).

Algunos de los estudiantes del IMAF de la primera cohorte, como fueron los 
casos de Alagia, Hamity y Tirao, se incorporaron a la docencia como ayudantes alum-
nos, se licenciaron, hicieron su “baño internacional posterior” y volvieron a la univer-
sidad para incorporarse como docentes de la misma e investigadores del CONICET. 
Sucesivamente ocuparon lugares de gestión en el Instituto primero y en la Facultad 
posteriormente. Estas tres personalidades participaron, desde distintos roles, en la 
transformación del Instituto en Facultad como lo veremos en su oportunidad.

Gaviola fue sucedido en 1957 por el astrofísico italiano doctor Livio Grattón, 
que había participado activamente en la construcción y puesta en marcha de la Esta-
ción Astronómica Las Tapias, departamento San Javier, provincia de Córdoba, junto 
al Smithsonian Astrophysical Observatory de Estados Unidos, en el año de la Geofí-
sica Internacional, en 1956. Esta estación formaba parte de un proyecto dirigido por 
el astrónomo Josef  Allen Hynek que tenía como objetivo principal la detección y 
el seguimiento de los satélites artificiales (Minniti, s/d). Con la creación de esta Es-
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tación se generaba un nuevo campo de desarrollo de la astrofísica que demandaba 
profesionales especializados, es decir, un nuevo desafío para el IMAF.

Entre los años 1961 y 1972 Maiztegui dirigió el IMAF, tal como lo expresamos 
anteriormente. A nivel de gobierno y gestión del Instituto diseñó y puso en marcha 
un Consejo Consultivo que se mantuvo, con algunas interrupciones, hasta su facul-
tarización. Este Consejo se constituía por un jefe de sección que representaba a cada 
una de las disciplinas, el Consejo si bien trataba todas las cuestiones inherentes al 
Instituto se componía exclusivamente del claustro de los docentes. El nombre era 
solo consultivo y era el director el que tenía la última palabra y tomaba las decisiones 
que eran refrendadas o no por el rector.

Durante la gestión de Maiztegui se consolidaron las licenciaturas en matemática, 
física y astronomía, pero su gestión se vio afectada por el hecho histórico conocido 
como la Noche de los bastones largos ocurrida el 29 de julio de 1966, bajo el golpe militar 
liderado por el general Juan Carlos Onganía. Este hecho consistió en la expulsión con 
violencia por parte de las fuerzas policiales de miembros de la comunidad académica 
que habían tomado edificios de las facultades de la UBA en repudio a la ley 16.192, 
que ponía fin a la autonomía universitaria al dejar a las universidades públicas nacio-
nales bajo jurisdicción del Ministerio del Interior. Tal como se indica en la introduc-
ción a la parte IV de este libro, las políticas de persecución de docentes y la limitación 
de la libertad de cátedra produjeron que centenares de docentes e investigadores 
abandonaran el país o se alejaran de sus cátedras por el cambio en las condiciones 
laborales (Lobato y Suriano, 2000:452). A esta situación el IMAF no estuvo ajena 
siendo echado a las “patadas” su director Maiztegui y muchos docentes se fueron a 
Venezuela y a El Salvador a hacer sus doctorados, ya que “hubo mucha solidaridad 
internacional”. Esto hizo “trastabillar” al IMAF, recuerda Tirao.14

En 1970 regresaron veintiuno de los veinticuatro egresados del IMAF que ha-
bían ido a doctorarse al exterior, se reintegraron algunos docentes que habían emigra-
do con motivo de la dictadura de Onganía y otros docentes enviados en comisión a 
investigar a otras universidades. Con estas reincorporaciones lograron contar con un 
plantel capaz de encargar la reorganización de las actividades docentes y de investiga-
ción; de generar nuevos planes de estudios; reorganizar los laboratorios y la biblioteca 
y redefinir las líneas de investigación.15

Podemos afirmar siguiendo a Grimson (2011) que el Observatorio brindó la 
configuración cultural necesaria para que la matemática, la física y la astronomía se 
institucionalizaran en un espacio propicio por los aspectos científicos, culturales y 
valores comunes compartidos por sus miembros acerca de la importancia de la ense-
ñanza e investigación de estas disciplinas para el desarrollo del país. Esto se gestaba 
en un campo de posibilidades favorables en la Universidad que tenía la clara inten-
ción de mantener y consolidar el posicionamiento que había logrado el desarrollo de 
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la astronomía y la astrofísica cordobesa en el país y el mundo. El trabajo realizado se 
fortalecía por la presencia, la red de relaciones, el reconocimiento y prestigio que te-
nía el líder del proyecto, Enrique Gaviola, sucedido por prestigiosos científicos como 
Grattón y Maiztegui.

Para la fecha de creación del Instituto, el Observatorio que estaba próximo a 
cumplir sus 75 años había sido transferido a la UNC. El Observatorio tenía en su 
haber logros muy importantes como la toma de las primeras fotografías estelares 
que permitieron determinar la posición de las estrellas y culminó con la publicación 
en 1897 de Fotografías cordobesas; editaron el catálogo Córdoba Durchmusterung en 1908 
o Catálogo del Cielo Austral, que sirvió para determinar la hora y las rutas de navega-
ción en todo el hemisferio sur; asimismo habían diseñado y construido la Estación 
Astrofísica de Bosque Alegre en 1942, que permitió vincularse estrechamente con la 
Asociación Física Argentina.16 Además, estaba el interés de un grupo de jóvenes por 
dedicarse al estudio de estas disciplinas. Todo esto produjo el contexto necesario para 
la creación del IMAF.

La matemática y la física, disciplinas y disputas

Como ya señalamos hubo varios intentos de institucionalización de la matemática y 
la física en distintos espacios, tanto académicos como académicos universitarios, pero 
es en este ámbito donde ambas disciplinas fueron disputadas históricamente por la 
Facultad de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales que logró por menos de un año, en 
1974, el dictado de las mismas en los tiempos en que se afirmaba que se debían poner 
definitivamente a las universidades nacionales al servicio del pueblo. Se trató de un 
breve período cuando las universidades fueron intervenidas y se sancionó una nueva 
Ley Universitaria en el mes de marzo de dicho año que “procuraba compatibilizar 
las ideas de las agrupaciones peronistas hegemónicas en el ámbito académico con 
elementos de la tradición reformista como la autonomía universitaria” (Buchbin-
der, 2005:202-203). En este contexto de cambios se dieron las condiciones para que 
IMAF, hasta entonces dependiente del rectorado, pasara a depender de la FCEFyN, 
bajo la dirección del ingeniero Juan Carlos Cervi.

[…] Una tarde nos fuimos del Instituto y a la mañana siguiente al volver nos 
enteramos de la noticia. Esa mañana junto a otros tres compañeros docentes 
transitamos la oficina del decanato de la FCEFyN y del rector, quien nos hizo 
saber que era una decisión del Poder Ejecutivo Nacional y no de la misma 
universidad.17
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Éste fue de nuevo un mal momento para la producción científica del IMAF ya 
que a muchos docentes e investigadores Cervi no les renovó el contrato, y algunos, 
como el caso de Tirao, volvieron a emigrar del país. 18 Corría 1975 y el gobierno 
nacional liderado por la presidenta María Estela Martínez de Perón endureció las po-
líticas hacia las universidades públicas interviniéndolas bajo la dependencia absoluta 
del Ministerio de Educación, con lo que las universidades perdieron su autonomía.

Para el IMAF, esta dependencia de la FCEFyN duró hasta el golpe de Estado 
militar del 24 de marzo de 1976 que dio inicio a la dictadura autodenominada Proce-
so de Reorganización Nacional, hecho que produjo nuevamente la intervención de 
las universidades públicas por parte de las Fuerzas Armadas, colocando autoridades 
militares en todos los niveles de decisión. En el caso del IMAF su director fue el vi-
cecomodoro ingeniero en Aeronáutica Néstor Pelliza, que estuvo en el cargo un año, 
tras el cual solicitó que algún docente del Instituto lo suplantara. En ese año, el 1° de 
octubre de 1976, fue secuestrado y hoy aún permanece desaparecido el alumno Da-
niel Oscar Sonzini Whitton (Pedano, 2011). En su memoria y la de las víctimas de la 
represión, las autoridades decidieron poner su nombre a la Biblioteca de la Facultad 
en el nuevo edificio desde 1993.

Durante aquellos años del gobierno militar el Instituto perdió por emigración al 
exterior la tercera parte de sus docentes. Los docentes que permanecieron debieron 
hacerse cargo del dictado de las asignaturas vacantes y reorganizar líneas de investi-
gación desmanteladas por falta de investigadores. Antes de retirarse el vicecomodoro 
Pelliza hizo una reunión de personal y ofreció a los docentes presentes la posibilidad 
de asumir la dirección del Instituto. Ninguno aceptó pero propusieron a Tirao que 
se encontraba en Brasil desde la dictadura de Onganía, y delegaron en Maiztegui la 
comunicación y el ofrecimiento:

Me llamó el doctor Maiztegui y me hizo la propuesta. Primero le agradecí de 
corazón que mis colegas se hayan acordado de mí pero le dije que le confir-
maría en unos días porque debía charlarlo con mi esposa.19

Los primeros días de abril de 1976 se reincorporó al Instituto y asumió como 
director. “Nunca conocí personalmente a Pelliza. Fueron años difíciles en lo que res-
pecta al vínculo con los rectores porque todos los años había que pedir la renovación 
de los contratos de los trabajadores del Instituto.”20 Pero para que esto sucediera, los 
rectores consultaban a los Servicios de Inteligencia del Ejército. Así era que todos los 
años había docentes que figuraban como no recomendables en la lista. Esto conducía 
a una serie de trámites y visitas personales de Tirao a distintas oficinas del gobierno 
para que se lograra la renovación de los contratos.
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El IMAF tuvo más directores en una década que en toda su historia previa. Esto 
fue posible por los cambios en las políticas universitarias por los distintos gobiernos 
nacionales y regímenes de gobierno. Pero asimismo, no todos los docentes investi-
gadores tuvieron que emigrar y por lo tanto, no se perdieron todos los proyectos de 
investigación. Esto fue lo que permitió que en el año 1983 se lograra la facultariza-
ción del Instituto.

“Cambie el cartelito de la puerta, donde dice director ahora debe decir deca-
no.” Una puja por la facultarización

Para el año 1983, cuando se definía la transición de la dictadura a la democracia, en el 
IMAF crecía el deseo de algunos de sus docentes de transformarlo en Facultad; con-
sideraban que de este modo iban a poder participar en el cogobierno universitario, 
teniendo sus representantes en el Consejo Superior, aportar en el proceso de nor-
malización que vendría con la democracia y finalmente obtener un edificio propio.

Si bien el Instituto tenía presupuesto propio, dependía del rectorado para la ma-
yor parte de sus decisiones con lo que su autonomía era restringida; tampoco tenía re-
presentación en los órganos del gobierno universitario que, de hecho tenían un fun-
cionamiento limitado en la dictadura. Esto se sumaba al deseo y la necesidad de tener 
un edificio propio porque el Instituto estaba repartido en distintos edificios como el 
Observatorio, la Facultad de Ciencias Agropecuarias y laboratorios en la Facultad de 
Ciencias Químicas, lo que complicaba las actividades de enseñanza-aprendizaje.

Así fue como Tirao, con el apoyo de la comunidad que constituía el Instituto, 
comenzó las gestiones ante el rector de la Universidad, profesor doctor Carlos A. 
Morra. Argumentaba el pedido de transformación de Instituto en Facultad con el 
objetivo de adecuarlo a “los fines y funciones establecidos en las leyes y estatutos que 
establecen la organización de las universidades nacionales”, ya que dicha denomina-
ción “no describe bien a esta unidad académica de la Universidad, generando confu-
sión con relación a las carreras que en ella se cursan y a los títulos que se expiden”.21

En adjuntos a la carta y bajo el subtítulo “Evolución”, el director Tirao avalaba 
su pedido con el apoyo que habían recibido los docentes, programas y proyectos de 
investigación por distintos organismos de financiación, tanto nacionales como pro-
vinciales, entre ellos: el CONICET “mediante el otorgamiento de becas de iniciación, 
perfeccionamiento y externas”; el Consejo de Investigaciones de Córdoba (Conicor) 
mediante el otorgamiento de subsidios y becas para investigación; la Comisión de 
Investigaciones Científicas de la provincia de Buenos Aires (CIC) apoyando el desa-
rrollo de los Seminarios Nacionales de Matemática; y diferentes organismos interna-
cionales como la Organización de los Estados Americanos (OEA), Organización de 
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) así como 
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FAMAF. Sala de lectura de la Biblioteca Daniel O. Sonzini (presidente del Centro de Estudiantes, 
desaparecido el 12 de agosto de 1976).
FAMAF, gentileza Dr. Guillermo Goldes,.
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distintas universidades del exterior que habían reconocido la calidad de los profesio-
nales con invitaciones a conferencias por ejemplo.22

También respaldaban el pedido los convenios suscriptos con diferentes insti-
tuciones y organismos para desarrollar tareas de investigación, asesoramiento, per-
feccionamiento y docencia. Entre las unidades académicas del país señalaba las Uni-
versidades de Buenos Aires, Tucumán, Comahue, Río Cuarto, San Luis, Nordeste, 
Universidad Tecnológica Nacional y Universidad Católica de Córdoba. Destacaba su 
vinculación con el Servicio Naval de Investigación y Desarrollo de la Fuerza Aérea, 
la Comisión Nacional de Investigaciones Espaciales de la Fuerza Aérea y la Escuela 
de Ingeniería Aeronáutica de la Fuerza Aérea, así como con instituciones dedicadas a 
la producción industrial como la Dirección Nacional del Azúcar, Instituto Argentino 
de Siderurgia, Empresa Agua y Energía de la Nación, empresa Renault Argentina. En 
lo que respecta al interior de la UNC marcaba relación con la Facultad de Ciencias 
Químicas, Ciencias Exactas, Físicas y Naturales, Ciencias Agropecuarias, Filosofía 
y Humanidades, Ciencias Médicas y Ciencias Económicas. Esto venía a mostrar su 
trayectoria e inserción en una red de relaciones con prestigiosas instituciones que 
avalaban su trabajo.

Finalmente, mostraba la planta de docentes del Instituto remarcando los con-
cursos programados para cubrir quince cargos de profesores titulares con dedicación 
exclusiva para las licenciaturas de Matemática y Física que se sumaban a la planta de 
aproximadamente 120 docentes, más del 90% con dedicación exclusiva.

De esta forma el director presentaba el IMAF al rector de la UNC con el fin de 
transformarlo en facultad. Todo lo expresado fue apoyado por la Comisión de Ense-
ñanza conformada por el profesor Carlos A. Luque Colombres, que para la fecha se 
desempeñaba como decano de la FFyH; el decano de la Facultad de Medicina Fer-
nando Javier Soria; Aro M. Apfelbaum y el médico Carlos Alejandro Pitt, secretario 
técnico de la universidad23. Ellos acordaban con las fundamentaciones esgrimidas por 
el director del IMAF y agregaban que para la fecha el número de alumnos ascendía a 
trescientos cincuenta. Además, aclaraban que esta transformación no iba a significar 
ninguna erogación. Por otra parte, asesoraban al rector para proponer –de acuerdo a 
lo dispuesto por el Artículo 43, inc. e del Estatuto, al señor ministro de Educación de 
la Nación, que ejercía las funciones de Asamblea Universitaria (artículo 77 inc. a) de 
la ley 22.207– la transformación del IMAF en FaMAF de la UNC, girando antes las 
actuaciones a la Comisión de Vigilancia y Reglamento.

El rector profesor Carlos A. Morra el 5 de agosto resolvió por Exp. 03-83-
4162 según lo asesorado. Las licenciadas Emilia V. D. Casella, del Sector Programas 
y Proyectos, y María Marta Leunda, de la Dirección de Desarrollo Universitario del 
Ministerio de Educación de la Nación, resolvieron el pedido solo quince días más 
tarde. La respuesta no dio lugar a la solicitud de la UNC y del ministro de Educación 
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Cayetano Licciardo. Argumentaban que “se justificaría si la Universidad no tuviese 
una Facultad que abarcara el área de las ciencias en cuestión. Este no es el caso de di-
cha Universidad ya que forma parte de su estructura, la Facultad de Ciencias Exactas, 
Físicas y Naturales”. A continuación realizaban dos propuestas: […] 1.- Incorporar 
las carreras que actualmente se dictan en el IMAF, bajo la dependencia de la FCE-
FyN; 2.- crear una f. de ingeniería que administre las carreras de Ing. Civil, Eléctrica, 
Mecánica Aeronáutica y Mecánica Electricista y Agrimensura […].24

“¿Qué sabían estas mujeres de lo que pasaba en Córdoba?, ellas opinaban a par-
tir del modelo de la UBA y desde el Palacio Pizzurno. Nada sabían de lo que pasaba 
en Córdoba pero bueno, eran autoridad”.25 Pero sus gestiones no quedaron ahí y 
buscó otros caminos para lograr el objetivo de la facultarización.

[…] Un día en un almuerzo estuve con la esposa de un embajador,26 y le 
conté lo que nos estaba sucediendo. Ella rápidamente captó la necesidad y 
me dijo, –mande de nuevo el expediente que yo me encargo del trámite. Y 
así fue27

Luego él se fue a Boston en su carrera del CONICET y quedó Hamity, como 
profesor a cargo de la dirección del Instituto. Él fue quien recibió el decreto firmado 
por el general Reynaldo Bignone, presidente de facto y último dictador del Proceso 
de Reorganización Nacional, el 21 de noviembre de 1983, donde se creaba la Facul-
tad de Matemática, Astronomía y Física. Habían funcionado otros contactos para la 
transformación negada desde dos funcionarias del Ministerio de Educación.

A partir del 10 de diciembre de 1983, por decreto del presidente Raúl Alfonsín, 
comenzó la normalización de las universidades nacionales bajo jurisdicción directa 
del Ministerio de Educación de la Nación. Humberto Alagia y Víctor Hamity fueron 
nombrados decano y vicedecano normalizadores respectivamente para el período 
1983-1986. 28 Evoca Alagia “que el secretario general de la universidad en ese mo-
mento era Nilo Neder; en una reunión de Consejo Superior se acercó y me dijo ‘¿vis-
te que salió la resolución donde dice que ustedes son facultad?’. Para la universidad 
era una sorpresa que el Instituto hubiese pasado a ser facultad. Realmente fue una 
sorpresa, nos volvimos facultad repentinamente. Yo me acuerdo que cuando asumí 
le dije a la secretaria: cambie el cartelito de la puerta, donde dice director ahora debe 
decir decano”.29 

Completada la normalización de la FaMAF, el Consejo Directivo eligió a sus 
autoridades conforme a las disposiciones del cogobierno universitario, resultando 
electos como decano y vice los doctores Humberto Alagia y Alberto Riveros de la 
Vega. El primer Consejo Directivo estuvo formado por Jorge Antonio Vargas, Raúl 
T. Mainardi, Roberto F. Sisteró, José R. Martínez, Marcelo Rubio, Emilio Lapasset 
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Gomar, Marta Urciuolo, Miguel Ángel Re, como consejeros titulares por los do-
centes; Carlos E. Olmos y Francisco A. Tamarit como consejeros titulares por los 
egresados; Victoria E. Paganini como consejera titular por los no docentes y Miguel 
A. Da Vila, Efraín Carreño Morellli, Omar Osenda, Benjamín Alejandro Ferreyra, 
Carlos Gustavo Salas y Luis M. Salvatico como consejeros titulares por los estu-
diantes.30 En 1987 el Dr. Alagia, tras ser elegido vicerrector de la UNC en la primera 
Asamblea Universitaria de la democracia conformando la fórmula con el arquitecto 
Luis Rébora, renunció como decano de la FaMAF y en su lugar fue elegido el Dr. 
Oscar Cámpoli.

A lo largo de estas páginas hemos intentado reconstruir la trayectoria de la 
formación, estudios e investigación científica en matemática, astronomía y física en 
la UNC durante la segunda mitad de siglo XX hasta su transformación en la Facul-
tad de Matemática, Astronomía y Física en 1983. El trabajo sobre diversas fuentes, 
nos ha permitido dar cuenta de que la facultarización vino a coronar un proceso de 
prestigio académico conseguido, tanto provincialmente como nacional e internacio-
nalmente por sus docentes e investigadores.

Como hemos visto la investigación en astronomía ya se hacía en Córdoba desde 
la creación del Observatorio Astronómico en 1871, al principio con investigadores 
extranjeros, dado que no era una tradición en nuestro país, y luego con los que venían 
de otras provincias principalmente con formación en la Universidad Nacional de La 
Plata y de la Universidad de Buenos Aires, pues se carecía de formación de recursos 
humanos locales; ése fue el argumento para pedir la creación de un espacio de for-
mación por parte de jóvenes estudiantes.

Por el objeto de estudio y su modo de hacer ciencia, los astrónomos siempre 
estuvieron vinculados y trabajando en proyectos de investigación con otros observa-
torios del mundo así como con otras universidades. La privilegiada ubicación geoes-
pacial del Observatorio Astronómico de Córdoba, le permitió posicionarse como 
un centro de referencia y ser un lugar de trabajo deseado para los investigadores 
argentinos y aun extranjeros. Tal vez esto explicaría el empuje de Gaviola que, siendo 
director del Observatorio y a unos pocos años de su traspaso a la UNC, visualizó la 
posibilidad de crear un espacio de formación de grado en matemática, astronomía y 
física en el mismo Observatorio.

Como ya hemos demostrado, consideramos que la existencia del Observatorio 
no fue algo menor para el desarrollo e institucionalización de estas tres disciplinas, 
sino que dio una particularidad más, ya que solo en Argentina la astronomía es una 
disciplina independiente de la física. Tal vez Gaviola tomó este modelo de la Uni-
versidad Nacional de La Plata donde el Observatorio fue la cuna de la Facultad de 
Ciencias Astronómicas y Geofísicas.
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Entonces, primero la fundación del Instituto y luego su transformación en Fa-
cultad son hechos importantes por sí mismos, indican cierta continuidad en una 
tradición sostenida desde fines del siglo XIX. La transición no significó grandes 
cambios ya que se continuó con los mismos planes de estudios y el mismo plantel 
docente, por lo que en este caso se habla de transformación en lugar de creación del 
IMAF en FaMAF.

Pero había llegado el momento de convertirse en facultad, entre rechazos y 
modificaciones, gran parte de la comunidad científica de Córdoba estaba dispuesta 
a no bajar los brazos para lograr la categoría de facultad, que como hemos visto, le 
otorgaría no solo la independencia del rectorado sino además un presupuesto más 
abultado, algo que ya Gaviola en los primeros años del IMAF había considerado 
como fundamental para el buen desarrollo de estas ciencias y para la consolidación 
de la UNC como referente de la física pura y experimental, de la matemática y por 
supuesto de la astronomía.

El hecho no menor en ese camino de transformación fue que los miembros 
del IMAF se valieron de la oportunidad política que significaba la finalización de la 
dictadura; y sacaron provecho de vías ajenas a las tramitaciones burocráticas para 
no rendirse ante el propósito de convertirse en facultad y que la democracia que se 
avecinaba los encontrara como miembros plenos de la comunidad universitaria para 
aportar en las transformaciones que la UNC requeriría luego de años de autoritaris-
mo y avasallamiento de su democracia y de su calidad científico-académica. ■
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Notas

1 Ramón Enrique Gaviola estudió en la Universidad Nacional de La Plata agrimensura desde el año 
1917, y por sugerencia de Richard Gans, uno de sus docentes, estudió física en la Universidad de Gottin-
gen, Alemania desde 1922. Luego ganó la beca Rockefeller para trabajar en el “International Education 
Board”, en 1926, y en 1930 volvió a la Argentina y se insertó en Cátedra de Físico-Química en la Facultad 
de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales de la Universidad de Buenos Aires. En 1940 llegó a Córdoba 
para dirigir por siete años el Observatorio Astronómico.

2 Sobre la historia del Observatorio Astronómico ver http://www.unc.edu.ar/estudios/academicas/
centros-e-institutos/observatorio.

3 Agradecemos a todos el tiempo y la confianza dispensados y especialmente al doctor Guillermo 
Goldes, nuestro interlocutor diario en esta reconstrucción.

4 Reservorio Documental Decanato FaMAF. Exp. de Creación del IMAF n° 17.909. Parte I: folio 1-57.

5 Reservorio Documental Decanato FaMAF. Una carta fechada el 1 de octubre de 1956 y la otra, el 17 de 
octubre de 1957.

6 La ubicación de Argentina en el hemisferio sur del planeta le da un lugar privilegiado para mirar el 
cielo y como contrapunto del hemisferio norte. Si bien hubo observatorios más antiguos en el conti-
nente americano, como el caso de Río de Janeiro, Brasil, en el año 1827, y el de Santiago de Chile, en el 
año 1852, no observaron el cielo sistemáticamente desde un principio como sí lo hizo el Observatorio 
de Córdoba. Comunicación personal con Goldes el 18 de diciembre.

7 http://historiadelaastronomia.wordpress.com/2010/04/08/los-90-anos-del-profesor-alberto-maiz-
tegui/

8 Reservorio Documental Decanato FaMAF Expediente de Creación del IMAF n° 17.909. Parte I: folio 
1-57.

9 Juan Tirao fue director del IMAF entre 1977 y 1983. Desde este lugar fue una de las personas que 
gestionó la facultarización del IMAF ante las autoridades nacionales. Entrevista el 22 de noviembre 
de 2012.

10 El campo disciplinar de la matemática y la física se subdivide, en el caso de la física en experimental, 
teórica y aplicada, y la matemática, en básica y aplicada. Al ser entrevistado por esta cuestión, el Dr. 
H. Alagia nos explicó que las diferencias se basan en los problemas de investigación y en los métodos 
utilizados. Las áreas que se clasifican como experimental o aplicado hacen referencia a espacios de 
conocimientos que abordan problemas concretos que aparecen en el “mundo real”, en el mundo coti-
diano de las personas. Comunicación personal el 21 de noviembre de 2012.

11 Humberto Alagia, primer decano normalizador de la FaMAF 1983-1986. Decano electo 1986-1987. 
Entrevista el 21 de noviembre de 2012.

12 Alberto Pascual Maiztegui nació en Entre Ríos y de pequeño se mudó con su familia de Buenos Ai-
res. Allí estudió la licenciatura en matemática y se doctoró en física en la Facultad de Ciencias Exactas 
y Naturales de la Universidad de Buenos Aires. Llegó a Córdoba en 1947 para trabajar con Gaviola en el 
Observatorio de Córdoba por propuesta de Ernesto Sábato.

13 Sobre el clima universitario cordobés en la década del sesenta del siglo XX ver en este mismo libro 
la Introducción a la III parte.

14 Entrevista del 22 de noviembre de 2012.

15Reservorio Documental Decanato FAMAF. Correspondencia enviada al Sr. rector de la UNC. Prof. Dr. 
Carlos A. Morra. 23 de junio de 1983. Breve reseña histórica.

16 Asociación civil fundada en 1944, uno de los socios fundadores fue el mismo Gaviola. Nucleaba a in-
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vestigadores, profesores, docentes, becarios y estudiantes de la física. En su estatuto manifiesta como 
objetivos principales los de fomentar el desarrollo de la investigación científica pura y aplicada en el 
campo de la física, promover el mejoramiento de la enseñanza, divulgar el conocimiento y procurar la 
jerarquización de la profesión del físico. www.fisicaorg.ar.

17 Entrevista con el Dr. Tirao del 22 de noviembre de 2012.

18 Para conocer más acerca de la políticas implementadas en las universidades públicas nacionales 
ver la Introducción a la V parte de este libro.

19 Entrevista con el Dr. Tirao, del 22 de noviembre de 2012.

20 Ibídem.

21Entrevista con el Dr. Tirao del 22 de noviembre de 2012.

22 Reservorio Documental Decanato FAMAF. Correspondencia enviada al Sr. rector de la UNC, Prof. Dr. 
Carlos A. Morra. 23 de junio de 1983. Breve reseña histórica.

23 Reservorio Documental Decanato FaMAF. Correspondencia enviada al Honorable Consejo Superior. 
UNC. Exp. 03-83-4162.

24 Reservorio Documental Decanato FaMAF. Correspondencia enviada al Sr. rector de la UNC, Prof. Dr. 
Carlos A. Morra. Buenos Aires 20 de agosto de 1983. Exp. N° 4.162/83.

25 Entrevista con el Dr. Tirao del 22 de noviembre de 2012.

26 Ibídem.

27 Ibídem.

28 Reservorio Documental Decanato FaMAF.

29 Entrevista con el Dr. Alagia del 21 de noviembre de 2012.

30 Reservorio Documental Decanato FaMAF. H. Consejo Directivo, del 11.04.86 [Acta 1] al 20.05.87 [Acta 
30] - Primer Período.
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Los 90: neoliberalismo y políticas 
de educación superior

Juan Pablo Abratte*

En la década de los 90 el gobierno nacional –presidido por Carlos Menem– encaró 
una reforma del Estado bajo el paradigma del Estado “mínimo”, impulsado por 

el Consenso de Washington, que buscaba reducirlo a sus roles tradicionales (segu-
ridad, defensa, educación y justicia) (García Delgado, 1998). Una de las principales 
acciones emprendidas en el marco de esta reforma fue la implementación del Plan de 
Convertibilidad en 1991, que establecía la paridad dólar-peso logrando una reducción 
en los índices inflacionarios. El éxito del plan fue acompañado de otras medidas que 
completaron el proceso de reforma estatal. Se inició así un programa de privatiza-
ciones por el cual se transfirieron al mercado una serie de bienes y servicios que se 
encontraban en la órbita estatal. Para ello se produjo una desregulación de los mer-
cados, con el objeto de reducir trabas burocráticas y favorecer la competitividad, una 
reforma tributaria que acentuó el rol recaudador del Estado y por último un proceso 
de descentralización de las políticas sociales.

En el plano de las políticas educativas del período, se inició un proceso de re-
forma educativa –impulsado por los organismos internacionales de crédito para toda 
la región– tendiente a la reconfiguración de las relaciones entre el Estado, el mercado 
y la sociedad civil. Este proceso se inició con la transferencia de las escuelas de nivel 
medio y superior no universitario a las jurisdicciones provinciales, produciendo un 
desplazamiento del Estado nacional de su histórico papel en el sostenimiento del 
sistema educativo y, posteriormente, con la sanción de la Ley Federal de Educación 
en 1993 un reposicionamiento estatal en torno a la definición de las políticas, la re-
gulación y el control normativo, así como el desarrollo de una serie de dispositivos 
tendientes a reconfigurar el orden educacional alrededor de una lógica tecnocrática.

La educación, que había sido considerada históricamente como un espacio de 
integración y ampliación de derechos sociales, comenzó a ser concebida como un 
servicio, inscripto en una lógica de mercado, aunque con una fuerte intervención 

[*] Doctor en Ciencias Sociales. FLACSO. Profesor Escuela de Ciencias de la Educación, FFyH, UNC.

Parte VI 
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estatal en el plano de las regulaciones normativas y técnicas, especialmente mediante 
mecanismos de evaluación y control. En el ámbito de la educación superior, estas 
políticas combinaron el diseño de nuevos marcos legales, con el desarrollo de progra-
mas y proyectos orientados a impactar en las tradicionales formas de financiamiento 
y gestión de las instituciones universitarias.

La LES: una ley que pretende regular un sistema y profundiza la fragmentación

La Ley de Educación Superior Nº 24.521 (LES) se sancionó el 20 de julio de 1995, en 
el marco de la consolidación del modelo neoliberal con posterioridad a la reelección 
de Carlos S. Menem como presidente de la nación. Se profundizaron procesos como 
la reforma del Estado, las políticas de ajuste estructural y la transferencia de servicios 
públicos a unidades menores –provincias y/o municipios– así como la apertura de la 
economía a los mercados internacionales, jerarquizando el papel de los organismos 
financieros en la formulación de las políticas sociales y educativas. Estos procesos 
fueron acompañados de una fuerte transformación cultural orientada a legitimar al 
mercado como el principal y más eficaz distribuidor de los recursos, lo que implicó 
un debilitamiento de la participación ciudadana y un cuestionamiento creciente de la 
política como esfera central en la constitución de la sociedad, rasgos que influyeron 
significativamente en el proceso de sanción de la norma.

Con la LES se pretendió conformar un sistema de educación superior integra-
do, articulando dos subsistemas con tradiciones diferenciales en la historia educativa 
argentina: el universitario y el “no-universitario”. Las características de ambos siste-
mas, sus formas organizacionales, su régimen de acceso a la docencia y su grado de 
autonomía respecto al Estado, son algunos de los elementos que diferencian signifi-
cativamente ambos tipos de ofertas formativas. Sin embargo, la intención de articu-
larlas y dotarlas de un marco legal único puede ser considerada como una primera 
medida, pero solo a condición de comprender que este proceso de integración no se 
resuelve exclusivamente en el plano normativo sino que requiere de políticas claras 
que, reconociendo las especificidades y tradiciones institucionales de cada subsiste-
ma, permita producir una integración progresiva.

La ley propone un modelo de gobierno y coordinación del sistema que incluye la 
conformación de múltiples organismos colegiados, todos con funciones consultivas, 
que se ocupan de la coordinación del sistema universitario en su conjunto: Consejo 
de Universidades (CU), Consejo Interuniversitario Nacional (CIN), Consejo de Rec-
tores de Universidades Privadas (CRUP), Consejo Federal de Cultura y Educación 
(CFCyE) y Consejos de Planificación Regional de la Educación Superior (CPRES). 
Las modalidades de articulación entre el subsistema universitario y el no-universitario 
quedan sujetas a la celebración de convenios o acuerdos interinstitucionales, sin fijar 
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criterios claros para su realización. De este modo, los mecanismos de articulación 
y definición de políticas se mantienen en la esfera del Poder Ejecutivo Nacional–
con la participación de organismos consultivos de escasa eficacia para orientar estos 
procesos– y las decisiones operativas que materializan dichas formas de articulación 
quedan libradas al espacio de acuerdo interinstitucional, regido en muchas ocasiones 
por una lógica de mercado, que ha dificultado el diseño de modelos de articulación 
democráticos, de alta calidad académica y valoración social.

En lo que refiere al sistema universitario, la LES pone en pie de igualdad a las 
universidades públicas y a las privadas, aunque en sus disposiciones específicas resul-
te excesivamente reglamentarista para las primeras, y desreguladora para las segundas. 
En efecto, la ley avanza sobre aspectos centrales de la autonomía de las universi-
dades nacionales. Si bien no puede cuestionarse el rol del Estado como órgano de 
fijación y control de las políticas generales para el sistema de educación superior en 
su conjunto, la ley regula aspectos del funcionamiento interno de las instituciones, 
particularmente los referidos al gobierno y la gestión institucional, dejando otros 
aspectos sin regular. Las disposiciones del texto legal no parecen responder a una 
intención del Estado de cumplir un rol regulador para el sistema en su conjunto sino, 
más bien, a la de intervenir en decisiones que históricamente le han correspondido 
a las instituciones universitarias en forma autónoma. Las disposiciones respecto de 
la representación de los diferentes claustros en los órganos colegiados de gobierno 
(porcentaje de representación del claustro docente, requisitos para la participación 
estudiantil y de los egresados, etc.) son injerencias del Estado en la dinámica política 
de las instituciones que no parecen orientarse a conformar criterios comunes para 
la organización institucional y el gobierno del sistema (especialmente si se tiene en 
cuenta que la gestión institucional no es regulada para las universidades privadas, ni 
tampoco para los Institutos de Educación Superior No-Universitaria).

En ese sentido, la ley constituye claramente un avance sobre la autonomía insti-
tucional, que no puede ser concebido como resultante de la integración de las institu-
ciones en un sistema común, que requiere de alguna regulación por parte del Estado. 
Por otra parte, en aspectos que requieren de la intervención del Estado, con el objeto 
de garantizar principios comunes para todo el sistema, el texto legal amplía los már-
genes de autonomía institucional o deja aspectos sin legislar. Por ejemplo, cuando 
se dispone que en las universidades con más de cincuenta mil alumnos, el régimen 
de admisión, permanencia y promoción sea definido en forma autónoma por cada 
unidad académica o facultad favoreciendo una multiplicidad de sistemas de acceso e 
impidiendo la definición de políticas comunes y generales para todas las facultades 
de una misma universidad.1 Otro aspecto sobre el cual el Estado debería regular el 
sistema en su conjunto es el régimen salarial docente, que queda librado a la decisión 
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autónoma de cada universidad, produciendo de este modo una mayor fragmentación 
y diferenciación en el sistema universitario.

Las transformaciones operadas en el vínculo entre el Estado, el mercado y la 
sociedad se orientaron a concebir a la educación en general –y especialmente a la 
enseñanza superior– como un bien que debía ser distribuido mediante estrategias 
análogas a la lógica económica, más que como un bien público y un derecho social 
e individual. Esta concepción fue atravesando –aunque no de un modo lineal o me-
cánico– la formulación legislativa, la definición de las políticas y algunas prácticas al 
interior del sistema educativo, y en particular de las universidades.

Sin embargo, las instituciones y sus actores representaron también un espacio 
de resistencia a esta concepción hegemónica. En el momento en que la ley fue pro-
mulgada sin una consulta extendida y, en general, contra los intereses de la comuni-
dad universitaria, ellos se expresaron mediante múltiples manifestaciones públicas e 
incluso a través de la presentación de recursos de amparo ante el Poder Judicial, por 
gran parte de las universidades nacionales. Posteriormente, pese a la vigencia de la 
norma, en muchos casos las universidades han encontrado modos de conservar espa-
cios de autonomía y constituirse en un espacio de defensa de la educación como bien 
público y social y de fortalecer formas democráticas para su distribución.

El Programa de Incentivos a Docentes-Investigadores

El Programa de Incentivos a Docentes-Investigadores de las Universidades Nacio-
nales fue creado mediante decreto del Poder Ejecutivo Nacional N° 2427 del 19 de 
noviembre de 1993. Un análisis del instrumento legal de creación, permite advertir 
un doble carácter asignado al programa: a) como instrumento de gestión y adminis-
tración del Sistema Universitario Nacional, y b) como estrategia de promoción de la 
investigación científica al interior de las instituciones universitarias oficiales.

La principal motivación que orientó la creación del programa fue, en términos 
del gobierno, la necesidad de “promover el desarrollo integrado de la carrera acadé-
mica en las Universidades Nacionales”. El Programa constituye de este modo, un 
instrumento de gestión y administración, orientado a la promoción de los agentes en 
su carrera académica en las instituciones oficiales (sin afectar a las privadas) a partir 
de un criterio integral que incluye las diversas áreas del trabajo académico “docencia, 
investigación, extensión y gestión” (Dec. PEN 2427/93).

Por otra parte, esta estrategia suponía una mejora en los ingresos de los docen-
tes universitarios durante el período en que participaran en proyectos de investiga-
ción. De este modo, el carácter regulatorio del programa no solo se orientaba a esta-
blecer nuevos criterios de promoción para la carrera docente sino que se constituía 
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en una nueva pauta de regulación laboral, por cuanto incidía en su asignación salarial. 
Un último aspecto que refuerza la idea de regulación administrativa del programa es 
su inscripción en un nuevo enfoque de asignación de recursos a las universidades en 
función de programas específicos “basados en criterios objetivos que favorezcan el 
rendimiento del trabajo académico” (Dec. PEN 2427/93). De este modo se preten-
día producir cambios en los instrumentos de asignación presupuestaria conforme a 
pautas de rendimiento y productividad en el desarrollo de las actividades, en oposi-
ción a los tradicionales mecanismos de asignación vinculados a otros criterios, como 
por ejemplo la antigüedad en el ejercicio de la docencia.

Sin embargo, pese al carácter administrativo del Programa, un análisis de los 
considerandos del instrumento legal de creación, permite advertir que sus fundamen-
tos exceden este ámbito, dirigiéndose a promover el desarrollo académico de la inves-
tigación. Se partía de un diagnóstico sobre la situación de la investigación científica 
en las universidades que aludía a la escasa participación de los docentes en actividades 
de investigación. Por lo que en el decreto, se hacía referencia al lugar del desarrollo 
científico-tecnológico como “una condición necesaria para transitar por un sendero 
de crecimiento económico y justicia social” (Dec. PEN 2427/93).

Esta afirmación opera como justificación de la puesta en marcha del progra-
ma, sin embargo este principio general que se enuncia en los considerandos, no es 
retomado en el cuerpo resolutivo del decreto, donde solo se disponen mecanismos 
formales de regulación administrativa y formas de financiamiento para el programa, 
dejando fuera del texto su inscripción en una política académica.

Otra cuestión que merece destacarse es la ausencia de formulaciones que defi-
nan objetivos y/o metas a alcanzar por el programa, delimitándolo solo a sus aspec-
tos administrativos. No obstante, en los considerandos se puede inferir algunas ex-
pectativas respecto al aporte del programa para la producción en investigación que se 
dirigen a aumentar las tareas de investigación y desarrollo a nivel nacional, fomentar 
la reconversión de la planta docente, impulsando una mayor dedicación a la actividad 
universitaria y a la creación de grupos de investigación. Otra expectativa enunciada 
era el desarrollo de proyectos de investigación interuniversitarios, con participación 
de docentes de distintas universidades nacionales.

Por otra parte se establecieron criterios para la categorización de los docentes-
investigadores a partir de una evaluación. En esos criterios se combinan la posición 
del aspirante en la estructura académica de la Universidad (cargos, concursos, dedica-
ciones) y los antecedentes en investigación y desarrollo tecnológico.

Las universidades que concentraron el mayor número de docentes incorporados 
al programa durante la primera etapa de puesta en marcha fueron la UBA (17,5%), 
La Plata (11,5%), Córdoba (7,8%), Rosario (6%) y Tucumán (5,8%). Si se observa 
el promedio de docentes-investigadores por universidad, para el período 1994-2000 
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las dos primeras concentran un 30% de la población total, mientras que las otras 
tres alcanzan un 20%, de modo que las cinco universidades en conjunto reúnen el 
50% de los docentes-investigadores incorporados al Programa de Incentivos desde 
su creación hasta el año 2000. La situación del resto de las universidades nacionales 
es muy heterogénea.2

Al iniciar este apartado se afirmaba que en el Programa de Incentivos se vinculó 
una lógica administrativo-burocrática, una estrategia de asignación de recursos, pro-
moción de la carrera docente y mejora de los ingresos. Sin embargo, las condiciones 
críticas que enfrentó la Universidad en los 90 ponen en cuestión la viabilidad de estas 
acciones. En primer lugar por la situación de extrema complejidad y heterogeneidad 
del sistema universitario nacional. Factores como el tamaño de las unidades acadé-
micas, las características de la planta docente, sus cargos y dedicaciones, evidencian 
una situación de gran heterogeneidad entre las diversas regiones e instituciones. El 
Programa de Incentivos a Docentes e Investigadores reproduce de este modo esas 
diferencias, por cuanto constituye una estrategia asentada sobre la estructura admi-
nistrativa del sistema universitario.

Desde el punto de vista de la lógica académica, se abren interrogantes respecto 
a los logros del programa en términos de la calidad de la investigación que promueve. 
También aquí las capacidades instaladas en un sistema heterogéneo y diversificado, 
limitan el desarrollo de la investigación en la Universidad.

El Fondo de Mejoramiento de la Enseñanza y la Calidad (FOMEC)

Otra de las estrategias de reforma para el sector universitario, fue la creación de un 
fondo destinado al mejoramiento de la enseñanza y la calidad (FOMEC), establecido 
por decreto del PEN Nº 408, del 23 de marzo de 1995. Los principales objetivos que 
se propusieron fueron promover el mejoramiento de la calidad de la enseñanza uni-
versitaria y la modernización curricular, fortalecer la enseñanza de grado y estimular 
el desarrollo del posgrado.

El fondo fue presentado como una estrategia de modernización de las uni-
versidades argentinas, tanto en aspectos académicos –vinculados a la enseñanza, la 
investigación y la formación del profesorado– como en aspectos organizacionales, 
administrativos y de infraestructura y equipamiento. El presupuesto original asignado 
a FOMEC fue de 238 millones de pesos, conformado por fondos provenientes del 
Banco Mundial (60%) y por las universidades nacionales que obtuvieran la aproba-
ción de sus proyectos (40%). En ese sentido, su implementación constituyó una in-
novación respecto de los modos tradicionales de obtención de recursos por parte del 
sistema público de educación superior. En primer lugar porque se trataba de fondos 
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provenientes del crédito internacional (deuda externa) y en segundo lugar porque 
implicaba una contrapartida por parte de las propias instituciones universitarias, que 
podían destinarse a obras de infraestructura, equipamiento para la enseñanza de gra-
do y posgrado, bibliotecas, servicios de consultoría, becas de posgrado para docentes 
y pasantías o becas de grado para estudiantes.

Para acceder al financiamiento, era requisito que las unidades académicas pre-
sentaran proyectos en forma autónoma o mediante la conformación de redes in-
terinstitucionales. Los proyectos podían ser Disciplinarios (orientados a la reforma 
académica), Institucionales (orientados al mejoramiento de los mecanismos de gestión 
administrativa) y de Bibliotecas.

Las principales críticas al FOMEC provinieron de los propios actores universi-
tarios, que cuestionaron la injerencia de los organismos internacionales de crédito en 
las universidades, mediante la asignación de fondos especiales. Otro de los aspectos 
que frecuentemente se han cuestionado, es que en todos los casos se trató de pro-
yectos concursables, es decir que las distintas instituciones que aspiraban a acceder al 
programa debían competir entre sí por el acceso a los recursos. Las acciones desarro-
lladas en el marco de este programa fueron múltiples y su impacto en la calidad de las 
instituciones parece variable. En un estudio del impacto del FOMEC en el sistema 
universitario, Ariel Toscano (2005) sostiene que el monto de recursos asignados al 
programa fue disminuyendo progresivamente, hasta su desactivación. Por otra parte, 
la distribución de los rubros fue muy despareja, predominando la adquisición de 
bienes y equipamiento, por encima de otros rubros financiables. Otro aspecto a con-
siderar en una evaluación crítica del impacto de estos fondos en la calidad académica 
de las universidades es que, al tratarse de proyectos que competían entre sí por el 
acceso a los recursos, las universidades grandes, con mayor experiencia en la elabora-
ción de proyectos concentraron más del 50% del monto total asignado, mientras que 
las instituciones más pequeñas, con escasa participación en este tipo de programas, 
obtuvieron beneficios menores.

Considerando estos análisis, resulta pertinente interrogarse sobre los efectos 
políticos del programa en un sistema altamente desigual como el universitario. Las 
acciones desarrolladas tuvieron un impacto en la mejora de ciertas condiciones insti-
tucionales y pedagógicas al interior de las instituciones. El acceso a fondos especiales, 
en un contexto de retracción presupuestaria como el que tuvo el sistema universitario 
argentino durante los 90, permitió sin dudas fortalecer a las instituciones que partici-
paron de las sucesivas convocatorias.

Por otra parte, la puesta en marcha de mecanismos de evaluación y seguimiento 
de los proyectos por parte de los organismos de financiación y del propio Estado 
nacional, presumiblemente ha impactado al menos en la gestión académica de las 
instituciones. Sin embargo cabe preguntarse acerca de los efectos que este tipo de 
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programas produce a nivel del sistema en su conjunto, especialmente en términos de 
promover el acceso a una educación superior de calidad para diversos sectores de la 
población, más allá de las profundas desigualdades sociales y regionales.

La Universidad Nacional de Córdoba: del escenario neoliberal a la actualidad

Desde la recuperación de la democracia en 1983 las universidades nacionales enfren-
taron inicialmente un proceso de normalización: la reincorporación del personal ce-
santeado durante la dictadura militar, la realización de concursos abiertos y públicos 
y la organización de las instancias de participación política de los diversos actores 
institucionales, eran algunos de los desafíos que implicaba la normalización de las 
instituciones. En la UNC este proceso culmina con la asunción en 1986 del primer 
rector electo del período: el Arq. Luis Rébora (1986-1989). Aunque no es propósito 
de este capítulo reconstruir las gestiones rectorales, es importante señalar que las 
tendencias de la Universidad en esta etapa se caracterizaron por la ampliación del 
ingreso a las carreras de grado –eliminando las restricciones impuestas por la inter-
vención militar–, el impulso a la participación de los diversos actores –especialmente 
del sector estudiantil– en el gobierno de la institución y a la vez una profunda crisis 
económico-financiera que debilitó profundamente las posibilidades de transforma-
ción impulsada por los principales actores de la vida universitaria. En ese sentido, la 
denominada “explosión matricular” de las universidades argentinas –tendencia que 
puede advertirse también en la UNC– no fue acompañada de una expansión de los 
recursos que la hiciera posible.

En ese marco, durante el primer período rectoral del Dr. Francisco Delich 
(1989-1995) el HCS aprobó la Ordenanza 5/90 por la que se creó la “Contribución 
Estudiantil”. La polémica medida, que fue ampliamente resistida por diversos actores 
políticos de la UNC, se diseñó como una estrategia para resolver la situación de crisis 
financiera de la universidad, mediante un sistema de contribución voluntaria de los 
estudiantes. Tal como señalamos al iniciar este trabajo, el horizonte neoliberal en el 
que se inscribió la política universitaria durante esta década fue el escenario de esta 
decisión, que se constituyó en un anticipo de la LES que permitía el cobro de aran-
celes en carreras de grado de las universidades públicas.

En la base de esta medida se encontraba el debate acerca del papel del Estado 
en el financiamiento de la educación superior; pero además su implementación fue 
desigual en las distintas unidades académicas puesto que en algunas se constituyó en 
un requisito necesario para el cursado de las carreras –aunque se hayan establecido 
mecanismos de eximición– mientras que en otras, la contribución fue escasamente 
implementada. Esta situación profundizó la desigualdad de las unidades académicas 
con respecto al acceso a determinados bienes y servicios que se solventaban con fon-
dos provenientes de la contribución, según las características socioeconómicas del 
estudiantado y su mayor o menor participación en la obtención de recursos.
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Posteriormente, las gestiones del Dr. Eduardo Staricco (1995-1998); Hugo Juri 
(1998-2001) y del Ing. Jorge González (2001-2007) mantuvieron la contribución es-
tudiantil hasta que, durante la gestión de la Dra. Carolina Scotto (2007-2013), el 9 de 
marzo de 2011 el HCS derogó la Ordenanza 5/90. La medida se inscribe en un hori-
zonte político de recuperación de la responsabilidad del Estado nacional en el soste-
nimiento de la educación. La Ordenanza Nº 1/11 señala en el artículo 1º “Disponer 
que los gastos para el normal funcionamiento de las unidades académicas, tales como 
limpieza, mantenimiento, seguridad e insumos varios así como gastos tales como mo-
vilidad para trabajos prácticos, servicios de apoyo psico-pedagógico, equipamiento 
e insumos para la enseñanza, y afines, sean atendidos por el presupuesto asignado a 
cada Facultad, reafirmando el rol del Estado en el financiamiento de la Educación 
Pública y particularmente de las universidades nacionales.” Impulsando además la 
conformación de un nuevo sistema de Aportes Voluntarios y Solidarios que incluye a 
estudiantes, docentes, graduados, no docentes y personas físicas y jurídicas, destinado 
a becas y a fortalecer la mutual universitaria. La discusión de fondo que acompañó 
la nueva medida es entonces el replanteo del rol del Estado en el financiamiento del 
sistema, a la vez que una resignificación de los aportes de la sociedad civil, basado en 
principios de solidaridad e inclusión social.

Otros aspectos de la vida universitaria han sido modificados en forma sustanti-
va en esta última etapa de gobierno de la UNC. En la Asamblea Universitaria del 30 
de noviembre de 2007 se aprobó un nuevo régimen docente, que reafirmó la vigencia 
del concurso público de antecedentes y oposición como el único mecanismo que ha-
bilita el ingreso a los cargos docentes, diseñando un sistema de evaluación periódica 
de desempeño para permanecer en los cargos concursados. La propuesta permitió 
consolidar la defensa del principio del acceso a los cargos por concurso, y a la vez 
–mediante una sostenida política fijada a nivel del rectorado y el HCS–, ampliar pro-
gresivamente la planta de profesores concursados en la UNC, que alcanzaron de ese 
modo una mayor estabilidad tanto en lo laboral, como en el ejercicio de la ciudadanía 
universitaria. La implementación de esta nueva modalidad de evaluación implicó la 
construcción consensuada de criterios comunes entre las unidades académicas, a la 
vez que el respeto por sus diversas características, sus estilos de enseñanza, inves-
tigación y extensión, así como por la especificidad de las disciplinas. Cada facultad 
elaboró sus propias ordenanzas para adecuarse a las disposiciones generales, defi-
niendo las áreas y los comités que evaluarían a sus pares docentes, a partir de 2009. 
Pero, además, se propuso la participación de estudiantes –y en algunas unidades aca-
démicas de egresados– en los comités evaluadores. La recuperación del espacio del 
estudiante en los procesos de evaluación, permitió a nuestra Universidad encontrar 
un camino –en el marco de las disposiciones vigentes– para diferenciarse del espíritu 
restrictivo de la participación estudiantil en los procesos de evaluación docente, que 
había prosperado en la década anterior.

Otro de los temas que la nueva gestión encaró fue el que tituló como de “Refor-
ma política”. En el año 2007 se aprobó un régimen de incompatibilidades para do-
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centes, estudiantes, egresados y no docentes, con el propósito de evitar que una mis-
ma persona ejerciera cargos de representación en órganos colegiados y en instancias 
unipersonales de gestión (Ord. HCS 3/07 - 4/07). Además, se unificaron las fechas 
de elección de autoridades unipersonales en las Facultades, de modo que la elección 
de decanos/as recayera en los consejeros entrantes y no en los salientes. (Res. HCS 
754/07); por último, se establecieron precisiones respecto del régimen electoral, ten-
dientes a dar mayores garantías de transparencia a los procesos eleccionarios.

En 2008, se aprobó la Ord. 1/08, de “ampliación de la ciudadanía universitaria 
docente” por la que se extendieron los derechos electorales de los docentes interinos, 
con al menos dos años de antigüedad, garantizando su participación efectiva en la 
vida política. En ese mismo año, en la Asamblea del 19 de abril, se avanzó en otros 
dos temas vinculados con la reforma política: a) Límite a la reelección de autoridades 
unipersonales y b) elección directa de consiliarios docentes en el HCS. En ambos 
temas, los proyectos fueron aprobados por más del 80% de los votos. Cabe desta-
car que, en lo que refiere al primer punto, se estableció la posibilidad de una sola 
reelección consecutiva tanto de decanos/as como de rector/a, terminando de este 
modo con prácticas de permanencia ininterrumpida en los cargos de gobierno como 
ocurría en varias facultades. La segunda modificación implicó que los representan-
tes docentes ante el Consejo Superior (consiliarios) fuesen elegidos con el mismo 
mecanismo y en la misma fecha que los representantes docentes (consejeros) en los 
consejos directivos de las facultades, ampliando de este modo su representatividad, 
dado que antes eran propuestos por la representación docente en dichos Consejos.

Como puede advertirse, en las últimas décadas el escenario neoliberal en el que 
se inscribieron las políticas universitarias durante los 90 se ha transformado en forma 
sustancial. Si bien la ley 24.521 sigue vigente, a partir de 2007 se viene desarrollando 
un debate a nivel nacional para su derogación. En ese debate la UNC también ha 
participado en forma activa, conformando comisiones a nivel de algunas Faculta-
des y del propio HCS para producir lineamientos para una nueva ley, que fueron 
aprobados por unanimidad por Res. 483/07 y elevados al Consejo Interuniversitario 
Nacional (CIN) en el momento en que este organismo se expidió sobre el tema. Aun-
que el marco normativo no ha sido modificado todavía, pese a que buena parte de 
los actores universitarios demandan una nueva ley, las políticas que hemos reseñado 
someramente, dan cuenta de un cambio sustancial en el horizonte de las universida-
des nacionales y en particular en la nuestra. Un horizonte que ha puesto el eje en la 
inclusión, el cogobierno y la democracia participativa. ■
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Notas

1 Una consecuencia de la LES en nuestra Universidad fue el establecimiento del cupo de ingreso a la 
carrera de Medicina, basándose precisamente en este artículo que permite a las facultades establecer 
sus propias políticas de ingreso en aquellas universidades de más de cincuenta mil alumnos. La aplica-
ción de esa medida diferencia la forma de ingreso en Medicina de todos los otros sistemas aplicados 
en la UNC, donde existen cursos de nivelación y exámenes de ingreso, pero no restricciones basadas 
en un determinado número de “vacantes” disponibles que no guardan relación con el rendimiento 
académico obtenido en las evaluaciones de ingreso.

2 Ministerio de Educación. Programa de Incentivos a Docentes-Investigadores. 2001.
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El largo camino hacia la autonomía
Una aproximación a la historia de la Facultad de 
Psicología en la UNC

Julieta Barrera*

Al referirnos al proceso de facultarización de Psicología, es importante tener en 
cuenta los antecedentes institucionales tal como se ha hecho al historizar otros 

procesos en la UNC. La creación de la Facultad debe ser leída como parte de un 
proceso de institucionalización y legitimación de la psicología en la estructura acadé-
mica de la universidad más antigua del país, con todo lo que ello implica. Por eso, el 
presente capítulo primero realiza una breve referencia a la historia de la enseñanza 
universitaria de la psicología en el ámbito nacional y local para luego centrarse en la 
institucionalización de la disciplina en la UNC.

En este marco es posible realizar un recorte temporal que destaca tres momen-
tos; en primer lugar hacia 1930 cuando se iniciaron en Córdoba los primeros cursos 
de psicología en el Instituto de Filosofía; una segunda etapa puede marcarse a partir 
de 1956, cuando se institucionalizó la psicología como carrera en principio ligada 
a la pedagogía para luego ganar autonomía y finalmente entre 1993 y 1999 cuando 
comenzó a proyectarse la creación de la Facultad hasta su concreción.

Antecedentes pioneros en la enseñanza de la psicología

A finales del siglo XIX comenzaron a dictarse los primeros cursos de psicología1 en 
Argentina a partir de la creación de institutos dedicados al estudio de la disciplina. 
Según Talak (2010:14) estos cursos tuvieron un rol importante en la construcción de 
la identidad disciplinar, ya que se convirtieron en una “especie de plataforma desde 
la cual se produjeron operaciones discursivas y prácticas que definieron la psicología 
en tanto saber académico”.

A partir de dichos cursos se fundaron laboratorios de psicología y, durante los 
primeros años del siglo XX, se crearon cátedras universitarias tanto en la Universidad 
de Buenos Aires dentro de la Facultad de Filosofía y Letras, como en la Universi-

[*] Profesora en Historia, FFyH, UNC.

Capítulo 11 



300  Facultad de Psicología

dad Nacional de La Plata integrándose a los estudios pedagógicos. La enseñanza 
de la psicología se estructuró, entonces, en torno a una formación académica más 
amplia, lo que propició la constitución de un saber psicológico en relación a distin-
tos saberes como la filosofía, la educación y la medicina (Gallegos, 2005:644). Este 
período inicial puede ser caracterizado de acuerdo con Di Doménico y Vilanova 
(2001) como Preprofesional, ya que aún no se pensaba a la psicología como profesión 
autónoma, sino en relación con las otras disciplinas y profesiones legitimadas. Esta 
subordinación puede advertirse en la existencia de una orientación naturalista2 donde 
la producción de saberes psicológicos científicos se orientaba a la resolución de problemas 
en campos profesionales ya conformados, tales como la clínica médica, la educación 
y la criminología (Talak 2010:22).

Este enfoque naturalista conformado durante la primera década del siglo XX, 
comenzó a ser criticado a partir de 1915 y 1916, cuestionándose principalmente la 
concepción que ponía la primacía en la ciencia natural. Por el contrario, nuevos enfo-
ques promovieron una orientación que articuló la ciencia y la filosofía, otorgándole a 
esta última un lugar privilegiado. Esto se reforzó sobre todo con la reforma universi-
taria en Buenos Aires en 1918, que propició la constitución de enfoques humanistas 
que acercaban la psicología a las ciencias del espíritu y al estudio de la subjetividad3 
(Talak y Courel, 2001:21).

Con respecto a este marco nacional, es posible advertir que Córdoba tuvo algu-
nas décadas de demora en la estructuración de la enseñanza formal de la psicología. 
Recién a partir de 1937, comenzaron a dictarse cursos, seminarios y conferencias 
en el marco de la UNC, dentro del Instituto de Filosofía.4 En sus inicios la oferta 
académica no tenía contemplada una asignación presupuestaria y por lo tanto eran 
dictados ad honórem. El primer curso de psicología fue dictado por el profesor Emi-
le Gouiran, que era el director del Instituto de Filosofía.5 En 1938 se integró el curso 
dentro de la licenciatura como “cátedra de Psicología” y Gouiran fue designado a su 
cargo (Scherman, 2009:174).

Piñeda (2004) destaca para estos momentos iniciales la influencia del neoesco-
lasticismo en el centro académico con varios docentes vinculados a este movimien-
to.6 Según Scherman (2009:17 y 173), el experimentalismo de la filosofía positiva 
presente sobre todo en las Universidades de Buenos Aires y La Plata, no evidenció 
una importancia central en Córdoba. Esto sugiere que en la provincia existía un “cli-
ma clerical, localista y conservador” que dificultaba el avance en la incorporación 
de técnicas y paradigmas asociados a la labor científica y experimental, tal como se 
desarrollaba en laboratorios como el de Horacio Piñero, pionero en psicología ex-
perimental en Argentina. En este sentido puede advertirse que en Córdoba aún era 
fuerte el dominio clerical, más aun en un contexto de inestabilidad política en el país 
a raíz del golpe militar de 1930.
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Creciente profesionalización: hacia la carrera autónoma

A partir de aquel marco pionero, apenas pincelado en este artículo, comenzó a tomar 
sentido la instauración universitaria de las carreras de psicología, aunque las condi-
ciones directas para su decantación surgieron en un contexto particular iniciado en 
la década de 1940.

Podemos señalar de manera genérica que luego de la Segunda Guerra Mundial 
se consolidó el carácter de la psicología como disciplina aplicada y como profesión 
que buscaba la promoción del bienestar humano (Klappenbach, 2000: 193).

En Argentina, a raíz del conflicto bélico y la experiencia del gobierno peronista, 
se modificaron las condiciones productivas en torno del proceso industrial. Bajo la 
influencia de necesidades vinculadas con los cambios económicos y sociales de una 
sociedad crecientemente fabril, aumentó el interés estatal por elevar la productividad, 
haciendo hincapié en el componente humano. En función de ello la formación y la 
práctica profesional de la psicología se volcó a intervenir en la situación laboral y edu-
cativa a partir de las características psicofísicas del sujeto y, sobre todo, a partir de la 
aplicación de la psicotecnia. En síntesis, “si a fines del siglo XIX y principios del XX 
había que integrar a los hijos de inmigrantes en una identidad nacional en formación, 
ahora se precisaban conocimientos prácticos que pudieran utilizar los hijos de la clase 
trabajadora urbana” (Klappenbach citado por Courel y Talak, 2001:22).

Klappenbach plantea que el período recortado en las décadas del cuarenta y del 
cincuenta puede pensarse como nuevo en la psicología argentina, caracterizado por 
la orientación profesional colectiva, asumida desde un interés público. Esta concepción 
abrió paso para que, a partir de 1960, se consolidara una orientación profesional individual 
(Klappenbach, 2000:38).

Esta orientación psicotécnica y profesionalista comenzó a extenderse en la ge-
neración de nuevos roles profesionales y centros académico-científicos orientados en 
torno a la psicotecnia, creciendo las áreas dedicadas al examen vocacional y a la orien-
tación profesional. Por otro lado, en el marco de la formación universitaria, a partir 
de la década de 1950 comenzaron a promoverse a nivel nacional carreras cortas y 
especializaciones en el terreno psicotécnico. Posteriormente con el “Primer Congreso 
Argentino de Psicología”, en 1954, los proyectos curriculares comenzaron a orientarse 
en una carrera universitaria mayor en psicología (Paoulucci y Verdinelli, 1998:20).

Antes de avanzar sobre la importancia epistemológica de dicho congreso, es ne-
cesario mencionar el “Primer Congreso de Filosofía” de Mendoza, otro antecedente 
importante en este sentido. Esa reunión, llevada a cabo en 1949, tuvo una fuerte 
presencia de saber psicológico, y las discusiones desatadas llevaron a la culminación 
del “sesgo filosófico en psicología”, planteándose que “la psicología debe resolver su 
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problemática en un ámbito propio: ni filosófico ni biológico” (Paoulucci y Verdinelli, 
1998:20).

En este camino de autonomía disciplinaria, el “Primer Congreso de Psicología” 
de 1954 no solo presentó nociones que diferenciaban a la psicología de la filosofía, 
sino también en relación a la medicina. El mencionado evento académico tuvo una 
importancia determinante en la difusión de la concepción estatal que “la psicología 
podría contribuir a una planificación racional de la actividad del Estado, especialmen-
te dentro de los sectores industrial y educacional” (Ferrero y Altamirano, 2009:4). 
Esto se advierte en el carácter oficial del Congreso ya que no solo fue organizado por 
la Universidad Nacional de Tucumán, sino que contó con un importante apoyo del 
gobierno nacional.

Muchos autores consideran al Congreso como un hito institucionalizador que 
sentó las bases para la formación universitaria sistemática de los psicólogos; ya que 
en él se elevaron voces de aliento a la creación de las carreras de psicología. La decla-
ración surgida de la reunión científica plantea la necesidad de crear la carrera univer-
sitaria del psicólogo profesional a escala nacional, con un plan de estudios de cinco 
años de duración:

como sección autónoma en las facultades de carácter humanístico, aprove-
chando los institutos ya existentes y la enseñanza que se imparte [...] com-
prenderá un plan completo de asignaturas teóricas y la debida intensificación 
práctica en las distintas especialidades de la profesión psicológica, otorgando 
los títulos de Licenciado en Psicología (previa tesis de Licenciatura) y de 
Doctor en Psicología (previa tesis de Doctorado) [...] [También se preveía 
la creación de] carreras menores de Psicólogos auxiliares en los distintos 
dominios de la terapia médica, pedagogía, asistencia social, organización in-
dustrial, y otros campos de aplicación a las necesidades de orden nacional y a 
las regionales (anónimo, 1954, citado por Klappenbach, 2000:422).

En otro orden de correspondencia, las discusiones y producciones científicas 
sirvieron como marco epistemológico sobre el que se afirmarían las futuras carreras, 
enfatizando el paradigma psicotécnico y, con él, el interés por la aplicación concreta 
de la psicología7 en el ámbito de la educación, la orientación profesional y la aplica-
ción de tests (Gallegos, 2005:646).

El impacto institucional de este congreso fue casi inmediato y en la década del 
cincuenta se vivió el despliegue de fundaciones de carreras de psicología en las uni-
versidades. 8

Para Dafgal (2009:47) a partir de este momento comenzó “la historia de los 
psicólogos, que viene a sumarse a la historia de la psicología, de más larga data”.
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Es necesario señalar que el mayor impulso de este proceso institucionalizador se 
dio luego del golpe de Estado de 1955 con las consecuencias que se señalan en la In-
troducción a la cuarta parte de este libro. En el área específica de la psicología, varios 
de los planes de las carreras recién creadas, diseñados en su mayoría por comisiones 
ad hoc, incluyeron especializaciones en el grado (en psicología educacional, laboral 
y clínica) y algunos contemplaron también el profesorado o el doctorado (Talak y 
Courel, 2001:24).

En Córdoba, la revisión de los estatutos y de los planes de estudios, permitió 
crear el Instituto de Psicología y la Escuela de Psicología y Pedagogía en el ámbito de 
la novísima Facultad de Filosofía y Humanidades.

El caso de Córdoba

Para comprender la constitución de la carrera de Psicología en Córdoba no basta 
concebirla como parte de un proceso de creaciones de carreras de psicología de 
carácter nacional. La incorporación de un trayecto académico en la UNC se debe 
también pensar enmarcado en una trama compleja que resulta de un “particular 
entrecruzamiento de demandas sociales a la profesión y pugnas por el dominio de 
nuevos espacios disciplinares y de política universitaria” (Altamirano, Sherman y 
Raparo, 2007:310).

Para Ferrero y Altamirano (2009:17) el proceso de creación de la carrera y la 
concepción acerca de la psicología al servicio de la satisfacción de las demandas 
del medio, debe ser entendido en una trama multicausal. Por un lado se dio en el 
marco de las transformaciones universitarias a raíz de la intervención del gobierno 
dictatorial, que impulsó cambios por medio de decretos.9 Este gobierno también 
llevó a cabo un recambio de los profesores, por medio del llamado a concurso de 
las cátedras universitarias, en muchas oportunidades impidiendo la presentación de 
profesores vinculados al gobierno anterior, lo que también llevó a modificaciones 
curriculares de los planes vigentes.

A pesar de ello, no debe olvidarse la importancia de un evento anterior a la 
“Revolución Libertadora”, el Congreso de Psicología de 1954, desde donde se in-
sistió en la idea de que la ciencia debía ser aplicada para la racionalización de las ins-
tituciones. A pesar que dicho evento había sido realizado por el gobierno peronista 
derrocado, su influencia fue indiscutible a la hora de pensar la creación de la carrera 
y su estructuración curricular. Por otro lado, la condición de Córdoba convertida en 
uno de los centros industriales más importantes del país10, permite entender la fuer-
za que adquirió la psicología de orientación profesional, como disciplina que podía 
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contribuir a las demandas de la sociedad, en particular del sector industrial (Ferrero 
y Altamirano, 2009:17).

A partir de 1940 profesores nuevos y formadores comenzaron a plantear al-
ternativas dentro de la tradición escolástica imperante en el campo psicológico en la 
UNC. En primer lugar, Francisco Torres se hizo cargo del Curso de Psicología del 
Instituto de Filosofía, acercándolo a la circulación de ideas y autores que existía a 
nivel nacional (Scherman, 2009:375).

Pero el giro decisivo que afianzó una psicología aplicada lo dio el profesor Car-
los Laguinge en 1948, a cargo del Curso de Psicología además de dictar conferencias 
por fuera de la Universidad (Altamirano y Ferrero, 2009). El Curso de Psicología se 
mantuvo hasta 1953 cuando se lo dividió en dos asignaturas: Psicología Experimen-
tal, dictada por Laguinge y Psicología Racional, a cargo de Hilario González. En 1954 
dichos cursos se modificaron para estructurarse como Curso de Psicología I y Curso 
de Psicología II, con los mismos profesores (Scherman, 2009:375).

Laguinge, no solo fue impulsor de la psicotecnia y la orientación profesional 
desde sus cursos, sino que creó en 1952 un Centro Segundo Plan Quinquenal (Fe-
rrero, 2010:200).

Otro factor que incidió en la constitución de la carrera fue uno de los aspectos 
del reformismo preocupado por tener una universidad al servicio de las demandas 
sociales, cuestión que cuajaba en una Córdoba crecientemente transformada que co-
menzaba a mostrar los indicios de una sociedad moderna y conflictiva (Scherman, 
2009:377).

Finalmente es necesario agregar que el contexto internacional también propi-
ciaba los cambios, ya que desde la finalización de la segunda guerra mundial se había 
consolidado un perfil del psicólogo que “debía seguir un modelo de investigación-
acción lo que se dio en llamar el Modelo Boulder” (Ferrero y Altamirano, 2009:10).

En estas condiciones y a mediados de los años cincuenta, la UNC creó la carrera 
de Psicopedagogía en la Facultad de Filosofía y Humanidades. En 1956, por Resolu-
ción Decanal 40/56,11 la carrera se convirtió en la de “Psicología y Pedagogía” en el 
marco de una transformación de la Escuela de Pedagogía en Escuela de Psicología y 
Pedagogía dentro de la misma Facultad. Inmediatamente después se creó el Instituto 
de Psicología con el objetivo de impulsar la investigación en el área. Éste no es un 
dato menor si tenemos en cuenta el escaso desarrollo científico local de la disciplina 
antes de la creación de la carrera. Así, para Scherman (2009:377), en el caso particular 
de Córdoba ambos destinos, el del avance de la disciplina y el de la consolidación del 
Instituto, estuvieron ligados en su inicio.

En la resolución 40/56, que creó la carrera, se planteó la necesidad de volcar la 
actividad de la profesión a la resolución de problemas en el sector industrial, educa-
tivo y médico. El vuelco a la resolución de problemáticas de índole social implicó un 



305
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cambio considerable si pensamos que hasta entonces, la enseñanza de la disciplina 
en la Universidad había estado dominada por un interés filosófico académico (Alta-
mirano, Sherman y Raparo, 2007:310). Siguiendo esta concepción se elaboró un plan 
de estudios donde convivían materias técnicas con espacios curriculares del terreno 
humanístico. El documento era elocuente a la hora de justificar la creación de la ca-
rrera como una respuesta a las demandas de la sociedad implicando a la Universidad 
en las demandas del medio.

En este avance del proceso de institucionalización una figura fue fundamental, 
Raúl Alberto Piérola. El docente fue elegido director de la flamante Escuela de Psi-
cología y Pedagogía y del Instituto de Psicología.

Según Ferrero y Altamirano (2009:11), la inclinación por Piérola en lugar del 
mencionado Laguinge puede relacionarse con un factor político, ya que Laguingue era 
asociado con el gobierno peronista derrocado por la Revolución Libertadora, mien-
tras que Piérola había sido cesanteado por el peronismo. Esto, aunque no indica que el 
director haya sido simpatizante del gobierno de facto, habilita a pensar que tenía cierto 
antagonismo con el gobierno anterior que lo había menospreciado. Por otro lado, es 
necesario destacar que Piérola tenía mejores antecedentes laborales y académicos, des-
de la cantidad de cargos docentes que ocupó hasta su formación en el exterior.

Más allá de estos datos, como autoridad a cargo desde 1956, el director se de-
cidió a fortalecer la carrera y efectivizar las actividades docentes y de investigación, 
a través de la contratación de profesores de renombre y con vasta experiencia en 
distintas áreas de aplicación de la psicología, abarcando otros ámbitos que rebasaban 
el campo de la clínica, como el laboral, el educativo y la psicología social (Ferrero, 
2010:201). Piérola no estuvo solo, existieron autoridades de la Facultad de Filosofía y 
Humanidades que apoyaron decididamente la carrera, tales como el Dr. Tomás Ful-
gueira, el Dr. Andrés Raggio y también el Dr. Adelmo Montenegro.

En este sentido, una influencia decisiva a favor del fortalecimiento de la carrera 
de Psicología, fue el acceso del Dr. Jorge Orgaz al rectorado en 1958. El caso de 
Orgaz debe resaltarse ya que participó desde el principio activamente en la carrera 
de Psicología, dictando la Cátedra de Psicopatología, además de ser profesor titular 
de Patología Médica en la Facultad de Medicina. Su accionar permitió acercar a la 
carrera de Psicología a otros profesores de Medicina de amplia formación como el 
Dr. Chattas, titular de la cátedra de Pediatría. Orgaz tuvo una posición inigualable en 
el campo médico de la época ya que fue defensor explícito de la práctica profesional 
autónoma de los psicólogos, en particular de la psicoterapia (Argañaraz, 2007:11).

En este marco se dio lugar a la línea de orientación de Raúl Piérola, que reto-
ma los fundamentos del Congreso de 1954 presentes en el proyecto de creación de 
la carrera, la necesidad de dar respuesta a las demandas del medio en una Córdoba 
crecientemente modernizada. Para Piérola era necesario formar psicólogos, “no sola-
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mente con el tipo teórico, dedicado a la enseñanza y a la investigación, sino también 
capaz de ejercer la profesión de carácter liberal, tener su consultorio, evacuar consultas 
y trabajar enteramente en su profesión” (Altamirano, Sherman y Raparo, 2007:310).

Gracias a las gestiones de Piérola, fue contratado Horacio Rimoldi, quien dictó 
un Seminario de Psicotecnia y Orientación Profesional entre 1957 y 1958. Desde su 
cátedra, Rimoldi inició a algunos estudiantes en esta práctica, con diferentes activida-
des como la generación de normas para distintos tests. Otro de los logros del director 
fue el contacto con el grupo de psicoanalistas fundadores de la Asociación Psicoa-
nalítica Argentina (APA), quienes viajaron con regularidad para brindar seminarios 
desde 1957 en adelante (Ferrero, 2010:201).

En medio de la profusa actividad de los nuevos docentes, siguió avanzando la 
institucionalización del saber psicológico. Para 1958 ocurrió una división de carreras: 
Psicología y Pedagogía, ambas con sus propios planes de estudios. El Consejo Supe-
rior autorizó la Licenciatura y el Doctorado de Psicología, dentro de la Facultad de 
Filosofía y Humanidades y la consolidación de dos estructuras, el Departamento de 
Psicología, encargado de la organización de las actividades docentes y el Instituto de 
Psicología, centro de investigaciones de la disciplina.

La separación de las carreras de Psicología y Pedagogía fue el resultado de un 
largo trámite que incluyó un debate debido a que no se otorgaron nuevas erogaciones 
presupuestarias y no se modificó ninguno de los fundamentos de la propuesta de 
1956. Scherman (2009:376) señala que a pesar del escaso presupuesto, hubo una im-
portante afluencia y circulación de docentes –integrando a figuras del campo médico 
y filosófico y la incorporación de nuevas figuras del ámbito nacional y del extranjero– 
para el dictado de ambas carreras.

Raúl Piérola nuevamente fue designado director tanto del Instituto como del 
Departamento de Psicología y reinició su contacto con diversas figuras, como Ber-
nardo Houssay, al frente del CONICET, que favoreció reuniones con los directores 
de los departamentos de psicología de las distintas universidades argentinas. Como 
resultado de estas gestiones se logró el reconocimiento de Córdoba como un centro 
de especialización en psicología industrial (Ferrero y Altamirano, 2009:16-17).

La carrera autónoma enmarcada en el Departamento de Psicología se inició 
con ciento diecisiete estudiantes, cantidad considerable para los inscriptos en las di-
versas carreras de la FFyH. La cantidad de alumnos y el carácter profesional distin-
guen a esta Psicología en el marco de una facultad, hasta ese momento, “típicamente 
vocacional y docente”. 12 Así, la masividad fue un rasgo identitario que acompañó 
a la carrera desde sus comienzos, lo cual llevó a que en 1967 se dispusiera la cons-
trucción de un complejo de grandes aulas, anexo al Pabellón Francia, dedicado al 
cursado de Psicología.13
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El siguiente paso se concretó en 1968, con la elevación del Departamento a la 
categoría de Escuela, con el objetivo de mejorar la organización académica frente al 
crecimiento en la matrícula, contando con un director y una secretaría técnica. Desde 
entonces y durante la dictadura militar, esta estructura mínima se mantuvo y recién 
se amplió con los primeros años de la apertura democrática con el fin de los cupos 
al ingreso y la vigencia del cogobierno. La organización de la Escuela fue cambiando 
y llegó a un nivel de mayor complejidad a partir de 1994, cuando se adoptó el Regla-
mento de Escuelas de la Facultad de Filosofía y Humanidades, y comenzó a contar 
con un Consejo de Escuela, director y vicedirector, comisiones ad hoc y secretarías 
técnico-administrativas.14

Retrotrayéndonos a otra cuestión, el contexto académico y curricular cambió, 
tanto a nivel nacional como en Córdoba. Hacia la década del 60, en contraposición a 
la orientación y el dominio teórico con el que se inauguraron las carreras de psicolo-
gía, se produjo un importante desarrollo del psicoanálisis en Argentina, aunque vale 
la pena aclarar que no se tradujo en una inmediata hegemonía curricular, ni tuvo la 
misma fuerza en todas las universidades. Su hegemonía se fue consolidando con el 
correr del tiempo (Gallegos, 2005:646).

En Córdoba, a partir de 1960, la difusión del psicoanálisis y su articulación con 
la cultura política, se realizó en torno a los espacios sociales presentes y activos de 
la época. La UNC recibió a reconocidos miembros de instituciones psicoanalíticas 
encargados de la transmisión y el incentivo de las ideas freudianas como Marie Lan-
ger, Jorge Monn, David Limmerman, García Reynoso, entre otros. La teoría también 
se difundió a través de espacios vinculados a la Coordinadora de Trabajadores de la 
Salud Mental (Rodríguez, 2006:145).

Como consecuencia de la organización de las carreras universitarias, apenas ini-
ciada la década de 1960 comenzaron a aparecer los colegios profesionales que acom-
pañaron a los primeros graduados en psicología, poniendo fin a la etapa de la llamada 
“psicología sin psicólogos” (Vilanova y Di Doménico, 1999).

A la par de los avances institucionales, la creación de las nuevas carreras de psi-
cología propulsó la discusión en torno al rol e identidad del psicólogo y al ejercicio 
profesional. A pesar de ello, aún no existía una delimitación clara de la profesión y los 
graduados que por casi veinte años fueron considerados subordinados y auxiliares del 
médico psiquiatra, de acuerdo con la Ley Nº 17.132 de 1967 (De Andrea, 2009).

La vuelta atrás: el impacto de la dictadura de 1976 en la Escuela de Psicología

La última dictadura militar (1976-1983) impactó gravemente en el desarrollo de la 
psicología, tanto en su aspecto institucional como en el ámbito académico y científi-
co. Esos años significaron un retroceso académico, apuntalado por la intervención a 
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las universidades, el freno a la creación de nuevas carreras e incluso el cierre al ingreso 
de algunas; la regresión a viejos planes de estudios, entre otras cuestiones, tal como se 
desarrolla en la Introducción a la quinta parte de este libro.

En lo particular del saber psicológico, se instauró una visión que concebía a la 
psicología como una “ideología exótica”, considerándose que no concordaba con 
los ideales militares de “patria” (De Andrea, 2009:57). En este sentido, la escuela de 
Psicología sufrió la persecución, cesantía, encarcelamiento, desaparición y asesinato 
de integrantes de la comunidad universitaria.

En este marco, se concretaron leyes y resoluciones que restringieron aún más 
el ejercicio de la profesión subordinándolo a la vigilancia de un médico.15 Merece 
destacarse que la situación produjo una fuerte movilización institucional y gremial en 
todo el país, lo que llevó a que tiempo después, con la apertura democrática, se logra-
ra avanzar en resoluciones más contemplativas del quehacer del psicólogo y menos 
restrictivas, hasta llegar al pleno derecho al ejercicio profesional (Gallegos, 2005:648).

En 1976 se cerró el ingreso a la carrera de Psicología y recién se reabrió en 1978 
con un nuevo plan de estudios que eliminó la libertad de cátedra e incluyó examen de 
ingreso eliminatorio y cupo de ingresantes limitado a cincuenta alumnos.

El plan vigente desde 1978 se caracterizó por un retroceso académico, no tenía 
trabajo final, no contemplaba un ciclo básico ni flexibilidad en el cursado de la currí-
cula. Significó una limitación al desarrollo de la investigación y restricción a la transmi-
sión de determinados marcos teóricos de notable nivel e importancia en otros países. 
Estos condicionamientos produjeron graves limitaciones en la formación académica.16

Después que se abrió la Escuela, quedó diezmada, absolutamente diezmada 
[...] los echaron directamente... y se fueron del país o se fueron de Córdoba... 
y ahí perdimos un montón de gente [...] Eso fue terrible, en la Escuela fue 
terrible [...] Y eso impactó fuertemente, por supuesto, en el desarrollo de la 
disciplina, [...] Es decir, significó un atraso.17

En pos de la autonomía: hacia la Facultad de Psicología

Con el retorno a la democracia en 1983, la situación se volvió a modificar, la transi-
ción impactó fuertemente en las universidades que avanzaron en su normalización 
realizando concursos, con la recuperación de la autonomía, la abolición de los cupos 
y el examen de ingreso y la reincorporación de docentes cesanteados, entre otros 
logros.

Estas condiciones estimularon la actividad científica y el libre desarrollo acadé-
mico y cultural, comenzaron a mejorar, aunque lentamente, las condiciones para el 
desarrollo de actividades de investigación (Talak y Courel, 2001:27).
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Fuera del campo académico aunque involucrando a los psicólogos egresados de 
la UNC, con la apertura democrática y con las luchas desatadas desde años previos se 
logró concretar reivindicaciones referentes al ámbito profesional de la disciplina: en 
1985 se aprobó la Ley 23.277 de Ejercicio Profesional de la Psicología. La sanción de 
esta ley nacional y la creación del Consejo Profesional en nuestra provincia, marcaron 
el reconocimiento de la psicología como profesión autónoma y no como auxiliar de 
la medicina.18

En Psicología la institucionalización de los cambios se vio confrontada por una 
serie de dificultades que se evidenciaron en varios cambios de directores de la Escue-
la. La mayor preocupación versaba en torno a un ingreso caracterizado por la masivi-
dad19, dado que el crecimiento de la matrícula no se vio acompañado inmediatamente 
por un refuerzo en la planta docente, ni mejoras en la infraestructura edilicia al igual 
que en la mayor parte de las unidades académicas.

Otro de los ejes de la regularización en la Escuela era la modificación del plan de 
estudios de la dictadura,20 coronado por la reforma curricular concretada en 1986.21 
Para la elaboración y discusión del nuevo plan se convocó a una comisión interclaus-
tros, donde fue determinante la participación activa de egresados y estudiantes que 
representaban áreas emergentes de la psicología o que tenían vacancia en el dictado 
de la carrera. Muchos de esos actores luego fueron docentes en la Escuela y su parti-
cipación en la reforma permitió la incorporación de nuevas materias. A partir de este 
plan se instituyeron cinco áreas para la formación profesional, reconocidas por la Ley 
7106: 22 clínica, educacional, social, laboral y forense.

Comenzó a ponerse en práctica uno de los objetivos de la reforma, la pluralidad 
de corrientes teóricas y la apertura a distintas orientaciones. Otras metas enunciadas 
en dicho plan se relacionaban con el desarrollo de la actitud crítica y el compromiso 
con la comunidad.

En otro orden de cosas, un aspecto institucional que representó un intento por 
mejorar la situación académica de la formación de psicólogos, aconteció en junio de 
1991 cuando la Escuela de Psicología de la FFyH, convocó a una reunión de direc-
tivos de carreras de Psicología de las universidades nacionales argentinas. El evento 
fue motorizado sobre todo por el vicedirector Alberto Colaski, con el objetivo de 
reflexionar para mejorar la formación del psicólogo en el país, marcando un hito ya 
que ese mismo año se fundó la Asociación de Unidades Académicas de Psicología 
(AUAPsi). 23

Desde esta primera reunión surgieron diversos temas que luego definieron al 
organismo, que se constituyó como tal el 15 de agosto de 1991 en Rosario; como 
la promoción de la jerarquización de la carrera de Psicología, la vinculación de la 
psicología con el contexto internacional, la revisión curricular, la interrelación de las 
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distintas unidades académicas del país, la mejora en formación de grado y posgrado, 
la investigación y la extensión universitaria (AUAPSI, 2001:1).

El hecho de que esta Asociación bregara por la transformación de las unidades 
académicas existentes en facultades de psicología hace posible pensar en un “ida y 
vuelta”, ya que es desde la Escuela que se genera la AUAPsi, para luego valerse de ella 
como respaldo legítimo hacia el movimiento político-institucional desatado en pos 
de la Facultad.24

En el artículo 1° de su Declaración prefundacional, se acordó en reivindicar la 
autonomía de la enseñanza de la psicología bregando por la creación de facultades jus-
tificado en las labores académicas de formación de nuevos psicólogos y profesionales 
que ejercían la profesión; incluía una intención de jerarquizar el campo del saber para 
que fuera reconocido con capacidad de responder a las demandas sociales así como 
de la comunidad académica, entre otros interesantes argumentos. (AUAPSI, 2001:3).

La mayoría de los fundamentos cristalizados en dicha declaración fueron reac-
tualizados y utilizados en el proyecto de facultarización de la UNC.

Génesis del proyecto de facultarización

A pesar de los avances conseguidos con la normalización, el contexto socioeconómi-
co de la década de 1990 llevó a acentuar una serie de dificultades y limitaciones en la 
UNC en general, como se destaca en la Introducción a la sexta parte de este libro, de 
los que no fue ajena la Escuela de Psicología de Córdoba.

Uno de los problemas resultó de la masividad del alumnado –característica que 
diferenciaba a Psicología de las demás escuelas de la FFyH.25 Frente a este rasgo, la 
relación docente-alumno estaba muy lejos de ser la ideal, más de la mitad de la planta 
docente tenía dedicación simple,26 a la vez que existían pocos docentes investiga-
dores y/o becarios.27 Las dificultades presupuestarias también influían a la hora de 
contratar docentes externos para formar los recursos humanos necesarios.

Estas condiciones no ayudaban al ya incipiente desarrollo de las actividades de 
posgrado e investigación a las que debía aspirar la Escuela para transformarse en 
facultad. No existía un centro de investigaciones propio de Psicología que agrupara 
los grupos que se encontraban dispersos, con muchos proyectos de investigación en 
algunos equipos de cátedras.

no había mucha investigación en la Facultad, con excepción de [...] neuro-
fisiología o Psicofisiología [...] Psicoanálisis no había nada en investigación, 
tampoco en las evolutivas... había investigación en el área de Psicométricas 
[...]28
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Bajo estas condiciones laborales, la actividad docente se concentraba exclusi-
vamente en la dimensión áulica o en los exámenes, lo que no permitía una inclusión 
personal en diversos proyectos académicos e institucionales, por más que tuvieran 
interés o capacidad. A pesar de ello era destacable la existencia de grupos de investi-
gación por cátedras.29

El escaso presupuesto, por último, también se cristalizaba en una deficiente 
estructura edilicia,30 de equipamiento y materiales didácticos para la docencia e inves-
tigación. El contexto de precariedad en torno a la dotación de aulas llevaron a idear 
diversas estrategias, desde evaluar prácticos en los consultorios de los profesores, 
hasta llegar a montar una carpa “tipo circo” para dar clases en primer año: “habían 
puesto banquitos, todo... Llovía y era un barrial adentro de la carpa...”31

El gran crecimiento de la Escuela de Psicología impactaba al interior de la FFyH 
ya que ésta, que manejaba en simultáneo otras varias escuelas y carreras, debía admi-
nistrar los recursos financieros, humanos e infraestructura de una manera equilibrada 
y esto provocaba demandas no del todo satisfechas en casi todas sus dependencias. 
Recordemos que la hoy Facultad de Artes era entonces también una dependencia de 
la FFyH y su crecimiento había sido tan importante como el de Psicología. 32

Con la intención de buscar una solución a estas dificultades, se iniciaron las tra-
mitaciones a favor de la autonomía de Psicología a partir de 1993, cuando comenzó 
a gestarse un primer proyecto en pos de su transformación en facultad, a partir de 
la constitución de una comisión interclaustros en la Escuela de Psicología. El bos-
quejo elaborado fue avalado por el Consejo de la Escuela en 1995, y aprobado por el 
Consejo Directivo de la FFyH en 1996, elevándose inmediatamente a la Secretaría de 
Asuntos Académicos de la Universidad.33

Este primer proyecto se basó en dos ideas que tenían un fuerte consenso en 
la comunidad, por un lado solucionar el problema presupuestario, evidente en la 
planta docente y en el aspecto edilicio, y por otro independizarse de la Facultad de 
Filosofía.34

Sin embargo, al recibir este primer proyecto en 1996, la Secretaría de Asuntos 
Académicos de la Universidad hizo una serie de observaciones. Se consideró que esa 
propuesta era muy ambiciosa, ya que solicitaba un presupuesto y una infraestructura 
pensando en un funcionamiento “ideal o adecuado” para la futura Facultad.35

Sumando voluntades y estrategias políticas, un nuevo proyecto toma forma

Un antecedente que abonó al proceso de discusión sobre el proyecto fue la asunción 
de Francisco Delich como rector desde 1989 a 1995. Delich estaba sensibilizado con 
el tema, porque había dirigido el rectorado de la UBA durante el período de 1983 a 
1986, viviendo de cerca la creación de la primera Facultad de Psicología en 1985.
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Las condiciones para la concreción del proyecto mejoraron con la coyuntura 
de recambio de autoridades en la FFyH, cuando en 1992, asumió como decano el 
Lic. en Filosofía Horacio Faas, y como vicedecana la Lic. en Psicología Ana Alderete. 
Posteriormente Alderete fue decana en 1996,36 y sus gestiones fueron determinantes 
a la hora de lograr la añorada Facultad, por ello fue la decana normalizadora y luego 
se la eligió como primera decana de Psicología.

En 1998, siendo rector el Dr. Hugo Juri (1998-2001), la decana de Filosofía 
presentó los proyectos de facultarización de las Escuelas de Artes y Psicología. “Y, 
bueno, acordamos, trabajarlo en reunión de decanos, los proyectos... Los decanos, la 
mayoría, opinaron que tenía más posibilidades Psicología que Artes, en ese momento 
tenía más consenso...”37

El proyecto original volvió a la Escuela para su reformulación y se propusieron 
reformas académicas tendientes a un mejor desarrollo de la disciplina y una enseñan-
za apropiada a las demandas sociales del momento.38

En la nueva propuesta se hizo hincapié en que la situación de la Escuela era 
anacrónica si se tenía en cuenta el desarrollo científico alcanzado por la psicología 
en el país y en el mundo, concebida como productora de conocimientos y servicios 
particulares a la sociedad en crisis. El estatus otorgado la postulaba como disciplina 
autónoma con sus propios problemas, objetos y métodos, aunque en interacción con 
otras disciplinas. Este reconocimiento ya se había evidenciado en muchos lugares 
del país, con la autonomía de las unidades académicas de enseñanza de psicología.39

Durante el año que duró la revisión del proyecto, existió un grupo que motorizó 
la propuesta de cambios institucionales, liderado por Ana Alderete. Este agrupa-
miento planteó la necesidad de redactar la propuesta “aprobable” por una Asamblea 
Universitaria, en un contexto de restricción presupuestaria la idea era cambiar la pro-
puesta ideal por una propuesta de mínima para tener éxito en el Consejo Superior y 
lograr la facultarización. En el contexto de la FFyH es muy interesante comprender 
estas decisiones ya que dos de las escuelas de mayor envergadura como Artes y Psi-
cología estaban luchando por la misma cuestión: la autonomía y la jerarquización de 
su campo de saber en la UNC. La estrategia de las autoridades tanto de la Escuela de 
Psicología como de la FFyH fue sumar esfuerzos y promover la facultarización de 
Psicología que ya venía teniendo mayor aceptación en el Consejo Superior, “con un 
proyecto posible y a partir de tener ya la Facultad, ir creciendo”.40

El nuevo proyecto finalmente redactado,41 solicitó la creación de la Facultad, 
aunque fue “mucho más modesto” ya que no solicitaba un aumento presupuestario 
inmediato, sino que proponía comenzar con la estructura vigente de la Escuela de 
Psicología hasta tanto hubiera aumento de presupuesto para la UNC. Se propuso una 
infraestructura organizacional con autonomía académico-administrativa y de gestión, 
buscando que los miembros de sus órganos de gobierno estuvieran directamente 
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implicados en la disciplina psicológica y en sus desarrollos metodológico-técnicos. 42 
El nuevo proyecto se planteó responder adecuadamente a las exigencias crecientes de 
profesionalización por parte de la sociedad que demandaba la formación en diferen-
tes áreas y campos profesionales incipientes en la Escuela de ese momento.

A pesar de las limitaciones estructurales, se propusieron desarrollar y consoli-
dar, a través de la unidad académica autónoma, una mejor enseñanza en el grado, un 
crecimiento en el posgrado, apoyar los grupos de investigación existentes y la exten-
sión. En este sentido, un eje importante en el nuevo proyecto –además de marcar las 
deficiencias en la Escuela y la necesidad de superarlas– fue resaltar “las fortalezas”, es 
decir las condiciones favorables existentes en la unidad académica que posibilitaban 
su transformación en facultad.

Se destacaba el avanzado trabajo de reforma curricular que se había iniciado a 
comienzos de los noventa para modificar el plan de estudios de 1986 para el Profeso-
rado y la Licenciatura. En 1993 se habían incorporado innovaciones curriculares sin 
reformar el plan, reelaborándose el reglamento del Trabajo Final de la Licenciatura, 
que a partir de allí pudo adoptar la forma de un trabajo de investigación o de una prác-
tica supervisada. Esta última modalidad se incluyó con el objetivo de que los alumnos 
pudieran tener una vinculación más directa con la futura práctica profesional.

En segundo lugar se resaltaba como positivo las instancias de participación y 
discusión hacia el interior de la Escuela –ya fuera en el Consejo o en comisiones es-
pecíficas– lo que permitía un proceso de autoevaluación y generación de consensos 
en torno a la transición hacia la Facultad. En este sentido se destacó el papel jugado 
por la AUAPsi que garantizaba la continuidad del proyecto encarado.

Otro de los rasgos sobresalientes de la Escuela era el carácter profesionalista de 
su carrera, cristalizado en un vínculo estrecho con las asociaciones de graduados, lo 
que permitía un contacto con el medio. Estas características permitían proyectar una 
participación activa de sus egresados, a través de políticas de extensión y de capaci-
tación de posgrado. 43

En cuanto a la enseñanza en el grado, a pesar de las dificultades ya referidas an-
teriormente, se destacó el valorable esfuerzo de los profesores, que dictaban materias 
como carga anexa y garantizaban de esa manera el dictado de las clases.

Las tareas de extensión también eran importantes en la Escuela, la mayoría nacía 
a partir del trabajo en las cátedras e incluso existían proyectos como la creación del 
Centro de Asistencia y Servicios, en el marco de las actividades de la Secretaría de 
Extensión de la Facultad.

Finalmente, ya existía un proceso iniciado en pos de la autonomía a partir de la 
descentralización del Área Enseñanza de Psicología del resto de la FFyH. De todas 
maneras, para colaborar con la transformación en Facultad, se estipuló un compro-
miso con la FFyH, quien seguiría prestando servicios como liquidación de sueldos, 
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pero diferenciando entre las dos facultades. A su vez existieron convenios por escrito 
que acordaron el uso compartido de la Biblioteca Central y el Laboratorio de Infor-
mática.44

El Colegio de Psicólogos de la Provincia de Córdoba también se expidió a favor 
del proyecto, destacando que “dicho proyecto reviste de especial importancia para 
la actual Escuela de Psicología y la comunidad psicológica en general de nuestra 
provincia no sólo por la jerarquización y autonomía institucional, sino además por la 
relevancia académica que ello implica”.45

Luego de obtener la aprobación del Consejo Directivo y posteriormente del 
Consejo Superior comenzó otro arduo trabajo, convencer de la necesidad y viabilidad 
de la propuesta al resto de los consejos directivos de la UNC. Alderete en persona 
y acompañada del Rector se encargó de presentar el proyecto. Hubo un apoyo por 
unanimidad, salvo los reparos expresados por la Facultad de Ciencias Económicas 
que planteó a la decana de Filosofía “que no era posible una nueva institución sin 
aumento presupuestario, que eso no iba a ser factible, [sin embargo a pesar de los 
reparos] iban a apoyar lo mismo”. 46

La Asamblea Universitaria que el 3 de octubre de 1998 decidió sobre el proyecto 
presentado por Psicología, fue calificada de histórica en muchos sentidos. En primer 
lugar porque se convocaba para crear una Facultad luego de 40 años, reivindicando 
el cogobierno y autonomía universitaria.47 Por otro lado, se pondría en discusión un 
proyecto que significaba un trabajo y un anhelo de muchos años para la comunidad 
de los psicólogos y para toda la comunidad académica y profesional de la UNC.

La Asamblea contó con quórum suficiente y abundó en expresiones de respal-
do al proyecto, a excepción de algunas críticas. Las objeciones se explicitaron en una 
discusión sobre el modelo de universidad en el contexto neoliberal de desregulación 
y desfinanciamiento estatal a la educación superior48; también se escucharon posicio-
nes tibias que si bien apoyaban el proyecto consideraban que “sin más presupuesto 
difícilmente vamos a poder liberar todo el potencial de una disciplina que requiere 
profundizar su aporte científico...”49

 A pesar de ello solo un representante estudiantil se opuso terminantemente al 
proyecto argumentando que era planteado sin reclamarle al gobierno nacional mayor 
presupuesto, lo que comprometía la viabilidad de la futura unidad académica. Por 
otro lado fue criticado el hecho de que en el proyecto se mencionaba que, como parte 
de los futuros recursos para hacer frente a los gastos necesarios, se contaba con los 
fondos de la contribución estudiantil lo que afectaba a un claustro que soportaba las 
graves condiciones de una educación desatendida por el Estado.50

Pese a los reparos, luego de setenta y cinco minutos de disertación, se aprobó 
por unanimidad51 la creación de la Facultad de Psicología dentro de la UNC, sobre 
la base de los recursos humanos y materiales de la Escuela de Psicología de la FFyH. 
Incluso se resolvió que el plazo de normalización de la flamante Facultad sería hasta 
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el 31 de agosto de 199952, estableciendo que el Consejo Superior se encargaría de 
dictar las ordenanzas y resoluciones al respecto.53

En ese plazo de un año, Psicología se comprometió a trabajar para lograr una 
unidad académica de excelencia, superando las deficiencias que presentaba al mo-
mento de crearse la Facultad.

La añorada independencia efectiva de la Facultad no fue inmediata sino que se 
llevó a cabo por etapas, existiendo una primera etapa de transición en la que funcio-
nó con una estructura mínima.54 Siguiendo el mecanismo aprobado por el Consejo 
Superior que establecía un período de normalización de un año, en octubre de 1999 
se eligió un Consejo Consultivo integrado por todos los claustros y con la función 
de asesoramiento de la autoridad normalizadora. Las autoridades que lo conforma-
ron en representación de los profesores titulares fueron Silvia Tornimbeni, María 
Cristina González y Aarón Saal. Por parte de los profesores adjuntos los consejeros 
fueron Silvia Storni, Glady Emma Rosales y Sonia Arce. Los representantes de los 
jefes de trabajos prácticos fueron Hebe Rigoti, Juan Carlos Godoy y Gladys Gente. 
El claustro no docente estuvo conformado por Magdalena Siderides. Los conseje-
ros estudiantiles fueron Carolina Trigueros, Juan Pigliacampo, María de los Ángeles 
Gutiérrez Laola, Javier Gabbani, Carmen Clarck y Carolina Cherine. Por parte de los 
egresados, Miguel Ángel Escalante y Jorge Maldonado.

 Este consejo elevó al Consejo Superior una terna de candidatos de los cuales se 
eligió la autoridad del decanato normalizador.

 Alderete fue seleccionada para ocupar el cargo hasta que se realizaron eleccio-
nes en mayo del 2000, cuando fue elegida por mayoría para ser la decana del período 
del 1° de junio de 2000 hasta el 31 de mayo de 2003.55 En ese momento también se 
eligió y conformó el Consejo Directivo definitivo, con representantes del claustro 
docente como Patricia Altamirano, Héctor Martínez y Aarçon Saal –para profesores 
titulares–; Glady Emma Rosales, Cristina De la Cruz y Susana Ferrucci –para los pro-
fesores adjuntos–; Luz Irazusta, Griselda Cardozo y Valentín Peralta –para jefes de 
trabajos prácticos–. El claustro no docente eligió a Magdalena Siderides como con-
sejera, aunque luego renunció y fue reemplazada por Alejandra Cuestas, su suplente. 
Los estudiantes fueron representados por Carolina Victoria Oribe Nicolás, María de 
los Ángeles Gutiérrez Laola, Carmen Clark, Esteban Eraso, Matías Dreizik y Claudia 
Cedrón. Por último Egresados eligió a Mariana Gómez y Jorge Gárate.

Estos primeros años en que se dieron los pasos hacia la consolidación de la 
Facultad, luego de su creación, no fueron idílicos sino que hubo dificultades. Frente a 
ellas tuvo que actuar el equipo de gestión del decanato de Alderete, conformado du-
rante el período de transición por una “organización de mínima complejidad” con un 
Consejo Directivo, una Secretaría General, a cargo de áreas de Extensión y Posgrado, 
Investigación, y Administración, una Secretaría Académica y una Secretaría Técnica.
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La fuerza de la sinergia. De la carpa al edificio propio

En la primera etapa, durante la gestión de Ana Alderete, uno de los principales pro-
blemas a resolver resultó político, ya que a pesar de que las autoridades contaban con 
apoyo y respeto en su área, comenzaron a cristalizarse grupos de oposición.

Las principales diferencias surgieron frente a la política oficial de acelerar los 
concursos docentes a partir de 1999. Esta medida había sido uno de los compro-
misos asumidos en la Asamblea de 1998 para mejorar los aspectos deficientes de la 
unidad académica. Uno de ellos tenía que ver con la existencia de una planta esca-
samente concursada, en contradicción con los requisitos del sistema universitario 
vigente. Esta medida provocó una oposición de aquellos docentes afectados que no 
estaban preparados para enfrentar esta nueva política.

el proceso de normalización también fue violento, porque llamar a concurso 
a toda esa gente que venía de ¡años! [...] tiene que ver con el trabajo de la 
gente... [...] gente que no había concursado nunca ni de JTP ni de adjunto 
ni de nada... Entonces normalizar, también tenía que ver con el compromi-
so adoptado frente al resto de la comunidad universitaria de tener la planta 
con concurso. Que no era solamente una exigencia de la universidad sino 
del ministerio [...] Y eso era un compromiso de gestión [...] Gente buena, 
incluso, se fue porque no... No podía competir al nivel de los requerimientos 
universitarios...56

Esta medida indispensable para el funcionamiento como Facultad, se sintió mu-
cho más fuerte al no existir una dotación presupuestaria que permitiera realizar el 
proceso de manera gradual, concursando en primer lugar los nuevos cargos creados 
para seguir avanzando con la planta docente. Los concursos fueron organizados du-
rante la gestión de Alderete.57 Desde las autoridades que llevaban a cabo la medida, 
se vivió como un desgaste garantizar los concursos y defender la transparencia de los 
resultados:

[frente a] cátedras enteras que no estaban concursadas, tomamos la decisión 
de concursar desde titulares hacia abajo, así que la verdad la secretaría aca-
démica fue un caos centrado en los concursos [...] yo defendía los concursos 
a muerte... [...] las decisiones al respecto de los tribunales, etc, que fueron 
refrendadas por el Consejo Directivo, eran decisiones académicas, y venía de 
un área académica58

La situación afectó a la institución desde el punto de vista de la demora de los 
resultados. Algunos concursos se resolvieron muchos años después, incluso luego de 
pasar por instancias judiciales. Posteriormente, sobre todo con el decanato de Patricia 
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Altamirano a partir de 2003, se buscó desactivar el conflicto, respetando todas las 
instancias procesales, aun a pesar de las dificultades generadas por la demora en la 
solución.

Otro aspecto de la normalización que complicaba el panorama seguía siendo la 
escasez de personal –docente y no docente– frente al gran número de estudiantes. 
La comunidad tanto docente como administrativa acordó esfuerzos que fueron defi-
nitorios. A modo de ejemplo, durante el contexto de transición, durante el gobierno 
de Alderete los funcionarios dictaron sus materias sin cobrar esos sueldos para libe-
rarlos hacia otros cargos, como secretarias inexistentes desde lo presupuestario pero 
necesarias, como la académica, posgrado e investigación y Asuntos Estudiantiles. 
También se crearon dos nuevas entidades correspondientes a Extensión y a Servicios 
a la comunidad, pero debido a cuestiones presupuestarias en principios se las dotó 
como subsecretarías.59

La cooperación del personal administrativo resultó esencial durante la normali-
zación y los primeros años, comprometiéndose al punto de reunir en una persona el 
trabajo asociado a varios cargos. Gracias a ello y con el correr del tiempo, comenzó 
una consolidación administrativa que garantizó las tareas del área de enseñanza, ope-
rativa y económico-financiera. Vale la pena aclarar que, el funcionamiento adminis-
trativo en primer lugar se inició adoptando la normativa de la Facultad de Filosofía y 
Humanidades, y con el correr del tiempo se fue elaborando una propia.60

Aún así, más allá del aspecto voluntario de una serie de personas, las dificultades 
señaladas comenzaron a solucionarse en los años siguientes, a partir de los refuerzos 
presupuestarios que permitieron a Psicología avanzar en muchos aspectos. Ya en 
1999, la nueva distribución presupuestaria, significó un aumento de casi el doble del 
presupuesto para la nueva unidad académica.

Fundamentalmente a partir de 2003, durante la gestión de Altamirano, Psicolo-
gía vivió un crecimiento presupuestario acorde a los sucesivos refuerzos presupues-
tarios que recibía la UNC.61 Gracias a esto se mejoró la planta docente y se jerarquizó 
el área administrativa.

Un tema importantísimo para la nueva Facultad era delimitar sus espacios físi-
cos ya que estaban compartidos con la FFyH. La Facultad de Psicología funcionó en 
el Pabellón Francia Anexo hasta diciembre de 1999, cuando se inauguró la primera 
etapa del edificio propio. Este hecho puede pensarse como un paso más que comple-
tó la autonomía académica y logística de la Facultad, dotándola de los espacios nece-
sarios como boxes para las cátedras y aulas acondicionadas para recibir un claustro 
estudiantil numeroso.62

El desafío de implementar una cultura académica propia de una facultad fue un 
proceso lento y paulatino en el que la colaboración entre los actores interesados en la 
autonomía fue el ingrediente más importante a la hora de lanzarse a la institucionali-
zación de un área de saber en la UNC. ■
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Notas

1 Di Doménico, C. y Vilanova A. (1999), Gallegos M. (2005), Klappenbach H. (2000), Paoulucci C. y Verdi-
nelli S., (1998), Rovaletti M. (1998), Saforcada E. (2008), Talak A. (2010) Talak A y Courel R. (2001) realizan 
un análisis sobre los antecedentes institucionales de la psicología en Argentina como cursos, labora-
torios, institutos, gabinetes. Estas instituciones fueron dirigidas por pioneros como Víctor Mercante, 
Horacio Piñero, José Ingenieros, Rodolfo Rivarola, Carlos Rodríguez Etchart, José Nicolás Matienzo, 
Coriolano Alberini, Enrique Mouchet, Marcos Victoria, entre otros. “Estos nombres son importantes 
también a la hora de pensar que desde sus respectivas formaciones y prácticas como profesores, abo-
gados o médicos fueron modelando corrientes teóricas de pensamiento y construcción científica de 
la psicología [...]” (Saforcada E., 2008).

2 Otros componentes que llegaron a definir el marco teórico de la disciplina en este contexto fueron: 
experimentalismo, evolucionismo, monismo energetista y determinismo. Esta orientación tiene re-
lación con la formación profesional de quienes estaban a cargo de los cursos de psicología: médicos 
en su mayor parte, seguidos por profesores o maestros y, en tercer lugar, algunos abogados. Para un 
análisis más detallado sobre esto veáse Talak A. (2010: 7).

3 En este proceso fue fundamental el aporte de Alejandro Korn que propuso el estudio valorativo de la 
subjetividad, cuestionando severamente la psicología fisiológica-experimental centrada en medicio-
nes sensoriales (Paoulucci C. y Verdinelli S., 1998).

4 El Instituto de Filosofía se creó en 1934 y en 1946 se convirtió en Facultad de Filosofía y Humanidades 
como se analiza en el Capítulo 4 de este libro.

5 Véase también la referencia a E. Gourian en el Capítulo correspondiente a la Facultad de Lenguas 
en este libro.

6 “El Neoescolasticismo se enmarca dentro de una reacción antipositivista, que busca la solución en 
una propuesta de renovación de la filosofía de principios escolásticos –principalmente tomista y sua-
rista– mediante la integración de la misma con corrientes filosóficas modernas, y fundamentalmente, 
con los problemas y desarrollos de la ciencia moderna, entre ellas y de un modo estelar, la psicología. 
[...] el neoescolasticismo aboga por una visión integral del hombre considerando esencialmente su 
dimensión de ser libre y trascendente, desde la cual pretende fundamentar una psicología científica 
que tenga en cuenta en el abordaje de su objeto formal, la totalidad humana, sin reduccionismos ni 
determinismos.” (Piñeda M., 2004:166).

Los profesores próximos a dicho movimiento también estaban vinculados al Seminario Mayor de Cór-
doba, al Colegio de Monserrat y al Instituto de Filosofía Santo Tomás de Aquino. La comisión que creó 
el Instituto de Filosofía estuvo integrada por algunas de estas figuras tales como Sofanor Novillo Cor-
valán, Luis G. Martínez Villada y Nimio de Anquín. Aunque también participaron en su creación otros 
docentes que no estuvieron ligados a dicho movimiento tales como el Dr. Raúl Orgaz. Veáse Scherman 
P. (2009) y Piñeda M. (2004).

7 A pesar de ello, es necesario matizar este planteo, ya que en algunas universidades, como la de Bue-
nos Aires, el sesgo clínico apareció tempranamente, aunque en los comienzos no existía un énfasis ex-
clusivo en el psicoanálisis, ya que “se enseñaban y discutían muy diversas teorías de la personalidad” 
(Klappenbach, 2000:422-423).

8 En 1955 se concretó formalmente la primera carrera de Psicología en Rosario, luego le siguió Buenos 
Aires –en 1957–; Córdoba, La Plata, San Luis –en 1958– y Tucumán –en 1959–. Posteriormente se crearon 
las carreras en otras universidades como Mar del Plata –1966–, Entre Ríos –2001–, Comahue –2003– 
(De Andrea, 2009:56).

9 En la UNC se impuso la intervención, con un rector nombrado por el PEN. En la Facultad de Filoso-
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fía y Humanidades existió un decano interventor como en el resto de las Facultades: en este caso el 
profesor Víctor Massuh, quien resolvió por resolución decanal la creación de la carrera de Psicología 
en 1956.

10 El perfil de la ciudad cambió no solo por la expansión económica asociada a la instalación de gran-
des fábricas automotrices y empresas de producción complementaria, sino también por importantes 
migraciones internas que convirtieron a Córdoba en uno de los centros industriales más concentrados 
del país (Malatesta, 1999).

11 Secretaría de Administración FFyH. Área Operativa, 1956, R. D. 40/56, F 51-55.

El 23 de abril de 1956, el delegado “interventor” de la Facultad de Filosofía y Humanidades, Prof. Víctor 
Massuh, transformó la escuela de Pedagogía en la de Sicología [sic] y Pedagogía. La resolución fue 
aprobada por el Consejo Superior y el Rector Dr. Núñez, el 27 de junio del mismo año.

12 Secretaría Administrativa FFyH. Área Operativa, 1996, Res. HCD 104/96, Exp. 12/95/00599, F 226, 
Tomo I. 

13 Ibídem.

14 Museo de Psicología, 1998, Proyecto Facultad de Psicología. Texto ordenado, ps 4 y 5.

15 Al comienzo de los 80, se sanciona la primera resolución sobre las incumbencias del psicólogo, 
conocida como la “resolución de los tres no”, en la que se deja ver las limitaciones y restricciones que 
encontraba el actuar profesional del psicólogo: no debe practicar el psicoanálisis, no puede ejercer la 
psicoterapia y tampoco prescribir drogas psicotrópicas.

16 Museo de Psicología, 1998, op. cit., p 5.

17 Docente de la Facultad de Psicología, entrevista de la autora, 7 de noviembre del 2012.

18 Secretaría Decanato FFyH, 1996, op. cit., F 227-228.

19 El cambio se evidenció en el número de estudiantes. Para 1983 Psicología contaba con 531 alumnos, 
con 78 nuevos inscriptos, debido al cupo. Al año siguiente el ingreso irrestricto permitió un crecimien-
to exponencial: 1.166 alumnos cursaban las carreras de Psicología y 573 eran ingresantes. (UNC, 2000: 
81).

20 Desde que había sido creada, la carrera pasó por distintos planes de estudios; al primero de 1956 le 
siguió su modificación en 1969. Este plan tuvo vigencia hasta 1978, cuando se dio el tercer plan, que 
como se señaló tuvo un carácter regresivo.

21 El nuevo plan contaba con una currícula flexible, un ciclo básico común y trabajo final. El profesora-
do tenía una duración de de 4 años, mientras que la Licenciatura duraba cinco años, más la realización 
de un trabajo final. Con el título de licenciado se podía acceder al doctorado (Res. HCS Nº 98/86).

22 Posteriormente modificaciones a la ley 7106 incluyeron también al Área de la Psicología Sanitaria.

23 Esta Asociación se conformó con representantes de las distintas unidades académicas de las uni-
versidades públicas del país y posteriormente del Uruguay, más algunas privadas.

24 La AUAPsi, en varias oportunidades ratificaría su recomendación a favor de la autonomía acadé-
mica y organizativa en Córdoba. Esto aparece en los siguientes documentos: Segunda Declaración de 
Córdoba/Julio 1992; Actas de la XIII sesión ordinaria de la asamblea general/ Bs. As. octubre de 1995; 
Declaración de AUAPSI/ octubre de 1995; Declaración de AUAPSI/septiembre de 1997 (AUAPSI, 2001).

25 Para 1998, la Escuela de Psicología contaba con 7684 alumnos, frente a la Escuela de Archiveros que 
tenía 125 alumnos, Filosofía con 498, Ciencias de la Educación con 648, Historia con 921, Bibliotecolo-
gía con 255, Letras (Clásicas/Modernas) con 731, Artes con 3015. Con este alumnado también superaba 
a otras Facultades como Arquitectura y Urbanismo, Ciencias Físicas, Exactas y Nat., Ciencias Químicas 
y Odontología (UNC, 2000).
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26 Psicología contaba con 98 profesores de dedicación simple, la mayoría jefes de trabajos prácticos 
(77), seguido por los profesores adjuntos (18) y dos profesores titulares. Con dedicación semiexclu-
siva existían 79 cargos; de los cuales 27 eran profesores titulares, 27 adjuntos y 25 jefes de trabajos 
prácticos. Por otro lado, había un total de 8 profesores con dedicación exclusiva; de los cuales 6 eran 
titulares y 2 adjuntos. Museo de Psicología, 1998, op. cit., p 10.

27 Según el proyecto de 1998, la Escuela de Psicología contaba en 1997 con aproximadamente el 40% 
de los docentes categorizados en el Programa de Incentivos para Docentes Investigadores, de los cuales 
la mayoría era categoría “C” y “D”. Por otro lado, un pequeño porcentaje de jefes de trabajos prácticos 
y profesores adjuntos eran becarios de organismos como SECyT, Conicor y CONICET. Finalmente se 
contaba con solo dieciséis docentes en calidad de doctorandos, algunos de ellos con becas para reali-
zar sus tesis doctorales Museo de Psicología, 1998, op. cit., p 15.

28 Docente de la Facultad de Psicología, entrevista de la autora, 8 de diciembre del 2012.

29 Museo de Psicología, 1998, op. cit., p 16.

30 De un total de 35 aulas de la Facultad, la Escuela de Psicología contaba con 16 aulas permanentes 
y 5 ocasionales, con un estado y capacidad poco adecuados, para un total de 7577 alumnos. Por otro 
lado, la Escuela contaba con 7 oficinas del Pabellón Francia para las secretarías, dirección, consejo, sala 
de profesores. Para las tareas de investigación se contaba con 6 espacios en otros edificios, para boxes, 
laboratorios, cámara gesell, área de informática y centro de archivos.

Por último, no existían espacios físicos destinados a reuniones de cátedra, atención de alumnos o 
reuniones de equipos de investigación. Museo de Psicología, 1998, op. cit., pp 11-12.

31 Docente de la Facultad de Psicología, entrevista de la autora, 13 de noviembre del 2012.

32 Véase el capítulo correspondiente a la Facultad de Artes en este libro.

33 Secretaría General del Rectorado, 1998, Acta de Sesiones Honorable Asamblea Universitaria, Sesión 
del 3 de octubre de 1998, p 4.

34 Secretaría Administrativa FFyH. Área Operativa, 1996, op. cit., F 217-238.

35 Docente de la Facultad de Psicología, entrevista de la autora, 8 de diciembre del 2012.

36 Secretaría Administrativa FFyH. Área Operativa, 1996, Res. HCS 241/96, F 481, Tomo II.

37 Docente de la Facultad de Psicología, entrevista de la autora, 7 de noviembre del 2012.

38 Secretaría General del Rectorado, 1998, Acta de Sesiones Honorable Asamblea Universitaria, Sesión 
del 3 de octubre de 1998, p 4.

39 En 1985 se creó la Facultad de Psicología en la Universidad de Buenos Aires, en 1988 en la de Rosario, 
y en 1996 en la de Mar del Plata y en la de Tucumán.

40 Docente de la Facultad de Psicología, entrevista de la autora, 7 de noviembre del 2012.

41 La comisión que se dedicó a la redacción y elaboración del nuevo proyecto estuvo integrada por 
autoridades del Decanato de la Facultad de Filosofía y Humanidades, desde la decana –Lic. Ana Alde-
rete– hasta la Secretaria General –Lic. Silvia Scaraffía–, el secretario de Posgrado –Lic. Aarón Saal– y 
la Subsecretaría Académica –Lic. Patricia Scherman–. También participó la Dirección de la Escuela de 
Psicología (Lic. Silvia Tornimbeni y Lic. Adriana Sismondi) y representantes docentes en el Honorable 
Consejo Directivo. Aparte se destaca a la Lic. Andrea Pujol, Consiliaria del H.C.S. Mientras que Silvia 
Scaraffia, de Letras, colaboró dando forma al escrito. Museo de Psicología, 1998, op cit.

42 Museo de Psicología, 1998, op. cit., p 24.

43 En este último aspecto, se destacaba la importancia de la oferta en posgrado del Doctorado en 
Psicología y de la Maestría en Neuropsicología creada en 1998 (Res. HCS 262/98).

44 Museo de Psicología, 1998, op. cit., p 25.
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45 Ibídem.

46 Docente de la Facultad de Psicología, entrevista de la autora, 7 de noviembre del 2012.

47 La última asamblea había sido convocada para crear la Facultad de Ciencias Químicas en 1959, que 
recién se concretó como tal en 1971, creándose en cambio ese año el Instituto de Química y Farmacia 
dependiente del rectorado, tal como se describe en el capítulo 8 de este libro. Posteriormente, las 
unidades académicas se crearon por decreto, fruto de las numerosas intervenciones a la universidad 
debido a las interrupciones de la vida democrática.

48 Durante los noventa, de la mano de las políticas neoliberales, la legitimidad del sistema universi-
tario abierto, con ingreso irrestricto y gratuidad fue puesto en cuestión de la mano de una restricción 
presupuestaria. Esta situación provocó una disminución en la inversión educativa, impactando tanto 
en los salarios docentes y administrativos, como en el presupuesto para infraestructura, agravando las 
condiciones de cursado para los estudiantes (Buchbinder, 2005).

49 Secretaría General del Rectorado, 1998, Acta de Sesiones Honorable Asamblea Universitaria, Sesión 
del 3 de octubre de 1998, p 9.

50 Secretaría General del Rectorado, 1998, Acta de Sesiones Honorable Asamblea Universitaria, Sesión 
del 3 de octubre de 1998, p 17.

51 Uno de los representantes estudiantiles que criticó duramente el proyecto por su escaso presu-
puesto, se retiró de la Asamblea, luego de hacer un llamado a levantarla.

52 En este sentido, también se aprobó la incorporación de un estudiante más a la representación 
que ese claustro tenía en el Consejo Superior, para mantener el equilibrio de los estamentos, ya que 
también ingresaría el futuro decano de Psicología, y el delegado por los docentes de esa Facultad. 
Secretaría General del Rectorado, 1998, Acta de Sesiones Honorable Asamblea Universitaria, Sesión 
del 3 de octubre de 1998, p. 32.

53 En 1998 el Consejo Directivo de Filosofía elevó una propuesta de normalización al Consejo Superior 
que delegaba la administración de la flamante Facultad a FFyH hasta que se contara con autoridades 
electas. Se establecía que durante la transición la autoridad residiría en la dirección de la ex Escuela 
–la Lic. Silvia Tornimbeni y Lic. Adriana Sismondi– y en una Comisión conformada por miembros del 
Consejo Directivo de la FFyH que pertenecen a la ex Escuela de Psicología. –Secretaría Administrativa 
FFyH. Área Operativa, 1998, Res. HCD N° 370/98, F 327-328, Tomo I.

Dicha propuesta fue aprobada por el Consejo Superior por Res. 485/98. 

54 Idem nota anterior.

55 Se designa a Ana María Alderete como decana y a María Cristina Berardo de Bauducco como vice-
decana. -Área Operativa Facultad de Psicología, 2000, Res. HCD 01/00, Res. HCD 02/00.

56 Docente de la Facultad de Psicología, entrevista de la autora, 13 de noviembre del 2012.

57 La Secretaría Académica estuvo a cargo de Patricia Altamirano y Patricia Scherman como subse-
cretaria.

58 Docente de la Facultad de Psicología, entrevista de la autora, 8 de diciembre del 2012.

59 Área Operativa Facultad de Psicología, 1999, RD N° 124/99.

60 Área Operativa Facultad de Psicología, 1999, RD N° 02/99.

61 Gracias al refuerzo presupuestario otorgado por el Consejo Superior –Res. HCS 154/03; Res. HCS 
159/03– pudieron crearse nuevas secretarías como la de Consejo directivo, mientras que la subsecre-
taría de extensión pasó a ser secretaría gracias al refuerzo presupuestario que el Consejo superior 
otorgó en 2003. La Secretaría de Investigación y Posgrado se suprimió para crear dos nuevos entes con 
funciones diferenciadas, la Secretaría de Ciencia y Técnica y la Secretaría de Posgrado.  –Área Operati-
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va Facultad de Psicología, 2003, RD 510/03, RD 552/03, RD 927/03, RD 928/03.

62 Hemeroteca de la Legislatura de Córdoba, Diario La Voz del Interior, Córdoba, 15 de diciembre de 
1999.
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Entre el elitismo y la democratización. 
El camino hacia una Facultad de Lenguas

Alessandra Laurenti*

La reconstrucción de la historia de la actual Facultad de Lenguas nos remite a los años 
veinte del siglo pasado, cuando surgieron los estudios de idiomas extranjeros de ma-

nera accesoria a otros más tradicionales en la UNC como el derecho y la medicina. Se 
trata de un contexto bastante particular e interesante sobre el cual hay numerosas investi-
gaciones sobre temáticas adyacentes, como las referidas a la Reforma Universitaria, pero 
no abundan las reconstrucciones sobre el ámbito de la educación superior y mucho me-
nos sobre las instituciones universitarias dedicadas a la enseñanza de lenguas extranjeras.

En razón de estas particularidades, para esta reconstrucción utilicé la documen-
tación escrita que estuvo a mi alcance y conté con la colaboración de un conjunto de 
profesionales que me brindaron sus conocimientos, su tiempo y el arduo proceso de 
traer el pasado hacia el presente con el atractivo uso de la historia oral. Sin su ayuda 
hubiera sido imposible entender las razones subyacentes a los cambios que quedan 
registrados en las actas, las memorias, las estadísticas, las notificaciones, entre la docu-
mentación a la que tuve acceso. Por todo esto agradezco a Guillermo Badenes, actual 
secretario de Extensión Universitaria y a Viviana Grandinetti, su predecesora, a la Dra. 
Trinidad Blanco de García, a la actual decana Dra. Silvia Barei, al ex director de la Es-
cuela Superior de Lenguas Dr. Ignacio M. Candioti y muy especialmente a la ex decana 
normalizadora y ex decana Cristina Elgue de Martini, así como a las secretarias que 
con enorme paciencia soportaron mis repetidas visitas al archivo. Espero que todos 
ellos consideren que mi relato cumple con algunas de sus expectativas.

En sus orígenes fueron cursos...

La oferta de estudio de los idiomas en la UNC es inseparable de un conjunto de 
necesidades e inquietudes que las sociedades fueron manifestando en diversas opor-

[*] Licenciada en Historia, FFyH- UNC.

Capítulo 12 
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tunidades. Una de estas oportunidades fue el final de la primera guerra mundial que 
instaló un nuevo mapa político europeo con nacionalismos predominantes y lenguas 
hegemónicas que se impusieron sobre la diversidad de dialectos locales en cada país. 
Otra necesidad impostergable fue planteada por los avances de la ciencia y la tecno-
logía a principios del siglo XX en los países europeos y Estados Unidos; muchos pro-
fesionales comprendieron que debían dominar otras lenguas para aprovechar esos 
progresos. En la actualidad, los desafíos de un mundo globalizado imponen también 
exigencias de conocimiento de lenguas no maternas para el intercambio científico- 
tecnológico y la comunicación en términos generales. Estos contextos y antecedentes 
imponen a la hoy Facultad de Lenguas, orígenes compartidos y experiencias comunes 
con otras áreas que debieron justificar y luchar por su autonomía en la UNC.

En sus comienzos, la enseñanza de las lenguas extranjeras se implementó a 
través de un Departamento de Idiomas dependiente de la Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales y como complemento de los estudios de Leyes. Fue así como desde 
1920 estaban instalados los cursos de francés, italiano y latín que cubrían de alguna 
manera la necesidad de los abogados para acceder a textos extranjeros de derecho.

En 1926 los cursos se ampliaron y se independizaron de la Facultad de Derecho 
y Ciencias Sociales, conformándose el Instituto de Idiomas que pasó a depender 
directamente del rectorado de la universidad. Los docentes eran en su mayoría euro-
peos que enseñaban su lengua materna. Por lo tanto, los componentes de fonética, 
gramática, lingüística y cultura general, que hacen al proceso de enseñanza-aprendi-
zaje de una lengua, quedaban fuera de las propuestas curriculares.

De acuerdo con las complejidades y demandas que había ido asumiendo la en-
señanza de idiomas extranjeros, en 1932 el rector de la UNC, Dr. Sofanor Novillo 
Corvalán, solicitó al Ministerio de Instrucción Pública de Francia un profesor capaz 
de enseñar francés en nuestra casa de estudios. El Ministerio designó entonces a 
Emile Gouiran como “profesor de francés con misión especial”.1

El rol de Emile Gouiran vino a ser casi como el de los científicos alemanes que 
décadas atrás habían llegado al país, y específicamente a Córdoba, para instalar el 
estudio de las disciplinas escasas o nulamente desarrolladas, como se detalla en los 
capítulos correspondientes a la creación de las facultades de Ciencias Exactas, Físicas 
y Naturales y de Medicina.

Con su llegada a Córdoba, Emile Gouiran además de instalarse en el Instituto 
de Idiomas impulsó la fundación de la Alianza Francesa, una escuela no universitaria 
ni estatal para el estudio de la lengua y la cultura francesas. Mientras tanto, el Instituto 
de Idiomas modificó los planes de estudio y los programas sistematizando el estudio 
de la lengua y la gramática francesas e incrementó notablemente la importancia de la 
literatura de cada país en los planes de estudio cuyas lenguas se estudiaban.
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En 1933 el rector designó una Comisión para estudiar la posible organización 
de un Instituto de Filosofía y Emile Gouiran fue invitado a participar. Fue nombrado 
secretario y después director del Instituto de Filosofía. En 1938 se abrió la carrera 
de Filosofía, en 1940 se amplió como Instituto de Humanidades y en 1946 se creó 
como Facultad de Filosofía y Humanidades, como se puede recorrer en el capítulo 
4 de este libro.

En la universidad cordobesa de los años 30, además de los sectores que tradi-
cionalmente habían accedido a la educación superior, comenzaron a ingresar otros 
estudiantes pertenecientes a una generación de inmigrantes recientes que aspiraban a 
recorrer el camino del ascenso social. La obtención de diplomas abría el camino hacia 
posiciones administrativas en el aparato estatal y en el sector privado, por lo tanto el 
estudio de idiomas fue funcional a cierto éxito social.

Además de la posibilidad de obtener cualificaciones para un mercado laboral 
cada vez más especializado y demandante de credenciales que atestiguaran las capaci-
dades profesionales, el estudio de los idiomas representaba un signo de distinción en 
la clase alta, de erudición, y por ello resultaba atractivo. En los comienzos, entonces, 
podemos afirmar que el estudio de los idiomas en la UNC estuvo caracterizado por 
una concepción instrumentalista de la educación y en algún punto reforzaba ciertas 
representaciones de las élites europeizantes en relación con su prestigio y estatus 
social.

No menos llamativo es el hecho de que el inicio de la sistematización del estu-
dio de las lenguas europeas aconteciera después de la primera guerra mundial. Esto 
puede interpretarse como una necesidad de la Argentina de participar en el proceso 
de estandarización en curso en los países europeos, uno de cuyos componentes prin-
cipales fue la homogeneización idiomática. Nuestro país no era ajeno a estas tradicio-
nes educativas, el sistema escolar nacional ya había implementado una escolarización 
“normalizadora” a instancias de Domingo Faustino Sarmiento que consideraba la 
educación como un sistema vertical, destinado a transmitir un saber enciclopédico 
y con fines pragmáticos bajo dos supuestos: uno era la idea de la tabula rasa en el 
estudiante y el otro el imperativo de uniformar el conocimiento aplanando cualquier 
clase de diferencia y particularismo. En este punto, vemos que aquella obra homoge-
neizadora y uniformadora se prolongaba en los estudios universitarios, con algunas 
resistencias sobre todo después de la reforma de 1918, y fue más que visible en la 
implantación de los estudios de las lenguas nacionales europeas en consonancia con 
lo que acontecía en Italia, Francia e Inglaterra donde se estaban rediseñando los 
programas educativos para cercenar las autonomías regionales que se habían vuelto a 
despertar con la gran guerra. Así, el italiano era un italiano clásico estándar sin ningún 
reconocimiento a las lenguas regionales; el francés debía ser difundido sin los colores 
lingüísticos presentes en la madre patria; en el caso del inglés, la Commonwealth 
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debía anular cualquier resabio de lengua local y ajustar a los nativos del Imperio al 
idioma oficial de Inglaterra; en el caso del español había que despojarlo de sus vetas 
locales y sudamericanas. La sistematización oficial del estudio de los idiomas enton-
ces no fue solamente una necesidad práctica de brindar una oferta a la demanda cor-
dobesa de abrir lazos culturales sino, también, un afán de responder a las exigencias 
europeas de difundir un discurso único para cada nación en el exterior.

Con el crecimiento de la Universidad en su conjunto y la mayor demanda de 
idiomas, en 1943 el Instituto pasó a llamarse Escuela Superior de Lenguas y otorgaba 
certificados en el dominio de idiomas al finalizar el cursado. El nombre después fue 
modificado por Escuela Superior de Lenguas Clásicas y Modernas, ya que el latín 
seguía conformando el arco de la oferta. Por aquellos años los idiomas más deman-
dados fueron el inglés y el italiano.

En relación con los otros idiomas, la enseñanza del francés se mantuvo cons-
tante y fue motivada sobre todo por la tradición, que ligaba a la elite en su admiración 
por la cultura francesa. El estudio del alemán convocaba sobre todo a los descen-
dientes de ese país que, con el pasar de las generaciones, de ser bilingües naturales 
necesitaron sistematizar sus conocimientos por la lejanía que se producía entre el 
país y sus descendientes. El italiano fue requerido por estudiantes con necesidades 
similares, pero siendo la comunidad italiana de mayor envergadura que la alemana 
o francesa, se reflejaba esta diferencia numérica en las matriculaciones. La Escuela 
Superior de Lenguas Clásicas y Modernas seguía brindando cursos especializados a 
las otras facultades cuyos profesionales requerían de inglés o alemán técnicos o para 
profesionales que debían viajar al exterior por razones laborales. Se dictaban cursos 
de lecto-comprensión, cursos para médicos, para arquitectos, entre otros. De este 
modo la actividad extensionista, así entendida, fue un componente siempre presente 
en el quehacer de la Escuela. Asimismo, al no tener un edificio propio, las clases se 
dictaban en horario vespertino en aulas del Colegio Monserrat y en algunas depen-
dencias universitarias de la calle Obispo Trejo, lo cual también marcaba un perfil de 
estudiante dado que muchos eran trabajadores administrativos y elegían esos estudios 
por los horarios de cursado.

La investigación, por su parte, no resultaba afín a las prioridades de la Escuela 
en aquellos tiempos, aunque para los años setenta la Escuela Superior de Lenguas 
supo incorporarla a través de la creación del primer centro de investigaciones de la 
institución: el Centro de Investigaciones Lingüísticas (CIL) creado por la doctora 
Magdalena Viramonte de Ávalos en 1975, lo que permitió que se organizara al año 
siguiente el primer Congreso Nacional de Lingüística en Argentina.

Recién en 1976 se acondicionaron las aulas del edificio de avenida Vélez Sars-
field, esquina Caseros, cedido por la Escuela de Ciencias de la Información cuando 
ésta se trasladó a la Ciudad Universitaria.2
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Edificio de la Facultad de Lenguas, donde se trasladó la Escuela Superior de Lenguas 
a mediados de los años setenta, Av. Vélez Sarsfield.	
Gentileza Prosecretaría de Comunicación Institucional.
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Los años sombríos del terrorismo de Estado, que empezaron a infundir temor 
y muerte aun antes del golpe del 24 de marzo de 1976 en toda la UNC, casi no gol-
pearon la Escuela de Lenguas. Se podría afirmar que su población estudiantil se había 
mantenido ajena a la politización de la juventud de los años sesenta y setenta y que 
los estudios de idiomas impedían a esos jóvenes compartir aquel ethos antiimperialis-
ta, ya que para muchos el estudio del inglés despertaba admiración cultural por los 
países de habla inglesa. Los mismos docentes, volcados a sus tareas de preparar bue-
nos traductores y profesores de idioma extranjeros, tampoco transmitían una visión 
emancipadora a través de la educación ni de la misión de la universidad. 3 Además, los 
docentes de la Escuela no participaban con derecho a voto en los órganos de cogo-
bierno universitario dada la dependencia directa del rectorado, con lo cual la Escuela 
estaba alejada sino física, sí ideológicamente del conflictivo mundo universitario de 
aquellos años. Luego del golpe de Estado, la tendencia fue continuar en la búsqueda 
de excelencia lingüística-didáctica desde un punto de vista técnico, despojado de toda 
conexión con lo que sucedía en el país en general y en la UNC. Esta reclusión fue tan 
marcada que los programas no fueron censurados por la junta militar, al contrario de 
lo que venía sucediendo en la UNC desde la misión Ivanisevich. Al interior de la Es-
cuela se implementó automáticamente una estrategia de autocensura de los docentes4 
para no provocar la atención de la represión y, como efecto extendido del terrorismo 
de Estado, la Escuela Superior de Lenguas se autodisciplinó incrementando su perfil 
instrumental y técnico.

El fervor del retorno a la democracia contagió también a la Escuela de Lenguas. 
Después de 1983 aumentó sustancialmente la población universitaria en su totalidad 
dado el cese de restricciones al ingreso estudiantil y también a la Escuela llegó nueva 
savia renovadora. La dependencia del rectorado comenzaba a dificultar las exigencias 
de la Escuela: cualquier decisión burocrática, política, administrativa, demoraba su 
solución por el hecho que el rectorado estaba enfrentando un gran esfuerzo para 
normalizar la Universidad después de los años de la dictadura cívico-militar. Al in-
terior de la institución, en los primeros años de gobierno representativo, comenzó 
a sesionar regularmente el Consejo Académico Consultivo, integrado por los tres 
claustros universitarios; su carácter consultivo indicaba que tenía poder de recomen-
dación pero no de decisión, que en última instancia seguía residiendo en el rector 
normalizador de la UNC. Prontamente, comenzó a instalarse al interior de la Escuela 
la idea de transformación en Facultad y una comisión ad hoc elaboró el anteproyecto 
de un nuevo Reglamento que preveía una estructura semejante a la de otras facultades 
de la UNC. A partir de entonces, la participación estudiantil tuvo una importante pre-
sencia a través del centro de estudiantes. En 1987 se llevó a cabo la transformación 
de la planta de cargos docentes y la consecuente reorganización de las cátedras como 
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equipos de trabajo integrados por profesores titulares, profesores adjuntos y jefes de 
trabajos prácticos.5 

Siendo rector normalizador el Dr. Piantoni, y como director de la Escuela Supe-
rior de Lenguas desde 1983, Roberto Measi, los primeros años estuvieron cargados 
de muchos reclamos, algunos muy antiguos y desatendidos hacía décadas. Algunas de 
las cuestiones que se esperaba resolver era la de la elección de autoridades, ya que ésta 
era indirecta y había que elegir cuál iba a ser el primer director en democracia. Entre 
los docentes, los no docentes y los estudiantes, se votaba una terna de candidatos y 
se elevaba al rector que nombraba al primero de la terna. Siempre fue respetado el 
resultado de las elecciones internas de la Escuela Superior de Lenguas, a pesar de no 
ser vinculante para el rector.

La primera directora que asumió el cargo por elecciones fue la Dra. Cristina 
Elgue de Martini entre 1986 y 1989 y fue confirmada por un segundo mandato hasta 
1992. El Reglamento Interno no permitía más de dos mandatos sucesivos. Fue en 
este lapso que se fomentaron e imaginaron cambios para adaptarse a los tiempos 
democráticos y comenzar a instalar a nivel de la UNC la posibilidad de elevación a 
facultad. Durante esos años, tratando de reunir méritos para la transformación, se iba 
a intentar mejorar la oferta de posgrado y la investigación.

De este modo, al primer Centro de Investigaciones Lingüísticas, creado en 1975 
como ya señalamos, se sumaron el Centro de Investigaciones en Literatura y Cultura 
(CILC) y el Centro de Italianística (CITAL). En 1986 la Dra. Magdalena Viramonte 
fue la responsable de la creación de la primera carrera de posgrado: la Especialización 
en Lingüística, que en la década del noventa se transformó en Maestría. Esta aparente 
anomalía de creación como Especialización y no como Maestría, se debió a que toda-
vía no existía una reglamentación que permitiera inaugurar una maestría en la UNC y 
entonces propusieron una Especialización con duración bienal como las que existían 
ya en la Facultad de Medicina. Recién después de 1994 pudo cambiarse en Maestría.6 

En 1986 se creó en Córdoba el Istituto Italiano di Cultura que inauguró una 
fructífera y constante colaboración con la Escuela Superior de Lenguas. La Dra. Tri-
nidad Blanco de García desde la dirección del CILC (Centro de Investigaciones en 
Literatura y Cultura) y como fundadora del CITAL (Centro de Italianística), creado 
en 1987, supo aprovechar esta disponibilidad del gobierno italiano, a través de la 
directora del IIC Elisa Stopponi, para ampliar y profundizar la investigación, cuyos 
resultados se difundieron en una cantidad de publicaciones, fruto de congresos y 
jornadas realizadas. Tal colaboración se mantuvo con los sucesivos directores del IIC: 
Dr. Franco Avicolli, Dr. Giuseppe Bartolucci y Dr. Luigi Volta, hasta la actualidad.

Esta inauguración fue pionera en la creación de carreras de posgrado que fue-
ron incrementándose sucesivamente como resultado de la fragmentación del cono-
cimiento, de la demanda de mayores especializaciones y, como veremos, en algunos 
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casos por aceptar la diversidad cultural, algo totalmente ajeno a los orígenes de los 
estudios de idiomas en la UNC, pero que cobró fuerza en tiempos de globalización. 
En 2000 comenzó a dictarse la “Maestría de lengua y cultura italiana en perspectiva 
intercultural”, y en 2005 se implementó el “Master Universitario di I Livello in Cultu-
ra e Patrimonio storico-lingüístico del Piemonte”. Coronando esta trayectoria, desde 
2004 se pudo acceder al Doctorado en Estudios de Italiano.

En 1988, por la resolución interna Nº 199, se creó una Comisión para estudiar 
la posibilidad de transformar la Escuela Superior de Lenguas en Facultad. Esta Co-
misión redactó un informe final donde se explicaban las condiciones faltantes a la 
Escuela para obtener una resolución favorable al pedido, pero resaltando a su vez los 
méritos para convertirse en Facultad.

Una vez aclaradas cuáles eran estas condiciones, los docentes, sus colegas fun-
cionarios y los investigadores concentraron los esfuerzos para satisfacerlas. El rector 
Francisco Delich (1989-1992) apoyó las transformaciones en curso en la Escuela 
Superior de Lenguas con mucho compromiso, y desde la Escuela fue importante el 
trabajo de la vicedirectora, Lic. Ana María Carullo de Díaz, que luego se transformó 
en vicedecana. Desde las autoridades de la Escuela, por entonces a cargo de Cristina 
Elgue de Martini y Ana Carullo, se dio empuje al trabajoso proceso de facultarización.

 Otra figura esencial en el devenir de la historia de la Facultad, fue la Dra. Pierina 
Lidia Moreau, que desde el CILC impulsó notablemente la investigación en literatura 
francesa y en literaturas comparadas y fue la creadora y directora hasta su muerte de 
Bitácora, revista de la Facultad de Lenguas que abarcaba todas las áreas.

En 1990 se sistematizaron las carreras resultando que la Escuela Superior de 
Lenguas enseñaba seis idiomas incluyendo al español, organizados en traductorados, 
profesorados y licenciaturas; 7 y carreras de posgrado dedicadas al inglés, al italiano e 
incluso al piamontés. 8

El crecimiento y complejización de la Escuela fue continuo durante toda la 
década, a tal punto que en el informe de la Comisión que estudiaba el proyecto de 
facultarización presentado el 30 de junio de 1999 se apoyaba la solicitud basada en 
las siguientes motivaciones:

El estudio de una segunda lengua, que fuera en una época una cuestión de 
prestigio cultural, es ahora una cuestión de necesidad, una necesidad por 
los propósitos de los programas de integración económica, el intercambio 
educativo y científico, la creciente comunicación interétnica y el desarrollo de 
tecnologías a nivel mundial. Si los países en vía de desarrollo aspiran a incor-
porarse a este movimiento globalizador, se hace indispensable responder en 
forma efectiva a esta demanda del medio.10
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Una de las condiciones requeridas era la necesidad de que los cargos docentes 
estuvieran concursados, para lo cual la Escuela Superior de Lenguas emprendió una 
ardua tarea. Una primera serie de concursos cubrió el 36,17% de los cargos y se llamó 
a otros al final de los años noventa, esperando alcanzar el 57% de los cargos en 2000. 
Este esfuerzo de categorización de la Escuela, de mejorar la oferta de enseñanza, se 
producía en el clima adverso de una corriente neoliberal que recortaba el presupues-
to para educación pública. Es destacable, entonces, que en 1999 la Escuela Superior 
de Lenguas haya ofrecido becas para madres solteras, teniendo en cuenta que parte 
importante de su estudiantado lo constituían mujeres en busca de una salida laboral.

En ese contexto neoliberal, la Ley de Educación Superior, aprobada en 1995, 
reordenó el funcionamiento de la educación superior –como puede leerse en la In-
troducción a la sexta parte de este libro– incidiendo también en las condiciones para 
crear nuevas facultades. En efecto, exigía a los docentes trabajos de investigación, 
títulos de posgrado, formación de recursos humanos, pero sin brindar mejoras sala-
riales acordes a esas nuevas demandas ni mejorar la infraestructura y, en general, las 
condiciones de trabajo de los docentes.

El director de la Escuela Superior de Lenguas entre 1992 y 1995 era Leopoldo 
Chizzini Mello y entre 1995 y 1998 Ignacio M. Candioti, cuyas funciones coincidie-
ron con las del rector Hugo Juri. La Escuela continuaba con su idea de convertirse en 
Facultad y en tal sentido se realizaron conversaciones con el rector Juri, como con-
tinuación de lo que se había avanzado con el rector Francisco Delich. Sin embargo 
Hugo Juri fue nombrado Ministro de Educación de la Nación y dejó a su vicerrector, 
Tomas Pardina, en las funciones para renunciar al poco tiempo, con lo que se desvin-
culó del proyecto y apoyo a la facultarización de Lenguas.

Sin embargo, intentando adaptarse a los requerimientos de la LES, la Escuela 
se dedicó a fomentar la investigación inaugurando varios centros o revitalizando los 
existentes, como el Centro de Investigaciones en Literatura y Cultura, CILC; el Cen-
tro de Italianística, CITAL; el Centro de Investigaciones en Didáctica de Lenguas 
Extranjeras,  CEDILE; y el Centro de Investigación Lingüística, CIL; con el apoyo 
del Consejo Superior.11 Los profesores trabajaron en la organización de jornadas y 
congresos cuya asiduidad comenzó a ser parte de la nueva cultura académica. Tam-
bién se comenzó a editar revistas de circulación en el ámbito académico y a Bitácora 
12 se sumó Presencia y perspectiva.

En ese sentido resultan paradigmáticas las palabras de la directora del CILC, 
doctora Pierina Lidia Moreau, que en las memorias anuales del año 1995 destacaba:

Para que el CILC siga progresando y cumpliendo con sus objetivos, será 
necesario suscitar más vocaciones de investigador. Este anhelo se revela muy 
dificultoso por la falta de tiempo de los profesores, sea por las bajas remune-
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raciones de quienes tienen dedicación simple y deben multiplicar sus fuentes 
de ingreso, sea por exceso de trabajo que representa dictar dos o tres cátedras 
con una asignación de semiexclusividad; también por la falta de un concepto 
claro de lo que es la investigación, tan estrechamente unida a la docencia, 
y por la falta de iniciación en las técnicas de investigación. A esto se une la 
engorrosa gestión para obtener subsidios que desanima a muchos colegas.13

De cómo transformar la falencia en virtud...

A pesar del contexto adverso de los años 90, los esfuerzos para poder cumplir con las 
condiciones requeridas para transformarse en Facultad continuaron e, incluso, se in-
crementaron las prácticas hacia fuera de la UNC para legitimar y fortalecer la meta de 
la Escuela. Así se mantuvieron convenios con otras universidades para cursos de pos-
grado (cooperación con la Universidad Complutense de Madrid, con la Universidad 
Nacional Católica de Valparaíso, entre otras). Se aprobó el convenio de cooperación 
académica entre la ESL y la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales para el dictado 
de cursos de lecto-comprensión en inglés, francés y portugués jurídico y de inglés bá-
sico, en el marco de la Red de Formación Continua. El Ministerio de Cultura y Edu-
cación de la Nación consideró el Plan de Estudio Nº 7 como modelo curricular para 
la creación de carreras afines en otras universidades. El Departamento Cultural de 
la Escuela Superior de Lenguas continuaba brindando a la comunidad la enseñanza 
de idioma otorgando certificados: cursos de inglés, alemán, francés, italiano, hebreo, 
árabe, ruso, portugués, chino, quichua, inglés para sordos, inglés médico, en 1997 se 
agregó japonés, incrementando las tareas extensionistas y de fuerte vinculación con 
la comunidad cordobesa.

Otro aspecto de la LES fue el de generar el marco legal para que las Universida-
des pudieran brindar “servicios” rentados a la sociedad. Amparado en esa normativa 
y con un presupuesto mínimo asignado por la Nación, el director Ignacio M. Candio-
ti revirtió en pocos meses el déficit con el que había asumido y logró terminar el man-
dato con un saldo positivo estimado en un millón de pesos en concepto de recursos 
propios, resultante de arancelar los cursos que ya ofrecía el Departamento Cultural 
a los ciudadanos desde hacía décadas.14 De ese modo los 2.500 alumnos externos 
pasaron a ser 6.000 en pocos años. Necesitaron más aulas y pudieron alquilarlas en la 
Galería San Martín, ascendiendo a 11.000 estudiantes y ofreciendo cursos intensivos 
también durante el verano.

Según lo señalado por Candioti, estos recursos permitieron mejoras estructu-
rales esenciales e impostergables en la sede de la Escuela Superior de Lenguas. Se 
inauguró el Salón de Actos; se remodeló y trasladó la biblioteca en calle Obispo Trejo 
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Edificio de la Facultad de Lenguas, Av. Valparaíso, Ciudad Universitaria.
FL, Gentileza de su decanato.
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y comenzó la publicación del Boletín de la ESL (3 números hasta 1998) y de libros 
cuyos autores eran los docentes, y se informatizó la institución.

Los Centros de investigación implementaron nuevos posgrados como la Maes-
tría en Lingüística Aplicada a la Enseñanza de la lengua materna o extranjera, a cargo 
del CIL, y la Maestría de especialización en Lingüística. En 1997 se firmó un conve-
nio con el Ministerio de Educación y Cultura de la Provincia de Córdoba para llevar 
a cabo un proyecto del CIL de asesoramiento en dos escuelas de la provincia para 
el desarrollo de una educación lingüística integral (escuela Mahatma Gandhi IPEM 
8 y Castel Franco), que fue considerado un plan innovador y piloto en la enseñanza 
provincial. Las redes trascendieron a la UNC y en 1998 se firmó un convenio con 
la Universidad de Río Cuarto para la creación de una Maestría en Literatura Inglesa.

Con este nuevo panorama, el 19 de febrero de 1999 la nueva directora de la 
Escuela, Lic. Cristina Elgue de Martini, elegida en 1998, solicitó al rector Dr. Hugo 
O. Juri, la creación de la Facultad de Lenguas fundamentando su pedido, entre otras 
cuestiones, en que en el país sería la única institución de nivel universitario formado-
ra de profesionales en italiano y alemán.15 Resaltaba el hecho de que la creación de 
la Facultad de Lenguas no presuponía ningún tipo de erogación presupuestaria por 
parte de la UNC dado que ya poseía la infraestructura edilicia, académica y adminis-
trativa necesaria para su eficaz funcionamiento. Además agregaba que la histórica 
dependencia funcional del rectorado había acarreado permanentes inconvenientes 
de orden administrativo y académico, agudizados por el crecimiento de la institución.

En efecto, la Escuela tenía una escasa participación en el Honorable Consejo 
Superior que se remontaba tan solo a 1996, cuando había obtenido un representante. 
Pero este consiliario docente no participaba en la elección de rector y vicerrector, ni 
tampoco la Escuela tenía representación en la Asamblea Universitaria por carecer de 
un consejo directivo.

La solicitud para la facultarización fue acompañada por cartas de la comunidad 
dedicada a los idiomas, es decir de directores de IICANA, Alianza Francesa, Goethe 
Institut, del cónsul italiano, de los directores de las escuelas bilingües inglesas, entre 
otras.

“En definitiva”, concluía la Directora Cristina Elgue de Martini, una Facultad 
de Lenguas venía a “paliar la ausencia de una oferta de perfeccionamiento para el 
egresado de grado interesado en la carrera docente universitaria y en la producción 
científica”. Con estos argumentos, el 5 de agosto de 2000 la Honorable Asamblea 
Universitaria creó la Facultad de Lenguas, siendo rector el Dr. Hugo O. Juri.16

Cristina Elgue de Martini fue confirmada a cargo de la escuela, pero ahora 
como decana normalizadora, luego fue elegida decana por dos mandatos más hasta 
el año 2008. Actualmente cubre este cargo en su segundo mandato la Dra. Silvia 
Barei, hasta 2014.
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Dos años después, siendo rector el Ing. Jorge H. González comenzó la cons-
trucción de un nuevo edificio en la ciudad universitaria que se completó en 2005.

La sociedad cordobesa, en general, por su crecimiento y sus exigencias econó-
micas y culturales absorbe los egresados de la Facultad, sea como docentes o como 
traductores e intérpretes. Cada año aumentan los ingresos a las carreras brindadas 
por la Facultad de Lenguas, no solo por fines laborales y de estatus, sino porque la 
sociedad tiende hacia una realidad plurilingüe.

Actualmente se hace hincapié en un enfoque más comprensivo e intercultural 
de la enseñanza de las lenguas, abriendo el campo de conocimiento a un enfoque más 
emancipador, después de tantas décadas de concepción meramente instrumental.17 

La tarea siguió ya que la Facultad se posicionó como un lugar de acreditación del 
español y de exámenes de nivel internacional. Desde 2004 puede otorgar el CELU 
(Certificado Español Lengua y Uso), en convenio con la UBA y la Universidad del Li-
toral, que permite la primera certificación americana. Además de estos logros, instaló 
como cultura el uso de redes internacionales muy frecuentes en este campo y desde 
2007 participa de ELSE (Español Lengua Segunda Extranjera) de la red ACUME 
(Approaching Cultural Memory) como “Associated Partners”.

Además, en 2005 se acondicionaron los laboratorios lingüísticos para los alum-
nos ciegos siendo la Facultad pionera en este sentido en Argentina. Actualmente en 
colaboración con la Escuela de Ciencias de la Información y la Secretaría de Asuntos 
Estudiantiles se digitalizan libros con audio para estudiantes ciegos de la UNC. En 
2012 se firmó un convenio con Naciones Unidas para preparar y hacer rendir en 
Córdoba los concursos para entrar como traductores a trabajar allí, como única sede 
en Argentina. Por otra parte, el renovado vigor del Mercosur se refleja en el aumento 
de inscripciones en las carreras de portugués y en los intercambios con los países 
latinoamericanos, sea de docentes como de estudiantes, lo que permite mirar con 
optimismo la profundización del estudio de lenguas en nuestra Universidad.

A modo de cierre tal vez sirva traer a colación el contenido del logo que, como 
marca institucional, eligió la Facultad para autorrepresentarse. En febrero de 2002 
llamó a concurso para elegirlo; con el lema “las lenguas se construyen y evolucionan” 
ganó la propuesta el que representa un zigurat estilizado que culmina en una espe-
cie de antorcha “de palo”, que simboliza la luz de la verdad, obra de los arquitectos 
Damián Ostchega y Hernán Alfredo Tejeda. Lejos quedaba la idea de los idiomas y 
de las sociedades bi o trilingües que habían dado origen a los cursos allá por los años 
veinte, la nueva Facultad elegía la representación de la diversidad y la democratización 
en el uso de lenguas no maternas. ■
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Notas

1 Moreau Pierina Lidia, “Semblanza de Emile Gouiran”, 1986.

2 Anteriormente en este edificio había funcionado el Instituto de Intercambio Cultural Argentino Nor-
te Americano (IICANA, fundado en Córdoba en 1931).

3 Entrevista de la autora a docente de la Facultad de Lenguas, marzo 2012.

4 Entrevistas a docentes en ejercicio entre 1976 y 1982.

5 Boletín Informativo de la ESL, UNC, año I, N° 1, septiembre 1997, pág. 3.

6 Entrevista a la Dra. Cristina Elgue de Martini, 1º de marzo de 2013.

7 Las carreras eran las siguientes: Traductorado Público Nacional de Francés; Profesorado de Lengua 
Francesa; Licenciatura en Lengua y Literatura Francesa; Licenciatura en Lengua y Literatura Castellana; 
Profesorado de Lengua y Literatura Castellana; Profesorado de Lengua Italiana; Traductorado Público 
Nacional de Italiano; Licenciatura en Lengua y Literatura Italiana; Profesorado de Lengua Alemana; 
Licenciatura en Lengua y Literatura Alemana; Traductorado Público Nacional de Alemán; Licenciatu-
ra en Lengua y Literatura Inglesa; Profesorado de Lengua Inglesa; Traductorado Público Nacional de 
Inglés. En 2000 se añadieron los Profesorado de Portugués; Profesorado de Español, Lengua Materna 
y Lengua Extranjera. Luego, en 2002, Licenciatura en Español, Lengua Materna y Lengua Extranjera.

8 En 2000 se inició la primera cohorte de la Maestría en Inglés.

9 Expediente de creación de la Facultad de Lenguas, N° 16/99/07341, folio 63, Reservorio FL.

10 Reservorio documental de la FL, informe de comisión y propuesta de Facultad.

11 Res. HCS Nº 297/96, Nº 164/97, Nº 217/97, entre otras.

12 Es la primera revista de investigación docente para los docentes de la Escuela, con referato inter-
nacional.

13 Informe, 30/11/1995.

14 Entrevista a Ignacio M. Candioti, 4 de marzo de 2013.

15 Expediente de creación de la Facultad de Lenguas, N° 16/99/07341, folio 01, Reservorio FL.

16 Expediente 21/00/24024, folio final, Resolución que se eleva al Ministerio de Educación de la Nación 
el 29/08/00.

17 Entrevista a la Dra. Trinidad Blanco de García, 23/10/13, y otras.
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Sobre ritmos y colores, ensayos y una obra: 
la Facultad de Artes

María Sol Bruno*

El tema que aquí nos convoca es hacer un primer esbozo sobre el proceso de facul-
tarización de la Escuela de Artes de la UNC. Nos ocuparemos de los azares (Cf. 

Elias, 1987, Foucault, 1992) de aquellos momentos iniciales en los que se extendió 
una discusión que planteaba que la Escuela de Artes “merecía” convertirse en una 
unidad académica con rango de facultad. Para entender aquel proceso intentaremos 
situarlo en el mediano plazo. Examinamos los diferentes momentos referidos al ca-
mino administrativo para la transformación de aquella institución. Partimos de su 
fundación en el año 1948, de su configuración en aquellos primeros años, lo que se 
conoció como su período de mayor expansión y efervescencia, pasando luego por 
la traumática última dictadura militar y la recuperación y reformas efectuadas con la 
democracia a partir de 1983. Luego desarrollamos algunos cambios que se registra-
ron en la década del noventa para entrar de lleno al proyecto de facultarización de la 
Escuela.

Las fuentes a las cuales acudimos fueron escritas, principalmente los documen-
tos presentes en el expediente generado desde la Facultad de Filosofía y Humanida-
des (FFyH) motivado por la creación de la Facultad de Artes (FA) y documentos re-
lacionados, así como a las actas de la sesión de la Honorable Asamblea Universitaria 
(HAU). Creemos que hubiese sido necesario efectuar entrevistas con los principales 
protagonistas, por tratarse de un asunto reciente y sensible a la comunidad universita-
ria, sin embargo cuestiones de tiempo nos impidieron llevarlas a cabo. Aun con estas 
limitaciones esperamos hacer un aporte en lo que refiere a explicitar empíricamente 
aquel sinuoso y trabajoso camino.

[*] Profesora y Licenciada en Historia, FFyH, UNC. Becaria CONICET (IDACOR-UNC).

Capítulo 13 
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Afinar lápices y cuerdas: primeros bocetos y sonidos

La historia oficial relatada por las fuentes y la bibliografía consultadas señalan el 3 
de diciembre de 1948 como fecha de creación de lo que se denominó la “Escuela 
Superior de Bellas Artes”.1 El propulsor y autor de aquel proyecto fue el por entonces 
decano de la Facultad de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales ingeniero civil y arqui-
tecto Ángel T. Lo Celso. El proyecto fue presentado y aprobado por el Honorable 
Consejo Superior (HCS) durante el rectorado del doctor José M. Urrutia. Lo Celso 
se convirtió en el primer director de la institución hasta principios de 1950. Continuó 
siendo parte del plantel docente hasta jubilarse en 1955.

En el proyecto escrito por el propio Lo Celso se planteaba que la producción 
artística del momento atravesaba por un momento de “desestimo estético” dado el 
predominio de una producción industrial con fines comerciales. Fue en ese marco 
que resultó necesario desde su perspectiva fundar una escuela de artes que poseyera 
“orientación social y nacional”, tal como existía, según Lo Celso, en modelos euro-
peos y en la Escuela Superior de la Cárcova en la ciudad de Buenos Aires (Lo Celso, 
1973). Se destaca que el contexto era propicio para llevar a cabo esta tarea:

Pues bien, el momento es acertado para que la Universidad de Córdoba, en 
estas horas de orientación social en la vida del hombre, en este clima espiri-
tual como expresión colectiva de nuestro pueblo desarrolle por intermedio 
de esta escuela, sus beneficios, auspiciados por un alto nivel estético cultural, 
dirigido hacia la enseñanza de las artes menores de acentuada jerarquía artís-
tica (Lo Celso, 1949:16:19).

En la resolución aprobada por el Consejo Superior se especificó que la nueva 
Escuela Superior de Bellas Artes dependería de éste. En aquel momento inicial la 
institución contó con dos secciones: artes plásticas y música, danza y arte escénico. 
Lo Celso propuso que en dicha institución se enseñasen diferentes disciplinas artís-
ticas, y que confluyeran en una misma estructura edilicia a los fines que se produz-
can intercambios. Las dependencias de aquella institución fueron: por un lado Artes 
Plásticas, la cual estaba integrada por la escuela superior y la escuela profesional, esta 
última funcionaba como su anexa. Por otro lado la sección de Música, Danza y Arte 
Escénico; compuesta por un cuarteto de cuerdas, una pequeña orquesta de cámara, 
un conjunto coral, un curso de danza, cursos de composición, enseñanza superior 
instrumental y arte escénico.

No nos detendremos aquí por cuestiones de espacio, pero en las especifica-
ciones de cada una de ellas puede leerse en la resolución cuestiones generales de la 
currícula, duración, perfil y destinatarios. Se señalaba a nivel general que en ambas 
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dependencias se dictarían cursos prácticos y teóricos, que se constituiría un museo 
permanente y galería temporaria, así como una biblioteca de arte.

En aquel proyecto también se detalló que los cargos docentes se cubrirían me-
diante concursos aunque se preveía la posibilidad de contratar personalidades con 
una trayectoria y reconocimiento en el ámbito artístico. La designación del director 
de la escuela se efectuaría mediante el Consejo Superior entre profesores de la ins-
titución. El lugar físico de la naciente Escuela de Artes se ubicaba en avenida Vélez 
Sarsfield 153, en el centro de la ciudad.

Mediante su proyecto Lo Celso se propuso crear una escuela universitaria de 
arte, por lo cual se marcarían diferencias sustanciales con los institutos provinciales, 
también dedicados a la enseñanza del arte. Según Lo Celso, la escuela universitaria 
promovería el estudio superior del arte, en este sentido se dedicaría al perfecciona-
miento de artistas egresados de academias de bellas artes del país. Por otra parte Salit 
(2007, 2011) plantea que, considerando las concepciones de arte y universidad que se 
dejan ver en la propuesta de Lo Celso, se tomó la opción para la enseñanza de una 
“escuela de oficio” donde primaría la transmisión de un saber práctico. Esta carac-
terística haría la diferencia con otras propuestas curriculares universitarias del país.

Tal como señala Salit (2007, 2011), fue el propio Lo Celso quien elaboró el 
primer plan de estudios, que se incorporó a la misma ordenanza de creación, con-
virtiéndose de este modo en el organizador institucional/académico y curricular. La 
autora, destaca que en aquel proyecto las “artes plásticas” tenían un lugar diferente en 
el nivel de jerarquía en relación con las “otras artes” que se agruparían bajo una sola 
dependencia. En la interpretación de la autora este esquema institucional estaría se-
ñalando una “secundarización” que colocaría a las artes plásticas en un nivel superior 
a las otras. En aquellas otras artes se incluyeron disciplinas de una larga tradición en la 
historia del arte: música, teatro y danza, donde se mixturaban actividades de produc-
ción artística y de formación/enseñanza. A diferencia de lo que sucedía con las artes 
plásticas, las carreras de arte escénico y de danza no requerían de estudios previos. 
Por otro lado también hay que considerar que, en conformidad con las posibilidades 
de presupuesto, en un primer momento se conformaría la escuela de artes plásticas y 
música y se postergaría la institucionalización de las otras áreas planificadas.

La Escuela comenzó a funcionar en 1949. Salit (2011) da cuenta de ciertas pres-
cripciones del plan de estudios que no se cumplieron, lo que la lleva a afirmar que 
aquella propuesta de Lo Celso era flexible y variable.

Juan Francisco Giacobbe fue el sucesor de Lo Celso en la dirección de la Escue-
la, entre el 20 de marzo de 1950 y el año 1951. Bajo su gestión tuvo lugar una reforma 
del plan de estudios, aprobada el 19 de diciembre de 1950. Sin embargo Salit (2011) 
señala que ambos diseños no eran muy diferentes entre sí. Destaca como modifica-
ciones relevantes la institucionalización de cuatro sectores funcionalmente correlati-
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vos e independientes, y de doce carreras superiores. Por otro lado también remarca 
que desde los momentos iniciales de esta trayectoria institucional existió una fuerte 
preocupación por conformar una unidad articulada. Por otro lado se señala (Alzoga-
ray y otros, 1999) que se establecieron convenios con instituciones y municipios a los 
fines de llevar participaciones artísticas de carácter público, es decir propiciado por el 
Estado en línea con sus actos oficiales.

Alberto Nicasio, integrante del plantel docente de la primera hora, ocupó la 
dirección en el periodo de 1952 hasta 1955, cuando fue desplazado con el derro-
camiento del peronismo en la autodenominada “Revolución Libertadora”. La tri-
logía de gestiones que detallamos hasta aquí tuvo lugar bajo un gobierno nacional 
con una política pública que promovía las “artes populares” y “aplicadas”; así como 
también las “artes consagradas” (Moreschi, 2005). No obstante, los inconvenientes 
para cumplir con esos fines estuvieron dados por la insuficiencia de infraestructura, 
equipamientos y personal. En función de intentar saldar estas dificultades se produjo 
la ocupación de un segundo espacio en septiembre de 1953. Era una vieja casona 
donde funcionaban aulas taller y una biblioteca. Moreschi (2005) puntualiza que esa 
propiedad fue alquilada y pertenecía a una emblemática figura de la política peronista 
local llamado Mario Remorino.2

Derrocado el gobierno peronista se produjeron numerosas modificaciones en 
el ámbito universitario, una de ellas fue el traslado de diferentes unidades de la UNC 
al espacio hoy denominado “Ciudad Universitaria”. En el reparto, a la Escuela Supe-
rior de Bellas Artes le fue destinado el actual Pabellón México. El traslado se efectuó 
en 1959. Salit (2011) señala que esta mudanza se convirtió en una de las principales 
preocupaciones de las gestiones siguientes.3

Por otro lado, 1955 fue el año de egreso de la primera cohorte y de institución 
del centro de estudiantes. En este período, desde la perspectiva de Salit (2011), tuvie-
ron lugar dificultades administrativas que obstaculizaron implementar en su totalidad 
entre otras cosas el plan diseñado por Giacobbe; plan de estudios que sufrió diversas 
modificaciones a través de resoluciones rectorales. La institución no atravesaba un 
buen momento, fue perdiendo prestigio y cantidad de estudiantes. Por tal motivo, 
y bajo el rectorado de Arturo Orgaz, el Consejo Superior nombró a un interventor 
para que realizara un diagnóstico a los fines de evaluar su continuidad.

Los dorados sesenta: clímax y coda

Aquel interventor designado por el Consejo Superior fue Raúl Bulgheroni, arquitecto 
que se había desempeñado como decano de la Facultad de Arquitectura y Urbanis-
mo, y estuvo a cargo de la dirección de la Escuela de Artes desde 1961 hasta 1972. 
Salit (2011) considera su gestión como un periodo de una nueva configuración insti-
tucional y académica que denomina “refundación” en un marco contextual favorable 
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al desarrollo artístico: la década de los 60. Fue bajo su gestión que la institución adop-
tó el nombre de Escuela de Artes, nombre que perduró hasta su facultarización en el 
año 2011, así como una estructura departamental. A los Departamentos de Plástica 
y Música se sumaron el Departamento de Cinematografía (1964) y Arte Escénico 
(1965). Para iniciar el funcionamiento de este último, Bulgheroni acudió a María Es-
cudero, para el de Cinematografía convocó a un conjunto de estudiantes de un ex 
instituto provincial de cine. Entre ellos se encontraban Daniel Salzano y los primeros 
integrantes de la planta de Canal 10, el canal de televisión dependiente de la UNC.4

En ese período emergieron otras dependencias de la Escuela de Artes como 
la Escuela de Didáctica Musical, el Cine Club Universitario, el Centro de Música 
Experimental,5 el Taller de Práctica Artística, la Orquesta de Cámara y el Quinteto 
con Piano, el Museo Universitario de la Plástica en Córdoba y el Teatro Estable Uni-
versitario. También tuvo lugar un programa que preveía trabajo para los estudiantes 
y acceso a becas así como ciclos de divulgación artística dentro y fuera de la institu-
ción. Fue en este período y dado este crecimiento institucional, que se incorporaron 
nuevos edificios al Pabellón México: el Granero, la Cabaña, el pabellón Brujas, el 
pabellón José de Monte o Gris, el Teatrino y parte de los pabellones Francia Anexo, 
Casa Verde y España.

También se diseñó una serie de prescripciones para ocupar cargos directivos y 
docentes, así como condiciones de ingreso para los aspirantes.6 Salit (2011) reseña la 
implementación de tres cambios curriculares ocurridos en 1962, 1968 y 1972. La au-
tora también destaca que se idearon formas de trabajo colectivo para horizontalizar 
lo más posible los contenidos entre los diferentes departamentos: materias compar-
tidas y conformación de áreas. Se pensaba en la creación artística como totalidad, 
no podía subsumirse a orientaciones disciplinares, técnicas y lenguajes específicos. 
La Escuela de Artes había devenido única en su tipo, ya que ofrecía titulaciones de 
cuatro carreras artísticas: Plástica, Música, Cine y Teatro, convirtiéndose a juicio de la 
Comisión de Autoevaluación (1999) en un “modelo de institución”.

Cabe mencionar que fue durante este período que la Escuela de Artes tuvo 
participación en las dos últimas Bienales de Arte, realizadas en la UNC, patrocina-
das por la empresa automotriz Industrias Kaiser Argentina (IKA). Estos eventos se 
realizaron en los años 1962, 1964 y 1966, y se enmarcaron en un proyecto de reno-
vación en el ámbito cultural, tanto a nivel nacional como internacional.7 A través de 
la investigación de las Bienales Rocca (2005) nos acerca a un modo de producción 
artística del momento, la novedosa figura del patrocinio por una empresa automotriz 
transnacional y la relación con ciertos espacios del Estado. A propósito de esta obser-
vación Becker (2008) plantea que el patrocinio y el Estado son dos de los elementos 
fundamentales para investigar los mundos del arte. Este autor propone que las obras 
artísticas son productos de ciertas redes de cooperación que denomina mundos de arte.
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Hacemos notar que la Facultad de Arquitectura y Urbanismo también inter-
vino8 en estos eventos y que Bulgheroni al mismo tiempo de estar al frente de la 
dirección de la Escuela de Artes era el director provincial de Cultura (Rocca, 2005). 
Estas cuestiones nos invitan a pensar sobre las redes entre las facultades de la UNC y 
espacios de poder del Estado nacional y provincial. Estas vinculaciones potenciaron 
un clima de colaboración que promovió entre otras cuestiones la realización de acti-
vidades artísticas que vinieron de la mano de las Bienales.

En el año 1972, mientras en el país se avecinaba la transición desde la dictadura 
a la democracia y desde el ámbito artístico había comenzado un cuestionamiento 
social y político, en la Escuela se agudizaron las tensiones en diferentes sectores en 
oposición a la gestión de Bulgheroni, principalmente por parte de los estudiantes. 
Las críticas se centraron en su carácter unipersonal y verticalista, el predominio de 
concepciones eurocéntricas en la enseñanza de las disciplinas artísticas, así como su 
escasa vinculación con el contexto político y social. Simultáneamente se hicieron 
sentir más fuertemente reclamos por falta de cargos, presupuesto y concursos docen-
tes. Ante esta situación Bulgheroni solicitó una licencia9 de la que no se reincorporó 
y 3 el de junio de 1973 se asumió administrativamente el fin de su gestión. Frente 
a esta situación la comunidad de la institución llevó a cabo una asamblea docente-
estudiantil para designar un nuevo director: Federico Bazán del área pedagógica del 
departamento de cine.

Puesta en marcha la nueva gestión se llevaron adelante modificaciones curri-
culares,10 nuevos métodos de enseñanza y programas de extensión, con la intención 
de una mayor vinculación con el contexto de movilización política y de una mayor 
inclusión en la universidad. Entre estas implementaciones se encontró la experiencia 
del Taller Total11 en la Escuela de Artes, el traspaso de la Sala de las Américas del Pa-
bellón Argentina, donde se proyectaba montar un centro cultural nunca concretado 
(Salit, 2011). La Escuela de Artes se convirtió en un lugar de referencia del ámbito 
artístico y de la cultura cordobesa, con un fuerte compromiso político. Salit (2011) 
caracteriza a los años 1974 y 1975 como una “etapa de transición”, en donde pueden 
visualizarse dos tendencias. Una que apunta hacia una visión entusiasta de los proce-
sos de cambio y otra que va a ir dando cuenta del cierre y pérdida de espacios físicos 
y de personal. En este sentido la autora caracteriza a una serie de mejoras como ex-
periencias que se fueron desvaneciendo. También destaca la impronta de este periodo 
en el imaginario de quienes lo vivenciaron:

La huella que imprimió este periodo a la generación de jóvenes que se for-
maron en él, muchos de ellos hoy docentes de la escuela, hace que todo lo 
entonces vivido, más allá de las condiciones objetivas, ingrese en sus repre-
sentaciones como “lo perdido”, lo “nunca recuperado” (Salit, 2011:176).
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Estudiantes de Facultad de Artes en el Teatrino.
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Rocca y Villegas (1998) coinciden en señalar que aquel espacio de tiempo fue el 
de “definitiva institucionalización, máxima expansión y consagración”. En el primer 
proyecto para la conversión de la Escuela de Artes en facultad12 se esgrime que en 
aquellos momentos la institución tenía una “estructura administrativa ejemplar para 
la época”, que le hubiera permitido alcanzar el rango de facultad si no hubiese sido 
por la irrupción de las políticas implementadas desde 1975.

Momentos trágicos: “la devastación”

A poco de la llegada de María Estela Martínez de Perón al gobierno se inició la 
“Misión Ivanisevich”. Consistió en un conjunto de medidas gubernamentales que 
implicaron la intervención de la Universidad y un “dispositivo de depuración” (Alzo-
garay y otros, 1999). En este marco, el 7 de febrero de 1975 el rector interventor de 
la UNC Mario Menso resolvió anexar la Escuela de Artes a la Facultad de Filosofía 
y Humanidades.13 Con esta nueva disposición se produjeron una serie de modifica-
ciones que las fuentes llevan a denominarla como “devastación”. Se produjo el cierre 
de los Departamentos de Cine y de Teatro, del Museo Pedagógico de Plástica, de la 
Sala de Exposición de Muestras Especiales y Finales, del Coro Universitario, de la 
Orquesta de Cámara, del Cuarteto de Cuerdas y Piano, del Centro de Música Experi-
mental, del Teatro Estable de la Universidad, del Centro de Producción de Cine, de la 
Cinemateca y se traspasó la administración de la Sala de las Américas al Rectorado. Se 
produjeron renuncias y despidos de la planta docente,14 expulsiones de estudiantes y 
desaparición de personas. Se reformaron los programas15, se desmanteló la actividad 
de extensión; se implementó un selectivo sistema de ingreso.

En las fuentes puede observarse cómo es significado este periodo. Todas coinci-
den en plantear que fue a partir de este momento que la institución entró en un pro-
ceso de “deterioro”, “desmantelamiento”, “pérdidas”, “despojo”, “destrucción”. En 
el relato de la trayectoria de la Escuela se entiende que su destino fue “truncado” por 
la dictadura militar, dado que la intervención y pérdida de autonomía fueron el “peor 
de los obstáculos” que debió afrontar¨. Desde aquí en adelante se habría iniciado un 
periodo de “injusticia” recién reparado con la facultarización.

Tiempos de recuperación: volver a los ensayos y rodajes

Iniciada la democracia comenzó en la Escuela de Artes un “proceso intenso de revi-
sión crítica” (Salit, 2011).16 Por un lado se inició una lucha por la reincorporación de 
docentes y, por otro, reformas de los planes de estudio. El Departamento de Plástica 
fue el que comenzó las reformas dando como resultado el Plan 85, seguido por Mú-
sica en 1986, Cine en 1987 y Teatro en 1989.
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En lo que refiere a la reapertura de los Departamentos de Cine y Teatro resul-
ta interesante detallar algunas cuestiones mínimas sobre cada uno de los procesos. 
Dado que la Escuela de Artes continuó como parte integrante de la Facultad de 
Filosofía y Humanidades, esta contribuyó con recursos financieros para dotar a la 
planta docente, cuestión fundamental para que aquellos departamentos “desapare-
cidos” tomaran vida nuevamente. Por su parte, el departamento de Cine volvió a 
funcionar por iniciativa de un grupo de docentes cesanteados durante la última dicta-
dura militar, así como de un conjunto de estudiantes cuyas carreras habían quedado 
truncadas. Una de las primeras tareas que concretaron fue el dictado de “Cursos de 
aproximación al conocimiento del cine”, en 1985, y de profundización durante 1987. 
Culminados aquellos, la carrera se reabrió aunque se demoró aproximadamente una 
década en dotar al Departamento de los cargos docentes requeridos. En lo que atañe 
al Departamento de Teatro, Salit (2011) destaca una particular importancia de “los 
fundadores” de la década de los 70 en el imaginario institucional. Esa cuestión se hizo 
presente, según la autora, en el diseño curricular del nuevo plan de estudios.

 En cuanto a los nuevos planes de estudios diseñados en este periodo Salit 
(2011) señala algunas cuestiones que apuntaremos de modo general. Cine y Teatro 
tuvieron como preocupación común la integración de la producción artística con el 
medio social; en tanto Música y Plástica se atuvieron más a la formación de un profe-
sional capaz de demostrar destrezas con relación al manejo de técnicas e instrumen-
tos. Los diseños curriculares de Cine y Teatro plantearon ciertas continuidades con 
los planes de finales de los años 60, en cambio los de Plástica y Música con los planes 
diseñados en 1978. Por último Salit plantea que estos planes de estudio dan cuenta 
de una independencia cada vez más acentuada entre los Departamentos, por lo cual 
se redujo la integración interdepartamental en comparación con las experiencias del 
periodo previo a la “devastación”.

Ya entrados en la década de 199017 la Escuela de Artes fue atravesada por dos 
cuestiones relevantes; una nos convoca particularmente en este escrito: su facultari-
zación. La otra fue un proceso de cambio curricular en el marco de una reforma en 
el sistema educativo nacional: la Ley de Educación Superior promulgada en 1995. 
Con esta nueva normativa se pusieron en funcionamiento la Comisión Nacional de 
Evaluación y Acreditación Universitaria (CONEAU), la Comisión Nacional de Acre-
ditación (CAP), el Sistema de Incentivo a los Docentes Investigadores y el Fondo 
para el Mejoramiento de la Calidad Universitaria (FOMEC)18 como se detalla en la 
Introducción a la última parte de este libro. En lo que refiere al FOMEC se elabo-
ró un proyecto que tenía como objetivo formular mejoras en las carreras de grado 
efectuando reformas de los planes de estudios a los fines de “recuperar el prestigio 
perdido” (Salit, 2011). Sin embargo, estas transformaciones no pudieron todavía ser 
coronadas con la creación de la Facultad. Lo que sí aconteció durante este fragmen-
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to de tiempo fue la construcción de un edificio propio (el Centro de Producción e 
Investigación en Artes: CePIA) a los fines de garantizar espacios de muestras de las 
distintas carreras (exposiciones, conciertos, puestas, proyecciones).

Las fuentes trabajadas significan a este periodo iniciado con la democracia como 
de “reconstrucción” y “recuperación”. Es en este marco semántico que se efectuaron 
diferentes anteproyectos de facultarización, desde 1986, en función de “recuperar la 
autonomía perdida” a partir de 1975 y evitar la perpetuación de la “ignominia”. La 
década del noventa en cambio, es definida como un periodo de “desmantelamiento”, 
acentuado por una concepción de un carácter “no rentable” de las artes.

Primeros libretos: un proyecto de facultarización

El proyecto de facultarización que logró ser consensuado por la comunidad de 
la Escuela de Artes fue elevado al Honorable Consejo Directivo (HCD) de la FFyH 
en octubre de 1996, bajo la gestión de la decana Ana Alderete. Fue a partir de aquél 
que se generó el expediente que aquí analizamos. Se puntualizaba que la Escuela 
pretendía realizar un “cambio gradual” de autonomización y que el pedido se funda-
mentaba en su propia trayectoria: había llegado a un nivel de “madurez” para marcar 
sus propios destinos como una institución autónoma.19

A lo largo del proyecto se destacaban los motivos que fundamentaban que la 
Escuela deviniera en facultad, como la especificidad del campo, la numerosa planta 
docente y de alumnos y otros argumentos que daban cuenta de su complejidad y 
envergadura. Los cuatro departamentos, además de la enseñanza, cumplían tareas de 
investigación y extensión.20 Respecto de estas dos actividades cabe mencionar que el 
Departamento de Música tenía bajo su dependencia dos organismos: el Laboratorio 
de Música Electroacústica y el Taller de aplicación del Método Suzuki. Por su parte, 
el Departamento de Cine y TV hacía lo propio con el Cine Club Universitario y el 
Centro de Producción Audiovisual. Por otro lado, la institución tenía una biblioteca 
propia y especializada. También se detallaba la infraestructura ocupada por la Escuela 
de Artes, amplia y compleja, distribuida en ocho locaciones diferentes.21 La nueva fa-
cultad funcionaría en los mismos espacios, aunque debería acordarse previamente la 
división de ciertas infraestructuras comunes con la FFyH, así como efectuarse tareas 
de remodelación y mantenimiento de algunos pabellones.

En lo que refiere a planta docente se detallaban doscientos cincuenta cargos 
docentes entre los cuales solo había seis docentes de dedicación exclusiva, ochenta y 
nueve semidedicados y ciento treinta y ocho de dedicación simple. La Escuela tam-
bién tenía provisión de cargos para autoridades de director, tres secretarios técnicos 
y cuatro jefes de departamentos. A pesar de los obstáculos, se destacaba que los pro-
fesores de la Escuela de Artes participaban activamente de procesos de producción 
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artística que no se enmarcaban en los sistemas tradicionales de calificación académica 
ni en los parámetros científicos, no por ello menos significativos o comprometidos 
que los que avalaban las instituciones más tradicionales.22

En lo que refiere a la población estudiantil el proyecto detallaba una matrícula 
que se aproximaba a los cuatro mil alumnos, lo que mostraba la importancia de los 
estudios artísticos en la UNC, aunque unos mil quinientos constituían una población 
fluctuante que no se matriculaba regularmente. Esta cuestión se explica, desde la 
perspectiva de quienes elaboraron dicho proyecto, por “las exigencias materiales, así 
como la concentración creativa, que requieren los trabajos finales o tesis de la mayor 
parte de las carreras que se cursan en la Escuela de Artes (…)”23. A esto se sumaba 
la inexistencia de programas de becas para quienes transitaban la fase final de sus 
carreras, más aun considerando los altos costos de las producciones de los tesistas.24

Las actividades desarrolladas por la Escuela de Artes poseían características 
particulares que la hacían muy distinta a las disciplinas humanísticas y de las ciencias 
sociales y ese era otro argumento fundamental para la facultarización.

Los autores del proyecto se encargaron de aclarar que la especificidad del cam-
po artístico que ellos concebían no se relacionaba con una concepción de “individua-
lidad y bohemia del arte”. En este sentido planteaban que la educación artística tenía 
que situarse como un hecho social considerando los aportes de las ciencias sociales.

Otra especificidad radicaba en que la enseñanza de la técnica tomaba un rol pro-
tagónico, desarrollada en clases taller de relación personalizada docente-alumno. Por 
otro lado en el proyecto se señalaban las dificultades en los estudios de posgrado. La 
oferta académica que brindaría la FFyH no se habría adecuado a los requerimientos 
de las disciplinas artísticas. Al carecer de una oferta de posgrado los docentes de la 
Escuela de Artes se encontraban en una posición de desventaja con relación a los 
demás. También se planteó la necesidad de crear nuevas carreras cortas de rápida 
inserción laboral para poder competir en el mercado con una oferta aún no ofrecida.

Por todo lo anterior la Escuela planeaba, para saldar sus situaciones proble-
máticas, llevar a cabo un proceso de reformas para actualizar sus equipos técnicos, 
mejorar las dedicaciones de su planta docente, y sus ofertas de posgrado y grado.25

El proyecto ingresó para su consideración al HCD de la FFyH en octubre de 
1996; en julio de 1997, se aconsejó elevar el proyecto al HCS y solicitar la transfor-
mación de la Escuela de Artes en Facultad con la sola oposición de dos consejeros 
estudiantiles que manifestaron la necesidad de que el proyecto contara con la mayor 
participación posible del claustro estudiantil, especialmente de la Escuela de Artes. 
Mediante la resolución N° 172 fue aprobado el proyecto por el HCD26. El 12 de 
agosto de 1997 el expediente ingresó al Rectorado, dos días después, pasó a conside-
ración de la Prosecretaría General y el 19 de agosto a consideración de la Secretaría 
de Asuntos Académicos.
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Mientras tanto, se tejían redes de solidaridad para legitimar el pedido. A princi-
pios de diciembre de 1997 la Escuela de Artes dirigió una nota a la Secretaría Aca-
démica de la UNC para hacerle saber sobre el apoyo al proyecto por parte de la 
Asociación Nacional de Facultades de Arte y Diseño.

El 23 de abril de 1998 la Secretaría Académica se expidió por primera vez res-
pecto al proyecto de facultarización. Planteó que la institución había complejizado 
su organización por el crecimiento sostenido de su matrícula y su planta docente, al 
mismo tiempo que poseía una estructura administrativa propia. Estas características 
alcanzarían para contar con un gobierno propio. Por otra parte se reconoció que la 
creación artística disponía de un objeto diferente al de las disciplinas de la FFyH, que 
los objetivos del proyecto eran pertinentes al igual que la adhesión de la Asociación 
Nacional de Facultades de Artes y Diseño. Considerando estos argumentos reco-
mendó, desde el punto de vista académico, la creación de la FA siempre que se le 
destinase un presupuesto adecuado.27

No hubo novedades hasta agosto de 1999 cuando la Secretaría Académica vol-
vió a expedirse. En esta ocasión planteó que desde el punto de vista académico la 
Escuela había crecido y contaba con prestigio tanto dentro como fuera de la UNC. 
No obstante estimó que sería necesario que el proyecto se adecuara a las exigencias 
que habían sido aprobadas por resolución 364/98 del HCS, donde se establecía una 
nueva normativa para una reorganización académica de la Universidad. A tales fines 
la Secretaría propuso enviar el expediente a la comisión especial antes de remitirlo a la 
Comisión de enseñanza del HCS. Fue así que el 5 de agosto de 1999 el proyecto fue 
girado a aquella Comisión creada por resolución 345/99 del HCS.

Esta Comisión de Reorganización Administrativa y Académica se expidió el 12 
de octubre de 1999, identificando lo que denominó como “debilidades académicas”, 
entre las que detallaba el escaso desarrollo de posgrado, la deficiencia de docentes 
de dedicación exclusiva, escasa proporción de egresados en relación a los ingresantes 
e inexistencia de registros respecto a cargos concursados. En tal sentido la Comi-
sión planteó la necesidad de estudiar el proyecto de modo más exhaustivo, a la vez 
peticionó la actualización de los datos a la Escuela de Artes así como que se diera a 
conocer el plan de desarrollo mencionado en el proyecto. El 19 de octubre de 1999 
el expediente salió de la Prosecretaría General para retornar a la FFyH.

Actualización del primer proyecto

Con fecha 22 de noviembre del año 2000 se adjuntó al expediente una actua-
lización de datos del proyecto original de facultarización, la decana de la FFyH era 
Carolina Scotto. Se desarrollaron nuevos fundamentos y el detalle actualizado de la 
información28 solicitada por la Comisión de Vigilancia y Reglamento del HCS un año 
atrás.
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En aquella oportunidad se planteó la necesidad de que el proyecto de faculta-
rización fuera considerado prioritario ya que databa de 1996, destacándose que du-
rante un año el expediente no había sufrido ningún tipo de movimientos, a la vez se 
señaló su “inexplicable extravío” en la Secretaría General en 1998. Se especificó que 
otros proyectos de facultarización presentados posteriormente, como el de Psicolo-
gía y Lenguas habían sido resueltos con mayor rapidez, lo cual era interpretado como 
un “procedimiento desigual”. Por otro lado se hacía notar que la resolución del HCS 
346/96, creando la comisión que solicitaba la adecuación del proyecto, era anterior 
a la primera elaboración del mismo. Sin embargo se explicó que la Escuela de Artes 
se adaptaba a tales normativas y cumplía con las condiciones mínimas.29 Es decir que 
los sostenedores del proyecto argumentaban en favor de los méritos que había cum-
plimentado la Escuela de Artes para convertirse en facultad, acreditados de manera 
suficiente en el transcurso de esos años. No obstante, un nuevo informe planteó que 
para poder darle curso a la iniciativa resultaba pertinente hacer un balance de los dos 
últimos años de la institución en aquellos aspectos que habían sido señalados como 
deficitarios.

Para entonces, la cantidad de alumnos de la Escuela de Artes se aproximaba a 
los tres mil quinientos y representaba el 48% del total de alumnos de la FFyH. La 
matricula había registrado un aumento, así como la relación de ingresantes y egre-
sados. La planta docente había aumentado un 11,58% en los últimos cuatro años, a 
la vez que se había quintuplicado la cantidad de docentes con estudios de posgrado 
en relación con 1995. Por otro lado se notificó la creación de la carrera del Docto-
rado en Artes, con cuatro orientaciones, única en su tipo en el país que comenzaría 
a implementarse en 2001 y que a la fecha de confección del informe, contaba con 
setenta preinscriptos, lo cual daba cuenta de la existencia de una importante demanda 
respecto a la carrera de posgrado. La mayoría, si no todos estos avances, se habían 
realizado desde la FFyH que en simultáneo había orientado recursos hacia la Escuela 
de Psicología, luego transformada en Facultad y hacia la Escuela de Artes, entendien-
do que la importancia de ambas Escuelas al interior de la FFyH lo justificaba, pero 
restando recursos a otras carreras que se dictaban también allí y que funcionaban en 
otras Escuelas.

En lo referido a investigación se registraban proyectos con financiamiento de la 
SeCyT que se aproximaban a diez en cada uno de los años que iban del periodo 1995 
al 2000, número que representaba al 25% del total del proyectos de la FFyH. Por otra 
parte, el Centro de Investigaciones de la FFyH informó la ejecución de veintisiete 
proyectos en el área Artes, a los cuales se sumaban tres proyectos interdisciplinarios 
con el área de Historia y de Letras, estimados para el periodo 2000-2001. Todo esto 
implicaba un incremento de la cantidad de investigadores. A su vez en lo concernien-
te a planta docente se había producido un importante incremento en la incorpora-
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ción al sistema nacional de categorizaciones. En lo que refería a dedicación de los 
docentes volvía a demostrarse un bajo porcentaje en dedicación exclusiva (3,86%) 
seguido por semidedicación (38,22%) y dedicaciones simples (57,9%), lo que excedía 
a la Escuela ya que se trataba del intento de fortalecimiento de la planta docente con 
los recursos de la FFyH.

El informe especificaba que los docentes llevaban a cabo de manera efectiva 
mayor carga horaria de la prevista por sus cargos, muchos se desempeñaban en más 
de una cátedra, con cargas anexas, y/o se desempeñaban en la docencia con categoría 
de tiempo completo sin la correspondiente compensación salarial. Como muestra 
de esto detallaban la distribución de las dedicaciones en la Escuela. Por otra parte se 
apuntaron algunas observaciones en cuanto al “rendimiento docente” a pesar de la 
deficiencia en la dotación de recursos. Se destacó que aquello que la comisión había 
evaluado como “debilidad” podía traducirse como un alto “rendimiento” puesto que 
un 90% de las materias que se dictaban en la institución eran en formato “taller”, 
lo cual requería una especial relación de cantidad docentes-alumnos. Aunque los 
alumnos de la Escuela de Artes representaban la mitad de toda la FFyH, la relación 
docente-alumno era la más desventajosa de toda la casa de estudios. Dadas estas 
explicaciones, para la comunidad de artes aquello que había sido señalado como una 
“debilidad académica” debía ser interpretado como una “debilidad presupuestaria” 
que no atañía a la Escuela ni a la Facultad de la cual dependía30, sino a una política de 
gestión de la UNC.

En lo que refiere específicamente a equipos técnicos, espacios físicos, planes de 
estudios y oferta académica, la institución había realizado un plan de actualización de 
equipos técnicos y ampliación de la capacidad edilicia. Por otra parte la Escuela había 
llevado a cabo un proceso de cambio curricular desde 1997 hasta 2000. También se 
detalló un conjunto de actividades de extensión que estaban ligadas intrínsecamente 
al objeto de estudio de artes. Por otro lado se destacó que la Escuela había registrado 
avances en lo que refería a un proceso de “autonomización funcional”.

Por todo lo anterior el HCD, en sesión del 18 de diciembre de 2000, reiteró al 
HCS su solicitud de facultarización de la Escuela de Artes.31

Pese a las insistencias de la decana Scotto y al cumplimiento de nuevos reque-
rimientos de la Secretaría General de la UNC, a mediados de 2002 el expediente de 
facultarización seguía sin modificaciones. El 5 de junio la decana solicitó al rector el 
tratamiento en el HCS y para 2003, la comunidad de la Escuela de Artes había logra-
do el apoyo de todos los decanos de Facultades de Artes y Escuelas Universitarias de 
Artes en ocasión de un encuentro en Mendoza. La postergación tomaba estado pú-
blico a nivel nacional, se remarcaba que veinte años de democracia no habían logrado 
reparar la “situación de injusticia” a la que fuera sometida la Escuela, sus docentes y 
sus estudiantes.32
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Facultad de Artes, estudiantes de primer año de Cine en 1969.
Gentileza FA, Jazmín Sequeira.
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En respuesta a estos pedidos el 15 de agosto de 2003 las Comisiones de En-
señanza y de Vigilancia y Reglamento del HCS sugirieron la conformación efectiva 
de aquella Comisión Rectoral que se había recomendado en 1998, esta se constituyó 
para diseñar lineamientos y pautas a las que se debían adecuar las nuevas facultades.

Últimos ensayos generales: la reactivación del expediente

Recién en el año 2009 encontramos nueva documentación dentro del propio expe-
diente33. Para entonces la rectora de la UNC era Carolina Scotto. El 14 de abril de 
2009, bajo la conducción de Gloria Edelstein, la FFyH solicitó que el expediente 
fuera remitido a esa institución ya que habían transcurrido nueve años desde la última 
revisión.

A continuación exploramos algunos de los datos de ese informe actualizado. 
En lo que refiere a investigación se reportó un aumento de proyectos evaluados y 
radicados en el Centro de Investigaciones “María Saleme de Burnichon”, en el área 
Artes, así como la institucionalización de dos programas interdisciplinarios. Tam-
bién se detalló que se habían realizado Jornadas de Investigación del Área Artes 
desde 1996. Aquellas habían tenido una periodicidad anual y se habían constituido 
en un espacio integrador de disciplinas y abordajes artísticos, estableciéndose como 
un lugar de referencia para el estado de la investigación en artes. Además se contaba 
con una publicación con referato: la revista Avances, de periodicidad semestral desde 
2006. En lo que atañe a la actividad de posgrado se destacaba que el Doctorado en 
Artes se encontraba funcionando desde 2001, contando para 2009 con un egresado 
y cincuenta alumnos de cuatro cohortes. Paralelamente, el 20 de julio de 2009 el 
HCD conformó una Comisión de Transición para que participase activamente en el 
proceso de facultarización.34 La misma estuvo integrada por autoridades: la decana 
de la FFyH y directora de la Escuela de Artes, Ana Yukelson; el consiliario titular de 
la FFyH y ex director de la Escuela Gabriel Gutnisky y representantes del HCD de 
todos los claustros.

El informe confeccionado por la Escuela de Artes fue aprobado por el HCD 
por unanimidad en sesión del 5 de octubre de 2009, destacándose que el proyecto 
cumplía con las condiciones establecidas por la resolución 346/98.35 Sin embargo, 
dado que se habían elevado otros pedidos de facultarización, el HCS promulgó la 
Res. N° 1438/10 el 14 de diciembre por la cual creaba una comisión ad hoc36 para 
que confeccionara un informe que diera cuenta de un análisis y proyección de la 
estructura institucional-académica y de gobierno de la UNC, especificara criterios y 
pautas que deberían cumplir los pedidos de creación de nuevas facultades y analizara 
los expedientes con dichos pedidos que se encontraban en el HCS, estableciéndose 
un plazo máximo de ciento veinte días para hacerlo a partir del 10 de febrero de 2011.
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El 26 de julio de 2011 el Consejo de la Escuela de Artes elevó una nueva ac-
tualización del informe de la institución. Por otro lado el 20 septiembre de 2011 el 
HCS aprobó a través de una ordenanza los criterios para la facultarización. El 11 de 
octubre la Comisión ad hoc se expidió y evaluó positivamente el Informe presentado 
por la Escuela de Artes37, informe aprobado en la sesión del 18 de octubre cuando se 
solicitó la convocatoria a Asamblea Universitaria para el mes de noviembre.

Y se hizo Facultad…

El 12 de noviembre de 2011 a las 9 hs. en la Sala de las Américas, dio comienzo la 
Asamblea Universitaria. Quien abrió la lista de oradores fue la decana de la FFyH 
Gloria Edelstein. En su discurso destacó la posición de la FFyH por una “puesta en 
valor de las artes”, entendiéndolas como un “espacio clave”, así como el crecimiento 
llevado a cabo por la propia institución. También efectuó un recorrido histórico de 
la Escuela, destacando que el proyecto de creación databa de quince años de antigüe-
dad, y subrayó el trabajo colectivo de los diferentes claustros. En consonancia con 
esto último Edelstein planteó que el proyecto de facultarización había sido difundido 
por gran parte de la comunidad universitaria gracias a la labor realizada por los deca-
nos y consejeros directivos de las diferentes facultades.

Lo que puede observarse de la lectura del acta de aquella asamblea es el apoyo 
de todos los oradores a la creación de la nueva Facultad. De aquí que el proyecto fue-
ra aprobado en general por unanimidad. Surgen otros asuntos que no detallaremos 
dado que no refieren al objeto específico de este escrito. Ejemplo de aquéllos fue el 
reclamo de jerarquización de otras unidades académicas en facultades.38

El 17 de febrero del siguiente año llegó a la UNC la copia de resolución ministe-
rial N° 60 fechada el 19 de diciembre de 2011 por la cual se modificaban los artículos 
5 y 6 del Estatuto Académico de la UNC a los fines de incorporar a la nueva Facultad. 
En la sesión del 20 de marzo de 2012 del HCS se notificó sobre dicha resolución, y 
nueve días después el expediente pasó al Archivo General de Rectorado.

Un saquito de azúcar traspapelado…

En este escrito intentamos historiar la trayectoria de una institución: la Escuela 
de Artes y el proceso por el cual se transformó en una entidad con carácter de facul-
tad. Hemos hecho referencia de manera general a los distintos contextos recorridos 
en esa travesía, aun a costa de reiterar cuestiones abordadas en las introducciones a 
cada parte de este libro, no obstante creemos que es importante enmarcar el proceso 
de la FA en detalle. En tal sentido comenzamos con su fundación, la cual mostró 
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que existían ciertas afinidades con el régimen político imperante: el peronismo y 
su política educativa. Describimos sus principales características y realizamos breves 
comentarios sobre sus primeros planes de estudios. Luego reseñamos la repercusión 
de la política nacional con el derrocamiento y proscripción del peronismo: un intento 
de cierre. Aquellas intenciones se reconvirtieron a tal punto que la Escuela vivió un 
periodo que llevó a calificarla como su “edad dorada”. Desde los años sesenta se 
transformó en un lugar de referencia para el ámbito artístico cordobés, a la vez que 
tiñó sus prácticas de un fuerte compromiso político y social. Desde las fuentes tra-
bajadas pudimos advertir una fuerte resignificación de aquel momento que luego fue 
truncado por políticas nacionales que se iniciaron en el año 1975. Sin embargo pudi-
mos notar que aquellas experiencias se fueron desvaneciendo en momentos previos. 
Luego dimos cuenta de la efectiva intervención de la institución en el año señalado, 
con un fuerte dispositivo de desmantelamiento y depuración que se avecinó con la 
última dictadura militar. Con la recuperación de la democracia la Escuela atravesó 
por un proceso de reforma de sus planes de estudios y de reapertura de dos de sus 
departamentos que habían sido cerrados.

 Ya en la década del noventa nos adentramos en el asunto que nos convoca: el 
primer proyecto de facultarización de la Escuela de Artes. En aquel proyecto del año 
1996 se esgrimieron que los motivos del pedido se derivaban de la especificidad de 
la disciplina y de su complejidad administrativa y dimensiones numéricas. Aquellas 
fundamentaciones fueron reiteradas en los sucesivos proyectos de facultarización. 
Dimos cuenta de numerosas actualizaciones de datos y pedidos de un pronto trata-
miento. También de la existencia de avales externos de la UNC, como las acciones 
de los cuerpos colegiados y autoridades de la Escuela de Artes y de la FFyH que dan 
cuenta de una marcada voluntad política y apoyo al proyecto de facultarización que 
conformaron una red de legitimación de un reclamo.

Descripto este arduo recorrido hacia la facultarización creemos estar en condi-
ciones de plantear que el camino fue largo y trabajoso. Demandó muchos años, mu-
chas gestiones y esfuerzos de la comunidad de la Escuela y de la FFyH. El expediente 
registró muchos movimientos y demandó, quizás, mucho café. Tal vez éste sea el 
motivo por el cual pudo encontrarse un sobre de azúcar entre sus hojas. Azúcar para 
endulzar el sabor amargo de la demora. En dieciséis años son posibles inmensidades 
de vivencias, de algunas de las cuales fue testigo aquel montón de papeles que fue 
cobrando vida por sus numerosos tránsitos y espacios. Si bien nos limitamos a utilizar 
fuentes documentales oficiales, pudimos observar disputas en torno a un modelo de 
universidad. Queda como tarea pendiente explicitar las diferentes demandas de parte 
de quienes participaron activamente en este proceso, con las discusiones previas a la 
institucionalización de los reclamos, así como los diferentes sentidos atribuidos a la 
trayectoria de la institución y su aspiración como Facultad. ■
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Notas

1 A pesar de que se señala al año 1948 de modo recurrente como mito fundante, Salit (2011) marca 
un antecedente previo en el año 1927, un instituto de arte creado el 25 de octubre que no llegó a fun-
cionar. Por otro lado Rocca (2007) señala la importancia de otro establecimiento dedicado a las artes 
plásticas: la Escuela Provincial Figueroa Alcorta, cuyo antecedente fue la primera academia de bellas 
artes de Córdoba a cargo del pintor Emilio Caraffa, denominada “Escuela de pintura copia del natural” 
(Lo Celso, 1973).

2 Se ubicaba en Colón 680, actualmente es una importante avenida de la ciudad.

3 Los directores que se sucedieron en este periodo fueron: Julián Pedro Altaba (1956 a 1958), Ricardo 
Pedernera (1958), José Ferreyra Soaje (1958 a 1961), Pedro Fidel Napolitano (1961).

4 Ellos redactaron el anteproyecto de plan de estudios de la carrera de cine en 1966, y pusieron en 
marcha el Cine Club Universitario. Los dos nuevos departamentos tuvieron en común que se consti-
tuyeron a partir de figuras carismáticas que con el transcurrir de los años plantearon discrepancias 
con la gestión de Bulgheroni (Salit, 2011). Las diferencias fueron tales que en 1969 María Escudero fue 
expulsada de la Escuela, hecho que fue subsanado por la UNC al entregarle el doctorado honoris cau-
sa en 1999. Tras su expulsión Escudero conformó con ex alumnos un grupo de teatro independiente 
denominado “Libre Teatro Libre” (LTL); junto al grupo de teatro “La Chispa” se convirtieron en emble-
máticos representantes de un movimiento artístico que estableció vínculos con personas dedicadas 
a la música. Esta red de artistas se caracterizó por poseer un importante compromiso político. Luego 
de la irrupción de la última dictadura militar hubo una importante disgregación: muchos se fueron al 
exilio o abandonaron sus proyectos. Para más datos ver Arce (2007) y Bruno (2012).

5 Creado en 1965 por jóvenes compositores que realizaban sus estudios con la profesora Ornela Ba-
llestrini de Devoto y el profesor César Franchisena. Para más datos ver Santiago Giordano, “El legado 
del centro de música experimental de la escuela de artes. Una experiencia concreta”. LVI artes y es-
pectáculos 29/08/1999. Aquellas personas organizaron lo que se dio en llamar Jornadas de Música 
Experimental (Rocca, 2005).

6 Los concursos docentes se efectuaron a partir de 1972. El examen de ingreso no establecía límites 
excluyentes sino que se elaboraban informes individuales de los alumnos (Salit, 2011). Incluso esta 
nueva modalidad de ingreso fue entre otras la que permitió el aumento del número de la matrícula.

7 En este sentido Rocca (2005) plantea: “las Bienales de Arte, la creación de Museos de Arte Moderno 
y Casas de Cultura, se constituyeron en emblemas de procesos de modernización o ‘actualización’ y 
‘puesta al día’ en la posguerra en América Latina. Las exposiciones bianuales llamadas Bienales de 
Arte, fueron concebidas desde su aparición como lugares de la máxima visualización y legitimación 
del arte contemporáneo y como exhibición productiva no solo en el campo simbólico sino también en 
el creciente mercado del arte” (Rocca, 2005:25).

8 Hacemos notar la importancia de la FAU en el ámbito de la plástica, cuestión que no profundizare-
mos aquí.

9 Como directores interinos tomaron el cargo la jefa del Departamento de Música Ornella Balestrini 
de Devoto, quien renunció en marzo de 1973, y el profesor de grabado César Miranda (ex jefe del De-
partamento de Plástica y muy cercano a Bulgheroni) hasta junio de 1973.

10 Las carreras que se impartían eran: licenciaturas y profesorados en Pintura, Escultura, Grabado; 
licenciaturas en Instrumentos, Composición Musical, Interpretación y Técnica Teatral, y Cine; además 
de los profesorados en Didáctica Musical, Educación Teatral y Educación Cinematográfica.

11 El “Taller Total” tuvo lugar en la Facultad de Arquitectura y Urbanismo de la UNC entre 1970 y 1975. 
Fue una experiencia político-pedagógica que se proponía desarrollar una arquitectura comprometida 
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socialmente (ver Elkin, 2000 y Malecki, 2012).

12 AHUNC. Expte 0011043/2009. N° Original 12-96-03441 Cuerpo I.

13 En 1975 Horacio Suárez se convirtió en el nuevo director de la Escuela, sucedido por Héctor Bianchi 
Domínguez y por Dante Medina (1976-1984).

14 La mayoría de la planta docente era interina, por lo cual no se les renovaron las designaciones. De 
este modo los Departamentos de Cine y Teatro “desaparecen” sin dejar rastros, sin mediar medida que 
lo disponga oficialmente.
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dos por el Ministerio de Cultura y Educación, las comunicaciones del Consejo de Rectores de las Uni-
versidades Nacionales y la Reunión de Decanos de Filosofía y Humanidades realizada en noviembre 
de 1977 (Salit, 2011).

16 El director durante este periodo fue Tito Miravet (1984-89).

17 Los directores que sucedieron fueron: Nora Zaga del Dpto. de Teatro (1989-92), Antonio Fernández 
del Dpto. de Cine (1992-94), Gabriel Gutnisky del Dpto. de Plástica (1994-2004), Arturo Borio del Dpto. 
de Cine (2004- 08) y Ana Yukelson del Dpto. de Teatro (2008-11).

18 Para más datos ver Salit (2011).

19 AHUNC, Exp-UNC: 0011043/2009. N° Original 12-96-03441 Cuerpo I, folios 2 al 59.

20 Las titulaciones otorgadas por la institución eran: Licenciatura en Pintura, en Escultura, y en Gra-
bado, Profesorado Superior en Artes Plásticas (con orientación en pintura, escultura o grabado), Li-
cenciatura en Perfeccionamiento Instrumental (piano, violín, viola o violoncelo), Licenciatura en Com-
posición Musical, Profesorado en Perfeccionamiento Instrumental (piano, violín, viola o violoncelo), 
Profesorado en Composición Musical, Profesorado en Educación Musical, Tecnicatura Productor en 
Medios Audiovisuales, Licenciatura en Cine y Televisión, Licenciatura en Teatro (con orientación e in-
terpretación teatral o en técnica teatral).

21 Pabellón México (sector más importante de administración, aulas especiales para música y uso 
común, Laboratorio de Fotografía y de Música Electroacústica; anexo Taller Museo del Departamento 
de Plástica), Aulas Método Suzuki, Pabellón la Cabaña (cátedra de escultura del Departamento de 
Plástica), Taller Gris (taller de dibujo, pintura y diseño), Taller las Brujas (cátedras de grabado, dibujo y 
pintura), Teatrino (taller dedicado a cátedras actorales y técnicas del Departamento de Teatro, tam-
bién utilizado en espectáculos públicos), Pabellón Francia Anexo (aulas y boxes especiales del Depar-
tamento de Cine y TV, y aulas de uso común con la FFyH), Departamento de Medios Audiovisuales de 
Extensión Universitaria. En el mismo proyecto se destaca la particularidad de gran parte de estos es-
pacios, especificidad que requiere de cuidado y mantenimiento diferenciado, cuestión que no siempre 
fue contemplada por las autoridades ajenas a la disciplina artística.

22 AHUNC, Exp-UNC: 0011043/2009. N° Original 12-96-03441, Cuerpo I, folio 42.

23 AHUNC, Exp-UNC: 0011043/2009. N° Original 12-96-03441, Cuerpo I, folio 7.

24 Respecto de la población estudiantil se detallan los siguientes datos:

Año 86 87 88 89 90 91 92 93 94 95
Ingresantes 483 339 495 600 504 484 393 468 606 870
Regulares 1.464 1.385 1.945 2.011 1.881 1.807 1.378 1.533 1.646 2.429
Graduados 30 29 41 30 43 39 49 14 39 60

AHUNC, Exp-UNC: 0011043/2009. N° Original 12-96-03441, Cuerpo I, Folio 23. En este cuadro puede 
verse una curva ascendente de ingresantes, que solo decrece para los años 90, 91 y 92, que nos da 
pistas sobre la demanda en la ciudad de Córdoba de estudios artísticos.
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25 Hay que señalar que al momento de presentar este proyecto la institución se encontraba abocada 
a un proyecto de reforma curricular y desarrollo. Para más datos ver Salit, 2011.

26 En los argumentos de dicha resolución se especificó que el proyecto había sido producto de una 
larga labor de los diferentes claustros de la Escuela, que poseía fundamentos históricos, académicos 
y pedagógicos, y que por tanto era necesario propiciar a la Escuela de Artes una administración que 
respondiera a su complejidad y especificidad.

27 La Escuela de Artes había enviado una estimación presupuestaria que luego tuvo que acotar a 
pedido de aquella Secretaría.

28 AHUNC Exp-UNC: 0011043/2009. N° Original 12-96-03441, Cuerpo I folios 94 al 110, cuerpo II, folios 
111 a 317.

29 Dichas condiciones eran: “Nuclear la mayoría de las relaciones secuenciales y recíprocas requerida 
para el cumplimiento de sus fines, tener un alto nivel de especificidad, estar justificada por su tama-
ño”.

30 Se citan a modo de ejemplo que luego de la reapertura de los Departamentos de Teatro y Cine no se 
asignaron partidas correspondientes, así también la responsabilidad de incrementar las dedicaciones 
docentes con un mayor presupuesto destinado para ello.

31 AHUNC, 2000, RD 385, Exp-UNC: 0011043/2009. N° original 12-96-03441, folio 325.

32 AHUNC, EXP-UNC: 0016524/2009 N° ORIGINAL: 12-03-27931, folio 4.

33 El trabajo de fuentes nos develó una Resolución del HCS n° 387 con fecha 20 de septiembre de 2005, 
anexada a otro expediente que creaba otra comisión tanto para estudiar el caso de la Escuela de Artes 
como de Ciencias Biológicas. Dicho organismo estaría coordinado por el Secretario General de la UNC 
Ing. Félix Roca, y conformado por cinco vicedecanos.

34 Secretaría HCD FFyH, 2009, RD 320.

35 AHUNC, 2009, RD 478. Exp-UNC: 0011043/2009. N° Original 12-96-03441 Cuerpo II F. 343.

36 Comisión integrada por tres decanos, dos consiliarios docentes, dos consiliarios estudiantiles y una 
consiliaria por el claustro de egresados.

37 Progresivamente y con el apoyo de la FFyH, la Escuela había nutrido su biblioteca, su planta ad-
ministrativa y docente, su infraestructura, sus centros de investigación y documentación Centro de 
Conservación y Documentación Audiovisual, sus carreras, incluyendo una carrera on line, sus activi-
dades de extensión Método Suzuki y el Laboratorio de Música Electroacústica e Informática Musical y 
el Centro Experimental de Animación, además de otras actividades que la posicionaban para aspirar 
al rango de facultad.

38 Se propuso cambiar la representación de los claustros: aumentar la representatividad de estu-
diantes, no docentes y egresados. Algunos plantearon la deuda de la gestión de convocar a asamblea 
universitaria para reformar el método de elección de autoridades unipersonales.
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